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PODER LEGISLATIVO 
CAMARA DE DIPUTADOS 

DECRETO por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones del Reglamento de Transparencia, 
Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales de la Cámara de Diputados. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Poder Legislativo Federal.- 
Cámara de Diputados. 

LA CÁMARA DE DIPUTADOS CON FUNDAMENTO EN LA FRACCIÓN I, DEL ARTÍCULO 77 DE LA CONSTITUCIÓN 
POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, D E C R E T A: 

SE REFORMAN, ADICIONAN Y DEROGAN DIVERSAS DISPOSICIONES DEL REGLAMENTO DE 
TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES DE LA 
CÁMARA DE DIPUTADOS. 

Artículo Único.- Se reforman los artículos 10, numerales 1 y 4; 11, numeral 4; 15, numeral 1 y fracción 
XII; 22, numeral 1, fracción III; 23, numerales 4 y 5; 25, numeral 1; 27, numeral 2, fracción I; 46, numeral 1 y 
fracciones X y XI, y 81, numeral 1; Se adicionan los artículos 15, con las fracciones XX a XXVII; 19, numeral 2, 
con una fracción XVII, pasando la actual XVII a ser XVIII; 30, numeral 1, con una fracción V; 69, con un 
numeral 2 y las I a V, y 141, y Se derogan la fracción I, del numeral 1 del artículo 32 y el Artículo Sexto 
Transitorio del Reglamento de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos 
Personales de la Cámara de Diputados, para quedar como sigue: 

Artículo 10. 
1. El Órgano Rector es la instancia encargada de establecer las políticas institucionales en materia de 

transparencia, acceso a la información pública y protección de datos personales en la Cámara. La Junta de 
Coordinación Política de la Cámara funge como el Órgano Rector a que se refiere este Capítulo. 

2. y 3. … 

4. Los vocales son los integrantes de la Junta que representan a los Grupos. 
5. … 

Artículo 11. 
1. a 3. … 

4. Los integrantes del Órgano Rector pueden nombrar, de entre los diputados Vicecoordinadores de los 
Grupos representados en la Cámara, suplentes que los representen y asuman sus responsabilidades en las 
sesiones. 

5. … 

Artículo 15. 
1. Son facultades del Órgano Rector: 

I. a XI. … 

XII. Presentar al Pleno los informes semestrales; 
XIII. a XIX. … 

XX. Conocer, sustanciar y resolver el recurso de revisión, en materia de transparencia, acceso a la 
información y protección de datos personales en la Cámara. La Junta de Coordinación Política de la 
Cámara deberá excusarse de conocer de los asuntos relacionados con solicitudes de información en 
las que haya actuado o tuviere que actuar como órgano obligado, en cuyo caso, excepcionalmente, 
corresponderá al Comité de Administración asumir las funciones que a este corresponden en la 
sustanciación y resolución del procedimiento relativo. 

XXI. Interpretar el Reglamento para su exacta observancia; 
XXII. Aplicar las medidas correctivas o de apremio conducentes; 
XXIII. Diseñar y aplicar indicadores para evaluar el desempeño de la Cámara en materia de 

transparencia, acceso a la información pública y protección de datos personales; 
XXIV. Establecer los indicadores de gestión de órganos y sujetos obligados; 
XXV. Emitir semestralmente un análisis y evaluación de las políticas institucionales de 

transparencia, acceso a la información pública y protección de datos personales y concluye con 
recomendaciones generales y específicas; 
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XXVI. Hacer del conocimiento de la Contraloría Interna de la Cámara las presuntas infracciones a la 
Ley, al presente ordenamiento, así como a otras disposiciones legales e informa a la Mesa Directiva, 
de las resoluciones que al respecto expida, y 

XXVII. Tener acceso, en cualquier momento, a la información reservada o confidencial para 
determinar su debida clasificación, desclasificación o la procedencia de su acceso. 

2. … 

Artículo 19. 
1. … 

2. El Secretario Técnico del Órgano Rector: 

I. a XV. … 

XVI. Cumple las tareas que le sean encomendadas por los vocales, el Pleno o el Presidente del Órgano 
Rector; 

XVII. Asiste al Órgano Rector en la sustanciación del recurso de revisión, y 
XVIII. Realiza las demás tareas que sean necesarias para el cumplimiento de los objetivos del Órgano 

Rector o inherentes a las responsabilidades de su cargo. 
Artículo 22. 
1. … 

I. y II. … 

III. El estado en que se encuentran las denuncias presentadas por el Consejo ante la Contraloría Interna, 
y 

IV. … 

Artículo 23. 
1. a 3. … 

4. Los consejeros duran en su cargo cinco años, sin posibilidad de reelección. 
5. El ejercicio del cargo de consejero podrá ser retribuido con una compensación, de acuerdo a los 

casos atendidos. Para ello, el Comité de Administración deberá establecer los criterios 
correspondientes y, en su caso, los apoyos administrativos necesarios para el cumplimiento de las 
funciones de los consejeros. 

6. a 10. … 

Artículo 25. 
1. Corresponde a la Cámara, por conducto de la Comisión de la Función Pública, emitir una convocatoria 

pública abierta a especialistas e investigadores en la materia que se interesen en desempeñar las 
funciones otorgadas al Consejo, señaladas en el artículo anterior del presente Reglamento. 

2. y 3. … 

Artículo 27. 
1. ... 

2. Los aspirantes deben presentar un ensayo inédito por escrito que debe: 

I. Ser de un mínimo de quince cuartillas, y 

II. … 

3. y 4. … 

Artículo 30. 
1. Para ser Consejero se requiere: 

I. y II. … 

III. Contar con grado de licenciatura en el campo de las ciencias sociales, preferentemente con algún 
postgrado; 

IV. Contar con experiencia mínima comprobable de cinco años en la docencia y/o investigación, y 
V. Gozar de prestigio en el medio relacionado con la transparencia y acceso a la información 

pública. 
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Artículo 32. 
1. El cargo de Consejero es incompatible con: 

I. (Se deroga) 
II. y III. … 

Artículo 46. 
1. La Cámara está obligada a publicar información actualizada sobre: 

I. a IX. … 

X. Presupuesto asignado e informe semestral del ejercicio del gasto, debidamente desglosado por 
partidas y montos; 

XI. El Programa de Trabajo de la Contraloría Interna y el resultado de las auditorías al ejercicio 
presupuestal de cada órgano y sujeto obligados; 

XII. a XVII. … 

Artículo 69. 
1. … 

I. a III. … 

2. Toda solicitud de información debe contener: 
I. Nombre del solicitante; 
II. Domicilio completo del solicitante; 
III. La descripción clara y precisa de los documentos que solicita; 
IV. Cualquier otro dato que facilite la búsqueda de información, y 
V. La modalidad en la que prefiera se otorgue el acceso a la información, la cual podrá ser 

verbalmente, siempre y cuando sea para fines de orientación, a través de consulta directa, copias 
simples o certificadas, correo electrónico u otro tipo de medio. No obstante ello, el acceso se dará 
solamente en la forma en que lo permita el documento de que se trate. 

Artículo 81. 
1. La resolución que emite el Órgano Rector debe notificarse al interesado, dentro del plazo que tiene la 

Unidad para atender la solicitud; en caso de ser negativa, la Unidad está obligada a indicar al solicitante que 
puede interponer un recurso de reconsideración contra la resolución ante el Consejo. 

Artículo 141. 
1. Conforme a lo dispuesto por el artículo 61 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública Gubernamental, en lo no previsto por este Reglamento serán aplicables los 
principios y plazos establecidos en esa Ley. 

SE DEROGA EL ARTÍCULO SEXTO TRANSITORIO DEL DECRETO POR EL QUE SE EXPIDE EL REGLAMENTO 
DE LA TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES DE 
LA CÁMARA DE DIPUTADOS, PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 6 DE ABRIL DE 2009. 

TRANSITORIOS 

Primero. a Quinto. … 
Sexto. (Se deroga.) 
Séptimo. a Décimo Primero. … 

Transitorios 

Primero. El presente Decreto entrará en vigor el día de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación. 

Segundo. Una vez que haya entrado en vigor el presente Decreto, la Junta de Coordinación Política de la 
Cámara de Diputados, por única vez, propondrá para su elección al Pleno en un solo acto, una lista de tres 
personas que reúnan los requisitos que el Reglamento establece para la elección de los Consejeros 
fundadores del Consejo. 

SALÓN DE SESIONES DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS DEL HONORABLE CONGRESO DE LA 
UNIÓN.- México, D.F., a 7 de febrero de 2012.- Dip. Guadalupe Acosta Naranjo, Presidente.- Rúbrica.-  Dip. 
Guadalupe Pérez Domínguez, Secretaria.- Rúbrica. 
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TERCERA SECCION 
PODER EJECUTIVO 

SECRETARIA DE SALUD 
DECRETO por el que se adiciona un artículo 28 Bis a la Ley General de Salud. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia de la 
República. 

FELIPE DE JESÚS CALDERÓN HINOJOSA, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, a sus 

habitantes sabed: 

Que el Honorable Congreso de la Unión, se ha servido dirigirme el siguiente 

DECRETO 

"EL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, D E C R E T A : 

SE ADICIONA UN ARTICULO 28 BIS A LA LEY GENERAL DE SALUD. 

ARTÍCULO ÚNICO.- Se adiciona un artículo 28 Bis a la Ley General de Salud, para quedar como sigue: 

Artículo 28 Bis.- Los profesionales que podrán prescribir medicamentos son: 

1. Médicos; 

2. Homeópatas; 

3. Cirujanos Dentistas; 

4. Médicos Veterinarios en el área de su competencia, y 

5. Licenciados en Enfermería, quienes únicamente podrán prescribir cuando no se cuente con los servicios 

de un médico, aquellos medicamentos del cuadro básico que determine la Secretaría de Salud. 

Los profesionales a que se refiere el presente artículo deberán contar con cédula profesional expedida por 

las autoridades educativas competentes. Los pasantes en servicio social, de cualquiera de las carreras antes 

mencionadas y los enfermeros podrán prescribir ajustándose a las especificaciones que determine  la 

Secretaría. 

TRANSITORIO 

ÚNICO.- El presente Decreto entrará en vigor al año siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación, plazo durante el cual el Ejecutivo Federal, a través de la Secretaría de Salud y de conformidad 

con el texto propuesto en el último párrafo del artículo 28 Bis de la Ley General de Salud, deberá establecer 

los lineamientos y procedimientos de operación, así como los criterios para la prescripción de medicamentos 

por el personal de enfermería en la atención primaria a la salud. 

México, D.F., a 7 de febrero de 2012.- Sen. Jose Gonzalez Morfin, Presidente.- Dip. Guadalupe Acosta 
Naranjo, Presidente.- Sen. Ludivina Menchaca Castellanos, Secretaria.- Dip. Cora Cecilia Pinedo Alonso, 

Secretaria.- Rúbricas." 

En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto en la Residencia 

del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal, a dos de marzo de dos mil doce.- 

Felipe de Jesús Calderón Hinojosa.- Rúbrica.- El Secretario de Gobernación, Alejandro Alfonso Poiré 
Romero.- Rúbrica. 
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DECRETO por el que se adiciona un segundo párrafo al artículo 51 Bis 1 de la Ley General de Salud. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia de la 
República. 

FELIPE DE JESÚS CALDERÓN HINOJOSA, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, a sus 
habitantes sabed: 

Que el Honorable Congreso de la Unión, se ha servido dirigirme el siguiente 

DECRETO 
"EL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, DECRETA: 

SE ADICIONA UN SEGUNDO PÁRRAFO AL ARTÍCULO 51 BIS 1 DE LA LEY GENERAL DE SALUD. 

ARTÍCULO ÚNICO.- Se adiciona un segundo párrafo al artículo 51 Bis 1, de la Ley General de Salud, para 
quedar como sigue: 

Artículo 51 Bis 1. ... 
Cuando se trate de la atención a los usuarios originarios de pueblos y comunidades indígenas, estos 

tendrán derecho a obtener información necesaria en su lengua. 

TRANSITORIOS 
PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial 

de la Federación. 
SEGUNDO.- Los gobiernos Federal, de las entidades federativas y de los municipios deberán desarrollar, 

de manera coordinada, las políticas públicas previstas en el presente Decreto a partir de los recursos 
presupuestarios disponibles, para lograr, de manera progresiva, el cumplimiento del mismo. 

México, D.F., a 7 de febrero de 2012.- Sen. Jose Gonzalez Morfin, Presidente.- Dip. Guadalupe Acosta 
Naranjo, Presidente.- Sen. Ludivina Menchaca Castellanos, Secretaria.- Dip. Balfre Vargas Cortez, 
Secretario.- Rúbricas." 

En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto en la Residencia 
del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal, a dos de marzo de dos mil doce.- 
Felipe de Jesús Calderón Hinojosa.- Rúbrica.- El Secretario de Gobernación, Alejandro Alfonso Poiré 
Romero.- Rúbrica. 
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SECRETARIA DE LA DEFENSA NACIONAL 
DECRETO por el que se reforma el artículo 81 Bis de la Ley Orgánica de la Armada de México y el primer 
párrafo del artículo 175 Bis de la Ley Orgánica del Ejército y Fuerza Aérea Mexicanos. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia de la 
República. 

FELIPE DE JESÚS CALDERÓN HINOJOSA, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, a sus 
habitantes sabed: 

Que el Honorable Congreso de la Unión, se ha servido dirigirme el siguiente 

DECRETO 
"EL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, D E C R E T A: 

SE REFORMA EL ARTÍCULO 81 BIS DE LA LEY ORGÁNICA DE LA ARMADA DE MEXICO Y EL PRIMER 
PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 175 BIS DE LA LEY ORGÁNICA DEL EJÉRCITO Y FUERZA AÉREA MEXICANOS. 

Artículo Primero.- Se reforma al artículo 81 Bis de la Ley Orgánica de la Armada de México, para quedar 
como sigue: 

Artículo 81 Bis.- La licencia por edad límite es la que se concede a los miembros de la Armada de México 
con veinte, o más años de servicios efectivos que estén próximos a ser colocados en situación de retiro por 
edad límite, dispuesto en el artículo 25 de la Ley del Instituto de Seguridad Social para las Fuerzas Armadas 
Mexicanas, conforme a la tabla siguiente: 

Años de Servicio 
Almirantes, Capitanes y 

Oficiales. Clases y Marinería Duración de la Licencia 

25 AÑOS 20 AÑOS 3 MESES 
26 AÑOS 22 AÑOS 4 MESES 
28 AÑOS 24 AÑOS 5 MESES 
30 AÑOS 25 AÑOS 6 MESES 
32 AÑOS 26 AÑOS 7 MESES 
34 AÑOS 27 AÑOS 8 MESES 
36 AÑOS 28 AÑOS 9 MESES 
38 AÑOS 29 AÑOS 10 MESES 
40 AÑOS 30 AÑOS 11 MESES 

42 O MÁS AÑOS 31 O MÁS AÑOS 12 MESES 
 
Esta licencia será concedida por una sola ocasión, con goce de las percepciones que esté recibiendo el 

militar sin interrumpir su tiempo de servicios, en los términos y condiciones que establezca el Reglamento 
correspondiente. 

Artículo Segundo.- Se reforma el primer párrafo del artículo 175 BIS de la Ley Orgánica del Ejército y 
Fuerza Aérea Mexicanos, para quedar como sigue: 

ARTÍCULO 175 BIS.- La licencia por edad límite es la que se concede a los militares con veinte, o más 
años de servicios efectivos que estén próximos a ser colocados en situación de retiro, por edad límite 
dispuesta en el artículo 25 de la Ley del Instituto de Seguridad Social para las Fuerzas Armadas Mexicanas, 
conforme a la tabla siguiente: 

Años de Servicio 

Generales, Jefes y Oficiales Tropa Tiempo de la 
Licencia 

25 años 20 años 3 meses 
26 años 22 años 4 meses 
28 años 24 años 5 meses 
30 años 25 años 6 meses 
32 años 26 años 7 meses 
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34 años 27 años 8 meses 

36 años 28 años 9 meses 

38 años 29 años 10 meses 

40 años 30 años 11 meses 

42 o más años 31 o más años 12 meses 

 

... 

... 

... 

TRANSITORIO 

Único.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de  la 
Federación. 

México, D. F., a 16 de febrero de 2012.- Sen. Jose Gonzalez Morfin, Presidente.- Dip. Guadalupe 
Acosta Naranjo, Presidente.- Sen. Ludivina Menchaca Castellanos, Secretaria.- Dip. Herón Escobar 
García, Secretario.- Rúbricas." 

En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto en la Residencia 
del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal, a treinta de marzo de dos mil doce.- 
Felipe de Jesús Calderón Hinojosa.- Rúbrica.- El Secretario de Gobernación, Alejandro Alfonso Poiré 
Romero.- Rúbrica. 

 

 

DECRETO por el que se reforman los artículos 12, fracción VII; 31, fracción III; 108, fracción II; 135; 214, y se 
adicionan un párrafo tercero al artículo 19; un segundo párrafo al artículo 40, recorriéndose el subsecuente en su 
orden; y un segundo párrafo a la fracción I del artículo 102 de la Ley del Instituto de Seguridad Social para las 
Fuerzas Armadas Mexicanas. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia de la 
República. 

FELIPE DE JESÚS CALDERÓN HINOJOSA, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, a sus 
habitantes sabed: 

Que el Honorable Congreso de la Unión, se ha servido dirigirme el siguiente 

DECRETO 

"EL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, D E C R E T A : 

SE REFORMAN LOS ARTÍCULOS 12, FRACCIÓN VII; 31, FRACCIÓN III; 108, FRACCIÓN II; 135; 214, Y SE 
ADICIONAN UN PÁRRAFO TERCERO AL ARTÍCULO 19; UN SEGUNDO PÁRRAFO AL ARTÍCULO 40, 
RECORRIÉNDOSE EL SUBSECUENTE EN SU ORDEN; Y UN SEGUNDO PÁRRAFO A LA FRACCIÓN I DEL 
ARTÍCULO 102 DE LA LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD SOCIAL PARA LAS FUERZAS ARMADAS MEXICANAS. 

ARTÍCULO ÚNICO.- Se reforman los artículos 12, fracción VII; 31, fracción III; 108, fracción II; 135; 214, y 
se adicionan un párrafo tercero al artículo 19; un segundo párrafo al artículo 40, recorriéndose el subsecuente 
en su orden; y un segundo párrafo a la fracción I del artículo 102 de la Ley del Instituto de Seguridad Social 
para las Fuerzas Armadas Mexicanas, para quedar como sigue: 

Artículo 12. ... 

I. a VI. ... 

VII. Aprobar y poner en vigor el Estatuto Orgánico y expedir los manuales, normas y procedimientos que 
se hagan necesarios para el adecuado funcionamiento del Instituto; 

VIII. a XVI. ... 

Artículo 19. ... 

... 
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El Instituto afiliará a los hijos menores del militar, con la sola presentación de copia certificada del acta de 
nacimiento del hijo de que se trate, o por mandamiento judicial. 

Artículo 31.- Para integrar el monto total de: 

I. y II. ... 
III.- A los militares que pasan a situación de retiro y se les computen 20 o más años de servicios efectivos, 

se les fijará el haber de retiro como se indicó en la fracción I, aumentando los porcentajes que se indican en la 
tabla siguiente: 

Años de servicios Tanto por ciento 

20 50% 

21 51% 

22 52% 

23 53% 

24 54% 

25 55% 

26 56% 

27 57% 

28 58% 

29 59% 

30 60% 

31 62% 

32 64% 

33 66% 

34 68% 

35 70% 

36 72% 

37 74% 

38 76% 

39 78% 

40 80% 

41 82% 

42 84% 

43 86% 

44 88% 

45 ó más 90% 

 

IV. y V. ... 
... 
Artículo 40. ... 
En el supuesto de que el militar haya muerto en acción de armas, la pensión en ningún momento será 

inferior al equivalente a 180 días de salario mínimo vigente en el Distrito Federal. 

... 
Artículo 102. ... 
I. ... 
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En caso de fallecimiento de un militar o de incapacidad en primera o segunda categorías, en acción de 
armas, sin importar el número de años de servicios y de los depósitos que haya constituido a su favor, a la 
viuda o viudo, concubina o concubinario con derecho a pensión o al militar incapacitado con haber de retiro, 
se les podrá otorgar un crédito hipotecario a juicio de la Junta Directiva del Instituto, en los mismos términos y 
condiciones que al resto de los militares en activo del Ejército, Fuerza Aérea y Armada. 

II. a VI. ... 
Artículo 108. ... 
I. ... 
II. Tener depósitos al fondo de por lo menos 6 años a su favor, excepción hecha de los casos previstos en 

el párrafo segundo de la fracción I del artículo 102 de esta Ley; 

III. a VI. ... 
Artículo 135. El Instituto establecerá casas hogar en poblaciones adecuadas por sus medios de 

comunicación, buen clima y otros atractivos, en la medida de sus posibilidades económicas, para que los 
militares retirados que lo soliciten, las habiten por sí solos o con su cónyuge, concubina o concubinario previo 
al cumplimiento de los requisitos que se fijen y el pago de una cuota mensual por cada uno de los usuarios, 
cuyo monto satisfaga los gastos de administración y asistencia. 

Artículo 214. Las controversias que surjan sobre la aplicación de esta Ley, así como aquellas en que el 
Instituto tuviere el carácter de actor o demandado, serán de la competencia de los Tribunales Federales, a 
excepción de aquellos asuntos que atendiendo a su naturaleza sean competencia de los Tribunales Locales. 

TRANSITORIOS 

PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de 
la Federación, salvo lo dispuesto en el transitorio siguiente. 

SEGUNDO.- Los militares que pasen a situación de retiro y los que se encuentren en dicha situación con 
20 hasta 29 años de servicios efectivos, a partir del mes de enero de 2016 percibirán su haber de retiro con el 
total del porcentaje adicional que se establece en la fracción III del artículo 31, para dicho efecto, a partir del 
mes de enero de 2012 se aplicará al monto del haber de retiro integrado con la suma de los conceptos a los 
que se refiere la fracción I del citado numeral, el porcentaje que para cada año se indica en la tabla siguiente: 

Años de 
servicios 

2012 2013 2014 2015 2016 

20 12.00% 20.00% 30.00% 40.00% 50.00% 

21 12.00% 20.00% 30.00% 40.00% 51.00% 

22 12.00% 20.00% 30.00% 40.00% 52.00% 

23 12.00% 20.00% 30.00% 40.00% 53.00% 

24 12.00% 20.00% 30.00% 40.00% 54.00% 

25 12.00% 20.00% 30.00% 42.00% 55.00% 

26 12.00% 20.00% 30.00% 42.00% 56.00% 

27 12.00% 20.00% 30.00% 42.00% 57.00% 

28 12.00% 20.00% 30.00% 44.00% 58.00% 

29 12.00% 20.00% 30.00% 44.00% 59.00% 

 

TERCERO. El porcentaje correspondiente al año 2012, será proporcionado del presupuesto de las 
Secretarías de la Defensa Nacional y de Marina, según corresponda. 

México, D.F., a 16 de febrero de 2012.- Sen. Jose Gonzalez Morfin, Presidente.- Dip. Guadalupe Acosta 
Naranjo, Presidente.- Ludivina Menchaca Castellanos, Secretaria.- Dip. Gloria Romero León, Secretaria.- 
Rúbricas." 

En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto en la Residencia 
del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal, a treinta de marzo de dos mil doce.- 
Felipe de Jesús Calderón Hinojosa.- Rúbrica.- El Secretario de Gobernación, Alejandro Alfonso Poiré 
Romero.- Rúbrica. 
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SECRETARIA DE EDUCACION PUBLICA 
 

 

DECRETO por el que se reforman los artículos 108 y 138 de la Ley General de Cultura Física y Deporte. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia de la 
República. 

FELIPE DE JESÚS CALDERÓN HINOJOSA, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, a sus 
habitantes sabed: 

Que el Honorable Congreso de la Unión, se ha servido dirigirme el siguiente 

DECRETO 

"EL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, DECRETA: 

SE REFORMAN LOS ARTÍCULOS 108 Y 138 DE LA LEY GENERAL DE CULTURA FÍSICA Y DEPORTE. 

Artículo Único.- Se reforman los artículos 108 y 138 de la Ley General de Cultura Física y Deporte, para 
quedar como sigue: 

Artículo 108. Se entenderá por dopaje en el deporte, la administración a los deportistas, su uso deliberado 
o inadvertido de una sustancia prohibida o de un método no reglamentario; enunciado en la lista vigente de la 
Agencia Mundial Antidopaje, misma que será publicada por la CONADE para efectos del conocimiento 
público. 

Se sancionará como infracción, por dopaje, lo establecido en la fracción I del artículo 138 de la  presente 
Ley. 

Artículo 138. Se considerarán como infracciones muy graves a la presente Ley, las siguientes: 

I. En materia de dopaje: 

a) La presencia de una sustancia prohibida, de sus metabolitos o marcadores en la muestra de un 
deportista; 

b) La utilización o tentativa, de las sustancias y grupos farmacológicos prohibidos, así como de métodos 
no reglamentarios, destinados a aumentar artificialmente las capacidades físicas de los deportistas o a 
modificar los resultados de las competiciones; 

c) La promoción, instigación, administración y encubrimiento a la utilización de sustancias prohibidas o 
métodos no reglamentarios dentro y fuera de competiciones; 

d) La negativa o resistencia, sin justificación valida, a someterse a los controles de dopaje dentro y fuera 
de competiciones cuando sean exigidos por los órganos o personas competentes, posterior a una notificación 
hecha conforme a las normas antidopaje aplicables; 

e) Cualquier acción u omisión tendiente a impedir o perturbar la correcta realización de los procedimientos 
de represión del dopaje; 

f) La falsificación o tentativa, de cualquier parte del procedimiento de control del dopaje; 

g) Tráfico o tentativa, de cualquier sustancia prohibida o de algún método no reglamentario, y 

h) La administración o utilización de sustancias o prácticas prohibidas en animales destinados a la  
práctica deportiva. 

II. Las distinciones, exclusiones, restricciones, preferencias u hostigamiento que se hagan en contra de 
cualquier deportista, motivadas por origen étnico o nacional, de género, la edad, las discapacidades, la 
condición social, la religión, las opiniones, preferencias sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente 
contra su dignidad o anule o menoscabe sus derechos y libertades; 
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III. El uso indebido de recursos públicos por parte de los sujetos destinatarios de los mismos, y 

IV. El incumplimiento o violación a los estatutos de las Asociaciones Deportivas Nacionales, por cuanto 
hace a la elección de sus cuerpos directivos. 

Transitorios 

Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de  la 
Federación. 

Segundo. Dentro de los 90 días siguientes a la entrada en vigor del presente Decreto, el Ejecutivo Federal 
publicará las reformas correspondientes al Reglamento de la Ley General de Cultura Física y Deporte, a 
efecto de ajustarlo a los términos del mismo. 

México, D.F., a 28 de febrero de 2012.- Sen. Jose Gonzalez Morfin, Presidente.- Dip. Guadalupe Acosta 
Naranjo, Presidente.- Sen. Renan Cleominio Zoreda Novelo, Secretario.- Dip. Guadalupe Pérez 
Domínguez, Secretaria.- Rúbricas." 

En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto en la Residencia 
del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal, a treinta de marzo de dos mil doce.- 
Felipe de Jesús Calderón Hinojosa.- Rúbrica.- El Secretario de Gobernación, Alejandro Alfonso Poiré 
Romero.- Rúbrica. 
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PODER EJECUTIVO 
SECRETARIA DE GOBERNACION 

 

DECRETO por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones del Código Federal de 
Procedimientos Penales, del Código Penal Federal, de la Ley Federal de Telecomunicaciones, de la Ley que 
Establece las Normas Mínimas sobre Readaptación Social de Sentenciados y de la Ley General del Sistema 
Nacional de Seguridad Pública. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia de la 
República. 

FELIPE DE JESÚS CALDERÓN HINOJOSA, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, a sus 
habitantes sabed: 

Que el Honorable Congreso de la Unión, se ha servido dirigirme el siguiente 

DECRETO 

"EL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, D E C R E T A : 

SE REFORMAN, ADICIONAN Y DEROGAN DIVERSAS DISPOSICIONES DEL CÓDIGO FEDERAL DE 
PROCEDIMIENTOS PENALES, DEL CÓDIGO PENAL FEDERAL, DE LA LEY FEDERAL DE TELECOMUNICACIONES, 
DE LA LEY QUE ESTABLECE LAS NORMAS MÍNIMAS SOBRE READAPTACIÓN SOCIAL DE SENTENCIADOS Y DE 
LA LEY GENERAL DEL SISTEMA NACIONAL DE SEGURIDAD PÚBLICA. 

ARTÍCULO PRIMERO.- Se adiciona un artículo 133 Quáter al Código Federal de Procedimientos Penales, 
para quedar como sigue: 

Artículo 133 Quáter.- Tratándose de investigaciones en materia de delincuencia organizada, delitos 
contra la salud, secuestro, extorsión o amenazas, el Procurador General de la República o los servidores 
públicos en quienes delegue la facultad, solicitarán por simple oficio o medios electrónicos a los 
concesionarios o permisionarios del servicio de telecomunicaciones la localización geográfica, en tiempo real, 
de los equipos de comunicación móvil asociados a una línea, que se encuentren relacionados. 

De todas las solicitudes, la autoridad dejará constancia en autos y las mantendrá en sigilo. 

En ningún caso podrá desentenderse la solicitud y toda omisión imputable al concesionario o 
permisionarios, será sancionada en términos de lo previsto por el artículo 178 Bis del Código Penal Federal. 

Se castigará a la autoridad investigadora que utilice los datos e información obtenidos como resultado de 
localización geográfica de equipos de comunicación móvil para fines distintos a los señalados en este artículo, 
en términos de lo establecido en la fracción IV del artículo 214 del Código Penal Federal. 

TRANSITORIO 

Artículo Único.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial 
de la Federación. 

ARTICULO SEGUNDO.- Se adiciona un artículo 178 Bis al Código Penal Federal, para quedar como 
sigue: 

Artículo 178 Bis.- Al responsable operativo del concesionario o permisionario del servicio de 
telecomunicaciones que tenga asignada la función de colaborar con las autoridades en la localización 
geográfica, en tiempo real, de los equipos de comunicación móvil asociados a una línea que estén 
relacionados con investigaciones en materia de delincuencia organizada, delitos contra la salud, secuestro, 
extorsión o amenazas y que se rehusare a hacerlo de forma dolosa, se le impondrán de doscientos cincuenta 
a dos mil quinientos días multa. 

TRANSITORIO 
Artículo Único.- El presente Decreto entrara en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial 

de la Federación. 
ARTÍCULO TERCERO.- Se reforman el inciso D de la fracción I del artículo 16; las fracciones XIV, XV y 

actual XVI del articulo 44; el artículo 52, y la fracción VI del apartado A del articulo 71; se derogan la fracción 
XIII del artículo 7; la fracción XI del artículo 44; la fracción XVI del articulo 64 y los artículos CUARTO y 
QUINTO transitorios del Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley Federal 
de Telecomunicaciones, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 9 de febrero de 2009; se adicionan 
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una fracción XVII al artículo 3; una fracción XIV, recorriéndose en su orden la vigente para quedar como 
fracción XV, al artículo 7; una Sección VIII, denominada “De la Obligación de colaborar con la justicia”, al 
Capítulo III; un artículo 40 BIS; una fracción XVI, pasando la actual a ser fracción XVIII, XVII, XIX y XX al 
artículo 44, todos de la Ley Federal de Telecomunicaciones, para quedar como sigue: 

Artículo 3.- Para los efectos de esta Ley se entenderá por: 
I. a XVI. ... 
XVII. Localización geográfica en tiempo real: es la ubicación aproximada en el momento en que se 

procesa una búsqueda de un equipo terminal móvil asociado a una línea telefónica determinada. 
Artículo 7.- ... 
... 
I. a XII. ... 
XIII. Se deroga 
XIV. Prestar asesoría técnica a las autoridades competentes para la instalación y operación de equipos 

que permitan bloquear o anular de manera permanente las señales de telefonía celular, de 
radiocomunicación, o de transmisión de datos o imagen dentro del perímetro de centros de readaptación 
social, establecimientos penitenciarios o centros de internamiento para menores, federales o de las entidades 
federativas, cualquiera que sea su denominación, y 

XV. Las demás que esta Ley y otros ordenamientos legales le confieran en la materia. 
Artículo 16.- ... 
... 
I. ... 
A. a C. ... 
D. En el caso de los servicios de telecomunicaciones, las acciones coordinadas con la autoridad 

correspondiente, que permitan combatir los delitos de extorsión, amenazas, el secuestro en cualquiera de sus 
modalidades o algún delito grave o relacionado con la delincuencia organizada. 

E. ... 
II. a IV. ... 

Capítulo III 
De las concesiones y permisos 

Sección VIII 
De la obligación de colaborar con la justicia 

Artículo 40 Bis.- Los concesionarios o permisionarios del servicio de telecomunicaciones, están obligados 
a colaborar con las autoridades en la localización geográfica, en tiempo real, de los equipos de comunicación 
móvil asociados a una línea que se encuentren relacionados con investigaciones en materia de delincuencia 
organizada, delitos contra la salud, secuestro, extorsión o amenazas a solicitud del Procurador General de la 
República, de los procuradores de las entidades federativas o de los servidores públicos en quienes deleguen 
esta facultad, de conformidad con las leyes correspondientes. 

Cualquier omisión o desacato a estas disposiciones será sancionada por la autoridad, en los términos de 
lo previsto por el artículo 178 Bis del Código Penal Federal. 

Artículo 44.- Los concesionarios de redes públicas de telecomunicaciones deberán: 
I. a X. ... 
XI. Se deroga 
XII. ... 
... 
XIII. ... 
... 
... 
... 
XIV. Realizar el bloqueo inmediato de líneas de comunicación móvil que funcionen bajo cualquier 

modalidad reportadas por los clientes, utilizando cualquier medio, como robadas o extraviadas; así como 
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realizar la suspensión inmediata del servicio de telefonía para efectos de aseguramiento cuando así lo 
instruya la Comisión Federal de Telecomunicaciones, de conformidad con lo establecido en el Código Federal 
de Procedimientos Penales. 

Los concesionarios están obligados a establecer procedimientos que permitan recibir reportes y acreditar 
la titularidad de líneas de forma expedita. 

XV. Desactivar permanentemente el servicio de telefonía o radiocomunicación de los equipos de 
comunicación móvil reportados por los clientes o usuarios como robados o extraviados. Dicho reporte deberá 
incluir el código de identidad de fabricación del equipo. 

Los concesionarios deberán celebrar convenios de colaboración que les permitan intercambiar listas de 
equipos de comunicación móvil reportados por sus respectivos clientes o usuarios como robados o 
extraviados, ya sea que los reportes se hagan ante la autoridad competente o ante los propios concesionarios. 

XVI. Contar con sistemas, equipos y tecnologías que permitan la ubicación o localización geográfica, en 
tiempo real, de los equipos de comunicación móvil asociados a una línea. 

XVII. Asignar un área con responsables operativos en la función de colaborar con las autoridades en la 
localización geográfica, en tiempo real, de los equipos de comunicación móvil que se encuentren relacionados 
con investigaciones en materia de delincuencia organizada, delitos contra la salud, secuestro, extorsión o 
amenazas. 

XVIII. Colaborar con las autoridades competentes para que en el ámbito técnico operativo se cancelen o 
anulen de manera permanente las señales de telefonía celular, de radiocomunicación, o de transmisión de 
datos o imagen dentro del perímetro de centros de readaptación social, establecimientos penitenciarios o 
centros de internamiento para menores, federales o de las entidades federativas, cualquiera que sea su 
denominación. 

El bloqueo de señales a que se refiere el párrafo anterior se hará sobre todas las bandas de frecuencia 
que se utilicen para la recepción en los equipos terminales de comunicación y en ningún caso excederá de 
veinte metros fuera de las instalaciones de los centros o establecimientos a fin de garantizar la continuidad y 
seguridad de los servicios a los usuarios externos. En la colaboración que realicen los concesionarios se 
deberán considerar los elementos técnicos de reemplazo, mantenimiento y servicio. 

Los concesionarios están obligados a colaborar con el Sistema Nacional de Seguridad Pública en el 
monitoreo de la funcionalidad u operatividad de los equipos utilizados para el bloqueo permanente de las 
señales de telefonía celular, de radiocomunicación, o de transmisión de datos o imagen. 

XIX. Garantizar que los equipos de comunicación móvil cuenten con una combinación de teclas que al ser 
digitadas permitan a los clientes o usuarios enviar señales de auxilio. 

La Comisión mediante disposiciones administrativas de carácter general determinará una marcación corta 
conformada por signos poco habituales para evitar que la señal de auxilio sea producto de error. 

Las señales de auxilio serán enviadas de forma automática a un sistema nacional de atención de 
emergencias a fin de garantizar la intervención oportuna de las autoridades de la federación, de las entidades 
federativas o de los municipios, en el ámbito de su competencia. 

XX. Realizar estudios e investigaciones que tengan por objeto el desarrollo de medidas tecnológicas que 
permitan inhibir y combatir la utilización de equipos de telecomunicaciones para la comisión de delitos. Los 
concesionarios podrán voluntariamente constituir una organización que tenga como fin la realización de los 
citados estudios e investigaciones. 

Los resultados que se obtengan se registrarán en un informe anual que se remitirá al Congreso de la 
Unión y a la Comisión. 

Artículo 52.- Para los efectos de esta Ley, se entiende por comercializadora de servicios de 
telecomunicaciones toda persona que, sin ser propietaria o poseedora de medios de transmisión, proporciona 
a terceros servicios de telecomunicaciones mediante el uso de capacidad de un concesionario de redes 
públicas de telecomunicaciones. 

Artículo 64.- La Secretaría llevará el Registro de Telecomunicaciones, que incluirá el servicio de 
radiodifusión, en el que se inscribirán: 

I. a XV. ... 

XVI. Se deroga 

XVII. ... 

Artículo 71.- Las infracciones a lo dispuesto en esta Ley, se sancionarán por la Secretaría de conformidad 
con lo siguiente: 
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A. Con multa de 10,000 a 100,000 salarios mínimos por: 

I. a V. ... 

VI. No cumplir en tiempo y forma, con las obligaciones establecidas en las fracciones XII, XIII, XIV, XV, XVI 
y XVIII del artículo 44 de esta Ley, en materia de telefonía. 

B. ... 

C. ... 

... 

... 

TRANSITORIOS del Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley Federal 
de Telecomunicaciones, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 9 de febrero de 2009. 

PRIMERO a TERCERO . ... 

CUARTO.- Se deroga. 

QUINTO.- Se deroga. 

SEXTO a SÉPTIMO. ... 

TRANSITORIOS 

Artículo Primero.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 

Artículo Segundo.- La Secretaría de Gobernación y la Comisión Federal de Telecomunicaciones remitirán 
al Congreso de la Unión, un informe sobre el uso de los datos contenidos en el Registro Nacional de Usuarios 
de Telefonía Móvil y sobre las medidas destinadas a garantizar su debido resguardo y eventual cancelación, 
dentro de los quince días naturales siguientes a la entrada en vigor del presente Decreto. 

Artículo Tercero.- La disposición contenida en la fracción XVI del artículo 44 de la Ley Federal de 
Telecomunicaciones entrará en vigor a los 60 días de la publicación en el Diario Oficial de la Federación del 
presente Decreto. 

Artículo Cuarto.- Los concesionarios y permisionarios de redes públicas de telecomunicaciones contarán 
con doce meses a partir de la entrada en vigor del presente Decreto para realizar las actualizaciones 
tecnológicas que garanticen una mayor precisión en la localización geográfica, en tiempo real, de los equipos 
de comunicación móvil asociados a una línea, sin que este plazo permita desatender las obligaciones de 
localización geográfica con el equipo disponible. 

ARTÍCULO CUARTO.- Se reforma la fracción X del artículo 14 Bis y se adiciona un artículo 14 TER a la 
Ley que Establece las Normas Mínimas sobre Readaptación Social de Sentenciados, para quedar como 
sigue: 

Artículo 14 Bis.- Las medidas de vigilancia especial podrán consistir en: 

I. a IX. ... 

X. La prohibición de comunicación vía Internet, y 

XI. ... 

... 

Artículo 14 Ter.- Cada establecimiento penitenciario contará con equipos que permitan bloquear o anular 
las señales de telefonía celular, de radiocomunicación, o de transmisión de datos o imagen dentro del 
perímetro de centros de readaptación social o establecimientos penitenciarios. 

Dichos equipos serán operados por autoridades distintas a las de los establecimientos penitenciarios en 
centros remotos, contarán con sistemas automáticos que envíen señales de alarma ante cualquier 
interrupción en su funcionalidad y serán monitoreados por el Sistema Nacional de Seguridad Pública, con la 
colaboración de los concesionarios de redes públicas de telecomunicaciones. 

El bloqueo de señales a que se refiere este artículo se hará sobre todas las bandas de frecuencia que se 
utilicen para la recepción en los equipos terminales de comunicación y en ningún caso excederá de veinte 
metros fuera de las instalaciones de los centros o establecimientos a fin de garantizar la continuidad y 
seguridad de los servicios a los usuarios externos. 
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TRANSITORIO 

Artículo Único.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial 
de la Federación. 

ARTÍCULO QUINTO.- Se adiciona una nueva fracción XII al artículo 7, que recorre la actual fracción XII y 
subsiguientes, y se reforma la fracción VIII del artículo 31, de la Ley General del Sistema Nacional de 
Seguridad Pública, para quedar como sigue: 

Artículo 7.- Conforme a las bases que establece el artículo 21 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, las Instituciones de Seguridad Pública de la Federación, el Distrito Federal, los Estados y 
los Municipios, en el ámbito de su competencia y en los términos de esta Ley, deberán coordinarse para: 

I. a XI. ... 

XII. Garantizar que todos los centros de readaptación social, establecimientos penitenciarios o centros de 
internamiento para menores, federales o de las entidades federativas, cualquiera que sea su denominación, 
cuenten con equipos que permitan bloquear o anular de manera permanente las señales de telefonía celular, 
de radiocomunicación, o de transmisión de datos o imagen dentro del perímetro de los mismos; 

XIII. Determinar la participación de la comunidad y de instituciones académicas en coadyuvancia de los 
procesos de evaluación de las políticas de prevención del delito, así como de las Instituciones de Seguridad 
Pública, a través de mecanismos eficaces; 

XIV. Implementar mecanismos de evaluación en la aplicación de los fondos de ayuda federal para la 
seguridad pública; 

XV. Fortalecer los sistemas de seguridad social de los servidores públicos, sus familias y dependientes, e 
instrumentar los complementarios a éstos, y 

XVI. Realizar las demás acciones que sean necesarias para incrementar la eficacia en el cumplimiento de 
los fines de la Seguridad Pública. 

Artículo 31.- Son funciones de la Conferencia Nacional del Sistema Penitenciario: 

I. a VII. ... 

VIII. Formular los lineamientos para que la federación y las entidades federativas cumplan, en el ámbito de 
sus competencias, con la obligación de adquirir, instalar y mantener en operación equipos que permitan 
bloquear o anular de manera permanente las señales de telefonía celular, de radiocomunicación, o de 
transmisión de voz, datos o imagen en el perímetro de centros de readaptación social, establecimientos 
penitenciarios o centros de internamiento para menores, federales o de las entidades federativas, cualquiera 
que sea su denominación. 

Dichos equipos serán operados por autoridades distintas a las de los establecimientos penitenciarios en 
centros remotos, contarán con sistemas automáticos que envíen señales de alarma ante cualquier 
interrupción en su funcionalidad y serán monitoreados por el Sistema Nacional de Seguridad Pública, con la 
colaboración de los concesionarios de redes públicas de telecomunicaciones. 

El bloqueo de señales a que se refiere este artículo se hará sobre todas las bandas de frecuencia que se 
utilicen para la recepción en los equipos terminales de comunicación móvil y en ningún caso excederá de 
veinte metros fuera de las instalaciones de los centros o establecimientos a fin de garantizar la continuidad y 
seguridad de los servicios a los usuarios externos. 

IX. ... 

TRANSITORIOS 

Artículo Primero.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 

Artículo Segundo.- Los lineamientos a que se refiere la fracción VIII del artículo 31 de la Ley General del 
Sistema Nacional de Seguridad Pública, se emitirá en un plazo de 30 días a partir de la entrada en vigor del 
presente Decreto. 

México, D.F., a 1 de marzo de 2012.- Sen. Jose Gonzalez Morfin, Presidente.- Dip. Guadalupe Acosta 
Naranjo, Presidente.- Sen. Arturo Herviz Reyes, Secretario.- Dip. Guadalupe Pérez Domínguez, 
Secretaria.- Rúbricas." 
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En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto en la Residencia 
del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal, a dieciséis de abril de dos mil doce.- 
Felipe de Jesús Calderón Hinojosa.- Rúbrica.- El Secretario de Gobernación, Alejandro Alfonso Poiré 
Romero.- Rúbrica. 
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SECRETARIA DE ECONOMIA 
DECRETO por el que se adiciona al artículo 1391 una fracción VIII, recorriendo la actual VIII para quedar como 
IX, del Código de Comercio. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia de la 
República. 

FELIPE DE JESÚS CALDERÓN HINOJOSA, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, a sus 

habitantes sabed: 

Que el Honorable Congreso de la Unión, se ha servido dirigirme el siguiente 

DECRETO 

"EL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, D E C R E T A : 

SE ADICIONA AL ARTÍCULO 1391 UNA FRACCIÓN VIII, RECORRIENDO LA ACTUAL VIII PARA QUEDAR COMO 

IX, DEL CÓDIGO DE COMERCIO. 

Artículo Único.- Se adiciona al artículo 1391, una fracción VIII recorriendo la actual VIII para quedar como 

IX del Código de Comercio, para quedar como sigue: 

Artículo 1391. ... 

Traen aparejada ejecución: 

I. a VI. ... 

VII. Las facturas, cuentas corrientes y cualesquiera otros contratos de comercio firmados y reconocidos 

judicialmente por el deudor; 

VIII. Los convenios emitidos en los procedimientos conciliatorios que realiza la Procuraduría Federal del 

Consumidor, así como los laudos arbitrales que la misma emite; y 

IX. Los demás documentos que por disposición de la Ley tienen el carácter de ejecutivos o que por sus 

características traen aparejada ejecución. 

Transitorio 

Único.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de  la 

Federación. 

México, D.F., a 1 de marzo de 2012.- Sen. Jose Gonzalez Morfin, Presidente.- Dip. Guadalupe Acosta 

Naranjo, Presidente.- Sen. Arturo Herviz Reyes, Secretario.- Dip. Herón Escobar García, Secretario.- 

Rúbricas." 

En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto en la Residencia 

del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal, a dieciséis de abril de dos mil doce.- 

Felipe de Jesús Calderón Hinojosa.- Rúbrica.- El Secretario de Gobernación, Alejandro Alfonso Poiré 

Romero.- Rúbrica. 
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SECRETARIA DE MEDIO AMBIENTE Y RECURSOS NATURALES 
DECRETO por el que se reforma la fracción IV del artículo 15 de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la 
Protección al Ambiente. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia de la 
República. 

FELIPE DE JESÚS CALDERÓN HINOJOSA, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, a sus 

habitantes sabed: 

Que el Honorable Congreso de la Unión, se ha servido dirigirme el siguiente 

DECRETO 

"EL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, D E C R E T A : 

SE REFORMA LA FRACCIÓN IV DEL ARTÍCULO 15 DE LA LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y LA 

PROTECCIÓN AL AMBIENTE 

Artículo Único.- Se reforma la fracción IV del artículo 15 de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la 

Protección al Ambiente, para quedar como sigue: 

ARTÍCULO 15.- ... 

I. a III. ... 

IV.- Quien realice obras o actividades que afecten o puedan afectar el ambiente, está obligado a prevenir, 

minimizar o reparar los daños que cause, así como a asumir los costos que dicha afectación implique. 

Asimismo, debe incentivarse a quien proteja el ambiente, promueva o realice acciones de mitigación y 

adaptación a los efectos del cambio climático y aproveche de manera sustentable los recursos naturales; 

V. a XX. ... 

TRANSITORIO 

Único. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial  de la 

Federación. 

México, D.F., a 13 de marzo de 2012.- Sen. Jose Gonzalez Morfin, Presidente.- Dip. Guadalupe Acosta 

Naranjo, Presidente.- Sen. Renan Cleominio Zoreda Novelo, Secretario.- Dip. Gloria Romero León, 

Secretaria.- Rúbricas." 

En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto en la Residencia 

del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal, a diecinueve de abril de dos mil doce.- 

Felipe de Jesús Calderón Hinojosa.- Rúbrica.- El Secretario de Gobernación, Alejandro Alfonso Poiré 

Romero.- Rúbrica. 
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PODER LEGISLATIVO 
CAMARA DE DIPUTADOS 

DECRETO relativo a la revisión de la Cuenta Pública correspondiente al Ejercicio Fiscal de 2008. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Cámara de Diputados. 

LA CÁMARA DE DIPUTADOS DEL HONORABLE CONGRESO DE LA UNIÓN, EN EJERCICIO DE LA FACULTAD 
QUE LE OTORGA LA FRACCIÓN VI, DEL ARTÍCULO 74 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS, D E C R E T A : 

Relativo a la revisión de la Cuenta Pública correspondiente al Ejercicio Fiscal de 2008. 

CONSIDERANDO 

Primero.- Que la Cámara de Diputados salvaguarda los intereses de los mexicanos, por tanto, a ella 
compete vigilar que se provea lo necesario para hacer efectivo un sistema de vida fundado en el constante 
mejoramiento del pueblo, como lo establece la propia Constitución. 

Segundo.- Que dos de los más eficaces instrumentos para lograrlo son la aprobación del Presupuesto de 
Egresos de la Federación y la revisión de la Cuenta Pública. 

Tercero.- Que en virtud de la representación popular que detenta la Cámara de Diputados, está legitimada 
para señalar irregularidades, deficiencias, ineficiencias, ineficacias, opacidades e incumplimientos en el 
ejercicio del gasto público. 

Cuarto.- Que la Auditoría Superior de la Federación emitió 987 dictámenes en sus diferentes modalidades 
322 dictámenes con opinión limpia, equivalente al 32.6%; 356 dictámenes con salvedad, el 36.1% del total; 
292 dictámenes con opinión negativa, es decir, el 29.6%; 12 dictámenes con abstención de opinión que 
representan el 1.2%, y 5 auditorías no tuvieron opinión en virtud de que tres de ellas no fueron remitidas por 
las Entidades de Fiscalización Superior de las legislaturas locales de Guanajuato y Puebla; y dos que fueron 
de situación excepcional requeridas al Instituto Federal Electoral y a la Comisión Federal de Electricidad, este 
conjunto representa el 0.5% del total, no obstante, algunas de las irregularidades son muy graves. 

Quinto.- Que el crecimiento económico durante 2008 fue del 1.3%, cifra menor al 3.7% previsto, lo que se 
reflejó en una contracción de la economía, mayor rezago en la generación de empleo, menor ingreso  per-
cápita y menor desarrollo social en términos de salud, educación, seguridad e incremento en la pobreza. El 
Ejecutivo Federal privilegió la estabilidad macroeconómica, no así el desarrollo económico y el bienestar 
social de los mexicanos. 

Sexto.- Que durante 2008 el Ejecutivo Federal fue no aplicó en forma oportuna y adecuada un programa 
anticíclico que aminorara los fuertes embates de la desaceleración económica mundial y el retroceso del 
bienestar de la población. 

Séptimo.- Que los objetivos de alcanzar un crecimiento económico acelerado y sostenido, crear un mayor 
número de empleos formales, ampliar las oportunidades de desarrollo de la población e impulsar firme y 
consistentemente la productividad y competitividad del país, no se alcanzaron, a pesar de que el Ejecutivo 
Federal tuvo condiciones excepcionalmente favorables en tiempos difíciles como ingresos adicionales por 
encima de lo presupuestado, una mayor capacidad de endeudamiento y equilibrio fiscal. 

Octavo.- Que la sustentabilidad fiscal siguió siendo endeble debido a la dependencia de los ingresos 
petroleros en 2008 y no se instrumentaron políticas públicas que aminoraran los riesgos de un sustento fiscal 
petrolizado y que eficientaran el sistema recaudatorio del país. 

Noveno.- Que en 2008, el Servicio de Administración Tributaria no presentó propuestas de una política de 
administración tributaria y aduanera dirigida a recaudar eficientemente las contribuciones federales y los 
aprovechamientos que la legislación fiscal establece, combatir la evasión fiscal, ampliar la base de 
contribuyentes y facilitar el cumplimiento de las obligaciones de los mismos. 

Décimo.- Que el ejercicio del gasto para 2008 se caracterizó por importantes subejercicios encubiertos 
como economías; o bien direccionados a fondos, fideicomisos, mandatos y contratos análogos; retraso en las 
ministraciones de recursos sobre todo a estados y municipios; discrecionalidad y opacidad en el manejo de los 
recursos y falta de transparencia en términos de registro contable y destino de aplicación del gasto. 
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Décimo Primero.- Que la deuda bruta del sector público presupuestario se incrementó sensiblemente 
respecto al año 2007, llegando al 25.8% del Producto Interno Bruto, frente al 22% alcanzado para 2007, lo 
que tampoco se reflejó en el desarrollo económico del país. 

Décimo Segundo.- Que si bien se registraron avances en el Programa PROCAMPO, el sector 
agropecuario sigue en crisis, presentando disminución en su participación en el Producto Interno Bruto que en 
el año 2008 se redujo al 3.5%. 

Décimo Tercero.- Que uno de los ejes planteados por el Ejecutivo Federal para lograr un crecimiento 
económico sostenido, fue ampliar la cobertura en infraestructura sin embargo, el Fondo Nacional de 
Infraestructura en 2008 mantuvo más del 90% de sus recursos inmóviles. 

Décimo Cuarto.- Que en los estados, municipios y demarcaciones territoriales del Distrito Federal se 
mantienen prácticas recurrentes de irregularidades en la recepción, administración y utilización de los 
recursos federales transferidos. 

Décimo Quinto.- Que durante 2008 no se instrumentó una política integral orientada a la creación de 
empleos, por lo que no se cumplió la meta de crear 800,000 puestos de trabajo en el año, por el contrario, el 
número de trabajadores asegurados al término del ejercicio se redujo en 37,535, por lo que no solo no hubo 
generación de empleos sino que se presentó una pérdida en los mismos. 

Décimo Sexto.- Que al Programa Primer Empleo se le destinaron 3 mil millones de pesos y solo subsidió 
poco más de 5 mil cuotas patronales promedio, durante el año, de igual número de puestos de trabajo. 

Décimo Séptimo.- Que el diseño y aplicación de políticas públicas orientadas al combate a la pobreza fue 
ineficaz. Las políticas asistencialistas que pretenden abatir la pobreza mediante apoyos en efectivo y en 
especie, no son suficientes para resolver un problema de carácter estructural, solo actúan como un paliativo 
en un reducido sector de la población. 

Décimo Octavo.- Que no se avanzó lo suficiente en el cumplimiento del objetivo fundamental de la política 
social establecido en el Plan Nacional de Desarrollo: reducir la desigualdad social y lograr el desarrollo 
humano y el bienestar de los mexicanos a través de la igualdad de oportunidades. 

Décimo Noveno.- Que el gasto destinado a educación no corresponde a los resultados obtenidos en 
términos de aprovechamiento y calidad educativa, la formación de niños y jóvenes sigue siendo deficiente. 

Vigésimo.- Que la menor proporción de recursos destinados al sector salud dentro del gasto programable, 
tuvo como consecuencia graves deficiencias en la cobertura, la calidad, el abasto de medicamentos y el 
acceso a los servicios de salud. 

Vigésimo Primero.- Que el incremento del 12.5% al presupuesto destinado a seguridad pública no se vio 
reflejado en una menor incidencia delictiva, lo que significó ineficiencia en la aplicación de la Estrategia 
Nacional de Prevención del Delito y Combate a la Delincuencia. 

Vigésimo Segundo.- Que la seguridad pública siguió deteriorándose como consecuencia del incremento 
de los delitos violentos perpetrados por la delincuencia organizada, particularmente el homicidio, el secuestro, 
los delitos contra la salud, trata de personas, tráfico de armas de fuego, la extorsión y a la ineficacia en su 
investigación y persecución. 

Vigésimo Tercero.- Que se registraron importantes subejercicios en los recursos que se transfieren a los 
estados y municipios en materia de seguridad pública debido entre otros factores a los tiempos de la 
expedición de las reglas de operación de los fondos y a la complejidad de éstas. 

Vigésimo Cuarto.- Que a pesar del incremento en el índice delictivo, la Procuraduría General de la 
República ejerció el menor presupuesto de los últimos seis años, lo que afectó sensiblemente su estado  de 
fuerza. 

Vigésimo Quinto.- Que la Auditoría Superior de la Federación detectó entre las recurrencias más 
importantes corrupción sistémica organizada en las diversas áreas de la administración pública federal en 
materia de adquisiciones, arrendamientos, prestaciones de servicios y obra pública. 

Vigésimo Sexto.- Que el desarrollo de actividades al margen de las atribuciones legales de las 
dependencias y entidades de la administración pública federal y de sus servidores públicos, empieza a 
convertirse en una práctica recurrente para eludir la normatividad, como fueron los casos de la subrogación de 
contratos de servicios de guarderías infantiles a particulares por parte del Instituto Mexicano del Seguro Social 
y del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales para los Trabajadores del Estado y de la subcontratación de 
servicios integrales del Festejo del Bicentenario por parte del Sistema de Agencias TURISSSTE. 
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Vigésimo Séptimo.- Que existe falta de transparencia en la rendición de cuentas y presentación de la 
información, sobre todo en lo que corresponde a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, diversos 
conceptos no son claros por falta de desagregación o información con mayor detalle, lo que deja ver una 
estrategia de rendición de cuentas e información que permite y protege la discrecionalidad con que dicha 
Secretaría maneja los recursos públicos. 

Vigésimo Octavo.- Que la discrecionalidad en el ejercicio del gasto genera corrupción y un alto grado de 
opacidad, fenómeno que se manifiesta en el manejo y aplicación de los excedentes presupuestales; 
otorgamiento de donativos, estímulos fiscales, permisos, concesiones y licencias; enajenación de bienes; 
remuneraciones de los servidores públicos; falta de cobro de los créditos fiscales y castigo de las carteras de 
adeudos; utilización de recursos públicos provenientes de derechos y aprovechamientos; utilización de las 
disponibilidades en fideicomisos; préstamos a sindicatos y contratación de créditos. 

Vigésimo Noveno.- Que la revisión de la Cuenta Pública es una facultad constitucional exclusiva de la 
Cámara de Diputados y es también la forma de control político más importante con la que cuenta el Poder 
Legislativo para limitar al Poder Ejecutivo y evitar los posibles abusos y desvíos de poder. 

Por lo anteriormente expuesto y fundado emite el siguiente: 

DECRETO 

Artículo Primero.- Se reconoce que de los 987 dictámenes elaborados por la Auditoría Superior de la 
Federación, 322 resultaron con opinión limpia, sin embargo, existieron también algunas irregularidades graves 
y recurrentes en el ejercicio del gasto y se detectaron irregularidades en el ejercicio de los recursos 
transferidos a estados y municipios. Los resultados de la gestión financiera no se ajustaron a los criterios 
señalados por el Presupuesto de Egresos de la Federación, no se cumplieron los objetivos de la política de 
gasto, los avances en el cumplimiento de los objetivos de los programas nacionales y sectoriales tuvieron un 
impacto marginal en beneficio de la sociedad, por lo que no existen elementos suficientes para aprobar la 
Cuenta Pública de 2008. 

Artículo Segundo.- Publíquese en el Diario Oficial de la Federación. 

SALON DE SESIONES DE LA CAMARA DE DIPUTADOS DEL HONORABLE CONGRESO DE LA 
UNION.- México, D.F., a 25 de abril de 2012.- Dip. Guadalupe Acosta Naranjo, Presidente.- Rúbrica.- Dip. 
Laura Arizmendi Campos, Secretaria.- Rúbrica. 

 

 

DECRETO relativo a la revisión de la Cuenta Pública correspondiente al Ejercicio Fiscal 2009. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Cámara de Diputados. 

LA CÁMARA DE DIPUTADOS DEL HONORABLE CONGRESO DE LA UNIÓN, EN EJERCICIO DE LA FACULTAD 
QUE LE OTORGA LA FRACCIÓN VI, DEL ARTÍCULO 74 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS, D E C R E T A : 

Relativo a la revisión de la Cuenta Pública correspondiente al Ejercicio Fiscal 2009 

Primero.- Que la Cámara de Diputados es responsable de revisar la Cuenta Pública, con el objeto de 
evaluar los resultados de la gestión financiera, comprobar si se ha ajustado a los criterios señalados por el 
Presupuesto y verificar el cumplimiento de los objetivos contenidos en los programas. 

Segundo.- Que es facultad exclusiva de la Cámara de Diputados aprobar el Presupuesto de Egresos de la 
Federación, así como el ejercicio y destino de los recursos a través de la revisión de la Cuenta Pública, con lo 
que contribuye a salvaguardar los intereses de los mexicanos. 

Tercero.- Que la Auditoría Superior de la Federación emitió 945 dictámenes en sus diferentes 
modalidades, 263 dictámenes favorables, equivalente al 27.8%; 393 opiniones con salvedad, el 41.6% del 
total; 269 dictámenes con opinión negativa, es decir, el 28.5%; 14 dictámenes con abstención de opinión que 
representan el 1.5%, y 6 auditorías no tuvieron opinión que representan el 0.6 % del total, lo que significa que 
7 de cada 10 auditorías practicadas tienen opinión negativa o con salvedad. 
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Cuarto.- Que durante 2009, México presentó un complicado panorama económico, tuvo una caída en los 
niveles de actividad económica global y una mayor restricción al financiamiento, que se reflejaron en 
desplome de las exportaciones, disminución en la captación de divisas al país, caída de los ingresos 
petroleros, efectos negativos de la influenza sobre el turismo internacional y reducción de las remesas de los 
connacionales en el extranjero. 

Quinto.- Que durante 2009 el Ejecutivo Federal presentó graves deficiencias en la capacidad para 
identificar correctamente los choques externos y actuar oportuna y adecuadamente para proteger el mercado 
interno, por lo que fracasó en aplicar un programa anticíclico que aminorara los fuertes embates de la 
desaceleración económica mundial y el retroceso del bienestar de la población. 

Sexto.- Que los resultados de las principales variables macroeconómicas durante 2009 se alejaron de los 
niveles previstos en los Criterios Generales de Política Económica establecidos por el Ejecutivo Federal, lo 
que reveló incapacidad en el manejo de las políticas públicas para avanzar en la transformación de México 
sobre bases sólidas realistas y, sobre todo, responsables. 

Séptimo.- Que la economía se desplomó 6.1% con relación al Producto Interno Bruto durante 2009, por lo 
que no solo dejó de crecer el 3% previsto si no que hubo una pérdida neta del 9.1% del producto. Esto se 
tradujo en una severa contracción de la economía, mayor rezago en la generación de empleo, menor ingreso 
per cápita, menor desarrollo social en términos de salud, educación y seguridad e incremento de la pobreza. 
El Ejecutivo Federal formuló el Paquete Económico 2009 buscando una vez más solo mantener los equilibrios 
macroeconómicos, no así el desarrollo económico y el bienestar social de los mexicanos. 

Octavo.- Que el Ejecutivo Federal desperdició las condiciones excepcionalmente favorables existentes en 
2008, como los ingresos adicionales por encima de lo presupuestado, para mitigar los efectos que se 
avizoraban por la crisis financiera internacional, lo que acentuó la caída de la economía mexicana, que fue 
una de las más severas a nivel internacional. 

Noveno.- Que durante 2009, los ingresos públicos ascendieron a 2 billones 817 mil 185 millones 500 mil 
pesos, cifra inferior 5.6% en términos reales a la de 2008, lo que se explica, entre otros factores, por la caída 
de los ingresos petroleros y de la recaudación tributaria. 

Décimo.- Que en materia de inflación, al mes de diciembre de ese año, el Índice Nacional de Precios al 
Consumidor registró un crecimiento de 3.6%, como consecuencia de haber otorgado mayor prioridad al 
control de precios sobre la reactivación de la economía, lo que se demuestra con acciones como el 
congelamiento de los precios de la gasolina y la reducción de las tarifas de electricidad. 

Décimo Primero.- Que México dista de ser una potencia exportadora ya que la balanza comercial sigue 
arrojando saldos deficitarios. Durante 2009 las exportaciones de mercancías, disminuyeron en 21.2% respecto 
al nivel de 2008, las ventas de origen petrolero, registraron una contracción anual de 39%, las manufacturas 
para la exportación retrocedieron en 17.9% y las exportaciones extractivas y agropecuarias cayeron 25% y 
1.2%, respectivamente. 

Décimo Segundo.- Que el sector industrial fue el más afectado por la caída de la producción, y se registró 
un decremento de 7.2% en términos reales. En particular, la construcción y las manufacturas retrocedieron a 
alarmantes tasas anuales de 7.1%, y 10.1% respectivamente. 

Décimo Tercero.- Que la banca de desarrollo, particularmente Nacional Financiera y Banco Nacional de 
Comercio Exterior, ha terminado convertida en banca de segundo piso, entregando recursos a la banca 
comercial que presta poco al sector productivo y se concentra en prestar sin riesgo y con los mismos recursos 
a los tres niveles de gobierno. Se ha venido observando una trasferencia de funciones centrales de esta 
banca a otras esferas de la administración pública. 

Décimo Cuarto.- Que el Ejecutivo Federal en el ejercicio del gasto reincidió en la práctica de subejercicios 
encubiertos como economías o bien direccionados a fondos, fideicomisos, mandatos y contratos análogos. 

Décimo Quinto. Que la deuda bruta del sector público presupuestario ascendió a 4 billones 17 mil 817 
millones de pesos, lo que significó un aumento de 892 mil 652 millones 600 mil pesos comparado con el año 
anterior, esto derivó principalmente de la eliminación del esquema de Proyectos de Infraestructura Productiva 
de Largo Plazo. 

Décimo Sexto.- Que uno de los ejes planteados por el Ejecutivo Federal para lograr un crecimiento 
económico sostenido durante 2009, fue ampliar la infraestructura, sin embargo, aún en tiempos de crisis, se 
continuó con recursos inmóviles en el Fondo Nacional de Infraestructura por más de 61 mil millones de pesos. 
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Décimo Séptimo.- Que durante 2009 no se cumplió nuevamente la meta de crear 800 mil puestos de 
trabajo en el año, por el contrario, el número de trabajadores asegurados al término del ejercicio se redujo en 
181 mil 271 casos respecto al año anterior, por lo que no solo no hubo generación de empleos, sino que se 
presentó una pérdida en los mismos. 

Décimo Octavo.- Que el gasto destinado a educación no corresponde a los resultados obtenidos en 
términos de aprovechamiento y calidad educativa, la formación de niños y jóvenes sigue siendo deficiente y la 
corrupción fue evidente en el programa Enciclomedia para 5° y 6° grado de primaria. 

Décimo Noveno.- Que a pesar del incremento en el gasto programable los recursos destinados al sector 
salud estos siguen siendo insuficientes, se continúa con graves deficiencias en la calidad de la prestación del 
servicio, el abasto de medicamentos y el acceso a los servicios de salud. 

Vigésimo.- Que durante 2009, se erogó casi cuatro veces más el presupuesto destinado a seguridad 
pública con respecto a 2006, sin embargo, no se vio reflejado en una menor incidencia delictiva, por el 
contrario, se recrudecieron los indicadores de inseguridad y 2009 fue el año más crítico y violento en lo que 
iba de esa década. Se evidencia, aún más, que es ineficiente la Estrategia Nacional de Prevención del Delito y 
Combate a la Delincuencia. 

Vigésimo Primero.- Que a pesar del número de defunciones y personas puestas a disposición del 
Ministerio Público que el Ejecutivo Federal dice haber realizado, a la Procuraduría General de la República se 
le otorgó un mínimo incremento en sus recursos presupuestales en 2009, lo que sigue afectando 
sensiblemente su estado de fuerza y efectividad en sus resultados. 

Vigésimo Segundo.- Que en los estados, municipios y demarcaciones territoriales del Distrito Federal se 
mantienen prácticas recurrentes de irregularidades en la recepción, administración y ejecución de los recursos 
federales transferidos. 

Vigésimo Tercero.- Que la Auditoría Superior de la Federación en la fiscalización del ejercicio del gasto 
de 2009, nuevamente detectó entre las recurrencias más importantes, la corrupción sistémica organizada en 
las diversas áreas de la administración pública federal en materia de obra pública, adquisiciones, 
arrendamientos y prestación de servicios. 

Vigésimo Cuarto.- Que el desarrollo de actividades al margen de las atribuciones legales de las 
dependencias y entidades de la administración pública federal y de sus servidores públicos, como práctica 
recurrente para eludir la normatividad, se manifestó de nueva cuenta en 2009, entre otros, en los casos de los 
convenios suscritos por Presidencia de la República y los contratos del Servicio de Protección Federal 
dependiente de la Secretaría de Seguridad Pública con el Sistema de Agencias TURISSSTE. 

Vigésimo Quinto.- Que continúa la falta de transparencia en la rendición de cuentas y presentación de la 
información, sobre todo en lo que corresponde a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, ya que al no 
dejar claros diversos conceptos por falta de desagregación o información con mayor detalle, evidencia una 
clara estrategia que le permite actuar con discrecionalidad en el manejo de los recursos públicos, 
incumpliendo la normatividad de trasparencia y acceso a la información. 

Vigésimo Sexto.- Que la revisión de la Cuenta Pública es una facultad constitucional exclusiva de la 
Cámara de Diputados y es también la forma de control político más importante con la que cuenta el Poder 
Legislativo para limitar al Poder Ejecutivo y evitar los posibles abusos y desvíos de poder. 

Por lo anteriormente expuesto y fundado emite el siguiente: 

DECRETO 

Artículo Primero.- Se reconoce que de los 945 dictámenes elaborados por la Auditoría Superior de la 
Federación, 263 resultaron con opinión limpia, sin embargo, existieron algunas irregularidades graves y 
recurrentes en el ejercicio del gasto y también en el ejercicio de los recursos transferidos a estados y 
municipios. Los resultados de la gestión financiera no se ajustaron a los criterios señalados por el 
Presupuesto de Egresos de la Federación, no se cumplieron los objetivos de la política de gasto, los avances 
en el cumplimiento de los objetivos de los programas nacionales y sectoriales tuvieron un impacto marginal en 
beneficio de la sociedad, por lo que no existen elementos suficientes para aprobar la Cuenta Pública de 2009. 

Artículo Segundo.- Publíquese en el Diario Oficial de la Federación. 

SALON DE SESIONES DE LA CAMARA DE DIPUTADOS DEL HONORABLE CONGRESO DE LA 
UNION.- México, D.F., a 26 de abril de 2012.- Dip. Guadalupe Acosta Naranjo, Presidente.- Rúbrica.- Dip. 
Guadalupe Pérez Domínguez, Secretaria.- Rúbrica. 
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PODER EJECUTIVO 
SECRETARIA DE HACIENDA Y CREDITO PUBLICO 

DECRETO por el que se establecen las características de una moneda Conmemorativa del CL Aniversario de la 
Batalla de Puebla del 5 de Mayo de 1862. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia de la 
República. 

FELIPE DE JESÚS CALDERÓN HINOJOSA, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, a sus 
habitantes sabed: 

Que el Honorable Congreso de la Unión, se ha servido dirigirme el siguiente 

DECRETO 

"EL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, D E C R E T A : 

SE ESTABLECEN LAS CARACTERÍSTICAS DE UNA MONEDA CONMEMORATIVA DEL CL ANIVERSARIO DE LA 
BATALLA DE PUEBLA DEL 5 DE MAYO DE 1862. 

ARTÍCULO ÚNICO.- Se establecen las características de una moneda Conmemorativa del 150 
Aniversario de la Batalla de Puebla del 5 de mayo de 1862, de conformidad con lo dispuesto por el inciso c) 
del artículo 2 de la Ley Monetaria de los Estados Unidos Mexicanos, con las características que a 
continuación se señalan: 

Valor nominal: Diez pesos. 

Forma: Circular. 

Diámetro: 28.0 mm (veintiocho milímetros). 

Composición: La moneda será bimetálica y estará constituida por 
dos aleaciones, una para su parte central y otra para 
su anillo perimétrico, que serán como sigue: 

 

1. Parte central de la moneda. 

Aleación de alpaca plateada, que estará compuesta en los siguientes términos: 

Contenido: 65% de cobre, 10% de níquel y 25% de zinc. 

Tolerancia en contenido: 2% (dos por ciento) por elemento en más o en 
menos. 

Peso: 4.75 g. (cuatro gramos, setenta y cinco centésimos). 

Tolerancia en peso por pieza: 0.190 g. (ciento noventa miligramos) en más o en 
menos. 

 

2. Anillo perimétrico de la moneda. 

Aleación de bronce – aluminio, esta aleación estará integrada como sigue: 

Contenido: 92% (noventa y dos por ciento) de cobre; 6% (seis 
por ciento) de aluminio; y 2% (dos por ciento) de 
níquel. 

Tolerancia en contenido: 1.5% (uno, cinco décimos por ciento), por elemento, 
en más o en menos. 

Peso: 5.579 g. (cinco gramos, quinientos setenta y nueve 
milésimos). 

Tolerancia en peso por pieza: 0.223 g. (doscientos veintitrés miligramos), en más o 
en menos. 
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Peso total: Será la suma de los pesos de la parte central y del 
anillo perimétrico de la misma, que corresponderá a 
10.329 g. (diez gramos, trescientos veintinueve 
milésimos), y la tolerancia en peso por pieza  0.413 
g. (cuatrocientos trece miligramos), en más o en 
menos. 

Los cuños serán:  

Anverso: El Escudo Nacional con la leyenda “ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS”, formando el semicírculo 
superior. 

Reverso: El motivo de estas monedas será el que de 
conformidad con el artículo Segundo Transitorio del 
presente Decreto, apruebe el Banco de México, a 
propuesta de la Comisión Especial Encargada de los 
Festejos del Sesquicentenario de la Batalla de 
Puebla del 5 de Mayo de 1862 del Senado de la 
República. Dicho motivo deberá referirse, 
invariablemente, a la Batalla de Puebla. 

Canto: Estriado. 

 

TRANSITORIOS 

PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial 
de la Federación. 

SEGUNDO.- La Comisión Especial Encargada de los Festejos del CL Aniversario de la Batalla de Puebla 
del 5 de Mayo de 1862 del Senado de la República, enviará al Banco de México el diseño del motivo que se 
contendrá en el reverso de la moneda a que se refiere el Artículo Único del presente Decreto, a más tardar 
dentro de los 60 días naturales posteriores a su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

En caso de que la Comisión Especial Encargada de los Festejos del CL Aniversario de la Batalla de 
Puebla del 5 de Mayo de 1862 del Senado de la República, no presente una propuesta del motivo indicado en 
este artículo, dentro del plazo establecido en el párrafo anterior, corresponderá al Banco de México realizar el 
diseño de que se trate, a fin de que se contenga en el reverso de la moneda. 

La moneda a que se refiere el presente Decreto, podrá comenzar a acuñarse a los 90 días naturales 
posteriores a la fecha límite de entrega del diseño señalado en el párrafo primero del presente artículo. 

TERCERO.- Corresponderá a la Casa de Moneda de México, realizar los ajustes técnicos que se 
requieran para que el motivo que proponga la Comisión Especial Encargada de los Festejos del CL 
Aniversario de la Batalla de Puebla del 5 de Mayo de 1862 del Senado de la República, en los términos del 
Artículo Único, así como del Segundo Transitorio de este Decreto, pueda ser utilizado en el reverso de la 
moneda conmemorativa a que se refieren los citados artículos. 

En todo caso, los ajustes técnicos que se realicen en los términos de este artículo, deberán ser acordes 
con las características esenciales del motivo propuesto. 

CUARTO.- Corresponderá al Banco de México, cualquier derecho de propiedad industrial o intelectual, 
derivado del diseño de acuñación de la moneda a que se refiere el presente Decreto. 

QUINTO.- El año de acuñación a que se refieren los decretos que fijan las características de las monedas 
previstas en el artículo 2o. Bis de la Ley Monetaria de los Estados Unidos Mexicanos, será el que el Banco de 
México indique en las correspondientes órdenes de acuñación que envíe a la Casa de Moneda de México. 

México, D.F., a 11 de abril de 2012.- Sen. Jose Gonzalez Morfin, Presidente.- Dip. Guadalupe Acosta 
Naranjo, Presidente.- Sen. Martha Leticia Sosa Govea, Secretaria.- Dip. Laura Arizmendi Campos, 
Secretaria.- Rúbricas." 

En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto en la Residencia 
del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal, a tres de mayo de dos mil doce.- Felipe 
de Jesús Calderón Hinojosa.- Rúbrica.- El Secretario de Gobernación, Alejandro Alfonso Poiré Romero.- 
Rúbrica. 
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SECRETARIA DE HACIENDA Y CREDITO PUBLICO 
DECRETO por el que se reforman los Artículos 2o. y 3o. de la Ley que Establece Bases para la Ejecución en 
México, por el Poder Ejecutivo Federal, del Convenio Constitutivo del Banco Interamericano de Desarrollo. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia de la 
República. 

FELIPE DE JESÚS CALDERÓN HINOJOSA, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, a sus 
habitantes sabed: 

Que el Honorable Congreso de la Unión, se ha servido dirigirme el siguiente 

DECRETO 

"EL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, D E C R E T A : 

SE REFORMAN LOS ARTICULOS 2o. Y 3o. DE LA LEY QUE ESTABLECE BASES PARA LA EJECUCIÓN EN 

MÉXICO, POR EL PODER EJECUTIVO FEDERAL, DEL CONVENIO CONSTITUTIVO DEL BANCO INTERAMERICANO 

DE DESARROLLO. 

ARTÍCULO PRIMERO.- Se reforman los Artículos 2o. y 3o. de la Ley que Establece Bases para la 
Ejecución en México, por el Poder Ejecutivo Federal, del Convenio Constitutivo del Banco Interamericano de 
Desarrollo, para quedar como sigue: 

Artículo 2o.- Se autoriza al Gobierno Federal, para que, por conducto del Banco de México, efectúe la 
suscripción adicional de 401,052 acciones del Banco Interamericano de Desarrollo, hasta por el equivalente a 
4,838,063,683 (cuatro mil ochocientos treinta y ocho millones sesenta y tres mil seiscientos ochenta y tres) 
dólares de los Estados Unidos de América. 

Articulo 3o.- Se autoriza al Gobierno Federal, para que, por conducto del Banco de México, efectúe 
aportaciones adicionales hasta por el equivalente de 17,434,076 (diecisiete millones cuatrocientos treinta y 
cuatro mil setenta y seis) dólares de los Estados Unidos de América, para cubrir la cuota de la contribución de 
los Estados Unidos Mexicanos al Fondo para Operaciones Especiales a que se refiere el Artículo IV del 
Convenio Constitutivo de dicho Organismo. 

ARTÍCULO SEGUNDO.- Se faculta al Ejecutivo Federal para aceptar las enmiendas al Convenio 
Constitutivo del Banco Interamericano de Desarrollo, que sean consecuencia de las reformas y adiciones a 
que se refiere el artículo primero de este Decreto. 

En su caso, el Ejecutivo Federal informará al Congreso de la Unión sobre las enmiendas que acepte 
conforme al párrafo anterior, en un plazo que no exceda de 10 días hábiles posteriores a su suscripción. 

TRANSITORIO 

ÚNICO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de  la 
Federación. 

México, D.F., a 12 de abril de 2012.- Sen. Jose Gonzalez Morfin, Presidente.- Dip. Guadalupe Acosta 
Naranjo, Presidente.- Sen. Martha Leticia Sosa Govea, Secretaria.- Dip. Martin García Avilés, Secretario.- 
Rúbricas." 

En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto en la Residencia 
del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal, a nueve de mayo de dos mil doce.- 
Felipe de Jesús Calderón Hinojosa.- Rúbrica.- El Secretario de Gobernación, Alejandro Alfonso Poiré 
Romero.- Rúbrica. 
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DECRETO por el que se reforma el Artículo 3o. del Decreto que autorizó al Ejecutivo Federal a firmar, en 
representación del Gobierno de México, el texto del Convenio sobre el Fondo Monetario Internacional. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia de la 
República. 

FELIPE DE JESÚS CALDERÓN HINOJOSA, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, a sus 

habitantes sabed: 

Que el Honorable Congreso de la Unión, se ha servido dirigirme el siguiente 

DECRETO 

"EL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, D E C R E T A: 

SE REFORMA EL ARTÍCULO 3o. DEL DECRETO QUE AUTORIZÓ AL EJECUTIVO FEDERAL A FIRMAR, EN 

REPRESENTACIÓN DEL GOBIERNO DE MÉXICO, EL TEXTO DEL CONVENIO SOBRE EL FONDO MONETARIO 

INTERNACIONAL. 

Artículo Primero.- Se reforma el Artículo 3o. del Decreto que autorizó al Ejecutivo Federal a firmar, en 

representación del Gobierno de México, el texto del Convenio sobre el Fondo Monetario Internacional, 

aprobado en Bretton Woods, E.U.A., publicado en el Diario Oficial de la Federación del 31 de diciembre de 

1945, para quedar como sigue: 

Artículo 3o.- El Banco de México efectuará la aportación de los Estados Unidos Mexicanos al Fondo 

Monetario Internacional. La citada aportación será hasta por la cantidad equivalente a ocho mil novecientos 

doce millones, setecientos mil derechos especiales de giro. 

Artículo Segundo.- Se autoriza al Ejecutivo Federal por conducto del Banco de México, para que, en 

representación de los Estados Unidos Mexicanos, actualice las aportaciones al Fondo Monetario Internacional 

por una cantidad de cinco mil doscientos ochenta y siete millones de derechos especiales de giro, conforme a 

los términos establecidos en la Resolución 66-2 del 15 de diciembre de 2010, adoptada por la Junta de 

Gobernadores del Fondo Monetario Internacional, a fin de dar cumplimiento a lo indicado en el Artículo 

Primero de este Decreto. 

Artículo Tercero.- Se autoriza al Ejecutivo Federal para que en representación del Gobierno de México, 

acepte la enmienda al Convenio Constitutivo sobre el Fondo Monetario Internacional aprobada por su Junta 

de Gobernadores conforme a la Resolución 66-2 del 15 de diciembre de 2010. 

Transitorio 

Único. El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de  la 

Federación. 

México, D. F., a 12 de abril de 2012.- Sen. Jose Gonzalez Morfin, Presidente.- Dip. Guadalupe Acosta 

Naranjo, Presidente.- Sen. Martha Leticia Sosa Govea, Secretaria.- Dip. Laura Arizmendi Campos, 

Secretaria.- Rúbricas." 

En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto en la Residencia 

del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal, a nueve de mayo de dos mil doce.- 

Felipe de Jesús Calderón Hinojosa.- Rúbrica.- El Secretario de Gobernación, Alejandro Alfonso Poiré 

Romero.- Rúbrica. 
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PODER EJECUTIVO 
SECRETARIA DE GOBERNACION 

DECRETO por el que se adiciona una fracción VII al artículo 36, recorriéndose las demás en su orden y un 
artículo 46 Bis, todos de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia de la 
República. 

FELIPE DE JESÚS CALDERÓN HINOJOSA, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, a sus 
habitantes sabed: 

Que el Honorable Congreso de la Unión, se ha servido dirigirme el siguiente 

DECRETO 
"EL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, D E C R E T A : 

SE ADICIONA UNA FRACCIÓN VII AL ARTÍCULO 36, RECORRIÉNDOSE LAS DEMÁS EN SU ORDEN, Y UN 
ARTÍCULO 46 BIS A LA LEY GENERAL DE ACCESO DE LAS MUJERES A UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA. 

Artículo Único.- Se adicionan una fracción VII al artículo 36, recorriéndose las demás en su orden y un 
artículo 46 Bis, todos de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, para quedar 
como sigue: 

Artículo 36. ... 
I. a VI. ... 
VII. La Secretaría del Trabajo y Previsión Social; 
VIII. El Instituto Nacional de las Mujeres, quien ocupará la Secretaría Ejecutiva del Sistema; 
IX. El Consejo Nacional para Prevenir la Discriminación; 
X. El Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia, y 
XI. Los mecanismos para el adelanto de las mujeres en las entidades federativas. 
Artículo 46 Bis. Corresponde a la Secretaría del Trabajo y Previsión Social: 
I. Impulsar acciones que propicien la igualdad de oportunidades y la no discriminación de mujeres y de 

hombres en materia de trabajo y previsión social; 
II. Diseñar, con una visión transversal, la política integral con perspectiva de género orientada a la 

prevención, atención, sanción y erradicación de la violencia laboral contra las mujeres; 
III. Promover la cultura de respeto a los derechos humanos de las mujeres en el ámbito laboral; 
IV. Diseñar y difundir materiales que promuevan la prevención, atención y erradicación de la violencia 

contra las mujeres en los centros de trabajo; 
V. Orientar a las víctimas de violencia laboral sobre las instituciones que prestan atención y protección a 

las mujeres; 
VI. Tomar medidas y realizar las acciones necesarias, en coordinación con las demás autoridades, para 

alcanzar los objetivos previstos en la presente ley; 
VII. Celebrar convenios de cooperación, coordinación y concertación en la materia; 
VIII. Establecer, utilizar, supervisar y mantener todos los instrumentos y acciones encaminados al 

mejoramiento del Sistema y del Programa, y 
IX. Las demás previstas para el cumplimiento de la presente ley. 

Transitorios 
Primero. El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 
Segundo. El titular del Ejecutivo Federal, dentro de los 30 días siguientes a la entrada en vigor del 

presente Decreto, deberá llevar a cabo las reformas que sean necesarias al reglamento de la ley. 
México, D.F., a 28 de marzo de 2012.- Sen. Jose Gonzalez Morfin, Presidente.- Dip. Guadalupe Acosta 

Naranjo, Presidente.- Sen. Martha Leticia Sosa Govea, Secretaria.- Dip. Guadalupe Pérez Domínguez, 
Secretaria.- Rúbricas." 

En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto en la Residencia 
del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal, a catorce de mayo de dos mil doce.- 
Felipe de Jesús Calderón Hinojosa.- Rúbrica.- El Secretario de Gobernación, Alejandro Alfonso Poiré 
Romero.- Rúbrica. 
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SECRETARIA DE COMUNICACIONES Y TRANSPORTES 
DECRETO por el que se adiciona un segundo párrafo a la fracción VIII del artículo 5o. de la Ley de Caminos, 
Puentes y Autotransporte Federal. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia de la 
República. 

FELIPE DE JESÚS CALDERÓN HINOJOSA, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, a sus 

habitantes sabed: 

Que el Honorable Congreso de la Unión, se ha servido dirigirme el siguiente 

DECRETO 

"EL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, D E C R E T A: 

SE ADICIONA UN SEGUNDO PÁRRAFO A LA FRACCIÓN VIII DEL ARTÍCULO 5o. DE LA LEY DE CAMINOS, 

PUENTES Y AUTOTRANSPORTE FEDERAL 

Artículo Único.- Se adiciona un segundo párrafo a la fracción VIII del artículo 5o. de la Ley de Caminos, 

Puentes y Autotransporte Federal, para quedar como sigue: 

Artículo 5o.- ... 

... 

I. a VII. ... 

VIII. Establecer las bases generales de regulación tarifaria. 

Las motocicletas deberán pagar el 50 por ciento del peaje que paguen los automóviles, y 

IX. ... 

TRANSITORIO 

Único.- El presente Decreto entrará en vigor a los 180 días naturales siguientes a su publicación en el 

Diario Oficial de la Federación. 

México, D. F., a 28 de marzo de 2012.- Sen. Jose Gonzalez Morfin, Presidente.- Dip. Guadalupe Acosta 

Naranjo, Presidente.- Sen. Martha Leticia Sosa Govea, Secretaria.- Dip. Gloria Romero León, Secretaria.- 

Rúbricas." 

En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto en la Residencia 

del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal, a catorce de mayo de dos mil doce.- 

Felipe de Jesús Calderón Hinojosa.- Rúbrica.- El Secretario de Gobernación, Alejandro Alfonso Poiré 

Romero.- Rúbrica. 
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SECRETARIA DE ECONOMIA 
DECRETO por el que se expide la Ley de la Economía Social y Solidaria, Reglamentaria del Párrafo Séptimo del 
Artículo 25 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en lo referente al sector social de la 
economía. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia de la 
República. 

FELIPE DE JESÚS CALDERÓN HINOJOSA, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, a sus 
habitantes sabed: 

Que el Honorable Congreso de la Unión, se ha servido dirigirme el siguiente 

DECRETO 

"EL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, DECRETA: 

SE EXPIDE LA LEY DE LA ECONOMÍA SOCIAL Y SOLIDARIA, REGLAMENTARIA DEL PÁRRAFO SÉPTIMO DEL 
ARTÍCULO 25 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, EN LO REFERENTE AL 
SECTOR SOCIAL DE LA ECONOMÍA 

Artículo Único. Se expide la Ley de la Economía Social y Solidaria, Reglamentaria del Párrafo Séptimo 
del Artículo 25 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en lo referente al sector social de 
la economía. 

LEY DE LA ECONOMÍA SOCIAL Y SOLIDARIA, REGLAMENTARIA DEL PÁRRAFO SÉPTIMO DEL 
ARTÍCULO 25 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, EN LO 

REFERENTE AL SECTOR SOCIAL DE LA ECONOMÍA. 

TÍTULO I 

DISPOSICIONES GENERALES 

Artículo 1o. La presente Ley es reglamentaria del párrafo séptimo del artículo 25 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos en lo concerniente al Sector Social de la Economía. 

La presente Ley es de orden público, interés social y de observancia general en todo el territorio nacional y 
se aplicará sin perjuicio de otras disposiciones que dicten los Poderes Ejecutivo y Legislativo Federal y de las 
Entidades Federativas, así como municipales, en el ámbito de sus respectivas competencias. 

Artículo 2o. La presente Ley tiene por objeto: 

I. Establecer mecanismos para facilitar la organización y la expansión de la Actividad Económica del 
Sector Social de la Economía y la responsabilidad del fomento e impulso por parte del Estado. 

II. Definir las reglas de organización, promoción, fomento y fortalecimiento del Sector Social de la 
Economía, como un sistema eficaz que contribuya al desarrollo social y económico del país, a la 
generación de fuentes de trabajo digno, al fortalecimiento de la democracia, a la equitativa 
distribución del ingreso y a la mayor generación de patrimonio social. 

Artículo 3o. El Sector Social de la Economía es el sector de la economía a que hace mención el párrafo 
séptimo del Artículo 25 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el cual se integra por el 
conjunto de organizaciones sociales en los términos que establece la presente Ley. 

Artículo 4o. El Sector Social de la Economía estará integrado por las siguientes formas de organización 
social: 

I. Ejidos; 

II. Comunidades; 

III. Organizaciones de trabajadores; 

IV. Sociedades Cooperativas; 

V. Empresas que pertenezcan mayoritaria o exclusivamente a los trabajadores; y 

VI. En general, de todas las formas de organización social para la producción, distribución y consumo 
de bienes y servicios socialmente necesarios. 
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Artículo 5o. Para los efectos de esta Ley, se entiende por: 

I. Sector, al Sector Social de la Economía a que hace mención el párrafo séptimo del Artículo 25 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 

II. Organismos del Sector, a las organizaciones, empresas y sociedades del Sector Social de la 
Economía; 

III. Secretaría, a la Secretaría de Economía; 

IV. Instituto, al Instituto Nacional de la Economía Social; 

V. Congreso Nacional, al Congreso Nacional de los Organismos del Sector Social de la Economía; 

VI. Consejo Nacional, al Consejo Nacional de los Organismos del Sector Social de la Economía; 

VII. Asociados, en singular o plural, a las personas que participan en el capital social de los Organismos 
del Sector; 

VIII. Organismos de Integración, en singular o plural, a organismos de representación de segundo o 
grados superiores del Sector; 

IX. Programa, al Programa de Fomento a la Economía Social; 

X. Registro, al Registro Nacional de los Organismos del Sector Social de la Economía; 

XI. Actividad Económica, cualquier proceso mediante el cual se obtienen productos, bienes o servicios 
socialmente necesarios, en cualquiera de sus fases de producción, distribución o consumo, y en 
cualquier de los sectores primario, secundario o terciario; 

XII. Organismo de segundo grado, en singular o plural a los organismos de integración en los que se 
integren los organismos del sector; 

XIII. Organismo de tercer grado, en singular o plural a los organismos de integración en los que se 
integren los organismos del sector de segundo grado, y 

XIV. Organismo de cuarto grado, en singular o plural a los organismos de integración en los que se 
integren los organismos del sector de tercer grado. 

Artículo 6o. El Estado apoyará e impulsará a los Organismos del Sector bajo criterios de equidad social y 
productividad, sujetándolas a las modalidades que dicte el interés público, y conforme al uso, en beneficio 
general, de los recursos productivos que tendrán la obligación de proteger y conservar, preservando el medio 
ambiente. 

Artículo 7o. Los Organismos del Sector legalmente constituidos podrán acogerse y disfrutar de los apoyos 
y estímulos que establece esta Ley, en estricta observancia de los valores, principios y prácticas señalados en 
los artículos 9, 10 y 11 de la misma. 

Artículo 8o. Son fines del Sector Social de la Economía: 

I. Promover el desarrollo integral del ser humano; 

II. Contribuir al desarrollo socioeconómico del país, participando en la producción, distribución y 
consumo de bienes y servicios socialmente necesarios; 

III. Fomentar la educación y formación impulsando prácticas que consoliden una cultura solidaria, 
creativa y emprendedora; 

IV. Contribuir al ejercicio y perfeccionamiento de la democracia participativa; 

V. Participar en el diseño de planes, programas y proyectos de desarrollo económico y social, en 
términos de la legislación aplicable; 

VI. Facilitar a los Asociados de los Organismos del Sector la participación y acceso a la formación, el 
trabajo, la propiedad, la información, la gestión y distribución equitativa de beneficios sin 
discriminación alguna. 

Artículo 9o. Los Organismos del Sector tomarán en cuenta en su organización interna, los siguientes 
principios: 

I. Autonomía e independencia del ámbito político y religioso; 

II. Régimen democrático participativo; 

III. Forma autogestionaria de trabajo; 

IV. Interés por la comunidad. 
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Artículo 10. Los Organismos del Sector orientarán su actuación en los siguientes valores: 
I. Ayuda mutua; 
II. Democracia; 
III. Equidad; 
IV. Honestidad; 
V. Igualdad; 
VI. Justicia; 
VII. Pluralidad; 
VIII. Responsabilidad compartida; 
IX. Solidaridad; 
X. Subsidiariedad, y 
XI. Transparencia. 
Artículo 11. Los Organismos del Sector realizarán sus actividades conforme a las leyes que regulen su 

naturaleza jurídica específica, sus estatutos sociales y de acuerdo con las siguientes prácticas: 
I. Preeminencia del ser humano y su trabajo sobre el capital; 
II. Afiliación y retiro voluntario; 
III. Administración democrática, participativa, autogestionaria y emprendedora; 
IV. Trabajo en beneficio mutuo y de la comunidad; 
V. Propiedad social o paritaria de los medios de producción; 
VI. Participación económica de los Asociados en justicia y equidad; 
VII. Reconocimiento del derecho a afiliarse como Asociado a las personas que presten servicios 

personales en los Organismos del Sector, sobre la base de su capacitación en los principios y 
valores del Sector, y el cumplimiento de los requisitos que establezcan sus bases constitutivas; 

VIII. Destino de excedentes a la prestación de servicios de carácter social, al crecimiento de sus 
reservas y fondos, y a reintegrar a sus Asociados parte de los mismos en proporción al uso de los 
servicios o a la participación en el trabajo del Organismo del Sector; 

IX. Educación, formación y capacitación técnico administrativa permanente y continua para los 
Asociados; 

X. Promoción de la cultura solidaria y de la protección del medio ambiente entre sus Asociados y la 
comunidad; 

XI. Información periódica de sus estados financieros y de resultados a todos y cada uno de sus 
Asociados, a través de los informes a sus órganos de dirección, administración y vigilancia, así 
como libre acceso a la información respectiva para los mismos; 

XII. Integración y colaboración con otros Organismos del Sector, y 
XIII. Compromiso solidario con las comunidades donde desarrollan su actividad. 
Artículo 12. En lo no previsto por la presente Ley se aplicará supletoriamente: 
I. La legislación específica de las distintas figuras en que se constituyan los Organismos del Sector; 
II. En su caso la Legislación Civil Federal, y 
III. Los usos y prácticas imperantes entre los Organismos del Sector. 
El Ejecutivo Federal, a través de la Secretaría de Economía, interpretará para efectos administrativos los 

preceptos de la presente Ley. 
TÍTULO II 

DE LA ESTRUCTURA DEL SECTOR SOCIAL DE LA ECONOMÍA 
CAPÍTULO I 

DEL INSTITUTO 
Artículo 13. Se crea el Instituto Nacional de la Economía Social como un órgano administrativo 

desconcentrado de la Secretaría de Economía, el cual contará con autonomía técnica, operativa y de gestión 
en los términos establecidos en esta Ley. 

El Instituto tiene como objeto instrumentar políticas públicas de fomento al sector social de la economía, 
con el fin de fortalecer y consolidar al sector como uno de los pilares de desarrollo económico del país, a 
través de la participación, capacitación, investigación, difusión y apoyo a proyectos productivos del sector. 
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Artículo 14. El Instituto tendrá como funciones las siguientes: 

I. Instrumentar la Política Nacional de Fomento y Desarrollo del Sector Social de la Economía; 

II. Propiciar condiciones favorables para el crecimiento y consolidación del Sector, mediante el 
establecimiento del Programa de Fomento a la Economía Social; 

III. Vigilar el cumplimiento de las disposiciones de la presente Ley; 

IV. Formular y ejecutar programas y proyectos de apoyo público a la promoción, fomento y desarrollo 
del Sector; 

V. Participar en la elaboración, consecución y verificación del Plan Nacional de Desarrollo, en 
términos de lo dispuesto por la Ley de Planeación y demás disposiciones aplicables a las 
actividades económicas que desarrollen los Organismos del Sector; 

VI. Ser órgano consultivo del Estado en la formulación de políticas relativas al Sector, en términos de 
lo dispuesto por la Ley de Planeación y demás disposiciones aplicables a las actividades 
económicas que desarrollen los Organismos del Sector; 

VII. Establecer en colaboración con el Consejo Nacional un modelo de supervisión a los Organismos 
del Sector, salvo aquellos casos en los que las Leyes en sectores específicos dispongan algún tipo 
de supervisión especial a los Organismos del Sector, tomando en cuenta su propio balance social; 

VIII. Llevar a cabo estudios e investigaciones y elaborar estadísticas que permitan el conocimiento de la 
realidad de los Organismos del Sector y de su entorno, para el mejor cumplimiento de su objeto; 

IX. Promover la consolidación empresarial y el desarrollo organizacional de las diversas formas 
asociativas que integran el Sector, para lo cual establecerá un Sistema Nacional de Capacitación y 
Asistencia Técnica Especializada, mediante la firma de convenios de coordinación con las 
dependencias de la Administración Pública Federal, así como con dependencias de las Entidades 
Federativas y Municipios; 

X. Promover en el ámbito nacional e internacional los bienes y servicios producidos por los 
Organismos del Sector, siempre la legislación específica en la materia de cada Organismo del 
Sector se los permita; 

XI. Promover la creación de Organismos de Integración del Sector de conformidad por lo dispuesto en 
las leyes específicas para cada una de las formas asociativas que los integran; 

XII. Promover y apoyar la creación de Organismos del Sector que se constituyan y operen conforme a 
las Leyes que regulan sus materias específicas, para la prestación de servicios financieros al 
mismo Sector; 

XIII. Difundir los valores, principios y fines del Sector, así como sus principales logros empresariales y 
asociativos; 

XIV. Elaborar y mantener actualizado el catálogo de los diferentes tipos de Organismos del Sector, 
teniendo en cuenta los principios, valores y fines establecidos en la presente Ley; 

XV. Establecer y mantener actualizado el Registro Nacional de los Organismos del Sector Social de la 
Economía; 

XVI. Establecer un Observatorio del Sector Social de la Economía, que sirva como herramienta para la 
sistematización de las experiencias nacionales del Sector; 

XVII. Definir las distintas regiones geoeconómicas necesarias para el cumplimento de las disposiciones 
contenidas en la presente Ley, y 

XVIII. Las demás que señale su Reglamento Interno. 

Artículo 15. El Instituto contará con los siguientes recursos para el cumplimiento de su objeto: 

I. Los recursos que se le asignen a través de la Secretaria en el Presupuesto de Egresos de la 
Federación, y 

II. Los subsidios, donaciones y legados que reciba a través de la Secretaría de personas físicas o 
morales, públicas o privadas, nacionales o extranjeras, los cuales de ninguna manera podrán 
implicar condiciones contrarias a su objeto conforme lo establece la Ley. 
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Artículo 16. Para la consecución de su objeto y para el ejercicio de sus atribuciones el Instituto se 
integrará de los órganos siguientes: 

I. Un Consejo Consultivo, integrado por el Director General, seis consejeros electos con carácter 
honorifico por el Congreso Nacional y diez consejeros designados por el Secretario de Economía; 

II. Un Director General, designado y removido libremente por el Titular del Ejecutivo Federal a 
propuesta del Secretario de Economía, y 

III. Las instancias, unidades administrativas y servidores públicos necesarios para la consecución de 
su objeto. 

Artículo 17. El Consejo Consultivo sesionara por lo menos cada tres meses y tomará sus acuerdos, 
recomendaciones y resoluciones por voto de mayoría. Podrá sesionar de manera extraordinaria cuando la 
situación así lo amerite según lo establezca el Reglamento del Instituto. El Consejo Consultivo sesionará 
válidamente con la asistencia de la mayoría de sus miembros. 

Son atribuciones indelegables del Consejo Consultivo: 

I. Opinar sobre el programa anual de actividades del Instituto; 

II. Opinar y recomendar sobre el Informe de Labores Anual que presente el Director General del 
Instituto; 

III. Opinar el Anteproyecto de Presupuesto que emitirá el Instituto a través de la Secretaría; 

IV. Opinar y sugerir sobre los programas y acciones de fomento a la actividad económica del Sector 
que realizará el Instituto, y 

V. Las demás que señale el Reglamento del Instituto. 

Artículo 18. El Director General, tendrá las siguientes facultades: 

I. Ejercer la representación legal del Instituto; 

II. Elaborar el programa anual de actividades del Instituto; 

III. Elaborar, proponer y someter a consideración del Secretario de Economía, para su aprobación, los 
programas y acciones de fomento a la actividad económica del Sector; 

IV. Presentar un informe anual de actividades, y 

V. Las demás que señale el Reglamento del Instituto. 

Artículo 19. El Instituto contará con delegaciones regionales en términos del Acuerdo que emita el 
Secretario de Economía, y en su caso atenderán a los Organismos del Sector de las distintas regiones 
geoeconómicas. 

Los titulares de las delegaciones tendrán las atribuciones que determine el Estatuto Orgánico del mismo. 

Artículo 20. Las relaciones laborales entre el Instituto y sus trabajadores, se regirán por la Ley Federal de 
los Trabajadores al Servicio del Estado, reglamentaria del Apartado “B” del artículo 123 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

CAPÍTULO II 
DEL CONGRESO Y CONSEJO NACIONAL 

Artículo 21. El Congreso Nacional de los Organismos del Sector Social de la Economía es el máximo 
órgano de representación del Sector, y estará conformado de acuerdo a los siguientes criterios y su propio 
reglamento interno: 

I. Dos congresistas de cada uno de los Organismos del Sector de segundo, tercer y cuarto grado, 
que estén dentro del Registro nacional. 

II. Cien congresistas electos en asambleas regionales, convocadas y desarrolladas por el Instituto, 
con base a las distintas regiones geoeconómicas que establezca el Instituto con base a sus 
atribuciones; así como los respectivos Organismos de Integración registrados. 

Artículo 22. Son funciones del Congreso Nacional: 

I. Fomentar y difundir los principios, valores y fines del Sector; 

II. Promover la integración de los componentes del Sector; 

III. Emitir de manera conjunta y/o con la anuencia de los Organismos de Integración que, conforme al 
asunto, deban conocer del tema, posicionamientos con respecto a las problemáticas que afecten al 
Sector; 
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IV. Aprobar sus propios estatutos y reglamentos internos; 

V. Elegir a través de su pleno y en apego a su reglamento interno, a los representantes propietarios y 
suplentes, ante el Instituto, así como a los consejeros del Consejo Nacional, y 

VI. Las demás que establezca su reglamento interno, que no contravengan las disposiciones de esta 
Ley. 

Artículo 23. El Congreso Nacional se convocará cada tres años de manera ordinaria, pudiendo realizarse 
convocatoria extraordinaria cuando exista acuerdo de dos terceras partes de los miembros de la Junta 
Directiva del Consejo Nacional. 

Artículo 24. El Consejo Nacional de los Organismos del Sector Social de la Economía es un órgano 
operativo y de coordinación del Congreso Nacional y desarrollará las actividades de apoyo al Sector. 

Artículo 25. Son funciones y atribuciones del Consejo Nacional: 

I. Convocar las sesiones del Congreso Nacional; 

II. Servir como Organismo de coordinación, discusión y exposición de todos los asuntos de interés 
para el Sector, debiendo para ello tomar en cuenta la opinión de aquellos Organismos de 
Integración que, conforme a su actividad, les corresponda conocer de dichos asuntos; 

III. Apoyar en la gestoría a favor de los Organismos del Sector en trámites ante cualquier instancia 
pública o privada; 

IV. Brindar en coordinación con el Instituto y las dependencias correspondientes de la Administración 
Pública Federal, de los tres órdenes de gobierno, capacitación y asesoría a los Organismos del 
Sector en actividades agrícolas, ganaderas, silvícola, pecuarias, pesqueras y las demás de 
explotación y aprovechamiento de recursos naturales, así como para la transformación y 
comercialización de productos; 

V. Participar en la elaboración, consecución y verificación del Plan Nacional de Desarrollo, en 
términos de lo dispuesto por la Ley de Planeación y demás disposiciones aplicables a las 
actividades económicas que desarrollen los Organismos de Sector; 

VI. Promover la creación de Organismos de integración, considerando los lineamientos que señalen 
las leyes respectivas; 

VII. Promover y apoyar la creación de Organismos del Sector que se constituyan y operen conforme a 
las Leyes que regulan sus materias especificas, para la prestación de servicios financieros al 
mismo Sector, y 

VIII. Las demás que establezca su reglamento interno, que no contravengan las disposiciones de esta 
Ley. 

Artículo 26. El Consejo Nacional será conformado por 15 Consejeros electos por un periodo de tres años 
por el pleno del Congreso Nacional, los cuales no podrán ser reelectos para el periodo inmediato y estando 
impedidos para ser representantes ante el Instituto al mismo tiempo de su encargo en el Consejo Nacional. 

Artículo 27. El Consejo Nacional tendrá la estructura organizativa más conveniente para el cumplimiento 
de sus objetivos, pero deberá contar, al menos, con los siguientes órganos: 

I. Junta Directiva; 

II. Órgano de Vigilancia, y 

III. Área especializada en educación y capacitación en economía social de acuerdo a lo que 
establezca su reglamento interno. 

Artículo 28. La Junta Directiva será el órgano responsable de la dirección y coordinación de las 
actividades del Consejo Nacional, así como de su representante legal. 

Se conformará como lo establezca el reglamento interno del Consejo Nacional y entre sus atribuciones 
estarán: 

I. Designar al Secretario Ejecutivo; 

II. Nombrar a sus representantes ante el Registro Nacional; 

III. Ejecutar sus acuerdos y decisiones; 

IV. Elaborar el presupuesto y los programas de trabajo, y 

V. Presentar al Congreso Nacional los estados financieros y los informes de su actuación para su 
aprobación. 
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Artículo 29. El Órgano de Vigilancia tendrá las atribuciones de fiscalizar la adecuada administración de los 
recursos patrimoniales del Consejo. 

Artículo 30. El Congreso Nacional y el Consejo Nacional se financiarán con las aportaciones económicas 
de los Organismos de Integración y de las cuotas por los servicios otorgados a los Organismos del Sector. 

Además, estos órganos podrán recibir donaciones, subsidios, herencias, legados y recursos análogos que 
reciban de personas físicas y morales, públicas o privadas, nacionales o internacionales destinados a 
incrementar su patrimonio. 

CAPÍTULO III 
DE LOS ORGANISMOS DE INTEGRACIÓN 

Artículo 31. Los Organismos del Sector podrán asociarse entre sí para el mejor cumplimiento de sus fines, 
en Organismos de Integración de segundo, tercer o cuarto grado. 

Aquellos de índole económico no necesariamente serán especializados en determinado ramo o actividad 
económica. 

Los requisitos y procedimientos para constituir Organismos de Integración de cualquier grado serán los 
establecidos por las leyes específicas que corresponda a cada una de las formas asociativas de los 
Organismos del Sector y en las leyes de materia civil aplicables. 

Artículo 32. Los Organismos de Integración de segundo grado podrán agruparse en Organismos de tercer 
grado y cuarto grado, de índole nacional o sectorial, con el propósito de orientar procesos de desarrollo del 
movimiento y unificar acciones de defensa y representación nacional o internacional. 

Artículo 33. Los Organismos de Integración de tercer grado y cuarto grado deberán precisar claramente 
en sus estatutos su jurisdicción, así como los sectores económicos o las formas asociativas o solidarias que 
representan. 

Artículo 34. Los Organismos de Integración ejercerán de pleno derecho la representación y defensa de 
los derechos e intereses de sus Asociados y de la rama de la actividad económica en que actúan, así como 
de los beneficios y preferencias que concede esta y demás leyes específicas a los Organismos del Sector. 

Podrán prestar u obtener en común servicios profesionales y técnicos de asesoría, apoyo financiero, 
asistencia técnica, educación, capacitación e investigación científica y tecnológica. 

Artículo 35. Los Organismos de Integración de segundo, tercer y cuarto grado deberán inscribirse en el 
Registro, a fin de que le sea reconocida su representatividad. 

CAPÍTULO IV 
DEL REGISTRO 

Artículo 36. El Registro Nacional de los Organismos del Sector Social de la Economía, es el instrumento 
público encargado de la sistematización de la información y registro de los Organismos del Sector. 

Artículo 37. Los Organismos del Sector si desean acogerse a los beneficios y prerrogativas de los 
programas a que se refiere la presente Ley, además de constituirse y realizar su registro conforme lo 
establezcan las leyes especificas que los regulan según su naturaleza, podrán solicitar su inscripción ante el 
Registro, conforme a las disposiciones marcadas en el Reglamento del mismo. 

Artículo 38. El Registro dependerá del Instituto de conformidad con su reglamento y será el encargado de 
llevar las inscripciones de los Organismos del Sector legalmente constituidos. 

La Secretaría de Economía, a través del Instituto constituirá el Registro Nacional de los Organismos del 
Sector Social de la Economía, conformado por los asientos registrales siguientes: 

I. La denominación social; 
II. El domicilio social, y 
III. Los Estatutos Sociales. 
La información del Registro se integrara de manera económica, electrónica y simplificada; siendo el 

Instituto responsable de su elaboración, resguardado y actualización; pudiendo complementarse para reducir 
costos, con la información que la Secretaría de Relaciones Exteriores; el Instituto Nacional de Estadística, 
Geografía e Informática, el Registro Público del Comercio, así como las demás dependencias públicas que 
cuenten con información relativa a los organismos del sector, en estricto apego a sus atribuciones conferidas 
por su legislación específica le proporcione, para la integración del mismo. 

Artículo 39. El Registro será público, por lo que cualquier ciudadano podrá solicitar información, en 
cumplimiento con lo establecido en la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública. 

Artículo 40. El Instituto publicará anualmente un compendio de información básica sobre los Organismos 
del Sector registrados, así como su capacidad y cobertura de servicios. 
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TÍTULO III 
DE LOS ORGANISMOS DEL SECTOR 

CAPÍTULO I 
DEL FUNCIONAMIENTO DE LOS ORGANISMOS DEL SECTOR 

Artículo 41. Se reconocerá el carácter de Organismo del Sector a todas aquellas organizaciones que 
hayan cumplido con los ordenamientos de la ley respectiva según su naturaleza para su constitución y 
registro, y además reúnan los siguientes requisitos: 

I. La aceptación y respeto de los principios, valores y prácticas enunciados en los artículos 9, 10 y 11 
de la presente Ley; 

II. Estar considerado en alguna de las categorías del catalogo de Organismos del Sector, elaborado 
por el Instituto, y 

III. Estar inscrito en el Registro en los términos de la presente Ley y del reglamento respectivo. 

Artículo 42. Los Organismos del Sector; siempre que la legislación específica en la materia de la actividad 
económica que desarrollen, su objeto social y su naturaleza legal se los permita, podrán desarrollar las 
siguientes actividades económicas: 

I. Producción, prestación y comercialización de bienes y servicios; 

II. Explotación de bienes propiedad de la nación, así como prestación de servicios públicos, siempre y 
cuando obtengan los permisos o concesiones respectivos; 

III. De educación, salud, gremiales, deportivas, recreacionales, culturales y sociales en beneficio de los 
socios y la comunidad; 

IV. De servicios financieros de seguros, crédito, ahorro y préstamo, y 

V. Todas las actividades económicas relacionadas con la producción, distribución y consumo de 
bienes y servicios socialmente necesarios. 

En el caso de las actividades de ahorro y préstamo a que se refiriere la fracción IV de este artículo, deberá 
observarse y dar estricto cumplimento a lo establecido en el artículo 103 de la Ley de Instituciones de Crédito. 
En cuanto a los servicios de seguro deberá obtenerse las autorizaciones o registros previstos en la ley de la 
materia. 

Los Organismos del Sector les estará prohibido realizar actividades de proselitismo partidista y político-
electoral. 

Artículo 43. Los Organismos del Sector adoptarán la estructura interna que señale la legislación 
específica de cada una de las formas asociativas y sus propios estatutos, y que más se adecue a sus 
necesidades, debiendo contar al menos con los siguientes: 

I. Un Órgano de Dirección, Asamblea General, u otra figura similar; 

II. Un Órgano o Consejo de Administración, Comisario, Gerente, Director General, o figura similar, y 

III. Un Órgano o Consejo de Vigilancia y Control Interno; 

Los miembros de los Órganos encargados de la administración, la vigilancia y el control interno serán 
designados y podrán ser removidos por decisión de la mayoría del Órgano de Dirección o Asamblea General, 
de conformidad con sus propios estatutos 

CAPÍTULO II 
DE LOS DERECHOS Y OBLIGACIONES DE LOS ORGANISMOS DEL SECTOR 

Artículo 44. Sin perjuicio de los derechos y prerrogativas que establecen las leyes relativas a las distintas 
formas asociativas, se reconocen a los Organismos del Sector los siguientes derechos: 

I. Ser sujetos de fomento y apoyo a sus actividades económicas por parte del Estado; 

II. Gozar de autonomía en cuanto a su régimen interno; 

III. Constituir sus órganos representativos; 

IV. Realizar observaciones y propuestas al Instituto en relación con las políticas, programas y acciones 
de fomento y apoyo de sus actividades; 

V. Solicitar y recibir información sobre el estado que guarden las gestiones que hubieren realizado 
ante las dependencias del gobierno; 
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VI. Recibir asesoría, asistencia técnica y capacitación por parte de las autoridades competentes de 
acuerdo a la presente Ley; 

VII. Celebrar contratos, actos, operaciones y acuerdos entre sí o con empresas del sector privado y con 
el sector público, siempre que fueren necesarios o convenientes a sus fines y objeto social, y 

VIII. Los organismos del sector de segundo, tercer y cuarto grado podrán elegir a los congresistas que 
participaran en el Congreso Nacional. 

Artículo 45. Los Organismos del Sector tendrán las siguientes obligaciones: 

I. Cumplir y hacer cumplir los principios, valores y prácticas consagrados en la presente Ley; 

II. Constituir fondos y reservas colectivos e irrepartibles destinados a cubrir pérdidas eventuales y a 
financiar servicios sociales en beneficio de sus Asociados y de la comunidad, con porcentajes de 
los excedentes o beneficios percibidos en sus actividades económicas. 

 En todo caso los fondos mínimos obligatorios serán de reserva, de previsión social y de educación 
en economía social. Los reglamentos internos definirán los porcentajes, reglas de operación y 
montos requeridos, y sin detrimento de otros fondos que establezcan las leyes específicas; 

III. Utilizar los beneficios que consagra la presente Ley para los fines con que fueron autorizados; 

IV. Conservar la documentación que demuestre el otorgamiento y uso de apoyos y estímulos públicos 
otorgados para los fines de sus actividades económicas; 

V. Informar al Instituto anualmente o en los casos que les sea requerido, sobre el ejercicio de los 
apoyos y estímulos públicos otorgados con fines de fomento; 

VI. Proporcionar la información que les sea requerida por el Instituto y demás autoridades competentes 
sobre sus fines, estatutos, programas, actividades, beneficiarios, patrimonio, operación 
administrativa y financiera, estados financieros y uso de los apoyos y estímulos públicos que 
reciban; 

VII. Cumplir en tiempo y forma con las normas de las recuperaciones financieras establecidas por el 
Instituto; 

VIII. Acatar las disposiciones, recomendaciones y sanciones administrativas que emita o disponga el 
Instituto y demás autoridades competentes; 

IX. Los Organismos del Sector deberán fomentar y difundir los principios, valores y prácticas de la 
economía social, formular y promover la implementación, en coordinación con las autoridades 
competentes, de estrategias, planes y programas que impulsen el desarrollo del Sector, así como 
ejercer cualquier actividad lícita en beneficio de sus Asociados y la comunidad; 

X. Los Organismos del Sector realizarán programas de planeación estratégica para su desarrollo 
progresivo, elaborarán informes sobre servicios y beneficios económicos, educativos y sociales 
prestados en su ejercicio a sus Asociados y a la comunidad; 

XI. Promover la profesionalización y capacitación de sus Asociados; 

XII. Actuar con criterios de imparcialidad y no discriminación en la determinación de beneficiarios; 

XIII. Cumplir con las obligaciones derivadas de los convenios suscritos con el Instituto; 

XIV. Informar a sus Asociados a través de su Asamblea General u Órgano de Dirección sobre los 
servicios y beneficios económicos, educativos y sociales prestados en el respectivo ejercicio, así 
como de sus estados financieros; 

XV. Inscribirse al Registro, así como notificar al mismo de las modificaciones a su acta constitutiva, así 
como los cambios en sus órganos de dirección, administración y vigilancia en un plazo no mayor a 
cuarenta y cinco días hábiles contados a partir de la modificación respectiva; 

XVI. En caso de disolución, transmitir los bienes que haya adquirido con apoyos y estímulos públicos, a 
otra u otros Organismos del Sector que realicen actividades objeto de fomento y que estén inscritas 
en el Registro. El Organismo del Sector que se disuelva tendrá la facultad de elegir a quién 
transmitirá dichos bienes; 

XVII. Contribuir al desarrollo socioeconómico nacional; 

XVIII. Las demás que señale la presente Ley y leyes aplicables. 
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CAPÍTULO III 

DEL FOMENTO Y FINANCIAMIENTO DE LOS ORGANISMOS DEL SECTOR 

Artículo 46. La Secretaría creará el Programa de Fomento a la Economía Social, cuyo objeto será atender 
iniciativas productivas del Sector mediante el apoyo a proyectos productivos, la constitución, desarrollo, 
consolidación y expansión de Organismos del Sector y la participación en esquemas de financiamiento social. 

El Programa operará con recursos públicos asignados en el Presupuesto de Egresos de la Federación, así 
como los recursos derivados de los convenios que se establezcan con las Entidades Federativas y Municipios. 

La operación del Programa se sujetará a las Reglas de Operación que al efecto emita la Secretaría. 

Artículo 47. Los Organismos del Sector no podrán recibir los apoyos y estímulos públicos previstos en 
esta Ley cuando incurran en alguno de los siguientes supuestos: 

I. Exista entre sus administradores o representantes y los servidores públicos encargados de otorgar 
o autorizar los apoyos y estímulos públicos; relaciones de interés o parentesco por consanguinidad 
o afinidad hasta en cuarto grado, o sean cónyuges, y 

II. Contraten con recursos públicos a personas con nexos de parentesco con los directivos de la 
organización, ya sea por consanguineidad o afinidad hasta en cuarto grado. 

Artículo 48. Los Organismos del Sector que con fines de fomento reciban apoyos y estímulos públicos, 
deberán sujetarse a las disposiciones jurídicas y administrativas aplicables en la materia. Además, deberán 
llevar a cabo sus operaciones conforme a las disposiciones fiscales vigentes en el territorio nacional. 

Artículo 49. Tratándose de empresas de participación estatal mayoritaria, se estará a lo dispuesto por la 
Ley Federal de las Entidades Paraestatales, la Ley Federal para la Administración y Enajenación de Bienes 
del Sector Público y a las demás disposiciones legales que le resulten aplicables. 

Cuando dichas empresas se encuentren en proceso de desincorporación, las autoridades competentes 
deberán tomar en cuenta a los trabajadores, a través de las organizaciones o empresas del sector ya 
existentes o las que sean constituidas para tal efecto, para ser considerados en la transferencia de los bienes 
de estas. 

Artículo 50. En los casos en los cuales las empresas de carácter privado presenten conflictos obrero-
patronales calificados como irreconciliables, las autoridades competentes deberán tomar en cuenta a los 
trabajadores, a través de las organizaciones o empresas del sector ya existentes o las que sean constituidas 
para tal efecto, para ser considerados en la transferencia de los bienes de la empresa en cuestión, a fin de 
que dichas empresas continúen operando con eficiencia y rentabilidad. 

Lo anterior, de conformidad y con absoluto respeto a lo que dispongan las leyes laborales y mercantiles en 
la materia. 

Artículo 51. A fin de dar cumplimento a las disposiciones previstas por los artículos 49 y 50, el Instituto, 
conforme a sus facultades, brindará asesoría, capacitación y financiamiento de acuerdo sus posibilidades 
presupuestarias. 

CAPÍTULO IV 

DE LA EVALUACIÓN DE LA POLÍTICA DE ECONOMÍA SOCIAL Y DEL DESEMPEÑO DE SUS 
ORGANISMOS DEL SECTOR 

Artículo 52. La evaluación periódica del cumplimiento de las políticas públicas de fomento y apoyo a los 
Organismos del Sector estará a cargo del Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social, 
conforme la Ley General de Desarrollo Social. 

Artículo 53. Para la evaluación se deberán incluir los indicadores de resultados, de gestión y servicios 
para medir su cobertura e impacto. 

Artículo 54. El proceso de evaluación de la Política de Economía Social, se realizará cada tres años. 

Artículo 55. Los resultados de las evaluaciones, serán entregados a la Secretaría de Economía, al 
Instituto, al Consejo Nacional, a la Comisión de Fomento Cooperativo y Economía Social de la Cámara de 
Diputados del Congreso de la Unión, a la Comisión de Fomento Económico de la Cámara de Senadores y 
puestos a la disposición del público en general a través de las páginas Web de esas instancias. 

Artículo 56. De acuerdo con los resultados de las evaluaciones, el Instituto podrá emitir las sugerencias y 
recomendaciones que considere pertinentes al Ejecutivo Federal y hacerlas del conocimiento público. 
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CAPÍTULO V 
SANCIONES 

Artículo 57. Los Organismos del Sector serán sancionadas cuando a juicio del Instituto según disponga su 
reglamento, violen las disposiciones de la presente Ley. 

Artículo 58. El Instituto podrá imponer sanciones administrativas, en los términos previstos por el 
Reglamento que al efecto expida el Ejecutivo Federal, a los Organismos y sus administradores que simulando 
estar constituidos como Organismos del Sector gocen o pretendan gozar de los beneficios y prerrogativas por 
esta Ley. 

TRANSITORIOS 
PRIMERO. La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 
SEGUNDO. La convocatoria y asuntos relativos a la celebración de las asambleas regionales de los 

Organismos del Sector, será efectuada por la Secretaría a través de sus delegaciones estatales en un plazo 
no mayor de seis meses después de la publicación de la presente Ley en el Diario Oficial de la Federación. 
Una vez realizadas las asambleas regionales, la Secretaría deberá convocar a la Instalación del Congreso 
Nacional. 

El Congreso Nacional Constituyente deberá elegir tan pronto como se instituya, a sus Representantes 
permanentes ante el Consejo Consultivo del Instituto, así como elaborar su plan de trabajo y su reglamento 
interno en un plazo no mayor a seis meses después de haber quedado legalmente constituido. 

El Congreso Nacional Constituyente tendrá treinta y seis meses a partir del momento de su constitución 
para convocar a la constitución y la elección democrática del Consejo Nacional. 

TERCERO. El Instituto deberá quedar constituido, instalado y reglamentado en un plazo no mayor a ciento 
ochenta días naturales posteriores a la entrada en vigor de la presente Ley, asumiendo las funciones e 
integrándose con los recursos financieros, materiales y humanos que actualmente están asignados a la 
Coordinación General del Programa Nacional de Apoyo para las Empresas de Solidaridad. 

El personal que, en virtud de esta Ley pase de la Coordinación General del Programa Nacional de Apoyo 
para las Empresas de Solidaridad al Instituto, de ninguna forma resultará afectado en las prerrogativas y 
derechos laborales que hayan adquirido conforme a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
y la Ley en la materia aplicable. 

Los asuntos que a la entrada en vigor de la presente Ley se encuentren pendientes de trámite por parte de 
la Coordinación General del Programa Nacional de Apoyo para las Empresas de Solidaridad seguirán a cargo 
del Instituto hasta su total conclusión. 

En tanto se modifique el Reglamento Interior de la Secretaria de Economía para la reglamentación del 
Instituto, se continuará aplicando el Reglamento vigente y Acuerdo que regula la organización y 
funcionamiento interno de la Coordinación General del Programa Nacional de Apoyo para las Empresas de 
Solidaridad, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 20 de octubre de 2009, en lo que no se oponga 
a esta Ley; y, en lo no previsto, se estará a lo que resuelva la Secretaría. 

Las facultades, funciones y atribuciones que desempeña actualmente la Coordinación General del 
Programa Nacional de Apoyo para las Empresas de Solidaridad, deberán ser concedidas íntegramente al 
Instituto y reconocidas por el Reglamento Interior de la Secretaría de Economía, así como en todas las 
disposiciones legales que al efecto se emitan o modifiquen. 

CUARTO. Las normas que regulen al Registro y al Programa, respectivamente, deberán ser expedidas 
por la Secretaría en un plazo no mayor a ciento ochenta días naturales, posteriores a la fecha de su 
instalación. 

QUINTO. En tanto no se expidan las disposiciones correspondientes, continuarán aplicándose, en lo que 
no se opongan a esta Ley, las disposiciones reglamentarias y administrativas vigentes a la fecha de entrada 
en vigor de la presente Ley. 

SEXTO. Los apoyos cuyo trámite se haya iniciado conforme a las disposiciones jurídicas y administrativas 
vigentes antes de la entrada en vigor de esta Ley, se seguirán rigiendo por las mismas hasta su conclusión. 

México, D.F., a 30 de abril de 2012.- Sen. Jose Gonzalez Morfin, Presidente.- Dip. Guadalupe Acosta 
Naranjo, Presidente.- Sen. Renan Cleominio Zoreda Novelo, Secretario.- Dip. Martín García Avilés, 
Secretario.- Rúbricas." 

En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto en la Residencia 
del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal, a veintidós de mayo de dos mil doce.- 
Felipe de Jesús Calderón Hinojosa.- Rúbrica.- El Secretario de Gobernación, Alejandro Alfonso Poiré 
Romero.- Rúbrica. 
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SECRETARIA DE HACIENDA Y CREDITO PUBLICO 
DECRETO por el que se reforma la fracción III del artículo 109 de la Ley del Impuesto sobre la Renta. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia de la 
República. 

FELIPE DE JESÚS CALDERÓN HINOJOSA, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, a sus 
habitantes sabed: 

Que el Honorable Congreso de la Unión, se ha servido dirigirme el siguiente 
DECRETO 

"EL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, D E C R E T A : 

SE REFORMA LA FRACCIÓN III DEL ARTÍCULO 109 DE LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA 
Artículo Único. Se reforma la fracción III del artículo 109 de la Ley del Impuesto Sobre la Renta, para 

quedar como sigue: 
Artículo 109. No se pagará el impuesto sobre la renta por la obtención de los siguientes ingresos: 
I. a II. ... 
III. Las jubilaciones, pensiones, haberes de retiro, así como las pensiones vitalicias u otras formas de 

retiro, provenientes de la subcuenta del seguro de retiro o de la subcuenta de retiro, cesantía en edad 
avanzada y vejez, previstas en la Ley del Seguro Social y las provenientes de la cuenta individual del sistema 
de ahorro para el retiro prevista en la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores 
del Estado, en los casos de invalidez, incapacidad, cesantía, vejez, retiro y muerte, cuyo monto diario no 
exceda de quince veces el salario mínimo general del área geográfica del contribuyente. Por el excedente se 
pagará el impuesto en los términos de este Título. 

.... 
IV. a XXVIII. ... 
... 
... 
... 
... 
... 
... 

TRANSITORIO 
Artículo Único. Este Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 
México, D.F., a 11 de abril de 2012.- Sen. Jose Gonzalez Morfin, Presidente.- Dip. Guadalupe Acosta 

Naranjo, Presidente.- Sen. Martha Leticia Sosa Govea, Secretaria.- Dip. Cora Cecilia Pinedo Alonso, 
Secretaria.- Rúbricas." 

En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto en la Residencia 
del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal, a veintitrés de mayo de dos mil doce.- 
Felipe de Jesús Calderón Hinojosa.- Rúbrica.- El Secretario de Gobernación, Alejandro Alfonso Poiré 
Romero.- Rúbrica. 

 
 

_______________ 
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INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL 
DECRETO por el que se reforman diversas disposiciones de la Ley del Seguro Social y de la Ley del Instituto de 
Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia de la 
República. 

FELIPE DE JESÚS CALDERÓN HINOJOSA, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, a sus 

habitantes sabed: 

Que el Honorable Congreso de la Unión, se ha servido dirigirme el siguiente 

DECRETO 

"EL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, DECRETA: 

SE REFORMAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY DEL SEGURO SOCIAL Y DE LA LEY DEL INSTITUTO DE 

SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO. 

Artículo Primero.- Se reforma el artículo 118 y se adiciona un artículo Vigésimo Noveno Transitorio a la 

Ley del Seguro Social, publicada el 12 de diciembre de 1995, para quedar como sigue: 

Ley del Seguro Social 

Artículo 118. Los asegurados que obtengan una pensión definitiva por invalidez y vida o por riesgos de 

trabajo, así como aquellos que gocen de una pensión por retiro, cesantía en edad avanzada o vejez, podrán 

optar por que, con cargo a su pensión, se cubran los créditos que les hayan sido otorgados por las Entidades 

Financieras a que se refiere la Ley para la Transparencia y Ordenamiento de los Servicios Financieros. 

La Comisión Nacional de los Sistemas de Ahorro para el Retiro y la Comisión Nacional de Seguros y 

Fianzas, en el ámbito de sus respectivas competencias, podrán emitir reglas de carácter general que se 

requieran para la aplicación de lo dispuesto en este artículo. Dichas reglas deberán prever la forma y términos 

en que las Entidades Financieras señaladas en el primer párrafo de este artículo deberán comunicar al 

Consejo Técnico del Instituto y a las aseguradoras y administradoras de fondos para el retiro con las que 

celebren los convenios a que se refiere este precepto, las condiciones generales del crédito, incluyendo el 

Costo Anual Total aplicable a los préstamos mencionados, con objeto de que éstos, de forma clara, precisa y 

transparente los hagan del conocimiento de los pensionados, para fines de comparación en la elección de la 

Entidad Financiera a la que solicitarán el préstamo. 

TRANSITORIOS 

Vigésimo Noveno. Los pensionados que para el disfrute de cualquiera de las pensiones previstas en la 

Ley que se deroga, opten por acogerse al beneficio de dicha Ley en términos del Artículo Tercero Transitorio, 

sin perjuicio de lo dispuesto en la misma con respecto al otorgamiento de préstamos a cuenta de su pensión, 

podrán optar por solicitar préstamos con cualquiera de las Entidades Financieras a que se refiere la Ley para 

la Transparencia y Ordenamiento de los Servicios Financieros, que tengan celebrado, para los efectos de este 

artículo, un convenio con el Instituto, debiendo el pensionado otorgar su consentimiento expreso para que 

dicho Instituto le descuente de su pensión los importes relativos al pago del préstamo y los entregue a la 

Entidad Financiera que lo otorgó. 

El Instituto únicamente podrá celebrar los convenios a que se refiere el párrafo anterior, cuando en los 

mismos se estipule que el descuento mensual derivado de una o más transacciones, considerando otros 

descuentos que en términos de las disposiciones jurídicas resulten procedentes, en ningún caso excederá del 
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treinta por ciento del monto de la pensión mensual, ni implique que la cuantía de la pensión se reduzca a una 

cantidad inferior a la pensión garantizada establecida en esta Ley, y que el plazo para el pago del préstamo no 

exceda de sesenta meses. En la aplicación de los referidos descuentos se aplicará la prelación que 

corresponda en términos de las disposiciones jurídicas aplicables. 

Las Entidades Financieras deberán comunicar al Instituto las condiciones generales del préstamo, 

incluyendo el Costo Anual Total aplicable a los mismos, con objeto de que éste los haga del conocimiento de 

los pensionados, para fines de comparación en la elección de la Entidad Financiera a la que solicitarán  el 

préstamo. 

Los gastos que se generen con motivo del control, descuentos y entrega o transferencia de los importes 

relativos a los préstamos otorgados por las Entidades Financieras, serán cubiertos por éstas al Instituto en los 

términos que se estipule en los convenios respectivos. 

El Consejo Técnico del Instituto podrá emitir las disposiciones de carácter administrativo necesarias para 

la debida observancia de lo dispuesto en este artículo. 

Artículo Segundo.- Se adicionan la Sección VII Bis “De los créditos otorgados por entidades financieras 

con cargo a las pensiones” al Capítulo VI del Título Segundo, que comprende el artículo 102 Bis, y los 

párrafos segundo a sexto del artículo Cuadragésimo Primero Transitorio, de la Ley del Instituto de Seguridad y 

Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, para quedar como sigue: 

Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado 

Sección VII Bis 

De los Créditos otorgados por entidades financieras con cargo a las pensiones 

Artículo 102 Bis. Los pensionados por invalidez y vida o por riesgos de trabajo, así como aquellos que 

gocen de una pensión por retiro, cesantía en edad avanzada o vejez, podrán optar por que, con cargo a su 

pensión, se cubran los créditos, cuyo plazo para el pago no exceda de sesenta meses, que les hayan sido 

otorgados por las Entidades Financieras a que se refiere la Ley para la Transparencia y Ordenamiento de los 

Servicios Financieros, que tengan celebrado para los efectos de este artículo un convenio con la aseguradora 

que le pague la pensión o con el PENSIONISSSTE o la administradora de fondos para el retiro en el caso  de 

que la pensión se cubra mediante retiros programados. 

Los descuentos a la pensión que se realicen en los términos de este artículo, considerando otros 

descuentos que en términos de las disposiciones jurídicas resulten procedentes, no podrán exceder del treinta 

por ciento de la pensión ni implicar que la cuantía de la pensión se reduzca a una cantidad inferior a la 

pensión garantizada establecida en esta Ley. En la aplicación de los referidos descuentos se aplicará  la 

prelación que corresponda en términos de las disposiciones jurídicas aplicables. 

La Comisión Nacional de los Sistemas de Ahorro para el Retiro y la Comisión Nacional de Seguros y 

Fianzas, en el ámbito de sus respectivas competencias, podrán emitir las reglas de carácter general que se 

requieran para la aplicación de lo dispuesto en este artículo. Dichas reglas deberán prever la forma y términos 

en que las Entidades Financieras señaladas en el primer párrafo de este artículo deberán comunicar al 

PENSIONISSSTE y a las aseguradoras y administradoras de fondos para el retiro con las que celebren los 

convenios a que se refiere este precepto, las condiciones generales del crédito, incluyendo el Costo Anual 

Total aplicable a los préstamos mencionados, con objeto de que éstos, de forma clara, precisa y transparente 

los hagan del conocimiento de los pensionados, para fines de comparación en la elección de la Entidad 

Financiera a la que solicitarán el préstamo. 
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Los gastos que se generen con motivo del control, descuentos y entrega o transferencia de los importes 

relativos a los préstamos otorgados por las Entidades Financieras serán cubiertos por éstas al 

PENSIONISSSTE o la aseguradora o administradora de fondos para el retiro de que se trate, en los términos 

que se estipule en los convenios respectivos. 

TRANSITORIOS 

Cuadragésimo Primero. ... 

Los pensionados que opten por el régimen establecido en el Artículo Décimo Transitorio de este 

ordenamiento, podrán optar por solicitar préstamos a las Entidades Financieras a que se refiere la Ley para la 

Transparencia y Ordenamiento de los Servicios Financieros, dando su consentimiento expreso para que el 

Instituto les descuente de su pensión los importes relativos al pago del préstamo y los entregue a la institución 

financiera que lo otorgó, conforme al convenio que para tal efecto deberán tener celebrado ésta y el Instituto. 

El Instituto únicamente podrá celebrar los convenios a que se refiere el párrafo anterior, cuando en los 

mismos se estipule que el descuento mensual derivado de una o más transacciones, considerando otros 

descuentos que en términos de las disposiciones jurídicas resulten procedentes, en ningún caso excederá del 

treinta por ciento del monto de la pensión mensual, ni implique que la cuantía de la pensión se reduzca a una 

cantidad inferior a la pensión garantizada establecida en esta Ley, y que el plazo para el pago del préstamo no 

exceda de sesenta meses. En la aplicación de los referidos descuentos se aplicará la prelación que 

corresponda en términos de las disposiciones jurídicas aplicables. 

Las Entidades Financieras deberán comunicar al Instituto el Costo Anual Total aplicable a los préstamos 

mencionados, a fin de que éste los haga del conocimiento de los pensionados, para fines informativos y de 

comparación en la elección de la Entidad Financiera a la que solicitarán el préstamo. 

Los gastos que se generen con motivo del control, descuentos y entrega o transferencia de los importes 

relativos a los préstamos otorgados por las Entidades Financieras serán cubiertos por éstas al Instituto, en los 

términos que se estipule en los convenios respectivos. 

La Junta Directiva del Instituto podrá emitir las disposiciones de carácter administrativo necesarias para la 

debida observancia de lo dispuesto en este artículo. 

Transitorio 

Único.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial  de la 

Federación. 

México, D.F., a 17 de abril de 2012.- Sen. Jose Gonzalez Morfin, Presidente.- Dip. Guadalupe Acosta 

Naranjo, Presidente.- Sen. Martha Leticia Sosa Govea, Secretaria.- Dip. Laura Arizmendi Campos, 

Secretaria.- Rúbricas." 

En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto en la Residencia 

del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal,  a veinticinco de mayo de dos mil doce.- 

Felipe de Jesús Calderón Hinojosa.- Rúbrica.- El Secretario de Gobernación, Alejandro Alfonso Poiré 

Romero.- Rúbrica. 
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SECRETARIA DE SALUD 
DECRETO por el que se reforma el artículo 32 de la Ley General de Salud. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia de la 
República. 

FELIPE DE JESÚS CALDERÓN HINOJOSA, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, a sus 
habitantes sabed: 

Que el Honorable Congreso de la Unión, se ha servido dirigirme el siguiente 

DECRETO 
"EL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, D E C R E T A : 
SE REFORMA EL ARTÍCULO 32 DE LA LEY GENERAL DE SALUD. 
Artículo Único. Se reforma el artículo 32 de la Ley General de Salud, para quedar como sigue: 
Artículo 32. Se entiende por atención médica el conjunto de servicios que se proporcionan al individuo, 

con el fin de proteger, promover y restaurar su salud, la cual podrá apoyarse de medios electrónicos de 
acuerdo con las normas oficiales mexicanas que al efecto expida la Secretaría de Salud. 

Transitorios 
Primero.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 
Segundo.- La Secretaría de Salud contará con un año, a partir de la publicación del presente Decreto en 

el Diario Oficial de la Federación, para emitir la normatividad secundaria correspondiente. 
México, D.F., a 17 de abril de 2012.- Sen. Jose Gonzalez Morfin, Presidente.- Dip. Guadalupe Acosta 

Naranjo, Presidente.- Sen. Martha Leticia Sosa Govea, Secretaria.- Dip. Martín García Avilés, Secretario.- 
Rúbricas." 

En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto en la Residencia 
del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal,  a veinticinco de mayo de dos mil doce.- 
Felipe de Jesús Calderón Hinojosa.- Rúbrica.- El Secretario de Gobernación, Alejandro Alfonso Poiré 
Romero.- Rúbrica. 

 

 

__________________________ 



Miércoles 30 de mayo de 2012 DIARIO OFICIAL (Primera Sección)      

SECRETARIA DE SALUD 
DECRETO por el que se adiciona una fracción IV Bis al artículo 5 y el artículo 7 Ter a la Ley de los Institutos 
Nacionales de Salud, en materia de Geriatría. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia de la 
República. 

FELIPE DE JESÚS CALDERÓN HINOJOSA, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, a sus 
habitantes sabed: 

Que el Honorable Congreso de la Unión, se ha servido dirigirme el siguiente 
DECRETO 

"EL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, DECRETA: 
SE ADICIONA UNA FRACCIÓN IV BIS AL ARTÍCULO 5 Y EL ARTÍCULO 7 TER A LA LEY DE LOS INSTITUTOS 

NACIONALES DE SALUD, EN MATERIA DE GERIATRÍA. 
Artículo Único.- Se adiciona una fracción IV Bis al artículo 5 y el artículo 7 Ter a la Ley de los Institutos 

Nacionales de Salud, para quedar como sigue: 
Artículo 5. ... 
I. a IV. ... 
IV Bis. Instituto Nacional de Geriatría, para la formación de recursos humanos y la investigación del 

envejecimiento, de las enfermedades y cuidados del adulto mayor; 
V. a XI. ... 
Artículo 7 Ter. El Instituto Nacional de Geriatría tendrá, además de las funciones señaladas en el 

artículo 6 de esta ley, las siguientes: 
I. Apoyar a la Secretaría, en su carácter de dependencia coordinadora de sector, para la 

elaboración y ejecución de los programas anuales, sectoriales, especiales y regionales de salud en el 
ámbito de sus funciones, así como promover la concertación de acciones con los sectores social y 
privado en su ámbito de competencia; 

II. Fomentar la realización de proyectos de desarrollo de tecnología especializada, obteniendo con 
ello protocolos de innovación tecnológica en cuanto a la elaboración de medios de diagnóstico y 
tratamiento; y 

III. Ser el centro nacional de referencia para asuntos relacionados con estudios sobre el 
envejecimiento poblacional y sus aplicaciones. 

Transitorios 
Primero. El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 
Segundo. La creación del organismo público descentralizado de la Administración Pública Federal, 

Instituto Nacional de Geriatría, deberá sujetarse a los recursos humanos, financieros y materiales con los que 
cuenta actualmente el órgano desconcentrado Instituto de Geriatría. 

Tercero. Las relaciones entre el Instituto Nacional de Geriatría y sus trabajadores se sujetarán a lo 
dispuesto en el apartado B) del artículo 123 Constitucional. 

Cuarto. Dentro de los 90 días naturales posteriores a la publicación del presente Decreto, deberá 
celebrarse la sesión de instalación de la junta de gobierno, en la cual se deberá expedir su estatuto orgánico, 
y se podrá designar un Director General. 

Quinto. En tanto se haga la designación del Director General, la representación del Instituto Nacional de 
Geriatría recaerá en el servidor público que a la fecha de entrada en vigor del presente Decreto ocupa el 
cargo de Director General del órgano desconcentrado creado por el Decreto por el que se crea el Instituto de 
Geriatría, publicado en el Diario Oficial de la Federación del 29 de julio de 2008. 

Sexto. Por única vez, dos de los cuatro vocales de la Honorable Junta de Gobierno del Instituto durarán 
en su encargo 2 años. 

Séptimo. Se abroga el Decreto por el que se crea el Instituto de Geriatría, publicado en el Diario Oficial de 
la Federación del 29 de julio de 2008. 

México, D.F., a 17 de abril de 2012.- Sen. Jose Gonzalez Morfin, Presidente.- Dip. Guadalupe Acosta 
Naranjo, Presidente.- Sen. Martha Leticia Sosa Govea, Secretaria.- Dip. Mariano Quihuis Fragoso, 
Secretario.- Rúbricas." 

En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto en la Residencia 
del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal, a veintinueve de mayo de dos mil doce.- 
Felipe de Jesús Calderón Hinojosa.- Rúbrica.- El Secretario de Gobernación, Alejandro Alfonso Poiré 
Romero.- Rúbrica. 
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SECRETARIA DE DESARROLLO SOCIAL 
DECRETO por el que se adiciona una fracción X al artículo 3 de la Ley General de Desarrollo Social. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia de la 
República. 

FELIPE DE JESÚS CALDERÓN HINOJOSA, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, a sus 

habitantes sabed: 

Que el Honorable Congreso de la Unión, se ha servido dirigirme el siguiente 

DECRETO 

"EL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, DECRETA: 

SE ADICIONA UNA FRACCIÓN X AL ARTÍCULO 3 DE LA LEY GENERAL DE DESARROLLO SOCIAL. 

ARTÍCULO ÚNICO. Se adiciona una fracción X al artículo 3 de la Ley General de Desarrollo Social, para 

quedar como sigue: 

Artículo 3. ... 

I. a VII. ... 

VIII. Libre determinación y autonomía de los pueblos indígenas y sus comunidades: Reconocimiento en el 

marco constitucional a las formas internas de convivencia y de organización; ámbito de aplicación de sus 

propios sistemas normativos; elección de sus autoridades o representantes; medios para preservar y 

enriquecer sus lenguas y cultura; medios para conservar y mejorar su hábitat; acceso preferente a sus 

recursos naturales; elección de representantes ante los ayuntamientos y acceso pleno a la jurisdicción del 

Estado; 

IX. Transparencia: La información relativa al desarrollo social es pública en los términos de las leyes en la 

materia. Las autoridades del país garantizarán que la información gubernamental sea objetiva, oportuna, 

sistemática y veraz, y 

X. Perspectiva de género: una visión científica, analítica y política sobre las mujeres y los hombres que se 

propone eliminar las causas de la opresión de género, como la desigualdad, la injusticia y la jerarquización de 

las personas basada en el género; que se plantea la equidad de género en el diseño y ejecución de las 

políticas públicas de desarrollo social. 

TRANSITORIO 

ÚNICO. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 

México, D.F., a 19 de abril de 2012.- Dip. Guadalupe Acosta Naranjo, Presidente.- Sen. José González 

Morfín, Presidente.- Dip. Laura Arizmendi Campos, Secretaria.- Sen. Ludivina Menchaca Castellanos, 

Secretaria.- Rúbricas." 

En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto en la Residencia 

del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal, a treinta y uno de mayo de dos mil 

doce.- Felipe de Jesús Calderón Hinojosa.- Rúbrica.- El Secretario de Gobernación, Alejandro Alfonso 

Poiré Romero.- Rúbrica. 
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SECRETARIA DE LA DEFENSA NACIONAL 
DECRETO por el que se adicionan las fracciones XXV, XXVI y XXVII al artículo 18 y un artículo 138 Bis a la Ley 
del Instituto de Seguridad Social para las Fuerzas Armadas Mexicanas. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia de la 
República. 

FELIPE DE JESÚS CALDERÓN HINOJOSA, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, a sus 
habitantes sabed: 

Que el Honorable Congreso de la Unión, se ha servido dirigirme el siguiente 

DECRETO 
"EL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, DECRETA: 

SE ADICIONAN LAS FRACCIONES XXV, XXVI Y XXVII AL ARTÍCULO 18 Y UN ARTÍCULO 138 BIS A LA LEY DEL 
INSTITUTO DE SEGURIDAD SOCIAL PARA LAS FUERZAS ARMADAS MEXICANAS. 

Artículo Único. Se adicionan las fracciones XXV, XXVI y XXVII al artículo 18 y un artículo 138 Bis a la Ley 
del Instituto de Seguridad Social para las Fuerzas Armadas Mexicanas, para quedar como sigue: 

Artículo 18. ... 
I. a XXII. ... 
XXIII. Farmacias económicas; 
XXIV. Vivienda; 
XXV. Beca de manutención; 
XXVI. Beca escolar, y 
XXVII. Beca especial. 
Artículo 138 Bis. El Instituto estará facultado para otorgar a los hijos de los militares en el activo becas 

educativas, conforme a lo siguiente: 
I. Beca de manutención. Tiene por objeto la asignación de una cuota mensual para los hijos de los 

militares en el activo que se encuentren cursando estudios a nivel medio superior y superior, en escuelas del 
país con registro en la Secretaría de Educación Pública. 

II. Beca escolar. Tiene por objeto cubrir los gastos inherentes de la educación para los hijos de los 
militares en el activo que se encuentren cursando estudios a nivel medio superior y superior, en escuelas del 
país con registro en la Secretaría de Educación Pública. 

III. Beca especial. Destinada para los hijos que padezcan un grado de discapacidad física o mental, 
transitoria o permanente del personal militar en el activo. Tiene por objeto cubrir el 100% del costo de la 
inscripción, colegiatura y demás gastos obligatorios inherentes de una institución de educación inclusiva, o de 
preferencia en algún plantel del sistema educativo nacional, en todos sus niveles. 

Estas becas también serán otorgadas a los hijos de los militares que hayan fallecido, desaparecido o se 
hayan incapacitado en 1/a. ó 2/a. categorías, con motivo de actos del servicio o a consecuencia de los 
mismos. 

Los recursos necesarios para el otorgamiento de las becas serán proporcionados con cargo a los 
presupuestos que anualmente se aprueben en el Presupuesto de Egresos de la Federación a las Secretarías 
de la Defensa Nacional y de Marina. 

El procedimiento y los requisitos para el otorgamiento de las becas a que se refiere este artículo, serán 
fijados en el reglamento respectivo. 

TRANSITORIO 
Único. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 
México, D.F., a 24 de abril de 2012.- Sen. Jose Gonzalez Morfin, Presidente.- Dip. Guadalupe Acosta 

Naranjo, Presidente.- Sen. Martha Leticia Sosa Govea, Secretaria.- Dip. Gloria Romero León, Secretaria.- 
Rúbricas." 

En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto en la Residencia 
del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal, a primero de junio de dos mil doce.- 
Felipe de Jesús Calderón Hinojosa.- Rúbrica.- El Secretario de Gobernación, Alejandro Alfonso Poiré 
Romero.- Rúbrica. 
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PODER EJECUTIVO 
SECRETARIA DE GOBERNACION 

DECRETO por el que se expide la Ley General de Protección Civil. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia de la 
República. 

FELIPE DE JESÚS CALDERÓN HINOJOSA, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, a sus 
habitantes sabed: 

Que el Honorable Congreso de la Unión, se ha servido dirigirme el siguiente 

DECRETO 
"EL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, DECRETA: 
SE EXPIDE LA LEY GENERAL DE PROTECCIÓN CIVIL. 
Artículo Único.- Se expide la Ley General de Protección Civil. 

LEY GENERAL DE PROTECCIÓN CIVIL 
Capítulo I 

Disposiciones Generales 
Artículo 1. La presente Ley es de orden público e interés social y tiene por objeto establecer las bases de 

coordinación entre los tres órdenes de gobierno en materia de protección civil. Los sectores privado y social 
participarán en la consecución de los objetivos de esta Ley, en los términos y condiciones que la misma 
establece. 

Artículo 2. Para los efectos de esta Ley se entiende por: 
I. Agente regulador: Lo constituyen las acciones, instrumentos, normas, obras y en general todo 
aquello destinado a proteger a las personas, bienes, infraestructura estratégica, planta productiva y el 
medio ambiente, a reducir los riesgos y a controlar y prevenir los efectos adversos de un agente 
perturbador; 
II. Albergado: Persona que en forma temporal recibe asilo, amparo, alojamiento y resguardo ante la 
amenaza, inminencia u ocurrencia de un agente perturbador; 
III. Albergue: Instalación que se establece para brindar resguardo a las personas que se han visto 
afectadas en sus viviendas por los efectos de fenómenos perturbadores y en donde permanecen hasta 
que se da la recuperación o reconstrucción de sus viviendas; 
IV. Atlas Nacional de Riesgos: Sistema integral de información sobre los agentes perturbadores y 
daños esperados, resultado de un análisis espacial y temporal sobre la interacción entre los peligros, la 
vulnerabilidad y el grado de exposición de los agentes afectables; 
V. Auxilio: respuesta de ayuda a las personas en riesgo o las víctimas de un siniestro, emergencia o 
desastre, por parte de grupos especializados públicos o privados, o por las unidades internas de 
protección civil, así como las acciones para salvaguardar los demás agentes afectables; 
VI. Brigada: Grupo de personas que se organizan dentro de un inmueble, capacitadas y adiestradas en 
funciones básicas de respuesta a emergencias tales como: primeros auxilios, combate a conatos de 
incendio, evacuación, búsqueda y rescate; designados en la Unidad Interna de Protección Civil como 
encargados del desarrollo y ejecución de acciones de prevención, auxilio y recuperación, con base en 
lo estipulado en el Programa Interno de Protección Civil del inmueble; 
VII. Cambio Climático: Cambio en el clima, atribuible directa o indirectamente a la actividad humana, 
que altera la composición de la atmósfera mundial y que se suma a la variabilidad climática natural 
observada durante períodos comparables; 
VIII. Centro Nacional: El Centro Nacional de Prevención de Desastres; 
IX. Comité Nacional: Al Comité Nacional de Emergencias y Desastres de Protección Civil; 
X. Consejo Consultivo: Al Consejo Consultivo Permanente de Protección Civil, como órgano asesor del 
Consejo Nacional; 
XI. Consejo Nacional: Al Consejo Nacional de Protección Civil; 
XII. Continuidad de operaciones: Al proceso de planeación, documentación y actuación que garantiza 
que las actividades sustantivas de las instituciones públicas, privadas y sociales, afectadas por un 
agente perturbador, puedan recuperarse y regresar a la normalidad en un tiempo mínimo. Esta 
planeación deberá estar contenida en un documento o serie de documentos cuyo contenido se dirija 
hacia la prevención, respuesta inmediata, recuperación y restauración, todas ellas avaladas por 
sesiones de capacitación continua y realización de simulacros; 



Miércoles 6 de junio de 2012 DIARIO OFICIAL (Primera Sección)       

XIII. Coordinación Nacional: A la Coordinación Nacional de Protección Civil de la Secretaría de 
Gobernación; 
XIV. Damnificado: Persona afectada por un agente perturbador, ya sea que haya sufrido daños en su 
integridad física o un perjuicio en sus bienes de tal manera que requiere asistencia externa para su 
subsistencia; considerándose con esa condición en tanto no se concluya la emergencia o se 
restablezca la situación de normalidad previa al desastre; 
XV. Delegaciones: Los órganos político-administrativos previstos en el Estatuto de Gobierno del Distrito 
Federal; 
XVI. Desastre: Al resultado de la ocurrencia de uno o más agentes perturbadores severos y o 
extremos, concatenados o no, de origen natural o de la actividad humana, que cuando acontecen en 
un tiempo y en una zona determinada, causan daños y que por su magnitud exceden la capacidad de 
respuesta de la comunidad afectada; 
XVII. Donativo: La aportación en dinero o en especie que realizan las diversas personas físicas o 
morales, nacionales o internacionales, a través de los centros de acopio autorizados o en las 
instituciones de crédito, para ayudar a las entidades federativas, municipios o comunidades en 
emergencia o desastre; 
XVIII. Emergencia: Situación anormal que puede causar un daño a la sociedad y propiciar un riesgo 
excesivo para la seguridad e integridad de la población en general, generada o asociada con la 
inminencia, alta probabilidad o presencia de un agente perturbador; 
XIX. Evacuado: Persona que, con carácter preventivo y provisional ante la posibilidad o certeza de una 
emergencia o desastre, se retira o es retirado de su lugar de alojamiento usual, para garantizar su 
seguridad y supervivencia; 
XX. Fenómeno Antropogénico: Agente perturbador producido por la actividad humana; 
XXI. Fenómeno Natural Perturbador: Agente perturbador producido por la naturaleza; 
XXII. Fenómeno Geológico: Agente perturbador que tiene como causa directa las acciones y 
movimientos de la corteza terrestre. A esta categoría pertenecen los sismos, las erupciones volcánicas, 
los tsunamis, la inestabilidad de laderas, los flujos, los caídos o derrumbes, los hundimientos, la 
subsidencia y los agrietamientos; 
XXIII. Fenómeno Hidrometeorológico: Agente perturbador que se genera por la acción de los agentes 
atmosféricos, tales como: ciclones tropicales, lluvias extremas, inundaciones pluviales, fluviales, 
costeras y lacustres; tormentas de nieve, granizo, polvo y electricidad; heladas; sequías; ondas cálidas 
y gélidas; y tornados; 
XXIV. Fenómeno Químico-Tecnológico: Agente perturbador que se genera por la acción violenta de 
diferentes sustancias derivadas de su interacción molecular o nuclear. Comprende fenómenos 
destructivos tales como: incendios de todo tipo, explosiones, fugas tóxicas, radiaciones y derrames; 
XXV. Fenómeno Sanitario-Ecológico: Agente perturbador que se genera por la acción patógena de 
agentes biológicos que afectan a la población, a los animales y a las cosechas, causando su muerte o 
la alteración de su salud. Las epidemias o plagas constituyen un desastre sanitario en el sentido 
estricto del término. En esta clasificación también se ubica la contaminación del aire, agua, suelo y 
alimentos; 
XXVI. Fenómeno Socio-Organizativo: Agente perturbador que se genera con motivo de errores 
humanos o por acciones premeditadas, que se dan en el marco de grandes concentraciones o 
movimientos masivos de población, tales como: demostraciones de inconformidad social, 
concentración masiva de población, terrorismo, sabotaje, vandalismo, accidentes aéreos, marítimos o 
terrestres, e interrupción o afectación de los servicios básicos o de infraestructura estratégica; 
XXVII. Gestión Integral de Riesgos: El conjunto de acciones encaminadas a la identificación, análisis, 
evaluación, control y reducción de los riesgos, considerándolos por su origen multifactorial y en un 
proceso permanente de construcción, que involucra a los tres niveles de gobierno, así como a los 
sectores de la sociedad, lo que facilita la realización de acciones dirigidas a la creación e 
implementación de políticas públicas, estrategias y procedimientos integrados al logro de pautas de 
desarrollo sostenible, que combatan las causas estructurales de los desastres y fortalezcan las 
capacidades de resiliencia o resistencia de la sociedad. Involucra las etapas de: identificación de los 
riesgos y/o su proceso de formación, previsión, prevención, mitigación, preparación, auxilio, 
recuperación y reconstrucción; 
XXVIII. Grupos Voluntarios: Las personas morales o las personas físicas, que se han acreditado ante 
las autoridades competentes, y que cuentan con personal, conocimientos, experiencia y equipo 
necesarios, para prestar de manera altruista y comprometida, sus servicios en acciones de protección 
civil; 
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XXIX. Hospital Seguro: Establecimiento de servicios de salud que debe permanecer accesible y 
funcionando a su máxima capacidad, con la misma estructura, bajo una situación de emergencia o de 
desastre; 
XXX. Identificación de Riesgos: Reconocer y valorar las pérdidas o daños probables sobre los agentes 
afectables y su distribución geográfica, a través del análisis de los peligros y la vulnerabilidad; 
XXXI. Infraestructura Estratégica: Aquella que es indispensable para la provisión de bienes y servicios 
públicos, y cuya destrucción o inhabilitación es una amenaza en contra de la seguridad nacional; 
XXXII. Instrumentos Financieros de Gestión de Riesgos: Son aquellos programas y mecanismos de 
financiamiento y cofinanciamiento con el que cuenta el gobierno federal para apoyar a las instancias 
públicas federales y entidades federativas, en la ejecución de proyectos y acciones derivadas de la 
gestión integral de riesgos, para la prevención y atención de situaciones de emergencia y/o desastre 
de origen natural; 
XXXIII. Instrumentos de administración y transferencia de riesgos: Son aquellos programas o 
mecanismos financieros que permiten a las entidades públicas de los diversos órdenes de gobierno, 
compartir o cubrir sus riesgos catastróficos, transfiriendo el costo total o parcial a instituciones 
financieras nacionales o internacionales. 
XXXIV. Inventario Nacional de Necesidades de Infraestructura: Inventario integrado por las obras de 
infraestructura que son consideradas estratégicas para disminuir el riesgo de la población y su 
patrimonio; 
XXXV. Mitigación: Es toda acción orientada a disminuir el impacto o daños ante la presencia de un 
agente perturbador sobre un agente afectable; 
XXXVI. Peligro: Probabilidad de ocurrencia de un agente perturbador potencialmente dañino de cierta 
intensidad, durante un cierto periodo y en un sitio determinado; 
XXXVII. Preparación: Actividades y medidas tomadas anticipadamente para asegurar una respuesta 
eficaz ante el impacto de un fenómeno perturbador en el corto, mediano y largo plazo; 
XXXVIII. Prevención: Conjunto de acciones y mecanismos implementados con antelación a la 
ocurrencia de los agentes perturbadores, con la finalidad de conocer los peligros o los riesgos, 
identificarlos, eliminarlos o reducirlos; evitar o mitigar su impacto destructivo sobre las personas, 
bienes, infraestructura, así como anticiparse a los procesos sociales de construcción de los mismos; 
XXXIX. Previsión: Tomar conciencia de los riesgos que pueden causarse y las necesidades para 
enfrentarlos a través de las etapas de identificación de riesgos, prevención, mitigación, preparación, 
atención de emergencias, recuperación y reconstrucción; 
XL. Programa Interno de Protección Civil: Es un instrumento de planeación y operación, circunscrito al 
ámbito de una dependencia, entidad, institución u organismo del sector público, privado o social; que 
se compone por el plan operativo para la Unidad Interna de Protección Civil, el plan para la continuidad 
de operaciones y el plan de contingencias, y tiene como propósito mitigar los riesgos previamente 
identificados y definir acciones preventivas y de respuesta para estar en condiciones de atender la 
eventualidad de alguna emergencia o desastre; 
XLI. Programa Nacional: Al Programa Nacional de Protección Civil; 
XLII. Protección Civil: Es la acción solidaria y participativa, que en consideración tanto de los riesgos 
de origen natural o antrópico como de los efectos adversos de los agentes perturbadores, prevé la 
coordinación y concertación de los sectores público, privado y social en el marco del Sistema Nacional, 
con el fin de crear un conjunto de disposiciones, planes, programas, estrategias, mecanismos y 
recursos para que de manera corresponsable, y privilegiando la Gestión Integral de Riesgos y la 
Continuidad de Operaciones, se apliquen las medidas y acciones que sean necesarias para 
salvaguardar la vida, integridad y salud de la población, así como sus bienes; la infraestructura, la 
planta productiva y el medio ambiente; 
XLIII. Reconstrucción: La acción transitoria orientada a alcanzar el entorno de normalidad social y 
económica que prevalecía entre la población antes de sufrir los efectos producidos por un agente 
perturbador en un determinado espacio o jurisdicción. Este proceso debe buscar en la medida de lo 
posible la reducción de los riesgos existentes, asegurando la no generación de nuevos riesgos y 
mejorando para ello las condiciones preexistentes; 
XLIV. Recuperación: Proceso que inicia durante la emergencia, consistente en acciones encaminadas 
al retorno a la normalidad de la comunidad afectada; 
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XLV. Reducción de Riesgos: Intervención preventiva de individuos, instituciones y comunidades que 
nos permite eliminar o reducir, mediante acciones de preparación y mitigación, el impacto adverso de 
los desastres. Contempla la identificación de riesgos y el análisis de vulnerabilidades, resiliencia y 
capacidades de respuesta, el desarrollo de una cultura de la protección civil, el compromiso público y el 
desarrollo de un marco institucional, la implementación de medidas de protección del medio ambiente, 
uso del suelo y planeación urbana, protección de la infraestructura crítica, generación de alianzas y 
desarrollo de instrumentos financieros y transferencia de riesgos, y el desarrollo de sistemas de 
alertamiento; 
XLVI. Refugio Temporal: La instalación física habilitada para brindar temporalmente protección y 
bienestar a las personas que no tienen posibilidades inmediatas de acceso a una habitación segura en 
caso de un riesgo inminente, una emergencia, siniestro o desastre; 
XLVII. Resiliencia: Es la capacidad de un sistema, comunidad o sociedad potencialmente expuesta a 
un peligro para resistir, asimilar, adaptarse y recuperarse de sus efectos en un corto plazo y de manera 
eficiente, a través de la preservación y restauración de sus estructuras básicas y funcionales, logrando 
una mejor protección futura y mejorando las medidas de reducción de riesgos; 
XLVIII. Riesgo: Daños o pérdidas probables sobre un agente afectable, resultado de la interacción 
entre su vulnerabilidad y la presencia de un agente perturbador; 
XLIX. Riesgo Inminente: Aquel riesgo que según la opinión de una instancia técnica especializada, 
debe considerar la realización de acciones inmediatas en virtud de existir condiciones o altas 
probabilidades de que se produzcan los efectos adversos sobre un agente afectable; 
L. Secretaría: La Secretaría de Gobernación del Gobierno Federal; 
LI. Seguro: Instrumento de Administración y Transferencia de Riesgos; 
LII. Simulacro: Representación mediante una simulación de las acciones de respuesta previamente 
planeadas con el fin de observar, probar y corregir una respuesta eficaz ante posibles situaciones 
reales de emergencia o desastre. Implica el montaje de un escenario en terreno específico, diseñado a 
partir de la identificación y análisis de riesgos y la vulnerabilidad de los sistemas afectables; 
LIII. Sistema Nacional: El Sistema Nacional de Protección Civil; 
LIV. Siniestro: Situación crítica y dañina generada por la incidencia de uno o más fenómenos 
perturbadores en un inmueble o instalación afectando a su población y equipo, con posible afectación a 
instalaciones circundantes; 
LV. Unidad Interna de Protección Civil: El órgano normativo y operativo responsable de desarrollar y 
dirigir las acciones de protección civil, así como elaborar, actualizar, operar y vigilar el Programa 
Interno de Protección Civil en los inmuebles e instalaciones fijas y móviles de una dependencia, 
institución o entidad perteneciente a los sectores público, privado y social; también conocidas como 
Brigadas Institucionales de Protección Civil; 
LVI. Unidades de Protección Civil: Los organismos de la administración pública de las entidades 
federativas, municipales o de las delegaciones, encargados de la organización, coordinación y 
operación del Sistema Nacional, en su demarcación territorial; 
LVII. Vulnerabilidad: Susceptibilidad o propensión de un agente afectable a sufrir daños o pérdidas 
ante la presencia de un agente perturbador, determinado por factores físicos, sociales, económicos y 
ambientales; 
LVIII. Zona de Desastre: Espacio territorial determinado en el tiempo por la declaración formal de la 
autoridad competente, en virtud del desajuste que sufre en su estructura social, impidiéndose el 
cumplimiento normal de las actividades de la comunidad. Puede involucrar el ejercicio de recursos 
públicos a través del Fondo de Desastres; 
LIX. Zona de Riesgo: Espacio territorial determinado en el que existe la probabilidad de que se 
produzca un daño, originado por un fenómeno perturbador, y 
LX. Zona de Riesgo Grave: Asentamiento humano que se encuentra dentro de una zona de grave 
riesgo, originado por un posible fenómeno perturbador. 

Artículo 3. Los tres niveles de gobierno tratarán en todo momento que los programas y estrategias 
dirigidas al fortalecimiento de los instrumentos de organización y funcionamiento de las instituciones de 
protección civil se sustenten en un enfoque de gestión integral del riesgo. 

Artículo 4. Las políticas públicas en materia de protección civil, se ceñirán al Plan Nacional de Desarrollo 
y al Programa Nacional de Protección Civil, identificando para ello las siguientes prioridades: 

I. La identificación y análisis de riesgos como sustento para la implementación de medidas de 
prevención y mitigación; 
II. Promoción de una cultura de responsabilidad social dirigida a la protección civil con énfasis en la 
prevención y autoprotección respecto de los riesgos y peligros que representan los agentes 
perturbadores y su vulnerabilidad; 
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III. Obligación del Estado en sus tres órdenes de gobierno, para reducir los riesgos sobre los agentes 
afectables y llevar a cabo las acciones necesarias para la identificación y el reconocimiento de la 
vulnerabilidad de las zonas bajo su jurisdicción; 
IV. El fomento de la participación social para crear comunidades resilientes, y por ello capaces de 
resistir los efectos negativos de los desastres, mediante una acción solidaria, y recuperar en el menor 
tiempo posible sus actividades productivas, económicas y sociales; 
V. Incorporación de la gestión integral del riesgo, como aspecto fundamental en la planeación y 
programación del desarrollo y ordenamiento del país para revertir el proceso de generación de riesgos; 
VI. El establecimiento de un sistema de certificación de competencias, que garantice un perfil 
adecuado en el personal responsable de la protección civil en los tres órdenes de gobierno, y 
VII. El conocimiento y la adaptación al cambio climático, y en general a las consecuencias y efectos del 
calentamiento global provocados por el ser humano y la aplicación de las tecnologías. 

Artículo 5. Las autoridades de protección civil, enumeradas en el artículo 27 de esta Ley, deberán actuar 
con base en los siguientes principios: 

I. Prioridad en la protección a la vida, la salud y la integridad de las personas; 
II. Inmediatez, equidad, profesionalismo, eficacia y eficiencia en la prestación del auxilio y entrega de 
recursos a la población en caso de emergencia o desastre; 
III. Subsidiariedad, complementariedad, transversalidad y proporcionalidad en las funciones asignadas 
a las diversas instancias del gobierno; 
IV. Publicidad y participación social en todas las fases de la protección civil, pero particularmente en la 
de prevención; 
V. Establecimiento y desarrollo de una cultura de la protección civil, con énfasis en la prevención en  la 
población en general; 
VI. Legalidad, control, eficacia, racionalidad, equidad, transparencia y rendición de cuentas en la 
administración de los recursos públicos; 
VII. Corresponsabilidad entre sociedad y gobierno, y 
VIII. Honradez y de respeto a los derechos humanos. 

Artículo 6. La coordinación y aplicación de esta Ley, se hará con respeto absoluto a las atribuciones 
constitucionales y legales de las autoridades e instituciones que intervienen en el Sistema Nacional. 

Capítulo II 
De la Protección Civil 

Artículo 7. Corresponde al Ejecutivo Federal en materia de protección civil: 
I. Asegurar el correcto funcionamiento del Sistema Nacional y dictar los lineamientos generales para 
coordinar las labores de protección civil en beneficio de la población, sus bienes y entorno, induciendo 
y conduciendo la participación de los diferentes sectores y grupos de la sociedad en el marco de la 
Gestión Integral de Riesgos; 
II. Promover la incorporación de la Gestión Integral de Riesgos en el desarrollo local y regional, 
estableciendo estrategias y políticas basadas en el análisis de los riesgos, con el fin de evitar la 
construcción de riesgos futuros y la realización de acciones de intervención para reducir los riesgos 
existentes; 
III. Contemplar, en el proyecto de Presupuesto de Egresos de la Federación de cada ejercicio fiscal, 
recursos para el óptimo funcionamiento y operación de los Instrumentos Financieros de Gestión de 
Riesgos a que se refiere la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, con el fin de 
promover y apoyar la realización de acciones de orden preventivo; así como las orientadas tanto al 
auxilio de la población en situación de emergencia, como la atención de los daños provocados por los 
desastres de origen natural; 
IV. Emitir declaratorias de emergencia o desastre de origen natural, en los términos establecidos en 
esta Ley y en la normatividad administrativa; 
V. Disponer la utilización y destino de los recursos de los instrumentos financieros de gestión de 
riesgos, con apego a lo dispuesto por la normatividad administrativa en la materia; 
VI. Promover, ante la eventualidad de los desastres de origen natural, la realización de acciones 
dirigidas a una estrategia integral de transferencia de riesgos, a través de herramientas tales como la 
identificación de la infraestructura por asegurar, el análisis de los riesgos, las medidas para su 
reducción y la definición de los esquemas de retención y aseguramiento, entre otros; 
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VII. Dictar los lineamientos generales en materia de protección civil para inducir y fomentar que el 
principio de la Gestión Integral de Riesgos y la Continuidad de Operaciones, sea un valor de política 
pública y una tarea transversal para que con ello se realicen acciones de orden preventivo, con 
especial énfasis en aquellas que tienen relación directa con la salud, la educación, el ordenamiento 
territorial, la planeación urbano-regional, la conservación y empleo de los recursos naturales, la 
gobernabilidad y la seguridad; 
VIII. Vigilar, mediante las dependencias y entidades competentes y conforme a las disposiciones 
legales aplicables, que no se autoricen centros de población en zonas de riesgo y, de ser el caso, se 
notifique a las autoridades competentes para que proceda a su desalojo, así como al deslinde de las 
responsabilidades en las que incurren por la omisión y complacencia ante dichas irregularidades, y 
IX. Promover ante los titulares de los Poderes Ejecutivo y Legislativo de las entidades federativas, la 
homologación del marco normativo y las estructuras funcionales de la protección civil. 

Artículo 8. Los Poderes Legislativo y Judicial de la Unión, las entidades federativas, los municipios, las 
delegaciones, los organismos descentralizados, los organismos constitucionales autónomos y los sectores 
privado y social, así como la población en general, deberán coadyuvar para que las acciones de protección 
civil se realicen en forma coordinada y eficaz. 

Artículo 9. La organización y la prestación de la política pública de protección civil corresponden al Estado 
quien deberá realizarlas en los términos de esta Ley y de su Reglamento, por conducto de la federación, los 
estados, el Distrito Federal, los municipios y las delegaciones, en sus respectivos ámbitos de competencia. 

La Secretaría deberá promover la interacción de la protección civil con los procesos de información, a fin 
de impulsar acciones a favor del aprendizaje y práctica de conductas seguras, mediante el aprovechamiento 
de los tiempos oficiales en los medios de comunicación electrónicos. 

Artículo 10. La Gestión Integral de Riesgos considera, entre otras, las siguientes fases anticipadas a la 
ocurrencia de un agente perturbador: 

I. Conocimiento del origen y naturaleza de los riesgos, además de los procesos de construcción social 
de los mismos; 
II. Identificación de peligros, vulnerabilidades y riesgos, así como sus escenarios; 
III. Análisis y evaluación de los posibles efectos; 
IV. Revisión de controles para la mitigación del impacto; 
V. Acciones y mecanismos para la prevención y mitigación de riesgos; 
VI. Desarrollo de una mayor comprensión y concientización de los riesgos, y 
VII. Fortalecimiento de la resiliencia de la sociedad. 

Artículo 11. Para que los particulares o dependencias públicas puedan ejercer la actividad de asesoría, 
capacitación, evaluación, elaboración de programas internos de protección civil, de continuidad de 
operaciones y estudios de vulnerabilidad y riesgos en materia de protección civil, deberán contar con el 
registro expedido por la autoridad competente de protección civil, de acuerdo con los lineamientos 
establecidos en el Reglamento de esta Ley. 

El registro será obligatorio y permitirá a los particulares o dependencias públicas referidas en el párrafo 
anterior, emitir la carta de corresponsabilidad que se requiera para la aprobación de los programas internos y 
especiales de protección civil. 

Artículo 12. El emblema distintivo de la protección civil en el país deberá contener el adoptado en el 
ámbito internacional, conforme a la imagen institucional que se defina en el Reglamento y solamente será 
utilizado por el personal y las instituciones autorizadas en los términos del propio Reglamento. 

Artículo 13. Los medios de comunicación masiva electrónicos y escritos, al formar parte del Sistema 
Nacional, colaborarán con las autoridades con arreglo a los convenios que se concreten sobre el particular, 
orientando y difundiendo oportuna y verazmente, información en materia de protección civil y de la Gestión 
Integral de Riesgos. 

Los convenios de concertación contendrán las acciones de la gestión integral de riesgos y su 
incorporación en la elaboración de planes, programas y recomendaciones, así como en el diseño y 
transmisión de información pública acerca de la protección civil. 

Capítulo III 
Del Sistema Nacional de Protección Civil 

Artículo 14. El Sistema Nacional es un conjunto orgánico y articulado de estructuras, relaciones 
funcionales, métodos, normas, instancias, principios, instrumentos, políticas, procedimientos, servicios y 
acciones, que establecen corresponsablemente las dependencias y entidades del sector público entre sí, con 
las organizaciones de los diversos grupos voluntarios, sociales, privados y con los Poderes Legislativo, 
Ejecutivo y Judicial, de los organismos constitucionales autónomos, de las entidades federativas, de los 
municipios y las delegaciones, a fin de efectuar acciones coordinadas, en materia de protección civil. 
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Artículo 15. El objetivo general del Sistema Nacional es el de proteger a la persona y a la sociedad y su 
entorno ante la eventualidad de los riesgos y peligros que representan los agentes perturbadores y la 
vulnerabilidad en el corto, mediano o largo plazo, provocada por fenómenos naturales o antropogénicos,  a 
través de la gestión integral de riesgos y el fomento de la capacidad de adaptación, auxilio y restablecimiento 
en la población. 

Artículo 16. El Sistema Nacional se encuentra integrado por todas las dependencias y entidades de la 
administración pública federal, por los sistemas de protección civil de las entidades federativas, sus municipios 
y las delegaciones; por los grupos voluntarios, vecinales y organizaciones de la sociedad civil, los cuerpos de 
bomberos, así como por los representantes de los sectores privado y, social, los medios de comunicación y 
los centros de investigación, educación y desarrollo tecnológico. 

Los integrantes del Sistema Nacional deberán compartir con la autoridad competente que solicite y 
justifique su utilidad, la información de carácter técnico, ya sea impresa, electrónica o en tiempo real relativa a 
los sistemas y/o redes de alerta, detección, monitoreo, pronóstico y medición de riesgos. 

Artículo 17. Los gobernadores de los estados, el jefe de gobierno del Distrito Federal, los presidentes 
municipales y los jefes delegacionales del Distrito Federal, tendrán dentro de su jurisdicción la responsabilidad 
sobre la integración y funcionamiento de los sistemas de protección civil, conforme a lo que establezca la 
presente Ley y la legislación local correspondiente. 

Igualmente, en cada uno de sus ámbitos, se asegurarán del correcto funcionamiento de los consejos y 
unidades de protección civil, promoviendo para que sean constituidos, con un nivel no menor a Dirección 
General preferentemente y de acuerdo a la legislación aplicable, como organismos con autonomía 
administrativa, financiera, de operación y gestión, dependiente de la secretaría de gobierno, secretaría del 
ayuntamiento, y las delegaciones, respectivamente. 

Aquellos servidores públicos que desempeñen una responsabilidad en las Unidades Estatales, 
Municipales y Delegacionales de Protección Civil deberán contar con certificación de competencia expedida 
por alguna de las instituciones registradas en la Escuela Nacional. 

Las unidades estatales de protección civil, con sustento en las Leyes y disposiciones locales, propiciarán 
una distribución estratégica de las tareas, entre los centros regionales ubicados con criterios basados en la 
localización de los riesgos, las necesidades y los recursos disponibles. 

Sobre la denominación que a nivel nacional se tiene de las unidades estatales, municipales, del Distrito 
Federal y Delegaciones, se dispondrá por virtud de la presente Ley llamarse Coordinación Estatal de 
Protección Civil del Estado o en su caso, Coordinación Municipal de Protección Civil. 

Artículo 18. Es responsabilidad de los gobiernos de los estados y del gobierno del Distrito Federal, 
conforme a su disponibilidad presupuestaria, la contratación de seguros y demás instrumentos de 
administración y transferencia de riesgos para la cobertura de daños causados por un desastre natural en los 
bienes e infraestructura de sus entidades federativas. 

Para el cumplimiento de esta obligación, las entidades federativas podrán solicitar que los instrumentos de 
administración y transferencia de riesgos que contraten sean complementados con los Instrumentos 
Financieros de Gestión de Riesgos Federales conforme a lo establecido en los lineamientos que para tal 
efecto se emitan. 

Para acceder a los apoyos referidos en el párrafo anterior, los gobiernos estatales deberán acreditar que 
en el proceso de contratación del instrumento seleccionado se cumplieron con los principios de economía, 
eficacia, eficiencia, imparcialidad, honradez y transparencia que aseguren las mejores condiciones para el 
Estado. 

Artículo 19. La coordinación ejecutiva del Sistema Nacional recaerá en la secretaría por conducto de la 
Coordinación Nacional, la cual tiene las atribuciones siguientes en materia de protección civil: 

I. Garantizar el correcto funcionamiento del Sistema Nacional a través de la supervisión y la 
coordinación de acciones de protección civil que realicen los diversos órdenes de gobierno, mediante 
la adecuada gestión integral de los riesgos, incorporando la participación activa y comprometida de la 
sociedad, tanto en lo individual como en lo colectivo; 
II. Verificar los avances en el cumplimiento del Programa Nacional; 
III. Proponer políticas y estrategias para el desarrollo de programas internos, especiales y regionales 
de protección civil; 
IV. Promover y apoyar la creación de las instancias, mecanismos, instrumentos y procedimientos de 
carácter técnico operativo, de servicios y logística que permitan prevenir y atender la eventualidad de 
un riesgo o peligro que representan los agentes perturbadores y la vulnerabilidad; 
V. Investigar, estudiar y evaluar riesgos, peligros y vulnerabilidades, integrando y ampliando los 
conocimientos de tales acontecimientos en coordinación con las dependencias responsables; 
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VI. Difundir entre las autoridades correspondientes y la población en general los resultados de los 
trabajos que realice, así como toda aquella información pública que tienda a la generación, desarrollo y 
consolidación de una cultura nacional en la materia, con las reservas que correspondan en materia de 
transparencia y de seguridad nacional; 
VII. Asesorar y apoyar a los gobiernos de las entidades federativas, en coordinación con la Secretaría 
de Hacienda y Crédito Público, en el análisis y selección del modelo requerido para la transferencia de 
riesgos a que se refiere el artículo 18 de esta Ley; 
VIII. Asesorar y apoyar a los gobiernos de las entidades federativas en el análisis y selección del 
modelo requerido para la transferencia de riesgos a que se refiere el artículo 19 de esta Ley, para lo 
cual podrá solicitar recursos de los instrumentos financieros; 
IX. Instrumentar y en su caso, operar redes de detección, monitoreo, pronóstico y sistemas de 
alertamiento, en coordinación con las dependencias responsables e incorporando los esfuerzos de 
otras redes de monitoreo públicas o privadas; 
X. Suscribir convenios en materia de protección civil y gestión de riesgos en el ámbito nacional e 
internacional, en coordinación con las autoridades competentes en la materia; 
XI. Emitir y publicar las declaratorias de emergencia y de desastre natural; 
XII. Promover la constitución de fondos de las entidades federativas para la prevención y atención de 
emergencias y desastres de origen natural; 
XIII. Suscribir convenios de colaboración administrativa con las entidades federativas en materia de 
prevención y atención de emergencias y desastres; 
XIV. Asesorar a las entidades federativas, al gobierno del Distrito Federal y dependencias federales en 
la aplicación de los instrumentos financieros de gestión de riesgos; 
XV. Emitir las Normas Oficiales Mexicanas en materia de Protección Civil; 
XVI. Gestionar ante las autoridades correspondientes, la incorporación y ampliación de contenidos de 
protección civil con un enfoque de Gestión Integral de Riesgos en el Sistema Educativo Nacional en 
todos los niveles, desde educación preescolar, primaria y secundaria, hasta los niveles superiores; 
XVII. Fomentar en la población una cultura de protección civil que le brinde herramientas que en un 
momento dado le permitan salvaguardar su vida, sus posesiones y su entorno frente a los riesgos 
derivados de fenómenos naturales y humanos. Para esta tarea, debe considerarse el apoyo de las 
instituciones y organizaciones de la sociedad civil que cuenten con una certificación de competencia y 
que esté capacitada para esta actividad; 
XVIII. Promover, conjuntamente con las personas morales, la constitución de mecanismos tendientes a 
la obtención de recursos que sirvan para fomentar una cultura de protección civil y, en su caso, para 
coadyuvar en la gestión de los riesgos; 
XIX. Promover el establecimiento de programas básicos de seguridad por regiones y entidades 
federativas, para hacer frente a agentes perturbadores recurrentes o imprevistos; 
XX. Promover entre las instancias competentes de los distintos órdenes de gobierno, la generación de 
información relativa a la protección civil, que por su oportunidad, calidad y cantidad fortalezca los 
procesos de toma de decisiones; 
XXI. Promover la instrumentación de un Subsistema de Información de Riesgos, Peligros y 
Vulnerabilidades que permita mantener informada oportunamente a la población; 
XXII. Supervisar, a través del CENAPRED, que se realice y se mantenga actualizado el atlas nacional 
de riesgos, así como los correspondientes a las entidades federativas, municipios y delegaciones; 
El Atlas se integra con la información a nivel nacional, estatal, del Distrito Federal, municipal y 
delegacional. Consta de bases de datos, sistemas de información geográfica y herramientas para el 
análisis y la simulación de escenarios, así como la estimación de pérdidas por desastres. Por la 
naturaleza dinámica del riesgo, deberá mantenerse como un instrumento de actualización permanente. 
Los atlas de riesgo constituyen el marco de referencia para la elaboración de políticas y programas en 
todas las etapas de la Gestión Integral del Riesgo; 
XXIII. Coordinar el apoyo y asesoría a las dependencias y entidades de la administración pública 
federal, a los demás Poderes de la Unión y a los órganos constitucionales autónomos en la prevención 
de desastres y, con base en la suscripción de convenios, a los gobiernos de las entidades federativas, 
municipios o delegaciones, así como a las instituciones de carácter social y privado; 
XXIV. Promover y apoyar la capacitación de los profesionales, especialistas y técnicos mexicanos en 
materia de protección civil; 
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XXV. Promover entre los gobiernos de las entidades federativas, municipios y delegaciones la creación 
y construcción de infraestructura y la distribución de equipamiento de protección civil, tendientes a 
fortalecer las herramientas de gestión del riesgo; 
XXVI. Gestionar ante la Secretaría de Relaciones Exteriores y las autoridades de otros países, la 
recepción y envío de apoyos internacionales; 
XXVII. Intercambiar con otros países y con organismos internacionales, conocimientos, experiencias y 
cooperación técnica y científica para fortalecer la protección civil mediante la incorporación de los 
avances en la materia, con la participación que corresponda a la Secretaría de Relaciones Exteriores; 
XXVIII. Promover que los gobiernos de las entidades federativas y de los municipios o delegaciones, 
según corresponda, elaboren y mantengan actualizados sus respectivos programas de protección civil 
y formen parte de sus planes de desarrollo; 
XXIX. Proponer, en coordinación con la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, los modelos de 
contratación de seguros e instrumentos financieros de gestión de riesgos, que garanticen a la 
Federación las mejores condiciones en cuanto a precio, calidad, financiamiento, oportunidad y demás 
circunstancias pertinentes, y 
XXX. Las demás que señalen los ordenamientos aplicables o que le atribuyan el Presidente o el 
Consejo Nacional dentro de la esfera de sus facultades. 

Artículo 20. Para el mejor cumplimiento de sus funciones, la Coordinación Nacional podrá integrar 
Comités Interinstitucionales para los diferentes agentes perturbadores, quienes apoyarán a las autoridades en 
el diagnóstico y toma de decisión en la gestión del riesgo, a fin de reducir al máximo los posibles daños que 
pudiesen generar. Dichos Comités Interinstitucionales, serán técnicamente apoyados por los Comités 
Científicos Asesores u otras instancias técnicas conforme el Manual de Organización del Sistema Nacional. 

Artículo 21. En una situación de emergencia, el auxilio a la población debe constituirse en una función 
prioritaria de la protección civil, por lo que las instancias de coordinación deberán actuar en forma conjunta y 
ordenada, en los términos de esta Ley y de las demás disposiciones aplicables. También se hará del 
conocimiento de la Secretaría de la Defensa Nacional y la Secretaría de Marina para que se implemente el 
Plan de Auxilio a la Población Civil en caso de desastres y el Plan General de Auxilio a la Población Civil, 
respectivamente. 

Con la finalidad de iniciar las actividades de auxilio en caso de emergencia, la primera autoridad que tome 
conocimiento de ésta, deberá proceder a la inmediata prestación de ayuda e informar tan pronto como sea 
posible a las instancias especializadas de protección civil. 

El Reglamento de esta Ley y las demás disposiciones administrativas en la materia establecerán los casos 
en los que se requiera de una intervención especializada para la atención de una emergencia o desastre. 

La primera instancia de actuación especializada, corresponde a las Unidades Internas de Protección Civil 
de cada instalación pública o privada, así como a la autoridad municipal o delegacional que conozca de la 
situación de emergencia. Además, corresponderá en primera instancia a la unidad municipal o delegacional 
de protección civil el ejercicio de las atribuciones de vigilancia y aplicación de medidas de seguridad. 

En caso de que la emergencia o desastre supere la capacidad de respuesta del municipio o delegación, 
acudirá a la instancia estatal o del Distrito Federal correspondiente, en los términos de la legislación aplicable. 
Si ésta resulta insuficiente, se procederá a informar a las instancias federales correspondientes, las que 
actuarán de acuerdo con los programas establecidos al efecto, en los términos de esta Ley y de las demás 
disposiciones jurídicas aplicables. 

En las acciones de gestión de riesgos se dará prioridad a los grupos sociales vulnerables y de escasos 
recursos económicos. 

Artículo 22. Las políticas, lineamientos y acciones de coordinación entre la federación, las entidades 
federativas, los municipios y las delegaciones, se llevarán a cabo mediante la suscripción de convenios de 
coordinación, en los términos de la normatividad aplicable, o con base en los acuerdos y resoluciones que se 
tomen en el Consejo Nacional y en las demás instancias de coordinación, con pleno respeto de la autonomía 
de las entidades federativas y de los municipios. 

Artículo 23. El Centro Nacional es la institución técnica-científica de la Coordinación Nacional de 
Protección Civil encargada de crear, gestionar y promover políticas públicas en materia de prevención  de 
desastres y reducción de riesgos a través de la investigación, el monitoreo, la capacitación y la difusión. Tiene 
entre sus atribuciones, el apoyo técnico al Sistema Nacional, así como la integración del Atlas Nacional de 
Riesgos, la conducción de la Escuela Nacional de Protección Civil, la coordinación del monitoreo y 
alertamiento de fenómenos perturbadores y promover el fortalecimiento de la resiliencia de la sociedad en su 
conjunto. 
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Artículo 24. El Centro Nacional de Comunicación y Operación de Protección Civil, es la instancia 
operativa de comunicación, alertamiento, información, apoyo permanente y enlace entre los integrantes del 
Sistema Nacional, en las tareas de preparación, auxilio y recuperación; asimismo, está encargada de integrar 
sistemas, equipos, documentos y demás instrumentos que contribuyan a facilitar a los integrantes del Sistema 
Nacional, la oportuna y adecuada toma de decisiones. 

La Secretaría por conducto de la Coordinación Nacional, determinará las acciones y medidas necesarias 
para que este Centro cuente en todo momento con las condiciones, infraestructura e información actualizada, 
que permitan su óptima operación, en los términos que al efecto se determinen en el Reglamento. 

Artículo 25. Las autoridades correspondientes en su ámbito de competencia llevarán a cabo proyectos, 
estudios e inversiones necesarias para ampliar y modernizar la cobertura de los sistemas de medición de los 
distintos fenómenos perturbadores naturales y antropogénicos, encaminados a prevenir riesgos que pongan 
en peligro la vida y que puedan provocar daños a la población. 

Capítulo IV 
Del Consejo Nacional de Protección Civil 

Artículo 26. El Consejo Nacional es un órgano gubernamental consultivo en materia de protección civil. 
Sus atribuciones son las siguientes: 

I. Proponer la aprobación del Programa Nacional de Protección Civil y vigilar el cumplimiento de sus 
objetivos y metas; 
II. Proponer el establecimiento de los instrumentos y políticas públicas integrales, sistemáticas, 
continuas y evaluables, tendientes a cumplir los objetivos y fines de la protección civil; 
III. Proponer la emisión de acuerdos y resoluciones generales, para el funcionamiento del Sistema 
Nacional; 
IV. Fungir como órgano de consulta y de coordinación de acciones del gobierno federal y de las 
entidades federativas para convocar, concertar, inducir e integrar las actividades de los diversos 
participantes e interesados en la materia, a fin de garantizar la consecución del objetivo del Sistema 
Nacional; 
V. Promover la efectiva coordinación de las instancias que integran el Sistema Nacional y dar 
seguimiento de las acciones que para tal efecto se establezcan; 
VI. Proponer el establecimiento de medidas para vincular al sistema nacional con los sistemas 
estatales y municipales de protección civil; 
VII. Fomentar la participación comprometida y corresponsable de todos los sectores de la sociedad, en 
la formulación y ejecución de los programas destinados a satisfacer las necesidades de protección civil 
en el territorio nacional; 
VIII. Convocar, coordinar y armonizar, con pleno respeto a sus respectivas soberanías, la participación 
de las entidades federativas y por conducto de éstas, de los municipios, las delegaciones y de los 
diversos grupos sociales locales organizados, en la definición y ejecución de las acciones que se 
convenga realizar en materia de protección civil; 
IX. Proponer a la Secretaría de Relaciones Exteriores, los criterios para la celebración y el 
cumplimiento de los acuerdos internacionales en materia de protección civil; 
X. Proponer el establecimiento de las modalidades de cooperación y auxilio internacionales en casos 
de desastres, de acuerdo con la Secretaría de Relaciones Exteriores y en los términos establecidos en 
el Reglamento; 
XI. Promover el estudio, la investigación y la capacitación en materia de protección civil, identificando 
sus problemas y tendencias, y proponiendo las normas y programas que permitan su solución; 
XII. Promover el desarrollo y la consolidación de una cultura nacional de protección civil; 
XIII. Crear grupos de trabajo para el apoyo de sus funciones, y 
XIV. Las demás que se establezcan en otras disposiciones normativas y las que sean necesarias para 
el funcionamiento del Sistema Nacional. 

Artículo 27. El Consejo Nacional estará integrado por el Presidente de la República, quien lo presidirá y 
por los titulares de las Secretarías de Estado, los Gobernadores de los Estados, el Jefe de Gobierno del 
Distrito Federal, quienes podrán ser suplidos por servidores públicos que ostenten cargos con nivel inmediato 
inferior, y la Mesa Directiva de la Comisión de Protección Civil de la Cámara de Senadores y la de Diputados. 
En el caso del Presidente de la República, lo suplirá el Secretario de Gobernación, quien a su vez será suplido 
por el Coordinador Nacional de Protección Civil. 

El Consejo Nacional podrá asesorarse en la toma de decisiones en materia de protección civil del Consejo 
Consultivo, en los términos que se establezca en el Reglamento. 

Los integrantes del Consejo Consultivo podrán ser convocados a las sesiones del Consejo Nacional, por 
invitación que formule el Secretario Ejecutivo. 
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Artículo 28. El Secretario de Gobernación será el Secretario Ejecutivo del Consejo Nacional. El Secretario 
Técnico será el Coordinador Nacional de Protección Civil. 

Artículo 29. El Consejo Nacional sesionará ordinariamente en pleno por lo menos una vez al año y 
extraordinariamente cuando sea convocado por el Presidente de la República. Corresponde al Secretario 
Ejecutivo: 

I. Presentar a la consideración del Consejo Nacional el Informe del Avance del Programa Nacional; 
II. Concertar con los poderes Legislativo y Judicial de la Unión, así como con las autoridades de las 
entidades federativas y con las organizaciones voluntarias, privadas y sociales el cumplimiento del 
Programa Nacional; 
III. Proporcionar a la población en general la información pública que se genere en materia de 
protección civil relacionada con la autoprotección y el autocuidado; 
IV. Ejecutar y dar seguimiento a los acuerdos y resoluciones del Consejo Nacional y de su Presidente; 
V. Compilar los acuerdos que se tomen en el Consejo Nacional, llevar el archivo de éstos y de los 
instrumentos jurídicos que deriven y expedir constancia de los mismos; 
VI. Informar periódicamente al Consejo Nacional y a su Presidente de sus actividades; 
VII. Celebrar convenios de coordinación, colaboración y concertación necesarios para el cumplimiento 
de los fines del Sistema Nacional; 
VIII. Verificar el cumplimiento de las disposiciones de esta Ley, los convenios generales y específicos 
en la materia, así como las demás disposiciones aplicables e informar lo conducente al Consejo 
Nacional; 
IX. Presentar al Consejo Nacional los informes respecto al seguimiento de los acuerdos y resoluciones 
que se adopten en su seno; 
X. Colaborar con las instituciones que integran el Sistema Nacional, para fortalecer y hacer eficientes 
los mecanismos de coordinación; 
XI. Coadyuvar con la Auditoría Superior de la Federación y demás instancias de fiscalización, 
proporcionando la información con la que cuente respecto del ejercicio de los recursos de los fondos 
de ayuda federal, así como del cumplimiento de esta Ley; 
XII. Supervisar, en coordinación con las demás instancias competentes, la correcta aplicación de los 
recursos de los fondos por las entidades federativas y por los municipios y delegaciones, y 
XIII. Las demás que le otorga esta Ley y demás disposiciones aplicables, así como las que le 
encomiende el Consejo Nacional o su Presidente. 

Artículo 30. Corresponde al Secretario Técnico: 
I. Suplir al secretario ejecutivo en sus ausencias; 
II. Elaborar y someter a la consideración del secretario ejecutivo, el proyecto de calendario de sesiones 
del Consejo Nacional y el proyecto de orden del día de cada sesión, para que en su momento sean 
sometidos a la aprobación del Consejo Nacional; 
III. Coordinar la realización de los trabajos específicos y acciones que determine el Consejo Nacional; 
IV. Coordinar la realización de estudios especializados sobre las materias de protección civil; 
V. Verificar que los programas, estrategias, acciones y políticas que se adopten por las entidades 
federativas se coordinen con el Sistema Nacional y que cumplan con los lineamientos y acuerdos 
generales que dicte el Consejo Nacional; 
VI. Preparar la evaluación de cumplimiento del Programa Nacional de Protección Civil, y 
VII. Las demás funciones que se señalen en el Reglamento de esta Ley o que le sean encomendadas 
por el Presidente o el Secretario Ejecutivo del Consejo Nacional. 

Artículo 31. La Coordinación Nacional de Protección Civil, para efectos presupuestarios dependerá del 
presupuesto de la Secretaría de Gobernación, la cual contemplará en cada ejercicio presupuestario los 
recursos necesarios para que la Coordinación realice sus tareas y objetivos. 

Capítulo V 
Del Comité Nacional de Emergencias 

Artículo 32. El Comité Nacional es el mecanismo de coordinación de las acciones en situaciones de 
emergencia y desastre ocasionadas por la presencia de agentes perturbadores que pongan en riesgo a la 
población, bienes y entorno, sin menoscabo de lo establecido en el artículo 21 de esta Ley y de conformidad 
con el Manual de Organización y Operación del Sistema Nacional y en los términos que se establezcan en el 
Reglamento. 
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Artículo 33. El Comité Nacional estará constituido por los titulares o por un representante de las 
dependencias y entidades de la administración pública federal, con rango no inferior al de director general o 
equivalente, que de acuerdo a su especialidad asume la responsabilidad de asesorar, apoyar y aportar, dentro 
de sus funciones, programas, planes de emergencia y sus recursos humanos y materiales, al Sistema 
Nacional, así como por el representante que al efecto designe el o los gobernadores de los estados afectados 
o por el jefe del gobierno del Distrito Federal, en su caso. 

El Comité Nacional estará presidido por el Secretario de Gobernación, o en su ausencia por el titular de la 
Coordinación Nacional, quienes podrán convocar para sesionar en forma extraordinaria cuando se presenten 
situaciones extremas de emergencia o desastre, o cuando la probabilidad de afectación por un agente 
perturbador sea muy alta, poniendo en inminente riesgo a grandes núcleos de población e infraestructura del 
país. 

El Secretariado Técnico del Comité Nacional recaerá en el Titular de la Coordinación Nacional o el 
servidor público que éste designe para el efecto, debiendo tener un nivel jerárquico de Director General o su 
equivalente. 

Los esquemas de coordinación de este comité serán precisados en el Reglamento. 
Artículo 34. El Comité Nacional tendrá las siguientes atribuciones: 

I. Analizar la situación de emergencia o desastre que afecte al país, a fin de evaluar el alcance del 
impacto y formular las recomendaciones necesarias para proteger a la población, sus bienes y su 
entorno; 
II. Determinar las medidas urgentes que deben ponerse en práctica para hacer frente a la situación, así 
como los recursos indispensables para ello; 
III. Proveer de los programas institucionales, los medios materiales y financieros necesarios para las 
acciones de auxilio, recuperación y reconstrucción; 
IV. Vigilar el cumplimiento de las acciones acordadas y dar seguimiento a la situación de emergencia o 
desastre, hasta que ésta haya sido superada, y 
V. Emitir boletines y comunicados conjuntos hacia los medios de comunicación y público en general. 

Capítulo VI 
De los Programas de Protección Civil 

Artículo 35. El Programa Nacional, en el marco del Plan Nacional de Desarrollo, es el conjunto de 
objetivos, políticas, estrategias, líneas de acción y metas para cumplir con el objetivo del Sistema Nacional, 
según lo dispuesto por la Ley de Planeación. 

Artículo 36. El Programa Nacional, estará basado en los principios que establece esta Ley, la Ley de 
Planeación, la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública y demás normatividad en 
materia de planeación, transparencia y rendición de cuentas. 

Artículo 37. En la elaboración de los programas de protección civil de las entidades federativas, 
municipios y delegaciones, deberán considerarse las líneas generales que establezca el Programa Nacional, 
así como las etapas consideradas en la Gestión Integral de Riesgos y conforme lo establezca la normatividad 
local en materia de planeación. 

Artículo 38. Los Programas Especiales de Protección Civil son el instrumento de planeación y operación 
que se implementa con la participación corresponsable de diversas dependencias e instituciones, ante un 
peligro o riesgo específico derivado de un agente perturbador en un área o región determinada, que 
involucran a grupos de población específicos y vulnerables, y que por las características previsibles de los 
mismos, permiten un tiempo adecuado de planeación, con base en las etapas consideradas en la Gestión 
Integral de Riesgos. 

Artículo 39. El Programa Interno de Protección Civil se lleva a cabo en cada uno de los inmuebles para 
mitigar los riesgos previamente identificados y estar en condiciones de atender la eventualidad de alguna 
emergencia o desastre. 

Para la implementación del Programa Interno de Protección Civil cada instancia a la que se refiere el 
artículo siguiente, deberá crear una estructura organizacional específica denominada Unidad Interna de 
Protección Civil que elabore, actualice, opere y vigile este instrumento en forma centralizada y en cada uno de 
sus inmuebles. 

Para el caso de las unidades hospitalarias, en la elaboración del programa interno se deberán tomar en 
consideración los lineamientos establecidos en el Programa Hospital Seguro. 

Artículo 40. Los inmuebles e instalaciones fijas y móviles de las dependencias, entidades, instituciones, 
organismos, industrias o empresas pertenecientes a los sectores público, privado y social, a que se refiere el 
Reglamento de esta Ley, deberán contar con un Programa Interno de Protección Civil. 

Dicho programa deberá ser elaborado, actualizado, operado y vigilado por la Unidad Interna de Protección 
Civil, la que podrá ser asesorada por una persona física o moral que cuente con el registro actualizado 
correspondiente, de acuerdo con lo que se establece en el artículo 11 de esta Ley. 

El contenido y las especificaciones de este tipo de programas, se precisarán en el Reglamento. 
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Capítulo VII 
De la Cultura de Protección Civil 

Artículo 41. Las autoridades federales, de las entidades federativas, del Distrito Federal, municipales y 
delegacionales, fomentarán la cultura en materia de protección civil entre la población, mediante su 
participación individual y colectiva. 

Las autoridades en la materia, establecerán mecanismos idóneos para que la sociedad participe en la 
planeación y supervisión de la protección civil, en los términos de esta Ley, su Reglamento y los demás 
ordenamientos aplicables. 

La población vulnerable y expuesta a un peligro, tiene derecho a estar informada de ello y a contar con las 
vías adecuadas de opinión y participación en la gestión del riesgo. 

Artículo 42. Corresponde a la Secretaría dictar los lineamientos generales y diseñar formas para inducir y 
conducir la formación de una cultura de protección civil. 

Artículo 43. A fin de fomentar dicha cultura, las autoridades correspondientes dentro de sus respectivos 
ámbitos de competencia, deberán: 

I. Fomentar las actividades de protección civil; 
II. Incorporar contenidos temáticos de protección civil en todos los niveles educativos públicos y 
privados, considerándola como asignatura obligatoria; 
III. Concretar el establecimiento de programas educativos a diferentes niveles académicos, que 
aborden en su amplitud el tema de la protección civil y la Gestión Integral de Riesgos; 
IV. Impulsar programas dirigidos a la población en general que le permita conocer de forma clara 
mecanismos de prevención y autoprotección; 
V. Elaborar, estructurar y promocionar campañas de difusión sobre temas de su competencia 
relacionados con la protección civil, y 
VI. Promover la celebración de convenios con los sectores público, social, privado y académico con el 
objeto de difundir la cultura de protección civil. 

Artículo 44. Los integrantes del Sistema Nacional promoverán mecanismos para motivar y facilitar la 
participación de sus dependencias de forma activa, real, concreta y responsable en acciones específicas que 
reflejen una cultura de prevención en protección civil. 

Artículo 45. Las autoridades correspondientes en su ámbito de competencia llevarán a cabo proyectos, 
estudios e inversiones necesarias para ampliar y modernizar la cobertura de los sistemas de medición de los 
distintos agentes perturbadores, encaminados a prevenir riesgos que pongan en peligro la vida y que puedan 
provocar daños irreversibles a la población. 

Capítulo VIII 
De la Profesionalización de la Protección Civil 

Artículo 46. La profesionalización de los integrantes del Sistema Nacional será permanente y tendrá por 
objeto lograr una mejor y más eficaz prestación del servicio, así como el desarrollo integral de sus elementos 
mediante la institucionalización de un servicio civil de carrera cuando se trate de servidores públicos de los 
tres órdenes de gobierno, de conformidad a lo que se establezca en la Ley de la materia. 

Artículo 47. Para los efectos del artículo anterior, cada entidad federativa y cada municipio, se sujetará a 
la normatividad que exista en materia de servicio civil de carrera o la que haga sus veces, en la que se deberá 
regular el ingreso, formación, permanencia, promoción, evaluación y todos aquellos aspectos que se 
consideren pertinentes a la profesionalización y estímulos a los miembros del Sistema Nacional, conforme a 
las características que le son propias, y a los requerimientos de la sociedad y del Estado. 

En caso de que no exista dicha normatividad, se promoverá ante las instancias competentes, por conducto 
de la Coordinación Nacional, que se cree un sistema civil de carrera para los servidores públicos responsables 
de la protección civil. 

Artículo 48. La normatividad correspondiente precisará y detallará todos los rubros que atañen a los 
puestos de mando y jerarquías de las Unidades Estatales, Municipales y Delegacionales de Protección Civil. 

Capítulo IX 
De la Escuela Nacional de Protección Civil, Capacitación, Acreditación y Certificación 

Artículo 49. La Escuela Nacional de Protección Civil es una instancia dependiente de la Coordinación 
Nacional por conducto del CENAPRED, orientada a la formación sistemática e institucionalizada de capital 
humano, a través de la capacitación, actualización y especialización de materias teóricas y prácticas. 

Tendrá como función la acreditación y certificación de las capacidades de personas físicas y morales que 
ofrezcan y comercialicen servicios de asesoría y capacitación en los temas relacionados con protección civil, 
sin perjuicio de que existan otras instancias de acreditación y certificación dentro del sistema educativo 
nacional. 

Artículo 50. La estructura, organización y operación de la Escuela Nacional de Protección Civil se 
especificará en las disposiciones normativas que para tal efecto emita la Coordinación Nacional. 

Capítulo X 
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De los Grupos Voluntarios 
Artículo 51. Para desarrollar actividades especializadas en material de protección civil, tales como tareas 

de rescate y auxilio, combate a incendios, administración de albergues y centros de acopio, servicios médicos 
de urgencia, entre otros, los Grupos Voluntarios de carácter regional y nacional deberán tramitar su registro 
ante la Secretaría; los estatales, municipales y delegacionales según lo establezca la legislación local 
respectiva. 

Las disposiciones reglamentarias y los ordenamientos locales establecerán en forma específica los 
trámites y procedimientos para obtener los registros correspondientes, así como las medidas a adoptar para 
que estos grupos participen garantizando la seguridad de sus miembros. 

Artículo 52. Son derechos y obligaciones de los Grupos Voluntarios: 
I. Disponer del reconocimiento oficial una vez obtenido su registro; 
II. En su caso, recibir información y capacitación, y 
III. Coordinarse con las autoridades de protección civil que correspondan. 

Artículo 53. Las personas que deseen desempeñar labores de rescate y auxilio, deberán integrarse o 
constituirse preferentemente en grupos voluntarios. 

Aquellos que no deseen integrarse a un grupo voluntario, podrán registrarse individualmente en las 
unidades de protección civil correspondientes, precisando su actividad, oficio o profesión, así como su 
especialidad aplicable a tareas de protección civil. 

Capítulo XI 
De la Red Nacional de Brigadistas Comunitarios 

Artículo 54. La Red Nacional de Brigadistas Comunitarios es una estructura organizada y formada por 
voluntarios con el fin de capacitarse y trabajar coordinadamente con las autoridades de protección civil para 
enfrentar en su entorno riesgos causados por los diversos agentes perturbadores. 

Artículo 55. Los Brigadistas Comunitarios son los voluntarios capacitados en materias afines a la 
protección civil, que han sido registradas en la Red Nacional de Brigadistas Comunitarios, bajo la coordinación 
y supervisión de las autoridades de protección civil en su comunidad para apoyar a éstas en tareas y 
actividades tales como el alertamiento, la evacuación, la aplicación de medidas preventivas y la atención a 
refugios temporales, entre otras. 

Artículo 56. La Secretaría coordinará el funcionamiento de la Red Nacional de Brigadistas Comunitarios. 
Para tal efecto, las Unidades Estatales, Municipales y Delegacionales de Protección Civil en las entidades 
federativas, deberán promover en el marco de sus competencias, la capacitación, organización y preparación 
de los voluntarios que deseen constituirse en brigadistas comunitarios, pudiendo constituir redes municipales, 
estatales o regionales de brigadistas comunitarios, y realizar los trámites de registro en la Red Nacional de 
Brigadistas Comunitarios ante la Coordinación Nacional. 

Capítulo XII 
De los Instrumentos Financieros de Gestión de Riesgos 

Artículo 57. Le corresponde a la Secretaría, a través de la Coordinación Nacional, asesorar a las 
entidades federativas, al Gobierno del Distrito Federal y dependencias federales en la aplicación de  los 
instrumentos financieros de Gestión de Riesgos. 

Artículo 58. Para acceder a los recursos de los Instrumentos Financieros de Gestión de Riesgos, se 
deberá: 

I. Presentar a la Secretaría una solicitud firmada por el titular de la instancia pública federal, o bien, del 
Poder Ejecutivo en caso que se trate de una entidad federativa, de acuerdo a los requisitos y términos 
previstos en la normatividad administrativa respectiva; 
II. La manifestación expresa de que se evitarán las duplicidades con otros programas y fuentes de 
financiamiento, y 
III. Para el caso de las entidades federativas en situación de emergencia y/o desastre, la manifestación 
expresa de que las circunstancias han superado su capacidad operativa y financiera para atender por 
sí sola la contingencia. 

Artículo 59. La declaratoria de emergencia es el acto mediante el cual la secretaría reconoce que uno o 
varios municipios o delegaciones de una o más entidades federativas se encuentran ante la inminencia, alta 
probabilidad o presencia de una situación anormal generada por un agente natural perturbador y por ello se 
requiere prestar auxilio inmediato a la población cuya seguridad e integridad está en riesgo. 
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Artículo 60. La declaratoria de desastre natural es el acto mediante el cual la Secretaría reconoce la 
presencia de un agente natural perturbador severo en determinados municipios o delegaciones de una o más 
entidades federativas, cuyos daños rebasan la capacidad financiera y operativa local para su atención, para 
efectos de poder acceder a recursos del instrumento financiero de atención de desastres naturales. 

Para el caso de las declaratorias de desastre natural, éstas también podrán ser solicitadas por los titulares 
de las instancias públicas federales, a fin de que éstas puedan atender los daños sufridos en la 
infraestructura, bienes y patrimonio federal a su cargo. 

Artículo 61. Las declaratorias deberán ser publicadas en el Diario Oficial de la Federación, sin perjuicio de 
que se difundan a través de otros medios de información. 

La declaratoria de emergencia podrá publicarse en dicho órgano de difusión con posterioridad a su 
emisión, sin que ello afecte su validez y efectos. 

Artículo 62. El Ejecutivo Federal, a través de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, en términos de 
la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, proveerá los recursos financieros para la 
oportuna atención de las situaciones de emergencias y de desastres, por lo que en caso de que los recursos 
disponibles se hayan agotado, se harán las adecuaciones presupuestarias para la atención emergente de la 
población y la reconstrucción de la infraestructura estratégica. 

Artículo 63. Las disposiciones administrativas, regularán los procedimientos, fórmulas de financiamiento y 
cofinanciamiento y demás requisitos para el acceso y ejercicio de los recursos de los instrumentos financieros 
de gestión de riesgos, constituidos para tal efecto. 

La retención injustificada de dichos recursos por parte de los servidores públicos federales involucrados en 
el procedimiento de acceso será sancionada de conformidad con la Ley Federal de Responsabilidad 
Administrativa de los Servidores Públicos. 

Cuando se autoricen los recursos con cargo a los instrumentos financieros de gestión de riesgo, la 
secretaría informará trimestralmente su uso y destino a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, para que 
esta los incluya en los informes trimestrales sobre la situación económica, las finanzas públicas y la deuda 
pública. 

La aplicación, erogación, regulación, justificación, comprobación, rendición de cuentas y transparencia de 
los recursos autorizados en los instrumentos financieros de gestión de riesgos se sujetarán a las reglas y 
demás disposiciones aplicables. 

Las Dependencias y entidades federales facilitarán que la Función Pública directamente o, en su caso, a 
través de los órganos internos de control en las Dependencias y entidades Federales puedan realizar, en 
cualquier momento, de acuerdo a su ámbito de competencia, la inspección, fiscalización y vigilancia de dichos 
recursos, incluyendo la revisión programática-presupuestal y la inspección física de las obras y acciones 
apoyadas con recursos federales, así como recibir, turnar y dar seguimiento a las quejas y denuncias que se 
presenten sobre su manejo. 

Lo anterior, sin menoscabo de las acciones que en el ámbito de su competencia le correspondan a la 
Auditoría Superior de la Federación. 

Artículo 64. Ante la inminencia o alta probabilidad de que ocurra un agente natural perturbador que ponga 
en riesgo la vida humana y cuando la rapidez de la actuación del Sistema Nacional sea esencial, la Secretaría 
podrá emitir una declaratoria de emergencia, a fin de poder brindar de manera inmediata los apoyos 
necesarios y urgentes para la población susceptible de ser afectada. 

La normatividad administrativa determinará los casos en que podrá emitirse una declaratoria de 
emergencia por inminencia o alta probabilidad, así como los apoyos que podrá brindarse con cargo al 
instrumento financiero de gestión de riesgos establecido para la atención de emergencia. 

La autorización de la declaratoria de emergencia no deberá tardar más de 5 días y el suministro de los 
insumos autorizados deberá iniciar al día siguiente de la autorización correspondiente. 

Artículo 65. Los fenómenos antropogénicos, son en esencia provocados por la actividad humana y no por 
un fenómeno natural. Generan un marco de responsabilidad civil, por lo que no son competencia de los 
Instrumentos Financieros de Gestión de Riesgos previstos en esta Ley. 

Dichos fenómenos encuentran responsabilidad en su atención, regulación y supervisión en el marco de las 
competencias establecidas por las Leyes locales a las entidades federativas, municipios o delegaciones, y en 
el ámbito federal, a través de las instancias públicas federales, según correspondan. 

La Coordinación Nacional y las Unidades de Protección Civil de las entidades federativas, municipios y 
delegaciones, promoverán con las diversas instancias del Sistema Nacional, para que desarrollen programas 
especiales destinados a reducir o mitigar los riesgos antropogénicos, así como de atención a la población en 
caso de contingencias derivadas de tales fenómenos. 
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Capítulo XIII 
Del Fondo de Protección Civil 

Artículo 66. Cada entidad federativa creará y administrará un Fondo Estatal de Protección Civil, cuya 
finalidad será la de promover la capacitación, equipamiento y sistematización de las Unidades de Protección 
Civil de las entidades federativas, municipios y delegaciones. 

Artículo 67. Los Fondos Estatales de Protección Civil se integrarán a través de los recursos aportados por 
la respectiva entidad federativa y, en su caso, municipios y delegaciones. 

El Gobierno Federal otorgará subsidios a dichos Fondos de Protección Civil conforme a los recursos que, 
en su caso, sean aprobados para dicho fin en el Presupuesto de Egresos de la Federación, sin rebasar las 
aportaciones que hubiesen realizado en el ejercicio fiscal correspondiente las entidades federativas y, en su 
caso, los municipios y delegaciones. 

Los Fondos Estatales de Protección Civil operarán según se establezca en la normatividad administrativa 
correspondiente y en el caso de los recursos federales, en términos de los convenios de coordinación que se 
celebren, precisando para ello los requisitos para el acceso, ejercicio y comprobación de los recursos, así 
como las obligaciones en el manejo y mantenimiento de los equipos adquiridos. 

La capacitación será acorde a los lineamientos dictados por la Escuela Nacional de Protección Civil y los 
recursos destinados a la sistematización de las unidades de protección civil deberán procurar la optimización 
del manejo e intercambio de información y su homologación a nivel nacional. 

Capítulo XIV 
De las Donaciones para Auxiliar a la Población 

Artículo 68. Las autoridades correspondientes establecerán las bases y lineamientos, con apego a lo 
establecido en la presente Ley y su Reglamento, para emitir las convocatorias, recepción, administración, 
control y distribución de los donativos que se aporten con fines altruistas para atención de emergencias o 
desastres. 

Las personas físicas o morales, que deseen colaborar con la captación de donaciones en especie deberán 
obtener la autorización de las Unidades Estatales de Protección Civil, conforme a los requisitos y criterios que 
establezca el Reglamento y la legislación aplicable. 

Artículo 69. Serán las autoridades competentes en los diferentes órdenes de gobierno las que 
determinarán con apego a su regulación local, los criterios de uso y destino de los donativos, debiendo en 
todos los casos rendir un informe detallado. 

Artículo 70. Sin menoscabo de lo que expresa el artículo anterior, el Ejecutivo Federal deberá promover al 
interior del Consejo Nacional un mecanismo ágil, transparente y efectivo de control y coordinación para que 
los recursos donados sean administrados y entregados en beneficio de la población de las entidades, 
municipios, delegaciones o comunidades en emergencia o desastre. 

Artículo 71. Los donativos en efectivo recibidos por las instituciones bancarias o financieras, cuando sean 
destinados a la población damnificada, serán deducibles, en términos de la legislación aplicable, para quienes 
realizan las aportaciones pero no para las instituciones que las reciban, quienes podrán vigilar la aplicación de 
los recursos en las acciones que se determinen necesarias por el Consejo Nacional o por el Consejo Estatal 
de Protección Civil, respectivamente. 

Artículo 72. Las autoridades correspondientes deberán verificar que en todo momento las donaciones se 
apliquen estrictamente para beneficiar a la población afectada por la emergencia y/o desastre con nivel 
económico y social bajo, y en su caso, a favor de programas de apoyo específicos a microempresarios  y 
pequeños productores. 

Capítulo XV 
De las Medidas de Seguridad 

Artículo 73. En caso de riesgo inminente, sin perjuicio de la emisión de una declaratoria de emergencia o 
desastre natural y de lo que establezcan otras disposiciones legales, las dependencias y entidades de la 
administración pública federal, de las entidades federativas, de los municipios y de las delegaciones, 
ejecutarán las medidas de seguridad que les competan, a fin de proteger la vida de la población y sus bienes, 
la planta productiva y su entorno, para garantizar el funcionamiento de los servicios esenciales de la 
comunidad, informando en forma inmediata a las autoridades de protección civil correspondientes sobre las 
acciones emprendidas, quienes instalarán en los casos que se considere necesario y conforme a la 
normatividad aplicable, el centro de operaciones, como centro de comando y de coordinación de las acciones 
en el sitio. 
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Artículo 74. Esta Ley, su Reglamento, así como las disposiciones administrativas en la materia, regularán 
los medios, formalidades y demás requisitos para acceder y hacer uso de los recursos financieros tendientes 
a la prevención y atención de desastres naturales, atendiendo al principio de inmediatez. 

Una vez presentada la solicitud de declaratoria de desastre natural, la autoridad tendrá un plazo de hasta 
5 días naturales para su emisión, en términos de las disposiciones administrativas en la materia. 

El plazo para que gobiernos de las entidades federativas y del Distrito Federal tengan acceso a los 
recursos tendientes a la atención de desastres naturales, será de hasta 10 días naturales, contados a partir 
del día en que se emita la declaratoria de desastre natural respectiva. 

Artículo 75. Las Unidades Estatales, Municipales y Delegacionales de Protección Civil, así como la del 
Distrito Federal, tendrán la facultad de aplicar las siguientes medidas de seguridad: 

I. Identificación y delimitación de lugares o zonas de riesgo; 
II. Control de rutas de evacuación y acceso a las zonas afectadas; 
III. Acciones preventivas para la movilización precautoria de la población y su instalación y atención en 
refugios temporales; 
IV. Coordinación de los servicios asistenciales; 
V. El aislamiento temporal, parcial o total del área afectada; 
VI. La suspensión de trabajos, actividades y servicios, y 
VII. Las demás que en materia de protección civil determinen las disposiciones reglamentarias y la 
legislación local correspondiente, tendientes a evitar que se generen o sigan causando daños. 

Asimismo, las Unidades a que se refiere este artículo y la Secretaría podrán promover ante las 
autoridades competentes, la ejecución de alguna o algunas de las medidas de seguridad que se establezcan 
en otros ordenamientos. 

Artículo 76. Cuando se apliquen las medidas de seguridad previstas en el artículo anterior, se precisará 
su temporalidad y, en su caso, las acciones para su suspensión. 

Artículo 77. Previo a la realización de eventos públicos y en espacios de concentración masiva, deberán 
elaborarse programas específicos de protección civil, los cuales serán entregados oportunamente a las 
autoridades de protección civil para su aprobación y coordinación con otras instancias de seguridad. Las 
principales medidas del programa y las conductas apropiadas en caso de una contingencia deberán ser 
difundidas al público participante por parte del organizador antes del evento o al inicio del mismo. 

Capítulo XVI 
De los particulares 

Artículo 78. Los particulares que por su uso y destino concentren o reciban una afluencia masiva de 
personas, están obligadas a contar con una unidad interna de protección civil y elaborar un programa interno, 
en los términos que establezca esta Ley y su reglamento, sin perjuicio de lo señalado en los respectivos 
ordenamientos locales. 

Artículo 79. Las personas físicas o morales del sector privado cuya actividad sea el manejo, 
almacenamiento, distribución, transporte y utilización de materiales peligrosos, hidrocarburos y explosivos 
presentarán ante la autoridad correspondiente los programas internos de protección civil a que se refiere la 
fracción XL del artículo 2 de la presente Ley. 

Artículo 80. Los responsables de la administración y operación de las actividades señaladas en los 
artículos anteriores deberán integrar las unidades internas con su respectivo personal, de acuerdo con  los 
requisitos que señale el reglamento interno de la presente Ley, sin perjuicio de lo que establezcan las Leyes y 
reglamentos locales. 

Artículo 81. Toda persona física o moral deberá informar a las autoridades competentes, haciéndolo de 
forma directa de cualquier alto riesgo, siniestro o desastre que se presente o pudiera presentarse. 

Capítulo XVII 
De la Detección de Zonas de Riesgo 

Artículo 82. El Gobierno Federal, con la participación de las entidades federativas y el Gobierno del 
Distrito Federal, deberá buscar concentrar la información climatológica, geológica y meteorológica de que se 
disponga a nivel nacional. 

Artículo 83. El Gobierno Federal, con la participación de las entidades federativas y el Gobierno del 
Distrito Federal, promoverá la creación de las bases que permitan la identificación y registro en los Atlas 
Nacional, Estatales y Municipales de Riesgos de las zonas en el país con riesgo para la población, el 
patrimonio público y privado, que posibilite a las autoridades competentes regular la edificación  de 
asentamientos. 
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Artículo 84. Se consideran como delito grave la construcción, edificación, realización de obras de 
infraestructura y los asentamientos humanos que se lleven a cabo en una zona determinada sin elaborar un 
análisis de riesgos y, en su caso, definir las medidas para su reducción, tomando en consideración la 
normatividad aplicable y los Atlas municipales, estatales y el Nacional y no cuenten con la autorización de  la 
autoridad correspondiente. 

Artículo 85. Son autoridades competentes para aplicar lo dispuesto por este capítulo, dentro del ámbito de 
sus respectivas atribuciones conforme a la Ley: 

I. Las distintas Dependencias del Ejecutivo federal; 
II. La Procuraduría General de la República; 
III. Los Gobiernos de los Estados; 
IV. El Gobierno del Distrito Federal, y 
V. Los Municipios y Órganos Político Administrativos. 

Artículo 86. En el Atlas Nacional de Riesgos y en los respectivos Atlas Estatales y Municipales de 
Riesgos, deberán establecerse los diferentes niveles de peligro y riesgo, para todos los fenómenos que 
influyan en las distintas zonas. Dichos instrumentos deberán ser tomados en consideración por las 
autoridades competentes, para la autorización o no de cualquier tipo de construcciones, obras de 
infraestructura o asentamientos humanos. 

Artículo 87. En el caso de asentamientos humanos ya establecidos en Zonas de Alto Riesgo, las 
autoridades competentes con base en estudios de riesgos específicos, determinará la realización de las obras 
de infraestructura que sean necesarias para mitigar el riesgo a que están expuestas o, de ser el caso, deberán 
formular un plan a fin de determinar cuáles de ellos deben ser reubicados, proponiendo mecanismos 
financieros que permitan esta acción. 

Artículo 88. El Gobierno Federal, los de las entidades federativas, y el del Distrito Federal, buscarán y 
propondrán mecanismos para la transferencia de riesgos a través de la contratación de seguros o de otros 
instrumentos financieros. 

Artículo 89. Las autoridades federales, de las entidades federativas, el Gobierno del Distrito Federal, los 
municipios y los órganos político administrativos, determinarán qué autoridad bajo su estricta responsabilidad, 
tendrá competencia y facultades para autorizar la utilización de una extensión territorial en consistencia con el 
uso de suelo permitido, una vez consideradas las acciones de prevención o reducción de riesgo a que se 
refieren los artículos de este capítulo. 

Artículo 90. La autorización de permisos de uso de suelo o de utilización por parte de servidores públicos 
de cualquiera de los tres niveles de gobierno, que no cuenten con la aprobación correspondiente, se 
considerará una conducta grave, la cual se sancionará de acuerdo con la Ley de Responsabilidad de los 
Servidores Públicos respectiva, además de constituir un hecho delictivo en los términos de esta Ley y de las 
demás disposiciones legales aplicables. 

Capítulo XVIII 
De la Atención a la Población Rural Afectada por Contingencias Climatológicas 

Artículo 91. Es responsabilidad del Gobierno Federal y de las entidades federativas atender los efectos 
negativos provocados por fenómenos climatológicos extremos en el sector rural, en este sentido, se deberá 
contar con los mecanismos que permitan atender de manera ágil y oportuna mediante apoyos directos y 
contratación de seguros catastróficos a los productores agrícolas, pecuarios, acuícolas y pesqueros, de bajos 
ingresos, afectados por contingencias climatológicas extremas, de conformidad con lo establecido en el 
artículo 126 de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable. 

Artículo 92. Para dar cumplimiento a la responsabilidad del Gobierno Federal de atender a los 
productores rurales de bajos ingresos afectados por contingencias climatológicas, el Ejecutivo federal deberá 
vigilar, la instrumentación de un programa para la atención de fenómenos naturales perturbadores que afecten 
los activos productivos de productores rurales de bajos ingresos y su previsión presupuestal según lo 
establecido en el artículo 4 de esta Ley. 

Artículo 93. Los gobiernos Federal y Estatal deberán concurrir tanto en acciones como en la aportación 
de recursos, para la instrumentación de programas que coadyuven a la reincorporación de los productores de 
bajos ingresos a sus actividades productivas. 

Artículo 94. El Gobierno Federal deberá crear una reserva especial para el sector rural con el propósito de 
proveer de recursos en forma expedita al Programa de Atención a Contingencias Climatológicas, cuando los 
recursos asignados en el Presupuesto de Egresos de la Federación se hubiesen agotado. 
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Transitorios 
Primero. La presente Ley entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 
Segundo. El Ejecutivo Federal emitirá el Reglamento de esta Ley en un plazo no mayor a 180 días a partir 

de su publicación. 
Tercero. La presente Ley abroga a la Ley General de Protección Civil publicada en el Diario Oficial de la 

Federación el 12 de mayo de 2000 y a sus reformas de 29 de diciembre de 2001, 13 de junio de 2003, 15 de 
junio de 2004 y 24 de abril de 2006. 

Cuarto. Las disposiciones reglamentarias y administrativas de protección civil se seguirán aplicando en lo 
que no se opongan a esta Ley, en tanto se emite el Reglamento. 

Quinto. Las demás disposiciones que en materia de protección civil que se contengan en otros 
ordenamientos federales, serán complementarios de esta Ley, en lo que no se opongan a ella. 

Sexto. Los desastres y las emergencias que hayan ocurrido con anterioridad a la entrada en vigor de la 
Ley, se atenderán conforme a los recursos financieros y a las disposiciones administrativas vigentes a la fecha 
en que sucedieron. 

Séptimo. Los Gobernadores de los Estados, el Jefe de Gobierno del Distrito Federal, los Presidentes 
Municipales, y los Jefes Delegacionales del Distrito Federal, contarán con un plazo de hasta 180 días a partir 
de la publicación de esta Ley para dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 18 de esta Ley. 

Octavo. Las autoridades locales realizarán las gestiones conducentes con el propósito de que se realicen 
las adecuaciones correspondientes en las Leyes y demás disposiciones locales en la materia en un plazo no 
mayor a 365 días a partir de la publicación de esta Ley, ajustándose en todo momento a los principios  y 
directrices de esta Ley. 

Noveno. En un plazo no mayor a 90 días a partir de la publicación de esta Ley, el Ejecutivo Federal 
deberá rendir un informe del estado que guardan los recursos del Fideicomiso del Fondo de Desastres 
Naturales, y estos pasarán a formar parte de los instrumentos Financieros de Gestión de Riesgos. 

El Fideicomiso del Fondo de Desastres Naturales seguirá cumpliendo con los compromisos derivados de 
los instrumentos de transferencia de riesgos que contrató conforme a las disposiciones aplicables antes de la 
entrada en vigor de esta Ley, así mismo podrá contratar instrumentos de la misma naturaleza y conforme a 
esas disposiciones, en tanto se emiten las disposiciones administrativas a que se refiere el artículo 63 de la 
Ley, de manera conjunta, por la Secretaría de Gobernación y la Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 

El Fideicomiso del Fondo de Desastres Naturales solo se podrá dar por terminado y liquidar hasta que se 
cumplan todas las obligaciones y se ejerzan los derechos derivados de los instrumentos contratados, en los 
términos de las disposiciones aplicables, antes de la entrada en vigor de esta Ley. 

Décimo. En un plazo no mayor a 90 días a partir de la publicación de esta Ley, el Ejecutivo Federal 
elaborará los lineamientos para que los Estados y el Distrito Federal puedan acceder a los recursos para 
cumplir con las obligaciones determinadas en el artículo 18 de esta Ley. 

Décimo Primero. Con relación al artículo 17 de esta Ley, las Entidades Federativas y el Distrito Federal, 
procurarán adecuar tal denominación y la estructura a más tardar en 180 días después de la entrada en vigor 
de la presente normativa. 

Décimo Segundo. Con relación al artículo 31 y en lo referente a los recursos necesarios como los 
inmuebles que le sirvan de sede, infraestructura, personal y demás recursos necesarios para la realización de 
sus objetivos, la Secretaría de Gobernación dotará de éstos para que la Coordinación realice sus objetivos  y 
se establezca. 

Décimo Tercero. Respecto de la fracción VI del artículo 4, en dicha certificación de competencias deberá 
ser extensiva a los integrantes de aquellos organismos e instituciones que por su naturaleza estén integrados 
al Sistema Nacional de Protección Civil. 

México, D.F., a 19 de abril de 2012.- Sen. Jose Gonzalez Morfin, Presidente.- Dip. Guadalupe Acosta 
Naranjo, Presidente.- Sen. Martha Leticia Sosa Govea, Secretaria.- Dip. Gloria Romero León, Secretaria.- 
Rúbricas." 

En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto en la Residencia 
del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal, a cuatro de junio de dos mil doce.- 
Felipe de Jesús Calderón Hinojosa.- Rúbrica.- El Secretario de Gobernación, Alejandro Alfonso Poiré 
Romero.- Rúbrica. 
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SECRETARIA DE SEGURIDAD PUBLICA 
DECRETO por el que se reforma el primer párrafo del artículo 150 de la Ley General del Sistema Nacional de 
Seguridad Pública. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia de la 
República. 

FELIPE DE JESÚS CALDERÓN HINOJOSA, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, a sus 

habitantes sabed: 

Que el Honorable Congreso de la Unión, se ha servido dirigirme el siguiente 

DECRETO 

"EL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, DECRETA: 

SE REFORMA EL PRIMER PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 150 DE LA LEY GENERAL DEL SISTEMA NACIONAL DE 

SEGURIDAD PÚBLICA. 

Artículo Único. Se reforma el primer párrafo del artículo 150 de la Ley General del Sistema Nacional de 

Seguridad Pública, para quedar como sigue: 

Artículo 150. Además de cumplir con las disposiciones de la Ley Federal de Armas de Fuego y 

Explosivos, los particulares que presten servicios de seguridad, protección, vigilancia o custodia de personas, 

lugares o establecimientos, de bienes o valores, incluido su traslado y monitoreo electrónico; deberán obtener 

autorización previa de la Secretaría, cuando los servicios comprendan dos o más entidades federativas; o de 

la autoridad administrativa que establezcan las leyes locales, cuando los servicios se presten sólo en el 

territorio de una entidad. En el caso de la autorización de la Secretaría, los particulares autorizados, además 

deberán cumplir la regulación local, misma que no excederá los requisitos establecidos en la Ley Federal de 

Seguridad Privada, de conformidad con lo dispuesto en el párrafo noveno, del artículo 21 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

... 

Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 

Segundo. En un plazo de ciento ochenta días contados a partir de la entrada en vigor del presente 

decreto, las entidades federativas y el Distrito Federal, deberán realizar las adecuaciones necesarias a las 

disposiciones aplicables en la materia de conformidad con lo dispuesto en la Ley General del Sistema 

Nacional de Seguridad Pública y la Ley Federal de Seguridad Privada. 

México, D.F., a 25 de abril de 2012.- Dip. Guadalupe Acosta Naranjo, Presidente.- Sen. José González 

Morfín, Presidente.- Dip. Laura Arizmendi Campos, Secretaria.- Sen. Renán Cleominio Zoreda Novelo, 

Secretario.- Rúbricas." 

En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto en la Residencia 

del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal, a cuatro de junio de dos mil doce.- 

Felipe de Jesús Calderón Hinojosa.- Rúbrica.- El Secretario de Gobernación, Alejandro Alfonso Poiré 
Romero.- Rúbrica. 
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DECRETO por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley Federal de Sanidad Animal y de la 
Ley General de Salud. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia de la 
República. 

FELIPE DE JESÚS CALDERÓN HINOJOSA, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, a sus 
habitantes sabed: 

Que el Honorable Congreso de la Unión, se ha servido dirigirme el siguiente 
DECRETO 

"EL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, DECRETA: 
SE REFORMAN Y ADICIONAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY FEDERAL DE SANIDAD ANIMAL Y DE LA 

LEY GENERAL DE SALUD. 
Artículo Primero. Se reforman los artículos 1; 2, primer párrafo; 3; 4, en sus párrafos 8, 16, 38 y 99; 6, 

fracciones LVI, LVIII, LIX y LXIV; 17, primer párrafo y 105, fracción III; se adicionan un tercer y cuarto párrafos 
al artículo 2, un artículo 106 Bis y un segundo párrafo al artículo 154 de la Ley Federal de Sanidad Animal, 
para quedar como sigue: 

Artículo 1.- La presente Ley es de observancia general en todo el territorio nacional y tiene por objeto fijar 
las bases para: el diagnóstico, prevención, control y erradicación de las enfermedades y plagas que afectan a 
los animales; procurar el bienestar animal; regular las buenas prácticas pecuarias aplicables en la producción 
primaria, en los establecimientos dedicados al procesamiento de bienes de origen animal para consumo 
humano, tales como rastros y unidades de sacrificio y en los establecimientos Tipo Inspección Federal; 
fomentar la certificación en establecimientos dedicados al sacrificio de animales y procesamiento de bienes de 
origen animal para consumo humano, coordinadamente con la Secretaría de Salud de acuerdo al ámbito de 
competencia de cada secretaría; regular los establecimientos, productos y el desarrollo de actividades de 
sanidad animal y prestación de servicios veterinarios; regular los productos químicos, farmacéuticos, 
biológicos y alimenticios para uso en animales o consumo por éstos. Sus disposiciones son de orden público e 
interés social. 

Artículo 2.- Las actividades de sanidad animal tienen como finalidad: diagnosticar y prevenir la 
introducción, permanencia y diseminación de enfermedades y plagas que afecten la salud o la vida de los 
animales; procurar el bienestar animal; así como establecer las buenas prácticas pecuarias en la producción 
primaria y en los establecimientos Tipo Inspección Federal dedicados al sacrificio de animales y 
procesamiento de los bienes de origen animal para consumo humano; así como en los rastros, en las 
unidades de sacrificio y en los demás establecimientos dedicados al procesamiento de origen animal para 
consumo humano. 

... 
La inspección, verificación y supervisión del debido cumplimiento de las disposiciones aplicables en 

establecimientos, dedicados al sacrificio de animales y procesamiento de bienes de origen animal de 
competencia municipal, estatal o del Distrito Federal, se realizará a través de la Secretaría o la Secretaría de 
Salud, de acuerdo a su ámbito de competencia. 

La certificación de establecimientos, dedicados al sacrificio de animales y procesamiento de bienes de 
origen animal de competencia municipal, estatal o del Distrito Federal, se realizará a través de la Secretaría, a 
petición de los ayuntamientos, de los gobiernos del los estados y del gobierno del Distrito Federal, de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 108 de la presente ley. 

Artículo 3.- La Secretaría es la autoridad responsable de tutelar la sanidad y el bienestar animal, así como 
de las buenas prácticas pecuarias en la producción primaria; y establecimientos Tipo Inspección Federal, y en 
los demás establecimientos dedicados al sacrificio de animales y procesamiento de bienes de origen animal. 

Artículo 4.- Para los efectos de la ley se entiende por: 
Acreditación: ... a Análisis de Riesgo: ... 
Análisis de peligros y control de puntos críticos: Sistema de reducción de riesgos de contaminación que se 

aplica en la producción primaria, en los establecimientos tipo inspección federal dedicados al sacrifico de 
animales y procesamiento de bienes de origen animal y demás establecimientos dedicados al procesamiento 
de bienes de origen animal para consumo humano que permite identificar y prevenir peligros y riesgos de 
contaminación de tipo biológico, químico o físico; que pueden afectar la integridad de los bienes de origen 
animal y/o a la salud humana; 

Animales Vivos. ... a Brote. ... 
Buenas prácticas de manufactura: Conjunto de procedimientos, actividades, condiciones, controles de tipo 

general que se aplican en los establecimientos que elaboran productos químicos, farmacéuticos, biológicos, 
aditivos o alimenticios para uso en animales o consumo por éstos; así como en los establecimientos Tipo 
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Inspección Federal, en los rastros y en los demás establecimientos dedicados al sacrificio de animales, y 
procesamiento de bienes de origen animal para consumo humano, con el objeto de disminuir los riesgos de 
contaminación física, química o biológica; sin perjuicio de otras disposiciones legales aplicables en materia de 
salud pública; 

Buenas Prácticas Pecuarias: .... a Erradicación: ... 
Establecimientos: Las instalaciones ubicadas en territorio nacional en donde se desarrollan actividades de 

sanidad animal; que prestan servicios veterinarios; así como aquellas instalaciones en las que se sacrifican 
animales o procesan bienes de origen animal, incluidos aquellos donde se procesan, manejan, acopian, 
envasan, empacan, refrigeran o industrializan bienes de origen animal, sujetos a regulación zoosanitaria o de 
buenas prácticas pecuarias en términos de esta ley y su reglamento; 

Establecimientos Tipo Inspección Federal (TIF): ...a Secretaría: ... 
Sistemas de reducción de riesgos de contaminación: Medidas y procedimientos establecidos por la 

secretaría para garantizar que los bienes de origen animal se obtienen durante su producción primaria y 
procesamiento en establecimientos Tipo Inspección Federal y sacrificio en rastros y en los demás 
establecimientos dedicados al procesamiento de bienes de origen animal para consumo humano en óptimas 
condiciones zoosanitarias, y de reducción de peligros de contaminación, física, química y microbiológica a 
través de la aplicación de Buenas Prácticas de Producción y Buenas Prácticas de Manufactura; 

Tercero especialista autorizado: .... a Zona libre: ... 
Artículo 6. Son atribuciones de la Secretaría: 
I. a LV. ... 
LVI. Regular y certificar la aplicación de buenas prácticas pecuarias en unidades de producción primaria; 

en establecimientos TIF dedicados al sacrificio y procesamiento de bienes de origen animal; en rastros y en 
los demás establecimientos dedicados al procesamiento de bienes de origen animal para consumo humano; 

LVII. ... 
LVIII. Expedir disposiciones en materia de buenas prácticas pecuarias en unidades de producción primaria 

en establecimientos TIF dedicados al sacrificio y procesamiento de bienes de origen animal; en rastros y en 
los demás establecimientos dedicados al procesamiento de bienes de origen animal para consumo humano; 

LIX. Certificar, verificar e inspeccionar la aplicación de las buenas prácticas pecuarias en establecimientos 
TIF; en rastros y en los demás establecimientos dedicados al procesamiento de bienes de origen animal para 
consumo humano, así como de las actividades de sanidad animal relacionadas directa o indirectamente con la 
producción y procesamiento de bienes de origen animal; sin perjuicio de otras disposiciones legales aplicables 
en materia de Salud Pública; 

LX. a LXIII. ... 
LXIV. Certificar establecimientos Tipo Inspección Federal; rastros y demás establecimientos dedicados al 

procesamiento de bienes de origen animal para consumo humano de acuerdo a su ámbito de competencia, 
sin perjuicio de las atribuciones que en la materia tenga la Secretaría de Salud; 

LXV. a LXXI. ... 
... 
Artículo 17. La Secretaría, sin perjuicio de las atribuciones que correspondan a otras dependencias de la 

administración pública federal, determinará las medidas en materia de buenas prácticas pecuarias mediante la 
emisión de disposiciones, que habrán de aplicarse en la producción primaria en el procesamiento de bienes 
de origen animal en establecimientos TIF; en los rastros y en los demás establecimientos dedicados al 
procesamiento de bienes de origen animal para consumo humano, para reducir los contaminantes o riesgos 
zoosanitarios que puedan estar presentes en éstos. 

... 
Artículo 105. La Secretaría expedirá las disposiciones de sanidad animal, que establezcan las 

características, condiciones, procedimientos, operación y especificaciones zoosanitarias o las relativas a 
buenas prácticas pecuarias, que deberán reunir y conforme a las cuales se instalarán y funcionarán los 
siguientes establecimientos: 

I. y II. ... 
III. Los Tipos de Inspección Federal, rastros y los demás dedicados al sacrificio de animales para consumo 

humano; 
IV. a XV. ... 
... 
Artículo 106 Bis. La Secretaría determinará, en disposiciones de salud animal y de inocuidad de bienes 

de origen animal, aquellas buenas prácticas pecuarias, buenas prácticas de manufactura y actividades de 
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sanidad y bienestar animal, que deberán observar los establecimientos de sacrificios de animales y  de 
procesamiento de bienes de origen animal. 

Tanto los establecimientos TIF como los establecimientos dedicados al procesamiento de bienes de origen 
animal para consumo humano, deberán tener a su servicio durante las horas laborales, cuando menos un 
médico veterinario responsable autorizado para fines de control de bienestar animal, de vigilancia 
epidemiológica, otras medidas zoosanitarias; de buenas prácticas pecuarias y de sustancias tóxicas y/o 
peligrosas en términos de lo dispuesto el artículo 278 de la Ley General de Salud. 

Artículo 154. ... 
Las autoridades locales de los estados, municipios y el Distrito Federal promoverán que los 

establecimientos en donde se sacrifican animales o procesan, envasan, empacan, refrigeran o industrializan 
bienes de origen animal, obtengan la certificación y en su caso, la contraseña correspondiente una vez que 
hayan cumplido con lo dispuesto en el reglamento de esta ley, sin menoscabo de las atribuciones de la 
Secretaría y la Secretaría de Salud. 

Artículo Segundo. Se reforma la fracción VI del artículo 17 Bis y se adiciona un párrafo segundo al 
artículo 197 de la Ley General de Salud, para quedar como sigue: 

Artículo 17 Bis. ... 
... 
I. a V. ... 
VI. Ejercer el control y vigilancia sanitarios de los productos señalados en la fracción II de este artículo, de 

las actividades relacionadas con los primeros, de su importación y exportación, así como de los 
establecimientos destinados al proceso de dichos productos y los establecimientos de salud, con 
independencia de las facultades que en materia de procesos y prácticas aplicables en los establecimientos 
dedicados al sacrificio de animales y procesamiento primario de bienes de origen animal para consumo 
humano, tenga la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación en términos 
de lo dispuesto por la Ley Federal de Sanidad Animal; 

VII. a XIII. ... 
Artículo 197. ... 
La Secretaría ejercerá las facultades relacionadas con el conjunto de actividades que en el ejercicio de su 

desempeño desarrollan los establecimientos dedicados al sacrificio de animales y procesamiento de bienes de 
origen animal para consumo humano, sin perjuicio de las atribuciones que correspondan a la Secretaría de 
Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación conforme a lo dispuesto por la Ley Federal de 
Sanidad Animal. 

Transitorios 
PRIMERO.- El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de la publicación en el Diario Oficial de 

la Federación. 
SEGUNDO.- La Secretaría expedirá las disposiciones que deberán contener los lineamientos y requisitos 

para la certificación de los establecimientos donde se sacrifican animales, o procesan, envasan, empacan, 
refrigeran o industrializan bienes de origen animal, en seis meses a partir de la entrada en vigor del presente 
decreto. 

TERCERO.- La Secretaría difundirá en los medios impresos y electrónicos, la participación de los 
municipios y gobiernos de los estados y del Distrito Federal, en los programas de certificación. 

CUARTO.- Las legislaturas de los estados deberán adecuar en su legislación correspondiente las 
reformas contenidas en el presente decreto, para fomentar la certificación por parte de la secretaría de los 
establecimientos dedicados al sacrificio de animales o que procesan, envasan, empacan, refrigeran o 
industrializan bienes de origen animal de competencia municipal. 

QUINTO.- Las acciones que, en su caso, deban realizar las dependencias y entidades de la 
Administración Pública Federal para dar cumplimiento al presente Decreto, deberán cubrirse en función de los 
ingresos disponibles conforme a la Ley de Ingresos de la Federación, y sujetarse a la disponibilidad 
presupuestaria que se apruebe para dichos fines en el Presupuesto de Egresos de la Federación y a las 
disposiciones de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria. 

SEXTO.- Para la debida instauración del presente Decreto, el Ejecutivo Federal instruirá a las Secretarías 
de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación, y de Salud, a efecto de que en un plazo no 
mayor a 90 días, suscriban las bases de coordinación que determinarán el ejercicio de las atribuciones que, 
en materia de inspección y vigilancia de la calidad, sanidad e inocuidad de los productos procesados en 
rastros y en establecimientos dedicados al procesamiento de los productos derivados del sacrificio, les 
confieren la Ley Federal de Sanidad Animal, la Ley General de Salud y las demás disposiciones aplicables. 

México, D.F., a 26 de abril de 2012.- Dip. Guadalupe Acosta Naranjo, Presidente.- Sen. José González 
Morfín, Presidente.- Dip. Laura Arizmendi Campos, Secretaria.- Sen. Martha Leticia Sosa Govea, 
Secretaria.- Rúbricas." 

En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto en la Residencia 
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del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal, a cinco de junio de dos mil doce.- 
Felipe de Jesús Calderón Hinojosa.- Rúbrica.- El Secretario de Gobernación, Alejandro Alfonso Poiré 
Romero.- Rúbrica. 
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TERCERA SECCION 
PODER EJECUTIVO 

SECRETARIA DE SALUD 
DECRETO por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones a la Ley General de Salud. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia de la 
República. 

FELIPE DE JESÚS CALDERÓN HINOJOSA, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, a sus 
habitantes sabed: 

Que el Honorable Congreso de la Unión, se ha servido dirigirme el siguiente 

DECRETO 

"EL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, DECRETA: 

SE REFORMAN Y ADICIONAN DIVERSAS DISPOSICIONES A LA LEY GENERAL DE SALUD. 

Artículo Único. Se reforman los artículos 61 actual primer párrafo y fracción I; y 64, fracción II; y se 
adicionan los artículos 61, con un primer párrafo, 61 Bis, 64, fracción II Bis y 64 bis, a la Ley General de Salud, 
para quedar como sigue: 

Artículo 61.- El objeto del presente Capítulo es la protección materno–infantil y la promoción de la salud 
materna, que abarca el período que va del embarazo, parto, post-parto y puerperio, en razón de la condición 
de vulnerabilidad en que se encuentra la mujer y el producto. 

La atención materno-infantil tiene carácter prioritario y comprende, entre otras, las siguientes acciones: 
I. La atención integral de la mujer durante el embarazo, el parto y el puerperio, incluyendo la atención 

psicológica que requiera; 
II. a V. ... 
Artículo 61 Bis.- Toda mujer embarazada, tiene derecho a obtener servicios de salud en los términos a 

que se refiere el Capítulo IV del Título Tercero de esta Ley y con estricto respeto de sus derechos humanos. 
Artículo 64.- En la organización y operación de los servicios de salud destinados a la atención  materno-

infantil, las autoridades sanitarias competentes establecerán: 
I. ... 
II. Acciones de orientación y vigilancia institucional, fomento para la lactancia materna, promoviendo que la 

leche materna sea alimento exclusivo durante los primeros seis meses de vida y complementario hasta 
avanzado el segundo año de vida y, en su caso, la ayuda alimentaria directa tendiente a mejorar el estado 
nutricional del grupo materno infantil; 

II Bis.- Acciones de promoción para la creación de bancos de leche humana en los establecimientos de 
salud que cuenten con servicios neonatales; 

III. ... 
IV. ... 
Artículo 64 Bis.- La Secretaría de Salud impulsará la participación de los sectores social y privado, así 

como de la sociedad en general, para el fortalecimiento de los servicios de salud en materia de atención 
materno-infantil. Para tal efecto, promoverá la creación de Redes de Apoyo a la Salud Materno-Infantil, tanto 
en el ámbito federal, como en las entidades federativas, con la finalidad de facilitar el acceso a las mujeres 
embarazadas a información relativa a la prestación de servicios de atención médica en esta materia, y en su 
caso, brindarles apoyo para el acceso a ellos. 

TRANSITORIO 

Único.- El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación. 

México, D.F., a 26 de abril de 2012.- Dip. Guadalupe Acosta Naranjo, Presidente.- Sen. José González 
Morfín, Presidente.- Dip. Mariano Quihuis Fragoso, Secretario.- Sen. Martha Leticia Sosa Govea, 
Secretaria.- Rúbricas." 

En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto en la Residencia 
del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal,  a cinco de junio de dos mil doce.- 
Felipe de Jesús Calderón Hinojosa.- Rúbrica.- El Secretario de Gobernación, Alejandro Alfonso Poiré 
Romero.- Rúbrica. 
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PODER EJECUTIVO 
SECRETARIA DE GOBERNACION 

DECRETO por el que se expide la Ley Federal para la Protección a Personas que Intervienen en el Procedimiento 
Penal; y se reforma el artículo 31 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
Gubernamental. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia de la 
República. 

FELIPE DE JESÚS CALDERÓN HINOJOSA, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, a sus 
habitantes sabed: 

Que el Honorable Congreso de la Unión, se ha servido dirigirme el siguiente 

DECRETO 

"EL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, D E C R E T A : 

SE EXPIDE LA LEY FEDERAL PARA LA PROTECCIÓN A PERSONAS QUE INTERVIENEN EN EL 
PROCEDIMIENTO PENAL; Y SE REFORMA EL ARTÍCULO 31 DE LA LEY FEDERAL DE TRANSPARENCIA Y 
ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL. 

ARTÍCULO PRIMERO.- Se expide la Ley Federal para la Protección a Personas que Intervienen en el 
Procedimiento Penal. 

LEY FEDERAL PARA LA PROTECCIÓN A PERSONAS QUE INTERVIENEN EN EL PROCEDIMIENTO PENAL 

CAPÍTULO I 

DISPOSICIONES GENERALES 

ARTÍCULO 1.- Las disposiciones de esta Ley, son de orden público y observancia general y tienen por 
objeto establecer las medidas y procedimientos que garanticen la protección y atención de personas 
intervinientes en el procedimiento penal, cuando se encuentren en situación de riesgo o peligro por su 
participación o como resultado del mismo. 

ARTÍCULO 2.- Para los efectos de la presente Ley se entiende por: 

I. Ley: Ley Federal para la Protección a Personas que Intervienen en el Procedimiento Penal. 

II. Programa: El Programa Federal de Protección a Personas. 

III. Centro: El Centro Federal de Protección a Personas. 

IV. Director: El Director del Centro. 

V. Procuraduría: La Procuraduría General de la República. 

VI. Procurador: Titular de la Procuraduría General de la República. 

VII. Medidas de Protección: Las acciones realizadas por el Centro tendientes a eliminar o reducir los 
riesgos que pueda sufrir una persona derivado de la acción de represalia eventual con motivo de su 
colaboración, o participación en un Procedimiento Penal, así como de personas o familiares cercanas a éste. 

VIII. Convenio de Entendimiento: Documento que suscribe el Titular del Centro y la persona a proteger 
de manera libre e informada, en donde acepta voluntariamente ingresar al Programa y se definen de manera 
detallada las obligaciones y acciones que realizará el Centro, así como las obligaciones y acciones a que 
deberá sujetarse la persona a proteger y las sanciones por su incumplimiento. 

IX. Persona Protegida: Todo aquel individuo que pueda verse en situación de riesgo o peligro por su 
intervención en un procedimiento penal. Asimismo, dentro de dicho concepto se considerarán a las personas 
ligadas con vínculos de parentesco o afectivos con el testigo, víctima, ofendido o servidores públicos, que se 
vean en situación de riesgo o peligro por las actividades de aquellos en el proceso. 

X. Testigo Colaborador: Es la persona que habiendo sido miembro de la delincuencia organizada accede 
voluntariamente a prestar ayuda eficaz a la autoridad investigadora, rindiendo al efecto su testimonio o 
aportando otras pruebas conducentes para investigar, procesar o sentenciar a otros miembros de la 
organización delictiva. 
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XI. Procedimiento Penal: Son aquellas etapas procesales que comprenden desde el inicio de la 
averiguación previa hasta la sentencia de segunda instancia. 

XII. Riesgo: Amenaza real e inminente que, de actualizarse, expone la vida e integridad física de la 
Persona Protegida, por su intervención en un Procedimiento Penal. 

XIII. Unidad: La Unidad de Protección a Personas del Centro. 

XIV. Estudio Técnico: Es el análisis elaborado por un grupo multidisciplinario del Centro para determinar 
acerca de la incorporación o separación de una persona al Programa. 

ARTÍCULO 3. Las Dependencias y Entidades de la Administración Pública Federal, en el ámbito de su 
competencia, están obligadas a prestar la colaboración que les requiera la Procuraduría General de la 
República, por conducto del Centro para la aplicación de las Medidas de Protección previstas en esta Ley. 

La administración y ejecución de las medidas de protección contempladas en el Programa, son 
independientes del desarrollo del Procedimiento Penal, el cual sólo servirá para determinar y eliminar los 
factores de riesgo de la persona sujeta a protección. 

La información y documentación relacionada con las personas protegidas, será considerada como 
reservada y confidencial, en los términos que dispone la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública Gubernamental, con excepción de aquella de carácter estadístico la cual podrá ser 
proporcionada en los términos de la ley referida, siempre y cuando no ponga en riesgo la seguridad de las 
personas sujetas a protección. 

Los servidores públicos que dejen de prestar sus servicios en el Centro, así como las personas que 
estuvieron sujetas a las Medidas de Protección, están obligadas a no revelar información sobre la operación 
del Programa, apercibidos de las consecuencias civiles, administrativas o penales, según corresponda por su 
incumplimiento. 

La anterior obligación, también comprende a los servidores públicos que participen en la aplicación de la 
presente Ley. 

ARTÍCULO 4. A fin de lograr los objetivos de esta Ley, el Procurador y/o el Director, en términos de sus 
atribuciones, podrán celebrar acuerdos, convenios o demás instrumentos jurídicos con personas físicas o 
morales, así como con autoridades federales, gobiernos del Distrito Federal, de los Estados de la Federación 
y Municipios, organismos públicos autónomos, incluso constitucionales, así como con organismos de los 
sectores social y privado e incluso internacionales, que resulten conducentes para otorgar la protección de las 
personas. 

Cuando se tenga que realizar la contratación o adquisición de servicios con particulares, se deben aplicar 
criterios de reserva y confidencialidad respecto de los antecedentes personales, médicos o laborales de la 
persona incorporada al Programa. Esto es, los proveedores de dichos servicios bajo ningún caso podrán tener 
acceso a la información que posibiliten por cualquier medio la identificación de la Persona Protegida. 

La Procuraduría podrá celebrar convenios de colaboración con las procuradurías de justicia, Fiscalía o su 
equivalente, de los Estados y del Distrito Federal, para establecer los mecanismos necesarios para incorporar 
al Programa a personas que deban ser sujetas de protección. 

CAPÍTULO II 

PRINCIPIOS BÁSICOS 

ARTÍCULO 5. La protección de personas se regirá por los siguientes principios: 

I. Proporcionalidad y Necesidad: Las Medidas de Protección que se acuerden en virtud de la presente 
Ley y demás disposiciones aplicables, deberán responder al nivel de riesgo o peligro en que se encuentre la 
persona y sólo podrán ser aplicadas en cuanto fueren necesarias para garantizar su seguridad, así como su 
identidad personal. 

II. Secrecía: Los servidores públicos y las personas sujetas a protección mantendrán el sigilo de todas las 
actuaciones relacionadas con las Medidas de Protección adoptadas por el Centro, así como lo referente a los 
aspectos operativos del Programa. 

III. Voluntariedad: La persona expresará por escrito su voluntad de acogerse y recibir las medidas de 
protección y en su caso los beneficios que la ley en la materia prevé, además de obligarse a cumplir con todas 
las disposiciones establecidas en el mismo. Asimismo, en cualquier momento podrá solicitar su retiro, sin 
perjuicio de los casos en que proceda su separación del Programa por las causales establecidas en esta Ley 
y en las demás disposiciones reglamentarias del Programa. 
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IV. Temporalidad: La permanencia de la persona en el Programa estará sujeta a un periodo determinado 
o a la evaluación periódica que realice el Centro, el cual determinará si continúan los factores o circunstancias 
que motivaron el acceso de la persona al Programa. 

V. Autonomía: El Director gozará de las más amplias facultades para dictar las medidas oportunas que 
sujeten y garanticen la exacta aplicación de la presente Ley. 

VI. Celeridad: El Director del Centro adoptará sin dilación las decisiones relativas al ingreso de las 
personas al Programa, en su caso, las Medidas de Protección aplicables, así como el cese de las mismas. 

VII. Gratuidad: El acceso a las Medidas de Protección otorgados por el Programa no generará costo 
alguno para la Persona Protegida. 

CAPÍTULO III 

DEL CENTRO FEDERAL DE PROTECCIÓN A PERSONAS 

ARTÍCULO 6. El Centro es un Órgano Desconcentrado y Especializado de la Procuraduría General de la 
República; con autonomía técnica y operativa en la aplicación de las Medidas de Protección, el cual estará a 
cargo de un Director, nombrado y removido libremente por el Presidente de la República, a propuesta del 
Procurador. 

ARTÍCULO 7. El Director, para el cumplimiento de la presente Ley contará con las siguientes facultades: 

I. Suscribir y emitir los instrumentos jurídicos que faciliten el funcionamiento y operación del Programa, 
previa consideración del Procurador. 

II. Recibir y analizar las solicitudes de incorporación de una persona al Programa, en virtud de encontrarse 
en situación de riesgo o peligro por su intervención en un Procedimiento Penal. 

Estas solicitudes deberán ser presentadas por el Titular de la Subprocuraduría o de la unidad 
administrativa equivalente a las que se encuentre asignado el Ministerio Público responsable del 
Procedimiento Penal, en donde interviene o ha intervenido la persona a proteger. 

III. Ordenar la práctica de estudios psicológicos, clínicos y, en general, de todos aquellos que sean 
necesarios para garantizar la idoneidad de la incorporación de la persona al Programa, así como para su 
permanencia. 

IV. En caso de ser procedente, autorizar la incorporación al Programa a la persona propuesta. 

V. Integrar y proponer al Procurador el presupuesto para la operatividad del Programa, en coordinación 
con las áreas competentes de la Procuraduría. 

VI. Llevar el registro y expediente de las personas incorporadas al Programa. 

VII. Mantener las Medidas de Protección que dicte provisionalmente el Ministerio Público o establecer las 
que estime necesarias para su debida protección, previa solicitud del Titular de la Subprocuraduría o de la 
unidad administrativa equivalente a la que pertenezca, hasta en tanto se determina su incorporación  al 
Programa. 

VIII. Dictar las Medidas de Protección que resulten procedentes. 

IX. Acordar con el Procurador el cese de las Medidas de Protección cuando se entiendan superadas las 
circunstancias que las motivaron o, en caso de incumplimiento, de las obligaciones asumidas por la persona a 
través del Convenio de Entendimiento o por actualizarse alguna de las hipótesis planteadas en los artículos 
27, 29, 33, 34, 36, 37 y demás relativos de la presente Ley. 

X. Gestionar ante la Oficialía Mayor de la Procuraduría lo relativo a la obtención de los recursos humanos, 
materiales, tecnológicos y financieros para la correcta aplicación de sus obligaciones, una vez que se haya 
autorizado el presupuesto para tal efecto. 

XI. Ejercer el mando directo e inmediato sobre el personal que le esté adscrito, y 

XII. Las demás que determinen otras disposiciones y el Procurador, cuando sean inherentes a sus 
funciones. 
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SECCIÓN I 

DEL PERSONAL DEL CENTRO 

ARTÍCULO 8. Para el cumplimiento de las disposiciones de esta Ley, se dotará a todo el personal 
responsable de la operación del Programa de las herramientas y el equipo necesario para un desempeño 
eficaz. 

Además, se implementarán procedimientos de selección que garanticen la idoneidad del personal, así 
como su capacitación para el ejercicio del cargo. 

El personal del Centro, contará con un sistema complementario de seguridad social para sus familias y 
dependientes. 

La Procuraduría deberá garantizar las condiciones presupuestales, tecnológicas y de diversa índole que 
sean necesarias para el adecuado cumplimiento de las disposiciones de la presente Ley. 

ARTÍCULO 9. El Centro deberá contar con un grupo multidisciplinario de servidores públicos, integrado 
por abogados, médicos, psicólogos, trabajadores sociales y demás profesionistas que sean necesarios, así 
como con elementos de la Policía Federal Ministerial adscritos a la Unidad. 

SECCIÓN II 

DE LA UNIDAD 

ARTÍCULO 10. La ejecución de las Medidas de Protección estarán a cargo de la Unidad misma que 
dependerá del Director y se integrará con agentes de la Policía Federal Ministerial, entrenados y capacitados 
para tal fin. 

ARTÍCULO 11. Los agentes de la Policía Federal Ministerial adscritos a la Unidad tendrán las siguientes 
atribuciones: 

I. Ejecutar las Medidas de Protección dictadas por el Director. 

II. Colaborar en la realización del Estudio Técnico. 

III. Realizar sus actividades con respeto a los derechos humanos. 

IV. Guardar secrecía de las cuestiones que tuvieran conocimiento con motivo del ejercicio de sus 
funciones, en los términos de los instrumentos jurídicos que para tal efecto se emitan. Esta disposición la 
deberán observar aún después de que hayan dejado de prestar sus servicios como miembro de la Policía 
Federal Ministerial. 

V. Garantizar la protección de la integridad física y psicológica de la persona bajo su cuidado o custodia. 

VI. Informar de forma inmediata al Director de cualquier incumplimiento de las obligaciones de la Persona 
Protegida. 

VII. Las demás que disponga el Director para el cumplimiento de la presente Ley. 

ARTÍCULO 12. La Unidad contará con un área de análisis de riesgo que apoyará en la elaboración del 
Estudio Técnico para los efectos del ingreso y permanencia de la Persona Protegida, la cual dependerá 
directamente del Centro. 

CAPÍTULO IV 

DEL PROGRAMA 

ARTÍCULO 13. El presente Programa tendrá aplicación exclusivamente para aquellos casos en los que se 
encuentren relacionadas personas que estén en una situación de riesgo por su participación de forma directa 
o indirecta en un procedimiento penal que verse sobre delitos graves o delincuencia organizada. 

En los demás casos corresponderá al Ministerio Público y a sus auxiliares dictar y ejecutar las medidas de 
protección distintas a las de aplicación exclusiva por el Director del Centro, tendientes a garantizar la 
seguridad de las personas que se encuentren en una situación de riesgo, por su participación dentro de 
alguna de las etapas del procedimiento penal, entre las cuales se podrán tomar en cuenta las previstas en los 
artículos 17, fracciones I, II y V, y 18, fracciones I, incisos a) y b), II, IV, V, VIII, incisos a), b) y c) y X del 
presente ordenamiento; así como las demás que estime pertinentes o las que se encuentren previstas en los 
ordenamientos legales aplicables. 
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ARTÍCULO 14. El Programa establecerá cuando menos los requisitos de ingreso, terminación, 
mecanismos de protección para la persona, así como los apoyos para solventar sus necesidades personales 
básicas cuando por su intervención en el Procedimiento Penal así se requiera. 

CAPÍTULO V 

PERSONAS PROTEGIDAS 

ARTÍCULO 15. De acuerdo con el artículo 2, fracciones IX y X, de la presente Ley, podrán incorporarse al 
Programa: 

a) Víctimas. 

b) Ofendidos. 

c) Testigos. 

d) Testigos Colaboradores. 

e) Peritos. 

f) Policías. 

g) Ministerio Público, Jueces y miembros del Poder Judicial. 

h) Quienes hayan colaborado eficazmente en la investigación o en el proceso. 

i) Otras personas cuya relación sea por parentesco o cercanas a las señaladas en los incisos anteriores y 
por la colaboración o participación de aquellos en el Procedimiento Penal les genere situaciones inminentes 
de amenaza y riesgo. 

CAPÍTULO VI 

CLASES Y MEDIDAS DE PROTECCIÓN 

ARTÍCULO 16.- Las Medidas de Protección previstas en el Programa serán de dos tipos: 

I. De asistencia, que tendrán como finalidad acompañar a los sujetos destinatarios del Programa. Estas 
medidas se realizarán a través de profesionales organizados interdisciplinariamente, de acuerdo a la 
problemática a abordar, procurando asegurar a la persona que su intervención en el procedimiento penal no 
significará un daño adicional o el agravamiento de su situación personal o patrimonial. 

II. De seguridad, que tendrán como finalidad primordial brindar las condiciones necesarias de seguridad 
para preservar la vida, la libertad y/o la integridad física de los sujetos comprendidos en el artículo 2, 
fracciones IX y X, de la presente Ley. 

Las Medidas de Protección podrán aplicarse en forma indistinta. 

ARTÍCULO 17. Las medidas de asistencia podrán ser: 

I. La asistencia y/o el tratamiento psicológico, médico y/o sanitario en forma regular y necesaria a 
personas, a través de los servicios de asistencia y salud pública, velando en todo momento por el resguardo y 
protección de las mismas. 

II. La asistencia y el asesoramiento jurídico gratuito a la persona, a fin de asegurar el debido conocimiento 
de las medidas de protección y demás derechos previstos por esta Ley. 

III. Asistir a la persona para la gestión de trámites. 

IV. Apoyo económico, para el alojamiento, transporte, alimentos, comunicación, atención sanitaria, 
mudanza, reinserción laboral, trámites, sistemas de seguridad, acondicionamiento de vivienda y demás gastos 
indispensables, dentro o fuera del país, mientras la persona se halle imposibilitada de obtenerlos por sus 
propios medios. La asistencia económica subsistirá por el tiempo exclusivamente necesario que determine el 
Director, conforme al Estudio Técnico que se realice, así como a la evaluación de la subsistencia de las 
circunstancias que motivaron su apoyo. 

V. Implementar cualquier otra medida de asistencia que, de conformidad con la valoración de las 
circunstancias, se estime necesario adoptar con la finalidad de garantizar la asistencia física y psicológica de 
la persona incorporada al Programa. 
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ARTÍCULO 18. Las medidas de seguridad, además de las previstas en otros ordenamientos, podrán 
consistir en alguna de las siguientes: 

I. La salvaguarda de la integridad personal en los siguientes aspectos: 

a) Físico. 

b) Psicológico. 

c) Patrimonial. 

d) Familiar. 

II. Vigilancia. 

III. Modo y mecanismos para el traslado de las personas protegidas a distintos lugares, asegurando en 
todo momento el resguardo de las mismas. 

IV. Custodia policial, personal móvil y/o domiciliaria a las personas protegidas, que estará a cargo de los 
elementos de la Unidad; salvo en los supuestos de urgencia establecidos en el artículo 21 de la presente Ley, 
en los cuales el Ministerio Público podrá solicitar el apoyo de sus auxiliares en términos del artículo 22 de la 
Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República. 

V. Suministrar a la persona alojamiento temporal o los medios económicos para transporte, alimentos, 
comunicación, atención sanitaria, mudanza, reinserción laboral, trámites personales y aquellos que requiera 
para cumplir con sus obligaciones, sistemas de seguridad, acondicionamiento de vivienda y demás gastos 
indispensables, dentro o fuera del país, mientras la Persona Protegida se halle imposibilitada de obtenerlos 
por sus propios medios. 

VI. Facilitar la reubicación, entendida como el cambio de domicilio y/o residencia, lugar de trabajo y centro 
de estudios de la persona. 

VII. En los casos que así se justifiquen, previo acuerdo del Procurador, se podrá otorgar, con base en las 
circunstancias del caso, la autorización para que ante las autoridades competentes se gestione una nueva 
identidad de la Persona Protegida, dotándolo de la documentación soporte. 

VIII. Durante el proceso el Ministerio Público, podrá solicitar las siguientes medidas procesales: 

a) La reserva de la identidad en las diligencias en que intervenga la Persona Protegida, imposibilitando 
que en las actas se haga mención expresa a sus nombres, apellidos, domicilio, lugar de trabajo, profesión o 
cualquier otro dato que lo ponga en evidencia en términos de lo dispuesto en la legislación aplicable. 

b) El uso de métodos que imposibiliten la identificación visual o auditiva de la persona, en las diligencias 
en que intervenga. La aplicación de esta medida, no deberá coartar la defensa adecuada del imputado. 

c) La utilización de procedimientos mecánicos o tecnológicos que permitan la participación de la persona a 
distancia y en forma remota. 

d) Se fije como domicilio de la persona el del Centro. 

e) Otras que a juicio del Centro sean procedentes para garantizar la seguridad de la persona. 

IX. Tratándose de personas que se encuentren recluidas en prisión preventiva o en ejecución de 
sentencia, se tomarán las siguientes medidas: 

a) Separarlos de la población general de la prisión, tratándose de Testigos Colaboradores, se asignarán a 
áreas especiales dentro del Sistema Penitenciario Federal. 

b) Trasladarlo a otro centro penitenciario con las mismas o superiores medidas de seguridad, cuando 
exista un riesgo fundado que se encuentra en peligro su integridad física. 

c) Otras que considere el Centro para garantizar la protección de las personas incorporadas al Programa. 

Las autoridades penitenciarias federales deberán otorgar todas las facilidades al Centro para garantizar 
las medidas de seguridad de los internos que se encuentran incorporados al Programa. 

Cuando la persona o Testigo Colaborador se encuentre recluso en alguna prisión administrada por una 
entidad federativa, el Centro con apoyo de la Secretaría de Seguridad Pública Federal, podrá suscribir los 
convenios necesarios para garantizar la protección de las personas o Testigos Colaboradores incorporados  al 
Programa. 
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X. Implementar cualquier otra medida de seguridad que de conformidad con la valoración de las 
circunstancias, se estime necesario adoptar con la finalidad de proteger la vida y/o la integridad física de la 
persona. 

Con el objeto de garantizar la seguridad de la persona protegida, todos los requerimientos para la práctica 
de una diligencia ministerial y/o judicial en los que esta intervenga, se solicitarán directamente al Director del 
Centro, quien adoptará las medidas necesarias para presentarlo ante la autoridad correspondiente. En caso 
de existir algún impedimento o que no existan las condiciones de seguridad adecuadas para cumplimentar la 
diligencia, lo hará del conocimiento de la autoridad y, en su caso, solicitará una prórroga para su 
cumplimiento, que le deberá ser otorgada. 

Tratándose de diligencias ministeriales, las solicitudes deberán ser presentadas por el Titular de la 
Subprocuraduría o de la unidad administrativa equivalente a la que se encuentre asignado el Ministerio 
Público responsable de la investigación. 

ARTÍCULO 19.- Las Medidas de Protección deberán ser viables y proporcionales a: 

I. La vulnerabilidad de la Persona Protegida. 

II. La situación de riesgo. 

III. La importancia del caso. 

IV. La trascendencia e idoneidad del testimonio. 

V. La capacidad de la persona para adaptarse a las condiciones del Programa. 

VI. La capacidad del agente generador del riesgo de hacer efectivo el daño. 

VII. Otras circunstancias que justifiquen la medida. 

CAPÍTULO VII 

DE LA INCORPORACIÓN AL PROGRAMA 

ARTÍCULO 20. La solicitud de incorporación al Programa, la deberá realizar el Titular de la 
Subprocuraduría o unidad administrativa equivalente a la que pertenezca el Ministerio Público o el juez a que 
se refiere este artículo que conozca del Procedimiento Penal en los que intervenga la persona a proteger, las 
cuales serán resueltas por el Director del Centro. 

Cuando se niegue el ingreso de una persona al Programa, se podrá reevaluar la solicitud de incorporación 
siempre que se aleguen hechos nuevos o supervenientes. 

En los casos que la solicitud provenga de la autoridad judicial en términos de lo dispuesto por la Ley 
General para Prevenir y Sancionar los Delitos en materia de Secuestro, Reglamentaria de la Fracción XXI, del 
Artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se estará a lo dispuesto por el 
artículo 23 de la presente Ley. 

ARTÍCULO 21. Si el Ministerio Público responsable del Procedimiento Penal advierte que una persona se 
encuentra en situación de riesgo o peligro por su intervención en éste, podrá dictar provisionalmente las 
Medidas de Protección necesarias y, el Titular de la Subprocuraduría o unidad administrativa equivalente a la 
que pertenezca, remitirá inmediatamente, por cualquier medio idóneo, la solicitud de incorporación al 
Programa al Director del Centro, para que se inicie el Estudio Técnico correspondiente. 

El juez que conozca del Procedimiento Penal, tomando en consideración cuando menos lo señalado en el 
párrafo anterior, podrá ordenar como parte de las Medidas de Protección, que ésta sea incorporada al 
Programa. 

Hasta en tanto el Director autoriza la incorporación de una persona al Programa, se podrán mantener las 
Medidas de Protección dictadas por el Ministerio Público. 

ARTÍCULO 22. La petición de otorgar Medidas de Protección deberá contener como elementos mínimos 
que permitan realizar el Estudio Técnico, los siguientes: 

a) Nombre completo del candidato a protección, su dirección o lugar de ubicación. 

b) Datos acerca de la investigación o proceso penal en la que interviene. 

c) Papel que detenta en la investigación o en el proceso y la importancia que reviste su participación. 
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d) Datos que hagan presumir que se encuentra en una situación de riesgo su integridad física o la de 
personas cercanas a él. 

e) No obstante que la solicitud no contenga toda la información requerida no impide iniciar el Estudio 
Técnico, pudiéndose recabar los datos necesarios para su elaboración en breve término. 

f) Cualquier otra que el Ministerio Público estime necesaria para justificar la necesidad de su protección. 

CAPÍTULO VIII 

DEL ESTUDIO TÉCNICO 

ARTÍCULO 23. El Director deberá contar con el Estudio Técnico que le permita decidir sobre la 
procedencia de incorporación o no de una persona al Programa. 

En los casos en que la incorporación al Programa sea ordenado por una autoridad jurisdiccional en 
términos de la Ley General para Prevenir y Sancionar los Delitos en materia de Secuestro, Reglamentaria de 
la Fracción XXI, del Artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el Centro deberá 
realizar el Estudio Técnico correspondiente, con la finalidad de determinar las Medidas de Protección 
aplicables. 

ARTÍCULO 24.- Recibida la solicitud de incorporación al Programa, el Director en un tiempo razonable, a 
fin de determinar su procedencia, tomará en consideración el resultado del Estudio Técnico, el cual deberá de 
contener por lo menos los siguientes aspectos: 

I. Que exista un nexo entre la intervención de la persona a proteger en el Procedimiento Penal y los 
factores de riesgo en que se encuentre la persona susceptible de recibir protección. 

En los casos en que se haya concluido la participación de la Persona Protegida en el procedimiento penal, 
se realizará un estudio a fin de determinar si subsisten las condiciones de riesgo para determinar su 
continuidad o su terminación de las medidas de protección. 

II. Que la persona otorgue su consentimiento y proporcione información fidedigna y confiable para la 
realización el Estudio Técnico, apercibido que la falsedad en su dicho pudiere tener como consecuencia la no 
incorporación al Programa. 

III. Que la persona a proteger no esté motivado por interés distinto que el de colaborar con la procuración y 
administración de justicia. 

IV. Que las Medidas de Protección sean las idóneas para garantizar la seguridad de la persona. 

V. Las obligaciones legales que tenga la persona con terceros. 

VI. Los antecedentes penales que tuviere. 

VII. Que la admisión de la persona, no sea un factor que afecte la seguridad del Programa, del Centro o de 
la Procuraduría. 

ARTÍCULO 25. En la solicitud de incorporación de la persona al Programa, el Ministerio Público del 
conocimiento previa autorización del Titular de la Subprocuraduría o de la unidad administrativa equivalente a 
la que pertenezca, de ser el caso, informará al Centro la importancia de la intervención de la persona en el 
Procedimiento Penal. 

ARTÍCULO 26. Una vez concluido el Estudio Técnico, el Director adoptará la decisión que corresponda, la 
cual podría ser reconsiderada a solicitud del Procurador, con independencia de lo previsto en el artículo 20, 
párrafo segundo de la presente Ley, la que será en el siguiente sentido: 

a) Incorporar a la persona al Programa y establecer las Medidas de Protección que se le aplicarán. 

b) No incorporar al Programa. 

CAPÍTULO IX 

DEL CONVENIO DE ENTENDIMIENTO 

ARTÍCULO 27. Cada Persona Protegida que se incorpore al Programa deberá suscribir el Convenio de 
Entendimiento, de manera conjunta con el Director, el cual como mínimo contendrá: 
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A) La manifestación de la persona, de su admisión al Programa de manera voluntaria, con pleno 
conocimiento, sin coacción y que las Medidas de Protección a otorgar no serán entendidas como pago, 
compensación o recompensas por su intervención en el Procedimiento Penal. 

B) La manifestación de la persona de estar enterada sobre la temporalidad de las Medidas de Protección, 
las cuales se mantendrán mientras subsistan las circunstancias que le dieron origen. 

C) Los alcances y el carácter de las Medidas de Protección que se van a otorgar por parte del Centro. 

D) La facultad del Centro de mantener, modificar o suprimir todas o algunas de las Medidas de Protección 
durante cualquier etapa del Procedimiento Penal cuando exista la solicitud de la persona o se produzcan 
hechos o circunstancias que así lo ameriten. 

E) Las obligaciones de la persona, en donde según sea el caso, deberá: 

I. Proporcionar información veraz y oportuna para la investigación y comprometerse a rendir testimonio 
dentro del juicio. 

II. Comprometerse a realizar las acciones solicitadas por el Centro para garantizar su integridad y 
seguridad. 

III. El deber de confidencialidad de las condiciones y formas de operación del Programa, incluso cuando 
salga del mismo. 

IV. Cualesquiera otra que el Centro considere oportuna. 

F) Las sanciones por infracciones cometidas por la persona, incluida la separación del Programa. 

G) Las condiciones que regulan la terminación de su incorporación al Programa. 

La Persona Protegida, será responsable de las consecuencias que se deriven, cuando por sus actos 
infrinja las normas que el Programa le impone. En consecuencia, debe respetar las obligaciones a que se 
compromete al suscribir el Convenio de Entendimiento. 

En caso de que la Persona Protegida sea un menor o incapaz, el convenio de entendimiento deberá 
también ser suscrito por el padre o tutor o quien ejerza la patria potestad y/o representación. 

En caso de que sean incorporados de manera simultánea por un mismo hecho o circunstancia varias 
personas para la protección, el hecho de que alguna de ellas incumpla las obligaciones impuestas, no afectará 
a las demás personas que se encuentren relacionadas con esta. 

CAPÍTULO X 

DE LAS OBLIGACIONES DE LAS PERSONAS INCORPORADAS AL PROGRAMA 

ARTÍCULO 28. La persona que se incorpora al Programa no puede condicionar su ingreso o su estadía en 
el mismo, a la ejecución de determinada Medida de Protección a su favor. 

ARTÍCULO 29. Las obligaciones a las que queda sujeta la persona que se incorpora al Programa, además 
de las expresamente estipuladas en el Convenio de Entendimiento, son las que a continuación de manera 
enunciativa se señalan: 

I. Informar plenamente de sus antecedentes (penales, posesiones, propiedades y deudas u obligaciones 
de carácter civil, al momento de solicitar su incorporación al Programa). 

II. Abstenerse de informar que se encuentra incorporada en el Programa o divulgar información del 
funcionamiento del mismo. 

III. Cooperar en las diligencias, que sean necesarias, a requerimiento del Ministerio Público o del juez 
penal. 

IV. Acatar y mantener un comportamiento adecuado que hagan eficaces las Medidas de Protección, 
dictadas por el Centro. 

V. Utilizar correctamente las instalaciones y los demás recursos que para el desarrollo de su propia vida, el 
Programa ponga a su disposición. 

VI. Abstenerse de asumir conductas que puedan poner en peligro su seguridad y la del Programa. 

VII. Someterse a tratamientos médicos, y de rehabilitación a que hubiere lugar. 
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VIII. Mantener comunicación con el Director, a través del agente de la Unidad que haya sido asignado, 
salvo situaciones de extrema gravedad o urgencia. 

IX. Cuando sea reubicado abstenerse de entrar en contacto sin autorización, con familiares que no se 
encuentren dentro del Programa, o con personas con quien hubiese sostenido relación antes de su 
incorporación al Programa. 

X. Otras medidas que a consideración del Centro sean necesarias y que podrán estar expresamente 
señaladas en el Convenio de Entendimiento. 

CAPÍTULO XI 

OBLIGACIONES DEL PROGRAMA CON LA PERSONA 

ARTÍCULO 30. Los servidores públicos que tengan contacto con la Persona Protegida deben abstenerse 
de hacerle cualquier ofrecimiento que no tenga sustento o no esté autorizado por el Director. 

ARTÍCULO 31. Son obligaciones del Centro: 

I. Otorgar un trato digno a la persona, informándole de manera oportuna y veraz sus derechos y 
obligaciones. 

II. Diseñar e implementar las acciones correspondientes para atender las necesidades de seguridad de las 
personas. 

III. Gestionar con entidades prestadoras de salud la atención integral para la persona. 

IV. Ayudar a la Persona Protegida con asesoría legal para cumplir aquellos compromisos adquiridos frente 
a terceros. 

V. Cuando existan procesos familiares, civiles, laborales, agrarios, administrativos, o de cualquier otra 
índole pendientes, en los que una Persona Protegida sea parte; los abogados del Centro podrán asumir su 
representación legal. 

VI. Gestionar ante Estados extranjeros, con los que se tenga convenio, la reubicación de la persona, para 
lo cual realizará ante las autoridades competentes o por conducto de aquellas, los trámites legales para 
regularizar su situación migratoria y lo deje en posibilidad de obtener un empleo digno y honesto para la 
manutención de él y su familia; en tanto, tomará las medidas pertinentes para el envío de dinero para el 
sustento de las personas incorporadas al Programa. 

VII. Velar para que los recursos asignados sean correctamente empleados y que la persona cumpla con 
los compromisos asumidos en el Convenio de Entendimiento. 

ARTÍCULO 32. El Centro no responderá por las obligaciones adquiridas por la Persona Protegida antes de 
su incorporación al Programa, así como de aquellas que no se hubieran hecho de su conocimiento para el 
efecto de pronunciarse sobre su incorporación al Programa. De igual forma, el Centro tampoco asumirá como 
suyas las promesas que le hubieran hecho personal no autorizado para ello a la Persona Protegida. 

CAPÍTULO XII 

TERMINACIÓN DE LAS MEDIDAS DE PROTECCIÓN Y DESINCORPORACIÓN DEL PROGRAMA 

ARTÍCULO 33. El Centro podrá mantener, modificar o suprimir todas o algunas de las Medidas de 
Protección durante cualquier etapa del Procedimiento Penal cuando exista la solicitud de la persona o se 
produzcan hechos o circunstancias que así lo ameriten. 

ARTÍCULO 34. El otorgamiento y mantenimiento de las Medidas de Protección está condicionado al 
cumplimiento de las obligaciones descritas en el artículo 29 de la presente Ley y de las obligaciones 
establecidas en el Convenio de Entendimiento; su incumplimiento podrá dar lugar a la revocación de su 
incorporación al Programa. 

La persona podrá renunciar de manera voluntaria a las Medidas de Protección o al Programa, para lo cual 
el Centro deberá realizar las gestiones necesarias para dejar constancia de esa circunstancia. 

El Centro también podrá dar por concluida la permanencia de la Persona Protegida en el Programa, 
cuando dejen de actualizarse las circunstancias de riesgo que originaron su incorporación; o que su estancia 
sea un factor que afecte la seguridad del Programa, del Centro o de la Procuraduría. 
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La anterior resolución en todo caso será notificada por escrito a la Persona Protegida y en caso de que se 
desconozca su ubicación y después de haber realizado una búsqueda no se haya logrado dar con su 
paradero, se levantará constancia de dicha circunstancia y se acordará su baja correspondiente. Contra dicha 
determinación no se admitirá recurso alguno. 

ARTÍCULO 35. El Centro, una vez concluido el Proceso Penal e impuestas las sanciones del caso podrá, 
siempre que estime que se mantiene la circunstancia de amenaza o peligro, extender la continuación de las 
Medidas de Protección. 

ARTÍCULO 36. La terminación del otorgamiento de las Medidas de Protección o la revocación de la 
incorporación al Programa, será decidido por el Director previo acuerdo con el Procurador, de oficio, a petición 
del Titular de la Subprocuraduría o unidad administrativa equivalente que solicitó su ingreso de la persona 
protegida, o cuando se entiendan superadas las circunstancias que motivaron la protección, o por incumplir 
con las obligaciones asumidas por la Persona Protegida. 

Cuando la incorporación al Programa se hubiese realizado por mandato de la autoridad jurisdiccional, en 
términos de lo previsto por la Ley General para Prevenir y Sancionar los Delitos en materia de Secuestro, 
Reglamentaria de la fracción XXI, del artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
el Director deberá solicitar la revocación de la incorporación al Programa al juez que conozca del 
procedimiento penal, cuando se actualice lo dispuesto del artículo 29 de la citada Ley y las causas de 
revocación o terminación señaladas en el artículo siguiente. 

ARTÍCULO 37. Son causas de terminación o revocación de la incorporación al Programa: 

I. La extinción de los supuestos que señala el artículo 24 de esta Ley, a criterio del Director. 

II. La Persona Protegida se haya conducido con falta de veracidad. 

III. La Persona Protegida haya ejecutado un delito doloso durante la permanencia en el Programa. 

IV. La Persona Protegida no cumpla con las Medidas de Protección correspondientes. 

V. La Persona Protegida se niegue a declarar. 

VI. El incumplimiento reiterado de las obligaciones asumidas en el Convenio de Entendimiento. 

VII. Las demás establecidas en la presente Ley. 

ARTÍCULO 38. El Estado o cualquiera de sus servidores públicos que apliquen la presente Ley no estarán 
sujetos a ninguna responsabilidad civil por la sola decisión de brindar o no protección, siempre que la misma 
haya sido tomada conforme a las disposiciones establecidas en la misma, así como a las circunstancias que 
sirvieron en su momento para tomar tal determinación. 

ARTÍCULO 39. Tratándose de la incorporación al Programa, de Testigos Colaboradores, el Director 
deberá considerar la opinión del Titular de la Unidad Especializada a que se refiere el artículo 8 de la Ley 
Federal contra la Delincuencia Organizada. 

ARTÍCULO 40. Las Medidas de Protección otorgadas a los Testigos Colaboradores se regirán por lo 
dispuesto en la Ley General para Prevenir y Sancionar los Delitos en materia de Secuestro, reglamentaria de 
la fracción XXI, del artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; la Ley Federal 
contra la Delincuencia Organizada, la presente Ley y demás disposiciones aplicables. 

CAPÍTULO XIII 

COOPERACIÓN INTERNACIONAL PARA LA PROTECCIÓN A PERSONAS 

ARTÍCULO 41. El Estado mexicano con el fin de garantizar la seguridad y protección de las personas, 
coadyuvará con los esfuerzos de otros Estados en la materia, comprometiéndose a prestar la asistencia 
recíproca, para el cumplimiento del objeto de la presente Ley, en los ámbitos de: 

I. Implementación de Medidas de Protección de personas, y 

II. Aplicación de procedimientos jurisdiccionales. 

Lo anterior, se realizará a través de los siguientes mecanismos: 

a) Asistencia Jurídica Mutua. 

b) Asistencia Técnica Mutua. 

c) Reuniones de intercambio de experiencias. 
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ARTÍCULO 42. Para el caso de que se requiera la comparecencia de la persona en algún otro país, ya 
sea para rendir declaración o para facilitar la investigación de delitos en los que esté involucrado o tenga 
conocimiento de información relevante para su persecución; la solicitud respectiva se atenderá de 
conformidad con lo dispuesto en los Tratados Internacionales en materia penal y demás normas aplicables. 

Aplicarán los principios de doble incriminación y de reciprocidad cuando no exista Tratado Internacional y 
se observará en todo momento, los límites de las disposiciones de sus ordenamientos legales internos. 

En el supuesto de que el testimonio que vaya a rendir la persona en otro país se refiera a delitos en los 
que haya estado involucrado, el país requirente deberá otorgar la garantía suficiente por vía diplomática de 
que no detendrá, ni procesará a la persona y que lo regresará a México en cuanto termine de rendir la 
declaración que le competa, además de otorgar las medidas de seguridad que resulten necesarias para 
preservar su seguridad e integridad. 

ARTÍCULO 43. Las solicitudes de asistencia en materia de protección de personas deberán ser solicitadas 
en cumplimiento de las disposiciones y normas internas del Estado requerido y los Acuerdos bilaterales y 
multilaterales en la materia. 

Las solicitudes de asistencia en relación a la protección de personas, se tramitarán a través del conducto 
correspondiente que se designe para tal efecto en los Tratados Internacionales. 

ARTÍCULO 44. En atención a lo dispuesto por el artículo 59 del Código Federal de Procedimientos 
Penales, la práctica de diligencias tendentes a obtener la declaración de un Testigo residente en el extranjero, 
se deberá realizar conforme a las disposiciones jurídicas aplicables y a través de la representación 
diplomática o consular del Estado mexicano en el país que corresponda, con intervención en la diligencia del 
personal de la Procuraduría General de la República que para tal efecto se designe. 

ARTÍCULO 45. Si es autorizado por la autoridad judicial y/o en su caso por el Titular de la 
Subprocuraduría o unidad administrativa equivalente a la que pertenece el Ministerio Público encargado de la 
investigación, y las condiciones técnicas lo permiten, la declaración testimonial en otro país de una persona 
que se encuentre en México y viceversa, podrá realizarse mediante videoconferencia. 

ARTÍCULO 46. En el supuesto caso de que una persona que se encuentre dentro del Programa 
manifieste libre, informada y voluntariamente, así como ante la presencia de su defensor, su deseo de ser 
trasladado a otro país para colaborar por tiempo indeterminado con las autoridades de procuración de justicia 
de ese país, se informará inmediatamente a esas autoridades para que, si lo aceptan, se gestione ante las 
autoridades migratorias correspondientes de ambos países la salida de México y el ingreso al país 
correspondiente en la calidad migratoria que éste determine, siempre y cuando su situación jurídica lo permita; 
además en caso de resultar procedente conforme a la normatividad aplicable en el país extranjero y 
atendiendo a los principios internacionales, así como los convenios que existieran para tal efecto se procurará 
dar la seguridad correspondiente, siempre que lo solicite la persona sujeta a protección. 

Este traslado no ocasionará responsabilidad alguna para el Estado mexicano y las autoridades 
encargadas del Programa. 

En el supuesto de que el país receptor de la persona requerida, pretenda procesarla penalmente, deberá 
estarse a lo establecido en la Ley de Extradición Internacional y en los Tratados Internacionales en la materia. 

CAPÍTULO XIV 

DE LA TRANSPARENCIA DEL PROGRAMA 

ARTÍCULO 47. El Director por conducto del Procurador presentará un informe anual al H. Congreso de la 
Unión sobre los resultados y las operaciones del Programa. Dichos informes se elaborarán de modo que se 
ofrezca la relación estadística más detallada posible. Sin embargo, bajo ninguna circunstancia se podrán 
asentar datos que pongan en riesgo la integridad de las personas incorporadas al Programa. 

ARTÍCULO 48. El Órgano Interno de Control en la Procuraduría y la Auditoría Superior de la Federación 
podrán realizar todas las actividades de auditoría al Programa; su personal debe estar habilitado y suscribirá 
una carta compromiso en donde se establezca su obligación de confidencialidad, respecto a la operación del 
Programa, incluso una vez que se hubiese separado de su empleo, cargo o comisión. 
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CAPÍTULO XV 

DE LOS DELITOS 

ARTÍCULO 49. A la persona que conozca información relacionada con la aplicación, ejecución y personas 
relacionadas con el presente Programa y divulgue la misma, sin contar con la autorización correspondiente, se 
le aplicará una pena de seis a doce años de prisión. 

En caso de que sea un servidor público el que revele la información, la pena se incrementara hasta en una 
tercera parte, esto con independencia de otros posibles delitos en que pueda incurrir. 

Los imputados por la comisión de este delito, durante el proceso penal estarán sujetos a prisión 
preventiva. 

CAPÍTULO XVI 

DE LOS FONDOS DEL PROGRAMA 

ARTÍCULO 50. El Programa operará con los recursos que al efecto se asignen en el Presupuesto de 
Egresos de la Federación. 

TRANSITORIOS 

PRIMERO. La presente Ley entrará en vigor a los 180 días siguientes de su publicación en el Diario Oficial 
de la Federación. 

SEGUNDO. La Procuraduría General de la República dentro de los 180 días siguientes a la publicación de 
este Decreto desarrollará los lineamientos, protocolos, acuerdos y demás instrumentos necesarios para el 
debido funcionamiento del Programa Federal de Protección a Personas y del Centro Federal de Protección a 
Personas. 

La Procuraduría General de la República realizará las acciones administrativas correspondientes para dar 
cumplimiento a los objetivos de esta Ley, conforme al presupuesto que le sea aprobado para tal efecto en el 
ejercicio fiscal 

TERCERO. Las personas que se encuentren bajo protección a la fecha de la entrada en vigor de la 
presente ley, podrán ser incorporadas al Programa, previa la satisfacción de los requisitos establecidos en la 
presente Ley. 

CUARTO. Se derogan todas aquellas disposiciones contrarias al objeto de esta Ley. 

Artículo Segundo.- Se reforma el artículo 31 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública Gubernamental, para quedar como sigue: 

Artículo 31. El Centro de Investigación y Seguridad Nacional; el Centro Nacional de Planeación, Análisis e 
Información para el Combate a la Delincuencia; el Centro Federal de Protección a Personas; la Dirección de 
Coordinación de Inteligencia de la Policía Federal Preventiva; la Subprocuraduría de Investigación 
Especializada en Delincuencia Organizada; el Estado Mayor Presidencial, el Estado Mayor de la Defensa 
Nacional y el Estado Mayor General de la Armada o bien, las unidades administrativas que los sustituyan, no 
estarán sujetos a la autoridad de los Comités a que se refiere el Artículo 29, siendo sus funciones 
responsabilidad exclusiva del titular de la propia unidad administrativa. 

TRANSITORIO 

Único.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación. 

México, D.F., a 27 de abril de 2012.- Sen. Jose Gonzalez Morfin, Presidente.- Dip. Guadalupe Acosta 
Naranjo, Presidente.- Sen. Renan Cleominio Zoreda Novelo, Secretario.- Dip. Mariano Quihuis Fragoso, 
Secretario.- Rúbricas." 

En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto en la Residencia 
del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal, a cinco de junio de dos mil doce.- 
Felipe de Jesús Calderón Hinojosa.- Rúbrica.- El Secretario de Gobernación, Alejandro Alfonso Poiré 
Romero.- Rúbrica. 
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SECRETARIA DE COMUNICACIONES Y TRANSPORTES 
DECRETO por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley de Puertos. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia de la 
República. 

FELIPE DE JESÚS CALDERÓN HINOJOSA, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, a sus 
habitantes sabed: 

Que el Honorable Congreso de la Unión, se ha servido dirigirme el siguiente 

DECRETO 
"EL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, D E C R E T A: 

SE REFORMAN, ADICIONAN Y DEROGAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY DE PUERTOS. 

Artículo Único. Se reforman la fracción V del artículo 2o.; la fracción I del artículo 10; las fracciones II, V, 
VIII y IX del artículo 16; la fracción II del artículo 17; el primer, segundo y tercer párrafos del artículo 20; las 
fracciones II, IX y X del artículo 26; primer y tercer párrafo del artículo 28; el primer y segundo párrafos de la 
fracción II del artículo 41; el artículo 42 y el artículo 54; se adicionan las fracciones II Bis y II Ter al artículo 16; 
una nueva fracción III y un cuarto y quinto párrafos al artículo 20; un nuevo segundo párrafo al artículo 24; un 
tercer párrafo al artículo 51; un artículo 58 Bis; y se derogan las fracciones II y III del artículo 58, todos de la 
Ley de Puertos, para quedar como sigue: 

ARTÍCULO 2o. ... 
I. a IV. ... 
V. Marina: El conjunto de instalaciones portuarias y sus zonas de agua o tierra, destinadas a la 

organización especializada en la prestación de servicios a embarcaciones de recreo o deportivas. 
VI. a IX. ... 
ARTÍCULO 10. ... 
I. Públicas, cuando se trate de terminales de contenedores y carga general o exista obligación de ponerlas 

a disposición de cualquier solicitante, y 
II. Particulares, cuando el titular las destine para sus propios fines, y a los de terceros mediante contrato, 

siempre y cuando los servicios y la carga de que se trate sean de naturaleza similar a los autorizados 
originalmente para la terminal. 

ARTÍCULO 16. ... 
I. ... 
II. Fomentar la participación de los sectores social y privado, así como de los gobiernos estatales y 

municipales, en la explotación de puertos, terminales, marinas e instalaciones portuarias, así como impulsar la 
competitividad de los puertos mexicanos en sus instalaciones, servicios y tarifas, atendiendo a los intereses 
de la Nación; 

II. Bis. Fomentar que los distintos tipos de servicios de transporte que convergen en los puertos 
nacionales se interconecten de manera eficiente; 

II. Ter. Fomentar que los servicios mediante los cuales se atiendan embarcaciones, personas y bienes en 
navegación entre puertos o puntos nacionales, sean prestados de manera eficiente; 

III. a IV. ... 
V. Determinar las áreas e instalaciones de uso público así como las áreas, terminales o instalaciones que 

se destinen para la atención y servicios a embarcaciones, personas y bienes relacionados con la navegación 
de cabotaje; 

VI. y VII. ... 
VIII. Establecer, en su caso, las bases de regulación tarifaria, en el caso de que en determinado puerto, 

sólo exista una sola terminal, o una terminal dedicada a la atención de ciertas cargas, o un sólo prestador de 
servicios, la Secretaría podrá solicitar la intervención de la Comisión Federal de Competencia, para tal efecto; 

IX. Expedir las normas oficiales mexicanas en materia portuaria, verificando y certificando su 
cumplimiento, además de que vigilará que en los puertos mexicanos sujetos a una Administración Portuaria 
Integral, todo proceso de mejora, implementación de procedimientos de calidad o la prestación de los 
servicios, se ajusten a lo establecido a la presente ley, su Reglamento, a la Ley Federal Sobre Metrología y 
Normalización y a las normas oficiales mexicanas, en los casos en los que se traten aspectos previstos en las 
mismas; 
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X. a XIV. ... 

ARTÍCULO 17. En cada puerto habilitado existirá una capitanía de puerto, encargada de ejercer la 
autoridad portuaria, a la que corresponderá: 

I. ... 

II. Vigilar que la navegación, atraque, permanencia de embarcaciones y los servicios de pilotaje y 
remolque en los puertos, se realicen en condiciones de seguridad, atendiendo a lo establecido en los criterios 
técnicos correspondientes; 

III. a VI. ... 

... 

ARTÍCULO 20. Para la explotación, uso y aprovechamiento de bienes del dominio público en los puertos, 
terminales y marinas, así como para la construcción de obras en los mismos y para la prestación de servicios 
portuarios, sólo se requerirá de concesión, permiso o autorización que otorgue la Secretaría conforme a lo 
siguiente: 

I. y II. ... 

III. Autorizaciones para obras marítimas o dragado. 

Para construir y usar embarcaderos, atracaderos, botaderos y demás similares en las vías generales de 
comunicación por agua, fuera de puertos, terminales y marinas, se requerirá de permiso de la Secretaría, sin 
perjuicio de que los interesados obtengan, en su caso, la concesión de la zona federal marítimo terrestre que 
otorgue la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales. 

Los interesados en ocupar áreas, construir y operar terminales, marinas e instalaciones portuarias o 
prestar servicios portuarios, dentro de las áreas concesionadas a una administración portuaria integral, 
celebrarán contratos de cesión parcial de derechos o de prestación de servicios, según el caso, en los 
términos previstos en esta ley y demás disposiciones aplicables. 

Los concesionarios o cesionarios de terminales de cruceros y marinas, podrán a su vez celebrar con 
terceros, previa autorización de la Secretaría, contratos de uso, respecto de locales o espacios destinados a 
actividades relacionadas con el objeto de su concesión o contrato. En ningún caso, dichos contratos 
excederán los términos y condiciones de la concesión o contrato principal. 

La Secretaría mediante reglas de carácter general podrá establecer que los procedimientos para la 
obtención de concesiones, permisos y autorizaciones del presente artículo se realicen a través de medios de 
comunicación electrónica. 

ARTÍCULO 24. ... 

I. a IX. ... 

La solicitud de expedición de convocatoria pública para la adjudicación de concesiones y contratos de 
cesión parcial de derechos de terminales de contenedores y carga general, podrán negarse, cuando se 
afecten las políticas y programas de desarrollo del puerto de que se trate o del sistema portuario nacional. 

... 

ARTÍCULO 26. ... 

I. ... 

II. La descripción de los bienes, obras e instalaciones del dominio público que se concesionan, así como 
los compromisos de mantenimiento, productividad y aprovechamiento de los mismos, así como los 
compromisos sobre áreas, prestación de servicios dentro del puerto, las terminales e instalaciones portuarias 
para la atención de embarcaciones, personas y bienes relacionados con la navegación de cabotaje o que 
requieran para su atención y los compromisos relacionados con tarifas, costos y uso necesario de los mismos 
para el cabotaje; 

III. a VIII. ... 

IX. El monto de la garantía que deberá otorgar el concesionario para el cumplimiento de su concesión, en 
los términos siguientes: 

a) Se exhibirá garantía por un monto equivalente al 7% de la inversión que deberá mantenerse vigente 
durante la ejecución de las obras. 
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b) Al terminar la ejecución de las obras la garantía a que se refiere el inciso anterior se sustituirá por otra, 
para garantizar el cumplimiento de obligaciones, cuyo monto será equivalente a seis meses de la 
contraprestación fiscal que deba pagarse al gobierno federal conforme a la ley, por el uso, aprovechamiento o 
explotación de los bienes de dominio público concesionados. 

El monto de la garantía deberá actualizarse anualmente conforme al artículo 17-A del Código Fiscal de la 
Federación; 

X. Las pólizas de seguros de daños a terceros en sus personas o bienes, y los que pudieren sufrir las 
construcciones e instalaciones. En el caso de marinas, el seguro de instalaciones comprenderá sólo aquellas 
que estén adheridas de manera permanente a los bienes de dominio público; 

XI. y XII. ... 
... 
ARTÍCULO 28. Los permisos y autorizaciones a que se refiere el artículo 20 se otorgarán en los términos 

que establezcan los reglamentos de la presente ley, pero en todo caso la resolución de otorgamiento, deberá 
emitirse fundada y motivada, en un plazo que no exceda de noventa días naturales, contados a partir de aquél 
en que se hubiere presentado la solicitud debidamente requisitada, salvo que por la complejidad de la 
resolución sea necesario un plazo mayor, que no podrá exceder de 180 días naturales. 

... 
Los permisos a que se refiere el artículo 20, fracción II, inciso b, así como las autorizaciones, concesiones, 

contratos de cesión parcial de derechos y aquellos contratos que celebren las Administraciones Portuarias 
Integrales, para la prestación de servicios en el puerto, deberán contar con seguro de responsabilidad civil y 
daños a terceros y no podrán conferir derechos de exclusividad, por lo que se podrá otorgar otro u otros a 
favor de terceras personas para que exploten, en igualdad de circunstancias, número y características 
técnicas de los equipos, servicios idénticos o similares. 

ARTÍCULO 41. ... 
I. ... 
II. Las medidas y previsiones necesarias para garantizar una eficiente explotación de los espacios 

portuarios, su desarrollo futuro, las instalaciones para recibir las embarcaciones en navegación de altura y 
cabotaje, los espacios necesarios para los bienes, y los servicios portuarios necesarios para la atención de las 
embarcaciones y la prestación de los servicios de cabotaje. 

El programa maestro de desarrollo portuario y las modificaciones substanciales que se determinen en el 
reglamento de esta ley, a éste, serán elaborados por el administrador portuario, y autorizados por la 
Secretaría, con base en las políticas y programas para el desarrollo del sistema portuario nacional, con una 
visión de veinte años, revisable cada cinco años. La Secretaría deberá expedir la resolución correspondiente 
en un plazo máximo de 60 días hábiles, previas opiniones de las Secretarías de Marina en lo que afecta a la 
seguridad nacional; de Medio Ambiente y Recursos Naturales en lo que se refiere a la ecología y de impacto 
ambiental; de Desarrollo Social en cuanto a los aspectos de desarrollo urbano. Estas opiniones deberán 
emitirse en un lapso no mayor de quince días hábiles a partir de que la Secretaría las solicite, si transcurrido 
dicho plazo no se ha emitido la opinión respectiva, se entenderá como favorable. En el caso de modificaciones 
menores, los cambios sólo deberán registrarse en la Secretaría. 

... 

... 
ARTÍCULO 42. Para los puertos y terminales que cuenten con una administración portuaria integral, el 

gobierno de la entidad federativa correspondiente podrá constituir una comisión consultiva, formada con 
representantes de los gobiernos estatal y municipales, así como de las cámaras de comercio e industria de la 
región, de los usuarios, de los cesionarios y prestadores de servicios portuarios, del administrador portuario y 
de los sindicatos, así como de quienes, a propuesta del presidente, la comisión determine. La comisión será 
presidida por el representante de la entidad federativa que corresponda. 

ARTÍCULO 51. ... 
I. a V. ... 
... 
Cuando en los contratos de cesión se hubiere previsto prórroga, ésta se otorgará siempre que el titular del 

contrato respectivo se encuentre al corriente en el cumplimiento de sus obligaciones. Para el otorgamiento de 
la prórroga, el titular del contrato deberá presentar al administrador portuario un programa de inversión y de 
mantenimiento tanto en materia de infraestructura como de equipamiento. 
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ARTÍCULO 54. Cuando los interesados en operar una terminal o instalación, o en prestar servicios en el 
área a cargo de un administrador portuario, le soliciten la adjudicación directa del contrato respectivo o la 
apertura del concurso correspondiente, éste deberá dar respuesta a la solicitud en un plazo no mayor de 60 
días hábiles. En caso de inconformidad, los interesados podrán recurrir a la Secretaría para que resuelva lo 
conducente. 

ARTÍCULO 58. ... 
I. ... 
II. (Se deroga); 

III. (Se deroga); 

IV. a VIII. ... 
ARTÍCULO 58 BIS. La planeación del puerto estará a cargo de un Comité de Planeación, que se integrará 

por el Administrador Portuario quien lo presidirá, por el Capitán de Puerto, un representante de la Secretaría 
de Medio Ambiente y Recursos Naturales y por los cesionarios o prestadores de servicios portuarios. 

El Comité de Planeación conocerá, entre otros asuntos, del programa maestro de desarrollo portuario y 
sus modificaciones; de la asignación de áreas, terminales y contratos de servicios portuarios que realice el 
administrador portuario; así como de cualquier asunto que afecte la operatividad de largo plazo del puerto. 

El Comité de Planeación se reunirá por lo menos tres veces al año o en cualquier tiempo, a solicitud de 
cualquiera de sus integrantes y sus acuerdos se tomarán por mayoría de votos de los presentes. 

Transitorios 

Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación. 

Segundo. Se derogan todas las disposiciones legales y administrativas que se opongan al presente 
Decreto. 

Tercero. El Ejecutivo Federal y la Secretaría expedirán las modificaciones del Reglamento de la Ley de 
Puertos y de las disposiciones administrativas necesarias, respectivamente, que resulten necesarias para dar 
cumplimiento al presente Decreto, en un plazo que no excederá de un año, contado a partir de la entrada en 
vigor del presente Decreto. 

Cuarto. El Ejecutivo Federal, a efecto de dar cumplimiento a lo previsto en el tercer párrafo del artículo 25 
de la presente ley, publicará en el Diario Oficial de la Federación las disposiciones reglamentarias, 
administrativas y técnicas que resulten necesarias para cumplir los fines señalados en dicha disposición. 

Quinto. Las concesiones, permisos y contratos de cesión parcial de derechos y obligaciones de terminales 
otorgadas con anterioridad a la fecha de entrada en vigor del presente Decreto, continuarán con el uso para el 
cual fueron otorgadas hasta la conclusión de su vigencia o de prórroga en su caso. 

Sexto. El Ejecutivo Federal y la Secretaría, en un plazo no mayor a 120 días hábiles, contados a partir de 
la entrada en vigor del presente Decreto, incluirán en el Reglamento de la Ley de Puertos y en los 
ordenamientos administrativos, respectivamente, las disposiciones que resulten necesarias para el 
funcionamiento y organización del Comité de Planeación previsto en el artículo 58 Bis de la presente ley. 

Séptimo. La Secretaría, cuando a su juicio existan condiciones y sea conveniente para el sistema 
portuario nacional, podrá autorizar por una sola vez la ampliación del área de las terminales e instalaciones 
portuarias de uso público, que hayan sido materia de contratos de cesión parcial de derechos, registrados 
ante la Secretaría y vigentes a la fecha de entrada en vigor del presente Decreto. Las superficies podrán 
crecer hasta en una posición adicional de atraque con una longitud máxima de 350 metros y sus respectivas 
superficies terrestres. Dichas ampliaciones se otorgarán siempre y cuando existan por lo menos dos 
terminales o instalaciones portuarias del mismo giro de distintos operadores en un puerto. 

El Ejecutivo Federal publicará en el Diario Oficial de la Federación las reglas de carácter general para  
tales fines. 

México, D.F., a 25 de abril de 2012.- Sen. Jose Gonzalez Morfin, Presidente.- Dip. Guadalupe Acosta 
Naranjo, Presidente.- Sen. Renan Cleominio Zoreda Novelo, Secretario.- Dip. Mariano Quihuis Fragoso, 
Secretario.- Rúbricas." 

En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto en la Residencia 
del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal, a cuatro de junio de dos mil doce.- 
Felipe de Jesús Calderón Hinojosa.- Rúbrica.- El Secretario de Gobernación, Alejandro Alfonso Poiré 
Romero.- Rúbrica. 
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SECRETARIA DE LA FUNCION PUBLICA 
DECRETO por el que se expide la Ley Federal Anticorrupción en Contrataciones Públicas. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia de la 
República. 

FELIPE DE JESÚS CALDERÓN HINOJOSA, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, a sus 
habitantes sabed: 

Que el Honorable Congreso de la Unión, se ha servido dirigirme el siguiente 

DECRETO 

"EL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, DECRETA: 

SE EXPIDE LA LEY FEDERAL ANTICORRUPCIÓN EN CONTRATACIONES PÚBLICAS. 

Artículo Único. Se expide la Ley Federal Anticorrupción en Contrataciones Públicas. 

Ley Federal Anticorrupción en Contrataciones Públicas 

Capítulo Primero 

Disposiciones Generales 

Artículo 1. La presente Ley es de orden público y de interés general y tiene por objeto: 

I. Establecer las responsabilidades y sanciones que deban imponerse a las personas físicas y morales, de 
nacionalidad mexicana y extranjeras, por las infracciones en que incurran con motivo de su participación en 
las contrataciones públicas de carácter federal previstas en esta Ley, así como aquéllas que deban imponerse 
a las personas físicas y morales de nacionalidad mexicana, por las infracciones en que incurran en las 
transacciones comerciales internacionales previstas en esta Ley, y 

II. Regular el procedimiento para determinar las responsabilidades y aplicar sanciones, y 

III. Establecer las autoridades federales competentes para interpretar y aplicar esta Ley. 

Artículo 2. Son sujetos de la presente Ley: 

I. Las personas físicas o morales, de nacionalidad mexicana o extranjeras, que participen en las 
contrataciones públicas de carácter federal, en su calidad de interesados, licitantes, invitados, proveedores, 
adjudicados, contratistas, permisionarios, concesionarios o análogos; 

II. Las personas físicas o morales, de nacionalidad mexicana o extranjeras, que en su calidad de 
accionistas, socios, asociados, representantes, mandantes o mandatarios, apoderados, comisionistas, 
agentes, gestores, asesores, consultores, subcontratistas, empleados o que con cualquier otro carácter 
intervengan en las contrataciones públicas materia de la presente Ley a nombre, por cuenta o en interés de 
las personas a que se refiere la fracción anterior; 

III. Las personas físicas o morales de nacionalidad mexicana que participen, de manera directa o indirecta, 
en el desarrollo de transacciones comerciales internacionales en los términos previstos en la presente Ley, y 

IV. Los servidores públicos que participen, directa o indirectamente, en las contrataciones públicas de 
carácter federal, quienes estarán sujetos a responsabilidad en términos del Título Cuarto de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Artículo 3. Para los efectos de la presente Ley, se entenderá por: 

I. Autoridades competentes: La Secretaría, los titulares de los Órganos Internos de Control y los titulares 
de sus respectivas áreas de quejas y de responsabilidades, así como los órganos que al efecto determinen las 
Cámaras de Senadores y Diputados del Congreso de la Unión, la Suprema Corte de Justicia de la Nación, el 
Consejo de la Judicatura Federal, el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, el Tribunal Federal 
de Justicia Fiscal y Administrativa, las Juntas de Conciliación y Arbitraje, el Tribunal Federal de Conciliación y 
Arbitraje, los tribunales agrarios, el Instituto Federal Electoral, la Auditoría Superior de la Federación, la 
Comisión Nacional de los Derechos Humanos, el Instituto Nacional de Estadística y Geografía, el Banco de 
México y demás órganos públicos, en los términos establecidos en los artículos 4 y 5 de la presente Ley; 
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II. CompraNet: El sistema electrónico de información pública gubernamental a que se refieren la Ley de 
Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público y la Ley de Obras Públicas y Servicios 
Relacionados con las Mismas. 

III. Contrataciones públicas de carácter federal: Los procedimientos de contratación, sus actos previos, y 
aquéllos que deriven de la celebración, ejecución y cumplimiento de contratos en materia de adquisiciones, 
arrendamientos, servicios, obra pública y servicios relacionados con la misma, que lleven a cabo las 
instituciones públicas contratantes a que se refiere la fracción VIII de este artículo, en términos de los 
ordenamientos legales en materia de contrataciones públicas y con independencia del régimen especial de 
contratación o del esquema que se utilice para su realización. Se considerarán incluidos los actos y 
procedimientos relativos a concurso o convocatoria o licitación pública para el otorgamiento de permisos y 
concesiones de carácter federal o su prórroga, así como cualquier otra autorización o trámite relacionados con 
las contrataciones públicas; 

IV. Convenciones internacionales para la prevención y el combate a la corrupción: La Convención 
Interamericana contra la Corrupción de la Organización de los Estados Americanos, la Convención para 
Combatir el Cohecho de Servidores Públicos Extranjeros en Transacciones Comerciales Internacionales de la 
Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos y la Convención de las Naciones Unidas contra 
la Corrupción, y las demás que en términos de las disposiciones jurídicas aplicables sean suscritas por el 
Estado Mexicano en la materia; 

V. Dependencias: Las secretarías de Estado y sus órganos desconcentrados, así como la Consejería 
Jurídica del Ejecutivo Federal y las unidades administrativas de la Presidencia de la República; 

VI. Entidades: Los organismos públicos descentralizados, las empresas de participación estatal 
mayoritaria y los fideicomisos públicos que tengan el carácter de entidad paraestatal a que se refieren los 
artículos 3o, 45, 46 y 47 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; 

VII. Fideicomisos públicos no paraestatales: Los fideicomisos públicos constituidos por la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público, en su calidad de fideicomitente único de la Administración Pública Federal 
Centralizada o de alguna entidad de la Administración Pública Paraestatal en términos de las disposiciones 
legales y administrativas aplicables, y que no son considerados entidades paraestatales; 

VIII. Instituciones públicas contratantes: Las dependencias y entidades de la Administración Pública 
Federal; los fideicomisos públicos no paraestatales, los mandatos y contratos análogos; la Procuraduría; las 
entidades federativas y los municipios, incluidos los entes públicos de unas y otros, así como los órganos 
político administrativos de las demarcaciones territoriales del Distrito Federal, que realicen contrataciones 
públicas con cargo total o parcial a fondos federales, en términos de las disposiciones jurídicas aplicables, y 
las áreas u órganos competentes de las autoridades que refieren las fracciones II a XI del artículo 4 de esta 
Ley, encargadas de las contrataciones públicas de carácter federal; 

IX. Intermediario: Las personas a que se refiere la fracción II del artículo 2 de esta Ley; 

X. Mandatos y contratos análogos: Los mandatos y contratos análogos celebrados por las dependencias, 
entidades y, en su caso, la Procuraduría, en términos de las disposiciones legales y administrativas aplicables 
y que involucren recursos públicos federales; 

XI. Ordenamientos legales en materia de contrataciones públicas: La Ley de Adquisiciones, 
Arrendamientos y Servicios del Sector Público; la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las 
Mismas; la Ley de Petróleos Mexicanos y demás ordenamientos jurídicos que establezcan un régimen, 
esquema o mecanismo especial de contratación pública; 

XII. Órganos Internos de Control: Los órganos internos de control en las dependencias y entidades, así 
como de la Procuraduría; 

XIII. Procuraduría: La Procuraduría General de la República; 

XIV. Secretaría: La Secretaría de la Función Pública; 

XV. Servidor público extranjero: Toda persona que ostente u ocupe un empleo, cargo o comisión público 
considerado así por la ley extranjera respectiva, en los órganos legislativo, ejecutivo o judicial de un Estado 
extranjero, incluyendo las agencias o empresas públicas, en cualquier orden o nivel de gobierno, así como en 
cualquier organismo u organización pública internacionales, y 
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XVI. Transacciones comerciales internacionales: Los actos y procedimientos relacionados con la 
contratación, ejecución y cumplimiento de contratos en materia de adquisiciones, arrendamientos, servicios de 
cualquier naturaleza, obra pública y servicios relacionados con la misma; los actos y procedimientos relativos 
al otorgamiento y prórroga de permisos o concesiones, así como cualquier otra autorización o trámite 
relacionados con dichas transacciones, que lleve a cabo cualquier organismo u organización públicos de un 
Estado extranjero o que involucre la participación de un servidor público extranjero y en cuyo desarrollo 
participen, de manera directa o indirecta, personas físicas o morales de nacionalidad mexicana. 

Artículo 4. En el ámbito de sus competencias, serán autoridades facultadas para aplicar la presente Ley, 
dictar las disposiciones administrativas necesarias para el adecuado cumplimiento de la misma e interpretar 
sus disposiciones para efectos administrativos, en relación con las contrataciones públicas de carácter federal 
que realicen: 

I. La Secretaría, en el ámbito de la Administración Pública Federal y de la Procuraduría, así como de las 
entidades federativas, los municipios y los órganos político administrativos de las demarcaciones territoriales 
del Distrito Federal que lleven a cabo contrataciones públicas de carácter federal; 

II. La Cámara de Senadores y la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión; 

III. La Suprema Corte de Justicia de la Nación, el Consejo de la Judicatura Federal y el Tribunal Electoral 
del Poder Judicial de la Federación; 

IV. El Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa; 

V. Las Juntas de Conciliación y Arbitraje, el Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje y los tribunales 
agrarios; 

VI. El Instituto Federal Electoral; 

VII. La Auditoría Superior de la Federación; 

VIII. La Comisión Nacional de los Derechos Humanos; 

IX. El Instituto Nacional de Estadística y Geografía; 

X. El Banco de México, y 

XI. Los demás órganos públicos autónomos que determinen las leyes. 

Las autoridades referidas en las fracciones II a XI de este artículo, de conformidad con las disposiciones 
que les resulten aplicables, determinarán las áreas u órganos encargados de investigar la posible comisión de 
las infracciones a que se refiere el artículo 8 de esta Ley, determinar las responsabilidades que deriven de las 
mismas y aplicar las sanciones correspondientes. 

Artículo 5. La Secretaría, así como los titulares de los Órganos Internos de Control y los titulares de las 
áreas de quejas y de responsabilidades de dichos Órganos, serán autoridades competentes para la 
investigación, tramitación, sustanciación y resolución, en su caso, del procedimiento y recurso establecidos en 
esta Ley. 

La Secretaría será la única autoridad competente encargada de investigar la posible comisión de la 
infracción a que se refiere el artículo 9 de esta Ley, determinar las responsabilidades que deriven de la misma 
y aplicar las sanciones correspondientes. 

La Secretaría podrá solicitar a un Estado Extranjero la información que requiera para la investigación y 
sustanciación del procedimiento administrativo sancionador a que se refieren los Capítulos Tercero y Cuarto 
de esta Ley, en los términos previstos en los instrumentos internacionales de los que ambos Estados sean 
parte y demás ordenamientos aplicables. 

Artículo 6. Las disposiciones contenidas en los Capítulos Tercero, Cuarto, y Sexto de esta Ley, serán 
aplicables en todos los casos en que se investigue y, en su caso, sustancie el procedimiento administrativo 
sancionador que derive de la posible comisión de las infracciones previstas en el artículo 9 de esta Ley, con 
independencia de que para tales efectos se utilicen los mecanismos de asistencia y cooperación internacional 
previstos en las convenciones internacionales para la prevención y el combate a la corrupción, de las que el 
Estado mexicano sea parte. 

Artículo 7. Las responsabilidades y sanciones a que se refiere esta Ley se determinarán y aplicarán con 
independencia de las demás responsabilidades y sanciones previstas en los ordenamientos legales 
aplicables. 
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Capítulo Segundo 

De las Infracciones 

Artículo 8. Cualquiera de los sujetos a que se refieren las fracciones I y II del artículo 2 de esta Ley, 
incurrirá en responsabilidad cuando en las contrataciones públicas de carácter federal, directa o 
indirectamente, realice alguna o algunas de las infracciones siguientes: 

I. Prometa, ofrezca o entregue dinero o cualquier otra dádiva a un servidor público o a un tercero, a 
cambio de que dicho servidor público realice o se abstenga de realizar un acto relacionado con sus funciones 
o con las de otro servidor público, con el propósito de obtener o mantener un beneficio o ventaja, con 
independencia de la aceptación o recepción del dinero o de la dádiva o del resultado obtenido. 

Se incurrirá asimismo en responsabilidad, cuando la promesa u ofrecimiento de dinero o cualquier dádiva 
se haga a un tercero, que de cualquier forma intervenga en el diseño o elaboración de la convocatoria de 
licitación pública o de cualquier otro acto relacionado con el procedimiento de contratación pública de carácter 
federal; 

II. Ejecute con uno o más sujetos a que se refiere el artículo 2 de esta Ley, acciones que impliquen o 
tengan por objeto o efecto obtener un beneficio o ventaja indebida en las contrataciones públicas de carácter 
federal; 

III. Realice actos u omisiones que tengan por objeto o efecto participar en contrataciones públicas de 
carácter federal, no obstante que por disposición de ley o resolución administrativa se encuentre impedido 
para ello; 

IV. Realice actos u omisiones que tengan por objeto o efecto evadir los requisitos o reglas establecidos en 
las contrataciones públicas de carácter federal o simule el cumplimiento de éstos; 

V. Intervenga en nombre propio pero en interés de otra u otras personas que se encuentren impedidas 
para participar en contrataciones públicas de carácter federal, con la finalidad de que ésta o éstas últimas 
obtengan, total o parcialmente, los beneficios derivados de la contratación; 

VI. Obligue sin tener derecho a ello, a un servidor público a dar, suscribir, otorgar, destruir o entregar un 
documento o algún bien, con el fin de obtener para sí o un tercero una ventaja o beneficio; 

VII. Promueva o use su influencia, poder económico o político, reales o ficticios, sobre cualquier servidor 
público, con el propósito de obtener para sí o un tercero un beneficio o ventaja, con independencia de la 
aceptación del servidor o de los servidores públicos o del resultado obtenido, y 

VIII. Presente documentación o información falsa o alterada con el propósito de lograr un beneficio o 
ventaja. 

Cuando la infracción se hubiere realizado a través de algún intermediario con el propósito de que la 
persona física o moral a que se refiere la fracción I del artículo 2 de esta Ley obtenga algún beneficio o 
ventaja en la contratación pública de que se trate, ambos serán sancionados previo procedimiento 
administrativo sancionador que se sustancie en términos de esta Ley. 

Artículo 9. Incurrirán en responsabilidad los sujetos señalados en la fracción III del artículo 2 de esta Ley, 
cuando en alguna transacción comercial internacional, por sí o a través de un tercero, prometan, ofrezcan o 
entreguen dinero o cualquier otra dádiva indebida, a un servidor público extranjero o a un tercero, a cambio de 
que dicho servidor público realice o se abstenga de realizar un acto relacionado con sus funciones o con las 
de otro servidor público extranjero, con la finalidad de obtener o mantener un beneficio o ventaja, con 
independencia de la aceptación o del resultado obtenido. 

Cuando además del Estado mexicano otro o más Estados extranjeros tengan jurisdicción sobre la 
infracción a que hace referencia el presente artículo, las autoridades competentes de dichos Estados, a 
solicitud de una de ellas, deberán realizar consultas para coordinar las acciones y medidas para perseguirla y 
sancionarla. 
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Capítulo Tercero 

De la Investigación 

Artículo 10. La investigación que precede al procedimiento administrativo sancionador iniciará de oficio o 
por denuncia. 

Las autoridades competentes podrán tomar conocimiento de las presuntas infracciones que cometan las 
personas sujetas a esta Ley, entre otros, a través de los siguientes medios: 

I. CompraNet, por medio del apartado de denuncias establecido en dicho sistema; 

II. Denuncia formulada por las instituciones públicas contratantes o cualquier otra autoridad, las cuales 
deberán remitirla a la Secretaría o, cuando corresponda, a las autoridades a que se refieren las fracciones II a 
la XI del artículo 4 de esta Ley, acompañada de la documentación o información en que aquélla se sustente y 
demás elementos probatorios con los que, en su caso, se cuente; 

III. Denuncia de particulares en la que señalen, bajo protesta de decir verdad, las presuntas infracciones. 
La manifestación hecha con falsedad será sancionada en términos de la legislación penal aplicable; 

IV. Denuncias anónimas que se reciban a través de los medios establecidos para tal efecto, y 

V. Denuncia internacional formulada por un Estado extranjero u organismo u organización públicos 
internacionales, en la que se deberán precisar las presuntas infracciones y acompañar los elementos de 
prueba en que aquélla se sustente. 

Las autoridades competentes mantendrán con carácter confidencial la identidad de las personas que 
denuncien las presuntas infracciones previstas en esta Ley, así como la de aquéllas que pretendan acogerse 
al beneficio establecido en el artículo 31 de la misma. 

Artículo 11. Todo servidor público tendrá la obligación de denunciar por escrito las acciones u omisiones 
que en ejercicio de sus funciones tuviere conocimiento y que pudieren ser sancionadas en términos de esta 
Ley. El incumplimiento de dicha obligación será motivo de las sanciones previstas en la Ley Federal de 
Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos o del ordenamiento legal aplicable de las 
entidades federativas, tratándose de contrataciones públicas federales que realicen dichas entidades 
federativas, los municipios, incluidos los entes públicos de unas y otros y los órganos político administrativos 
de las demarcaciones territoriales del Distrito Federal. 

Artículo 12. El escrito de denuncia deberá contener lo siguiente: 

I. Los hechos y cualquier otra información que permitan advertir la comisión de presuntas infracciones; 

II. Los datos de identificación del presunto infractor, y 

III. El señalamiento de los elementos probatorios que acrediten las presuntas infracciones. En el caso de 
las denuncias a que se refieren las fracciones II y V del artículo 10 de esta Ley, las instituciones denunciantes 
deberán acompañar los elementos probatorios correspondientes. 

Artículo 13. Una vez recibida la denuncia, si las autoridades competentes advierten la posible existencia 
de infracciones, iniciarán la etapa de investigación a que hace referencia esta Ley. 

Artículo 14. Las solicitudes de información se sujetarán a las reglas siguientes: 

I. Las personas físicas o morales, públicas o privadas, que sean sujetos de investigación por presuntas 
irregularidades cometidas en las contrataciones públicas de carácter federal, deberán atender los 
requerimientos que, debidamente fundados y motivados, les formulen las Autoridades competentes dentro de 
los plazos establecidos en esta ley y sin perjuicio de la competencia de otras autoridades y de los derechos de 
los usuarios del sistema financiero. 

Para los efectos de tales requerimientos la Autoridad competente fijará un plazo para la atención del 
requerimiento respectivo y no será inferior a 5 días hábiles ni mayor a 10 días hábiles contados a partir del día 
siguiente a la fecha de notificación del requerimiento respectivo, sin perjuicio de poder ampliarlo hasta 10 días 
hábiles más, cuando, por causas justificadas, así lo soliciten los interesados. En caso de no atender los 
requerimientos sin causa justificada, la Autoridad competente podrá imponerles una multa en términos del 
artículo 25 de esta Ley. 
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II. Las instituciones públicas contratantes a las que se les formulen requerimientos de información, tendrán 
la obligación de proporcionarla dentro del plazo de diez días hábiles, contados a partir de que surta efectos la 
notificación respectiva. 

Cuando derivado de la complejidad de los requerimientos de información formulados, las instituciones 
públicas contratantes requieran de un plazo mayor para su atención, deberán solicitar prórroga por escrito 
ante la autoridad competente, debidamente justificada. La ampliación del término que en su caso se otorgue 
será improrrogable y no podrá exceder de 20 días hábiles. 

Cuando los servidores públicos no atiendan los requerimientos a que se refiere este artículo, se les 
impondrá una multa en términos de lo dispuesto por el artículo 25 de esta Ley, salvo que exista mandato legal 
o judicial o causa justificada a juicio de la autoridad competente que se los impida y con independencia de que 
se inicien las acciones para fincar a los servidores públicos la responsabilidad administrativa a que haya lugar. 

III. La Autoridad competente tendrá acceso, en términos de las leyes en la materia, a la información 
necesaria para el esclarecimiento de los hechos, con inclusión de aquella que las disposiciones legales 
consideren como de carácter reservado, confidencial o que deba mantenerse en secreto, cuando esté 
relacionada con la comisión de infracciones a que se refiere esta ley, con la obligación de mantener la misma 
reserva o secrecía, hasta en tanto no se derive de su revisión la determinación de las sanciones 
correspondientes. 

La información obtenida en los términos de este artículo tendrá valor probatorio en el procedimiento 
administrativo sancionador correspondiente. 

Para los efectos de las fracciones I y II del presente artículo, la reincidencia en el incumplimiento de 
requerimientos se sancionará con multa de hasta el doble de aquélla que se hubiera impuesto en términos de 
esas fracciones, sin perjuicio de que subsista la obligación de dar cumplimiento al requerimiento respectivo. 

Artículo 15. Durante la etapa de investigación, las autoridades competentes podrán, además de requerir 
información en términos del artículo 14, llevar a cabo las demás diligencias que para mejor proveer se estimen 
necesarias, incluyendo la solicitud de documentación e información a cualquiera otra persona física o moral, 
tendiente a comprobar las presuntas infracciones. 

Para la investigación de la infracción a que se refiere el artículo 9 de esta Ley, la Secretaría podrá 
promover las acciones que deriven de los mecanismos de asistencia y cooperación internacional previstos en 
las convenciones internacionales para la prevención y el combate a la corrupción. 

Artículo 16. Los servidores públicos de las autoridades competentes que con motivo de las 
investigaciones que lleven a cabo, tengan acceso a información clasificada como reservada o confidencial, se 
abstendrán de divulgarla o proporcionarla indebidamente bajo cualquier medio; en caso contrario, serán 
sancionados en términos de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos 
y demás ordenamientos aplicables. 

Artículo 17. Concluidas las diligencias de investigación, las autoridades competentes procederán al 
análisis de la información recabada, a efecto de determinar la procedencia del inicio del procedimiento 
administrativo sancionador. 

Si no se encontraren elementos suficientes para demostrar la existencia de la infracción y la probable 
responsabilidad del infractor, se emitirá acuerdo de conclusión y archivo del expediente, sin perjuicio de que 
pueda abrirse nuevamente la investigación si se presentan nuevos indicios y no hubieren prescrito las 
facultades para sancionar. 

Capítulo Cuarto 

Del Procedimiento Administrativo Sancionador 

Artículo 18. Si de la investigación realizada se advirtieren elementos suficientes que hagan presumir la 
existencia de las infracciones previstas en el Capítulo Segundo de la presente Ley, la autoridad competente 
dictará acuerdo de inicio del procedimiento administrativo sancionador, el cual deberá ser notificado en 
términos del artículo 19 de esta ley. 
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El acuerdo a que hace referencia el párrafo anterior deberá contener, por lo menos: 

I. Nombre del presunto infractor o infractores; 

II. Datos de identificación del expediente que se integre con motivo del inicio del procedimiento y lugar en 
donde podrá consultarse; 

III. Señalamiento claro, objetivo y preciso de las infracciones que se le imputan y, en su caso, de quien 
haya actuado como intermediario; 

IV. Las disposiciones de esta Ley en que se funde el procedimiento, señalando aquéllas que se estimen 
transgredidas; 

V. El señalamiento de los beneficios establecidos en esta Ley para las personas que confiesen su 
responsabilidad sobre la imputación que se les formule, y 

VI. Nombre y firma de la autoridad competente, así como fecha y lugar de su emisión. 

Artículo 19. Las notificaciones se harán: 

I. En forma personal, cuando se realicen a los sujetos a que se refiere el artículo 2 de esta Ley, y 

II. Por oficio, cuando se realicen a las autoridades. 

Para la práctica de notificaciones personales fuera del lugar de residencia de la autoridad competente, 
ésta podrá auxiliarse de cualquier autoridad federal, quien la llevará a cabo de acuerdo a la normativa 
aplicable y tendrá la obligación de remitirle las constancias respectivas, dentro de los tres días siguientes a 
aquél en que se practicó la misma. 

Para los efectos señalados en el párrafo anterior, la autoridad competente también podrá auxiliarse de 
autoridades estatales o municipales, conforme a los convenios o instrumentos de colaboración que se 
establezcan para tal efecto. 

Toda notificación surtirá sus efectos el día siguiente a aquél en que se haya realizado. 

Artículo 20. Dentro de los quince días hábiles siguientes a que surta efectos la notificación del acuerdo de 
inicio del procedimiento administrativo sancionador, el presunto infractor podrá manifestar lo que a su derecho 
convenga, por escrito firmado bajo protesta de decir verdad o mediante comparecencia ante la autoridad 
competente, dando respuesta a todos y cada uno de los actos que se le imputan, ofreciendo y presentando 
las pruebas que estime pertinentes y, en su caso, reconociendo su responsabilidad en relación con la 
infracción de que se trate en los términos y para los efectos previstos en la presente Ley. 

Si el presunto infractor confesara su responsabilidad, se procederá de inmediato a dictar resolución, salvo 
que las autoridades competentes dispongan la recepción de pruebas para acreditar la veracidad de la 
confesión. En caso de que se acepte la plena validez de la confesión, se aplicará lo dispuesto en el artículo 32 
de la presente Ley. 

Si el presunto infractor no manifestare por escrito lo que a su derecho convenga o no compareciere dentro 
del plazo establecido en el párrafo primero de este artículo o dejare de responder alguna de las conductas o 
hechos que se le imputan, éstos se tendrán por ciertos, salvo prueba en contrario. 

Artículo 21. Transcurrido el plazo para que el presunto infractor manifieste lo que a su derecho convenga, 
la autoridad competente deberá proveer respecto de la admisión y desahogo de las pruebas ofrecidas por 
éste, observando para tal efecto las reglas previstas en el Título Cuarto del Código Federal de Procedimientos 
Civiles. 

Las autoridades competentes podrán allegarse de los medios de prueba que consideren necesarios, sin 
más limitaciones que las establecidas en el Código Federal de Procedimientos Civiles. 

Artículo 22. Desahogadas las pruebas, se concederá al presunto infractor un plazo de cinco días hábiles 
para formular alegatos. Transcurrido dicho plazo, se cerrará la instrucción y se dictará la resolución que 
corresponda en un plazo que no excederá de cuarenta días hábiles. 

Artículo 23. La resolución que se dicte decidirá sobre la inexistencia de responsabilidad o sobre la 
imposición de las sanciones, debiendo notificarse al interesado en un plazo no mayor de diez días hábiles. 

Artículo 24. Los sujetos sancionados en términos de esta Ley, podrán interponer el recurso de revisión 
previsto en el Título Sexto de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo. 
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Artículo 25. Dentro de la etapa de investigación o dentro del procedimiento administrativo sancionador, 
las autoridades competentes podrán imponer medidas de apremio, a efecto de hacer cumplir sus 
determinaciones. 

Las medidas de apremio, serán las siguientes: 

I. Apercibimiento, y 

II. Multa, de cien a dos mil días de salario mínimo general vigente en el Distrito Federal. 

Toda medida de apremio deberá estar debidamente fundada y motivada. 

Artículo 26. En todas las cuestiones relativas al procedimiento administrativo sancionador no previstas en 
esta Ley, se observarán las disposiciones de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo. 

Capítulo Quinto 

De las Sanciones Administrativas 

Artículo 27. Las sanciones administrativas que deban imponerse por la comisión de las infracciones a que 
se refieren los artículos 8 y 9 de la presente Ley, consistirán en: 

I. Tratándose de personas físicas: 

a) Multa equivalente a la cantidad de mil a cincuenta mil veces el salario mínimo diario general vigente 
para el Distrito Federal. 

Tratándose de permisos, concesiones, autorizaciones o trámites relacionados con contrataciones públicas 
federales o transacciones comerciales internacionales, la multa máxima prevista en el párrafo anterior podrá 
incrementarse hasta en un cincuenta por ciento, cuando existan elementos objetivos para determinar por parte 
de la autoridad competente que el beneficio obtenido por el infractor fue superior a la multa máxima. 

Para el caso de contrataciones públicas federales realizadas, en términos de los ordenamientos legales en 
materia de contrataciones públicas, si la multa máxima prevista en el primer párrafo de este inciso resulta 
menor al treinta por ciento del monto del contrato, se impondrá una multa de entre el treinta y hasta el treinta y 
cinco por ciento del monto del contrato si este último le fue adjudicado al infractor, y 

b) Inhabilitación para participar en contrataciones públicas de carácter federal por un periodo que no será 
menor de 3 meses ni mayor de 8 años; 

II. Cuando se trate de personas morales: 

a) Multa equivalente a la cantidad de diez mil hasta dos millones de veces el salario mínimo diario general 
vigente para el Distrito Federal. 

Tratándose de permisos, concesiones, autorizaciones o trámites relacionados con contrataciones públicas 
federales o transacciones comerciales internacionales, la multa máxima prevista en el párrafo anterior podrá 
incrementarse hasta en un cincuenta por ciento, cuando existan elementos objetivos para determinar por parte 
de la autoridad competente que el beneficio obtenido por el infractor fue superior a la multa máxima. 

Para el caso de contrataciones públicas federales realizadas, en términos de los ordenamientos legales en 
materia de contrataciones públicas, si la multa máxima prevista en el primer párrafo de este inciso resulta 
menor al treinta por ciento del monto del contrato, se impondrá una multa de entre el treinta y hasta el treinta y 
cinco por ciento del monto del contrato si este último le fue adjudicado al infractor, y 

b) Inhabilitación para participar en contrataciones públicas de carácter federal por un periodo que no será 
menor de 3 meses ni mayor de 10 años. 

Las multas que se determinen en términos de esta Ley, tendrán el carácter de créditos fiscales y se fijarán 
en cantidad líquida, sujetándose al procedimiento administrativo de ejecución que establece la legislación 
aplicable. 

Tratándose de la infracción prevista en la fracción II del artículo 8 de esta Ley, sólo resultará aplicable la 
sanción de inhabilitación, sin perjuicio de lo que establezcan otras disposiciones aplicables. 
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El plazo de la sanción de inhabilitación se computará a partir del día siguiente a aquél en que la autoridad 
competente publique la resolución respectiva en el Diario Oficial de la Federación, salvo que la inhabilitación 
derive de la participación del infractor en contrataciones públicas de carácter federal cuyos actos deben 
difundirse en CompraNet en términos de las disposiciones aplicables, en cuyo caso dicho plazo se contará a 
partir de la fecha de su difusión en ese sistema. 

Cuando en términos de lo previsto por esta Ley, se impongan a una misma persona dos o más 
inhabilitaciones en diversas contrataciones públicas de carácter federal, dichas inhabilitaciones se aplicarán 
en forma sucesiva, de manera tal que una vez que se agote el plazo de la primera, comenzará la aplicación de 
la segunda inhabilitación y así sucesivamente. La misma regla se aplicará tratándose de transacciones 
comerciales internacionales. 

En ningún caso podrá decretarse la suspensión de la inhabilitación, aún cuando el infractor opte por el 
juicio contencioso administrativo contra el acto de autoridad que la ordene o ejecute. 

Artículo 28. Para la imposición de las sanciones administrativas previstas en esta Ley se tomarán en 
cuenta los elementos que a continuación se señalan: 

I. La gravedad de la infracción en que se incurra; 

II. Las circunstancias económicas del infractor. 

Para efectos de lo previsto en esta fracción, se podrá considerar la información de los contratos que el 
infractor tenga celebrados y estén registrados en CompraNet, o bien, si no se contara con esa información, se 
podrá considerar el monto del contrato, permiso, concesión o transacción comercial que dé origen al 
procedimiento administrativo sancionador de que se trate; 

III. Los antecedentes del infractor, incluido su comportamiento en contrataciones públicas de carácter 
federal previas o, en su caso, en transacciones comerciales internacionales; 

IV. El grado de participación del infractor; 

V. Los medios de ejecución; 

VI. La reincidencia en la comisión de las infracciones previstas en esta Ley, y 

VII. El monto del beneficio, lucro, o del daño o perjuicio derivado de la infracción, cuando éstos se 
hubieren causado. 

Para los efectos de la presente Ley, se considerará reincidente al infractor que habiendo sido declarado 
responsable de la comisión de alguna de las infracciones a que se refiere esta Ley, incurra nuevamente en 
una o varias de ellas, dentro de un lapso de diez años contados a partir de que surta efectos la notificación de 
la primera sanción. 

Artículo 29. Las facultades de las autoridades competentes para imponer las sanciones administrativas 
previstas en esta Ley prescribirán en un plazo de diez años, contados a partir del día siguiente de aquél en 
que se hubieren cometido las infracciones o a partir del momento en que hubieren cesado, si fueren de 
carácter continuo. 

Para los efectos del presente artículo la prescripción se interrumpe con la notificación del inicio del 
procedimiento administrativo sancionador o con la impugnación de la resolución respectiva por el infractor. 

Artículo 30. Las dependencias y entidades, así como la Procuraduría no podrán otorgar a las personas 
que hubieren sido sancionadas en términos de esta Ley, durante el plazo en que éstas se encuentren 
inhabilitadas, subsidios, donativos y otros beneficios previstos en la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria, la Ley Federal para la Administración y Enajenación de Bienes del Sector 
Público y en los demás ordenamientos aplicables. 

Capítulo Sexto 

De la Reducción De Sanciones 

Artículo 31. La persona que haya realizado alguna de las infracciones previstas en esta Ley, o bien, que 
se encuentre participando en su realización, podrá confesar su responsabilidad con el objeto de acogerse al 
beneficio de reducción de sanciones establecido en este artículo. 
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La aplicación del beneficio a que hace referencia el párrafo anterior, tendrá por efecto una reducción de 
entre el cincuenta y el setenta por ciento del monto de las sanciones que se impongan al responsable. Para su 
procedencia será necesario que adicionalmente se cumplan los siguientes requisitos: 

I. Que no se haya notificado a ninguno de los presuntos infractores el inicio del procedimiento 
administrativo sancionador; 

II. Que la persona que pretende acogerse a este beneficio, sea entre los sujetos involucrados en la 
infracción, la primera en aportar los elementos de convicción suficientes y que a juicio de las autoridades 
competentes permitan comprobar la existencia de la infracción; 

III. Que la persona que pretende acogerse al beneficio coopere en forma plena y continua con la autoridad 
competente que lleve a cabo la investigación y, en su caso, con la que substancie el procedimiento 
administrativo sancionador conducente, y 

IV. Que la persona interesada suspenda de inmediato su participación en la infracción. 

Las personas que soliciten este beneficio serán sujetas del procedimiento administrativo sancionador a 
que se refiere esta Ley, en el cual se constatará el cumplimiento de los requisitos a que hace referencia este 
artículo, así como la veracidad y validez de la confesión realizada y se resolverá sobre la procedencia de 
dicho beneficio. 

Artículo 32. Una vez iniciado el procedimiento administrativo sancionador a que se refiere esta Ley, si el 
presunto infractor confiesa su responsabilidad sobre los actos que se le imputan, se le aplicará una reducción 
del cincuenta por ciento del monto de las sanciones que se impongan, siempre que lo haga dentro del plazo a 
que se refiere el artículo 20 de esta Ley. 

Capítulo Séptimo 

De la Prevención 

Artículo 33. La Secretaría podrá suscribir convenios de colaboración con las personas físicas o morales 
que participen en contrataciones públicas de carácter federal y en transacciones comerciales internacionales, 
así como con las cámaras empresariales u organizaciones industriales o de comercio, con la finalidad de 
orientarlas en el establecimiento de mecanismos de autorregulación que incluyan la instrumentación de 
controles internos y un programa de integridad que les permita asegurar el desarrollo de una cultura ética en 
su organización. 

En el diseño y supervisión de los mecanismos a que se refiere el párrafo anterior, se considerarán las 
mejores prácticas internacionales sobre controles, ética e integridad en los negocios, además de incluir 
medidas que inhiban la práctica de conductas irregulares, que orienten a los socios, directivos y empleados de 
las empresas sobre el cumplimiento del programa de integridad y que contengan herramientas de denuncia y 
de protección a denunciantes. 

TRANSITORIOS 

Primero. La presente Ley entrará en vigor al día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación. 

Segundo. La implementación de esta Ley deberá realizarse con los recursos humanos, materiales y 
presupuestarios asignados a la Secretaría de la Función Pública, a las dependencias y entidades de la 
Administración Pública Federal y a la Procuraduría General de la República, así como a las demás 
autoridades facultadas para aplicar dicho ordenamiento, por lo que no implicará erogaciones adicionales. 

México, D.F., a 25 de abril de 2012.- Dip. Guadalupe Acosta Naranjo, Presidente.- Sen. José González 
Morfín, Presidente.- Dip. Martín García Avilés, Secretario.- Sen. Martha Leticia Sosa Govea, Secretaria.- 
Rúbricas." 

En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto en la Residencia 
del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal,  a ocho de junio de dos mil doce.- 
Felipe de Jesús Calderón Hinojosa.- Rúbrica.- El Secretario de Gobernación, Alejandro Alfonso Poiré 
Romero.- Rúbrica. 



     (Primera Sección) DIARIO OFICIAL Jueves 14 de junio de 2012 

PODER EJECUTIVO 
SECRETARIA DE GOBERNACION 

DECRETO por el que se expide la Ley General para Prevenir, Sancionar y Erradicar los Delitos en Materia de 
Trata de Personas y para la Protección y Asistencia a las Víctimas de estos Delitos; y abroga la Ley para Prevenir y 
Sancionar la Trata de Personas; y reforma diversas disposiciones de la Ley Federal contra la Delincuencia 
Organizada; del Código Federal de Procedimientos Penales; del Código Penal Federal; de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial de la Federación; de la Ley de la Policía Federal y de la Ley General del Sistema Nacional de 
Seguridad Pública. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia de la 
República. 

FELIPE DE JESÚS CALDERÓN HINOJOSA, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, a sus 
habitantes sabed: 

Que el Honorable Congreso de la Unión, se ha servido dirigirme el siguiente 
DECRETO 

"EL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, D E C R E T A : 
SE EXPIDE LA LEY GENERAL PARA PREVENIR, SANCIONAR Y ERRADICAR LOS DELITOS EN MATERIA DE 

TRATA DE PERSONAS Y PARA LA PROTECCIÓN Y ASISTENCIA A LAS VÍCTIMAS DE ESTOS DELITOS; Y ABROGA 
LA LEY PARA PREVENIR Y SANCIONAR LA TRATA DE PERSONAS; Y REFORMA DIVERSAS DISPOSICIONES DE 
LA LEY FEDERAL CONTRA LA DELINCUENCIA ORGANIZADA; DEL CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS 
PENALES; DEL CÓDIGO PENAL FEDERAL; DE LA LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN; DE 
LA LEY DE LA POLICÍA FEDERAL Y DE LA LEY GENERAL DEL SISTEMA NACIONAL DE SEGURIDAD PÚBLICA. 

Artículo Primero.- Se expide la Ley General para Prevenir, Sancionar y Erradicar los Delitos en Materia 
de Trata de Personas y para la Protección y Asistencia a las Víctimas de estos Delitos. 
LEY GENERAL PARA PREVENIR, SANCIONAR Y ERRADICAR LOS DELITOS EN MATERIA DE TRATA 

DE PERSONAS Y PARA LA PROTECCIÓN Y ASISTENCIA A LAS VÍCTIMAS DE ESTOS DELITOS 
LIBRO PRIMERO 

DE LO SUSTANTIVO 
TÍTULO PRIMERO 

DISPOSICIONES GENERALES 
CAPÍTULO I 

Generalidades 
Artículo 1o. La presente Ley es reglamentaria del artículo 73, fracción XXI, párrafo primero, en materia de 

trata de personas, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y es de orden público e 
interés social. 

Artículo 2o. Esta Ley tiene por objeto: 
I. Establecer competencias y formas de coordinación para la prevención, investigación, persecución y 

sanción de los delitos en materia de trata de personas entre los Gobiernos Federal, Estatales, del 
Distrito Federal y Municipales; 

II. Establecer los tipos penales en materia de trata de personas y sus sanciones; 
III. Determinar los procedimientos penales aplicables a estos delitos; 
IV. La distribución de competencias y formas de coordinación en materia de protección y asistencia a las 

víctimas de los delitos objeto de esta Ley; 
V. Establecer mecanismos efectivos para tutelar la vida, la dignidad, la libertad, la integridad y la 

seguridad de las personas, así como el libre desarrollo de niñas, niños y adolescentes, cuando sean 
amenazados o lesionados por la comisión de los delitos objeto de esta Ley; y 

VI. Reparar el daño a las víctimas de trata de personas de manera integral, adecuada, eficaz y efectiva, 
proporcional a la gravedad del daño causado y a la afectación sufrida. 

Artículo 3o. La interpretación, aplicación y definición de las acciones para el cumplimiento de la presente 
Ley; el diseño e implementación de acciones de prevención, investigación, persecución y sanción de los 
delitos objeto del presente ordenamiento legal, así como para la protección y asistencia a las víctimas, 
ofendidos y testigos, se orientarán, además de lo previsto en el orden jurídico nacional, por los siguientes 
principios: 

I. Máxima protección: Obligación de cualquier autoridad, de velar por la aplicación más amplia de 
medidas de protección a la dignidad, libertad, seguridad y demás derechos humanos de las víctimas 
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y los ofendidos de los delitos previstos por esta ley. Las autoridades adoptarán, en todo momento, 
medidas para garantizar su seguridad, protección, bienestar físico y psicológico, su intimidad y el 
resguardo de su identidad y datos personales. 

II. Perspectiva de género: Entendida como una visión científica, analítica y política sobre las mujeres y 
los hombres y las relaciones entre ellos en la sociedad, que permite enfocar y comprender las 
desigualdades socialmente construidas a fin de establecer políticas y acciones de Estado 
transversales para disminuir hasta abatir las brechas de desigualdad entre los sexos y garantizar el 
acceso a la justicia y el ejercicio pleno de sus derechos. 

III. Prohibición de la esclavitud y de la discriminación, en los términos del artículo 1o. de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

IV. Interés superior de la infancia: Entendido como la obligación del Estado de proteger los derechos de 
la niñez y la adolescencia, y de velar por las víctimas, ofendidos y testigos menores de 18 años  de 
edad, atendiendo a su protección integral y su desarrollo armónico. 

 Los procedimientos señalados en esta Ley reconocerán sus necesidades como sujetos de derecho 
en desarrollo. 

 El ejercicio de los derechos de los adultos no podrá condicionar el ejercicio de los derechos de las 
niñas, niños y adolescentes. 

V. Debida diligencia: Obligación de los servidores públicos de dar respuesta inmediata, oportuna, 
eficiente, eficaz y responsable en la prevención, investigación, persecución y sanción, así como en la 
reparación del daño de los delitos previstos por esta Ley, incluyendo la protección y asistencia a las 
víctimas de estos delitos. 

VI. Prohibición de devolución o expulsión: Las víctimas de los delitos previstos en esta Ley no serán 
repatriadas a su país o enviadas a su lugar de origen en territorio nacional, cuando su vida, libertad, 
integridad, seguridad o las de sus familias, corra algún peligro. La autoridad deberá cerciorarse de 
esta condición. 

 En el caso de los refugiados, se les reconozca o no tal calidad, no se les podrá poner en fronteras o 
territorios donde el peligro se dé por causa de su raza, religión, nacionalidad, pertenencia a 
determinado grupo social, opiniones políticas o cualquier otra razón que permita creer que su 
seguridad e integridad estarían en riesgo, independientemente de cuál sea su estatus jurídico como 
extranjero en cuanto a duración y legalidad. 

 La repatriación de las víctimas extranjeras de los delitos previstos en esta Ley, será siempre 
voluntaria y conforme a los protocolos de repatriación vigentes, para garantizar un retorno digno  y 
seguro. 

VII. Derecho a la reparación del daño: Entendida como la obligación del Estado y los Servidores Públicos 
de tomar todas las medidas necesarias para garantizar a la víctima la restitución de sus derechos, 
indemnización y rehabilitación por los daños sufridos, así como de vigilar la garantía de no repetición, 
que entre otros incluye la garantía a la víctima y a la sociedad de que el crimen que se perpetró no 
volverá a ocurrir en el futuro, el derecho a la verdad que permita conocer lo que verdaderamente 
sucedió, la justicia que busca que los criminales paguen por lo que han hecho, y a la  reparación 
integral. 

VIII. Garantía de no revictimización: Obligación del Estado y los servidores públicos, en los ámbitos de 
sus competencias, de tomar todas las medidas necesarias para evitar que las víctimas sean 
revictimizadas en cualquier forma. 

IX. Laicidad y libertad de religión: Garantía de libertad de conciencia, asegurando a las víctimas la 
posibilidad de vivir y manifestar su fe y practicar su religión, sin ninguna imposición en los programas 
o acciones llevados a cabo por las instituciones gubernamentales o de la sociedad civil que otorgue 
protección y asistencia. 

X. Presunción de minoría de edad: En los casos que no pueda determinarse o exista duda sobre la 
minoría de edad o documentos de identificación y no se cuente con dictamen médico, se presumirá 
ésta. 

XI. Las medidas de atención, asistencia y protección, beneficiarán a todas las víctimas de los delitos 
previstos por esta Ley, con independencia de si el sujeto activo ha sido identificado, aprehendido, 
juzgado o sentenciado, así como de la relación familiar, de dependencia, laboral o económica que 
pudiera existir entre éste y la víctima. 

Artículo 4o. Para los efectos de la presente Ley se entenderá por: 
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I. La Constitución: La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

II. La Ley: La Ley General para Prevenir, Sancionar y Erradicar los Delitos en Materia de Trata de 
Personas y para la Protección y Asistencia a las Víctimas de estos Delitos. 

III. Código Penal: El Código Penal Federal. 

IV. Código Procesal: El Código Federal de Procedimientos Penales. 

V. Códigos Procesales Locales: Los Códigos de Procedimientos Penales de las entidades federativas. 

VI. La Secretaría: La Secretaría de Gobernación. 

VII. La Procuraduría: La Procuraduría General de la República. 

VIII. La Comisión: La Comisión Intersecretarial para Prevenir, Sancionar y Erradicar los Delitos en Materia 
de Trata de Personas y para la Protección y Asistencia a las Víctimas de estos Delitos. 

IX. Organismos Autónomos de Defensa de los Derechos Humanos: Los organismos oficiales autónomos 
dedicados a la defensa, protección y promoción de los derechos humanos. 

X. El Programa Nacional: el Programa Nacional para Prevenir, Sancionar y Erradicar los Delitos en 
Materia de Trata de Personas y para la Protección y Asistencia a las Víctimas de estos Delitos. 

XI. El Fondo: El Fondo de Protección y Asistencia a las Víctimas de los Delitos en Materia de Trata  de 
Personas. 

XII. Abuso de poder: Aprovechamiento que realiza el sujeto activo para la comisión del delito derivado de 
una relación o vínculo familiar, sentimental, de confianza, de custodia, laboral, formativo, educativo, 
de cuidado, religioso o de cualquier otro que implique dependencia o subordinación de la víctima 
respecto al victimario, incluyendo a quien tenga un cargo público o se ostente de él, o pertenecer a la 
delincuencia organizada. 

XIII. Daño grave o amenaza de daño grave: Cualquier daño físico, psicológico, financiero, sexual o a la 
reputación, o la sola amenaza para la víctima, capaz de hacerle creer que no tiene más opción que 
someterse o seguir sometida a la conducta de explotación, y que el sujeto activo, conociéndola, la 
utilice para obtener el sometimiento de la víctima. 

XIV. Asistencia y protección a las víctimas: Conjunto de medidas de apoyo y protección de carácter 
integral que se brindan a las víctimas desde el momento de su identificación o rescate y hasta su 
reincorporación plena a la sociedad, que cumplen la función de orientarlas legalmente, otorgar apoyo 
médico, psicológico, económico temporal, así como protección para ella y su familia. 

XV. Publicidad ilícita: Para los fines de esta Ley, se considerará ilícita la publicidad que, por cualquier 
medio, se utilice para propiciar de manera directa o indirecta la comisión de los delitos en materia de 
trata de personas que se prevén. 

XVI. Publicidad engañosa: Para los fines de esta Ley, se considerará engañosa la publicidad que por 
cualquier medio induzca al error como consecuencia de la presentación del mensaje publicitario, 
como consecuencia de la información que transmite o como consecuencia de omisión de información 
en el propio mensaje, con objeto de captar o reclutar personas con el fin de someterlas a cualquier 
tipo de explotación o de inducir la comisión de cualquier delito en materia de trata de personas. 

XVII. Situación de vulnerabilidad: Condición particular de la víctima derivada de uno o más de las 
siguientes circunstancias que puedan derivar en que el sujeto pasivo realice la actividad, servicio o 
labor que se le pida o exija por el sujeto activo del delito: 

a) Su origen, edad, sexo, condición socioeconómica precaria; 

b) Nivel educativo, falta de oportunidades, embarazo, violencia o discriminación sufridas previas a 
la trata y delitos relacionados; 

c) Situación migratoria, trastorno físico o mental o discapacidad; 

d) Pertenecer o ser originario de un pueblo o comunidad indígena; 

e) Ser una persona mayor de sesenta años; 

f) Cualquier tipo de adicción; 

g) Una capacidad reducida para forma juicios por ser una persona menor de edad, o 

h) Cualquier otra característica que sea aprovechada por el sujeto activo del delito. 

CAPÍTULO II 
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Competencias y facultades en la prevención, investigación, procesamiento, sanción y ejecución de 
penas de los delitos previstos en esta Ley 

Artículo 5o.- La Federación será competente para investigar, perseguir y sancionar los delitos 
establecidos en esta Ley cuando: 

I. Se apliquen las reglas de competencia previstas en la Ley Orgánica del Poder Judicial de  la 
Federación. 

II. El delito se inicie, prepare o cometa en el extranjero, siempre y cuando produzca o se pretenda que 
produzca efecto en el territorio nacional, o cuando se inicie, prepare o cometa en el territorio 
nacional, siempre y cuando produzca o se pretenda que tengan efectos en el extranjero, en términos 
de los artículos 2o, 3o, 4o, 5o y 6o del Código Penal Federal; 

III. Lo previsto en el artículo 10 del Código Federal de Procedimientos Penales; 
IV. El Ministerio Público de la Federación solicite a la autoridad competente de una entidad federativa la 

atracción del asunto, atendiendo a las características propias del hecho, así como las circunstancias 
de ejecución o a la relevancia social del mismo. 

V. Que sean cometidos por la delincuencia organizada, en los términos de la Ley Federal contra la 
Delincuencia Organizada. 

Para tal efecto la autoridad local deberá coadyuvar en todo momento con la autoridad federal en la 
integración de la investigación por delincuencia organizada. 

El Distrito Federal y los estados serán competentes para investigar, procesar y sancionar los delitos 
establecidos en esta ley cuando no se den los supuestos previstos anteriormente. 

La ejecución de las penas por los delitos previstos en esta Ley se regirán conforme a los ordenamientos 
aplicables en la Federación, el Distrito Federal y los Estados, en lo que no se oponga a la presente Ley. 

Artículo 6o. La Federación, los estados, los municipios y el Distrito Federal y sus demarcaciones 
territoriales, estarán obligados a coordinarse, en el ámbito de sus competencias, y en función de las 
facultades exclusivas y concurrentes previstas en esta Ley, con el objeto de generar prevención general, 
especial y social, en los términos y reglas establecidas en la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad 
Pública y la presente Ley. 

TÍTULO SEGUNDO 
DE LOS DELITOS EN MATERIA DE TRATA DE PERSONAS 

CAPÍTULO I 
De los principios para la investigación, procesamiento e imposición de las sanciones 

Artículo 7o. Para dar cumplimiento a esta Ley, en materia de investigación, procesamiento y sanción, se 
deberá observar y atender lo siguiente: 

I. El Ministerio Público y los Poderes Judiciales de la Federación, de los estados y del Distrito Federal, 
garantizarán en todo momento los derechos de las víctimas, con el fin de brindar asistencia, 
protección, seguridad y acceso a la justicia. 

II. Los imputados por la comisión de las conductas delictivas previstas en esta Ley estarán sujetos a 
prisión preventiva durante el proceso, excepto las previstas en los artículos 32, 33 y 34 de esta Ley. 

III. El Ministerio Público y los policías procederán de oficio con el inicio de la indagatoria por los delitos 
en materia de trata de personas. 

IV. En todos los casos, la sentencia condenatoria que se dicte por los delitos previstos en esta Ley, 
deberán contemplar la reparación del daño a las víctimas, cuyo monto fijará el Juez de la causa, con 
los elementos que el Ministerio Público o la víctima aporten, o aquellos que se consideren 
procedentes, en términos de Ley. 

V. Las policías, el Ministerio Público y las autoridades jurisdiccionales adoptarán medidas adecuadas 
para asegurar la eficacia de la investigación y el enjuiciamiento de los delitos previstos en esta Ley. A 
esos efectos, respetarán los intereses y las circunstancias personales de víctimas y testigos, entre 
otros la edad, el género y la salud, y tendrán en cuenta la naturaleza de los delitos, en particular los 
de violencia sexual, violencia por razones de género y violencia contra los niños, niñas  y 
adolescentes. 

Artículo 8o. Las policías, Ministerio Público y autoridades jurisdiccionales harán una consideración 
especial en el desarrollo de sus actividades, cuando la víctima se encuentre en una situación de vulnerabilidad 
por haber sufrido algún daño físico o emocional que requieran tomar medidas especiales. 

Artículo 9o. En todo lo no previsto en materia de investigación, procedimientos y sanciones de los delitos 
materia de esta Ley, las autoridades federales, estatales y del Distrito Federal, aplicarán supletoriamente las 
disposiciones del Código Penal Federal, del Código Federal de Procedimientos Penales, de la Ley Federal 
contra la Delincuencia Organizada, del Código Fiscal de la Federación, de la Ley Federal de Extinción de 
Dominio y de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública. 

CAPÍTULO II 
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DE LOS DELITOS EN MATERIA DE TRATA DE PERSONAS 
Artículo 10.- Toda acción u omisión dolosa de una o varias personas para captar, enganchar, transportar, 

transferir, retener, entregar, recibir o alojar a una o varias personas con fines de explotación se le impondrá de 
5 a 15 años de prisión y de un mil a veinte mil días multa, sin perjuicio de las sanciones que correspondan 
para cada uno de los delitos cometidos, previstos y sancionados en esta Ley y en los códigos penales 
correspondientes. 

Se entenderá por explotación de una persona a: 
I. La esclavitud, de conformidad con el artículo 11 de la presente Ley; 
II. La condición de siervo, de conformidad con el artículo 12 de la presente Ley; 
III. La prostitución ajena u otras formas de explotación sexual, en los términos de los artículos 13 a 20 

de la presente Ley; 
IV. La explotación laboral, en los términos del artículo 21 de la presente Ley; 
V. El trabajo o servicios forzados, en los términos del artículo 22 de la presente Ley; 
VI. La mendicidad forzosa, en los términos del artículo 24 de la presente Ley; 
VII. La utilización de personas menores de dieciocho años en actividades delictivas, en los términos del 

artículo 25 de la presente Ley; 
VIII. La adopción ilegal de persona menor de dieciocho años, en los términos de los artículos 26 y 27 de 

la presente Ley; 
IX. El matrimonio forzoso o servil, en los términos del artículo 28 de la presente Ley, así como la 

situación prevista en el artículo 29; 
X. Tráfico de órganos, tejidos y células de seres humanos vivos, en los términos del artículo 30 de la 

presente Ley; y 
XI. Experimentación biomédica ilícita en seres humanos, en los términos del artículo 31 de la presente 

Ley. 
Artículo 11. A quien tenga o mantenga a otra persona en una situación de esclavitud, será sancionado 

con pena de 15 a 30 años prisión y de un mil a 20 mil días multa. 
Se entiende por esclavitud el dominio de una persona sobre otra, dejándola sin capacidad de disponer 

libremente de su propia persona ni de sus bienes y se ejerciten sobre ella, de hecho, atributos del derecho  de 
propiedad. 

Artículo 12. A quien tenga o mantenga a una persona en condición de siervo será sancionado con pena 
de 5 a 10 años de prisión y de un mil a 20 mil días multa. 

Tiene condición de siervo: 
I. Por deudas: La condición que resulta para una persona del hecho de que un deudor se haya 

comprometido a prestar sus servicios personales, o los de alguien sobre quien ejerce autoridad, 
como garantía de una deuda, si los servicios prestados, equitativamente valorados, no se aplican al 
pago de la deuda, o si no se limita su duración ni se define la naturaleza de dichos servicios. 

II. Por gleba: Es siervo por gleba aquel que: 
a) Se le impide cambiar su condición a vivir o a trabajar sobre una tierra que pertenece a  otra 

persona; 
b) Se le obliga a prestar servicios, remunerados o no, sin que pueda abandonar la tierra que 

pertenece a otra persona; 
c) Ejerza derechos de propiedad de una tierra que implique también derechos sobre personas que 

no puedan abandonar dicho predio. 
Artículo 13. Será sancionado con pena de 15 a 30 años de prisión y de un mil a 30 mil días multa, al que 

se beneficie de la explotación de una o más personas a través de la prostitución, la pornografía, las 
exhibiciones públicas o privadas de orden sexual, el turismo sexual o cualquier otra actividad sexual 
remunerada mediante: 

I. El engaño; 
II. La violencia física o moral; 
III. El abuso de poder; 
IV. El aprovechamiento de una situación de vulnerabilidad; 
V. Daño grave o amenaza de daño grave; o 
VI. La amenaza de denunciarle ante autoridades respecto a su situación migratoria en el país o cualquier 

otro abuso de la utilización de la ley o procedimientos legales, que provoque que el sujeto pasivo se 
someta a las exigencias del activo. 
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Tratándose de personas menores de edad o personas que no tiene la capacidad de comprender el 
significado del hecho no se requerirá la comprobación de los medios a los que hace referencia el  presente 
artículo. 

Artículo 14. Será sancionado con pena de 10 a 15 años de prisión y de un mil a 30 mil días multa, al que 
someta a una persona o se beneficie de someter a una persona para que realice actos pornográficos, o 
produzca o se beneficie de la producción de material pornográfico, o engañe o participe en engañar a una 
persona para prestar servicios sexuales o realizar actos pornográficos. 

Artículo 15. Será sancionado con pena de 5 a 15 años de prisión y de un mil a 30 mil días multa, al que 
se beneficie económicamente de la explotación de una persona mediante el comercio, distribución, 
exposición, circulación u oferta de libros, revistas, escritos, grabaciones, filmes, fotografías, anuncios 
impresos, imágenes u objetos, de carácter lascivo o sexual, reales o simulados, sea de manera física, o a 
través de cualquier medio. 

No se sancionará a quien incurra en estas conductas con material que signifique o tenga como fin la 
divulgación científica, artística o técnica, o en su caso, la educación sexual o reproductiva. En caso de duda 
sobre la naturaleza de este material, el juez solicitará dictamen de peritos para evaluar la conducta en 
cuestión. 

Artículo 16. Se impondrá pena de 15 a 30 años de prisión y de 2 mil a 60 mil días multa, así como el 
decomiso de los objetos, instrumentos y productos del delito, incluyendo la destrucción de los materiales 
resultantes, al que procure, promueva, obligue, publicite, gestione, facilite o induzca, por cualquier medio, a 
una persona menor de dieciocho años de edad, o que no tenga la capacidad de comprender el significado del 
hecho, o no tenga capacidad de resistir la conducta, a realizar actos sexuales o de exhibicionismo corporal, 
con fines sexuales, reales o simulados, con el objeto de producir material a través de video grabarlas, audio 
grabarlas, fotografiarlas, filmarlos, exhibirlos o describirlos a través de anuncios impresos, sistemas de 
cómputo, electrónicos o sucedáneos, y se beneficie económicamente de la explotación de la persona. 

Si se hiciere uso de la fuerza, el engaño, la violencia física o psicológica, la coerción, el abuso de poder o 
de una situación de vulnerabilidad, las adicciones, una posición jerárquica o de confianza, o la concesión  o 
recepción de pagos o beneficios para obtener el consentimiento de una persona que tenga autoridad sobre 
otra o cualquier otra circunstancia que disminuya o elimine la voluntad de la víctima para resistirse, la pena 
prevista en el párrafo anterior se aumentará en una mitad. 

Se impondrán las mismas sanciones previstas en el primer párrafo del presente artículo, a quien financie, 
elabore, reproduzca, almacene, distribuya, comercialice, arriende, exponga, publicite, difunda, adquiera, 
intercambie o comparta, por cualquier medio, el material a que se refieren las conductas anteriores. 

Artículo 17. Se impondrá pena de 5 a 15 años de prisión y de un mil a 20 mil días multa al que almacene, 
adquiera o arriende para sí o para un tercero, el material a que se refiere el artículo anterior, sin fines de 
comercialización o distribución. 

Artículo 18. Se impondrá pena de 15 a 25 años de prisión y de un mil a 20 mil días multa, al que 
promueva, publicite, invite, facilite o gestione por cualquier medio a que una o más personas viajen al interior 
o exterior del territorio nacional con la finalidad de que realicen cualquier tipo de actos sexuales, reales o 
simulados, con una o varias personas menores de dieciocho años de edad, o con una o varias personas que 
no tienen capacidad para comprender el significado del hecho o con una o varias personas que no tienen 
capacidad para resistirlo, y se beneficie económicamente de ello. 

Artículo 19. Será sancionado con pena de 5 a 10 años de prisión y de 4 mil a 30 mil días multa, el que 
contrate a una persona u oferte un trabajo distinto a los servicios sexuales y la induzca a realizarlos, bajo 
engaño en cualquiera de las siguientes circunstancias: 

I. Que el acuerdo o contrato comprende la prestación de servicios sexuales; o 
II. La naturaleza, frecuencia y condiciones especificas; o 
III. La medida en que la persona tendrá libertad para abandonar el lugar o la zona a cambio de la 

realización de esas prácticas; o 
IV. La medida en que la persona tendrá libertad para dejar el trabajo a cambio de la realización de esas 

prácticas; o 
V. La medida en que la persona tendrá posibilidad de salir de su lugar de residencia a cambio de la 

realización de esas prácticas; o 
VI. Si se alega que la persona ha contraído o contraerá una deuda en relación con el acuerdo: el monto, 

o la existencia de la suma adeudada o supuestamente adeudada. 
Artículo 20. Será sancionado con pena de 5 a 10 años de prisión y de 4 mil a 30 mil días multa, el que, 

obteniendo beneficio económico para sí o para un tercero, contrate aun sea lícitamente, a otra para la 
prestación de servicios sexuales en las circunstancias de las fracciones II al VI del artículo anterior. 
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Artículo 21. Será sancionado con pena de 3 a 10 años de prisión, y de 5 mil a 50 mil días multa, quien 
explote laboralmente a una o más personas. 

Existe explotación laboral cuando una persona obtiene, directa o indirectamente, beneficio injustificable, 
económico o de otra índole, de manera ilícita, mediante el trabajo ajeno, sometiendo a la persona a prácticas 
que atenten contra su dignidad, tales como: 

I. Condiciones peligrosas o insalubres, sin las protecciones necesarias de acuerdo a la legislación 
laboral o las normas existentes para el desarrollo de una actividad o industria; 

II. Existencia de una manifiesta desproporción entre la cantidad de trabajo realizado y el pago efectuado 
por ello, o 

III. Salario por debajo de lo legalmente establecido. 
Artículo 22. Será sancionado con pena de 10 a 20 años de prisión, y de 5 mil a 50 mil días multa, quien 

tenga o mantenga a una persona en trabajos forzados. 
Hay trabajo forzado cuando el mismo se obtiene mediante: 
I. Uso de la fuerza, la amenaza de la fuerza, coerción física, o amenazas de coerción física a esa 

persona o a otra persona, o bien utilizando la fuerza o la amenaza de la fuerza de una organización 
criminal; 

II. Daño grave o amenaza de daño grave a esa persona que la ponga en condiciones de vulnerabilidad; 
III. El abuso o amenaza de la denuncia ante las autoridades de su situación migratoria irregular en el 

país o de cualquier otro abuso en la utilización de la ley o proceso legal, que provoca que el sujeto 
pasivo se someta a condiciones injustas o que atenten contra su dignidad. 

Artículo 23. No se considerará que hay trabajo o servicio forzado, ni explotación laboral, cuando: 
I. Se exija en virtud de las leyes sobre el servicio militar obligatorio; 
II. Forme parte de las obligaciones cívicas normales de los ciudadanos hacia la Federación, el Distrito 

Federal o sus demarcaciones territoriales, los estados o municipios; 
III. Se exija a una persona en virtud de una condena pronunciada por sentencia judicial, o en los 

términos del Artículo 21 Constitucional como trabajo a favor de la comunidad, a condición de que 
este trabajo o servicio se realice bajo la vigilancia y control de las autoridades públicas, y que dicha 
persona no sea cedida o puesta a disposición de particulares, compañías o personas jurídicas de 
carácter privado; 

IV. Los trabajos sean voluntarios y realizados por integrantes de una comunidad en beneficio directo de 
la misma y, por consiguiente pueden considerarse como obligaciones cívicas normales que 
incumben a los miembros de la comunidad local, nacional o a una organización internacional, a 
grupos o asociaciones de la sociedad civil e instituciones de beneficencia pública o privada. 

Artículo 24. Será sancionado con prisión de 4 a 9 años y de 500 a 20 mil días multa, a quien utilice a una 
persona para realizar actos de mendicidad. 

Se entiende por explotación de la mendicidad ajena, obtener un beneficio al obligar a una persona a pedir 
limosna o caridad contra su voluntad, recurriendo a la amenaza de daño grave, un daño grave o al uso de la 
fuerza u otras formas de coacción, o el engaño. 

Si se utiliza con los fines del párrafo primero de este artículo a personas menores de dieciocho años, 
mayores de setenta, mujeres embarazadas, personas con lesiones, enfermedades o discapacidad física o 
psicológica, se impondrá pena de 9 a 15 años de prisión y de un mil a 25 mil días multa. 

Artículo 25. Será sancionado con pena de 10 a 20 años de prisión y de un mil a 20 mil días multa, a quien 
utilice a personas menores de dieciocho años en cualquiera de las actividades delictivas señaladas en el 
artículo 2o de la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada. 

Artículo 26. Se impondrá pena de 20 a 40 años de prisión y de 2 mil a 20 mil días multa, al padre, madre, 
tutor o persona que tiene autoridad sobre quien se ejerce la conducta que entregue o reciba de forma ilegal, 
ilícita, irregular o incluso mediante adopción, a una persona menor de dieciocho años con el fin de abusar o 
explotar de ella sexualmente o cualquiera de las formas de explotación a que se refiere el artículo 10 de la 
presente Ley. 

En todos los casos en que se acredite esta conducta se declarará nula la adopción. 
Artículo 27. Se impondrá pena de 3 a 10 años de prisión y de 500 a 2 mil días multa, al que entregue en 

su carácter de padre o tutor o persona que tiene autoridad sobre quien se ejerce la conducta o reciba a título 
oneroso, en su carácter de adoptante de forma ilegal, ilícita o irregular, a una persona menor de  dieciocho 
años. 

En todos los casos en que se acredite esta conducta se declarará nula la adopción. 
No se procederá en contra de quien de buena fe haya recibido a una persona en condición irregular, con el 

fin de integrarla como parte de su núcleo familiar con todas sus consecuencias. 
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Artículo 28. Se impondrá pena de 4 a 10 años de prisión y de 200 a 2 mil días multa, además de la 
declaratoria de nulidad de matrimonio, al que: 

I. Obligue a contraer matrimonio a una persona, de manera gratuita o a cambio de pago en dinero o en 
especie entregada a sus padres, tutor, familia o a cualquier otra persona o grupo de personas que 
ejerza una autoridad sobre ella; 

II. Obligue a contraer matrimonio a una persona con el fin de prostituirla o someterla a esclavitud o 
prácticas similares; 

III. Ceda o trasmita a una persona a un tercero, a título oneroso, de manera gratuita o de otra manera. 
Artículo 29. Se impondrá pena de 20 a 40 años de prisión y de 2 mil a 30 mil días multa, al que realice 

explotación sexual aprovechándose de la relación matrimonial o concubinato. En todos los casos en que se 
acredite esta conducta se declarará nulo el matrimonio. 

Artículo 30. Se impondrá pena de 15 a 25 años de prisión, y de 2 mil a 30 mil días multa, a quien realice 
la extracción, remoción u obtención de un órgano, tejido o células de seres humanos vivos, a cambio de un 
beneficio o a través de una transacción comercial, sin incluir los procedimientos médicos lícitos para los 
cuales se ha obtenido el debido consentimiento, en los términos de lo establecido por la Ley General  de 
Salud. 

Artículo 31. Se impondrá pena de 3 a 5 años de prisión y de 2 mil a 30 mil días multa a quien aplique 
sobre una persona o un grupo de personas procedimientos, técnicas o medicamentos no aprobados 
legalmente y que contravengan las disposiciones legales en la materia. 

Artículo 32. Se impondrá pena de 2 a 7 años de prisión y de 500 a 2 mil días multa al que, en cualquier 
medio impreso, electrónico o cibernético contrate, de manera directa o indirecta, espacios para la publicación 
de anuncios que encuadren en los supuestos de publicidad ilícita o engañosa, con el fin de facilitar, promover 
o procurar que se lleve a cabo cualquiera de las conductas delictivas objeto de la presente Ley. 

Artículo 33. Se aplicará pena de 5 a 15 años de prisión y de un mil a 20 mil días multa a quien dirija, 
gestione o edite un medio impreso, electrónico o cibernético que, incumpliendo lo dispuesto con esta Ley 
publique contenidos a través de los cuales facilite, promueva o procure cualquiera de las conductas delictivas 
objeto de la misma. 

Artículo 34. Al que dé en comodato, en arrendamiento o alquile un bien inmueble, casa o habitación, con 
conocimiento de que será utilizado para la comisión de cualquiera de las conductas señaladas en el presente 
capítulo, será sancionado con pena de 2 a 7 años de prisión y de 10 mil a 20 mil días multa. 

Artículo 35. Se sancionará con pena de 2 a 40 años de prisión y de un mil a 25 mil días multa, además de 
las que resulten por la comisión de conductas previstas en otros ordenamientos legales aplicables, al que, a 
sabiendas de su situación de trata, adquiera, use, compre, solicite o alquile servicios de una persona para 
cualquiera de los fines previstos en los delitos materia de la presente Ley. 

Artículo 36. Además de lo que al respecto disponga el Código Penal Federal, se aplicará pena de 3 a 6 
años de prisión y de un mil a 10 mil días multa, al que divulgue, sin motivo fundado, información reservada o 
confidencial relacionada con los delitos, procesos y personas objeto de esta Ley o relacionada con el 
Programa de Protección de Víctimas, Ofendidos y Testigos. 

Si el sujeto es o hubiese sido integrante de una institución de seguridad pública, de procuración de justicia, 
de los centros de reclusión preventiva o penitenciaria, o del poder judicial la pena será de seis a doce años de 
prisión y de 2 mil a 15 mil días multa. 

Artículo 37. No se procederá en contra de la víctima de los delitos previstos en esta Ley por delitos que 
hubiesen cometido mientras estuvieran sujetas al control o amenaza de sus victimarios, cuando no les sea 
exigible otra conducta. 

Artículo 38. Las víctimas extranjeras de delitos en materia de trata de personas, no serán sujetas a las 
sanciones previstas en la Ley de Migración u otros ordenamientos legales, por su situación migratoria irregular 
o por la adquisición o posesión de documentos de identificación apócrifos. Tampoco serán mantenidas en 
centros de detención o prisión en ningún momento antes, durante o después de todos los procedimientos 
administrativos o judiciales que correspondan. 

CAPÍTULO II 
Reglas comunes para los delitos previstos en esta Ley 

Artículo 39. La tentativa para los delitos objeto de esta Ley tendrá el carácter de punible, y deberá 
sancionarse en los términos de los párrafos primero y segundo del artículo 12 del Código Penal, 
respectivamente. 

Artículo 40. El consentimiento otorgado por la víctima, cualquiera que sea su edad y en cualquier 
modalidad de los delitos previstos en esta Ley no constituirá causa excluyente de responsabilidad penal. 

Artículo 41. Las penas previstas en los delitos de este Título se aplicarán también a quien los prepare, 
promueva, incite, facilite o colabore. 
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Artículo 42. Las penas previstas en este Título se aumentarán hasta en una mitad cuando: 
I. Exista una relación familiar o tenga parentesco por consanguinidad o civil hasta el tercer grado o 

hasta el segundo grado por afinidad, o habite en el mismo domicilio, o tenga o haya tenido relación 
sentimental o de hecho con la víctima. En estos casos la sentencia impondrá la pérdida de los 
derechos que el sujeto activo tenga respecto de la víctima y sus bienes, incluidos los de carácter 
sucesorio, patria potestad, tutela, guarda y custodia; 

II. Se utilice violencia, intimidación, engaño, privación de libertad, fanatismo religioso o tratos crueles, 
inhumanos o degradantes, salvo en el caso del artículo 13; 

III. El delito sea cometido parcial o totalmente en dos o más países; 
IV. El delito ponga en peligro la vida de la víctima deliberadamente o debido a negligencia; 
V. El delito cause la muerte o el suicidio de la víctima; 
VI. El delito cause daño o lesiones corporales graves a la víctima y enfermedades psicológicas o físicas, 

incluido el VIH/SIDA; 
VII. El delito sea cometido contra una mujer embarazada, personas con discapacidad física o psicológica, 

menor de dieciocho años de edad o de la tercera edad que no tengan capacidad de valerse por  sí 
misma; 

VIII. Cuando la víctima pertenezca a un grupo indígena y en razón de ello sea objeto de alguna condición 
de desventaja o tenga una condición de vulnerabilidad; 

IX. El delito comprenda más de una víctima; 
X. Cuando el autor del delito: 

a) Sea miembro de la delincuencia organizada; 
b) Haya suministrado a la víctima substancias de las prohibidas por la Ley General de Salud; 
c) Tenga una posición de responsabilidad o confianza respecto de la víctima; 
d) Tenga posición de autoridad, control o dominio respecto de la víctima menor de 18 años  de 

edad; 
e) Sea funcionario público, o 
f) Haya sido condenado con anterioridad por el mismo delito, o cualquier otro delito en materia de 

trata de personas. 
Artículo 43. La pena se incrementará hasta en dos terceras partes, cuando el responsable del delito 

realice, además, acciones de dirección o financiamiento a otras personas para que cometan cualquiera de los 
delitos objeto de esta Ley. 

Artículo 44. Los bienes que sean instrumento, objeto o producto de los delitos previstos en esta Ley, y 
que sean decomisados como resultado del ejercicio de la extinción de dominio, formarán parte del patrimonio 
del Fondo, así como de aquellos Fondos de Protección y Asistencia a las Víctimas de los estados y el Distrito 
Federal. 

Al imponer las consecuencias jurídicas accesorias previstas en este artículo, el Juez, oficiosamente, 
tomará las medidas pertinentes para dejar a salvo los derechos de los trabajadores y terceros, así como 
aquellos otros derechos que sean exigibles frente a otras personas, derivados de actos celebrados con la 
persona sancionada. Toda omisión de la autoridad judicial será sancionada en los términos de las  leyes 
aplicables. 

Artículo 45. Cuando un miembro o representante de una persona moral cometa algún delito de los 
previstos en esta Ley, con los medios que para tal objeto la misma persona moral le proporcione, de modo 
que el delito resulte cometido en su nombre, bajo el amparo o en beneficio de aquélla, el Juzgador impondrá 
en la sentencia, previo el procedimiento correspondiente y con intervención del representante legal, las 
consecuencias jurídicas accesorias correspondientes, con base a la Ley de Extinción de Dominio aplicable, 
además del decomiso de los fondos y bienes ilícitos producidos por los delitos previstos en esta Ley, sin 
excepción alguna. 

El Ministerio Público Federal o de los estados y el Distrito Federal podrá tomar medidas para embargar de 
manera precautoria los productos y bienes del delito. 

Artículo 46. La responsabilidad de las personas jurídicas será determinada conforme a lo señalado en el 
Código Penal Federal y Código Federal de Procedimientos Penales. 

Artículo 47. Los sentenciados por los delitos a que se refiere la presente Ley no tendrán derecho a los 
beneficios de la libertad preparatoria, sustitución, conmutación de la pena o cualquier otro que implique 
reducción de la condena. 
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Quienes colaboren proporcionando datos fehacientes o suficientes elementos de convicción a la autoridad 
en la investigación y persecución de otros miembros de la delincuencia organizada o de bandas de personas 
dedicadas a la comisión de delitos en materia de trata de personas y para la localización y liberación de las 
víctimas conforme al Código Penal Federal y la Ley que Establece las Normas Mínimas sobre Readaptación 
Social de Sentenciados, tendrán derecho a los beneficios citados en el primer párrafo del presente artículo, 
siempre que concurran todas las condiciones que a continuación se enuncian: 

I. El sentenciado haya cometido uno de los delitos sancionados con una pena que no exceda de cuatro 
años de prisión; 

II. El sentenciado acepte voluntariamente la colocación de un dispositivo de localización por el tiempo 
que falte cumplir la pena de prisión y pague el costo de su operación y mantenimiento; 

III. El sentenciado sea primodelincuente; 
IV. En su caso, cubra la totalidad de la reparación del daño o de manera proporcional, cuando haya sido 

condenado en forma solidaria y mancomunada y sea determinada dicha reparación; 
V. Cuente con una persona conocida que se comprometa y garantice a la autoridad penitenciaria el 

cumplimiento de las obligaciones contraídas por el sentenciado; 
VI. Compruebe fehacientemente contar con un oficio, arte o profesión o exhiba las constancias 

adecuadas que acrediten que continuará estudiando; 
VII. Cuente con fiador, y 
VIII. Se obligue a no molestar a la víctima y a los testigos que depusieron en su contra, así como a sus 

parientes o personas vinculadas a éstos. 
CAPÍTULO III 

Del Resarcimiento y Reparación del Daño 
Artículo 48. Cuando una persona sea declarada penalmente responsable de la comisión de los delitos 

previstos en esta Ley, el Juez deberá condenarla al pago de la reparación del daño a favor de la víctima u 
ofendidos, en todos los casos. 

La reparación del daño, deberá ser plena y efectiva, proporcional a la gravedad del daño causado y a la 
afectación del proyecto de vida, y comprenderá por lo menos: 

I. La restitución de los bienes o la cosa obtenida por el delito con sus frutos y accesorios, y el pago, en 
su caso, de los deterioros que hubiere sufrido, y si no fuese posible la restitución el pago de su valor 
actualizado; 

II. El pago de los daños físicos, materiales, psicológicos, así como la reparación al daño moral. 
 Incluirá, por lo menos, los costos de tratamiento médico, medicina, exámenes clínicos e 

intervenciones necesarias, rehabilitación física, prótesis o aparatos ortopédicos, así también la 
terapia o tratamiento psiquiátrico, psicológico y rehabilitación social y ocupacional hasta la 
rehabilitación total de la víctima. 

III. La pérdida de oportunidades, del empleo, educación y prestaciones sociales que de no haberse 
cometido el delito se tendrían; por tanto deberá repararse el daño para que la víctima u ofendido 
puedan acceder a nuevos sistemas de educación, laborales y sociales acorde a sus circunstancias; 

IV. El pago de los ingresos económicos que se hubieren perdido, así como y el lucro cesante 
ocasionado por la comisión del delito, para ello se tomará como base el salario que en el momento 
de sufrir el delito tenía la víctima, en caso de no contar con esa información, será conforme al salario 
mínimo general vigente para el Distrito Federal, al tiempo del dictado de la sentencia; 

V. Los gastos de asistencia y representación jurídica o de peritos, hasta la total conclusión de los 
procedimientos legales; 

VI. Los costos del transporte de retorno a su lugar de origen, si así lo decide la víctima, gastos de 
alimentación, vivienda provisional, vestido y los que sean necesarios durante la investigación, el 
proceso y la rehabilitación física y psíquica total de la víctima; 

VII. La declaración que restablezca la dignidad y la reputación de la víctima u ofendido y de las personas 
vinculadas a ella, a través de los medios que solicite; 

VIII. La disculpa pública de reconocimiento de hechos y aceptación de responsabilidad, cuando en el 
delito participe servidor público o agente de autoridad. 

Artículo 49. La reparación del daño será fijada por los jueces, según el daño o perjuicios que sean 
precisos reparar, de acuerdo con las pruebas obtenidas. 

La reparación del daño se cubrirá con los bienes del responsable y subsidiariamente con el importe de la 
caución que otorgue para obtener su libertad provisional o sanción pecuniaria. 

Tiene el carácter de pena pública, será exigida de oficio por el Ministerio Público, sin que medie formalidad 
alguna y fijada por el juzgador habiéndose demostrado la existencia del hecho y la responsabilidad  del 
inculpado. 
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La obligación de pagar la reparación del daño es preferente al pago de cualquier otra sanción pecuniaria u 
obligación contraída con posterioridad a la comisión del delito, salvo las referentes a alimentos y relaciones 
laborales. 

Tienen derecho a la reparación del daño: 
I. La víctima y la o las personas ofendidas; 
II. A falta de la víctima o de la o las personas ofendidas, sus dependientes económicos, herederos o 

derechohabientes, en la proporción que señale el derecho sucesorio. 
Artículo 50. La reparación del daño se podrá reclamar en forma conexa a la responsabilidad penal, por la 

vía civil; y cuando sea exigible a terceros, tendrá el carácter de responsabilidad civil. 
Lo anterior de conformidad a lo establecido en los códigos Civil y de Procedimientos Civiles  que 

corresponda. 
Artículo 51. Son obligaciones de las autoridades para garantizar la reparación del daño: 
I. Realizar todas las acciones y diligencias necesarias para que la víctima sea restituida en el goce y 

ejercicio de sus derechos; 
II. Proporcionar los tratamientos médicos y psicológicos para la recuperación de la víctima, en los 

términos de la Constitución. 
Artículo 52. Cuando la reparación del daño no sea cubierta total o parcialmente por el sentenciado, la 

Federación, el Distrito Federal y los Estados, según corresponda, cubrirán dicha reparación con los recursos 
de sus respectivos fondos, en los términos establecidos por el artículo 81 de esta Ley. 

Los derechos de la autoridad para exigir al sentenciado la reparación del daño, quedarán a salvo para 
hacerlos efectivos. 

CAPÍTULO IV 
De las Técnicas de Investigación 

Artículo 53. Cuando el Ministerio Público tenga conocimiento por cualquier medio de la comisión de 
alguno de los delitos en materia de trata de personas asumirá la función de la dirección de investigación a que 
se refiere el artículo 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Artículo 54. El Ministerio Público convocará a una reunión de planeación de la investigación a la que 
asistirán todas las áreas requeridas, en la que se deberá fijar por lo menos: 

I. El Ministerio Público responsable del caso; 
II. Los policías de investigación asignados; 
III. Integrar a funcionarios encargados de las investigaciones patrimoniales y financieras; 
IV. El mando policial responsable; 
V. El análisis y estrategia básica de la investigación; 
VI. El control de riesgo y manejo de crisis; 
VII. El control de manejo de información; 
VIII. Lugar en el que deberá ser alojada la víctima, en caso de ser necesario; 
IX. La relación con el personal encargado de la atención y apoyo a la víctima u ofendidos, y 
X. Periodicidad de las reuniones del grupo en las fases críticas y en la continuación de la investigación. 
Artículo 55. Las policías y el Ministerio Público en el respectivo ámbito de sus competencias deberán 

tener como metas de la investigación, por lo menos las siguientes: 
I. Extracción segura de la víctima del lugar de los hechos o de donde se encuentra; 
II. Identificación del modus operandi de los involucrados; 
III. Obtención de elementos probatorios antes, durante y posterior a la extracción segura de la víctima; 
IV. Aseguramiento de elementos probatorios conforme a los lineamientos de cadena de custodia; 
V. Detención de las personas que cometieron o participaron en la comisión; 
VI. Identificación y aseguramiento de los recursos económicos obtenidos por el responsable del delito; 
VII. Identificación de bienes relacionados con los hechos o propiedad de los responsables del delito que 

pueda ser objeto de extinción de dominio; 
VIII. En caso de que el delito sea cometido por más de dos personas, identificar, determinar las 

actividades que realiza y detener a cada integrante del grupo criminal, y 
IX. Obtener sentencias definitivas contra los responsables del delito. 
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Artículo 56. Las policías que actuarán bajo la dirección y conducción del Ministerio Público, además de 
las facultades que les confieren otros ordenamientos, durante la fase de investigación podrán: 

I. Recabar información en lugares públicos, mediante la utilización de medios e instrumentos y 
cualquier herramienta que resulten necesarias para la generación de inteligencia. En el ejercicio de 
esta atribución se deberá respetar los derechos particulares de los ciudadanos; 

II. Recabar información de bases de datos públicos, con el objeto de identificar a las víctimas, testigos, 
lugares de los hechos, forma de operar, sujetos involucrados o bienes de estos; 

III. Realizar análisis técnico táctico o estratégico de la información obtenida para la generación de 
inteligencia; 

IV. Verificar la información que reciba sobre hechos que puedan ser constitutivos de delito o delitos para, 
en su caso, informarlo al Ministerio Público; 

V. Efectuar el procesamiento del lugar de los hechos, para lo cual deberán fijar, señalar, levantar, 
embalar y entregar la evidencia física al Ministerio Público, conforme al procedimiento previamente 
establecido por éste y en términos de las disposiciones aplicables, en caso de contar con personal 
calificado para tal fin. 

Artículo 57. El Ministerio Público, además de las facultades que les confieren otros ordenamientos, 
durante la fase de investigación podrá: 

I. Solicitar la intervención de comunicaciones, en términos de la legislación federal o local aplicable; 
II. Solicitar información a las empresas telefónicas y de comunicación, en términos de la legislación 

federal o local aplicable; 
III. Autorizar el seguimiento de personas hasta por un período de un mes, el cual podrá ser prorrogado 

siempre que existan motivos suficientes, sin que la misma tenga una duración mayor a seis meses, 
en términos de la normatividad aplicable; 

IV. Solicitar información a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores sobre la actividad financiera de 
las personas sujetas a investigación, en términos de la legislación federal o local aplicable; 

V. Autorizar la colaboración de informantes, en los términos de los lineamientos mínimos que emita el 
Sistema Nacional de Seguridad Pública, así como demás disposiciones; 

VI. Autorizar la utilización de cualquier medio, instrumentos o herramienta para la obtención de pruebas, 
siempre que ésta no contravenga los derechos humanos no violente el orden jurídico, y 

VII. Toda aquella que determinen las leyes aplicables. 
En los casos en que las autoridades locales carezcan de normatividad para el ejercicio de cualquiera de 

las atribuciones anteriores, la Procuraduría coadyuvará en la investigación. 
Artículo 58. Por informante se entenderá toda persona que de forma directa o indirecta tiene conocimiento 

de la comisión de delitos, y por su situación o actividad que realiza, provee dicha información a las instancias 
de gobierno para la investigación. 

TÍTULO TERCERO 
De la Protección y Asistencia a las Víctimas, Ofendidos y Testigos de los Delitos en Materia de Trata 

de Personas 
CAPÍTULO I 

Derechos de las Víctimas y Testigos Durante el Procedimiento Penal y Medidas de Protección a su 
Favor 

Artículo 59. Para los efectos de esta ley, se considera víctima al titular del bien jurídico lesionado o puesto 
en peligro por la acción u omisión por los delitos previstos en esta Ley. 

Lo anterior con independencia de que se identifique, aprehenda, sujete a procesos o condene al autor, 
coautor o partícipe del delito y con independencia de la relación familiar entre éste y la víctima u ofendido. 

Los ofendidos gozarán de los mismos derechos reconocidos a la víctima. 
Artículo 60. Tendrán la calidad de ofendido, los familiares de la víctima hasta en cuarto grado, 

dependientes económicos, así como a cualquier otra persona que tenga una relación de hecho o convivencia 
afectiva con la víctima y que sufran, hayan sufrido o se encuentren en situación de riesgo de sufrir algún daño 
o perjuicio por motivos o a consecuencia de la comisión del delito. Entre los que se encuentran: 

I. Hijos o hijas de la víctima; 
II. El cónyuge, concubina o concubinario; 
III. El heredero declarado judicialmente en los delitos cuyo resultado sea la muerte de la víctima  u 

ofendido; 
IV. La persona que hubiere vivido de forma permanente con la víctima durante por lo menos dos años 

anteriores al hecho, y 
V. La persona que haya sufrido daños al intervenir para asistir a la víctima en peligro o para prevenir  la 

victimización. 



     (Primera Sección) DIARIO OFICIAL Jueves 14 de junio de 2012 

Artículo 61. Tendrá la calidad de testigo toda persona que de forma directa o indirecta, a través de sus 
sentidos tiene conocimiento de los hechos que se investigan, por lo que puede aportar información para su 
esclarecimiento, independientemente de su situación legal. 

Artículo 62. Las autoridades responsables de atender a las víctimas del delito en los ámbitos federal, de 
los estados, municipales, del Distrito Federal y de sus Demarcaciones Territoriales, en sus respectivos 
ámbitos de competencia, adoptarán medidas tendientes a proteger y asistir debidamente a víctimas, ofendidos 
y testigos, para lo cual deberán: 

I. Establecer mecanismos adecuados para identificar a las víctimas y posibles víctimas; 
II. Crear programas de protección y asistencia previos, durante y posteriores al proceso judicial, así 

como de asistencia jurídica durante todas las etapas del procedimiento penal, civil y administrativo; 
III. Diseñar y poner en marcha modelos de protección y asistencia inmediatas a víctimas o posibles 

víctimas ante la comisión o posible comisión de los delitos previstos en esta Ley; 
IV. Generar modelos y Protocolos de Asistencia y Protección, según sus necesidades; 
V. Proveer la debida protección y asistencia en albergues durante su recuperación, rehabilitación y 

resocialización, así como en los lugares adecuados para garantizar su seguridad. 
 Estos programas dependerán de las instancias competentes para prestar atención a las víctimas, ya 

sean federal o de las entidades federativas, por sí mismas o en coordinación con instituciones 
especializadas públicas o privadas, en términos de la normativa aplicable, en los que podrán 
participar la sociedad civil coordinadamente con las áreas responsables. 

VI. Diseñar y aplicar modelos que ofrezcan alternativas dignas y apropiadas para las víctimas, con el 
propósito de restituirles sus derechos humanos, especialmente mujeres, niñas, niños y adolescentes; 

VII. Generar y aplicar programas de protección y asistencia a las víctimas, ofendidos y testigos de delitos 
en que se encuentre involucrado el crimen organizado, que incluirán cambio de identidad y 
reubicación nacional o internacional. 

Artículo 63. En los casos en que se acredite que el sujeto o sujetos activos del delito son miembros de la 
delincuencia organizada nacional o trasnacional, la víctima, ofendidos y testigos tendrán derecho a cambio de 
identidad y de residencia como parte de la obligación del Estado. 

Artículo 64. Las representaciones diplomáticas de México en el extranjero deberán ofrecer, sin excepción 
alguna, información, orientación, protección y asistencia a las víctimas, ofendidos y testigos de los delitos 
previstos en esta Ley, de nacionalidad mexicana en el extranjero, con la finalidad de salvaguardar su dignidad 
e integridad física y psicológica, así como para apoyarlas en las gestiones necesarias ante las autoridades del 
país en el que se encuentren, antes, durante y después del proceso judicial, en los términos del párrafo 
segundo de la fracción V del artículo 62 de la presente Ley. 

Artículo 65. La protección de las víctimas, ofendidos y testigos de los delitos contenidos en la presente 
Ley comprenderá, además de lo previsto en el artículo 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos y de los demás contemplado en esta Ley, los siguientes rubros: 

I. Se garantizará a las víctimas de los delitos previstos en la presente Ley, cuando sea necesario, 
alojamiento adecuado, atención médica de calidad, acceso a la educación, capacitación y 
oportunidades de empleo, hasta su total recuperación y resocialización. 

 Asimismo, se les ofrecerán modelos de medio camino y opciones dignas y viables para su 
reincorporación a la sociedad, encaminada a la construcción de autonomía, en los términos del 
párrafo segundo de la fracción V del artículo 62 de la presente Ley. 

II. Se garantizará a las víctimas de los delitos previstos en esta Ley, atención física, psicológica y social 
hasta su total recuperación y rehabilitación. 

 Esta atención deberá ser proporcionada por autoridades competentes en coordinación con 
organizaciones no gubernamentales y otros sectores de la sociedad civil, en los términos del párrafo 
segundo de la fracción V del artículo 62 de la presente Ley. 

III. Las demás que resulten pertinentes para salvaguardar su seguridad física, su libertad, dignidad, 
integridad física y mental, sus derechos humanos y la reparación del daño, así como el normal 
desarrollo de su personalidad en el caso de niñas, niños y adolescentes. 

Artículo 66. Las víctimas y ofendidos de los delitos previstos en la presente Ley y los testigos de cargo, 
además de los derechos establecidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en el 
Código Federal de Procedimientos Penales y demás leyes secundarias, tendrán los siguientes: 

I. En todo momento serán tratadas con humanidad, respeto por su dignidad, y, con estricto apego a 
derecho, acceso inmediato a la justicia, la restitución de sus derechos y reparación del daño sufrido; 

II. Estar presentes en el proceso, en sala distinta a la que se encuentre el inculpado; 
III. Obtener la información que se requiera de las autoridades competentes; 
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IV. Solicitar y recibir asesoría por parte de autoridades competentes, en los términos del párrafo 
segundo de la fracción V del artículo 62 de la presente Ley, proporcionada por experto en la materia, 
quien deberá mantenerlas informadas sobre la situación del proceso y procedimientos, así como de 
los beneficios o apoyos a que tienen derecho; 

V. Solicitar medidas precautorias o cautelares para la seguridad y protección de las víctimas, ofendidos 
y testigos, en los términos del párrafo segundo de la fracción V del artículo 62 de la presente Ley, 
para la investigación y persecución de los probables responsables del delito y para el aseguramiento 
de bienes para la reparación del daño; 

VI. Requerir al juez que al emitir una sentencia condenatoria, en la misma se sentencie a la reparación 
del daño a favor de la víctima; 

VII. Contar, con cargo a las autoridades competentes, con apoyo permanente de un grupo 
interdisciplinario de especialistas que las asesore y apoye en sus necesidades durante las 
diligencias, en los términos del párrafo segundo de la fracción V del artículo 62 de la presente Ley; 

VIII. Rendir o ampliar sus declaraciones sin ser identificados dentro de la audiencia, teniendo la obligación 
el juez de resguardar sus datos personales y, si lo solicitan, hacerlo por medios electrónicos; 

IX. Participar en careos a través de medios remotos; 
X. Obtener copia simple gratuita y de inmediato, de las diligencias en la que intervengan; 
XI. Coadyuvar con el Ministerio Público y aportar pruebas durante el proceso; 
XII. Conocer en todo momento el paradero del autor o partícipes del delito del que fue víctima, ofendido  

o testigo; 
XIII. Ser notificado previamente de la libertad del autor o autores del delito del que fue víctima, ofendido o 

testigo, y ser proveído de la protección correspondiente de proceder la misma; 
XIV. Ser inmediatamente notificado y proveído de la protección correspondiente, en caso de fuga del autor 

o autores del delito del que fue víctima, ofendido o testigo, y 
XV. Tener el beneficio de la prueba anticipada, que podrá hacer valer el Ministerio Público de oficio o el 

representante de las víctimas y ofendidos por delitos que sean menores de edad, cuando con la 
ayuda de un especialista se pueda determinar la necesidad de obtener su declaración de manera 
anticipada, cuando por el transcurso del tiempo hasta que se llegase a la audiencia oral la persona 
menor de edad no pudiere rendir su testimonio o cuando la reiteración en su atesto sea altamente 
perjudicial en su desarrollo psicológico. 

Artículo 67. Durante todas las etapas del proceso penal, especialmente cuando se presuma que el o los 
sujetos activos del delito sean integrantes de la delincuencia organizada, o haya algún nivel de 
involucramiento de ésta, las autoridades ministeriales y judiciales deberán aplicar, en los términos del párrafo 
segundo de la fracción V del artículo 62 de la presente Ley, medidas para asegurar que la víctima, ofendido o 
testigo pueda declarar y rendir sus testimonios libre de intimidación o temor por su seguridad y sus vidas o las 
de sus familiares. 

Asimismo, se tomarán medidas para prevenir cualquier riesgo de revictimización durante las diligencias, 
limitando la exposición pública de las víctimas. 

Entre éstas medidas se incluirán, de manera enunciativa pero no limitativa y de manera única o 
combinada, de acuerdo a las necesidades de las víctimas y de las características y el entorno del delito 
cometido, las siguientes: 

I. Mecanismos judiciales y administrativos que les permitan obtener reparación mediante 
procedimientos expeditos, justos, poco costosos y accesibles, e informarles de sus derechos para 
obtener reparación mediante estos mecanismos; 

II. Mantenerlas informadas en su idioma de su papel en cada momento del proceso, así como del 
alcance, el desarrollo cronológico y la marcha de las actuaciones y de la decisión de sus causas; 

III. Permitir que sus opiniones y preocupaciones sean presentadas y examinadas en las etapas 
apropiadas de las actuaciones cuando estén en juego sus intereses, sin perjuicio del derecho al 
debido proceso del acusado, y 

IV. Evitar demoras innecesarias en la resolución de las causas y en la ejecución de los mandamientos o 
decretos que concedan reparación del daño. 

CAPÍTULO II 
Protección y Asistencia a las Víctimas 

Artículo 68. La protección de las víctimas, ofendidos y testigos de los delitos contenidos en la presente 
Ley comprenderá, además de lo previsto en el artículo 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos y de los demás contemplados en esta Ley, los siguientes rubros: 
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I. Se garantizará a las víctimas de los delitos previstos en la presente Ley, cuando sea necesario, 
alojamiento adecuado, atención médica de calidad, acceso a la educación, capacitación y 
oportunidades de empleo, hasta su total recuperación y resocialización. 

 Asimismo, se les ofrecerán modelos de medio camino y opciones dignas y viables para su 
reinserción social encaminada a la construcción de autonomía. 

II. Se garantizará a las víctimas de los delitos previstos en esta Ley, atención física, psicológica y social 
hasta su total recuperación y rehabilitación. 

 Esta atención deberá ser proporcionada por autoridades competentes en coordinación con 
organizaciones no gubernamentales y otros sectores de la sociedad civil, en los términos del párrafo 
segundo de la fracción V del artículo 62 de la presente Ley. 

III. Las demás que resulten pertinentes para salvaguardar su seguridad física, su libertad, dignidad, 
integridad física y mental, sus derechos humanos y la reparación del daño, así como el libre 
desarrollo de su personalidad en el caso de niñas, niños y adolescentes. 

Artículo 69. Las víctimas, ofendidos y testigos recibirán la asistencia material, jurídica, médica y 
psicológica que sea necesaria, por conducto de las autoridades federales y estatales encargadas en la 
materia, las que se podrán auxiliar de organizaciones privadas, comunitarios y de la Sociedad Civil, en los 
términos del párrafo segundo de la fracción V del artículo 62 de la presente Ley. 

En todo momento la autoridad que corresponda les informarán y gestionarán los servicios de salud y 
sociales y demás asistencia pertinente. 

Artículo 70. Para mejor atender las necesidades de las víctimas de los delitos objeto de esta Ley, se 
proporcionará al personal de policía, justicia, salud, servicios sociales, capacitación que los sensibilice sobre 
dichas necesidades, así como directrices que garanticen que esta ayuda sea siempre especializada  y 
oportuna. 

Artículo 71. Al proporcionar servicios y asistencia a las víctimas, se prestará atención a las necesidades 
especiales que resulten por la índole de los daños sufridos o debido a cualquier situación de vulnerabilidad. 

Artículo 72. Al aplicar las disposiciones de esta Ley, las autoridades darán la debida consideración a 
factores humanitarios y personales, especialmente para la reunificación familiar en un entorno seguro. 

El Fondo contará con recursos específicos para estos fines. 
Artículo 73. Las víctimas, ofendidos y testigos tendrán derecho a que se les dicten cualquier tipo de 

medidas cautelares, providencias precautorias y protección personal, que garanticen la vigencia y salvaguarda 
de sus derechos, las cuales tendrá vigencia durante la investigación, proceso, sentencia y ejecución de penas, 
y deberán ser adoptadas por el Ministerio Público y el Poder Judicial, en los términos del párrafo segundo de 
la fracción V del artículo 62 de la presente Ley. 

Artículo 74. Además de garantizar las medidas previstas en el artículo 141 Bis del Código Federal de 
Procedimientos Penales a las víctimas, ofendidos y testigos, el Ministerio Público y el Poder Judicial deberán 
asegurar, en los términos del párrafo segundo de la fracción V del artículo 62 de la presente Ley, que durante 
las comparecencias y actuaciones de éstos sus declaraciones se desarrollen libres de intimidación o temor 
por su seguridad o la de sus familiares y personas cercanas, por lo que al menos garantizará: 

I. Medios remotos de distorsión de voz y rasgos; 
II. Comparecencia a través de Cámara de Gesell, y 
III. Resguardo de la identidad y otros datos personales. 
En los casos en que la víctima, ofendido o testigo declare en contra de grupos de la delincuencia 

organizada, el Ministerio Público y el Poder Judicial adoptarán un conjunto de medidas de carácter 
excepcional para resguardar su vida, libertad, integridad, seguridad e identidad. 

CAPÍTULO III 
De los Derechos de las Víctimas Extranjeras en México y de las Víctimas Mexicanas en el Extranjero 

Artículo 75. Las autoridades responsables deberán asistir a la víctima y proporcionarle asistencia 
migratoria, independientemente de su situación migratoria. 

Además de adoptar las medidas previstas en el presente Título, las autoridades adoptarán, en los términos 
del párrafo segundo de la fracción V del artículo 62 de la presente Ley, medidas que permitan a las víctimas 
extranjeras de los delitos objeto de esta Ley, permanecer en territorio nacional hasta su total recuperación u 
obtener residencia permanente. Estas medidas incluirán el derecho al retorno voluntario asistido, la 
regularización en territorio nacional y, cuando existan necesidades de protección internacional, el derecho a 
acceder al procedimiento de reconocimiento de la condición de refugiado, previsto en la Ley sobre Refugiados 
y Protección Complementaria. 

Bajo ninguna circunstancia se alojará a víctimas, nacionales o extranjeras, en centros preventivos, 
penitenciarios o estaciones migratorias o cualquier otro sitio de detención de personas. 
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Artículo 76. La repatriación de las víctimas de los delitos objeto de esta Ley será siempre voluntaria, y se 
realizará en los términos de lo previsto en la Ley de Migración, su Reglamento y los protocolos de repatriación 
de víctimas vigentes. 

Cuando la Secretaria reciba solicitud de repatriación de una víctima de los delitos previstos en esta Ley, a 
un país del que esa persona sea nacional o en el que tuviese derecho de residencia permanente, velará por 
que se realice garantizando su seguridad y la observancia plena de su derecho de acceso a la justicia, 
pudiendo permanecer en el territorio nacional hasta agotar el procedimiento penal correspondiente, si así 
fuere su deseo. 

Artículo 77. La Secretaría facilitará y aceptará sin demora indebida o injustificada, la repatriación de las 
víctimas nacionales, garantizando en todo momento su seguridad. 

Cuando lo solicite un país de destino, la Secretaría, verificará, sin demora indebida o injustificada, si la 
víctima es su connacional o tenía derecho de residencia permanente en el territorio nacional en el momento 
de su entrada en el territorio del país de destino. 

Artículo 78. La Secretaría otorgará visas por razones humanitarias a las víctimas extranjeras de los delitos 
previstos en esta Ley, así como a sus ascendientes y descendientes en primer grado durante el período de 
espera y durante el procedimiento penal. 

En los casos que así lo ameriten, en los términos previstos en la Ley de Migración, estas visas contarán 
con permisos para laborar y podrán convertirse en permisos de residencia permanente a solicitud de  la 
víctima. 

Artículo 79. A fin de facilitar la repatriación de las víctimas mexicanas en el exterior o con derecho de 
residencia en México, que carezcan de documentación migratoria o de identidad, la Secretaría expedirá, 
previa solicitud del país de destino, los documentos que sean necesarios para que puedan viajar y reingresar 
a territorio nacional. 

Las autoridades responsables deberán coordinarse con las autoridades del país de origen o de residencia 
de las víctimas extranjeras para la expedición de los documentos de identidad o viaje necesarios para su 
retorno seguro, estableciendo las salvaguardias que resulten necesarias. 

Artículo 80. Las disposiciones del presente Capítulo no afectarán los derechos reconocidos a las víctimas 
de trata de personas con arreglo al derecho interno del País de Destino. 

Tampoco se interpretará en perjuicio de cualquier acuerdo o arreglo bilateral o multilateral aplicable que 
rija total o parcialmente, la repatriación de las víctimas de los delitos previstos en esta Ley. 

CAPÍTULO IV 
De la Protección y Asistencia a las Víctimas y el Fondo 

Artículo 81. Los ejecutivos Federal, de los estados y del Distrito Federal establecerán, en el ámbito de sus 
respectivas competencias, un fondo para la protección y asistencia a las víctimas de los delitos previstos en la 
presente Ley. 

Los Fondos se constituirán en los términos y porcentajes que establezca el Reglamento respectivo y se 
integrarán de la siguiente manera: 

I. Recursos previstos para dicho fin en los presupuestos de egresos de la Federación, de los estados y 
del Distrito Federal; 

II. Recursos obtenidos por la enajenación de bienes decomisados en procesos penales que 
correspondan a los delitos materia de la presente Ley; 

III. Recursos adicionales obtenido por los bienes que causen abandono; 
IV. Recursos producto de los bienes que hayan sido objeto de extinción de dominio y estén relacionados 

con la comisión de los delitos previstos en esta Ley; 
V. Recursos provenientes de las fianzas o garantías que se hagan efectivas cuando los procesados 

incumplan con las obligaciones impuestas por la autoridad judicial; 
VI. Recursos que se produzcan por la administración de valores o los depósitos en dinero, de los 

recursos derivados de los Fondos para la Atención de Víctimas, distintos a los que se refiere la 
fracción anterior, y 

VII. Las donaciones o aportaciones hechas a su favor por terceros. 
El Fondo Federal para la Atención de Víctimas de los delitos previstos en esta Ley será administrado por 

la instancia y en los términos que disponga el Reglamento, siguiendo criterios de transparencia, oportunidad, 
eficiencia y racionalidad que serán plasmados en el Reglamento correspondiente, el cual determinará los 
criterios de asignación de recursos. 

Los recursos que integren el Fondo así como los que destine la Federación a los Fondos de Protección y 
Asistencia a las Víctimas de los estados y el Distrito Federal, serán fiscalizados por la Auditoría Superior de la 
Federación. 
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Asimismo, las instancias encargadas de la revisión de la cuenta pública en los ámbitos de sus respetivas 
competencias, fiscalizarán los Fondos de Protección y Asistencia a las Víctimas de los Estados y el Distrito 
Federal, en los términos de la legislación local aplicable. 

Los recursos del Fondo, así como los correspondientes a los fondos de las entidades federativas, 
provenientes de las fracciones II, III, IV, V y VII del presente artículo, podrán utilizarse para el pago de la 
reparación del daño a la víctima, en los términos de las legislaciones Federal y locales en materia de extinción 
de dominio, en caso de que los recursos del sentenciado sean insuficientes para cubrir el monto determinado 
por el juzgador. 

Artículo 82. El monto que determine el juez para la reparación del daño deberá resarcir a las víctimas y 
ofendidos por los daños ocasionados por cualquiera de las conductas típicas incluidas en la presente Ley. 

Ese resarcimiento comprenderá la devolución de los bienes o el pago por los daños o pérdidas sufridos, el 
reembolso de los gastos realizados como consecuencia de la victimización, la prestación de servicios y la 
restitución de sus derechos, incluyendo: 

I. Costos de tratamientos médicos, medicinas, exámenes clínicos e intervenciones necesarias, prótesis 
o aparatos ortopédicos, de ser el caso, hasta la total recuperación de la víctima y su rehabilitación; 

II. Costos de terapias o tratamientos psiquiátrico, psicológico y rehabilitación física, social y ocupacional 
hasta la total recuperación de la víctima; 

III. Costos de transporte, incluido el de retorno a su lugar de origen, si así lo decide la víctima, gastos de 
alimentación, vivienda provisional, vestido y los que sean necesarios; 

IV. Pérdida de oportunidades, en particular las de empleo, educación y prestaciones sociales; 
V. Daños materiales y pérdida de ingresos, incluida la indemnización laboral por el tiempo que no pudo 

laborar en su trabajo perdido; 
VI. Los gastos de asistencia y representación jurídica o de peritos hasta la total conclusión de los 

procedimientos legales necesarios; 
VII. Si así lo solicita la víctima, una declaración oficial o decisión judicial que restablezca la dignidad, la 

reputación y los derechos de la víctima y de las personas estrechamente vinculadas a ella. 
En los casos en que el sujeto o sujetos activos del delito sean miembros de la delincuencia organizada 

nacional o trasnacional, la víctima, ofendidos y testigos tendrán derecho a cambio de identidad y de 
residencia. 

Cuando funcionarios públicos u otros agentes que actúen a título oficial, cometan cualquiera de los delitos 
objeto de esta Ley, las víctimas serán resarcidas por el Estado, conforme a la legislación en materia de 
responsabilidad patrimonial, a través de las dependencias o instancias cuyos funcionarios o agentes hayan 
sido responsables de los delitos o los daños causados. 

A solicitud de la víctima, quien encabece dicha dependencia o instancia, deberá emitir una declaración 
oficial que restablezca la dignidad, la reputación y los derechos de la víctima y víctima indirecta. 

CAPÍTULO V 
Del Programa de Protección a Víctimas y Testigos 

Artículo 83. La Procuraduría elaborará un programa para ofrecer cambio de identidad y reubicación a 
víctimas, ofendidos y testigos de los delitos objeto de la presente Ley, cuya integridad pueda  estar 
amenazada. 

El Centro Federal de Protección a Personas será responsable de supervisar y coordinar la puesta en 
marcha de este Programa, y su titular responsable de decidir sobre la admisión, duración de la protección, 
medidas a aplicarse, políticas de confidencialidad, operación y procedimientos. 

El Centro Federal de Protección a Personas será competente para diseñar y aplicar este programa,  y 
única responsable de la seguridad física, traslado y cambio de identidad de las personas admitidas. 

LIBRO SEGUNDO 
DE LA POLÍTICA DE ESTADO 

TÍTULO PRIMERO 
DE LA COMISIÓN INTERSECRETARIAL Y EL PROGRAMA NACIONAL 

CAPÍTULO I 
De la Comisión intersecretarial 

Artículo 84. El Gobierno Federal, conforme al Artículo 21 de la Ley Orgánica de la Administración Pública 
Federal, establecerá una Comisión Intersecretarial para Prevenir, Combatir y Sancionar los Delitos en Materia 
de Trata de Personas, que tendrá por objeto: 

I. Definir y coordinar la implementación de una Política de Estado en materia de Trata de Personas y 
demás objeto previstos en esta Ley; 
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II. Impulsar y coordinar en toda la República la vinculación interinstitucional para prevenir y sancionar 
los delitos objeto de esta Ley; 

III. Inspección y vigilancia de los programas, acciones y tareas; 
IV. Evaluación, rendición de cuentas y transparencia sin perjuicio de las atribuciones que en dichas 

materias correspondan a otras instancias. 
Artículo 85. La Comisión estará integrada por los titulares de las siguientes dependencias: 
I. Secretaría de Gobernación; 
II. Secretaría de Comunicaciones y Transportes; 
III. Secretaría de Relaciones Exteriores; 
IV. Secretaría de Seguridad Pública; 
V. Secretaría del Trabajo y Previsión Social; 
VI. Secretaría de Salud; 
VII. Secretaría de Desarrollo Social; 
VIII. Secretaría de Educación Pública; 
IX. Secretaría de Turismo; 
X. Procuraduría General de la República; 
XI. Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia; 
XII. Procuraduría Social de Atención a Víctimas del Delito; 
XIII. Instituto Nacional de las Mujeres; 
XIV. Instituto Nacional de Migración, y 
XV. Instituto Nacional de Ciencias Penales. 
Por cada miembro propietario habrá un suplente designado por el titular, quien en su caso deberá tener 

nivel inmediato inferior o equivalente. 
En las reuniones el suplente contará con las mismas facultades que los propietarios. 
Artículo 86. Podrán participar en las reuniones de la Comisión Intersecretarial, con derecho a voz pero  

sin voto: 
I. Un representante de cada una de las Cámaras del Congreso de la Unión, designado por los 

respectivos Plenos camarales; 
II. Un representante del Poder Judicial de la Federación, designado por el Consejo de la  Judicatura 

Federal; 
III. Tres Gobernadores, designados por la Conferencia Nacional de Gobernadores; 
IV. Un representante de cada una de las organizaciones de municipios, designados por el Pleno de las 

propias organizaciones; 
V. Un representante de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos; 
VI. Un representante del Consejo Nacional de Población; 
VII. Tres representantes de la Organización de Organismos Oficiales de Defensa de los  Derechos 

Humanos; 
VIII. Tres representantes de la Conferencia Nacional de Procuradores Generales de Justicia; 
IX. Un representante del Consejo Nacional de Seguridad Pública; 
X. Tres representantes de organizaciones de la sociedad civil; 
XI. Tres expertos académicos con conocimiento y trabajo relevante sobre el tema de trata de personas. 
Artículo 87. La Comisión será presidida por el Secretario de Gobernación. 
La Secretaría Técnica será ocupada por la persona Titular de la Unidad de Promoción y Defensa de los 

Derechos Humanos de dicha Secretaría. 
Artículo 88. La Comisión tendrá las siguientes facultades y competencias: 
I. Proponer su Reglamento Interno; 
II. Elaborar el proyecto de Programa Nacional, que contendrá la política del Estado Mexicano en 

relación a estos delitos. 
 Este Programa deberá incluir las estrategias y políticas del Estado Mexicano de prevención, 

protección y asistencia, y persecución. 
 Deberá contener, también, políticas generales y focalizadas en materia de prevención, investigación, 

persecución y sanción, así como de protección, asistencia y resocialización de víctimas, ofendidos  y 
testigos; 
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III. Establecer las bases para la coordinación nacional entre los tres poderes y órdenes de gobierno, 
organismos oficiales de defensa de los derechos humanos, organizaciones de la sociedad civil, 
organismos e instancias internacionales e instituciones académicas, en el diseño y la aplicación del 
Programa Nacional; 

IV. Adoptar políticas y programas que incluyan la cooperación de organizaciones civiles, a fin de: 
a) Elaborar el Programa Nacional; 
b) Establecer lineamientos de coordinación para la aplicación del Programa; 
c) Facilitar la cooperación con otros países, principalmente aquellos que reporten el mayor número 

de víctimas extranjeras y los identificados como de tránsito o destino de las víctimas mexicanas, 
y 

d) Coordinar la recopilación y el intercambio de datos de los delitos previstos en esta Ley, 
respetando la confidencialidad de las víctimas. 

V. Desarrollar campañas de prevención y educación, así como programas de desarrollo local que 
permitan prevenir los delitos en materia de trata de personas; 

VI. Impulsar, promover y suscribir convenios de colaboración interinstitucional y suscribir acuerdos de 
coordinación: 
a) Con los gobiernos de las entidades federativas y el Distrito Federal, en materia de diseño y 

operación de programas de asistencia inmediata a las víctimas de trata interna y demás delitos 
previstos en esta Ley en materia de seguridad, tránsito o destino, con el propósito de atenderlas 
o asistirlas en su regreso a su lugar de origen, así como para la detección de víctimas y posibles 
víctimas y para implementar medidas que impidan la operación de lugares que promuevan el 
delito de trata de personas, que afecten especialmente a mujeres, niñas, niños y adolescentes; 

b) Interinstitucionales entre dependencias del gobierno federal, en materia de seguridad, 
internación, tránsito o destino de las víctimas extranjeras o mexicanas en el extranjero, con el 
propósito de protegerlas, orientarlas, asistirlas en su regreso a su lugar de origen o en su 
repatriación voluntaria; así como para prevenir los delitos objeto de esta Ley en todo el territorio 
nacional y perseguir y sancionar a quienes intervengan en su comisión. 

VII. Los convenios de colaboración interinstitucional y acuerdos deberán ajustarse, en lo conducente, a 
las bases previas en la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública y en la Ley General 
de Migración. 

 Estos convenios y acuerdos podrán suscribirse con organizaciones de la sociedad civil y la 
academia, con los siguientes fines: 
a) Informar y capacitar con perspectiva de género, de derechos humanos y conforme al interés 

superior de la niñez, sobre los conceptos fundamentales y las implicaciones de los delitos 
previstos en esta Ley y de los instrumentos internacionales relacionados con la materia al 
personal de la administración pública federal relacionado con este fenómeno delictivo; 

b) Promover la investigación científica y el intercambio de experiencias entre organismos e 
instituciones a nivel nacional e internacional, incluyendo organizaciones de la sociedad civil 
vinculadas con la protección de los derechos de las niñas, niños, adolescentes y mujeres; 

c) Informar a la población acerca de los riesgos e implicaciones de los delitos previstos en esta 
Ley, los mecanismos para prevenir su comisión o revictimización, así como de las diversas 
modalidades de sometimiento para cometerlos; 

d) Informar y advertir al personal de empresas de todos los sectores susceptibles de ser medios 
para la comisión de estos delitos, acerca de la responsabilidad en que pueden incurrir en caso 
de facilitar o no impedir las conductas inherentes a ellos, así como orientarlos en la prevención. 

VIII. Recopilar, con la ayuda del Sistema Nacional de Seguridad Pública y la Conferencia Nacional de 
Procuradores y demás instituciones y organismos pertinentes, los datos estadísticos relativos a la 
incidencia delictiva en materia de los delitos previstos en esta Ley, con la finalidad de publicarlos 
periódicamente. 

 Dicha información deberá contener de manera desagregada: 
a) El número de víctimas, su sexo, estado civil, edad, nacionalidad o lugar de origen, forma de 

reclutamiento, modalidad de victimización, lugares de destino y, en su caso, calidad migratoria, 
cuando proceda; 

b) Los datos correspondientes a las rutas y los métodos de transportación que utilizan las personas 
y organizaciones delictivas que cometen los delitos previstos en esta Ley, y 

c) Aquélla referente al tránsito fronterizo internacional relacionado con las víctimas de los delitos 
previstos en esta Ley. 
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IX. Diseñar políticas adecuadas y seguras para la repatriación de víctimas de los delitos objeto de  esta 
Ley; 

X. Promover acuerdos con asociaciones, fundaciones y demás organismos no gubernamentales que 
tengan como objetivo prevenir y combatir los delitos objeto de esta Ley y proteger a las víctimas, con 
el fin de poner en marcha proyectos estratégicos dirigidos a alcanzar los objetivos de la presente Ley; 

XI. Establecer programas de asistencia y apoyo para la reunificación familiar y social de las víctimas del 
delito objeto de esta Ley; 

XII. Realizar campañas para promover la denuncia de los delitos objeto de esta Ley y lograr la detección, 
persecución y desarticulación de las redes delictivas de los delitos previsto en esta Ley; 

XIII. Desarrollar programas educativos sobre los riesgos en el uso de internet y redes sociales; 
XIV. Desarrollar programas para la protección de datos personales y control de la información personal, 

que incluya distintas formas de operación para el reclutamiento, modos y formas de intervención de 
cuentas, y restricciones de envío de fotografías personales e íntimas; 

XV. En coordinación con la Secretaría, monitorear y vigilar de manera permanente que los anuncios 
clasificados que se publiquen por cualquier medio, conforme a los lineamientos que emitirá para  este 
efecto. 

Artículo 89. Las dependencias integrantes de la Comisión tendrán las siguientes obligaciones: 
I. La Secretaría de Gobernación coordinará los trabajos de la Comisión y servirá de enlace con los 

titulares de los poderes ejecutivo, legislativo y judicial de los tres órdenes de gobierno, en materia de 
las políticas públicas de necesaria implementación, con el objeto de fortalecer la prevención y 
sanción de los delitos previstos en esta Ley, así como de la protección y asistencia de las víctimas de 
este delito, incluyendo apoyar las medidas necesarias para dar cumplimiento a la Ley Federal contra 
la Delincuencia Organizada en materia de protección de testigos y sus familias y demás agentes 
vinculados a la comisión del delito; 

II. La Secretaría de Relaciones Exteriores diseñará y coordinará un programa de protección y atención 
especializada a las víctimas de los delitos previstos en esta Ley que se aplicará en las 
representaciones consulares en el extranjero. Asimismo, se coordinará con la Secretaria de 
Gobernación, el Instituto Nacional de Migración y el Consejo Nacional de Población para proponer 
las medidas necesarias para garantizar la estancia de las víctimas en territorio nacional por el tiempo 
necesario y hasta antes de su regreso voluntario a su lugar de origen o residencia permanente; 

III. La Secretaría de Seguridad Pública, diseñará y ejecutará programas permanentes con el objeto de 
garantizar la vigilancia debida en las estaciones de ferrocarril, terminales de autobuses, aeropuertos 
y puertos marítimos y cruces fronterizos, con el objeto de prevenir y detectar la probable comisión de 
los delitos previstos en esta Ley; 

IV. El Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública recabará la información relativa 
a la incidencia delictiva en materia de los delitos previstos en esta Ley y generará un banco de datos 
que contendrá, como mínimo, la nacionalidad, edad, estado civil y sexo de los sujetos activo y 
pasivo, así como el modo de operar de las redes vinculadas a la delincuencia organizada y la forma 
en que sus miembros fueron detectados, detenidos y remitidos ante el Ministerio Público competente, 
ya sea del fuero común o federal; 

V. La Secretaría de Desarrollo Social diseñará y aplicará modelos que permitan combatir las causas 
estructurales que generan condiciones de mayor riesgo y vulnerabilidad frente a los delitos previstos 
en esta Ley, con especial referencia a la pobreza, marginación y la desigualdad social; 

VI. La Secretaría de Educación Pública en coordinación con la Secretaría de Gobernación, diseñará 
módulos de prevención para los distintos ciclos escolares que serán incluidos en el currículum de la 
educación básica; 

VII. La Secretaría de Salud apoyará la debida atención física y psicológica a los albergues para víctimas 
de los delitos previstos en esta Ley. Asimismo, diseñará una estrategia nacional para informar a la 
sociedad acerca de los riesgos que para la salud significa la comisión de estos delitos; 

VIII. La Secretaría del Trabajo y Previsión Social brindará capacitación para el trabajo, ofrecerá 
oportunidades de su bolsa de trabajo y firmará convenios con empresas para brindar oportunidades 
de rehabilitación y resocialización a las víctimas del delito previsto en esta Ley por medio de 
oportunidades de empleo, así como incrementará sus inspecciones a los centros laborales, en el 
ámbito de su competencia, para prevenir y detectar oportunamente dicho delito; 

IX. La Secretaría de Turismo diseñará programas y políticas públicas para desalentar el turismo sexual, 
capacitando al personal de las áreas de servicio de dicho sector, así como diseñará e implementará 
campañas dentro y fuera del país para prevenir y desalentar la proliferación del delito previsto en 
esta Ley, en cualquier actividad relacionada a su ámbito de competencia; 
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X. La Procuraduría elaborará y ejecutará programas de prevención del delito de trata de personas, con 
la finalidad de fortalecer la denuncia ciudadana y la solidaridad social; promoverá en la Conferencia 
Nacional de Procuradores las políticas públicas necesarias para la prevención del delito a escala 
nacional y propondrá la armonización legislativa de los tipos penales vinculados a esta materia en 
todo el país; se coordinará con la Secretaría de Seguridad Pública con el objeto de actualizar los 
datos relativos a la incidencia delictiva en todo el país con la finalidad de dar seguimiento al estado 
en el que se encuentren los procesos penales de aquellos sujetos detenidos y consignados por la 
comisión de delitos en materia de trata de personas; será responsable de establecer una Fiscalía 
Especializada para la persecución de estos delitos, cuyos sujetos activos se sospeche pertenecen a 
la delincuencia organizada nacional o internacional, e implementará mecanismos de investigación de 
inteligencia, una Unidad de Protección a Víctimas y Testigos de la trata de personas y promoverá las 
medidas de protección procesal a su favor; 

XI. El Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia se encargará de la protección y atención 
antes, durante y después del proceso, de todas aquellas víctimas del delito menores de 18 años 
cuidando que sus necesidades especiales sean satisfechas en los albergues para víctimas del ilícito 
de trata de personas; 

XII. La Procuraduría Social de Atención a las Víctimas del Delito, brindará atención oportuna e integral a 
las víctimas u ofendidos de delitos, por sí misma o en coordinación con instituciones especializadas, 
en términos de la normativa aplicable; coadyuvará al eficaz desempeño de las autoridades con 
competencia en esta materia, y diseñará y ejecutará políticas, programas y esquemas de 
colaboración y coordinación interinstitucional de atención a víctimas u ofendidos de delitos; 

XIII. El Instituto Nacional de Migración, en coordinación con las Secretarias de Gobernación, de 
Relaciones Exteriores y el Consejo Nacional de Población implementará las medidas necesarias para 
garantizar la estancia de las víctimas del delito de trata de personas en territorio nacional por el 
tiempo necesario y hasta antes de su regreso voluntario a su lugar de origen o de residencia 
permanente; 

XIV. El Instituto Nacional de las Mujeres se encargará de la protección y atención antes, durante y 
después del proceso, de todas aquellas mujeres víctimas del delito, cuidando que sus necesidades 
especiales sean satisfechas en los albergues para víctimas de los delitos previstos en esta Ley; 

XV. El Instituto Nacional de Ciencias Penales diseñará e implementará programas de capacitación, 
formación y actualización en materia de prevención y sanción de la esclavitud, trata de personas o 
explotación, dirigidos, como mínimo, a los Agentes Federales de Investigación y a los Agentes del 
Ministerio Público de la Federación. 

Artículo 90. La Comisión deberá diseñar y supervisar el funcionamiento de modelos únicos de asistencia 
y protección para las víctimas, posibles víctimas, ofendidos y testigos de los delitos objeto de esta Ley, 
mismos que serán desarrollados por las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, en el 
ámbito de sus respectivas competencias, que deberán comprender como mínimo: 

I. Orientación jurídica, incluida la migratoria, asistencia social, educativa y laboral a las víctimas de los 
delitos previstos en esta Ley. 

 En el caso de que las víctimas pertenezcan a algún pueblo o comunidad indígena o hablen un idioma 
diferente al español, se les designará un traductor que les asistirá en todo momento. 

II. Asistencia social, humanitaria, médica, psicológica, psiquiátrica, aparatos ortopédicos y prótesis a las 
víctimas de los delitos objeto de esta Ley, hasta su total recuperación; 

III. Oportunidades de empleo, educación y capacitación para el trabajo a las víctimas del delito a través 
de su integración en programas sociales. 

 En aquellos casos en que el o los sujetos activos de los delitos formen parte de la delincuencia 
organizada, se deberán diseñar programas especiales que no pongan en riesgo su vida, su 
seguridad y su integridad, incluyendo el cambio de identidad y su reubicación. 

IV. Construcción de albergues, refugios y casas de medio camino especializados para las víctimas, 
ofendidos y testigos de los delitos previstos en esta Ley, donde se garantice un alojamiento digno por 
el tiempo necesario, asistencia material, médica, psiquiátrica, psicológica, social, alimentación y 
cuidados atendiendo a sus necesidades y a su evolución; 

V. Garantizar que la estancia en los refugios, albergues, y casas de medio camino o en cualquier otra 
instalación diseñada para la asistencia y protección de las víctimas de los delitos previstos en la 
presente Ley sea de carácter voluntario y cuenten con medios para poder comunicarse, siempre y 
cuando el o los sujetos activos del delito no se presuman integrantes de la delincuencia organizada  y 
estas medidas pongan en peligro su vida, su integridad y su seguridad y las de las demás víctimas 
con las que comparta las medidas de protección y asistencia; 
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VI. Garantizar que bajo ninguna circunstancia se alberge a víctimas nacionales o extranjeras, en centros 
preventivos, penitenciarios o estaciones migratorias, ni lugares habilitados para ese efecto; 

VII. Garantizar protección frente a posibles represalias, intimidaciones, agresiones o venganzas de los 
responsables del delito o de quienes estén ligados con ellos a: 
a) Las víctimas; 
b) Los familiares o personas que se encuentren unidas a la víctima por lazos de amistad  o de 

estima; 
c) Los testigos y personas que aporten información relativa al delito o que colaboren de alguna otra 

forma con las autoridades responsables de la investigación, así como a sus familias; 
d) A los miembros de la sociedad civil o de organizaciones no gubernamentales que se encuentran 

brindando apoyo a la víctima, sus familiares o testigos. 
VIII. Medidas para garantizar la protección y asistencia, incluyendo, por lo menos, protección física, 

adjudicación a cargo de la Procuraduría de un nuevo lugar de residencia, cambio de identidad, ayuda 
en la obtención de empleo, así como aquellas medidas humanitarias que propicien la unificación 
familiar, también a cargo de la Procuraduría. 

A fin de llevar a cabo las medidas de protección antes citadas, podrá hacerse uso de los recursos del 
Fondo, sujetándose a las disposiciones aplicables. 

Artículo 91. La Comisión fomentará acciones tendientes a fortalecer la solidaridad y prevención social del 
delito conforme a los siguientes criterios: 

I. Sensibilizar a la población, sobre el delito de trata de personas y demás delitos previstos en esta Ley, 
los riesgos, causas, consecuencias, los fines y medidas de protección, así como los derechos de las 
víctimas y posibles víctimas; 

II. Desarrollar estrategias y programas dirigidos a desalentar la demanda que provoca la trata de 
personas y demás delitos previstos en esta Ley; 

III. Realizar campañas de información acerca de los métodos utilizados por los responsables de los 
delitos previsto en esta Ley para captar o reclutar a las víctimas; 

IV. Informar sobre las consecuencias y daños que sufren las víctimas de la trata de personas y demás 
delitos previstos en esta Ley, tales como daños físicos, psicológicos, adicciones, peligros de contagio 
de infecciones de transmisión sexual, entre otros; 

V. Establecer medidas destinadas a proteger los derechos y la identidad de las víctimas por parte de los 
medios de comunicación, para que en caso de no respetar sus derechos, incurran en 
responsabilidad. Se exceptúa cuando la información sea en torno a los sujetos activos y las 
consecuencias de este delito, de forma comprometida para su prevención y no su promoción y 
fomento. 

CAPÍTULO II 
Del Programa Nacional 

Artículo 92. La Comisión diseñará el proyecto del Programa Nacional, que definirá la Política del Estado 
Mexicano frente a los delitos previstos en esta Ley, que deberá contemplar, como mínimo, los siguientes 
rubros: 

I. Diagnóstico de la incidencia, modalidades, causas y consecuencias y su comportamiento delictivo, 
así como los grupos afectados o en mayor grado de vulnerabilidad; 

II. Compromisos adquiridos por el Gobierno de México sobre la materia frente a la comunidad 
internacional; 

III. Estrategias y la forma en que el Estado Mexicano se coordinará y actuará uniformemente, la 
distribución de competencias y las instituciones gubernamentales responsables de la prevención, 
protección, asistencia y persecución; 

IV. Elaboración de un Inventario de Recursos Existentes; 
V. Protocolos de Atención para la Coordinación Interinstitucional; 
VI. Ruta Crítica con tiempos, atribuciones y obligaciones; 
VII. Políticas Públicas para cumplir con las Estrategias de Prevención, Protección y Asistencia y 

Persecución; 
VIII. Normas Oficiales de Coordinación Interinstitucional; 
IX. Formas y necesidades de coordinación e intercambio de información internacional y nacional; 
X. Programas de Capacitación y Actualización permanente para los tres poderes y los tres órdenes de 

gobierno. 
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Artículo 93. Las autoridades judiciales y ministeriales darán a conocer a la sociedad los resultados de las 
evaluaciones que realicen, así como la demás información global que permita medir el desarrollo y los 
avances de la evolución nacional y estatal de los delitos previstos en esta Ley, así como su prevención, 
combate y sanción. 

La Comisión Intersecretarial elaborará, con la información que reciba de todas las dependencias 
participantes de los tres órdenes de gobierno, un informe anual el cual contendrá los resultados obtenidos por 
el Programa Nacional. 

Este informe será remitido al C. Presidente Constitucional de los Estados Unidos Mexicanos y las dos 
Cámaras del Congreso de la Unión y se le dará una amplia difusión en los medios de comunicación en todo el 
territorio nacional. 

Artículo 94. Corresponderá a la Comisión Intersecretarial, a la Secretaría y a la Procuraduría, en el ámbito 
de sus competencias, la evaluación de avances y resultados de los programas para la prevención, combate y 
sanción de los delitos previstos en esta Ley, y de la protección y asistencia a las víctimas, sin perjuicio de la 
que las autoridades locales realicen en sus respectivas evaluaciones. 

Dicha evaluación y la de las autoridades locales, serán sistemáticas y permanentes. 
Sus resultados serán tomados como base para que las autoridades ministeriales y judiciales, en el ámbito 

de su competencia, adopten las medidas procedentes. 
Artículo 95. En el seguimiento y evaluación de los resultados que se obtengan en la ejecución de los 

convenios y acuerdos señalados en las fracciones VI y VII del artículo 82 de esta Ley, intervendrán la 
Conferencia Nacional de Procuradores, el Consejo Nacional de Seguridad Pública y la Comisión 
Intersecretarial. 

Los convenios y acuerdos deberán ajustarse, en lo conducente, a las bases previas en la Ley General que 
Establece las Bases de Coordinación del Sistema Nacional de Seguridad Pública y en la Ley General de 
Población, y podrán suscribirse con organizaciones de la sociedad civil y la academia con los fines y criterios 
señalados en la fracción VII del artículo 57 de esta Ley. 

CAPÍTULO III 
De la Evaluación del Programa Nacional 

Artículo 96. Sin menoscabo de lo señalado en los párrafos anteriores, las instituciones a que se refiere 
este artículo están obligadas a generar indicadores sobre su avance en la aplicación de métodos para 
prevenir y eliminar cualquier modalidad de los delitos previstos en esta Ley, con la finalidad de que sean 
sujetas a evaluación sobre la materia. 

Tales indicadores serán de dominio público y se difundirán por los medios disponibles. 
Artículo 97. Las autoridades federales, estatales, municipales y del Distrito Federal responsables de 

prevenir, perseguir y sancionar el delito de trata de personas y demás delitos objeto de esta Ley, así como las 
responsables de prestar asistencia y protección a las víctimas, se reunirán periódicamente con el propósito de 
analizar e intercambiar opiniones sobre el desarrollo del Programa Nacional, así como de los estados, 
municipios y del Distrito Federal, con el fin de formular recomendaciones y convenir acciones para apoyar la 
lucha por la erradicación de este fenómeno social en todas sus manifestaciones y modalidades. 

Estas reuniones serán presididas por la Secretaría y convocadas por la Comisión Intersecretarial. 
TÍTULO SEGUNDO 

DE LA PREVENCIÓN DE LOS DELITOS PREVISTOS EN ESTA LEY 
CAPÍTULO I 

De las Políticas y Programas de Prevención 
Artículo 98. Las autoridades de los tres órdenes de gobierno, en el ámbito de sus respectivas 

competencias y de las facultades y obligaciones establecidas en esta Ley, establecerán y ejecutarán políticas, 
programas, acciones y otras medidas, con la finalidad de contribuir a erradicar los delitos objeto de la  
presente Ley. 

Artículo 99. La Secretaría y sus instancias equivalentes en las entidades federativas aplicarán medidas 
tales como actividades de investigación y campañas de información y difusión, así como coordinar el diseño y 
puesta en marcha de iniciativas sociales y económicas, con miras a prevenir y combatir los delitos previstos 
en la presente Ley. 

Artículo 100. Las políticas, los programas y demás medidas que se adopten para la prevención de los 
ilícitos contenidos en esta Ley incluirán, cuando proceda, la cooperación con organizaciones no 
gubernamentales, otras organizaciones pertinentes y otros sectores de la sociedad. 

Artículo 101. Las autoridades de los distintos órdenes de gobierno implementarán medidas legislativas, 
educativas, sociales y culturales, a fin de desalentar la demanda que propicia cualquier forma de explotación 
que provoca la trata de personas y demás delitos objeto de esta Ley. 
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Artículo 102. La Secretaría, adoptará y ejecutará todas las medidas necesarias para proteger a los 
inmigrantes o emigrantes, y en particular a las mujeres, niñas, niños y adolescentes, en el lugar de partida, 
durante el viaje y en el lugar de destino. 

Artículo 103. La Secretaría de Seguridad Pública, adoptará las medidas adecuadas para garantizar la 
vigilancia en las estaciones de ferrocarril, en los aeropuertos, en los puertos marítimos, en las garitas y puntos 
fronterizos y en otros lugares públicos, a fin de impedir la comisión del delito de trata de personas y demás 
delitos previstos en esta Ley. 

Artículo 104. La Secretaría de Seguridad Pública y autoridades estatales, municipales y del Distrito 
Federal, dentro del ámbito de sus competencias, supervisarán negocios que puedan ser propicios para la 
comisión del delito previsto en esta Ley, realizando inspecciones en agencias de modelaje o artísticas, salas 
de masajes, bares, cantinas, hoteles, cines, servicio de Internet, baños públicos u otros. 

Para autorizar la operación de los negocios que presten servicio de Internet, deberán contar con filtros 
parentales y defensa contra intromisiones no deseadas. 

Las Autoridades Municipales y de las Demarcaciones Territoriales del Distrito Federal, de conformidad con 
sus atribuciones y facultades, deberán adoptar las medidas necesarias para la inspección de las agencias de 
colocación, a fin de impedir que las personas que buscan trabajo, en especial las mujeres, niñas, niños y 
adolescentes se expongan al peligro de la trata de personas y demás delitos previstos en esta Ley. 

Artículo 105. Las autoridades de procuración de justicia y policiales de los distintos órdenes de gobierno, 
procederán a la búsqueda inmediata de cualquier mujer, niña, niño o adolescente o cualquier persona que le 
sea reportado como extraviado, sustraído o ausente, librando una alerta general a todas las instancias de 
procuración de justicia y policiales en todo el territorio nacional y fuera de éste, así como al Instituto Nacional 
de Migración y a la Secretaría de Relaciones Exteriores para impedir que la persona reportada pueda ser 
sacada del país. 

Artículo 106. Queda prohibida toda publicidad o inserciones pagadas en los medios de comunicación 
masiva de cualquier índole, que incluya en sus publicaciones anuncios de contacto sexual o que promueva la 
prostitución y la pornografía que pueda propiciar la trata de personas y demás delitos previstos en el presente 
ordenamiento. 

CAPÍTULO II 
Atención Preventiva a Zonas y Grupos de Alta Vulnerabilidad 

Artículo 107. Para cumplir con lo dispuesto en el Capítulo anterior, las autoridades de los tres órdenes de 
gobierno, en el ámbito de sus respectivas competencias, y tomando en cuenta las necesidades particulares  
de cada localidad, llevarán a cabo las siguientes actividades: 

I. Atenderán de manera especial a las localidades aisladas y zonas urbanas que se les haya 
identificado como potencialmente con mayor posibilidad de que su población sea víctima de los 
delitos previstos en esta Ley, y las que tengan mayor incidencia de estos delitos; 

II. Promoverán centros de desarrollo, asistencia y demás establecimientos que apoyen en forma 
continua y estable a las víctimas y su reinserción segura a la vida social; 

III. Otorgarán apoyos a grupos en riesgo con requerimientos específicos; 
IV. Realizarán campañas que tiendan a elevar los niveles culturales, sociales, de bienestar social y 

sensibilización de la población sobre el problema en todas sus manifestaciones; 
V. Efectuarán programas para las familias, que les permitan dar mejor atención a sus hijas e hijos en la 

prevención de este delito; 
VI. Realizarán campañas para el registro de todas las niñas y niños que nazcan en territorio nacional, 

derogando las multas por registro extemporáneo, impulsando unidades móviles del Registro Civil que 
visiten las zonas más alejadas y aisladas del país. 

 La Secretaría de Educación Pública, a través de las escuelas, facilitará el registro de las niñas y los 
niños que intenten ser inscritos y no cuenten con acta de nacimiento; 

VII. Otorgarán estímulos a las asociaciones civiles que se dediquen a la prevención de este delito y a la 
atención, protección y asistencia a las víctimas y sus familias; 

VIII. Promoverán la participación de la sociedad en la prevención de este delito y en la atención, 
protección y asistencia a las víctimas y sus familias, así como el apoyo de los particulares al 
financiamiento y a las actividades a que se refiere este Capítulo; 

IX. Concederán reconocimientos y distinciones a quienes contribuyan a la consecución de los propósitos 
mencionados en el artículo anterior, y 

X. Realizarán las demás actividades que permitan ampliar la calidad y la cobertura de los servicios de 
prevención de este delito y a la atención, protección y asistencia a las víctimas y sus familias y 
posibles víctimas, y alcanzar los propósitos mencionados en el artículo anterior. 
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Artículo 108. El Gobierno Federal y los gobiernos de los estados y del Distrito Federal, en el marco de la 
Ley General de Desarrollo Social, llevarán a cabo programas de desarrollo local que deberán incluir acciones 
de asistencia, ayudas alimenticias, campañas de salud, educación, vivienda y demás medidas tendientes a 
contrarrestar las condiciones sociales que inciden en aumentar el riesgo de victimización de los delitos 
previstos en esta Ley. 

CAPÍTULO III 
De la Evaluación de los Programas de Prevención 

Artículo 109. Las autoridades federales, estatales y del Distrito Federal, en los ámbitos de sus respectivas 
competencias, en términos de las disposiciones aplicables, estarán obligadas a generar indicadores sobre la 
aplicación y resultados de los programas para prevenir los delitos en materia de trata de personas, con la 
finalidad de que los avances puedan ser sujetos a evaluación. 

Tales indicadores serán de dominio público y se difundirán por los medios disponibles. 
Artículo 110. Las autoridades federales, estatales, municipales y del Distrito Federal, responsables de 

prevenir, perseguir y sancionar el delito de trata de personas y de prestar asistencia y protección a las 
víctimas, se reunirán periódicamente con el propósito de analizar e intercambiar opiniones sobre el desarrollo 
del Programa, formular recomendaciones y convenir acciones para apoyar la lucha por la erradicación de este 
fenómeno social en todas sus manifestaciones y modalidades. 

Estas reuniones serán presididas por la Secretaría y convocadas por la Comisión Intersecretarial. 
CAPÍTULO IV 

De la Atención a Rezagos 
Artículo 111. El Estado apoyará la implementación de programas en las regiones que muestren mayores 

rezagos en materia de prevención de delito de Trata de Personas, previa celebración de convenios. 
Artículo 112. Las autoridades de los distintos órdenes de gobierno, tomando en cuenta las necesidades 

particulares de cada región o localidad que en las evaluaciones de los programas muestren rezagos en la 
atención de estos delitos, llevarán a cabo actividades complementarias a las de prevención señaladas en el 
artículo 72 de esta Ley, para combatir los rezagos detectados en los ámbitos de sus respectivas 
competencias. 

TÍTULO TERCERO 
FACULTADES Y COMPETENCIAS DE LAS AUTORIDADES DE LOS TRES ÓRDENES DE GOBIERNO 

CAPÍTULO I 
Del Gobierno Federal 

Artículo 113. Además de las competencias para investigar, perseguir y sancionar los delitos objeto de 
esta Ley establecidas en Libro Primero y en el Programa, corresponden de manera exclusiva a las 
autoridades federales las siguientes atribuciones: 

I. Determinar para toda la República la Política de Estado para prevenir, investigar, perseguir y 
sancionar los delitos previstos en esta Ley, así como para la asistencia y protección de las víctimas, 
los ofendidos y testigos, a cuyo efecto considerará la opinión de las autoridades de los tres poderes y 
los tres órdenes de gobierno, así como de los diversos sectores sociales involucrados; 

II. Desarrollar mecanismos de coordinación entre la federación, los estados, los municipios, el Distrito 
Federal y sus demarcaciones territoriales, con la finalidad de erradicar los delitos previstos en  esta 
Ley; 

III. Impulsar acuerdos de coordinación entre dependencias del Gobierno Federal y los estados y el 
Distrito Federal que permitan prestar asistencia y protección integral a las víctimas, ofendidos y 
testigos; 

IV. Regular un sistema nacional de formación, actualización, capacitación y profesionalización de los 
servidores públicos que participen en los procesos de prevención y sanción de los delitos previstos 
en esta Ley y de la asistencia y protección de las víctimas y posibles víctimas, ofendidos y testigos 
de dichos delitos; 

V. Promover en coordinación con los Gobiernos Federal, de las entidades federativas y del Distrito 
Federal cursos de capacitación a las personas que atienden a las víctimas, posibles víctimas, 
ofendidos y testigos de los delitos objeto de esta Ley; 

VI. Crear, regular y operar un sistema nacional de vigilancia y observación de los delitos objeto de esta 
Ley, que permita evaluar los avances y resultados de las acciones del Estado y la sociedad en su 
combate y prevención; 

VII. Fijar los lineamientos generales de las evaluaciones a las que se someterán las acciones y 
programas desarrollados por el Gobierno Federal, las entidades federativas, los municipios, el Distrito 
Federal y sus demarcaciones territoriales y la sociedad; 
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VIII. Apoyar la creación de refugios, albergues y casas de medio camino para las víctimas, ofendidos y 
testigos de los delitos que esta Ley define como del fuero federal, o apoyar a las organizaciones de la 
sociedad civil, para la creación y operación de los mismos, hasta la total recuperación de las 
víctimas, ofendidos y testigos de los delitos previstos en esta Ley; 

IX. En función de los resultados de la observación y evaluación de la evolución de los delitos previstos 
en esta Ley en el país y la evaluación periódica de resultados, así como en función de recursos que 
las entidades federativas y municipios destinen para el cumplimiento de lo previsto en la presente 
Ley, sujeto a disponibilidades presupuestarias, apoyar a las entidades federativas que se encuentren 
en mayor riesgo o rezago, con recursos técnicos, humanos y financieros; 

X. Fijar los protocolos únicos para el uso de procedimientos y recursos para el rescate, asistencia y 
protección de las víctimas y posibles víctimas; 

XI. Fijar los requisitos mínimos de los programas y planes que formulen las autoridades federales, de las 
entidades federativas, los municipios, el Distrito Federal y sus demarcaciones territoriales; 

XII. Fijar requisitos mínimos de los proyectos y programas que formulen las organizaciones de la 
sociedad civil involucradas en el combate a los delitos previstos en esta Ley y la atención y 
protección a las víctimas, cuyas actividades cuenten con apoyos oficiales; 

XIII. Llevar un registro nacional de dependencias, instituciones y organizaciones de la sociedad civil que 
realicen acciones en el combate a los delitos previstos en esta Ley y la asistencia y protección  a las 
víctimas; 

XIV. Fomentar, en coordinación con las autoridades competentes, relaciones internacionales e intervenir 
en la formulación de programas de cooperación en la materia; 

XV. Establecer las bases de la coordinación para la aplicación del Programa Nacional; 
XVI. Facilitar la cooperación e intercambio de información con las autoridades migratorias y de seguridad 

de otras naciones y organismos internacionales sobre la materia; 
XVII. Recopilar e intercambiar los datos y las estadísticas delictivas de los delitos previstos en esta Ley, 

respetando la confidencialidad de los datos personales de las víctimas; 
XVIII. Promover la cooperación entre países, mediante mecanismos bilaterales, regionales, interregionales 

e internacionales, para prevenir, perseguir, sancionar, monitorear, y erradicar los delitos previstos en 
esta Ley; 

XIX. Proteger y asistir a las víctimas, ofendidos y testigos de los delitos que esta Ley define como de 
competencia federal a través de la creación de refugios, albergues y casas de medio camino para las 
víctimas, o apoyar a las organizaciones de la sociedad civil, para la creación y operación de los 
mismos, hasta la total recuperación de las víctimas, ofendidos y testigos de dichos delitos, y 

XX. Las demás que establezcan esta Ley y otras disposiciones aplicables. 
CAPÍTULO II 

De las Autoridades Estatales, Municipales y del Distrito Federal 
Artículo 114. Corresponden de manera exclusiva a las autoridades de los estados y el Distrito Federal, en 

sus respectivos ámbitos de competencia, las atribuciones siguientes: 
I. En concordancia con el Programa Nacional, formular políticas e instrumentar programas estatales 

para prevenir, sancionar y erradicar los delitos previstos en esta Ley, así como para la protección, 
atención, rehabilitación y recuperación del proyecto de vida de las víctimas y posibles víctimas, 
ofendidos y testigos de los mismos; 

II. Proponer a la Comisión Intersecretarial contenidos nacionales y regionales, para ser incorporados al 
Programa Nacional; 

III. Prestar servicios de formación, actualización, capacitación y profesionalización para las y los actores 
institucionales que participan en los procesos de prevención y combate a los delitos previstos en esta 
Ley y de asistencia y protección de las víctimas, de conformidad con las disposiciones generales que 
las autoridades federales determinen; 

IV. Implementar, en coordinación con la Federación, programas y proyectos de atención, educación, 
capacitación e investigación en materia de esclavitud, trata de personas o explotación y demás 
delitos previstos en esta Ley; 

V. Impulsar programas para prevenir los factores de riesgo para posibles víctimas de los delitos 
previstos en esta Ley que incluyan programas de desarrollo local; 

VI. Creación de refugios, albergues y casas de medio camino para las víctimas, ofendidos y testigos de 
los delitos que esta Ley define como del fuero común, o apoyar a las organizaciones de la sociedad 
civil, para la creación y operación de los mismos, hasta la total recuperación de las víctimas, 
ofendidos y testigos de los delitos contenidos en la presente Ley; 
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VII. Revisar y evaluar la eficacia de las políticas, programas y acciones con base en los lineamientos que 
para tal efecto desarrollen las autoridades federales; 

VIII. Proporcionar a las instancias encargadas de realizar estadísticas, la información necesaria para  su 
elaboración; 

IX. Impulsar reformas legales para el cumplimiento de los objetivos de la presente Ley, y 
X. Las demás aplicables a la materia, que les confiera esta Ley u otros ordenamientos legales. 
Artículo 115. Corresponde a los municipios y a las demarcaciones territoriales del Distrito Federal en el 

ámbito de sus respectivas facultades y competencias, de conformidad con esta Ley, la legislación aplicable en 
la materia y las políticas y programas federales, estatales y del Distrito Federal: 

I. Instrumentar políticas y acciones para prevenir y erradicar la esclavitud, la trata de personas o demás 
delitos previstos en esta Ley; 

II. Apoyar la creación de programas de sensibilización y capacitación para las y los servidores públicos 
y funcionarios que puedan estar en contacto con posibles víctimas de los delitos previstos en  esta 
Ley; 

III. Apoyar la creación de refugios o modelos de protección y asistencia de emergencia, hasta que la 
autoridad competente tome conocimiento del hecho y proceda a proteger y asistir a la víctima, 
ofendido o testigo de los delitos previstos en esta Ley; 

IV. Detectar y prevenir la trata de personas y demás delitos previstos en esta Ley, en el territorio bajo su 
responsabilidad, a través de la autorización de funcionamiento de establecimientos como bares, 
clubs nocturnos, lugares de espectáculos, recintos feriales o deportivos, salones de masajes, hoteles, 
baños, vapores, loncherías, restaurantes, vía pública, cafés internet y otros, así como a través de la 
vigilancia e inspección de estos negocios, y 

V. Las demás aplicables sobre la materia y las que les confiera esta Ley y otros ordenamientos 
jurídicos. 

Artículo 116. Adicionalmente a las atribuciones exclusivas de los gobiernos Federal, de las entidades 
federativas, municipios y del Distrito Federal y sus demarcaciones territoriales, les corresponde de manera 
concurrente las atribuciones siguientes: 

I. Editar y producir materiales de difusión para la prevención de los delitos previstos en esta Ley en 
todas sus formas y modalidades; 

II. Promover la investigación de los delitos previstos en esta Ley, en todas sus manifestaciones y 
modalidades, para que los resultados sirvan de base para el desarrollo de nuevas políticas  y 
programas para su prevención y combate, así como para desarrollar nuevas medidas de atención, 
protección y asistencia a las víctimas; 

III. Fomentar y difundir actividades de conocimiento y prevención de los delitos previstos en esta Ley en 
todas sus formas y manifestaciones; 

IV. Impulsar y fortalecer en sus tareas a las instituciones y organizaciones privadas que prestan atención 
a las víctimas y posibles víctimas, ofendidos y testigos de los delitos contenidos en la presente Ley y 
en su prevención; 

V. Desarrollar mecanismos para que las instituciones de seguridad pública se coordinen, en el marco 
del Sistema Nacional de Seguridad Pública para: 
a) Realizar estudios sobre las causas estructurales, distribución geodelictiva, estadística, 

tendencias históricas y patrones de comportamiento, lugares de origen, tránsito y destino, modus 
operandi, modalidad de enganche o reclutamiento, modalidad de explotación, entre otros, que 
permitan actualizar y perfeccionar la investigación para la prevención de los delitos tipificados en 
esta Ley; 

b) Obtener, procesar e interpretar la información geodelictiva por medio del análisis de los factores 
que generan conductas antisociales previstas en esta Ley con la finalidad de identificar las 
zonas, sectores y grupos de alto riesgo, así como sus correlativos factores de protección; 

c) Suministrar e intercambiar la información obtenida mediante los sistemas e instrumentos 
tecnológicos respectivos; 

d) Llevar a cabo campañas orientadas a prevenir y evitar los factores y causas que originan los 
fenómenos delictivos tipificados en esta Ley, así como difundir su contenido; 

e) Establecer relaciones de colaboración con las autoridades competentes, así como con 
organizaciones de la sociedad civil y privadas, con el objetivo de orientar a la sociedad en las 
medidas que debe adoptar para prevenir los delitos tipificados en esta Ley y los demás 
establecidos en otros ordenamientos. 
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VI. Crear mecanismos y proveer recursos para que las instituciones policiales y de procuración de 
justicia desarrollen métodos de recopilación y sistematización de información con el fin de aplicar las 
estrategias necesarias para hacer eficaz la investigación preventiva, con base en los siguientes 
criterios: 
a) Diseñar y operar sistemas de recolección, clasificación, registro, análisis, evaluación y 

explotación de información relativa a las conductas previstas en esta Ley, con el objeto de 
conformar una base de datos nacional que sustente el desarrollo de planes y programas que 
sirvan para garantizar la seguridad pública en esta materia, 

b) Sistematizar y ejecutar los métodos de análisis de información estratégica que permita identificar 
a personas, grupos, organizaciones, zonas prioritarias y modos de operación vinculados con las 
conductas previstas en el presente ordenamiento, y 

c) Las demás que con tal carácter establezcan esta Ley y otras disposiciones aplicables. 
VII. El gobierno de cada entidad federativa, el Distrito Federal, los ayuntamientos y las jefaturas 

delegacionales podrán celebrar convenios para coordinar o unificar sus actividades en la materia de 
esta Ley, para cumplir de mejor manera las responsabilidades a su cargo. 

CAPÍTULO III 
De la Reglamentación del Programa 

Artículo 117. La Procuraduría será competente para la elaboración de un programa confidencial, en los 
términos de la Ley de la materia, sujeto a criterios estrictos de admisión, que puede ofrecer cambio de 
identidad y reubicación nacional e internacional, después de la evaluación de la amenaza sobre su vida y el 
grado de riesgo que le represente el crimen organizado. 

Artículo 118. Todos los procedimientos relacionados con la admisión de personas y las medidas 
adoptadas se mantendrán estrictamente confidenciales, incluyendo los documentos que se entreguen como 
justificantes o comprobantes deben ser tratados con este criterio, excepto mediante orden de la autoridad 
responsable del Programa Federal de Protección o por orden excepcional de tribunal competente. 

El Centro federal de Protección a Personas deberá contar con una base de datos independiente para el 
registro de sus operaciones, con el objeto de garantizar los más altos niveles de seguridad y confidencialidad, 
que deberá contar con la capacidad de rastrear e identificar cualquier intento no autorizado para extraer 
información del sistema, en los términos de la normatividad aplicable. 

Para garantizar la confidencialidad, se establecerán medidas altamente profesionales para la selección y 
reclutamiento del personal del Centro, quien deberá cumplir con los más altos requisitos de certificación y de 
esa manera prevenir la divulgación de la información relacionada con las normas y procedimientos de trabajo, 
el personal del programa, el paradero o la identidad de las víctimas y testigos de los delitos previstos en  esta 
Ley. 

Artículo 119. El Programa, deberá contemplar, como mínimo, las siguientes medidas: 
I. Criterios estrictos de admisión, incluyendo una evaluación del riesgo para la población que puede 

significar brindar protección y reubicación a delincuentes o personas con antecedentes penales; 
II. Convenio de admisión, subrayando las obligaciones de las personas que soliciten ser admitidos; 
III. Procedimientos y sanciones para el caso de que el convenio sea violado por los participantes; 
IV. Procedimientos en casos en que se divulgue la información confidencial de los participantes en el 

programa y sanciones por la divulgación no autorizada de dicha información; 
V. Protección de los derechos de los terceros, incluyendo el cumplimiento de las deudas contraídas por 

las víctimas y testigos y cualquier acreedor alimentario no reubicado y el derecho a visitas. 
Artículo 120. Para que una persona califique en este Programa, tendrá que cumplir con los siguientes 

requisitos: 
I. Su testimonio debe ser crucial para el éxito del procedimiento penal y que dicha información no se 

pueda obtener de ninguna otra forma; 
II. Tener un perfil psicológico que demuestre capacidad para respetar las reglas y las restricciones 

impuestas por el Programa; 
III. Consentimiento informado de los solicitantes; 
IV. La autoridad responsable deberá explicar las medidas que deberán tomarse y las limitaciones a su 

vida personal que, de ser aceptadas en el Programa estarán en la obligación de cumplir, así como 
que la aceptación obliga a la persona a respetar todas las reglas y medidas de protección 
emprendidas, debiéndose abstener de poner en peligro la seguridad del Programa; 
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V. Evaluación de las necesidades que permita tomar una decisión válida e informada, que deberá 
considerar: 
a) El nivel de amenaza a la vida de la persona solicitante o sus familiares en primer grado, que 

deberá ser amenaza de muerte; 
b) Capacidad de adaptarse y resistir altos grados de estrés por encontrarse alejadas de las 

personas que conocen y aisladas de los lugares a los que están habituadas; 
c) Que su participación en el procedimiento penal sea indispensable para el desmantelamiento de 

organizaciones de la delincuencia organizada; 
d) Situación familiar, incluyendo, estado civil, dependientes protegidos y no protegidos, 

antecedentes penales del solicitante y su cónyuge. 
Durante el proceso de evaluación se deberán proporcionar medidas provisionales de protección 

asegurándose que las víctimas no estén en el mismo lugar que los testigos. 
Artículo 121. El cambio de identidad es una medida excepcional que consiste en la creación de un nuevo 

perfil personal, ocultando la identidad original en los términos que disponga la ley de la materia. 
El cambio de identidad se aplicará sólo cuando la amenaza a la vida no se pueda evitar mediante la 

reubicación temporal u otras medidas. 
La autoridad responsable podrá decidir cuándo emitir la nueva identidad, pero procurará hacerlo una vez 

que se haya concluido el proceso penal. 
Artículo 122. Las personas solicitantes o admitidas podrán ser rechazadas o dadas de baja del Programa 

por las siguientes circunstancias: 
I. Rechazo injustificable a participar en el procedimiento penal; 
II. Rechazo a aceptar los planes y condiciones de su reubicación; 
III. Incumplimiento de reglas, condiciones y obligaciones adquiridas lo que puede afectar 

significativamente la protección brindada; 
IV. Retiro voluntario del Programa. 

CAPÍTULO IV 
Del Financiamiento a la Prevención, Sanción y Erradicación de los Delitos Previstos en esta Ley y de la 

Asistencia y Protección a las Víctimas, Ofendidos y Testigos 
Artículo 123. El Gobierno Federal y los gobiernos de los estados y del Distrito Federal, con sujeción a las 

disposiciones de sus respectivas leyes de ingresos y decretos de egresos que resulten aplicables, concurrirán 
en el financiamiento de la prevención, sanción y erradicación de los delitos previstos en esta Ley y de los 
servicios para la asistencia y protección a las víctimas y ofendidos. 

Los recursos federales recibidos para ese fin por cada entidad federativa, no serán transferibles y deberán 
aplicarse exclusivamente en la prestación de servicios y demás actividades previstas en esta Ley en la  propia 
entidad. 

Los gobiernos de las entidades federativas y el Distrito Federal prestarán todas las facilidades y 
colaboración para que, en su caso, la Auditoría Superior de la Federación verifique la correcta aplicación de 
dichos recursos. 

En el evento de que tales recursos se utilicen para fines distintos, se estará a lo previsto en la legislación 
aplicable sobre las responsabilidades administrativas, civiles y penales que procedan. 

Artículo 124. Los gobiernos de los estados y del Distrito Federal, de conformidad con las disposiciones 
aplicables, proveerán lo conducente para que cada ayuntamiento y demarcación territorial reciba recursos 
para el cumplimiento de las responsabilidades que estén a su cargo. 

Artículo 125. Para dar cumplimiento a lo dispuesto en los artículos anteriores, el Gobierno Federal, los 
gobiernos de los estados y el del Distrito Federal, tomarán en cuenta el carácter prioritario de la prevención, 
combate y sanción de los delitos previstos en esta Ley, y de la protección y asistencia a las víctimas de este 
delito, para la seguridad nacional. 

Artículo 126. La Procuraduría General de la República, a través de la Subprocuraduría de Investigación 
Especializada en Delincuencia Organizada, contará con una Coordinación General para la investigación y 
persecución de los delitos objeto de esta Ley, cuando sean cometidos por la delincuencia organizada, que 
contará como mínimo con un coordinador general, Fiscales, Ministerios Públicos y policías ministeriales 
especializados, los recursos humanos, financieros y materiales necesarios para su efectiva operación. Esta 
Coordinación General se integrará con servicios periciales y técnicos especializados para el ejercicio de su 
función, de conformidad con lo establecido en la normatividad respectiva. 

TRANSITORIOS 
Primero. La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 
Segundo. Se abroga la Ley para Prevenir y Sancionar la Trata de Personas, publicada en el Diario Oficial 

de la Federación el día 27 de noviembre de 2007. 
Tercero.- La implementación del presente decreto será con cargo a los respectivos presupuestos 

aprobados en las instancias de los tres órdenes de gobierno obligados a cumplir con lo establecido  en el 
presente. 
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Cuarto.- El Ejecutivo Federal contará con 90 días a partir de la publicación de esta Ley para emitir el 
Reglamento de la misma. 

Quinto.- El Ejecutivo Federal contará con 60 días para modificar o adaptar el Programa Nacional para 
Prevenir, Sancionar y Erradicar los Delitos en Materia de Trata de Personas y para la Protección y Asistencia 
de las Víctimas de estos Delitos, con las disposiciones de esta Ley. 

Sexto.- La Procuraduría General de la República y las Fiscalías o Procuradurías Generales de Justicia de 
los estados y del Distrito Federal, contarán con un término improrrogable de 90 días para la instalación y 
puesta en marcha de la Coordinación Especializada y las Fiscalías a que se refiere la presente Ley. 

Séptimo.- La Secretaría de Gobernación garantizará la continuidad en el funcionamiento de la Comisión 
Intersecretarial para Prevenir y Sancionar la Trata de Personas, como lo ha hecho hasta la fecha, invitando a 
participar a los nuevos integrantes que esta Ley establece en un término perentorio de 60 días, para darle 
continuidad a los trabajos de dicha Comisión, debiendo realizar las modificaciones necesarias para dar 
cumplimiento con este ordenamiento jurídico. 

Octavo.- La Secretaría de Gobernación deberá emitir los lineamientos para la vigilancia y monitoreo de los 
anuncios clasificados en un plazo no mayor a 90 días hábiles posteriores a la publicación de este Decreto. 

Noveno.- La presente Ley deroga los delitos objeto de la misma, en el Código Penal Federal y Leyes 
Federales. 

Décimo.- Los Congresos de los Estados y la Asamblea de Representantes del Distrito Federal, 
procederán a hacer las reformas pertinentes en la materia y las leyes específicas, con el fin de armonizar en lo 
conducente a la presente Ley. 

Décimo Primero.- Las disposiciones relativas a los delitos a que se refiere esta Ley previstas tanto en el 
Código Penal Federal como en los Códigos Penales locales vigentes hasta la entrada en vigor de la presente 
Ley, seguirán aplicándose por los hechos realizados durante su vigencia. Así mismo, dichos preceptos 
seguirán aplicándose a las personas procesadas o sentenciadas por los delitos previstos y sancionados por 
los mismos artículos. 

Décimo Segundo.- En los lugares en que se encuentre en vigor el Sistema Procesal Penal Acusatorio, de 
conformidad con el artículo transitorio segundo del decreto de reforma constitucional publicado el día 18  de 
junio de 2008, se aplicará las reglas previstas para la investigación de los delitos objeto de la presente Ley. 

Décimo Tercero.- El Sistema Nacional de Seguridad Pública deberá publicar los lineamientos mínimos 
señalados en los artículos 56 y 57 en un plazo no mayor a 240 días naturales tras la publicación  de este 
Decreto. 

Décimo Cuarto. Las procuradurías de las entidades federativas deberán crear y operar fiscalías 
especializadas para la investigación de las conductas previstas en esta Ley, que contarán con Ministerios 
Públicos y policías especializados, los recursos humanos, financieros y materiales que requieran para su 
efectiva operación. Estas unidades se integrarán con servicios periciales y técnicos especializados para el 
ejercicio de su función. 

Las procuradurías de las entidades federativas y el Distrito Federal capacitarán a su personal en materia 
de planeación de investigación. 

Para ingresar y permanecer en las fiscalías especializadas en la investigación y persecución de los delitos 
previstos en esta Ley será necesario cumplir con los requisitos previstos en el artículo transitorio anterior. 

Las Fiscalías Especializadas de investigación, en el ámbito de sus competencias, tendrán las facultades 
que se señalan en el artículo transitorio anterior para la Coordinación General de la Procuraduría. 

Artículo Segundo. Se reforma el artículo 2o., fracción VI de la Ley Federal contra la Delincuencia 
Organizada, para quedar como sigue: 

Artículo 2o. ... 
I. a V. ... 
VI. Delitos en materia de trata de personas, previstos y sancionados en el Título Segundo de la Ley 

General para Combatir y Erradicar los Delitos en Materia de Trata de Personas y para la Protección y 
Asistencia a las Víctimas de estos Delitos, excepto en el caso de los artículos 32, 33 y 34 y sus 
respectivas tentativas punibles. 

VII. ... 
Artículo Tercero. Se reforma el artículo 194, fracción XVI del Código Federal de Procedimientos Penales, 

para quedar como sigue: 
Artículo 194. ... 
I. a XV. ... 
XVI. Los previstos en el Título Segundo de la Ley General para Prevenir, Sancionar y Erradicar los Delitos 

en Materia de Trata de Personas y para la Protección y Asistencia a las Víctimas de Estos Delitos, excepto en 
el caso de los artículos 32, 33 y 34 y sus respectivas tentativas punibles; 

XVII. y XVIII. ... 
... 



     (Primera Sección) DIARIO OFICIAL Jueves 14 de junio de 2012 

Artículo Cuarto. Se reforman los artículos 85, fracción II y 205 bis, primer párrafo del Código Penal 
Federal, para quedar como sigue: 

Artículo 85. No se concederá la libertad preparatoria a: 
I. ... 
II. Delitos en Materia de Trata de Personas contenidos en el Título Segundo de la Ley General para 

Prevenir, Sancionar y Erradicar los Delitos en Materia de Trata de Personas y para la Protección y 
Asistencia a las Víctimas de estos Delitos; 

III. y IV. ... 
... 
Artículo 205-Bis. Serán imprescriptibles las sanciones señaladas en los artículos 200, 201 y 204. 

Asimismo, las sanciones señaladas en dichos artículos se aumentarán al doble de la que corresponda cuando 
el autor tuviere para con la víctima, alguna de las siguientes relaciones: 

a) a j). ... 
... 
... 
... 
Artículo Quinto. Se reforman los artículos 50 Bis y 50 Ter, párrafo primero de la Ley Orgánica del Poder 

Judicial de la Federación, para quedar como sigue: 
Artículo 50 Bis. En materia federal, la autorización para intervenir comunicaciones privadas será otorgada 

de conformidad con la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada, la Ley de Seguridad Nacional, el 
Código Federal de Procedimientos Penales, la Ley de la Policía Federal, la Ley General para Prevenir y 
Sancionar los Delitos en Materia de Secuestro o la Ley General para Prevenir, Sancionar y Erradicar los 
Delitos en Materia de Trata de Personas y para la Protección y Asistencia a las Víctimas de estos Delitos, 
según corresponda. 

Artículo 50 Ter. Cuando la solicitud de autorización de intervención de comunicaciones privadas, sea 
formulada en los términos previstos en las legislaciones locales, por el titular del Ministerio Público de alguna 
entidad federativa, exclusivamente se concederá si se trata de los delitos de homicidio, asalto en carreteras o 
caminos, robo de vehículos, privación ilegal de la libertad, secuestro o esclavitud, trata de personas o 
explotación, previstos en el Código Penal Federal, en la Ley General para Prevenir y Sancionar los Delitos en 
Materia de Secuestro o la Ley General para Combatir y Erradicar los delitos en Materia de Trata de Personas 
y para la Protección y Asistencia a las Víctimas de estos Delitos, respectivamente, o sus equivalentes en las 
legislaciones penales locales. 

... 

... 

... 

... 

... 

... 
Artículo Sexto. Se reforma el artículo 129 de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, 

para quedar como sigue: 
Artículo 129. El Centro Nacional de Prevención del Delito y Participación Ciudadana impulsará las 

acciones necesarias para que la Federación, los Estados, el Distrito Federal y los municipios, establezcan un 
servicio para la localización de personas y bienes, que promueva la colaboración y participación ciudadana. 

Para el caso de la sustracción de menores, deberán implementarse sistemas de alerta y protocolos de 
acción inmediata para su búsqueda y localización, en el que coadyuven con los integrantes del sistema las 
corporaciones de emergencia, medios de comunicación, prestadores de servicios de telecomunicaciones, 
organizaciones no gubernamentales y ciudadanía en general. 

TRANSITORIO 
ÚNICO.- El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente de su publicación en el Diario Oficial  de la 

Federación. 
México, D. F., a 27 de abril de 2012.- Sen. Jose Gonzalez Morfin, Presidente.- Dip. Guadalupe Acosta 

Naranjo, Presidente.- Sen. Renan Cleominio Zoreda Novelo, Secretario.- Dip. Laura Arizmendi Campos, 
Secretaria.- Rúbricas." 

En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto en la Residencia 
del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal, a trece de junio de dos mil doce.- Felipe 
de Jesús Calderón Hinojosa.- Rúbrica.- El Secretario de Gobernación, Alejandro Alfonso Poiré Romero.- 
Rúbrica. 
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DECRETO por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones del Código Penal Federal, de la Ley General 
de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal 
y de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia de la 
República. 

FELIPE DE JESÚS CALDERÓN HINOJOSA, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, a sus 
habitantes sabed: 

Que el Honorable Congreso de la Unión, se ha servido dirigirme el siguiente 

DECRETO 

"EL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, D E C R E T A: 

SE REFORMAN Y ADICIONAN DIVERSAS DISPOSICIONES DEL CÓDIGO PENAL FEDERAL, DE LA LEY 
GENERAL DE ACCESO DE LAS MUJERES A UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA, DE LA LEY ORGÁNICA DE LA 
ADMINISTRACIÓN PÚBLICA FEDERAL Y DE LA LEY ORGÁNICA DE LA PROCURADURÍA GENERAL DE LA 
REPÚBLICA. 

Artículo Primero. Se reforman los artículos 30; el primer párrafo del artículo 31; el artículo 31-Bis; el inciso 
e) de la fracción I del artículo 85; el primer párrafo del artículo 93; las fracciones XXXI y XXXII y el párrafo 
segundo del artículo 225; los artículos 260 y 261; las fracciones III y IV del artículo 316; el artículo 323; la 
denominación del capítulo V, para quedar como “Feminicidio”, del título decimonoveno del libro segundo, así 
como su artículo 325; y los artículos 343 Bis y 343 Ter. Se adicionan el párrafo tercero en el artículo 107 Bis; 
el título tercero bis, denominado “Delitos contra la dignidad de las personas”, con un capítulo único, con la 
denominación “Discriminación”, integrado por el artículo 149 Ter; el capítulo III, con la denominación “Delitos 
contra los derechos reproductivos”, al título séptimo, llamado “Delitos contra la salud”, así como sus artículos 
199 Ter, 199 Quáter, 199 Quintus y 199 Sextus; las fracciones XXXIII y XXXIV al artículo 225; las fracciones 
V, VI y VII al artículo 316; el capítulo III Ter al título vigésimo segundo del libro segundo, para denominarse 
“Fraude familiar”, con su artículo 390 Bis. Y se derogan los párrafos segundo y tercero del artículo 272; el 
artículo 310 y los artículos 365 y 365 Bis, todos del Código Penal Federal, para quedar como sigue: 

Artículo 30. La reparación del daño debe ser integral, adecuada, eficaz, efectiva, proporcional a la 
gravedad del daño causado y a la afectación sufrida, comprenderá cuando menos: 

I. La restitución de la cosa obtenida por el delito y si no fuere posible, el pago del precio de la misma, a 
su valor actualizado; 

II. La indemnización del daño material y moral causado, incluyendo la atención médica y psicológica, de 
los servicios sociales y de rehabilitación o tratamientos curativos necesarios para la recuperación de la 
salud, que hubiere requerido o requiera la víctima, como consecuencia del delito. En los casos de delitos 
contra el libre desarrollo de la personalidad, la libertad y el normal desarrollo psicosexual y en su salud 
mental, así como de violencia familiar, además comprenderá el pago de los tratamientos 
psicoterapéuticos que sean necesarios para la víctima; 

III. El resarcimiento de los perjuicios ocasionados; 

IV. El pago de la pérdida de ingreso económico y lucro cesante, para ello se tomará como base el salario 
que en el momento de sufrir el delito tenía la víctima y en caso de no contar con esa información, será 
conforme al salario mínimo vigente en el lugar en que ocurra el hecho; 

V. El costo de la pérdida de oportunidades, en particular el empleo, educación y prestaciones sociales, 
acorde a sus circunstancias; 

VI. La declaración que restablezca la dignidad y reputación de la víctima, a través de medios electrónicos 
o escritos; 

VII. La disculpa pública, la aceptación de responsabilidad, así como la garantía de no repetición, cuando 
el delito se cometa por servidores públicos. 

Los medios para la rehabilitación deben ser lo más completos posible, y deberán permitir a la víctima 
participar de forma plena en la vida pública, privada y social. 

Artículo 31. La reparación será fijada por los jueces, según el daño que sea preciso reparar, con base en 
las pruebas obtenidas en el proceso y la afectación causada a la víctima u ofendido del delito. 

... 
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Artículo 31 Bis. En todo proceso penal, el Ministerio Público estará obligado a solicitar, de oficio, la 
condena en lo relativo a la reparación del daño y el juez está obligado a resolver lo conducente. 

El incumplimiento de esta disposición se sancionara conforme a lo dispuesto por la fracción VII y el párrafo 
segundo del artículo 225 de este Código. 

En todo momento, la víctima deberá estar informada sobre la reparación del daño. 

Artículo 85. ... 

I. ... 

a) a d) 

e) Homicidio, previsto en los artículos 315, 315 Bis y 320; y feminicidio previsto en el artículo 325; 

f) a l) ... 

II. a IV. ... 

... 

Artículo 93. El perdón del ofendido o del legitimado para otorgarlo sólo podrá otorgarse cuando se hayan 
reparado la totalidad de los daños y perjuicios ocasionados por la comisión del delito, éste extingue la acción 
penal respecto de los delitos que se persiguen por querella, siempre que se conceda ante el Ministerio Público 
si éste no ha ejercitado la misma o ante el órgano jurisdiccional antes de dictarse sentencia de segunda 
instancia. Una vez otorgado el perdón, éste no podrá revocarse. 

... 

... 

... 

Artículo 107 Bis. ... 

... 

En los casos de los delitos contra la libertad y el normal desarrollo psicosexual, así como los previstos en 
la Ley para prevenir y sancionar la Trata de Personas, que hubiesen sido cometidos en contra de una persona 
menor de dieciocho años de edad, se observarán las reglas para la prescripción de la acción penal contenidas 
en este capítulo, pero el inicio del cómputo de los plazos comenzará a partir del día en que la víctima cumpla 
la mayoría de edad. 

Título Tercero Bis 

Delitos contra la Dignidad de las Personas 

Capítulo Único 

Discriminación 

Artículo 149 Ter. Se aplicará sanción de uno a tres años de prisión o de ciento cincuenta a trescientos 
días de trabajo a favor de la comunidad y hasta doscientos días multa al que por razones de origen o 
pertenencia étnica o nacional, raza, color de piel, lengua, género, sexo, preferencia sexual, edad, estado civil, 
origen nacional o social, condición social o económica, condición de salud, embarazo, opiniones políticas o de 
cualquier otra índole atente contra la dignidad humana o anule o menoscabe los derechos y libertades de las 
personas mediante la realización de cualquiera de las siguientes conductas: 

I. Niegue a una persona un servicio o una prestación a la que tenga derecho; 

II. Niegue o restrinja derechos laborales, principalmente por razón de género o embarazo; o límite un 
servicio de salud, principalmente a la mujer en relación con el embarazo; o 

III. Niegue o restrinja derechos educativos. 

Al servidor público que, por las razones previstas en el primer párrafo de este artículo, niegue o retarde a 
una persona un trámite, servicio o prestación a que tenga derecho se le aumentará en una mitad la pena 
prevista en el primer párrafo del presente artículo, y además se le impondrá destitución e inhabilitación para el 
desempeño de cualquier cargo, empleo o comisión públicos, por el mismo lapso de la privación de la libertad 
impuesta. 
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No serán consideradas discriminatorias todas aquellas medidas tendentes a la protección de los grupos 
socialmente desfavorecidos. 

Cuando las conductas a que se refiere este artículo sean cometidas por persona con la que la víctima 
tenga una relación de subordinación laboral, la pena se incrementará en una mitad. 

Asimismo, se incrementará la pena cuando los actos discriminatorios limiten el acceso a las garantías 
jurídicas indispensables para la protección de todos los derechos humanos. 

Este delito se perseguirá por querella. 

Capítulo III 
Delitos contra los Derechos Reproductivos 

Artículo 199 Ter. A quien cometa el delito previsto en el artículo 466 de la Ley General de Salud con 
violencia, se impondrá de cinco a catorce años de prisión y hasta ciento veinte días multa. 

Artículo 199 Quáter. Se sancionará de cuatro a siete años de prisión y hasta setenta días multa a quien 
implante a una mujer un óvulo fecundado, cuando hubiere utilizado para ello un óvulo ajeno o esperma de 
donante no autorizado, sin el consentimiento expreso de la paciente, del donante o con el consentimiento de 
una menor de edad o de una incapaz para comprender el significado del hecho o para resistirlo. 

Si el delito se realiza con violencia o de ella resulta un embarazo, la pena aplicable será de cinco a catorce 
años y hasta ciento veinte días multa. 

Además de las penas previstas, se impondrá suspensión para ejercer la profesión o, en caso de 
servidores públicos, inhabilitación para el desempeño del empleo, cargo o comisión públicos, por un tiempo 
igual al de la pena de prisión impuesta, así como la destitución. 

Cuando entre el activo y el pasivo exista relación de matrimonio, concubinato o relación de pareja, los 
delitos previstos en los artículos anteriores se perseguirán por querella. 

Si resultan hijos a consecuencia de la comisión de alguno de los delitos previstos en los artículos 
anteriores, la reparación del daño comprenderá además el pago de alimentos para éstos y para la madre, en 
los términos que fija la legislación civil. 

Artículo 199 Quintus. Comete el delito de esterilidad provocada quien sin el consentimiento de una 
persona practique en ella procedimientos quirúrgicos, químicos o de cualquier otra índole para hacerla estéril. 

Al responsable de esterilidad provocada se le impondrán de cuatro a siete años de prisión y hasta setenta 
días multa, así como el pago total de la reparación de los daños y perjuicios ocasionados, que podrá incluir el 
procedimiento quirúrgico correspondiente para revertir la esterilidad. 

Además de las penas señaladas en el párrafo anterior, se impondrá al responsable la suspensión del 
empleo o profesión por un plazo igual al de la pena de prisión impuesta hasta la inhabilitación definitiva, 
siempre que en virtud de su ejercicio haya resultado un daño para la víctima; o bien, en caso de que el 
responsable sea servidor público se le privará del empleo, cargo o comisión público que haya estado 
desempeñando, siempre que en virtud de su ejercicio haya cometido dicha conducta típica. 

Artículo 199 Sextus. Los delitos previstos en este capítulo serán perseguibles de oficio, a excepción de 
los que se señalen por querella de parte ofendida. 

Artículo 225. ... 
I. a XXX. ... 
XXXI. Alterar, destruir, perder o perturbar ilícitamente el lugar de los hechos; los indicios, huellas o 
vestigios del hecho delictuoso o los instrumentos, objetos o productos del delito; 

XXXII. Desviar u obstaculizar la investigación del hecho delictuoso de que se trate o favorecer que el 
inculpado se sustraiga a la acción de la justicia; 

XXXIII. Obligue a una persona o a su representante a otorgar el perdón en los delitos que se persiguen 
por querella; y 

XXXIV. Obligue a una persona a renunciar a su cargo o empleo para evitar responder a acusaciones de 
acoso, hostigamiento o para ocultar violaciones a la Ley Federal del Trabajo. 

A quien cometa los delitos previstos en las fracciones I, II, III, VII, VIII, IX, XX, XXIV, XXV, XXVI, XXXIII y 
XXXIV, se le impondrá pena de prisión de tres a ocho años y de quinientos a mil quinientos días multa. 

... 

... 
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Capítulo I 

Hostigamiento Sexual, Abuso Sexual, Estupro y Violación 

Artículo 260. Comete el delito de abuso sexual quien ejecute en una persona, sin su consentimiento, o la 
obligue a ejecutar para sí o en otra persona, actos sexuales sin el propósito de llegar a la cópula. 

A quien cometa este delito, se le impondrá pena de seis a diez años de prisión y hasta doscientos días 
multa. 

Para efectos de este artículo se entiende por actos sexuales los tocamientos o manoseos corporales 
obscenos, o los que representen actos explícitamente sexuales u obliguen a la víctima a representarlos. 

También se considera abuso sexual cuando se obligue a la víctima a observar un acto sexual, o a exhibir 
su cuerpo sin su consentimiento. 

Si se hiciera uso de violencia, física o psicológica, la pena se aumentará en una mitad más en su mínimo y 
máximo. 

Artículo 261. A quien cometa el delito de abuso sexual en una persona menor de quince años de edad o 
en persona que no tenga la capacidad de comprender el significado del hecho, aun con su consentimiento, o 
que por cualquier causa no pueda resistirlo o la obligue a ejecutarlo en sí o en otra persona, se le impondrá 
una pena de seis a trece años de prisión y hasta quinientos días multa. 

Si se hiciera uso de violencia, la pena se aumentará en una mitad más en su mínimo y máximo. 

Artículo 262. Al que tenga cópula con persona mayor de quince años y menor de dieciocho, obteniendo 
su consentimiento por medio de engaño, se le aplicará de tres meses a cuatro años de prisión. 

Artículo 265. Comete el delito de violación quien por medio de la violencia física o moral realice cópula 
con persona de cualquier sexo, se le impondrá prisión de ocho a veinte años. 

... 

Se considerará también como violación y se sancionará con prisión de ocho a veinte años al que 
introduzca por vía vaginal o anal cualquier elemento o instrumento distinto al miembro viril, por medio de la 
violencia física o moral, sea cual fuere el sexo del ofendido. 

Artículo 266. Se equipara a la violación y se sancionará de ocho a treinta años de prisión: 

I. Al que sin violencia realice cópula con persona menor de quince años de edad; 

II. ... 

III. Al que sin violencia y con fines lascivos introduzca por vía anal o vaginal cualquier elemento o 
instrumento distinto del miembro viril en una persona menor de quince años de edad o persona que no 
tenga capacidad de comprender el significado del hecho, o por cualquier causa no pueda resistirlo, sea 
cual fuere el sexo de la víctima. 

Si se ejerciera violencia física o moral, el mínimo y el máximo de la pena se aumentará hasta en una 
mitad. 

Artículo 272. Se sancionará con pena de uno a seis años de prisión, el delito de incesto cuando los 
ascendientes tengan relaciones sexuales con sus descendientes, siempre y cuando estos últimos sean 
mayores de edad. 

... (Se deroga) 

... (Se deroga) 

Cuando la víctima sea menor de edad, la conducta siempre será entendida como típica de violación. 

Artículo 310. (Se deroga) 

Artículo 316. ... 

I. y II. ... 

III. Cuando se vale de algún medio que debilita la defensa del ofendido; 

IV. Cuando éste se halla inerme o caído y aquél armado o de pie; 
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V. El activo sea un hombre superior en fuerza física y el pasivo una mujer o persona menor de dieciocho 
años; 

VI. El homicidio y las lesiones se ocasionen en situaciones de violencia familiar; y 

VII. Exista una situación de vulnerabilidad motivada por la condición física o mental o por discriminación. 

... 

Artículo 323. Al que prive de la vida a su ascendiente o descendiente consanguíneo en línea recta, 
hermano, cónyuge, convivente, compañera o compañero civil, concubina o concubinario, adoptante o 
adoptado, con conocimiento de esa relación se le impondrá prisión de treinta a sesenta años. 

Si faltare dicho conocimiento, se estará a la punibilidad prevista en el artículo 307, sin menoscabo de 
observar alguna circunstancia que agrave o atenúe la sanción a que se refieren los capítulos II y III anteriores. 

Capítulo V 

Feminicidio 

Artículo 325. Comete el delito de feminicidio quien prive de la vida a una mujer por razones de género. Se 
considera que existen razones de género cuando concurra alguna de las siguientes circunstancias: 

I. La víctima presente signos de violencia sexual de cualquier tipo; 

II. A la víctima se le hayan infligido lesiones o mutilaciones infamantes o degradantes, previas o 
posteriores a la privación de la vida o actos de necrofilia; 

III. Existan antecedentes o datos de cualquier tipo de violencia en el ámbito familiar, laboral o escolar, del 
sujeto activo en contra de la víctima; 

IV. Haya existido entre el activo y la víctima una relación sentimental, afectiva o de confianza; 

V. Existan datos que establezcan que hubo amenazas relacionadas con el hecho delictuoso, acoso o 
lesiones del sujeto activo en contra de la víctima; 

VI. La víctima haya sido incomunicada, cualquiera que sea el tiempo previo a la privación de la vida; 

VII. El cuerpo de la víctima sea expuesto o exhibido en un lugar público. 

A quien cometa el delito de feminicidio se le impondrán de cuarenta a sesenta años de prisión y de 
quinientos a mil días multa. 

Además de las sanciones descritas en el presente artículo, el sujeto activo perderá todos los derechos con 
relación a la víctima, incluidos los de carácter sucesorio. 

En caso de que no se acredite el feminicidio, se aplicarán las reglas del homicidio. 

Al servidor público que retarde o entorpezca maliciosamente o por negligencia la procuración o 
administración de justicia se le impondrá pena de prisión de tres a ocho años y de quinientos a mil quinientos 
días multa, además será destituido e inhabilitado de tres a diez años para desempeñar otro empleo, cargo o 
comisión públicos. 

Artículo 343 Bis. Comete el delito de violencia familiar quien lleve a cabo actos o conductas de dominio, 
control o agresión física, psicológica, patrimonial o económica, a alguna persona con la que se encuentre o 
haya estado unida por vínculo matrimonial, de parentesco por consanguinidad, afinidad o civil, concubinato, o 
una relación de pareja dentro o fuera del domicilio familiar. 

A quien cometa el delito de violencia familiar se le impondrá de seis meses a cuatro años de prisión y 
perderá el derecho de pensión alimenticia. Asimismo, se le sujetará a tratamiento psicológico especializado. 

Artículo 343 Ter. Se equipara a la violencia familiar y se sancionará con seis meses a cuatro años de 
prisión al que realice cualquiera de los actos señalados en el artículo anterior en contra de la persona que esté 
sujeta a la custodia, guarda, protección, educación, instrucción o cuidado de dicha persona. 

Artículo 365. (Se deroga) 

Artículo 365 Bis. (Se deroga) 
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Capítulo III Ter 

Fraude Familiar 

Artículo 390 Bis. A quien en detrimento de la sociedad conyugal o patrimonio común generado durante el 
matrimonio o el concubinato, oculte, transfiera o adquiera a nombre de terceros bienes, se le aplicará sanción 
de uno a cinco años de prisión y hasta trescientos días multa. 

Artículo Segundo. Se reforman la fracción X del artículo 44, las fracciones I, VIII y IX del artículo 47 y las 
fracciones XXI y XXII del artículo 49; se adicionan el párrafo segundo al artículo 21, la fracción XI al artículo 
44, pasando la actual XI a ser la XII del artículo 44, y las fracciones X, XI y XII al artículo 47, así como las 
fracciones XXIII a XXV al artículo 49 de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de 
Violencia, para quedar como sigue: 

Artículo 21. ... 

En los casos de feminicidio se aplicarán las sanciones previstas en el artículo 325 del Código Penal 
Federal. 

Artículo 44. ... 

I. a IX. ... 

X. Celebrar convenios de cooperación, coordinación y concertación en la materia; 

XI. Realizar una página de Internet específica en la cual se encuentren los datos generales de las 
mujeres y niñas que sean reportadas como desaparecidas. La información deberá ser pública y permitir 
que la población en general pueda aportar información sobre el paradero de las mujeres y niñas 
desaparecidas. Esta página deberá actualizarse de forma permanente, y 

XII. Las demás previstas para el cumplimiento de la presente ley. 

Artículo 47. ... 

I. Especializar a las y los agentes del Ministerio Público, peritos, personal que atiende a víctimas a través 
de programas y cursos permanentes en: 

a) Derechos humanos y género; 

b) Perspectiva de género para la debida diligencia en la conducción de averiguaciones previas y 
procesos judiciales relacionados con discriminación, violencia y feminicidio; 

c) Incorporación de la perspectiva de género en los servicios periciales; 

d) Eliminación de estereotipos sobre el rol social de las mujeres, entre otros. 

II. a VII. ... 

VIII. Celebrar convenios de cooperación, coordinación y concertación en la materia; 

IX. Crear un registro público sistemático de los delitos cometidos en contra de mujeres, que incluya la 
clasificación de los hechos de los que tenga conocimiento, lugar de ocurrencia y lugar de hallazgo de los 
cuerpos, características sociodemográficas de las víctimas y del sujeto activo, especificando su tipología, 
relación entre el sujeto activo y pasivo, móviles, diligencias básicas a realizar, así como las dificultades 
para la práctica de diligencias y determinaciones; los índices de incidencia y reincidencia, consignación, 
sanción y reparación del daño. Este registro se integrará a la estadística criminal y victimal para definir 
políticas en materia de prevención del delito, procuración y administración de justicia; 

X. Elaborar y aplicar protocolos especializados con perspectiva de género en la búsqueda inmediata de 
mujeres y niñas desaparecidas, para la investigación de los delitos de discriminación, feminicidio, trata 
de personas y contra la libertad y el normal desarrollo psicosexual; 

XI. Crear una base nacional de información genética que contenga la información personal disponible de 
mujeres y niñas desaparecidas a nivel nacional; la información genética y muestras celulares de los 
familiares de las personas desaparecidas que lo consientan; la información genética y muestras 
celulares provenientes de los cuerpos de cualquier mujer o niña no identificada. 

La información integrada en esta base deberá ser resguardada y únicamente podrá ser utilizada para la 
confrontación de información genética entre cuerpos no identificados y personas desaparecidas, y 

XII. Las demás previstas para el cumplimiento de la presente ley. 
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Artículo 49. ... 

I. a XX. ... 

XXI. Celebrar convenios de cooperación, coordinación y concertación en la materia; 

XXII. Especializar a las y los agentes del Ministerio Público, peritos, personal que atiende a víctimas a 
través de programas y cursos permanentes en: 

a) Derechos humanos y género; 

b) Perspectiva de género para la debida diligencia en la conducción de averiguaciones previas y 
procesos judiciales relacionados con discriminación, violencia y feminicidio; 

c) Incorporación de la perspectiva de género en los servicios periciales; eliminación de estereotipos 
sobre el rol social de las mujeres, entre otros. 

XXIII. Crear un registro público sistemático de los delitos cometidos en contra de mujeres, que incluya la 
clasificación de los hechos de los que tenga conocimiento, lugar de ocurrencia y lugar de hallazgo de los 
cuerpos, características socio demográficas de las víctimas y del sujeto activo, especificando su 
tipología, relación entre el sujeto activo y pasivo, móviles, diligencias básicas a realizar, así como las 
dificultades para la práctica de diligencias y determinaciones; los índices de incidencia y reincidencia, 
consignación, sanción y reparación del daño. Este registro se integrará a la estadística criminal y victimal 
para definir políticas en materia de prevención del delito, procuración y administración de justicia; 

XXIV. Elaborar y aplicar protocolos especializados con perspectiva de género en la búsqueda inmediata 
de mujeres y niñas desaparecidas, para la investigación de los delitos de discriminación, feminicidio, 
trata de personas y contra la libertad y el normal desarrollo psicosexual, y 

XXV. Las demás aplicables a la materia, que les conceda la ley u otros ordenamientos legales. 

... 

Artículo Tercero. Se reforma la fracción XXV y se adiciona una fracción XXVII, pasando la actual a ser 
fracción XXVIII, al artículo 30 Bis de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, para quedar como 
sigue: 

Artículo 30 Bis. A la Secretaría de Seguridad Pública corresponde el despacho de los siguientes asuntos: 

I. a XXIV. ... 

XXV. Administrar el sistema federal para el tratamiento de menores infractores, en términos de la política 
especial correspondiente y con estricto apego a los derechos humanos; 

XXVI. Promover la celebración de convenios entre las autoridades federales, y de éstas, con las 
estatales, municipales y del Distrito Federal competentes, en aras de lograr la efectiva coordinación y 
funcionamiento del Sistema Nacional de Seguridad Pública y el combate a la delincuencia; 

XXVII. Diseñar, actualizar y publicar una página electrónica específica en la cual se registren los datos 
generales de las mujeres y niñas que sean reportadas como desaparecidas en todo el país. La 
información deberá ser pública y permitir que la población en general pueda aportar información sobre el 
paradero de las mujeres y niñas desaparecidas. Esta página deberá actualizarse de forma permanente; y 

XXVIII. Las demás que le atribuyan expresamente las leyes y reglamentos. 

Artículo Cuarto. Se reforman las fracciones XV y XVI del artículo 5; y se adicionan las fracciones XVII, 
XVIII y XIX, pasando la actual XVII a convertirse en la fracción XX, de la Ley Orgánica de la Procuraduría 
General de la República, para quedar como sigue: 

Artículo 5. Corresponde a la Procuraduría General de la República: 

I. a XIII. ... 

XIV. Convocar y realizar reuniones periódicas con las autoridades fiscales federales, quienes estarán 
obligadas a participar, cuando así se los solicite la Procuraduría en las reuniones que al efecto se 
programen, para formularle sugerencias respecto de sus actividades, así como, de advertir o prevenir la 
comisión de cualquier acto ilegal en perjuicio de una persona o grupo de personas, o de proponerles se 
eviten perjuicios o se reparen los daños causados a éstos con su ilegal emisión, o por cualquier causa 
que la justifique. A tales reuniones podrán asistir, e intervenir, en compañía del personal de la 
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Procuraduría, los síndicos, y representantes de colegios profesionales, grupos organizados de 
consumidores, sindicatos, cámaras empresariales y sus confederaciones y, en general, de grupos de 
contribuyentes legalmente constituidos, quienes habrán de acreditarse oportunamente ante la 
Procuraduría; 

XV. Especializar a las y los agentes del Ministerio Público, peritos, policías federales ministeriales y en 
general al personal que atiende a víctimas de delitos, a través de programas y cursos permanentes en: 

a) Derechos humanos y género; 

b) La aplicación de la perspectiva de género en la debida diligencia, la conducción de averiguaciones 
previas y procesos judiciales relacionados con discriminación, violencia de género y feminicidios; 

c) Incorporación de la perspectiva de género en los servicios periciales; 

d) Eliminación de estereotipos sobre el rol social de las mujeres; 

e) Los que se consideren pertinentes para la debida investigación y persecución de los delitos que 
son cometidos contra niñas y mujeres; 

XVI. Crear un registro público sistemático de los delitos cometidos en contra de niñas y mujeres, que 
incluya la clasificación de los hechos de los que tenga conocimiento, lugar de ocurrencia y lugar de 
hallazgo de los cuerpos en caso de homicidio o feminicidio, características sociodemográficas de las 
víctimas y del sujeto activo, especificando su tipología, relación entre el sujeto activo y pasivo, móviles, 
diligencias básicas a realizar, así como las dificultades para la práctica de diligencias y determinaciones; 
los índices de incidencia y reincidencia, consignación, sanción y reparación del daño. Este registro se 
integrará a la estadística criminal y victimal para definir políticas en materia de prevención del delito, 
procuración y administración de justicia; 

XVII. Elaborar y aplicar protocolos de investigación de delitos con perspectiva de género, 
primordialmente para la búsqueda inmediata de mujeres y niñas desaparecidas, para la investigación de 
los delitos de feminicidio, contra la libertad y normal desarrollo psicosexual, la trata de personas y la 
discriminación. 

XVIII. Crear una base nacional de información genética que contenga la información personal disponible 
de niñas y mujeres desaparecidas a nivel nacional; la información genética y muestras celulares de los 
familiares de las personas desaparecidas que lo consientan; la información genética y muestras 
celulares provenientes de los cuerpos de cualquier mujer o niña no identificada. 

La información integrada en esta base deberá ser resguardada y únicamente podrá ser utilizada para la 
confrontación de información genética entre cuerpos no identificados y personas desaparecidas; 

XIX. Realizar las funciones que deriven de las disposiciones legales y reglamentarias aplicables respecto 
de la constitución y administración de fondos que le competan, y 

XX. Las demás que prevean otras disposiciones legales. 

Transitorios 

Primero. El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación. 

Segundo. Las acciones que en su caso deba efectuar la Procuraduría General de la República se 
realizarán de conformidad a lo establecido por el artículo sexto transitorio de la Ley General de Acceso de las 
Mujeres a una Vida Libre de Violencia y por el artículo 14 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la 
República. 

México, D.F., a 30 de abril de 2012.- Sen. Jose Gonzalez Morfin, Presidente.- Dip. Guadalupe Acosta 
Naranjo, Presidente.- Sen. Renan Cleominio Zoreda Novelo, Secretario.- Dip. Herón Escobar García, 
Secretario.- Rúbricas." 

En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto en la Residencia 
del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal, a trece de junio de dos mil doce.- Felipe 
de Jesús Calderón Hinojosa.- Rúbrica.- El Secretario de Gobernación, Alejandro Alfonso Poiré Romero.- 
Rúbrica. 



     (Primera Sección) DIARIO OFICIAL Viernes 15 de junio de 2012 

PODER EJECUTIVO 
SECRETARIA DE GOBERNACION 

DECRETO por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley de la Comisión Nacional 
de los Derechos Humanos y se adiciona el artículo 8 de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los 
Servidores Públicos. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia de la 
República. 

FELIPE DE JESÚS CALDERÓN HINOJOSA, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, a sus 
habitantes sabed: 

Que el Honorable Congreso de la Unión, se ha servido dirigirme el siguiente 

DECRETO 

"EL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, D E C R E T A : 

SE REFORMAN, ADICIONAN Y DEROGAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY DE LA COMISIÓN NACIONAL 
DE LOS DERECHOS HUMANOS Y SE ADICIONA EL ARTÍCULO 8 DE LA LEY FEDERAL DE RESPONSABILIDADES 
ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. 

ARTÍCULO PRIMERO.- Se reforman el párrafo primero del artículo 4o, y el párrafo primero del artículo 5o; 
se adiciona la fracción XV del artículo 6o; y se deroga la fracción III del artículo 7o; se adicionan las fracciones 
X y XI recorriéndose la siguiente fracción del artículo 15; y se adiciona un tercer párrafo con cuatro incisos al 
artículo 46, y un artículo 73 bis a la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, para quedar 
como sigue: 

Artículo 4o.- Para la defensa y promoción de los derechos humanos se observarán los principios de 
universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. Los procedimientos de la Comisión deberán 
ser breves y sencillos, y estarán sujetos sólo a formalidades esenciales que requiera la documentación de los 
expedientes respectivos; seguirán además los principios de inmediatez, concentración y rapidez. Se 
procurará, en la medida de lo posible, el contacto directo con quejosos, denunciantes y autoridades, para 
evitar la dilación de las comunicaciones escritas. 

... 

Artículo 5o.- La Comisión Nacional se integrará con un Presidente, una Secretaría Ejecutiva, Visitadores 
Generales así como el número de visitadores adjuntos y personal profesional, técnico y administrativo 
necesario para la realización de sus funciones. 

... 

Artículo 6o.- ... 

I. a XIV Bis. ... 

XV. Investigar hechos que constituyan violaciones graves de derechos humanos, cuando así lo juzgue 
conveniente o lo pidiere el Ejecutivo Federal, alguna de las Cámaras del Congreso de la Unión, el Gobernador 
de un Estado, el Jefe de Gobierno del Distrito Federal o las legislaturas de las entidades federativas, y 

XVI. Las demás que le otorgue la presente Ley y otros ordenamientos legales. 

Artículo 7o.- ... 

I.- y II.- ... 

III.- Se deroga. 

IV.- ... 

Artículo 15.- ... 

I.- a VIII.- ... 

IX. Elaborar el anteproyecto de presupuesto de egresos de la Comisión y el respectivo informe sobre su 
ejercicio para presentarse al Consejo de la misma; 

X. Solicitar, en los términos del artículo 46 de esta Ley, a la Cámara de Senadores o en sus recesos, a la 
Comisión Permanente, o a las legislaturas de las entidades federativas, según corresponda se llame  a 
comparecer a las autoridades o servidores públicos responsables, para explicar el motivo de su negativa a 
aceptar o cumplir las recomendaciones emitidas por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos; 
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XI. Promover las acciones de inconstitucionalidad, en contra de leyes de carácter federal, estatal y del 
Distrito Federal, así como de tratados internacionales celebrados por el Ejecutivo Federal y aprobados por  el 
Senado de la República, que vulneren los derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los tratados 
internacionales de los que México sea parte, y 

XII. Las demás que le señalen la presente Ley y otros ordenamientos. 
Artículo 46. ... 
... 
Cuando las recomendaciones emitidas no sean aceptadas o cumplidas, se procederá conforme a lo 

siguiente: 
a) La autoridad o servidor público de que se trate deberá fundar, motivar y hacer pública su negativa, y 

atender los llamados de la Cámara de Senadores o en sus recesos la Comisión Permanente, a 
comparecer ante dichos órganos legislativos, a efecto de que expliquen el motivo de su negativa. 

b) La Comisión Nacional determinará, previa consulta con los órganos legislativos referidos en el inciso 
anterior, en su caso, si la fundamentación y motivación presentadas por la autoridad o servidor 
público que se hubiese negado a aceptar o cumplir las recomendaciones emitidas, son suficientes, y 
hará saber dicha circunstancia por escrito a la propia autoridad o servidor público y, en su caso, a 
sus superiores jerárquicos, para los efectos del siguiente inciso. 

c) Las autoridades o servidores públicos, a quienes se les hubiese notificado la insuficiencia de la 
fundamentación y motivación de la negativa, informarán dentro de los quince días hábiles siguientes 
a la notificación del escrito referido en el inciso que antecede, si persisten o no en la posición de no 
aceptar o no cumplir la recomendación. 

d) Si persiste la negativa, la Comisión Nacional podrá denunciar ante el Ministerio Público o la autoridad 
administrativa que corresponda a los servidores públicos señalados en la recomendación como 
responsables. 

Artículo 73 bis.- La Comisión Nacional podrá denunciar ante el Ministerio Público o la autoridad 
administrativa que corresponda la reiteración de las conductas cometidas por una misma autoridad o servidor 
público, que hayan sido materia de una recomendación previa que no hubiese sido aceptada o cumplida. 

ARTÍCULO SEGUNDO.- Se adicionan las fracciones XIX-A y XIX-B al artículo 8 de la Ley Federal de 
Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, para quedar como sigue: 

Artículo 8.- Todo servidor público tendrá las siguientes obligaciones: 
I. a XIX. ... 
XIX-A.- Responder las recomendaciones que les presente la institución a la que legalmente le competa la 

vigilancia y defensa de los derechos humanos, y en el supuesto de que se decida no aceptar o no cumplir las 
recomendaciones, deberá hacer pública su negativa, fundándola y motivándola en términos de lo dispuesto 
por el Apartado B, del artículo 102 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y por el 
artículo 46 de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos; 

XIX-B.- Atender los llamados de la Cámara de Senadores o en sus recesos de la Comisión Permanente, a 
comparecer ante dichos órganos legislativos, a efecto de que expliquen el motivo de su negativa a aceptar o 
cumplir las recomendaciones de la institución a la que legalmente le competa la vigilancia y defensa de los 
derechos humanos, en términos del Apartado B, del artículo 102 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos; 

XX. a XXIV. ... 
... 

TRANSITORIO 

Único.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial  de la 
Federación. 

México, D.F., a 27 de abril de 2012.- Sen. Jose Gonzalez Morfin, Presidente.- Dip. Guadalupe Acosta 
Naranjo, Presidente.- Sen. Renan Cleominio Zoreda Novelo, Secretario.- Dip. Laura Arizmendi Campos, 
Secretaria.- Rúbricas." 

En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto en la Residencia 
del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal, a trece de junio de dos mil doce.- Felipe 
de Jesús Calderón Hinojosa.- Rúbrica.- El Secretario de Gobernación, Alejandro Alfonso Poiré Romero.- 
Rúbrica. 
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DECRETO por el que se expide la Ley para la Protección de Personas Defensoras de Derechos Humanos y 
Periodistas. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia de la 
República. 

FELIPE DE JESÚS CALDERÓN HINOJOSA, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, a sus 
habitantes sabed: 

Que el Honorable Congreso de la Unión, se ha servido dirigirme el siguiente 

DECRETO 

"EL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, DECRETA: 

SE EXPIDE LA LEY PARA LA PROTECCIÓN DE PERSONAS DEFENSORAS DE DERECHOS HUMANOS Y 
PERIODISTAS. 

Artículo Único.- Se expide la Ley para la Protección de Personas Defensoras de Derechos Humanos y 
Periodistas. 

LEY PARA LA PROTECCIÓN DE PERSONAS DEFENSORAS DE DERECHOS HUMANOS Y PERIODISTAS 

Capítulo I 

Objeto y Fin del Mecanismo 

Artículo 1.- La presente Ley es de orden público, interés social y de observancia general en toda la 
República y tiene por objeto establecer la cooperación entre la Federación y las Entidades Federativas para 
implementar y operar las Medidas de Prevención, Medidas Preventivas y Medidas Urgentes de Protección que 
garanticen la vida, integridad, libertad y seguridad de las personas que se encuentren en situación de riesgo 
como consecuencia de la defensa o promoción de los derechos humanos, y del ejercicio de la libertad de 
expresión y el periodismo. 

Esta Ley crea el Mecanismo de Protección para Personas Defensoras de Derechos Humanos y 
Periodistas, para que el Estado atienda su responsabilidad fundamental de proteger, promover y garantizar los 
derechos humanos. 

Artículo 2.- Para los efectos de ésta Ley se entenderá por: 

Agresiones: daño a la integridad física o psicológica, amenaza, hostigamiento o intimidación que por el 
ejercicio de su actividad sufran las Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas. 

Beneficiario: persona a la que se le otorgan las Medidas Preventivas, Medidas de Protección o Medidas 
Urgentes de Protección a que se refiere esta Ley. 

Estudio de Evaluación de Acción Inmediata: Análisis de factores para determinar el nivel de riesgo y 
Medidas Urgentes de Protección en los casos en los que la vida o integridad física del peticionario o potencial 
beneficiario estén en peligro inminente. 

Estudio de Evaluación de Riesgo: Análisis de factores para determinar el nivel de riesgo en que se 
encuentra el peticionario o potencial beneficiario. 

Fondo: Fondo para la Protección de Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas. 

La Coordinación: Coordinación Ejecutiva Nacional. 

Mecanismo: Mecanismo para la Protección de Personas Defensoras de Derechos Humanos  y 
Periodistas. 

Medidas de Prevención: conjunto de acciones y medios encaminados a desarrollar políticas públicas y 
programas con el objetivo de reducir los factores de riesgo que favorecen las agresiones contra Personas 
Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas, así como para combatir las causas que las producen  y 
generar garantías de no repetición. 

Medidas Preventivas: conjunto de acciones y medios a favor del beneficiario para evitar la consumación 
de las agresiones. 

Medidas de Protección: conjunto de acciones y medios de seguridad para enfrentar el riesgo y proteger 
los derechos a la vida, integridad, libertad y seguridad del beneficiario. 

Medidas Urgentes de Protección: conjunto de acciones y medios para resguardar, de manera inmediata, 
la vida, la integridad y la libertad del beneficiario. 
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Peticionario: Persona que solicita Medidas Preventivas, Medidas de Protección o Medidas Urgentes de 
Protección ante el Mecanismo. 

Periodistas: Las personas físicas, así como medios de comunicación y difusión públicos, comunitarios, 
privados, independientes, universitarios, experimentales o de cualquier otra índole cuyo trabajo consiste en 
recabar, generar, procesar, editar, comentar, opinar, difundir, publicar o proveer información, a través de 
cualquier medio de difusión y comunicación que puede ser impreso, radioeléctrico, digital o imagen. 

Persona Defensora de Derechos Humanos: Las personas físicas que actúen individualmente o como 
integrantes de un grupo, organización o movimiento social, así como personas morales, grupos, 
organizaciones o movimientos sociales cuya finalidad sea la promoción o defensa de los derechos humanos. 

Procedimiento Extraordinario: procedimiento que deriva en Medidas Urgentes de Protección con el fin 
de preservar la vida e integridad del beneficiario. 

Artículo 3.- El Mecanismo estará integrado por una Junta de Gobierno, un Consejo Consultivo y una 
Coordinación Ejecutiva Nacional y será operado por la Secretaría de Gobernación. 

Capítulo II 

Junta de Gobierno 

Articulo 4.- La Junta de Gobierno es la instancia máxima del Mecanismo y principal órgano de toma de 
decisiones para la prevención y protección de Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas. 

Las resoluciones que emita la Junta de Gobierno serán obligatorias para las autoridades federales, cuya 
intervención sea necesaria para satisfacer Medidas de Prevención, Medidas Preventivas, Medidas de 
Protección y Medidas Urgentes de Protección previstas en esta Ley. 

Artículo 5.- La Junta de Gobierno está conformada por nueve miembros permanentes con derecho a voz 
y voto, y serán: 

I. Un representante de la Secretaría de Gobernación; 

II. Un representante de la Procuraduría General de la República; 

III. Un representante de la Secretaría de Seguridad Pública; 

IV. Un representante de la Secretaría de Relaciones Exteriores; 

V. Un representante de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, y 

VI. Cuatro representantes del Consejo Consultivo elegidos de entre sus miembros. 

Los cuatro representantes del Poder Ejecutivo Federal deberán tener un nivel mínimo de Subsecretario  y 
el de la Comisión Nacional de Derechos Humanos, el de Visitador o sus equivalentes. 

El representante de la Secretaría de Gobernación presidirá la Junta de Gobierno y en aquellos casos en 
que no sea posible su presencia se elegirá un presidente sustituto para esa única ocasión de entre los 
miembros permanentes. 

Artículo 6.- La Junta de Gobierno invitará a todas sus sesiones, con derecho a voz, a: 

I. Un representante de la Oficina en México del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los 
Derechos Humanos; 

II. Un representante de la Conferencia Nacional de Gobernadores; 

III. Un representante del Poder Judicial de la Federación; 

IV. Al Presidente de la Comisión de Derechos Humanos del Senado de la República, y 

V. Al Presidente de la Comisión de Derechos Humanos de la Cámara de Diputados. 

Artículo 7.- La Junta de Gobierno sesionará ordinariamente una vez al mes hasta agotar todos los temas 
programados para esa sesión y deberá contar con un quórum de la mitad más uno de sus integrantes. Las 
decisiones serán tomadas mediante un proceso deliberativo, transparente y por mayoría de votos. 

Artículo 8.- La Junta de Gobierno contará con las siguientes atribuciones: 

I. Determinar, decretar, evaluar, suspender y en su caso, modificar las Medidas Preventivas y las 
Medidas de Protección, a partir de la información elaborada por las unidades de la Coordinación; 

II. Evaluar, suspender y en su caso, modificar las Medidas Urgentes de Protección, a partir de la 
información elaborada por las unidades de la Coordinación; 
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III. Aprobar los manuales y protocolos de Medidas Preventivas, Medidas de Protección y Medidas 
Urgentes de Protección elaborados por la Coordinación; 

IV. Convocar al peticionario o beneficiario de las Medidas de Protección, a las sesiones donde se 
decidirá sobre su caso; 

V. Invitar a las personas o autoridades que juzgue conveniente, con el consentimiento del peticionario  o 
beneficiario a las sesiones donde se discuta su caso; 

VI. Celebrar, propiciar y garantizar, a través de la Coordinación, convenios de coordinación y 
cooperación con las autoridades federales, entidades federativas, órganos públicos u organizaciones 
dedicadas a la defensa de los derechos humanos y la libertad de expresión nacionales o 
internacionales, así como con personas y organizaciones sociales y privadas para la instrumentación 
de los objetivos del Mecanismo; 

VII. Revisar y aprobar el plan anual de trabajo elaborado por la Coordinación; 

VIII. Resolver las inconformidades a que se refiere el Capítulo XI de esta Ley; 

IX. Presentar públicamente informes anuales sobre la situación nacional en materia de seguridad de las 
Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas con datos desagregados y con 
perspectiva de género; 

X. Proponer e impulsar, a través de la Coordinación, políticas públicas y reformas legislativas 
relacionadas con el objeto de esta Ley; 

XI. Emitir las convocatorias públicas correspondientes a solicitud del Consejo Consultivo para la elección 
de sus miembros; 

XII. Solicitar al Consejo Consultivo su opinión o asesoría en todo lo relativo al objeto de esta Ley; 

XIII. Conocer las recomendaciones del Consejo Consultivo sobre los programas y actividades que 
realicen la Coordinación y, fundamentar y motivar su decisión; 

XIV. Recibir y difundir el informe anual de actividades del Consejo Consultivo; 

XV. Aprobar el informe anual de actividades y el informe sobre el ejercicio presupuestal de la 
Coordinación; 

XVI. Aprobar los perfiles para la designación de los integrantes de la Unidad de Recepción de Casos y 
Reacción Rápida, de la Unidad de Evaluación de Riesgo y de la Unidad de Prevención, Seguimiento 
y Evaluación, y 

XVII. Aprobar las reglas de operación y el presupuesto operativo del Fondo. 

Capítulo III 

Consejo Consultivo 

Artículo 9.- El Consejo Consultivo es el órgano de consulta de la Junta de Gobierno y estará integrado por 
nueve consejeros, uno de ellos será el presidente por un periodo de dos años y se elegirá por mayoría simple 
por el mismo Consejo. En ausencia del presidente, el Consejo elegirá a un presidente interino por el tiempo 
que dure la ausencia o hasta que culmine el periodo. En la integración del Consejo se buscará un equilibrio 
entre personas expertas en la defensa de los derechos humanos y del ejercicio de la libertad de expresión y el 
periodismo. 

Artículo 10.- Por cada consejero habrá un suplente. La suplencia sólo procederá en caso de ausencia 
definitiva del titular y en los casos previstos en la guía de procedimientos del Consejo Consultivo. 

Artículo 11.- Los consejeros deberán tener experiencia o conocimiento en la defensa o promoción de los 
derechos humanos o en el ejercicio del periodismo o conocimiento en evaluación de riesgos y protección de 
Personas Defensoras de Derechos Humanos o Periodistas, y no deberá desempeñar ningún cargo como 
servidor público. 

Artículo 12.- El Consejo Consultivo elegirá a sus miembros a través de una convocatoria pública emitida 
por la Junta de Gobierno. 

Artículo 13.- Los consejeros nombrarán de entre sus miembros a cuatro de ellos para formar parte de la 
Junta de Gobierno, de los cuales dos serán personas expertas en la defensa de los derechos humanos y dos 
del ejercicio de la libertad de expresión y el periodismo. 
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Artículo 14.- Los consejeros no recibirán retribución, emolumento o compensación alguna por su 
participación tanto en la Junta de Gobierno como en el Consejo, ya que su carácter es honorífico. 

Artículo 15.- Los consejeros se mantendrán en su encargo por un periodo de cuatro años, con posibilidad 
de reelección por un período consecutivo. 

Artículo 16.- El Consejo Consultivo tendrá las siguientes atribuciones: 

I. Atender las consultas y formular las opiniones que le sean solicitadas por la Junta de Gobierno; 

II. Formular a la Junta de Gobierno recomendaciones sobre los programas y actividades que realice la 
Coordinación; 

III. Colaborar con la Coordinación en el diseño de su plan anual de trabajo; 

IV. Remitir a la Junta de Gobierno inconformidades presentadas por peticionarios o beneficiarios sobre 
implementación de Medidas Preventivas, Medidas de Protección y Medidas Urgentes de Protección; 

V. Comisionar Estudios de Evaluación de Riesgo independiente solicitados por la Junta de Gobierno 
para resolver las inconformidades presentadas; 

VI. Contribuir en la promoción de las acciones, políticas públicas, programas y proyectos relacionados 
con el objeto de esta Ley; 

VII. Participar en eventos nacionales o internacionales para intercambiar experiencias e información 
sobre temas relacionados con la prevención y protección de Personas Defensoras de Derechos 
Humanos y Periodistas; 

VIII. Realizar labores de difusión acerca de la operación del Mecanismo y de cómo solicitar las Medidas 
Preventivas, Medidas de Protección o Medidas Urgentes de Protección; 

IX. Presentar ante la Junta de Gobierno su informe anual de las actividades, y 

X. Elaborar y aprobar la guía de procedimientos del Consejo. 

Capítulo IV 

La Coordinación Ejecutiva Nacional 

Artículo 17.- La Coordinación es el órgano responsable de coordinar con las entidades federativas, las 
dependencias de la administración pública federal y con organismos autónomos el funcionamiento del 
Mecanismo y estará integrada por los representantes de: 

I. La Unidad de Recepción de Casos y Reacción Rápida; 

II. La Unidad de Evaluación de Riesgos, y 

III. La Unidad de Prevención, Seguimiento y Análisis. 

Un funcionario de la Secretaría de Gobernación, con rango inmediato inferior a Subsecretario  o 
equivalente, fungirá como Coordinador Ejecutivo Nacional. 

Artículo 18.- La Coordinación contará con las siguientes atribuciones: 

I. Recibir y compilar la información generada por las Unidades a su cargo y remitirla a la Junta de 
Gobierno con al menos cinco días naturales previo a su reunión; 

II. Comunicar los acuerdos y resoluciones de la Junta de Gobierno a las autoridades encargadas de su 
ejecución; 

III. Administrar los recursos presupuestales asignados para el cumplimiento de esta Ley; 

IV. Proveer a la Junta de Gobierno y al Consejo Consultivo los recursos para el desempeño de sus 
funciones; 

V. Elaborar y proponer, para su aprobación a la Junta de Gobierno, los manuales y protocolos de 
Medidas Preventivas, Medidas de Protección y Medidas Urgentes de Protección; 

VI. Facilitar y promover protocolos, manuales y en general instrumentos que contengan las mejores 
prácticas disponibles para el cumplimiento del objeto de esta Ley a entidades federativas, 
dependencias de la administración pública federal y organismos autónomos; 

VII. Instrumentar los manuales y protocolos de Medidas Preventivas, Medidas de Protección y Medidas 
Urgentes de Protección; 
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VIII. Diseñar, con la colaboración del Consejo Consultivo, su plan anual de trabajo; 

IX. Celebrar los acuerdos específicos necesarios para el cumplimiento de los fines del Mecanismo; 

X. Dar seguimiento e implementar las decisiones de la Junta de Gobierno, y 

XI. Someter a la consideración de la Junta de Gobierno su informe anual de actividades incluyendo su 
ejercicio presupuestal. 

Capítulo V 

Las Unidades Auxiliares 

Artículo 19.- La Unidad de Recepción de Casos y Reacción Rápida es un órgano técnico y auxiliar de la 
Coordinación para la recepción de las solicitudes de incorporación al Mecanismo, la definición de aquellos 
casos que serán atendidos por medio del procedimiento extraordinario definido en esta Ley y contará con las 
siguientes atribuciones: 

I. Recibir las solicitudes de incorporación al Mecanismo; 

II. Definir si los casos que se reciben son de procedimiento extraordinario u ordinario; 

III. Solicitar a la Unidad de Evaluación de Riesgos la elaboración del Estudio de Evaluación de Riesgo; 

IV. Realizar el Estudio de Evaluación de Acción Inmediata; 

V. Emitir e implementar de manera inmediata las Medidas Urgentes de Protección; 

VI. Informar a la Coordinación sobre las Medidas Urgentes de Protección implementadas; 

VII. Elaborar, evaluar y actualizar periódicamente el protocolo para la implementación de Medidas 
Urgentes de Protección; 

VIII. Auxiliar al peticionario o beneficiario en la presentación de quejas o denuncias ante las autoridades 
correspondientes, y 

IX. Las demás que prevea esta Ley. 

Artículo 20.- La Unidad de Recepción de Casos y Reacción Rápida se integra por al menos cinco 
personas expertas en materia de evaluación de riesgo y protección. Una de ellas deberá serlo en la defensa 
de derechos humanos y otra del ejercicio del periodismo y libertad de expresión. Así mismo, se conforma por 
un representante de la Secretaría de Gobernación, un representante de la Procuraduría General de la 
República y un representante de la Secretaría de Seguridad Pública, todos con atribuciones para  la 
implementación de las Medidas Urgentes de Protección. 

Artículo 21.- La Unidad de Evaluación de Riesgos es el órgano auxiliar, de carácter técnico y científico de 
la Coordinación que evalúa los riesgos, define las Medidas Preventivas o de Protección, así como su 
temporalidad y contará con las siguientes atribuciones: 

I. Elaborar el Estudio de Evaluación de Riesgo; 

II. Definir las Medidas Preventivas o las Medidas de Protección; 

III. Dar seguimiento periódico a la implementación de las Medidas Preventivas o de Protección para, 
posteriormente, recomendar su continuidad, adecuación o conclusión, y 

IV. Las demás que prevea esta Ley. 

Artículo 22.- La Unidad de Evaluación de Riesgos se integra por al menos cinco personas expertas en 
materia de evaluación de riesgo y protección, al menos una de ellas deberá serlo en la defensa de derechos 
humanos y otra del ejercicio del periodismo y libertad de expresión. 

Artículo 23.- La Unidad de Prevención, Seguimiento y Análisis es un órgano auxiliar de carácter técnico  y 
científico de La Coordinación y contará con las siguientes atribuciones: 

I. Proponer Medidas de Prevención; 

II. Realizar el monitoreo nacional de las Agresiones con el objeto de recopilar, sistematizar la 
información desagregada en una base de datos y elaborar reportes mensuales; 

III. Identificar los patrones de Agresiones y elaborar mapas de riesgos; 

IV. Evaluar la eficacia de las Medidas Preventivas, Medidas de Protección y Medidas Urgentes de 
Protección implementadas, y 

V. Las demás que prevea esta Ley. 
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Capítulo VI 

Solicitud de Protección, Evaluación y Determinación del Riesgo 

Artículo 24.- Las agresiones se configurarán cuando por acción u omisión o en aquiescencia se dañe la 
integridad física, psicológica, moral o económica de: 

I. Persona Defensora de Derechos Humanos o Periodista; 

II. Cónyuge, concubina, concubino, ascendientes, descendientes, dependientes de las Personas 
Defensoras de Derechos Humanos o Periodista; 

III. Personas que participan en las mismas actividades desde el mismo grupo, organización,  o 
movimiento social; 

IV. Los bienes de la persona, el grupo, organización, o movimiento social, y 

V. Las demás personas que se determine en la evaluación de riesgo. 

Artículo 25.- La Unidad de Recepción de Casos y Reacción Rápida recibirá las solicitudes de 
incorporación al Mecanismo, verificará que cumplan con los requisitos previstos en esta Ley, y en su caso, 
determinará el tipo de procedimiento. Solamente dará tramite a las solicitudes que cuenten con el 
consentimiento del potencial beneficiario, salvo que éste se encuentre impedido por causa grave. Una vez que 
desaparezca el impedimento, el beneficiario deberá otorgar su consentimiento. 

Artículo 26.- En el supuesto que el peticionario declare que su vida, integridad física o la de los señalados 
en el artículo 24 está en peligro inminente, el caso será considerado de riesgo alto y se iniciará el 
procedimiento extraordinario. 

La Unidad de Recepción de Casos y Reacción Rápida procederá a: 

I. Emitir, en un plazo no mayor a 3 horas contadas a partir del ingreso de la solicitud, las Medidas 
Urgentes de Protección; 

II. Implementar de manera inmediata, una vez emitidas, y en un plazo no mayor a 9 horas, las Medidas 
Urgentes de Protección; 

III. Realizar simultáneamente a la emisión de las Medidas Urgentes de Protección, un Estudio de 
Evaluación de Acción Inmediata; 

IV. Informar al Coordinador Ejecutivo, una vez emitidas, sobre las Medidas Urgentes de Protección 
implementadas, y 

V. Remitir a la Unidad de Evaluación de Riesgo el expediente del caso para el inicio del procedimiento 
ordinario. 

Artículo 27.- En cualquier otro caso, la solicitud será tramitada a través del procedimiento ordinario y la 
Unidad de Recepción de Casos y Reacción Rápida la remitirá inmediatamente a su recepción a la Unidad de 
Evaluación de Riesgos. 

La Unidad de Evaluación de Riesgos, en un término de diez días naturales contados a partir de la 
presentación de la solicitud, procederá a: 

I. Elaborar el Estudio de Evaluación de Riesgo; 

II. Determinar el nivel de riesgo y Beneficiarios, y 

III. Definir las Medidas de Protección. 

Artículo 28.- El Estudio de Evaluación de Riesgo y el Estudio de Evaluación de Acción Inmediata se 
realizarán de conformidad con las mejores metodologías, estándares internacionales y buenas prácticas. 

Capítulo VII 
Medidas Preventivas, Medidas de Protección y Medidas Urgentes de Protección 

Artículo 29.- Una vez definidas las medidas por parte de la Unidad de Evaluación de Riesgos, la Junta de 
Gobierno decretará las Medidas Preventivas o Medidas de Protección y la Coordinación procederá a: 

I. Comunicar los acuerdos y resoluciones de la Junta de Gobierno a las autoridades correspondientes 
en un plazo no mayor a 72 hrs; 

II. Coadyuvar en la implementación de las Medidas Preventivas o Medidas de Protección decretadas 
por la Junta de Gobierno en un plazo no mayor a 30 días naturales; 

III. Dar seguimiento al estado de implementación de las Medidas Preventivas o Medidas de Protección  
e informar a la Junta de Gobierno sobre sus avances. 
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Artículo 30.- Las Medidas Preventivas, las Medidas de Protección y las Medidas Urgentes de Protección 
deberán reducir al máximo la exposición al riesgo, serán idóneas, eficaces y temporales, podrán ser 
individuales o colectivas y serán acordes con las mejores metodologías, estándares internacionales y buenas 
prácticas. En ningún caso dichas medidas restringirán las actividades de los beneficiarios, ni implicarán 
vigilancia o intrusiones no deseadas en sus vidas laborales o personales. 

Artículo 31.- Las Medidas Preventivas, las Medidas de Protección y las Medidas Urgentes de Protección 
se deberán extender a aquellas personas que determine el Estudio de Evaluación de Riesgo o el Estudio de 
Evaluación de Acción Inmediata. 

Dichas medidas se analizarán, determinarán, implementarán y evaluarán de común acuerdo con los 
beneficiarios. 

Artículo 32.- Las Medidas Urgentes de Protección incluyen: I) Evacuación; II) Reubicación Temporal;  III) 
Escoltas de cuerpos especializados; IV) Protección de inmuebles y V) Las demás que se requieran para 
salvaguardar la vida, integridad y libertad de los beneficiarios. 

Artículo 33.- Las Medidas de Protección incluyen: I) Entrega de equipo celular, radio o telefonía satelital; 
II) Instalación de cámaras, cerraduras, luces u otras medidas de seguridad en las instalaciones de un grupo o 
casa de una persona; III) Chalecos antibalas; IV) Detector de metales; V) Autos blindados; y VI) Las demás 
que se requieran. 

Artículo 34.- Las Medidas Preventivas incluyen: I) Instructivos, II) Manuales, III) Cursos de autoprotección 
tanto individuales como colectivos, IV) Acompañamiento de observadores de derechos humanos y periodistas; 
y VI) Las demás que se requieran. 

Artículo 35.- Las Medidas de Protección y las Medidas Urgentes de Protección estarán sujetas  a 
evaluación periódica por parte de la Unidad de Evaluación de Riesgo. 

Artículo 36.- Se considera que existe uso indebido de las Medidas Preventivas, Medidas de Protección  y 
Medidas Urgentes de Protección por parte del beneficiario cuando: 

I. Abandone, evada o impida las medidas; 

II. Autorice el uso de las medidas por personas diferentes a las determinadas por las unidades del 
Mecanismo; 

III. Comercie u obtenga un beneficio económico con las medidas otorgadas; 

IV. Utilice al personal designado para su protección en actividades que no estén relacionadas con las 
medidas; 

V. Agreda física o verbalmente o amenace al personal que está asignado a su esquema de protección; 

VI. Autorice permisos o descanso al personal del esquema sin el conocimiento de las unidades 
correspondientes del Mecanismo; 

VII. Ejecute conductas ilícitas haciendo uso de los medios físicos y humanos dispuestos para su 
protección; 

VIII. Cause daño intencionalmente a los medios de protección físicos y humanos asignados para  su 
protección. 

Artículo 37.- Las Medidas Preventivas, Medidas de Protección y Medidas Urgentes de Protección podrán 
ser retiradas por decisión de la Junta de Gobierno cuando el beneficiario realice un uso indebido de las 
mismas de manera deliberada y reiterada. 

Artículo 38.- El beneficiario podrá en todo momento acudir ante la Junta de Gobierno para solicitar una 
revisión de las Medidas Preventivas, Medidas de Protección, Medidas Urgentes de Protección, Estudio de 
Evaluación de Riesgo o Estudio de Evaluación de Acción Inmediata. 

Artículo 39.- Las Medidas Preventivas y Medidas de Protección otorgadas podrán ser ampliadas  o 
disminuidas como resultado de las revisiones periódicas. 

Artículo 40.- El beneficiario se podrá separar del Mecanismo en cualquier momento, para lo cual deberá 
externarlo por escrito a la Junta de Gobierno. 
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Capítulo VIII 

Medidas de Prevención 

Artículo 41.- La Federación y las Entidades Federativas en el ámbito de sus respectivas competencias 
deberán desarrollar e implementar Medidas de Prevención. 

Artículo 42.- La Federación y las Entidades Federativas, en el ámbito de sus respectivas competencias 
recopilarán y analizarán toda la información que sirva para evitar Agresiones potenciales a Personas 
Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas. 

Artículo 43.- Las Medidas de Prevención estarán encaminadas al diseño de sistemas de alerta temprana 
y planes de contingencia con la finalidad de evitar potenciales Agresiones a las Personas Defensoras de 
Derechos Humanos y Periodistas. 

Artículo 44.- La Federación y las Entidades Federativas, en el ámbito de sus respectivas competencias 
promoverán el reconocimiento público y social de la importante labor de las Personas Defensoras de 
Derechos Humanos y Periodistas, para la consolidación del Estado Democrático de Derecho, y condenarán, 
investigarán y sancionarán las agresiones de las que sean objeto. 

Artículo 45.- La Federación promoverá las reformas y adiciones necesarias en la legislación para mejorar 
la situación de las Personas Defensoras de los Derechos Humanos y Periodistas. 

Capítulo IX 

Convenios de Cooperación 

Artículo 46.- La Federación y las Entidades Federativas, en el ámbito de sus respectivas competencias 
celebrarán Convenios de Cooperación para hacer efectivas las medidas previstas en el Mecanismo para 
garantizar la vida, integridad, libertad y seguridad de las Personas Defensoras de Derechos Humanos y 
Periodistas. 

Artículo 47.- Los Convenios de Cooperación contemplarán las acciones conjuntas para facilitar la 
operación eficaz y eficiente del Mecanismo mediante: 

I. La designación de representantes que funjan como enlaces para garantizar el cumplimiento del 
objeto de esta Ley; 

II. El intercambio de información de manera oportuna y de experiencias técnicas del Mecanismo, así 
como para proporcionar capacitación; 

III. El seguimiento puntual a las medidas previstas en esta Ley en sus respectivas entidades; 

IV. La promoción del estudio, análisis, investigación y desarrollo de estrategias, acciones, sistemas  y 
metodologías que incorporen las mejores prácticas de prevención y protección; 

V. La promoción de las reformas y adiciones necesarias en la legislación para mejorar la situación de 
las Personas Defensoras de los Derechos Humanos y Periodistas, y 

VI. Las demás que las partes convengan. 

Capítulo X 

Fondo para la Protección de Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas 

Artículo 48.- Para cumplir el objeto de esta Ley y con el propósito de obtener recursos económicos 
adicionales a los previstos en el Presupuesto de Egresos de la Federación, se crea el Fondo para la 
Protección de las Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas. 

Artículo 49.- Los recursos del Fondo se destinarán exclusivamente para la implementación y operación de 
las Medidas Preventivas, Medidas de Protección y Medidas Urgentes de Protección y la realización de los 
demás actos que establezca la Ley para la implementación del Mecanismo, tales como evaluaciones 
independientes. 

Artículo 50.- El Fondo operará a través de un fideicomiso público, el cual se regirá por las disposiciones 
jurídicas aplicables. 

Artículo 51.- Los recursos del Fondo se integrarán por: 

I. La cantidad que el Gobierno Federal aporte inicialmente, así como las aportaciones que en su caso 
realice en términos de las disposiciones aplicables; 
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II.  Los recursos anuales que señale el Presupuesto de Egresos de la Federación y otros fondos 
públicos; 

III. Los donativos que hicieren a su favor personas físicas o morales sin que por ello adquieran algún 
derecho en el fideicomiso; 

IV. Los bienes que le transfiera a título gratuito el gobierno federal o las entidades federativas, y 

V. Los demás bienes que por cualquier título legal adquiera el fideicomiso para o como consecuencia 
del cumplimiento de sus fines. 

Artículo 52.- El Fondo contará con un Comité Técnico presidido por el Secretario de Gobernación e 
integrado por un representante de: la Secretaría de Seguridad Pública, la Procuraduría General de la 
República y la Secretaría de Relaciones Exteriores. 

Artículo 53.- El Fondo tendrá un órgano de vigilancia integrado por un comisario público y un suplente, 
designados por la Secretaría de la Función Pública, quienes asistirán con voz pero sin voto a las reuniones del 
comité técnico y tendrán las atribuciones que les confiere la Ley. 

Artículo 54.- El Comité Técnico del Fondo someterá a la aprobación de la Junta de Gobierno sus reglas 
de operación y su presupuesto operativo. 

Capítulo XI 

Inconformidades 

Artículo 55.- La inconformidad se presentará por escrito, debidamente firmada, ante la Junta de Gobierno 
y deberá contener una descripción concreta de los agravios que se generan al peticionario o beneficiario y las 
pruebas con que se cuente. 

Artículo 56.- La inconformidad procede en: 

I. Contra resoluciones de la Junta de Gobierno, la Coordinación y las unidades respectivas 
relacionadas con la imposición o negación de las Medidas Preventivas, Medidas de Protección  o 
Medidas Urgentes de Protección; 

II. Contra del deficiente o insatisfactorio cumplimiento de las Medidas Preventivas, Medidas de 
Protección o Medidas Urgentes de Protección por parte la autoridad, y 

III. Caso de que la autoridad no acepte, de manera expresa o tácita, las decisiones de la Junta de 
Gobierno relacionadas con las Medidas Preventivas, Medidas de Protección o Medidas Urgentes  de 
Protección otorgadas al beneficiario. 

Artículo 57.- Para que la Junta de Gobierno admita la inconformidad se requiere: 

I. Que lo suscriba la persona o personas que hayan tenido el carácter peticionario o beneficiario, y 

II. Que se presente en un plazo de treinta días naturales contados a partir de la notificación del acuerdo 
de la Junta de Gobierno o de la respectiva autoridad, o de que el peticionario o beneficiario hubiese 
tenido noticia sobre la resolución definitiva de la autoridad acerca del cumplimiento de las Medidas 
Preventivas, Medidas de Protección y Medidas Urgentes de Protección. 

Artículo 58.- Para resolver la inconformidad: 

I. La Junta de Gobierno, a través del Coordinador Ejecutivo Nacional, solicitará a la Unidad de 
Evaluación de Riesgos y Reacción Rápida un nuevo estudio de evaluación de riesgo en el cual  de 
respuesta a la inconformidad planteada; 

II. Si la inconformidad persiste, la Junta de Gobierno, a través del Coordinador Ejecutivo Nacional, 
solicitará al Consejo Consultivo que comisione un Estudio de Evaluación de Riesgo independiente 
para el análisis del caso; 

III. El Consejo emitirá su resolución en un plazo máximo de quince días naturales después de recibidos 
los resultados del Estudio de Evaluación de Riesgo independiente; 

IV. El Consejo inmediatamente remitirá su resolución, junto con el Estudio de Evaluación de Riesgo 
independiente, a la Junta de Gobierno, quien en su próxima sesión resolverá la inconformidad. 

Artículo 59.- En el caso del procedimiento extraordinario, la inconformidad se presentará ante la 
Coordinación y deberá contener una descripción concreta de los riesgos o posibles agravios que se generan 
al peticionario o beneficiario. 
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Artículo 60.- La inconformidad procede en: 

I. Contra resoluciones de la Unidad de Recepción de Casos y Reacción Rápida relacionadas con el 
acceso al procedimiento extraordinario o la imposición o negación de las Medidas Urgentes de 
Protección; 

II. Contra del deficiente o insatisfactorio cumplimiento de las Medidas Urgentes de Protección, y 

III. Caso de que la autoridad no acepte, de manera expresa o tácita, las decisiones de la Unidad de 
Recepción de Casos y Reacción Rápida, relacionadas con las Medidas Urgentes de Protección. 

Artículo 61.- Para que la Coordinación admita la inconformidad se requiere: 

I. Que lo presente la persona o personas que hayan tenido el carácter peticionario o beneficiario, en un 
plazo de hasta diez días naturales, contados a partir de la notificación del acuerdo de la Unidad de 
Recepción de Casos y Reacción Rápida. 

Artículo 62.- La Coordinación resolverá, en un plazo máximo de hasta doce horas, para confirmar, revocar 
o modificar la decisión de la Unidad de Recepción de Casos y Reacción Rápida. 

Artículo 63.- El acceso y la difusión de la información relacionada con esta Ley, será de conformidad a lo 
que disponga la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental y demás 
disposiciones aplicables. 

Las Medidas Preventivas, Medidas de Protección y Medidas Urgentes de Protección otorgadas a través 
del Mecanismo se considerarán información reservada. 

Los recursos federales que se transfieran, con motivo del cumplimiento de esta Ley, a las Entidades 
Federativas, así como los provenientes del Fondo se sujetarán a las disposiciones federales en materia de 
transparencia y evaluación de los recursos públicos. 

Capítulo XII 

Transparencia y Acceso a la Información 

Artículo 64.- Los informes a los que se refieren los artículos 8, 16 y 18 serán de carácter público. 

Capítulo XIII 

Sanciones 

Artículo 65.- Las responsabilidades administrativas que se generen por el incumplimiento de las 
obligaciones previstas en esta Ley se sancionaran conforme a lo que establezca la legislación aplicable, con 
independencia de las del orden civil o penal que procedan. 

Artículo 66.- Comete el delito de daño a Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas, el 
servidor público o miembro del Mecanismo que de forma dolosa utilice, sustraiga, oculte, altere, destruya, 
transfiera, divulgue, explote o aproveche por sí o por interpósita persona la información proporcionada u 
obtenida por la solicitud, trámite, evaluación, implementación u operación del Mecanismo y que perjudique, 
ponga en riesgo o cause daño a la Persona Defensora de Derechos Humanos, Periodista, peticionario y 
beneficiario referidos en esta Ley. 

Por la comisión de este delito se impondrá de dos a nueve años de prisión, y de setenta hasta 
cuatrocientos días multa y destitución e inhabilitación de dos a nueve años para desempeñar otro empleo, 
cargo o comisión públicos. 

Si sólo se realizara en parte o totalmente los actos ejecutivos que deberían producir el resultado, u 
omitiendo los que deberían evitarlo, y si aquel no se consuma por causas ajenas a la voluntad del agente, se 
aplicará la mitad de la sanción. 

Artículo 67.- Al Servidor Público que en forma dolosa altere o manipule los procedimientos del Mecanismo 
para perjudicar, poner en riesgo o causar daño a la Persona Defensora de Derechos Humanos, Periodista, 
peticionario y beneficiario, se le impondrá de dos a nueve años de prisión, y de setenta hasta cuatrocientos 
días multa y destitución e inhabilitación de dos a nueve años para desempeñar otro empleo, cargo o comisión 
públicos referidos en esta Ley. 
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Transitorios 

Primero.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial  de la 
Federación. 

Segundo.- El Ejecutivo Federal tendrá un término de entre tres a seis meses máximo, contados a partir de 
la entrada en vigor del presente Decreto, para expedir el reglamento de esta Ley. 

Tercero.- El Mecanismo al que se refiere el Capítulo Primero quedará establecido dentro de los cuatro 
meses siguientes contados a partir de la entrada en vigor de esta Ley. 

Cuarto.- La primera Junta de Gobierno se instalará en el término de diez días hábiles contados a partir de 
la entrada en vigor de esta Ley, con la participación de las dependencias de la Administración Pública Federal 
y la Comisión Nacional de los Derechos Humanos. 

Quinto.- Una vez instalada la primera Junta de Gobierno tendrá como término diez días hábiles para emitir 
la convocatoria nacional pública a organizaciones de la sociedad civil involucradas en la defensa y protección 
de los derechos humanos, así como en el ejercicio del periodismo y la libertad de expresión para conformar el 
primer Consejo Consultivo. 

Sexto.- Una vez emitida la convocatoria a que se refiere el Artículo Quinto Transitorio, las organizaciones 
de la sociedad civil involucradas en la defensa y promoción de los derechos humanos y en el ejercicio del 
periodismo y la libertad de expresión, se registrarán ante la Junta de Gobierno y entre ellas elegirán a los 
nueve integrantes del primer Consejo Consultivo, en un término de un mes contados a partir del cierre del 
registro. Una vez proporcionada la lista de los integrantes del Consejo a la primera Junta de Gobierno, éste se 
instalará en un término de diez días hábiles. 

Séptimo.- En la conformación del primer Consejo Consultivo y por única vez, los cuatro miembros 
elegidos para integrar la Junta de Gobierno durarán en su cargo cuatro años, otros tres, tres años y los 
restantes dos, dos años. La duración en el cargo de cada consejero se efectuará por sorteo. 

Octavo.- La Junta de Gobierno se instalará con carácter definitivo y en un término de diez días hábiles 
contados a partir de la recepción de la notificación del Consejo Consultivo de los cuatro consejeros que 
participarán como miembros. 

Noveno.- Instalada la Junta de Gobierno y en su primera sesión designará al Coordinador Ejecutivo 
Nacional, quien a su vez, y en el término de un mes, someterá a la aprobación de la Junta los nombres de los 
titulares de las unidades a su cargo. 

Décimo.- Los Convenios de Cooperación a que se refiere el artículo 46 deberán celebrarse en un término 
de seis meses contados a partir de la entrada en vigor del presente Decreto. 

Décimo Primero.- La Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión, asignará en el Presupuesto de 
Egresos de la Federación los recursos para la implementación y operación del Mecanismo. Los recursos 
destinados en el Presupuesto de Egresos de la Federación 2012 relativos a la protección de periodistas y 
defensores de derechos humanos, formarán parte del presupuesto para implementar y operar el Mecanismo. 

Décimo Segundo.- Para implementar y operar el Mecanismo se comisionarán, de forma honoraria y sin 
menoscabo de sus derechos adquiridos, a los servidores públicos pertenecientes de la Secretaría de 
Gobernación, Procuraduría General de la República y Secretaría de Seguridad Pública necesarios para la 
operación de las Unidades previstas en esta Ley. En caso de que los servidores públicos no cumplan con los 
requisitos previstos para la conformación de las Unidades, se realizarán las contrataciones respectivas. 

Décimo Tercero.- Las Secretarías de Hacienda y Crédito Público y de Gobernación, llevarán a cabo todos 
los actos necesarios de conformidad con las disposiciones aplicables para constituir el Fondo en un término 
de tres meses contados a partir de la entrada en vigor del presente Decreto. 

Décimo Cuarto.- Constituido el Fondo, y en el término de un mes, la Junta de Gobierno deberá aprobar 
sus reglas de operación. 

México, D.F., a 30 de abril de 2012.- Sen. Jose Gonzalez Morfin, Presidente.- Dip. Guadalupe Acosta 
Naranjo, Presidente.- Sen. Renan Cleominio Zoreda Novelo, Secretario.- Dip. Martín García Avilés, 
Secretario.- Rúbricas." 

En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto en la Residencia 
del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal, a veintidós de junio de dos mil doce.- 
Felipe de Jesús Calderón Hinojosa.- Rúbrica.- El Secretario de Gobernación, Alejandro Alfonso Poiré 
Romero.- Rúbrica. 
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PODER EJECUTIVO 
SECRETARIA DE GOBERNACION 

DECRETO por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, en materia política. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia de la 
República. 

FELIPE DE JESÚS CALDERÓN HINOJOSA, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, a sus 
habitantes sabed: 

Que la Comisión Permanente del Honorable Congreso de la Unión, se ha servido dirigirme el siguiente 

DECRETO 
"LA COMISIÓN PERMANENTE DEL HONORABLE CONGRESO DE LA UNIÓN, EN USO DE LA FACULTAD QUE LE 

CONFIERE EL ARTÍCULO 135 CONSTITUCIONAL Y PREVIA LA APROBACIÓN DE LAS CÁMARAS DE DIPUTADOS Y 
DE SENADORES DEL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, ASÍ COMO LA MAYORÍA DE 
LAS LEGISLATURAS DE LOS ESTADOS, 

DECLARA 
SE REFORMAN Y ADICIONAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 

UNIDOS MEXICANOS, EN MATERIA POLÍTICA. 

ARTÍCULO ÚNICO.- SE REFORMAN: el párrafo primero y la fracción II del artículo 35; la fracción III del 
artículo 36; el párrafo segundo del artículo 71; la fracción XXVI del artículo 73; el párrafo cuarto de la fracción 
VI del artículo 74; la fracción II del artículo 76; las fracciones IV, VI y VII del artículo 78; el artículo 83; los 
párrafos primero, segundo y tercero (que pasan a ser cuarto y quinto) del artículo 84; los párrafos primero, 
segundo y tercero del artículo 85; las fracciones II, III y IV del artículo 89; y la fracción III de la Base Primera 
del Apartado C del artículo 122; SE ADICIONAN: las fracciones VI, VII y VIII al artículo 35; una fracción IV y 
un tercer y cuarto párrafos al artículo 71; una fracción XXIX-Q al artículo 73; los párrafos segundo y tercero, 
recorriéndose en su orden los subsecuentes y un último párrafo al artículo 84; un segundo y tercer párrafos al 
artículo 87; un octavo párrafo a la fracción II del artículo 116; un inciso o), recorriéndose en su orden el 
subsecuente a la fracción V de la Base Primera del Apartado C del artículo 122, de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, en materia de Reforma Política, para quedar como sigue: 

Artículo 35. Son derechos del ciudadano: 
I. (...) 
II. Poder ser votado para todos los cargos de elección popular, teniendo las calidades que establezca la 

ley. El derecho de solicitar el registro de candidatos ante la autoridad electoral corresponde a los partidos 
políticos así como a los ciudadanos que soliciten su registro de manera independiente y cumplan con los 
requisitos, condiciones y términos que determine la legislación; 

III. (...) 
IV. Tomar las armas en el Ejército o Guardia Nacional, para la defensa de la República y de sus 

instituciones, en los términos que prescriben las leyes; 
V. (...) 
VI. Poder ser nombrado para cualquier empleo o comisión del servicio público, teniendo las calidades que 

establezca la ley; 
VII. Iniciar leyes, en los términos y con los requisitos que señalen esta Constitución y la Ley del Congreso. 

El Instituto Federal Electoral tendrá las facultades que en esta materia le otorgue la ley, y 
VIII. Votar en las consultas populares sobre temas de trascendencia nacional, las que se sujetarán a lo 

siguiente: 
1o. Serán convocadas por el Congreso de la Unión a petición de: 

a) El Presidente de la República; 
b) El equivalente al treinta y tres por ciento de los integrantes de cualquiera de las Cámaras del 
Congreso de la Unión; o 
c) Los ciudadanos, en un número equivalente, al menos, al dos por ciento de los inscritos en la lista 
nominal de electores, en los términos que determine la ley. 

Con excepción de la hipótesis prevista en el inciso c) anterior, la petición deberá ser aprobada por la 
mayoría de cada Cámara del Congreso de la Unión, 
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2o. Cuando la participación total corresponda, al menos, al cuarenta por ciento de los ciudadanos inscritos 
en la lista nominal de electores, el resultado será vinculatorio para los poderes Ejecutivo y Legislativo 
federales y para las autoridades competentes; 

3o. No podrán ser objeto de consulta popular la restricción de los derechos humanos reconocidos por esta 
Constitución; los principios consagrados en el artículo 40 de la misma; la materia electoral; los ingresos y 
gastos del Estado; la seguridad nacional y la organización, funcionamiento y disciplina de la Fuerza Armada 
permanente. La Suprema Corte de Justicia de la Nación resolverá, previo a la convocatoria que realice el 
Congreso de la Unión, sobre la constitucionalidad de la materia de la consulta; 

4o. El Instituto Federal Electoral tendrá a su cargo, en forma directa, la verificación del requisito 
establecido en el inciso c) del apartado 1o. de la presente fracción, así como la organización, desarrollo, 
cómputo y declaración de resultados; 

5o. La consulta popular se realizará el mismo día de la jornada electoral federal; 
6o. Las resoluciones del Instituto Federal Electoral podrán ser impugnadas en los términos de lo dispuesto 

en la fracción VI del artículo 41, así como de la fracción III del artículo 99 de esta Constitución; y 
7o. Las leyes establecerán lo conducente para hacer efectivo lo dispuesto en la presente fracción. 
Artículo 36. (...) 
I. (...) 
II. (...) 
III. Votar en las elecciones y en las consultas populares, en los términos que señale la ley; 
IV. (...) 
V. (...) 
Artículo 71. (...) 
I. (...) 
II. A los Diputados y Senadores al Congreso de la Unión; 
III. A las Legislaturas de los Estados; y 
IV. A los ciudadanos en un número equivalente, por lo menos, al cero punto trece por ciento de la lista 

nominal de electores, en los términos que señalen las leyes. 
La Ley del Congreso determinará el trámite que deba darse a las iniciativas. 
El día de la apertura de cada periodo ordinario de sesiones el Presidente de la República podrá presentar 

hasta dos iniciativas para trámite preferente, o señalar con tal carácter hasta dos que hubiere presentado en 
periodos anteriores, cuando estén pendientes de dictamen. Cada iniciativa deberá ser discutida y votada por 
el Pleno de la Cámara de su origen en un plazo máximo de treinta días naturales. Si no fuere así, la iniciativa, 
en sus términos y sin mayor trámite, será el primer asunto que deberá ser discutido y votado en la siguiente 
sesión del Pleno. En caso de ser aprobado o modificado por la Cámara de su origen, el respectivo proyecto de 
ley o decreto pasará de inmediato a la Cámara revisora, la cual deberá discutirlo y votarlo en el mismo plazo y 
bajo las condiciones antes señaladas. 

No podrán tener carácter preferente las iniciativas de adición o reforma a esta Constitución. 
Artículo 73. (...) 
I. a XXV. (...) 
XXVI. Para conceder licencia al Presidente de la República y para constituirse en Colegio Electoral y 

designar al ciudadano que deba substituir al Presidente de la República, ya sea con el carácter de interino o 
substituto, en los términos de los artículos 84 y 85 de esta Constitución; 

XXVII. a XXIX-P. (...) 
XXIX-Q. Para legislar sobre iniciativa ciudadana y consultas populares. 
XXX. (...) 
Artículo 74. (...) 
I. a III. (...) 
IV. (...) 
(...) 
(...) 
(...) 
(...) 
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V. y VI. (...) 

(...) 

(...) 

La Cámara concluirá la revisión de la Cuenta Pública a más tardar el 31 de octubre del año siguiente al de 
su presentación, con base en el análisis de su contenido y en las conclusiones técnicas del informe del 
resultado de la entidad de fiscalización superior de la Federación, a que se refiere el artículo 79 de esta 
Constitución, sin menoscabo de que el trámite de las observaciones, recomendaciones y acciones promovidas 
por la entidad de fiscalización superior de la Federación, seguirá su curso en términos de lo dispuesto en 
dicho artículo. 

(...) 

VII. (Se deroga). 

VIII. Las demás que le confiere expresamente esta Constitución. 

Artículo 76. (...) 

I. (...) 

(...) 

II. Ratificar los nombramientos que el mismo funcionario haga del Procurador General de la República, 
embajadores, cónsules generales, empleados superiores de Hacienda, integrantes de los órganos colegiados 
encargados de la regulación en materia de telecomunicaciones, energía y competencia económica, coroneles 
y demás jefes superiores del Ejército, Armada y Fuerza Aérea Nacionales, en los términos que la ley 
disponga; 

III. a XII. (...) 

Artículo 78. (...) 

(...) 

I. a III. (...) 

IV. Acordar por sí o a propuesta del Ejecutivo, la convocatoria del Congreso o de una sola Cámara a 
sesiones extraordinarias, siendo necesario en ambos casos el voto de las dos terceras partes de los 
individuos presentes. La convocatoria señalará el objeto u objetos de las sesiones extraordinarias. Cuando la 
convocatoria sea al Congreso General para que se erija en Colegio Electoral y designe presidente interino o 
substituto, la aprobación de la convocatoria se hará por mayoría; 

V. (...) 

VI. Conceder licencia hasta por sesenta días naturales al Presidente de la República; 

VII. Ratificar los nombramientos que el Presidente haga de embajadores, cónsules generales, empleados 
superiores de Hacienda, integrantes de los órganos colegiados encargados de la regulación en materia de 
telecomunicaciones, energía y competencia económica, coroneles y demás jefes superiores del Ejército, 
Armada y Fuerza Aérea Nacionales, en los términos que la ley disponga, y 

VIII. (...) 

Artículo 83. El Presidente entrará a ejercer su encargo el 1o. de diciembre y durará en él seis años. El 
ciudadano que haya desempeñado el cargo de Presidente de la República, electo popularmente, o con el 
carácter de interino o substituto, o asuma provisionalmente la titularidad del Ejecutivo Federal, en ningún caso 
y por ningún motivo podrá volver a desempeñar ese puesto. 

Artículo 84. En caso de falta absoluta del Presidente de la República, en tanto el Congreso nombra al 
presidente interino o substituto, lo que deberá ocurrir en un término no mayor a sesenta días, el Secretario de 
Gobernación asumirá provisionalmente la titularidad del Poder Ejecutivo. En este caso no será aplicable lo 
establecido en las fracciones II, III y VI del artículo 82 de esta Constitución. 

Quien ocupe provisionalmente la Presidencia no podrá remover o designar a los Secretarios de Estado, ni 
al Procurador General de la República, sin autorización previa de la Cámara de Senadores. Asimismo, 
entregará al Congreso de la Unión un informe de labores en un plazo no mayor a diez días, contados a partir 
del momento en que termine su encargo. 

Cuando la falta absoluta del Presidente ocurriese en los dos primeros años del período respectivo, si el 
Congreso de la Unión se encontrase en sesiones y concurriendo, cuando menos, las dos terceras partes del 
número total de los miembros de cada Cámara, se constituirá inmediatamente en Colegio Electoral y 
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nombrará en escrutinio secreto y por mayoría absoluta de votos, un presidente interino, en los términos que 
disponga la Ley del Congreso. El mismo Congreso expedirá, dentro de los diez días siguientes a dicho 
nombramiento, la convocatoria para la elección del Presidente que deba concluir el período respectivo, 
debiendo mediar entre la fecha de la convocatoria y la que se señale para la realización de la jornada 
electoral, un plazo no menor de siete meses ni mayor de nueve. El así electo iniciará su encargo y rendirá 
protesta ante el Congreso siete días después de concluido el proceso electoral. 

Si el Congreso no estuviere en sesiones, la Comisión Permanente lo convocará inmediatamente a 
sesiones extraordinarias para que se constituya en Colegio Electoral, nombre un presidente interino y expida 
la convocatoria a elecciones presidenciales en los términos del párrafo anterior. 

Cuando la falta absoluta del Presidente ocurriese en los cuatro últimos años del período respectivo, si el 
Congreso de la Unión se encontrase en sesiones, designará al presidente substituto que deberá concluir el 
período, siguiendo, en lo conducente, el mismo procedimiento que en el caso del presidente interino. 

Si el Congreso no estuviere reunido, la Comisión Permanente lo convocará inmediatamente a sesiones 
extraordinarias para que se constituya en Colegio Electoral y nombre un presidente substituto siguiendo, en lo 
conducente, el mismo procedimiento que en el caso del presidente interino. 

Artículo 85. Si antes de iniciar un periodo constitucional la elección no estuviese hecha o declarada válida, 
cesará el Presidente cuyo periodo haya concluido y será presidente interino el que haya designado el 
Congreso, en los términos del artículo anterior. 

Si al comenzar el periodo constitucional hubiese falta absoluta del Presidente de la República, asumirá 
provisionalmente el cargo el Presidente de la Cámara de Senadores, en tanto el Congreso designa al 
presidente interino, conforme al artículo anterior. 

Cuando el Presidente solicite licencia para separarse del cargo hasta por sesenta días naturales, una vez 
autorizada por el Congreso, el Secretario de Gobernación asumirá provisionalmente la titularidad del Poder 
Ejecutivo. 

(...) 
Artículo 87. (...) 
Si por cualquier circunstancia el Presidente no pudiere rendir la protesta en los términos del párrafo 

anterior, lo hará de inmediato ante las Mesas Directivas de las Cámaras del Congreso de la Unión. 
En caso de que el Presidente no pudiere rendir la protesta ante el Congreso de la Unión, ante la Comisión 

Permanente o ante las Mesas Directivas de las Cámaras del Congreso de la Unión lo hará de inmediato ante 
el Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

Artículo 89. (...) 
I. (...) 
II. Nombrar y remover libremente a los Secretarios de Estado, remover a los embajadores, cónsules 

generales y empleados superiores de Hacienda, y nombrar y remover libremente a los demás empleados de 
la Unión, cuyo nombramiento o remoción no esté determinado de otro modo en la Constitución o en las leyes; 

III. Nombrar, con aprobación del Senado, a los embajadores, cónsules generales, empleados superiores 
de Hacienda y a los integrantes de los órganos colegiados encargados de la regulación en materia de 
telecomunicaciones, energía y competencia económica; 

IV. Nombrar, con aprobación del Senado, los Coroneles y demás oficiales superiores del Ejército, Armada 
y Fuerza Aérea Nacionales; 

V. a XX. (...) 
Artículo 116. (...) 
(...) 
I. (...) 
II. (...) 
(...) 
(...) 
(...) 
(...) 
(...) 
(...) 
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Las Legislaturas de los Estados regularán los términos para que los ciudadanos puedan presentar 
iniciativas de ley ante el respectivo Congreso. 

III. (...) 

IV. a VII. (...) 

Artículo 122. (...) 

(...) 

(...) 

(...) 

(...) 

(...) 

A. (...) 

B. (...) 

C. (...) 

BASE PRIMERA. (...) 

I. y II. (...) 

III. En la integración de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, invariablemente se observará el 
siguiente criterio: 

En ningún caso, un partido político podrá contar con un número de diputados por ambos principios que 
representen un porcentaje del total de la Asamblea, que exceda en ocho puntos a su porcentaje de votación 
total emitida en el Distrito Federal. Esta base no se aplicará al partido político que, por sus triunfos en distritos 
uninominales, obtenga un porcentaje de curules del total de la Asamblea, superior a la suma del porcentaje de 
su votación total emitida más el ocho por ciento; 

IV. (...) 

V. (...) 

a) a ñ) (...) 

o) Para establecer en ley los términos y requisitos para que los ciudadanos del Distrito Federal ejerzan el 
derecho de iniciativa ante la propia Asamblea, y 

p) Las demás que se le confieran expresamente en esta Constitución. 

BASE SEGUNDA a BASE QUINTA (...) 

D. a H. (...) 

ARTÍCULOS TRANSITORIOS 

ARTÍCULO PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 
Diario Oficial de la Federación. 

ARTICULO SEGUNDO. El Congreso de la Unión deberá expedir la legislación para hacer cumplir lo 
dispuesto en el presente Decreto, a más tardar en un año contando a partir de la entrada en vigor del mismo. 

ARTÍCULO TERCERO. Los Congresos de los Estados y la Asamblea Legislativa del Distrito Federal 
deberán realizar las adecuaciones necesarias a su legislación secundaria, derivadas del presente Decreto en 
un plazo no mayor a un año, contado a partir de su entrada en vigor. 

ARTÍCULO CUARTO. Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente Decreto. 

México, D.F., a 18 de julio de 2012.- Sen. José González Morfín, Presidente.- Dip. María de Jesús 
Aguirre Maldonado, Secretaria.- Rúbricas." 

En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto en la Residencia 
del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal, a ocho de agosto de dos mil doce.- 
Felipe de Jesús Calderón Hinojosa.- Rúbrica.- El Secretario de Gobernación, Alejandro Alfonso Poiré 
Romero.- Rúbrica. 
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PODER EJECUTIVO 
SECRETARIA DE GOBERNACION 

DECRETO por el que se reforman los artículos 46, 76 y 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia 
de la República. 

FELIPE DE JESÚS CALDERÓN HINOJOSA, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, a sus 
habitantes sabed: 

Que la Comisión Permanente del Honorable Congreso de la Unión, se ha servido dirigirme el siguiente 
DECRETO 

"LA COMISIÓN PERMANENTE DEL HONORABLE CONGRESO DE LA UNIÓN, EN USO DE LA FACULTAD QUE LE 
CONFIERE EL ARTÍCULO 135 CONSTITUCIONAL Y PREVIA LA APROBACIÓN DE LAS CÁMARAS DE DIPUTADOS Y 
DE SENADORES DEL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, ASÍ COMO LA MAYORÍA DE 
LAS LEGISLATURAS DE LOS ESTADOS, 

DECLARA 
SE REFORMAN LOS ARTÍCULOS 46, 76 Y 105 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 

MEXICANOS. 

ÚNICO.- Se reforma el primer párrafo, se adiciona un segundo párrafo, y se suprimen los dos últimos 
párrafos del artículo 46; se deroga la fracción XI del artículo 76, y se reforma la fracción I del artículo 105, 
todos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue: 

Artículo 46. Las entidades federativas pueden arreglar entre sí y en cualquier momento, por convenios 
amistosos, sus respectivos límites; pero no se llevarán a efecto esos arreglos sin la aprobación de la Cámara 
de Senadores. 

De no existir el convenio a que se refiere el párrafo anterior, y a instancia de alguna de las partes en 
conflicto, la Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, sustanciará y resolverá con carácter de 
inatacable, las controversias sobre límites territoriales que se susciten entre las entidades federativas, en los 
términos de la fracción I del artículo 105 de esta Constitución. 

Artículo 76. Son facultades exclusivas del Senado: 
I. a X. ... 
XI. Se deroga 
XII. ... 
Artículo 105. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los términos que señale la ley 

reglamentaria, de los asuntos siguientes: 
I. De las controversias constitucionales que, con excepción de las que se refieran a la materia electoral, se 

susciten entre: 
a) a k) ... 
... 
... 
II. y III. ... 
... 
... 

TRANSITORIO 
ÚNICO. La presente reforma entrará en vigor al día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación, y quedarán derogadas todas las disposiciones normativas que contravengan a este decreto. 
México, D.F., a 22 de agosto de 2012.- Sen. José González Morfín, Presidente.- Dip. José Luis Jaime 

Correa, Secretario.- Rúbricas." 
En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto en la Residencia 
del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal, a trece de octubre de dos mil doce.- 
Felipe de Jesús Calderón Hinojosa.- Rúbrica.- El Secretario de Gobernación, Alejandro Alfonso Poiré 
Romero.- Rúbrica. 
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LEY FEDERAL PARA LA PREVENCIÓN E IDENTIFICACIÓN DE OPERACIONES CON 
RECURSOS DE PROCEDENCIA ILÍCITA 

 
TEXTO VIGENTE (A partir del 17-07-2013) 

Nueva Ley publicada en el Diario Oficial de la Federación el 17 de octubre de 2012 
 
 
 
Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia de la 
República. 
 

FELIPE DE JESÚS CALDERÓN HINOJOSA, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, a sus 
habitantes sabed: 

 
Que el Honorable Congreso de la Unión, se ha servido dirigirme el siguiente 
 

DECRETO 
 

"EL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, DECRETA: 
 
SE EXPIDE LA LEY FEDERAL PARA LA PREVENCIÓN E IDENTIFICACIÓN DE OPERACIONES 

CON RECURSOS DE PROCEDENCIA ILÍCITA. 
 
Artículo Único.- Se expide la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con 

Recursos de Procedencia Ilícita: 
 

Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de 
Procedencia Ilícita 

 
Capítulo I 

Disposiciones Preliminares 
 

Artículo 1. La presente Ley es de orden e interés público y de observancia general en los Estados 
Unidos Mexicanos. 

 
Artículo 2. El objeto de esta Ley es proteger el sistema financiero y la economía nacional, 

estableciendo medidas y procedimientos para prevenir y detectar actos u operaciones que involucren 
recursos de procedencia ilícita, a través de una coordinación interinstitucional, que tenga como fines 
recabar elementos útiles para investigar y perseguir los delitos de operaciones con recursos de 
procedencia ilícita, los relacionados con estos últimos, las estructuras financieras de las organizaciones 
delictivas y evitar el uso de los recursos para su financiamiento. 

 
Artículo 3. Para los efectos de esta Ley, se entenderá por: 
 
I. Actividades Vulnerables, a las actividades que realicen las Entidades Financieras en términos del 

artículo 14 y a las que se refiere el artículo 17 de esta Ley; 
 
II. Avisos, a aquellos que deben presentarse en términos del artículo 17 de la presente Ley, así como 

a los reportes que deben presentar las entidades financieras en términos del artículo 15, fracción II, de 
esta Ley; 

 
III. Beneficiario Controlador, a la persona o grupo de personas que: 
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a) Por medio de otra o de cualquier acto, obtiene el beneficio derivado de éstos y es quien, en última 

instancia, ejerce los derechos de uso, goce, disfrute, aprovechamiento o disposición de un bien o 
servicio, o 

 
b) Ejerce el control de aquella persona moral que, en su carácter de cliente o usuario, lleve a cabo 

actos u operaciones con quien realice Actividades Vulnerables, así como las personas por cuenta de 
quienes celebra alguno de ellos. 

 
Se entiende que una persona o grupo de personas controla a una persona moral cuando, a través de 

la titularidad de valores, por contrato o de cualquier otro acto, puede: 
 
i) Imponer, directa o indirectamente, decisiones en las asambleas generales de accionistas, socios u 

órganos equivalentes, o nombrar o destituir a la mayoría de los consejeros, administradores o sus 
equivalentes; 

 
ii) Mantener la titularidad de los derechos que permitan, directa o indirectamente, ejercer el voto 

respecto de más del cincuenta por ciento del capital social, o 
 
iii) Dirigir, directa o indirectamente, la administración, la estrategia o las principales políticas de la 

misma. 
 
IV. Delitos de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita, a los tipificados en el Capítulo II del 

Título Vigésimo Tercero del Código Penal Federal; 
 
V. Entidades Colegiadas, a las personas morales reconocidas por la legislación mexicana, que 

cumplan con los requisitos del artículo 27 de esta Ley; 
 
VI. Entidades Financieras, aquellas reguladas por los artículos 115 de la Ley de Instituciones de 

Crédito; 87-D, 95 y 95 Bis de la Ley General de Organizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito; 129 
de la Ley de Uniones de Crédito; 124 de la Ley de Ahorro y Crédito Popular; 71 y 72 de la Ley para 
Regular las Actividades de las Sociedades Cooperativas de Ahorro y Préstamo; 212 de la Ley del 
Mercado de Valores; 91 de la Ley de Sociedades de Inversión; 108 Bis de la Ley de los Sistemas de 
Ahorro para el Retiro; 140 de la Ley General de Instituciones y Sociedades Mutualistas de Seguros, y 112 
de la Ley Federal de Instituciones de Fianzas; 

 
VII. Fedatarios Públicos, a los notarios o corredores públicos, así como a los servidores públicos a 

quienes las Leyes les confieran la facultad de dar fe pública en el ejercicio de sus atribuciones 
establecidas en las disposiciones jurídicas correspondientes, que intervengan en la realización de 
Actividades Vulnerables; 

 
VIII. Ley, a la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de 

Procedencia Ilícita; 
 
IX. Metales Preciosos, al oro, la plata y el platino; 
 
X. Piedras Preciosas, las gemas siguientes: aguamarinas, diamantes, esmeraldas, rubíes, topacios, 

turquesas y zafiros; 
 
XI. Procuraduría, a la Procuraduría General de la República; 
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XII. Relación de negocios, a aquella establecida de manera formal y cotidiana entre quien realiza una 
Actividad Vulnerable y sus clientes, excluyendo los actos u operaciones que se celebren ocasionalmente, 
sin perjuicio de lo que establezcan otras disposiciones legales y reglamentarias; 

 
XIII. Secretaría, a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, y 
 
XIV. Unidad, a la Unidad Especializada en Análisis Financiero de la Procuraduría. 
 
Artículo 4. En lo no previsto por la presente Ley, se aplicarán, conforme a su naturaleza y de forma 

supletoria, las disposiciones contenidas en: 
 
I. El Código de Comercio; 
 
II. El Código Civil Federal; 
 
III. La Ley Federal de Procedimiento Administrativo; 
 
IV. La Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, y 
 
V. La Ley Federal de Protección de Datos Personales en Posesión de Particulares. 
 

Capítulo II 
De las Autoridades 

 
Artículo 5. La Secretaría será la autoridad competente para aplicar, en el ámbito administrativo, la 

presente Ley y su Reglamento. 
 
Artículo 6. La Secretaría tendrá las facultades siguientes: 
 
I. Recibir los Avisos de quienes realicen las Actividades Vulnerables a que se refiere la Sección 

Segunda del Capítulo III; 
 
II. Requerir la información, documentación, datos e imágenes necesarios para el ejercicio de sus 

facultades y proporcionar a la Unidad la información que le requiera en términos de la presente Ley; 
 
III. Coordinarse con otras autoridades supervisoras y de seguridad pública, nacionales y extranjeras, 

así como con quienes realicen Actividades Vulnerables, para prevenir y detectar actos u operaciones 
relacionados con el objeto de esta Ley, en los términos de las disposiciones legales aplicables; 

 
IV. Presentar las denuncias que correspondan ante el Ministerio Público de la Federación cuando, con 

motivo del ejercicio de sus atribuciones, identifique hechos que puedan constituir delitos; 
 
V. Requerir la comparecencia de presuntos infractores y demás personas que puedan contribuir a la 

verificación del cumplimiento de las obligaciones derivadas de la presente Ley; 
 
VI. Conocer y resolver sobre los recursos de revisión que se interpongan en contra de las sanciones 

aplicadas; 
 
VII. Emitir Reglas de Carácter General para efectos de esta Ley, para mejor proveer en la esfera 

administrativa, y 
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VIII. Las demás previstas en otras disposiciones de esta Ley y otros ordenamientos jurídicos 
aplicables. 

 
Artículo 7. La Procuraduría contará con una Unidad Especializada en Análisis Financiero, como 

órgano especializado en análisis financiero y contable relacionado con operaciones con recursos de 
procedencia ilícita. 

 
La Unidad, cuyo titular tendrá el carácter de agente del Ministerio Público de la Federación, contará 

con oficiales ministeriales y personal especializados en las materias relacionadas con el objeto de la 
presente Ley, y estará adscrita a la oficina del Procurador General de la República. 

 
La Unidad podrá utilizar las técnicas y medidas de investigación previstas en el Código Federal de 

Procedimientos Penales y la Ley Federal Contra la Delincuencia Organizada. 
 
Artículo 8. La Unidad tendrá las facultades siguientes: 
 
I. Requerir a la Secretaría la información que resulte útil para el ejercicio de sus atribuciones; 
 
II. Establecer los criterios de presentación de los reportes que elabore la Secretaría, sobre 

operaciones financieras susceptibles de estar vinculadas con esquemas de operaciones con recursos de 
procedencia ilícita; 

 
III. Diseñar, integrar e implementar sistemas y mecanismos de análisis de la información financiera y 

contable para que pueda ser utilizada por ésta y otras unidades competentes de la Procuraduría, en 
especial la relacionada con los Avisos materia de la presente Ley; 

 
IV. Coadyuvar con otras áreas competentes de la Procuraduría, en el desarrollo de herramientas de 

inteligencia con metodologías interdisciplinarias de análisis e investigación de las distintas variables 
criminales, socioeconómicas y financieras, para conocer la evolución de las actividades relacionadas con 
los delitos de operaciones con recursos de procedencia ilícita y medir su riesgo regional y sectorial; 

 
V. Generar sus propias herramientas para el efecto de investigar los patrones de conducta que 

pudieran estar relacionados con operaciones con recursos de procedencia ilícita; 
 
VI. Participar en el diseño de los esquemas de capacitación, actualización y especialización en las 

materias de análisis financiero y contable; 
 
VII. Emitir guías y manuales técnicos para la formulación de dictámenes en materia de análisis 

financiero y contable que requieran los agentes del Ministerio Público de la Federación en el 
cumplimiento de sus funciones de investigación y persecución de los delitos de operaciones con recursos 
de procedencia ilícita; 

 
VIII. Establecer mecanismos de consulta directa de información que pueda estar relacionada con 

operaciones con recursos de procedencia ilícita, en las bases de datos de las autoridades de los tres 
órdenes de gobierno, para la planeación del combate a los delitos de operaciones con recursos de 
procedencia ilícita; 

 
IX. Conducir la investigación para la obtención de indicios o pruebas vinculadas a operaciones con 

recursos de procedencia ilícita de conformidad con el Capítulo II del Título Vigésimo Tercero del Libro 
Segundo del Código Penal Federal, y coadyuvar con la Unidad Especializada prevista en la Ley Federal 
contra la Delincuencia Organizada cuando se trate de investigaciones vinculadas en la materia; 
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X. Requerir informes, documentos, opiniones y elementos de prueba en general a las dependencias y 
entidades de la administración pública de los tres órdenes de gobierno, y a otras autoridades, organismos 
públicos autónomos, incluso constitucionales, y a aquéllas personas responsables de dar Avisos en las 
organizaciones con Actividades sujetas a supervisión previstas en esta Ley. En todos los casos, estos 
requerimientos deberán hacerse en el marco de una investigación formalmente iniciada, así como sobre 
individuos y hechos consignados en una averiguación previa. En el caso de las Entidades Financieras, 
los requerimientos de información, opinión y pruebas en general, se harán a través de la Secretaría; 

 
XI. Celebrar convenios con las entidades federativas para accesar directamente a la información 

disponible en los Registros Públicos de la Propiedad de las entidades federativas del país, para la 
investigación y persecución de los delitos de operaciones con recursos de procedencia ilícita; 

 
XII. Emitir los dictámenes y peritajes en materia de análisis financiero y contable que se requieran, y 
 
XIII. Las demás que las disposiciones legales y reglamentarias determinen. 
 
Artículo 9. Los servidores públicos adscritos a la Unidad, además de reunir los requisitos de ingreso y 

selección que determine la Ley Orgánica de la Procuraduría, deberán: 
 
I. Acreditar cursos de especialización en delitos de operaciones con recursos de procedencia ilícita y 

delincuencia organizada que se establezcan en las disposiciones aplicables; 
 
II. Aprobar los procesos de evaluación inicial y periódica que para el ingreso y permanencia en dicha 

unidad especializada se requieran, y 
 
III. No haber sido sancionado con suspensión mayor a quince días, destitución o inhabilitación, por 

resolución firme en su trayectoria laboral. 
 
Artículo 10. El personal de la Secretaría que tenga acceso a la base de datos que concentre los 

Avisos relacionados con las Actividades Vulnerables, deberá cumplir con los requisitos precisados en las 
fracciones del artículo anterior. 

 
Artículo 11. La Secretaría, la Procuraduría y la Policía Federal deberán establecer programas de 

capacitación, actualización y especialización dirigidos al personal adscrito a sus respectivas áreas 
encargadas de la prevención, detección y combate al delito de operaciones con recursos de procedencia 
ilícita y en las materias necesarias para la consecución del objeto de esta Ley, en el ámbito de sus 
respectivas competencias. 

 
Artículo 12. Para el cumplimiento del objeto de esta Ley, las autoridades tendrán las siguientes 

obligaciones: 
 
I. Observar, en el ejercicio de esta Ley, los principios rectores de las instituciones de seguridad pública 

señalados en el artículo 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 
 
II. Coordinar sus acciones, en el ámbito de sus respectivas competencias, para el cumplimiento del 

objeto de esta Ley; 
 
III. Abstenerse de proporcionar información generada con motivo de la presente Ley a persona alguna 

que no esté facultada para tomar noticia o imponerse de la misma; 
 
IV. Establecer medidas para la protección de la identidad de quienes proporcionen los Avisos a que se 

refiere esta Ley, y 
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V. Al establecer regulaciones administrativas, en sus ámbitos de competencia, tendentes a identificar 
y prevenir actos u operaciones relacionados con el objeto de esta Ley, deberán: 

 
a) Procurar un adecuado equilibrio regulatorio, que evite molestias o trámites innecesarios que afecten 

al normal desarrollo de la actividad; 
 
b) Tomar las medidas necesarias para facilitar el cumplimiento de esta Ley y mitigar su impacto 

económico, y 
 
c) Evitar que el sistema financiero sea utilizado para operaciones ilícitas. 
 

Capítulo III 
De las Entidades Financieras y de las Actividades Vulnerables 

 
Sección Primera 

De las Entidades Financieras 
 

Artículo 13. Para el cumplimiento del objeto de la presente Ley las Entidades Financieras se regirán 
por las disposiciones de la misma, así como por las Leyes que especialmente las regulan de acuerdo con 
sus actividades y operaciones específicas. 

 
Artículo 14. Para los efectos de esta Sección, los actos, operaciones y servicios que realizan las 

Entidades Financieras de conformidad con las leyes que en cada caso las regulan, se consideran 
Actividades Vulnerables, las cuales se regirán en los términos de esta Sección. 

 
Artículo 15. Las Entidades Financieras, respecto de las Actividades Vulnerables en las que 

participan, tienen de conformidad con esta Ley y con las leyes que especialmente las regulan, las 
siguientes obligaciones: 

 
I. Establecer medidas y procedimientos para prevenir y detectar actos, omisiones u operaciones que 

pudieran ubicarse en los supuestos previstos en el Capítulo II del Título Vigésimo Tercero del Código 
Penal Federal, así como para identificar a sus clientes y usuarios; de conformidad con lo establecido por 
los artículos 115 de la Ley de Instituciones de Crédito; 87-D, 95 y 95 Bis de la Ley General de 
Organizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito; 129 de la Ley de Uniones de Crédito; 124 de la Ley 
de Ahorro y Crédito Popular; 71 y 72 de la Ley para Regular las Actividades de las Sociedades 
Cooperativas de Ahorro y Préstamo; 212 de la Ley del Mercado de Valores; 91 de la Ley de Sociedades 
de Inversión; 108 Bis de la Ley de los Sistemas de Ahorro para el Retiro; 140 de la Ley General de 
Instituciones y Sociedades Mutualistas de Seguros, y 112 de la Ley Federal de Instituciones de Fianzas; 

 
II. Presentar ante la Secretaría los reportes sobre actos, operaciones y servicios que realicen con sus 

clientes y lleven a cabo miembros del consejo administrativo, apoderados, directivos y empleados de la 
propia entidad que pudieren ubicarse en lo previsto en la fracción I de este artículo o que, en su caso, 
pudiesen contravenir o vulnerar la adecuada aplicación de las disposiciones señaladas; 

 
III. Entregar a la Secretaría, por conducto del órgano desconcentrado competente, información y 

documentación relacionada con los actos, operaciones y servicios a que se refiere este artículo, y 
 
IV. Conservar, por al menos diez años, la información y documentación relativas a la identificación de 

sus clientes y usuarios o quienes lo hayan sido, así como la de aquellos actos, operaciones y servicios 
reportados conforme al presente artículo, sin perjuicio de lo establecido en este u otros ordenamientos 
aplicables. 
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Artículo 16. La supervisión, verificación y vigilancia del cumplimiento de las obligaciones a que se 
refiere esta Sección y las disposiciones de las leyes que especialmente regulen a las Entidades 
Financieras se llevarán a cabo, según corresponda, por la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, la 
Comisión Nacional de Seguros y Fianzas, la Comisión Nacional del Sistema de Ahorro para el Retiro o el 
Servicio de Administración Tributaria. 

 
Los órganos desconcentrados referidos en el párrafo anterior, en el ámbito de sus respectivas 

competencias, emitirán los criterios y políticas generales para supervisar a las Entidades Financieras 
respecto del cumplimiento de las obligaciones previstas en esta Sección. La Secretaría coadyuvará con 
dichos órganos desconcentrados para procurar la homologación de tales criterios y políticas. 

 
Sección Segunda 

De las Actividades Vulnerables 
 

Artículo 17. Para efectos de esta Ley se entenderán Actividades Vulnerables y, por tanto, objeto de 
identificación en términos del artículo siguiente, las que a continuación se enlistan: 

 
I. Las vinculadas a la práctica de juegos con apuesta, concursos o sorteos que realicen organismos 

descentralizados conforme a las disposiciones legales aplicables, o se lleven a cabo al amparo de los 
permisos vigentes concedidos por la Secretaría de Gobernación bajo el régimen de la Ley Federal de 
Juegos y Sorteos y su Reglamento. En estos casos, únicamente cuando se lleven a cabo bajo las 
siguientes modalidades y montos: 

 
La venta de boletos, fichas o cualquier otro tipo de comprobante similar para la práctica de dichos 

juegos, concursos o sorteos, así como el pago del valor que representen dichos boletos, fichas o recibos 
o, en general, la entrega o pago de premios y la realización de cualquier operación financiera, ya sea que 
se lleve a cabo de manera individual o en serie de transacciones vinculadas entre sí en apariencia, con 
las personas que participen en dichos juegos, concursos o sorteos, siempre que el valor de cualquiera de 
esas operaciones sea por una cantidad igual o superior al equivalente a trescientas veinticinco veces el 
salario mínimo vigente en el Distrito Federal. 

 
Serán objeto de Aviso ante la Secretaría las actividades anteriores, cuando el monto del acto u 

operación sea igual o superior al equivalente a seiscientas cuarenta y cinco veces el salario mínimo 
vigente en el Distrito Federal. 

 
II. La emisión o comercialización, habitual o profesional, de tarjetas de servicios, de crédito, de tarjetas 

prepagadas y de todas aquellas que constituyan instrumentos de almacenamiento de valor monetario, 
que no sean emitidas o comercializadas por Entidades Financieras. Siempre y cuando, en función de 
tales actividades: el emisor o comerciante de dichos instrumentos mantenga una relación de negocios 
con el adquirente; dichos instrumentos permitan la transferencia de fondos, o su comercialización se 
haga de manera ocasional. En el caso de tarjetas de servicios o de crédito, cuando el gasto mensual 
acumulado en la cuenta de la tarjeta sea igual o superior al equivalente a ochocientas cinco veces el 
salario mínimo vigente en el Distrito Federal. En el caso de tarjetas prepagadas, cuando su 
comercialización se realice por una cantidad igual o superior al equivalente a seiscientas cuarenta y cinco 
veces el salario mínimo vigente en el Distrito Federal, por operación. Los demás instrumentos de 
almacenamiento de valor monetario serán regulados en el Reglamento de esta Ley. 

 
Serán objeto de Aviso ante la Secretaría, en el caso de tarjetas de servicios o de crédito, cuando el 

gasto mensual acumulado en la cuenta de la tarjeta sea igual o superior al equivalente a un mil 
doscientas ochenta y cinco veces el salario mínimo vigente en el Distrito Federal. En el caso de tarjetas 
prepagadas, cuando se comercialicen por una cantidad igual o superior al equivalente a seiscientas 
cuarenta y cinco veces el salario mínimo vigente en el Distrito Federal; 
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III. La emisión y comercialización habitual o profesional de cheques de viajero, distinta a la realizada 

por las Entidades Financieras. 
 
Serán objeto de Aviso ante la Secretaría cuando la emisión o comercialización de los cheques de 

viajero sea igual o superior al equivalente a seiscientas cuarenta y cinco veces el salario mínimo vigente 
en el Distrito Federal; 

 
IV. El ofrecimiento habitual o profesional de operaciones de mutuo o de garantía o de otorgamiento de 

préstamos o créditos, con o sin garantía, por parte de sujetos distintos a las Entidades Financieras. 
 
Serán objeto de Aviso ante la Secretaría cuando el acto u operación sea por una cantidad igual o 

superior al equivalente a un mil seiscientas cinco veces el salario mínimo vigente en el Distrito Federal; 
 
V. La prestación habitual o profesional de servicios de construcción o desarrollo de bienes inmuebles 

o de intermediación en la transmisión de la propiedad o constitución de derechos sobre dichos bienes, en 
los que se involucren operaciones de compra o venta de los propios bienes por cuenta o a favor de 
clientes de quienes presten dichos servicios. 

 
Serán objeto de Aviso ante la Secretaría cuando el acto u operación sea por una cantidad igual o 

superior al equivalente a ocho mil veinticinco veces el salario mínimo vigente en el Distrito Federal; 
 
VI. La comercialización o intermediación habitual o profesional de Metales Preciosos, Piedras 

Preciosas, joyas o relojes, en las que se involucren operaciones de compra o venta de dichos bienes en 
actos u operaciones cuyo valor sea igual o superior al equivalente a ochocientas cinco veces el salario 
mínimo vigente en el Distrito Federal, con excepción de aquellos en los que intervenga el Banco de 
México. 

 
Serán objeto de Aviso ante la Secretaría cuando quien realice dichas actividades lleve a cabo una 

operación en efectivo con un cliente por un monto igual o superior o equivalente a un mil seiscientas 
cinco veces el salario mínimo vigente en el Distrito Federal; 

 
VII. La subasta o comercialización habitual o profesional de obras de arte, en las que se involucren 

operaciones de compra o venta de dichos bienes realizadas por actos u operaciones con un valor igual o 
superior al equivalente a dos mil cuatrocientas diez veces el salario mínimo vigente en el Distrito Federal. 

 
Serán objeto de Aviso ante la Secretaría las actividades anteriores, cuando el monto del acto u 

operación sea igual o superior al equivalente a cuatro mil ochocientas quince veces el salario mínimo 
vigente en el Distrito Federal; 

 
VIII. La comercialización o distribución habitual profesional de vehículos, nuevos o usados, ya sean 

aéreos, marítimos o terrestres con un valor igual o superior al equivalente a tres mil doscientas diez 
veces el salario mínimo vigente en el Distrito Federal. 

 
Serán objeto de Aviso ante la Secretaría las actividades anteriores, cuando el monto del acto u 

operación sea igual o superior al equivalente a seis mil cuatrocientas veinte veces el salario mínimo 
vigente en el Distrito Federal; 

 
IX. La prestación habitual o profesional de servicios de blindaje de vehículos terrestres, nuevos o 

usados, así como de bienes inmuebles, por una cantidad igual o superior al equivalente a dos mil 
cuatrocientas diez veces el salario mínimo vigente en el Distrito Federal. 
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Serán objeto de Aviso ante la Secretaría las actividades anteriores, cuando el monto del acto u 
operación sea igual o superior al equivalente a cuatro mil ochocientas quince veces el salario mínimo 
vigente en el Distrito Federal; 

 
X. La prestación habitual o profesional de servicios de traslado o custodia de dinero o valores, con 

excepción de aquellos en los que intervenga el Banco de México y las instituciones dedicadas al depósito 
de valores. 

 
Serán objeto de Aviso ante la Secretaría cuando el traslado o custodia sea por un monto igual o 

superior al equivalente a tres mil doscientas diez veces el salario mínimo vigente en el Distrito Federal; 
 
XI. La prestación de servicios profesionales, de manera independiente, sin que medie relación laboral 

con el cliente respectivo, en aquellos casos en los que se prepare para un cliente o se lleven a cabo en 
nombre y representación del cliente cualquiera de las siguientes operaciones: 

 
a) La compraventa de bienes inmuebles o la cesión de derechos sobre estos; 
 
b) La administración y manejo de recursos, valores o cualquier otro activo de sus clientes; 
 
c) El manejo de cuentas bancarias, de ahorro o de valores; 
 
d) La organización de aportaciones de capital o cualquier otro tipo de recursos para la constitución, 

operación y administración de sociedades mercantiles, o 
 
e) La constitución, escisión, fusión, operación y administración de personas morales o vehículos 

corporativos, incluido el fideicomiso y la compra o venta de entidades mercantiles. 
 
Serán objeto de Aviso ante la Secretaría cuando el prestador de dichos servicios lleve a cabo, en 

nombre y representación de un cliente, alguna operación financiera que esté relacionada con las 
operaciones señaladas en los incisos de esta fracción, con respeto al secreto profesional y garantía de 
defensa en términos de esta Ley; 

 
XII. La prestación de servicios de fe pública, en los términos siguientes: 
 
A. Tratándose de los notarios públicos: 
 
a) La transmisión o constitución de derechos reales sobre inmuebles, salvo las garantías que se 

constituyan en favor de instituciones del sistema financiero u organismos públicos de vivienda. 
 
Estas operaciones serán objeto de Aviso ante la Secretaría cuando en los actos u operaciones el 

precio pactado, el valor catastral o, en su caso, el valor comercial del inmueble, el que resulte más alto, o 
en su caso el monto garantizado por suerte principal, sea igual o superior al equivalente en moneda 
nacional a dieciséis mil veces el salario mínimo general diario vigente para el Distrito Federal; 

 
b) El otorgamiento de poderes para actos de administración o dominio otorgados con carácter 

irrevocable. Las operaciones previstas en este inciso siempre serán objeto de Aviso; 
 
c) La constitución de personas morales, su modificación patrimonial derivada de aumento o 

disminución de capital social, fusión o escisión, así como la compraventa de acciones y partes sociales 
de tales personas. 

 
Serán objeto de Aviso cuando las operaciones se realicen por un monto igual o superior al equivalente 

a ocho mil veinticinco veces el salario mínimo vigente en el Distrito Federal; 
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d) La constitución o modificación de fideicomisos traslativos de dominio o de garantía sobre 

inmuebles, salvo los que se constituyan para garantizar algún crédito a favor de instituciones del sistema 
financiero u organismos públicos de vivienda. 

 
Serán objeto de Aviso cuando las operaciones se realicen por un monto igual o superior al equivalente 

a ocho mil veinticinco veces el salario mínimo vigente en el Distrito Federal; 
 
e) El otorgamiento de contratos de mutuo o crédito, con o sin garantía, en los que el acreedor no 

forme parte del sistema financiero o no sea un organismo público de vivienda. 
 
Las operaciones previstas en este inciso, siempre serán objeto de Aviso. 
 
B. Tratándose de los corredores públicos: 
 
a) La realización de avalúos sobre bienes con valor igual o superior al equivalente a ocho mil 

veinticinco veces el salario mínimo vigente en el Distrito Federal; 
 
b) La constitución de personas morales mercantiles, su modificación patrimonial derivada de aumento 

o disminución de capital social, fusión o escisión, así como la compraventa de acciones y partes sociales 
de personas morales mercantiles; 

 
c) La constitución, modificación o cesión de derechos de fideicomiso, en los que de acuerdo con la 

legislación aplicable puedan actuar; 
 
d) El otorgamiento de contratos de mutuo mercantil o créditos mercantiles en los que de acuerdo con 

la legislación aplicable puedan actuar y en los que el acreedor no forme parte del sistema financiero. 
 
Serán objeto de Aviso ante la Secretaría los actos u operaciones anteriores en términos de los incisos 

de este apartado. 
 
C. Por lo que se refiere a los servidores públicos a los que las leyes les confieran la facultad de dar fe 

pública en el ejercicio de sus atribuciones previstas en el artículo 3, fracción VII de esta Ley. 
 
XIII. La recepción de donativos, por parte de las asociaciones y sociedades sin fines de lucro, por un 

valor igual o superior al equivalente a un mil seiscientas cinco veces el salario mínimo vigente en el 
Distrito Federal. 

 
Serán objeto de Aviso ante la Secretaría cuando los montos de las donaciones sean por una cantidad 

igual o superior al equivalente a tres mil doscientas diez veces el salario mínimo vigente en el Distrito 
Federal; 

 
XIV. La prestación de servicios de comercio exterior como agente o apoderado aduanal, mediante 

autorización otorgada por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, para promover por cuenta ajena, 
el despacho de mercancías, en los diferentes regímenes aduaneros previstos en la Ley Aduanera, de las 
siguientes mercancías: 

 
a) Vehículos terrestres, aéreos y marítimos, nuevos y usados, cualquiera que sea el valor de los 

bienes; 
 
b) Máquinas para juegos de apuesta y sorteos, nuevas y usadas, cualquiera que sea el valor de los 

bienes; 
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c) Equipos y materiales para la elaboración de tarjetas de pago, cualquiera que sea el valor de los 
bienes; 

 
d) Joyas, relojes, Piedras Preciosas y Metales Preciosos, cuyo valor individual sea igual o superior al 

equivalente a cuatrocientas ochenta y cinco veces el salario mínimo vigente en el Distrito Federal; 
 
e) Obras de arte, cuyo valor individual sea igual o superior al equivalente a cuatro mil ochocientas 

quince veces el salario mínimo vigente en el Distrito Federal; 
 
f) Materiales de resistencia balística para la prestación de servicios de blindaje de vehículos, 

cualquiera que sea el valor de los bienes. 
 
Las actividades anteriores serán objeto de Aviso en todos los casos antes señalados, atendiendo lo 

establecido en el artículo 19 de la presente Ley; 
 
XV. La constitución de derechos personales de uso o goce de bienes inmuebles por un valor mensual 

superior al equivalente a un mil seiscientas cinco veces el salario mínimo vigente en el Distrito Federal, al 
día en que se realice el pago o se cumpla la obligación. 

 
Serán objeto de Aviso ante la Secretaría las actividades anteriores, cuando el monto del acto u 

operación mensual sea igual o superior al equivalente a tres mil doscientas diez veces el salario mínimo 
vigente en el Distrito Federal. 

 
Los actos u operaciones que se realicen por montos inferiores a los señalados en las fracciones 

anteriores no darán lugar a obligación alguna. No obstante, si una persona realiza actos u operaciones 
por una suma acumulada en un periodo de seis meses que supere los montos establecidos en cada 
supuesto para la formulación de Avisos, podrá ser considerada como operación sujeta a la obligación de 
presentar los mismos para los efectos de esta Ley. 

 
La Secretaría podrá determinar mediante disposiciones de carácter general, los casos y condiciones 

en que las Actividades sujetas a supervisión no deban ser objeto de Aviso, siempre que hayan sido 
realizadas por conducto del sistema financiero. 

 
Artículo 18. Quienes realicen las Actividades Vulnerables a que se refiere el artículo anterior tendrán 

las obligaciones siguientes: 
 
I. Identificar a los clientes y usuarios con quienes realicen las propias Actividades sujetas a 

supervisión y verificar su identidad basándose en credenciales o documentación oficial, así como recabar 
copia de la documentación; 

 
II. Para los casos en que se establezca una relación de negocios, se solicitará al cliente o usuario la 

información sobre su actividad u ocupación, basándose entre otros, en los avisos de inscripción y 
actualización de actividades presentados para efectos del Registro Federal de Contribuyentes; 

 
III. Solicitar al cliente o usuario que participe en Actividades Vulnerables información acerca de si tiene 

conocimiento de la existencia del dueño beneficiario y, en su caso, exhiban documentación oficial que 
permita identificarlo, si ésta obrare en su poder; en caso contrario, declarará que no cuenta con ella; 

 
IV. Custodiar, proteger, resguardar y evitar la destrucción u ocultamiento de la información y 

documentación que sirva de soporte a la Actividad Vulnerable, así como la que identifique a sus clientes 
o usuarios. 
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La información y documentación a que se refiere el párrafo anterior deberá conservarse de manera 
física o electrónica, por un plazo de cinco años contado a partir de la fecha de la realización de la 
Actividad Vulnerable, salvo que las leyes de la materia de las entidades federativas establezcan un plazo 
diferente; 

 
V. Brindar las facilidades necesarias para que se lleven a cabo las visitas de verificación en los 

términos de esta Ley, y 
 
VI. Presentar los Avisos en la Secretaría en los tiempos y bajo la forma prevista en esta Ley. 
 
Artículo 19. El Reglamento de la Ley establecerá medidas simplificadas para el cumplimiento de las 

obligaciones previstas en el artículo anterior, en función del nivel de riesgo de las Actividades Vulnerables 
y de quienes las realicen. 

 
Asimismo, el Reglamento deberá considerar como medio de cumplimiento alternativo de las 

obligaciones señaladas en los artículos anteriores, el cumplimiento, en tiempo y forma, que los 
particulares realicen de otras obligaciones a su cargo, establecidas en leyes especiales, que impliquen 
proporcionar la misma información materia de los Avisos establecidos por esta Ley; para ello la 
Secretaría tomará en consideración la información proporcionada en formatos, registros, sistemas y 
cualquier otro medio al que tenga acceso. 

 
Artículo 20. Las personas morales que realicen Actividades Vulnerables deberán designar ante la 

Secretaría a un representante encargado del cumplimiento de las obligaciones derivadas de esta Ley, y 
mantener vigente dicha designación, cuya identidad deberá resguardarse en términos del artículo 38 de 
esta Ley. 

 
En tanto no haya un representante o la designación no esté actualizada, el cumplimiento de las 

obligaciones que esta Ley señala, corresponderá a los integrantes del órgano de administración o al 
administrador único de la persona moral. 

 
Las personas físicas tendrán que cumplir, en todos los casos, personal y directamente con las 

obligaciones que esta Ley establece, salvo en el supuesto previsto en la Sección Tercera del Capítulo III 
de esta Ley. 

 
Artículo 21. Los clientes o usuarios de quienes realicen Actividades Vulnerables les proporcionarán a 

éstos la información y documentación necesaria para el cumplimiento de las obligaciones que esta Ley 
establece. 

 
Quienes realicen las Actividades Vulnerables deberán abstenerse, sin responsabilidad alguna, de 

llevar a cabo el acto u operación de que se trate, cuando sus clientes o usuarios se nieguen a 
proporcionarles la referida información o documentación a que se refiere el párrafo anterior. 

 
Artículo 22. La presentación ante la Secretaría de los Avisos, información y documentación a que se 

refiere esta Ley, por parte de quienes realicen las Actividades Vulnerables no implicará para éstos, 
transgresión alguna a las obligaciones de confidencialidad o secreto legal, profesional, fiscal, bancario, 
fiduciario o cualquier otro que prevean las leyes, ni podrá ser objeto de cláusula de confidencialidad en 
convenio, contrato o acto jurídico alguno. 

 
Sección Tercera 

Plazos y formas para la presentación de Avisos 
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Artículo 23. Quienes realicen Actividades Vulnerables de las previstas en esta Sección presentarán 
ante la Secretaría los Avisos correspondientes, a más tardar el día 17 del mes inmediato siguiente, según 
corresponda a aquel en que se hubiera llevado a cabo la operación que le diera origen y que sea objeto 
de Aviso. 

 
Artículo 24. La presentación de los Avisos se llevará a cabo a través de los medios electrónicos y en 

el formato oficial que establezca la Secretaría. 
 
Dichos Avisos contendrán respecto del acto u operación relacionados con la Actividad Vulnerable que 

se informe, lo siguiente: 
 
I. Datos generales de quien realice la Actividad Vulnerable; 
 
II. Datos generales del cliente, usuarios o del Beneficiario Controlador, y la información sobre su 

actividad u ocupación de conformidad con el artículo 18 fracción II de esta Ley, y 
 
III. Descripción general de la Actividad Vulnerable sobre la cual se dé Aviso. 
 
A los notarios y corredores públicos se les tendrán por cumplidas las obligaciones de presentar los 

Avisos correspondientes mediante el sistema electrónico por el que informen o presenten las 
declaraciones y Avisos a que se refieren las disposiciones fiscales federales. 

 
Artículo 25. La Secretaría podrá requerir por escrito o durante las visitas de verificación, la 

documentación e información soporte de los Avisos que esté relacionada con los mismos. 
 

Sección Cuarta 
Avisos por Conducto de Entidades Colegiadas 

 
Artículo 26. Los sujetos que deban presentar Avisos conforme a lo previsto por la Sección Segunda 

de este Capítulo, podrán presentarlos por conducto de una Entidad Colegiada que deberá cumplir los 
requisitos que establezca esta Ley. 

 
Artículo 27. La Entidad Colegiada deberá cumplir con lo siguiente: 
 
I. Conformarse por quienes realicen tareas similares relacionadas con Actividades Vulnerables, 

conforme a la legislación aplicable de acuerdo al objeto de las personas morales que integran la entidad; 
 
II. Mantener actualizado el padrón de sus integrantes, que presenten por su conducto Avisos ante la 

Secretaría; 
 
III. Tener dentro de su objeto la presentación de los Avisos de sus integrantes; 
 
IV. Designar ante la Secretaría al órgano o, en su caso, representante encargado de la presentación 

de los Avisos y mantener vigente dicha designación. 
 
El representante deberá contar, por lo menos, con un poder general para actos de administración de 

la entidad y recibir anualmente capacitación para el cumplimiento de las obligaciones que establece esta 
Ley; 

 
V. Garantizar la confidencialidad en el manejo y uso de la información contenida en los Avisos de sus 

integrantes; 
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VI. Garantizar la custodia, protección y resguardo de la información y documentación que le 
proporcionen sus integrantes para el cumplimiento de las obligaciones de éstos; 

 
VII. Contar con el mandato expreso de sus integrantes para presentar ante la Secretaría los Avisos de 

éstos; 
 
VIII. Contar con los sistemas informáticos que reúnan las características técnicas y de seguridad 

necesarias para presentar los Avisos de sus integrantes, y 
 
IX. Contar con un convenio vigente con la Secretaría que le permita expresamente presentar los 

Avisos a que se refiere la Sección Segunda de este Capítulo, en representación de sus integrantes. 
 
Las Entidades Colegiadas reconocidas por la Ley podrán, previo convenio con la Secretaría, 

establecer un órgano concentrador para dar cumplimiento a las disposiciones de esta Ley. 
 
El Reglamento regulará lo necesario para el establecimiento y funcionamiento de los órganos que se 

establezcan. 
 
Artículo 28. La Entidad Colegiada deberá cumplir con la presentación de los Avisos de sus 

integrantes dentro de los plazos y cumpliendo las formalidades que conforme a esta Ley le correspondan 
a éstos. 

 
Artículo 29. La Entidad Colegiada deberá cumplir en tiempo y forma con los requerimientos de 

información y documentación relacionada con los Avisos que la Secretaría le formule por escrito o 
durante las visitas de verificación. 

 
Artículo 30. Los incumplimientos a las obligaciones a cargo de los integrantes por causas imputables 

a la Entidad Colegiada, serán responsabilidad de ésta. 
 
La Entidad Colegiada no será responsable cuando el incumplimiento de las obligaciones a cargo del 

integrante sea por causas imputables a éste. 
 
Artículo 31. La Entidad Colegiada deberá de informar con cuando menos treinta días de anticipación, 

a la Secretaría y a sus integrantes, la intención de extinción, disolución o liquidación de la misma, o bien 
de su intención de dejar de actuar como intermediario entre sus integrantes y la Secretaría. 

 
A partir de la extinción, disolución o liquidación, o bien de que deje de actuar como intermediario entre 

sus integrantes y la Secretaría, ésta ya no recibirá Avisos por conducto de la Entidad Colegiada de que 
se trate, por lo que sus integrantes deberán dar cumplimiento en forma individual y directa a las 
obligaciones que deriven de esta Ley. 

 
Previo a la liquidación, disolución o extinción de la Entidad Colegiada, o bien, a que deje de actuar 

como intermediario entre sus integrantes y la Secretaría, deberá devolver a sus integrantes la información 
y documentación que estos le hayan proporcionado para el cumplimiento de sus obligaciones. 

 
En aquellos casos en los que deje de tener vigencia el convenio celebrado con la Secretaría, la 

Entidad Colegiada deberá de proceder de conformidad con lo anteriormente señalado. 
 

Capítulo IV 
Del Uso de Efectivo y Metales 
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Artículo 32. Queda prohibido dar cumplimiento a obligaciones y, en general, liquidar o pagar, así 
como aceptar la liquidación o el pago, de actos u operaciones mediante el uso de monedas y billetes, en 
moneda nacional o divisas y Metales Preciosos, en los supuestos siguientes: 

 
I. Constitución o transmisión de derechos reales sobre bienes inmuebles por un valor igual o superior 

al equivalente a ocho mil veinticinco veces el salario mínimo vigente en el Distrito Federal, al día en que 
se realice el pago o se cumpla la obligación; 

 
II. Transmisiones de propiedad o constitución de derechos reales sobre vehículos, nuevos o usados, 

ya sean aéreos, marítimos o terrestres por un valor igual o superior al equivalente a tres mil doscientas 
diez veces el salario mínimo vigente en el Distrito Federal, al día en que se realice el pago o se cumpla la 
obligación; 

 
III. Transmisiones de propiedad de relojes, joyería, Metales Preciosos y Piedras Preciosas, ya sea por 

pieza o por lote, y de obras de arte, por un valor igual o superior al equivalente a tres mil doscientas diez 
veces el salario mínimo vigente en el Distrito Federal, al día en que se realice el pago o se cumpla la 
obligación; 

 
IV. Adquisición de boletos que permita participar en juegos con apuesta, concursos o sorteos, así 

como la entrega o pago de premios por haber participado en dichos juegos con apuesta, concursos o 
sorteos por un valor igual o superior al equivalente a tres mil doscientos diez veces el salario mínimo 
vigente en el Distrito Federal, al día en que se realice el pago o se cumpla la obligación; 

 
V. Prestación de servicios de blindaje para cualquier vehículo de los referidos en la fracción II de este 

artículo o bien, para bienes inmuebles por un valor igual o superior al equivalente a tres mil doscientas 
diez veces el salario mínimo vigente en el Distrito Federal, al día en que se realice el pago o se cumpla la 
obligación; 

 
VI. Transmisión de dominio o constitución de derechos de cualquier naturaleza sobre los títulos 

representativos de partes sociales o acciones de personas morales por un valor igual o superior al 
equivalente a tres mil doscientas diez veces el salario mínimo vigente en el Distrito Federal, al día en que 
se realice el pago o se cumpla la obligación, o 

 
VII. Constitución de derechos personales de uso o goce de cualquiera de los bienes a que se refieren 

las fracciones I, II y V de este artículo, por un valor igual o superior al equivalente a tres mil doscientas 
diez veces el salario mínimo vigente en el Distrito Federal, mensuales al día en que se realice el pago o 
se cumpla la obligación. 

 
Artículo 33. Los Fedatarios Públicos, en los instrumentos en los que hagan constar cualquiera de los 

actos u operaciones a que se refiere el artículo anterior, deberán identificar la forma en la que se paguen 
las obligaciones que de ellos deriven cuando las operaciones tengan un valor igual o superior al 
equivalente a ocho mil veinticinco veces el salario mínimo vigente en el Distrito Federal. 

 
En caso de que el valor de la operación sea inferior a la cantidad antes referida, o cuando el acto u 

operación haya sido total o parcialmente pagado con anterioridad a la firma del instrumento, bastará la 
declaración que bajo protesta de decir verdad hagan los clientes o usuarios. 

 
En los casos distintos de los señalados en el párrafo anterior, los demás actos u operaciones a que se 

refieren las fracciones II a VII del artículo anterior deberán formalizarse mediante la expedición de los 
certificados, facturas o garantías que correspondan, o de cualquier otro documento en el que conste la 
operación, y se verificarán previa identificación de quienes realicen el acto u operación, así como, en su 
caso, del Beneficiario Controlador. En dichos documentos se deberá especificar la forma de pago y 
anexar el comprobante respectivo. 
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Capítulo V 

De las Visitas de Verificación 
 

Artículo 34. La Secretaría podrá comprobar, de oficio y en cualquier tiempo, el cumplimiento de las 
obligaciones previstas en esta Ley, mediante la práctica de visitas de verificación a quienes realicen las 
Actividades Vulnerables previstas en la Sección Segunda del Capítulo III de esta Ley, a las Entidades a 
que se refiere el artículo 26 de esta Ley o, en su caso, al órgano concentrador previsto en el penúltimo 
párrafo del artículo 27 de la misma. 

 
Las personas visitadas deberán proporcionar exclusivamente la información y documentación soporte 

con que cuenten que esté directamente relacionada con Actividades Vulnerables. 
 
Artículo 35. El desarrollo de las visitas de verificación, así como la imposición de las sanciones 

administrativas previstas en esta Ley, se sujetarán a lo dispuesto por la Ley Federal de Procedimiento 
Administrativo. 

 
Artículo 36. Las verificaciones que lleve a cabo la Secretaría sólo podrán abarcar aquellos actos u 

operaciones consideradas como Actividades Vulnerables en los términos de esta Ley, realizados dentro 
de los cinco años inmediatos anteriores a la fecha de inicio de la visita. 

 
Artículo 37. La Secretaría, para el ejercicio de las facultades que le confiere la presente Ley, en su 

caso, podrá solicitar el auxilio de la fuerza pública cuando las circunstancias así lo requieran. Los mandos 
de la fuerza pública deberán proporcionar el auxilio solicitado. 

 
Capítulo VI 

De la Reserva y Manejo de Información 
 

Artículo 38. La información y documentación soporte de los Avisos, así como la identidad de quienes 
los hayan presentado y, en su caso, de los representantes designados en términos del artículo 20 de la 
Ley y del representante de las Entidades Colegiadas a que se refiere el artículo 27, fracción IV, de este 
ordenamiento, se considera confidencial y reservada en términos de la Ley Federal de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública Gubernamental. 

 
Artículo 39. La información que derive de los Avisos que se presenten ante las autoridades 

competentes, será utilizada exclusivamente para la prevención, identificación, investigación y sanción de 
operaciones con recursos de procedencia ilícita y demás delitos relacionados con éstas. 

 
Artículo 40. La Secretaría deberá informar al Ministerio Público de la Federación de cualquier acto u 

operación que derive de una Actividad Vulnerable que pudiera dar lugar a la existencia de un delito del 
fuero federal que se identifique con motivo de la aplicación de la presente Ley. 

 
Artículo 41. Durante las investigaciones y el proceso penal federal se mantendrá el resguardo 

absoluto de la identidad y de cualquier dato personal que se obtenga derivado de la aplicación de la 
presente Ley, especialmente por la presentación de Avisos, en los términos que señala la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, para lo cual, la información de los actos y operaciones 
contenida en dichos Avisos, que sea necesario aportarse en las investigaciones correspondientes, se 
hará a través de los reportes que al efecto presente la Secretaría. 

 
Los servidores públicos de la Secretaría guardarán la debida reserva de la identidad y de cualquier 

dato personal a que se refiere el párrafo anterior, así como de la información y documentación que estos 



 

 

LEY FEDERAL PARA LA PREVENCIÓN E IDENTIFICACIÓN DE OPERACIONES CON RECURSOS DE PROCEDENCIA ILÍCITA 
 

CÁMARA DE DIPUTADOS DEL H. CONGRESO DE LA UNIÓN 
Secretaría General 
Secretaría de Servicios Parlamentarios 
Dirección General de Servicios de Documentación, Información y Análisis 

Nueva Ley DOF 17-10-2012

 
 

17 de 22 
 

hayan proporcionado en los respectivos Avisos, salvo en los casos en los que sea requerida por la 
Unidad o la autoridad judicial. 

 
Se deberá mantener en reserva y bajo resguardo, la identidad y datos personales de los servidores 

públicos que intervengan en cualquier acto derivado de la aplicación de la Ley, observando, en su caso, 
lo dispuesto por el artículo 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

 
Artículo 42. Los Avisos que se presenten en términos de esta Ley en ningún caso tendrán, por sí 

mismos, valor probatorio pleno. 
 
En ningún caso el Ministerio Público de la Federación podrá sostener su investigación exclusivamente 

en los Avisos a que se refiere la presente Ley, por lo que la misma estará sustentada en las pruebas que 
acrediten el acto u operación objeto de los Avisos. 

 
Artículo 43. La Secretaría, así como las autoridades competentes en las materias relacionadas con el 

objeto de esta Ley, establecerán mecanismos de coordinación e intercambio de información y 
documentación para su debido cumplimiento. 

 
Artículo 44. La Unidad podrá consultar las bases de datos de la Secretaría que contienen los Avisos 

de actos u operaciones relacionados con las Actividades Vulnerables y ésta última tiene la obligación de 
proporcionarle la información requerida. 

 
Artículo 45. La Secretaría y la Procuraduría, en el ámbito de sus respectivas competencias, para 

efectos exclusivamente de la identificación y análisis de operaciones relacionadas con los delitos de 
operaciones con recursos de procedencia ilícita, están legalmente facultadas y legitimadas, por conducto 
de las unidades administrativas expresamente facultadas para ello en sus respectivos reglamentos, para 
corroborar la información, datos e imágenes relacionados con la expedición de identificaciones oficiales, 
que obre en poder de las autoridades federales, así como para celebrar convenios con los órganos 
constitucionales autónomos, entidades federativas y municipios, a efecto de corroborar la información 
referida. 

 
La Secretaría o la Procuraduría podrán celebrar convenios con las autoridades que administren los 

registros de los documentos de identificación referidos en este artículo, para el establecimiento de 
sistemas de consulta remota. 

 
Artículo 46. La Unidad podrá solicitar a la Secretaría la verificación de información y documentación, 

en relación con la identidad de personas, domicilios, números telefónicos, direcciones de correos 
electrónicos, operaciones, negocios o actos jurídicos de quienes realicen Actividades Vulnerables, así 
como de otras referencias específicas, contenidas en los Avisos y demás información que reciba 
conforme a esta Ley. 

 
El Ministerio Público de la Federación podrá solicitar a la Secretaría que ejerza las facultades 

previstas en esta Ley, en los términos de los acuerdos de colaboración que al efecto suscriban. 
 
Artículo 47. Sin perjuicio de la información y documentación que la Secretaría esté obligada a 

proporcionar a la Procuraduría, en caso de que la Secretaría, con base en la información que reciba y 
analice en términos de la presente Ley, conozca de la comisión de conductas susceptibles de ser 
analizadas o investigadas por las instancias encargadas del combate a la corrupción o de procuración de 
justicia de las entidades federativas, deberá comunicar a dichas instancias, de acuerdo con la 
competencia que les corresponda, la información necesaria para identificar actos u operaciones, así 
como personas presuntamente involucradas con recursos de procedencia ilícita. 
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Artículo 48. El titular de la Secretaría mediante acuerdo autorizará a los servidores públicos que 
puedan realizar el intercambio de información, documentación, datos o imágenes a que se refieren los 
artículos 43, 44 y 46 de esta Ley y de la operación de los mecanismos de coordinación. 

 
Artículo 49. La Secretaría podrá dar información conforme a los tratados, convenios o acuerdos 

internacionales, o a falta de estos, según los principios de cooperación y reciprocidad, a las autoridades 
extranjeras encargadas de la identificación, detección, supervisión, prevención, investigación o 
persecución de los delitos equivalentes a los de operaciones con recursos de procedencia ilícita. 

 
En estos casos quienes reciban la información y los datos de parte de la Secretaría deberán 

garantizar la confidencialidad y reserva de aquello que se les proporcione. 
 
Artículo 50. Los servidores públicos de la Secretaría, la Procuraduría y las personas que deban 

presentar Avisos en términos de la presente Ley, que conozcan de información, documentación, datos o 
noticias de actos u operaciones objeto de la presente Ley y que hayan sido presentados ante la 
Secretaría, se abstendrán de divulgarla o proporcionarla, bajo cualquier medio, a quien no esté 
expresamente autorizado en la misma. 

 
Para que se pueda proporcionar información, documentación, datos e imágenes a los servidores 

públicos de las entidades federativas, éstos deberán estar sujetos a obligaciones legales en materia de 
guarda, reserva y confidencialidad respecto de aquello que se les proporcione en términos de esta Ley y 
su inobservancia esté penalmente sancionada. 

 
La violación a las reservas que esta Ley impone, será sancionada en los términos de las disposiciones 

legales aplicables. 
 
Artículo 51. Los administradores de los sistemas previstos en la Ley de Sistemas de Pago, incluido el 

Banco de México; las personas morales o fideicomisos que tengan por objeto realizar procesos de 
compensación o transferencias de información de medios de pagos del sistema financiero, así como 
compensar y liquidar obligaciones derivadas de contratos bancarios, bursátiles o financieros, y las 
personas que emitan, administren, operen o presten servicios de tarjetas de crédito, débito, prepagadas 
de acceso a efectivo, de servicios, de pago electrónico y las demás que proporcionen servicios para tales 
fines, proporcionarán a la Secretaría la información y documentación a la que tengan acceso y que ésta 
les requiera por escrito, mismo que les deberá ser notificado en términos de la Ley Federal de 
Procedimiento Administrativo, para efectos de lo dispuesto en la presente Ley. 

 
Las personas a que se refiere el párrafo anterior proporcionarán la información y documentación que 

se les requiera, dentro de los treinta días siguientes a la fecha en que surta sus efectos la notificación del 
requerimiento. 

 
El intercambio de información y documentación a que haya lugar de acuerdo con el párrafo primero de 

este artículo, entre el Banco de México y la Secretaría, se hará conforme a los convenios de colaboración 
que, al efecto, celebren. 

 
Capítulo VII 

De las Sanciones Administrativas 
 

Artículo 52. La Secretaría sancionará administrativamente a quienes infrinjan esta Ley, en los 
términos del presente Capítulo. 

 
Como excepción a lo dispuesto en el párrafo anterior, las violaciones de las Entidades Financieras a 

las obligaciones a que se refiere el artículo 15 de esta Ley, serán sancionadas por los respectivos 
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órganos desconcentrados de la Secretaría facultados para supervisar el cumplimiento de las mismas y, al 
efecto, la imposición de dichas sanciones se hará conforme al procedimiento previsto en las respectivas 
Leyes especiales que regulan a cada una de las Entidades Financieras de que se trate, con las 
sanciones expresamente indicadas en dichas Leyes para cada caso referido a las Entidades Financieras 
correspondientes. 

 
Las multas que se determinen en términos de esta Ley, tendrán el carácter de créditos fiscales y se 

fijarán en cantidad líquida, sujetándose al procedimiento administrativo de ejecución que establece la 
legislación aplicable. 

 
Artículo 53. Se aplicará la multa correspondiente a quienes: 
 
I. Se abstengan de cumplir con los requerimientos que les formule la Secretaría en términos de esta 

Ley; 
 
II. Incumplan con cualquiera de las obligaciones establecidas en el artículo 18 de esta Ley; 
 
III. Incumplan con la obligación de presentar en tiempo los Avisos a que se refiere el artículo 17 de 

esta Ley. 
 
La sanción prevista en esta fracción será aplicable cuando la presentación del Aviso se realice a más 

tardar dentro de los treinta días siguientes a la fecha en que debió haber sido presentado. En caso de 
que la extemporaneidad u omisión exceda este plazo, se aplicará la sanción prevista para el caso de 
omisión en el artículo 55 de esta Ley, o 

 
IV. Incumplan con la obligación de presentar los Avisos sin reunir los requisitos a que se refiere el 

artículo 24 de esta Ley; 
 
V. Incumplan con las obligaciones que impone el artículo 33 de esta Ley; 
 
VI. Omitan presentar los Avisos a que se refiere el artículo 17 de esta Ley, y 
 
VII. Participen en cualquiera de los actos u operaciones prohibidos por el artículo 32 de esta Ley. 
 
Artículo 54. Las multas aplicables para los supuestos del artículo anterior de esta Ley serán las 

siguientes: 
 
I. Se aplicará multa equivalente a doscientos y hasta dos mil días de salario mínimo general vigente 

en el Distrito Federal en el caso de las fracciones I, II, III y IV del artículo 53 de esta Ley; 
 
II. Se aplicará multa equivalente a dos mil y hasta diez mil días de salario mínimo general vigente en el 

Distrito Federal en el caso de la fracción V del artículo 53 de esta Ley, y 
 
III. Se aplicará multa equivalente a diez mil y hasta sesenta y cinco mil días de salario mínimo general 

vigente en el Distrito Federal, o del diez al cien por ciento del valor del acto u operación, cuando sean 
cuantificables en dinero, la que resulte mayor en el caso de las fracciones VI y VII del artículo 53 de esta 
Ley. 

 
Artículo 55. La Secretaría se abstendrá de sancionar al infractor, por una sola vez, en caso de que se 

trate de la primera infracción en que incurra, siempre y cuando cumpla, de manera espontánea y previa al 
inicio de las facultades de verificación de la Secretaría, con la obligación respectiva y reconozca 
expresamente la falta en que incurrió. 
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Artículo 56. Son causas de revocación de los permisos de juegos y sorteos, además de las 
señaladas en las disposiciones jurídicas aplicables: 

 
I. La reincidencia en cualquiera de las conductas previstas en el artículo 53 fracciones I, II, III y IV de 

esta Ley, o 
 
II. Cualquiera de las conductas previstas en el artículo 53 fracciones VI y VII de esta Ley. 
 
La Secretaría informará de los hechos constitutivos de causal de revocación a la Secretaría de 

Gobernación, a efecto de que ésta ejerza sus atribuciones en la materia y, en su caso, aplique las 
sanciones correspondientes. 

 
Artículo 57. Son causas de cancelación definitiva de la habilitación que le haya sido otorgada al 

corredor público, además de las señaladas en las disposiciones jurídicas aplicables, la reincidencia en 
cualquiera de las conductas previstas en el artículo 53 fracciones I, II, III y IV de esta Ley. 

 
Una vez que haya quedado firme la sanción impuesta por la Secretaría, ésta informará de su 

resolución a la Secretaría de Economía y le solicitará que proceda a la cancelación definitiva de la 
habilitación del corredor público que hubiere sido sancionado, y una vez informada, la Secretaría de 
Economía contará con un plazo de diez días hábiles para proceder a la cancelación definitiva solicitada, 
conforme a las disposiciones jurídicas aplicables. 

 
Artículo 58. Cuando el infractor sea un notario público, la Secretaría informará de la infracción 

cometida a la autoridad competente para supervisar la función notarial, a efecto de que ésta proceda a la 
cesación del ejercicio de la función del infractor y la consecuente revocación de su patente, previo 
procedimiento que al efecto establezcan las disposiciones jurídicas que rijan su actuación. Darán lugar a 
la sanción de revocación, por ser consideradas notorias deficiencias en el ejercicio de sus funciones, los 
siguientes supuestos: 

 
I. La reincidencia en la violación de lo dispuesto en el artículo 53, en sus fracciones I, II, III, IV y V, y 
 
II. La violación a lo previsto en las fracciones VI y VII del artículo 53. 
 
La imposición de las sanciones anteriores se llevará a cabo sin perjuicio de las demás multas o 

sanciones que resulten aplicables. 
 
Artículo 59. Serán causales de cancelación de la autorización otorgada por la Secretaría a los 

agentes y apoderados aduanales: 
 
I. La reincidencia en la violación de lo dispuesto en el artículo 53, en sus fracciones I, II, III y IV, y 
 
II. La violación a lo previsto en las fracciones VI y VII del artículo 53. 
 
La Secretaría informará de la infracción respectiva a la autoridad aduanera, a efecto de que ésta 

proceda a la emisión de la resolución correspondiente, siguiendo el procedimiento que al efecto 
establezcan las disposiciones jurídicas que rijan su actuación. 

 
La imposición de las sanciones anteriores se llevará a cabo sin perjuicio de las demás multas o 

sanciones que resulten aplicables. 
 
Artículo 60. La Secretaría, en la imposición de sanciones de carácter administrativo a que se refiere 

el presente Capítulo, tomará en cuenta, en su caso, lo siguiente: 
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I. La reincidencia, las causas que la originaron y, en su caso, las acciones correctivas aplicadas por el 
presunto infractor. Se considerará reincidente al que haya incurrido en una infracción que hubiere sido 
sancionada y, además de aquella, cometa la misma infracción, dentro de los dos años inmediatos 
siguientes a la fecha en que haya quedado firme la resolución correspondiente; 

 
II. La cuantía del acto u operación, procurando la proporcionalidad del monto de la sanción con 

aquellos, y 
 
III. La intención de realizar la conducta. 
 
Artículo 61. Las sanciones administrativas impuestas conforme a la presente Ley podrán impugnarse 

ante la propia Secretaría, mediante el recurso de revisión previsto en la Ley Federal de Procedimiento 
Administrativo o directamente ante el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa a través del 
procedimiento contencioso administrativo. 

 
Capítulo VIII 

De los Delitos 
 

Artículo 62. Se sancionará con prisión de dos a ocho años y con quinientos a dos mil días multa 
conforme al Código Penal Federal, a quien: 

 
I. Proporcione de manera dolosa a quienes deban dar Avisos, información, documentación, datos o 

imágenes que sean falsos, o sean completamente ilegibles, para ser incorporados en aquellos que deban 
presentarse; 

 
II. De manera dolosa, modifique o altere información, documentación, datos o imágenes destinados a 

ser incorporados a los Avisos, o incorporados en avisos presentados. 
 
Artículo 63. Se sancionará con prisión de cuatro a diez años y con quinientos a dos mil días multa 

conforme al Código Penal Federal: 
 
I. Al servidor público de alguna de las dependencias o entidades de la administración pública federal, 

del Poder Judicial de la Federación, de la Procuraduría o de los órganos constitucionales autónomos que 
indebidamente utilice la información, datos, documentación o imágenes a las que tenga acceso o reciban 
con motivo de esta Ley, o que transgreda lo dispuesto por el Capítulo VI de la misma, en materia de la 
reserva y el manejo de información, y 

 
II. A quien, sin contar con autorización de la autoridad competente, revele o divulgue, por cualquier 

medio, información en la que se vincule a una persona física o moral o servidor público con cualquier 
Aviso o requerimiento de información hecho entre autoridades, en relación con algún acto u operación 
relacionada con las Actividades Vulnerables, independientemente de que el Aviso exista o no. 

 
Artículo 64. Las penas previstas en los artículos 62 y 63, fracción II, de esta Ley se duplicarán en 

caso de que quien cometa el ilícito sea al momento de cometerlo o haya sido dentro de los dos años 
anteriores a ello, servidor público encargado de prevenir, detectar, investigar o juzgar delitos. 

 
A quienes incurran en cualquiera de los delitos previstos en los artículos 62 y 63 de esta Ley, se les 

aplicará, además, una sanción de inhabilitación para desempeñar el servicio público por un tiempo igual 
al de la pena de prisión que haya sido impuesta, la cual comenzará a correr a partir de que se haya 
cumplido la pena de prisión. 
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Artículo 65. Se requiere de la denuncia previa de la Secretaría para proceder penalmente en contra 
de los empleados, directivos, funcionarios, consejeros o de cualquier persona que realice actos en 
nombre de las instituciones financieras autorizadas por la Secretaría, que estén involucrados en la 
comisión de cualquiera de los delitos previstos en los artículos 62 y 63 de esta Ley. 

 
En el caso previsto en la fracción II del artículo 63 se procederá indistintamente por denuncia previa 

de la Secretaría o querella de la persona cuya identidad haya sido revelada o divulgada. 
 

Transitorios 
 

Primero. La presente Ley entrará en vigor a los nueve meses siguientes al día de su publicación en el 
Diario Oficial de la Federación. 

 
Segundo. El Ejecutivo Federal emitirá el Reglamento de la presente Ley, dentro de los treinta días 

siguientes a la entrada en vigor de esta Ley. 
 
Tercero. Los Avisos que deban presentarse por quienes realicen Actividades Vulnerables en términos 

de la Sección Primera del Capítulo III de esta Ley, se continuarán presentando en los términos previstos 
en las leyes y disposiciones generales que específicamente les apliquen. 

 
Cuarto. Las Actividades Vulnerables a que se refiere la Sección Segunda del Capítulo III de la Ley, 

que se hayan celebrado con anterioridad a la entrada en vigor de la misma, se regirán por las 
disposiciones jurídicas aplicables y vigentes al momento en que ello hubiere ocurrido. 

 
La presentación de los Avisos en términos de las Secciones Segunda y Tercera del Capítulo III de la 

presente Ley se llevará a cabo, por primera vez, a la entrada en vigor del Reglamento de esta Ley; tales 
Avisos contendrán la información referente a los actos u operaciones relacionados con Actividades 
Vulnerables celebrados a partir de la fecha de entrada en vigor del citado Reglamento. 

 
Quinto. Las disposiciones relativas a la obligación de presentar Avisos, así como las restricciones al 

efectivo, entrarán en vigor a los sesenta días siguientes a la entrada en vigor del Reglamento de esta 
Ley. 

 
Sexto. Los convenios para el intercambio de información y acceso a bases de datos de los 

organismos autónomos, entidades federativas y municipios que establece esta Ley, deberán otorgarse 
entre las autoridades federales y aquéllos, en un plazo perentorio de seis meses contados a partir de la 
entrada en vigor. 

 
Séptimo. Se derogan todos los preceptos legales que se opongan a la presente Ley. 
 
México, D.F., a 11 de octubre de 2012.- Dip. Jesus Murillo Karam, Presidente.- Sen. Ernesto Javier 

Cordero Arroyo, Presidente.- Dip. Javier Orozco Gomez, Secretario.- Sen. Iris Vianey Mendoza 
Mendoza, Secretaria.- Rúbricas." 

 
En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto en la 
Residencia del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal, a dieciséis de octubre 
de dos mil doce.- Felipe de Jesús Calderón Hinojosa.- Rúbrica.- El Secretario de Gobernación, 
Alejandro Alfonso Poiré Romero.- Rúbrica. 
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PODER LEGISLATIVO 
CONGRESO DE LA UNION 

DECRETO por el que se expide la Ley General de Víctimas. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Congreso de la Unión. 

"EL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, D E C R E T A: 

SE EXPIDE LA LEY GENERAL DE VÍCTIMAS 

ARTÍCULO ÚNICO.- Se expide la Ley General de Víctimas. 

LEY GENERAL DE VÍCTIMAS 

TÍTULO PRIMERO 

DISPOSICIONES GENERALES 

CAPÍTULO I 

APLICACIÓN, OBJETO E INTERPRETACIÓN 

Artículo 1. La presente Ley general es de orden público de interés social y observancia en todo el 
territorio nacional, en términos de lo dispuesto por el artículo 1o, párrafo tercero, artículo 17, y el artículo 20 
apartado C, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, Tratados Internacionales celebrados 
y ratificados por el Estado Mexicano, y otras leyes en materia de víctimas. 

En las normas que protejan a víctimas en las leyes expedidas por el Congreso, se aplicará siempre la que 
más favorezca a la persona. 

La presente Ley obliga a las autoridades de los tres ámbitos de gobierno, y de los tres Poderes 
Constitucionales, así como a cualquier oficina, dependencia, organismo o institución pública o privada que 
vele por la protección de las víctimas, a proporcionar ayuda, asistencia o reparación integral. 

La reparación integral comprende las medidas de restitución, rehabilitación, compensación, satisfacción y 
garantías de no repetición, en sus dimensiones individual, colectiva, material, moral y simbólica. Cada una de 
estas medidas será implementada a favor de la víctima teniendo en cuenta la gravedad y magnitud del hecho 
punible cometido o la gravedad y magnitud de la violación de sus derechos, así como las circunstancias y 
características del hecho victimizante. 

Artículo 2. El objeto de esta Ley es: 

I. Reconocer y garantizar los derechos de las víctimas del delito y de violaciones a derechos 
humanos, en especial el derecho a la asistencia, protección, atención, verdad, justicia, reparación 
integral, restitución de sus derechos violados, debida diligencia, no repetición y todos los demás 
derechos consagrados en ella, en la Constitución, en los Tratados Internacionales de derechos 
humanos de los que el Estado mexicano es parte y demás instrumentos de derechos humanos; 

II. Establecer y coordinar las acciones y medidas necesarias para promover, respetar, proteger, 
garantizar y permitir el ejercicio efectivo de los derechos de las víctimas; así como implementar los 
mecanismos para que todas las autoridades en el ámbito de sus respectivas competencias 
cumplan con sus obligaciones de prevenir, investigar, sancionar y lograr la reparación integral; 

III. Garantizar un efectivo ejercicio del derecho de las víctimas a la justicia en estricto cumplimiento de 
las reglas del debido proceso; 

IV. Establecer los deberes y obligaciones específicos a cargo de las autoridades y de todo aquel que 
intervenga en los procedimientos relacionados con las victimas; 

V. Establecer las sanciones respecto al incumplimiento por acción o por omisión de cualquiera de sus 
disposiciones. 

Artículo 3. Esta Ley se interpretará de conformidad con la Constitución y con los Tratados Internacionales 
sobre derechos humanos favoreciendo en todo tiempo la protección más amplia de los derechos de las 
personas. 
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CAPÍTULO II 

CONCEPTO, PRINCIPIOS Y DEFINICIONES 

Artículo 4. Se denominarán víctimas directas aquellas personas que directamente  hayan sufrido algún 
daño o menoscabo económico, físico, mental, emocional, o en general cualquiera puesta en peligro o lesión a 
sus bienes jurídicos o derechos como consecuencia de la comisión de un delito o violaciones a sus derechos 
humanos reconocidos en la Constitución y en los Tratados Internacionales de los que el Estado mexicano sea 
parte. 

Los familiares o personas a cargo que tengan relación inmediata con la víctima directa y toda persona que 
de alguna forma sufra daño o peligre en su esfera de derechos por auxiliar a una víctima son víctimas 
indirectas. 

La calidad de víctimas se adquiere con la acreditación del daño o menoscabo de los derechos en los 
términos establecidos en la presente Ley, e independientemente de que se identifique, aprehenda, o condene 
al responsable del daño, o de su participación en algún procedimiento judicial o administrativo. 

Artículo 5. Los mecanismos, medidas y procedimientos establecidos en esta Ley, serán diseñados, 
implementados y evaluados aplicando los principios siguientes: 

Dignidad.- La dignidad humana es un valor, principio y derecho fundamental base y condición de todos 
los demás. Implica la comprensión de la persona como titular y sujeto de derechos y a no ser objeto de 
violencia o arbitrariedades por parte del Estado o de los particulares. 

En virtud de la dignidad humana de la víctima, todas las autoridades del Estado están obligadas en todo 
momento a respetar su autonomía, a considerarla y tratarla como fin de su actuación.  Igualmente, todas las 
autoridades del Estado están obligadas a garantizar que no se vea disminuido el mínimo existencial al que la 
víctima tiene derecho, ni sea afectado el núcleo esencial de sus derechos. 

En cualquier caso, toda norma, institución o acto que se desprenda de la presente Ley serán interpretados 
de conformidad con los derechos humanos reconocidos por la Constitución y los Tratados Internacionales de 
los que el Estado mexicano es Parte, aplicando siempre la norma más benéfica para la persona. 

Buena fe.- Las autoridades presumirán la buena fe de las víctimas. Los servidores públicos que 
intervengan con motivo del ejercicio de derechos de las víctimas, no deben criminalizarla o responsabilizarla 
por su situación de víctima y deben brindarle los servicios de ayuda, atención y asistencia desde el momento 
en que lo requiera, así como respetar y permitir el ejercicio efectivo de sus derechos. 

Complementariedad.- Los mecanismos, medidas y procedimientos contemplados en esta Ley, en 
especial, los relacionados con la de asistencia, ayuda, protección, atención y reparación integral a las víctimas 
deberán realizarse de manera armónica, eficaz y eficiente, entendiéndose siempre como complementarias y 
no excluyentes. 

Tanto las reparaciones individuales, administrativas o judiciales, como las reparaciones colectivas deben 
ser complementarias para alcanzar la integralidad que busca la reparación. 

Debida diligencia.- El Estado deberá realizar todas las actuaciones necesarias dentro de un tiempo 
razonable, para lograr el objeto de esta Ley, en especial la prevención, ayuda, atención, asistencia, derecho a 
la verdad, justicia y reparación integral a fin de que la víctima sea tratada y considerada como sujeto titular de 
derecho. 

El Estado deberá remover los obstáculos que impidan el acceso real y efectivo de las víctimas a las 
medidas reguladas por la presente Ley, realizar prioritariamente acciones encaminadas al fortalecimiento de 
sus derechos, contribuir a su recuperación como sujetos en ejercicio pleno de sus derechos y deberes, así 
como evaluar permanentemente el impacto de las acciones que se implementen a favor de las víctimas. 

Enfoque diferencial y especializado.- Se reconoce la existencia de grupos de población con 
características particulares o con mayor situación de vulnerabilidad en razón de su edad, género, preferencia 
u orientación sexual, etnia, condición de discapacidad y otros. 

Las distintas autoridades comprometidas en la aplicación de esta Ley ofrecerán, en el ámbito de sus 
respectivas competencias, garantías especiales y medidas de protección a los grupos expuestos a un mayor 
riesgo de violación de sus derechos, como niñas y niños, jóvenes, mujeres, adultos mayores, personas en 
situación de discapacidad, migrantes, miembros de pueblos indígenas, defensoras y defensores de derechos 
humanos y personas en situación de desplazamiento interno. En todo momento se reconocerá el interés 
superior del menor. Todas las normas, instituciones y actos que se desprendan de la presente Ley deberán 
integrar un enfoque transversal de género y de protección de personas y grupos en situación de especial 
vulnerabilidad. 
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Este principio incluye la adopción de medidas que respondan a la atención de dichas particularidades y 
grado de vulnerabilidad, reconociendo igualmente que ciertos daños sufridos por su gravedad requieren de un 
tratamiento especializado para dar respuesta a su rehabilitación y reintegración a la sociedad. 

Enfoque transformador.- Las distintas autoridades comprometidas en la aplicación de la presente Ley 
realizarán, en el ámbito de sus respectivas competencias, los esfuerzos necesarios encaminados a que las 
medidas de ayuda, protección, atención, asistencia y reparación integral a las que tienen derecho las víctimas 
contribuyan a la eliminación de los esquemas de discriminación y marginación que pudieron ser la causa de 
los hechos victimizantes. 

Gratuidad.- Todas las acciones, mecanismos, procedimientos y cualquier otro trámite que implique el 
derecho de acceso a la justicia y demás derechos reconocidos en esta Ley, serán gratuitos para la víctima. 

Igualdad y no discriminación.- En el ejercicio de los derechos y garantías de las víctimas y en todos los 
procedimientos a los que se refiere la presente Ley, las autoridades se conducirán sin distinción, exclusión o 
restricción, ejercida por razón de sexo, raza, color, orígenes étnicos, sociales, nacionales, lengua, religión, 
opiniones políticas, ideológicas o de cualquier otro tipo, género, edad, preferencia u orientación sexual, estado 
civil, condiciones de salud, pertenencia a una minoría nacional, patrimonio y discapacidades, o cualquier otra 
que tenga por objeto o efecto impedir o anular el reconocimiento o el ejercicio de los derechos y la igualdad 
real de oportunidades de las personas. Toda garantía o mecanismo especial deberá fundarse en razones de 
enfoque diferencial. 

Integralidad, indivisibilidad e interdependencia.- Todos los derechos contemplados en esta Ley se 
encuentran interrelacionados entre sí. No se puede garantizar el goce y ejercicio de los mismos sin que a la 
vez se garantice el resto de los derechos. La violación de un derecho pondrá en riesgo el ejercicio de otros. 

Para garantizar la integralidad, la asistencia, atención, ayuda y reparación integral a las víctimas se 
realizará de forma multidisciplinaria y especializada. 

Máxima protección.- Entendido como la obligación de cualquier autoridad de los tres órdenes de 
gobierno de velar por la aplicación más amplia de medidas de protección a la dignidad, libertad, seguridad y 
demás derechos de las víctimas del delito y de violaciones a los derechos humanos. 

Las autoridades adoptarán en todo momento, medidas para garantizar su seguridad, protección, bienestar 
físico y psicológico e intimidad. 

No criminalización.- Las autoridades no deberán agravar el sufrimiento de la víctima, ni tratarla en ningún 
caso como sospechosa o responsable de la comisión de los hechos que denuncie. 

Ninguna autoridad o particular podrá especular públicamente sobre la pertenencia de las víctimas al 
crimen organizado o su vinculación con alguna actividad delictiva. La estigmatización, el prejuicio y las 
consideraciones de tipo subjetivo deberán evitarse. 

Victimización secundaria.- Las características y condiciones particulares de la víctima no podrán ser 
motivo para negarle su calidad. El Estado tampoco podrá exigir mecanismos o procedimientos que agraven su 
condición, ni establecer requisitos que obstaculicen e impidan el ejercicio de sus derechos ni la expongan a 
sufrir un nuevo daño por la conducta de los servidores públicos. 

Participación conjunta.- Para superar la vulnerabilidad de las víctimas es necesario trabajar de manera 
conjunta. En ese sentido el Estado deberá implementar medidas de ayuda, atención, asistencia y reparación 
integral; la sociedad civil y el sector privado, incluidos los grupos o colectivos de víctimas, podrán ejecutar 
planes o medidas que aporten a la consecución de dichos objetivos. 

Garantizados sus derechos, la víctima deberá colaborar con las investigaciones y las medidas para lograr 
superar su condición de vulnerabilidad, dentro de sus posibilidades, atendiendo al contexto, siempre y cuando 
las medidas no impliquen un detrimento a sus derechos. 

Progresividad y no regresividad.- Las autoridades comprometidas en la aplicación de esta Ley 
adquieren la obligación de realizar todas las acciones necesarias para garantizar los derechos reconocidos en 
la misma y no podrán retroceder o supeditar aquellos derechos, estándares o niveles de cumplimiento 
alcanzados. 

Publicidad.- Todas las acciones, mecanismos y procedimientos deberán ser públicos, siempre que esto 
no vulnere los derechos humanos de las víctimas o las garantías para su protección. 

El Estado deberá implementar mecanismos de difusión eficaces a fin de brindar información y orientación 
a las víctimas acerca de los derechos, garantías, y recursos, así como acciones, mecanismos y 
procedimientos con los que cuenta, los cuales deberán ser dirigidos a las víctimas y publicitarse de forma 
clara y accesible. 
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Rendición de cuentas.- Las autoridades y funcionarios encargados de la implementación de la Ley, así 
como los planes y programas que esta ley regula, estarán sujetos a mecanismos efectivos de rendición de 
cuentas y de evaluación en donde debe contemplarse la participación pública, incluidas las víctimas y los 
colectivos de víctimas. 

Transparencia.- Todas las acciones, mecanismos y procedimientos que lleve adelante el Estado en 
ejercicio de sus obligaciones para con las víctimas, deberán instrumentarse de manera que garanticen el 
acceso a la información, así como el seguimiento y control correspondientes. 

Las autoridades deberán tener mecanismos efectivos de rendición de cuentas y de evaluación de las 
políticas, planes y programas que se instrumenten para garantizar los derechos de las víctimas. 

Trato preferente.- Todas las autoridades en el ámbito de sus competencias tienen la obligación de 
garantizar el trato digno y preferente a las víctimas. 

Artículo 6. Para los efectos de esta Ley, se entenderá por: 

I. Asesor Jurídico: Asesor Jurídico Federal de Atención a Víctimas; 

II. Asesoría Jurídica: Asesoría Jurídica Federal de Atención a Víctimas; 

III. Comisiones de víctimas: Comisión Estatal y del Distrito Federal de Atención Integral a Víctimas; 

IV. Comisión Ejecutiva: Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas; 

V. Compensación: Reparación económica a que la víctima tenga derecho; 

VI. Daño: Muerte o lesiones corporales, daños o perjuicios morales y materiales, salvo a los bienes 
de propiedad de la persona responsable de los daños; pérdidas de ingresos directamente 
derivadas de un interés económico; pérdidas de ingresos directamente derivadas del uso del 
medio ambiente incurridas como resultado de un deterioro significativo del medio ambiente, 
teniendo en cuenta los ahorros y los costos; costo de las medidas de restablecimiento, limitado al 
costo de las medidas efectivamente adoptadas o que vayan a adoptarse; y costo de las medidas 
preventivas, incluidas cualesquiera pérdidas o daños causados por esas medidas, en la medida en 
que los daños deriven o resulten; 

VII. Delito: Conducta típica, antijurídica y culpable que sancionan las leyes penales y  sus 
equivalentes referidos por los Tratados Internacionales de los que México sea Parte; 

VIII. Fondo: Fondo de Ayuda, Asistencia y Reparación Integral; 

IX. Grupo: Conjunto de personas ligadas por constantes espacios temporales, el cual, articulado en 
su mutua representación interna, se propone en forma implícita y explícita una tarea que conforma 
su finalidad, interactuando a través de mecanismos de asunción y adjudicación de roles; 

X. Interés difuso o colectivo: Corresponde al interés de una pluralidad de personas pertenecientes 
a un grupo social no organizado y no individualizado o a una comunidad o pueblo indígena; 

XI. Ley: Ley General de Víctimas; 

XII. Migración: Cualquier movimiento de personas hacia el territorio de otro Estado o dentro del 
mismo sin importar su tamaño, su composición o causa. La migración incluye el desplazamiento 
que se da por parte de los refugiados, las personas desplazadas, las personas desarraigadas y los 
migrantes económicos; 

XIII. Migrante: Aquella persona que voluntariamente y por razones personales se moviliza de su lugar 
de origen a un destino particular con la intención de establecerse en él; 

XIV. Migrante irregular: Aquella persona que, después de haber ingresado irregularmente o tras el 
vencimiento de su visado, tiene un estatus ilegal en el país receptor o de tránsito. El término se 
aplica a los migrantes que infringen normas de admisión de un país receptor o a cualquier otra 
persona no autorizada a permanecer en el mismo; 

XV. Mínimo existencial: Constituye una garantía fundada en la dignidad humana como presupuesto 
del Estado democrático, y consiste en la obligación del Estado de proporcionar a la víctima y a su 
núcleo familiar un lugar en el que se les preste la atención adecuada para que superen su 
condición y se asegure su subsistencia con la debida dignidad que debe ser reconocida a los 
seres humanos en cada momento de su existencia; 
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XVI. Núcleo esencial: Aquella parte del derecho que otorga derechos fundamentales de aplicación 
directa e inmediata y que tiende a la satisfacción de las necesidades básicas de su titular o 
titulares; 

XVII. Procedimiento: Actuación por trámites judiciales o administrativos; 

XVIII. Registro: Registro Nacional de Víctimas; 

XIX. Reglamento: Reglamento Interior de la Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas; 

XX. Sistema: Sistema Nacional de Atención a Víctimas; 

XXI. Víctima: Persona que directa o indirectamente han sufrido el menoscabo de sus derechos 
producto de una violación de derechos humanos o de la comisión de un delito; 

XXII. Violación de derechos humanos: Todo acto u omisión que afecte los derechos humanos 
reconocidos en la Constitución o en los Tratados Internacionales, cuando el agente sea servidor 
público en el ejercicio de sus funciones o atribuciones o un particular que ejerza funciones 
públicas. También se considera violación de derechos humanos cuando la acción u omisión 
referida sea realizada por un particular instigado o autorizado, explícita o implícitamente por un 
servidor público, o cuando actúe con aquiescencia o colaboración de un servidor público. 

TÍTULO SEGUNDO 

DE LOS DERECHOS DE LAS VÍCTIMAS 

CAPÍTULO I 

DE LOS DERECHOS GENERALES DE LAS VÍCTIMAS 

Artículo 7. Los derechos de las víctimas que prevé la presente Ley son de carácter enunciativo, y deberán 
ser interpretados de conformidad con lo dispuesto en la Constitución, los tratados y las leyes aplicables en 
materia de atención a víctimas, favoreciendo en todo tiempo la protección más amplia de sus derechos. 

Las víctimas tendrán, entre otros, los siguientes derechos: 

I. Derecho a ser tratadas con humanidad y respeto de su dignidad y sus derechos humanos por 
parte de los servidores públicos y, en general, del personal de las instituciones públicas 
responsables del cumplimiento de esta Ley, así como por parte de los particulares que cuenten 
con convenios para brindar servicios a las víctimas; 

II. Derecho a solicitar y a recibir ayuda, asistencia y atención en forma oportuna, rápida, equitativa, 
gratuita y efectiva por personal especializado en atención al daño sufrido desde la comisión del 
hecho victimizante, con independencia del lugar en donde ella se encuentre; así como a que esa 
ayuda, asistencia y atención no dé lugar, en ningún caso, a un nuevo trauma; 

III. Derecho a la verdad, a la justicia y a la reparación integral a través de recursos y procedimientos 
accesibles, apropiados, suficientes, rápidos y eficaces; 

IV. Las víctimas, con independencia de que se encuentren dentro un procedimiento penal o de 
cualquier otra índole, tienen derecho a la protección del Estado, incluido su bienestar físico y 
psicológico y la seguridad de su entorno, con respeto a su dignidad y privacidad. 

 Lo anterior incluye el derecho a la protección de su intimidad contra injerencias ilegítimas, así 
como derecho a contar ella y sus familiares con medidas de protección eficaces cuando su vida o 
integridad personal o libertad personal sean amenazadas o se hallen en riesgo en razón de su 
condición de víctima y/o del ejercicio de sus derechos; 

V. Derecho a solicitar y a recibir información clara, precisa y accesible sobre las rutas y los medios de 
acceso a los procedimientos, mecanismos y medidas que se establecen en la presente Ley; 

VI. Derecho a solicitar, acceder y recibir, en forma clara y precisa, toda la información oficial necesaria 
para lograr el pleno ejercicio de cada uno de sus derechos; 

VII. Derecho a obtener en forma oportuna, rápida y efectiva todos los documentos que requiera para el 
ejercicio de sus derechos, entre éstos, los documentos de identificación y las visas; 

VIII. Derecho a conocer el estado de los procesos judiciales y administrativos en los que tenga un 
interés como interviniente; 
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IX. Derecho a ser efectivamente escuchada por la autoridad respectiva, cuando se encuentre 
presente en la audiencia, diligencia o en cualquier otra actuación y antes de que la autoridad se 
pronuncie; 

X. Derecho a la notificación de las resoluciones que se dicten en el Sistema relativas a las solicitudes 
de ingreso y de medidas de ayuda, de asistencia y reparación integral; 

XI. Derecho a que su consulado sea inmediatamente notificado conforme a las normas 
internacionales que protegen el derecho a la asistencia consular, cuando se trate de víctimas 
extranjeras; 

XII. Derecho a la reunificación familiar cuando por razón de su tipo de victimización su núcleo familiar 
se haya dividido; 

XIII. Derecho a retornar a su lugar de origen o a reubicarse en condiciones de voluntariedad, seguridad 
y dignidad; 

XIV. Derecho a acudir y a participar en escenarios de diálogo institucional; 

XV. Derecho a ser beneficiaria de las acciones afirmativas y programas sociales adelantados por el 
Estado para proteger y garantizar su derecho a la vida en condiciones de dignidad; 

XVI. Derecho a participar en la formulación, implementación y seguimiento de la política pública de 
prevención, ayuda, atención, asistencia y reparación integral; 

XVII. Derecho a que las políticas públicas que son implementadas con base en la presente Ley tengan 
un enfoque transversal de género y diferencial, particularmente en atención a la infancia, los 
adultos mayores y población indígena; 

XVIII. Derecho a no ser discriminadas ni limitadas en sus derechos, salvo en los casos expresamente 
señalados en esta Ley; 

XIX. Derecho a recibir tratamiento especializado que le permita su rehabilitación física y psicológica con 
la finalidad de lograr su reintegración a la sociedad; 

XX. Derecho a acceder a los mecanismos de justicia disponibles para determinar la responsabilidad en 
la comisión del delito o de la violación de los derechos humanos; 

XXI. Derecho a tomar decisiones informadas sobre las vías de acceso a la justicia o mecanismos 
alternativos; 

XXII. Derecho a una investigación pronta y efectiva que lleve a la identificación, captura, procesamiento 
y sanción de manera adecuada de todos los responsables del daño, al esclarecimiento de los 
hechos y a la reparación del daño; 

XXIII. Derecho a participar activamente en la búsqueda de la verdad de los hechos y en los mecanismos 
de acceso a la justicia que estén a su disposición, conforme a los procedimientos establecidos en 
la ley de la materia; 

XXIV. Derecho a expresar libremente sus opiniones y preocupaciones ante las autoridades e instancias 
correspondientes, y a que éstas, en su caso, sean consideradas en las decisiones que afecten sus 
intereses; 

XXV. Derecho a ejercer los recursos legales en contra de las decisiones que afecten sus intereses y el 
ejercicio de sus derechos; 

XXVI. Derecho a que se les otorgue, en los casos que procedan, la ayuda provisional/humanitaria; 

XXVII. Derecho a recibir gratuitamente la asistencia de un intérprete o traductor de su lengua, en caso de 
que no hablen el idioma español o tengan discapacidad auditiva, verbal o visual; 

XXVIII. Derecho a trabajar de forma colectiva con otras víctimas para la defensa de sus derechos, incluida 
su reincorporación a la sociedad; 

XXIX. Derecho a contar con espacios colectivos donde se trabaje el apoyo individual o colectivo y que le 
permitan relacionarse con otras víctimas, y 

XXX. Los demás señalados por la Constitución, los Tratados Internacionales, esta Ley y cualquier otra 
disposición aplicable en la materia o legislación especial. 
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CAPÍTULO II 

DE LOS DERECHOS DE AYUDA, ASISTENCIA Y ATENCIÓN 

Artículo 8. Las víctimas recibirán ayuda oportuna y rápida de acuerdo a las necesidades inmediatas que 
tengan relación directa con el hecho victimizante, con el objetivo de atender y garantizar la satisfacción de sus 
necesidades de alimentación, aseo personal, manejo de abastecimientos, utensilios de cocina, atención 
médica y psicológica de emergencia, transporte de emergencia y alojamiento transitorio en condiciones dignas 
y seguras, en el momento de la comisión del delito o de la violación de los derechos o en el momento en el 
que las autoridades tengan conocimiento del delito o de la violación de derechos. Las medidas de ayuda se 
brindarán garantizando siempre un enfoque transversal de género y diferencial. 

Las víctimas de delitos o de violaciones de derechos contra la libertad y la integridad, recibirán ayuda 
médica y psicológica especializada de emergencia en los términos de la presente Ley. 

Los servidores públicos deberán brindar información clara, precisa y accesible a las víctimas y sus 
familiares, sobre cada una de las garantías, mecanismos y procedimientos que permiten el acceso oportuno, 
rápido y efectivo a las medidas de ayuda contempladas en la presente Ley. 

Artículo 9. Las víctimas tendrán derecho a la asistencia y a la atención, los cuales se garantizarán 
incluyendo siempre un enfoque transversal de género y diferencial. 

Se entiende por asistencia el conjunto integrado de mecanismos, procedimientos, programas, medidas y 
recursos de orden político, económico, social, cultural, entre otros, a cargo del Estado, orientado a restablecer 
la vigencia efectiva de los derechos de las víctimas, brindarles condiciones para llevar una vida digna y 
garantizar su incorporación a la vida social, económica y política.  Entre estas medidas, las víctimas contarán 
con asistencia médica especializada incluyendo la psiquiátrica, psicológica, traumatológica y tanatológica. 

Se entiende por atención, la acción de dar información, orientación y acompañamiento jurídico y 
psicosocial a las víctimas, con miras a facilitar su acceso a los derechos a la verdad, a la justicia y a la 
reparación integral, cualificando el ejercicio de los mismos. 

Las medidas de asistencia y atención no sustituyen ni reemplazan a las medidas de reparación integral, 
por lo tanto, el costo o las erogaciones en que incurra el Estado en la prestación de los servicios de atención y 
asistencia, en ningún caso serán descontados de la compensación a que tuvieran derecho las víctimas. 

CAPÍTULO III 

DEL DERECHO DE ACCESO A LA JUSTICIA 

Artículo 10. Las víctimas tienen derecho a un recurso judicial adecuado y efectivo, a cargo de autoridades 
independientes, imparciales y competentes, que les garantice el ejercicio de su derecho a conocer la verdad, 
a que se realice con la debida diligencia una investigación inmediata y exhaustiva del delito o de las 
violaciones de derechos humanos sufridas por ellas; a que los autores de los delitos y de las violaciones de 
derechos, con el respeto al debido proceso, sean enjuiciados y sancionados; y a obtener una reparación 
integral por los daños sufridos. 

Las víctimas tendrán acceso a los mecanismos de justicia de los cuales disponga el Estado, incluidos los 
procedimientos judiciales y administrativos. La legislación en la materia que regule su intervención en los 
diferentes procedimientos deberá facilitar su participación. 

CAPÍTULO IV 

DE LOS DERECHOS DE LAS VÍCTIMAS EN EL PROCESO PENAL 

Artículo 11. Para garantizar los derechos establecidos en el artículo 10 de la presente Ley, las víctimas 
tendrán acceso a los mecanismos y procedimientos previstos en la Constitución, en las leyes locales y 
federales aplicables y en los Tratados Internacionales. 

Artículo 12. Del mismo modo las víctimas gozarán de los siguientes derechos: 

I. A ser informadas de manera clara, precisa y accesible de sus derechos por el Ministerio Público o 
la primera autoridad con la que tenga contacto o que conozca del hecho delictivo, tan pronto éste 
ocurra. El Ministerio Público deberá comunicar a la víctima los derechos que reconocen la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los Tratados Internacionales y esta Ley a 
su favor, dejando constancia en la carpeta de investigación de este hecho, con total independencia 
de que exista o no un probable responsable de los hechos; 
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II. A que les sea compensando en forma expedita y justa. En los casos en que la autoridad judicial 
dicte una sentencia condenatoria no podrá absolver al responsable de las reparaciones, incluido el 
pago de la compensación.  Si la víctima o su Asesor Jurídico no solicitaran la compensación, el 
Ministerio Público está obligado a hacerlo; 

III. A Coadyuvar con el Ministerio Público; a que se les reciban todos los datos o elementos de prueba 
con los que cuenten, tanto en la investigación como en el proceso, a que se desahoguen las 
diligencias correspondientes, y a intervenir en el juicio como partes plenas ejerciendo durante el 
mismo sus derechos los cuales en ningún caso podrán ser menores a los del imputado. Así 
mismo, tendrán derecho a que se les otorguen todas las facilidades para la presentación de 
denuncias o querellas; 

IV. A ser asesoradas y representadas dentro de la investigación y el proceso por un Asesor Jurídico. 
En los casos en que no quieran o no puedan contratar un abogado, les será proporcionado por el 
Estado, de acuerdo al procedimiento de la ley en la materia; esto incluye su derecho a elegir 
libremente a su representante legal; 

V. A tener derecho a la segunda instancia y a otros recursos ordinarios y extraordinarios en los 
mismos casos y condiciones que el procesado y en los demás que designen las leyes; 

VI. A impugnar ante la autoridad judicial las omisiones del Ministerio Público en la investigación de los 
delitos, así como las resoluciones de reserva, no ejercicio, desistimiento de la acción penal o 
suspensión del procedimiento, con independencia de que se haya reparado o no el daño; 

VII. A comparecer a la investigación o al juicio y a que sean adoptadas medidas para minimizar las 
molestias causadas, proteger su intimidad, identidad y otros datos personales, en caso necesario; 

VIII. A que se garantice su seguridad, así como la de sus familiares y la de los testigos en su favor, 
contra todo acto de amenaza, intimidación y represalia; 

IX. A expresar libremente sus opiniones y preocupaciones ante las autoridades e instancias 
correspondientes de procuración y administración de justicia, y a que éstas, en su caso, sean 
consideradas en las decisiones que afecten sus intereses; 

X. A rendir o ampliar sus declaraciones sin ser identificados dentro de la audiencia, teniendo la 
obligación el juez de resguardar sus datos personales y, si lo solicitan, hacerlo por medios 
electrónicos; 

XI. A obtener copia simple gratuita y de inmediato, de las diligencias en la que intervengan; 

XII. A solicitar medidas precautorias o cautelares para la seguridad y protección de las víctimas, 
ofendidos y testigos de cargo, para la investigación y persecución de los probables responsables 
del delito y para el aseguramiento de bienes para la reparación del daño; 

XIII. A ofrecer o solicitar la revalorización de la prueba a través de peritajes independientes, 
acreditados ante organismo nacional o internacional de protección a derechos humanos; 

XIV. A que se les informe sobre la realización de las audiencias donde se vaya a discutir sobre sus 
derechos y a estar presente en la misma; 

XV. A que se les notifique toda resolución que pueda afectar sus derechos y a impugnar dicha 
resolución; 

XVI. En los casos que impliquen graves violaciones a los derechos humanos, a solicitar  la intervención 
de expertos independientes, a fin de que asesore a las autoridades competentes sobre la 
investigación de los hechos y la realización de peritajes. Las organizaciones de la sociedad civil o 
grupos de víctimas podrán solicitar también que grupos de esos expertos revisen, informen y 
lleven a cabo recomendaciones para lograr el acceso a la justicia y a la verdad para las víctimas. 

Artículo 13. Adicionalmente a lo señalado en las leyes aplicables, la reparación integral comprende: 

I. El restablecimiento de las cosas en el estado en que se encontraban antes de cometerse el delito 
o la violación a alguno o algunos de los derechos humanos; 

II. La restitución de todos los bienes o valores de su propiedad que hayan sido incautados o 
recuperados por las autoridades incluyendo sus frutos y accesorios, si no fuese posible, el pago de 
su valor actualizado. Si se trata de bienes fungibles, el juez podrá condenar a la entrega de un 
objeto igual al que fuese materia de delito sin necesidad de recurrir a prueba pericial; 
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III. La reparación del daño moral sufrido por la víctima o las personas con derecho a la reparación 
integral. Se entiende por daño moral, aquellos efectos nocivos de los hechos del caso que no 
tienen carácter económico o patrimonial y no pueden ser tasados, por ende, en términos 
monetarios. El daño moral comprende tanto los sufrimientos y las aflicciones causados a las 
víctimas directas y a sus allegados, como el menoscabo de valores muy significativos para las 
personas y toda perturbación que no sea susceptible de medición pecuniaria.  En los casos en los 
que el delito constituye una violación grave a los derechos humanos, se presumirá el daño moral 
de la víctima; 

IV. El resarcimiento de los perjuicios ocasionados; 

V. El pago de salarios o percepciones correspondientes, cuando por lesiones se cause incapacidad 
para trabajar en oficio, arte o profesión; 

VI. En casos de delitos o violaciones graves a derechos humanos al pago de los gastos y costas 
judiciales del asesor jurídico cuando éste sea privado; 

VII. El pago de los tratamientos médicos que, como consecuencia del delito o de la violación a los 
derechos humanos, sean necesarios para la recuperación de la salud psíquica y física de la 
víctima, así como los gastos de transporte, alojamiento o alimentación que le ocasione trasladarse 
al lugar del juicio si la víctima reside en municipio o delegación distinto al del enjuiciamiento. 

Artículo 14. Cuando el imputado se sustraiga de la acción de la justicia, deje de presentarse ante la 
autoridad jurisdiccional competente que conozca de su caso los días fijos que se estime conveniente señalarle 
y cuantas veces sea citado o requerido para ello, u omita comunicar a la autoridad jurisdiccional competente 
los cambios de domicilio que tuviere o se ausentase del lugar del juicio de autorización de la autoridad 
jurisdiccional competente, esta última ordenará, sin demora alguna, que entregue la suma que garantiza la 
reparación del daño a la víctima, dejando constancia en el expediente del pago definitivo de la cantidad 
depositada, lo que no implica que se haya efectuado la reparación integral del daño correspondiente. 

En los casos en que la garantía fuese hecha por hipoteca o prenda, la autoridad jurisdiccional competente 
emitirá a la autoridad fiscal correspondiente dichos bienes para su cobro, el cual deberá entregarse sin 
dilación a la víctima. En los mismos términos los fiadores están obligados a pagar en forma inmediata la 
reparación del daño, aplicándose para su cobro, en todo caso, el procedimiento económico coactivo que las 
leyes fiscales señalen. 

Artículo 15. Las víctimas tendrán derecho a que se consideren su discapacidad temporal o permanente, 
físicas, o mentales, así como su condición de niñas, niños y adolescentes o adultos mayores. Así mismo, a 
que se respete un enfoque transversal de género y las diferencias culturales, religiosas, de credo, étnicas, 
entre otras igualmente relevantes. Cuando sea necesario, el Estado proporcionará intérpretes y traductores. 
Las víctimas no podrán ser discriminadas por ninguna causa de conformidad a la Constitución, en los 
Tratados Internacionales de derechos humanos, la presente Ley y las demás aplicables en la materia. 

Artículo 16. La víctima podrá acceder de manera subsidiaria, al Fondo de Ayuda, Asistencia y Reparación 
Integral previo acuerdo de la Comisión Ejecutiva, en los términos del Título Octavo de esta Ley.  Todo ello, sin 
perjuicio de las responsabilidades y sanciones, administrativas, penales y civiles que resulten. 

Artículo 17. Las víctimas tienen derecho a intervenir en el proceso penal y deberán ser reconocidas como 
sujetos procesales en el mismo, en los términos de la Constitución y de los Tratados Internacionales de 
derechos humanos, pero si no fuese su deseo apersonarse en el mismo, serán representadas por un asesor 
jurídico o en su caso por el Ministerio Público, y serán notificadas personalmente de todos los actos y 
resoluciones que pongan fin al proceso, de los recursos interpuestos ya sean ordinarios o extraordinarios, así 
como de las modificaciones en las medidas cautelares que se hayan adoptado por la existencia de un riesgo 
para su seguridad, vida o integridad física o modificaciones a la sentencia. 

Artículo 18. Las víctimas tienen derecho a que se les explique el alcance y trascendencia de los 
exámenes periciales a los que podrán someterse dependiendo de la naturaleza del caso, y en caso de aceptar 
su realización a ser acompañadas en todo momento por el Defensor de las  Víctimas o la persona que 
consideren. 

Artículo 19. Toda comparecencia ante el órgano investigador, el juez o tribunal, o ante cualquiera otra 
autoridad o perito que requiera la presencia de la víctima, se considerará justificada para los efectos laborales 
y escolares, teniendo ella derecho a gozar del total de los emolumentos a que se refiere la Ley Federal del 
Trabajo. 
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Artículo 20. Las víctimas tendrán derecho a optar por la solución de conflictos conforme a las reglas de la 
justicia alternativa, a través de instituciones como la conciliación y la mediación, a fin de facilitar la reparación 
del daño y la reconciliación de las partes y la garantía de no repetición. 

No podrá llevarse la conciliación ni la mediación a menos de que quede acreditado a través de los medios 
idóneos, que la víctima está en condiciones de tomar esa decisión y las procuradurías llevarán un registro y 
una auditoría puntual sobre los casos en donde sí sea decisión de la víctima utilizar estas vías de solución 
alterna de conflictos, notificando en todo caso a las instancias de protección a la mujer a fin de que se 
cercioren que la víctima tuvo el acompañamiento que requirió para la toma de dicha decisión. Se sancionará a 
los servidores públicos que orillen a las víctimas a tomar estas decisiones sin que éstas estén conscientes de 
las consecuencias que conlleva. 

Artículo 21. En los casos de violaciones de derechos humanos o de delitos derivados de éstas, además 
de todas las garantías consagradas en los artículos anteriores, las víctimas tendrán los siguientes derechos: 

I. A una investigación pronta y eficaz que lleve a la identificación, captura, enjuiciamiento y condena 
de los responsables de violaciones al Derecho Internacional de los derechos humanos, al 
esclarecimiento de los hechos y a su reparación integral; 

II. A ser reparadas por el Estado de manera integral, adecuada, diferenciada, transformadora y 
efectiva por el menoscabo que han sufrido en sus derechos como consecuencia de violaciones a  
derechos humanos y por los daños que esas violaciones les causaron; 

III. A conocer la verdad de lo ocurrido acerca de los hechos en que le fueron violados sus derechos 
humanos para lo cual la autoridad deberá informar los resultados de las investigaciones, y 

IV. A que se le brinde protección y se salvaguarde su vida y su integridad corporal, en los términos del 
artículo 34 de la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada. 

CAPÍTULO V 

DEL DERECHO A LA VERDAD 

Artículo 22. Las víctimas, sus familiares y la sociedad en general tienen el derecho de conocer los hechos 
constitutivos del delito y de las violaciones a derechos humanos de que fueron objeto, la identidad de los 
responsables, las circunstancias que hayan propiciado su comisión, así como tener acceso a la justicia en 
condiciones de igualdad. 

Artículo 23. Las víctimas y sus familiares tienen el derecho imprescriptible a conocer la verdad y a recibir 
información específica sobre las violaciones de derechos o los delitos que las afectaron directamente, 
incluidas las circunstancias en que ocurrieron y, en los casos de personas fallecidas, desaparecidas, 
ausentes, no localizadas o extraviadas, a conocer su destino o paradero o el de sus restos. 

Artículo 24. Las víctimas, sus familiares y la sociedad tienen derecho a conocer la verdad histórica de los 
hechos. 

Las víctimas y sus familiares tienen derecho a participar activamente en la búsqueda de la verdad de los 
hechos y en los diferentes mecanismos previstos en los ordenamientos legales en los cuales se les permitirá 
expresar sus opiniones y preocupaciones cuando sus intereses sean afectados. Las víctimas deberán decidir 
libremente su participación y tener la información suficiente sobre las implicaciones de cada uno de estos 
mecanismos. 

Artículo 25. El Estado, a través de las autoridades respectivas, tiene la obligación de iniciar, de inmediato 
y tan pronto como se haga de su conocimiento, todas las diligencias a su alcance para determinar el paradero 
de las personas desaparecidas.  Esto incluye la instrumentación de mecanismos de búsqueda conforme la 
legislación aplicable y los Tratados Internacionales de los que México sea Parte. 

Parte de esta obligación, incluye la realización de las exhumaciones de cementerios, fosas clandestinas o 
de otros sitios en los que se encuentren o se tengan razones fundadas para creer que se encuentran cuerpos 
u osamentas de las víctimas. Las exhumaciones deberán realizarse con la debida diligencia y competencia y 
conforme a las normas y protocolos internacionales sobre la materia, buscando garantizar siempre la correcta 
ubicación, recuperación y posterior identificación de los cuerpos u osamentas bajo estándares científicos 
reconocidos internacionalmente. 

Los familiares de las víctimas tienen el derecho a estar presentes en las exhumaciones, por sí y/o a través 
de sus asesores jurídicos; a ser informadas sobre los protocolos y procedimientos que serán aplicados; y a 
designar peritos independientes, acreditados ante organismo nacional o internacional de protección a los 
derechos humanos, que contribuyan al mejor desarrollo de las mismas. 
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Una vez plenamente identificados y realizadas las pruebas técnicas y científicas a las que está obligado el 
Estado y que han sido referidas en esta Ley y en los Códigos de Procedimientos Penales, la entrega de los 
cuerpos u osamentas de las víctimas a sus familiares, deberá hacerse respetando plenamente su dignidad y 
sus tradiciones religiosas y culturales. 

En caso necesario, a efecto de garantizar las investigaciones, la autoridad deberá informar formalmente a 
los familiares la obligación de no cremar los restos, hasta en tanto haya una sentencia ejecutoriada. 

Artículo 26. Para garantizar el ejercicio pleno de este derecho de las víctimas, sus familiares y la 
sociedad, el Estado podrá generar mecanismos para la investigación, independiente, imparcial y competente, 
que cumpla, entre otros, con los siguientes objetivos: 

I. El esclarecimiento histórico preciso de las violaciones de derechos humanos, la dignificación de 
las víctimas y la recuperación de la memoria histórica; 

II. La determinación de la responsabilidad individual o institucional de los hechos; 

III. El debate sobre la historia oficial donde las víctimas de esas violaciones puedan ser reconocidas y 
escuchadas; 

IV. La contribución a la superación de la impunidad mediante la recomendación de formulación de 
políticas de investigación; 

V. La recomendación de las reparaciones, reformas institucionales y otras políticas necesarias para 
superar las condiciones que facilitaron o permitieron las violaciones de derechos. 

Para el cumplimiento de estos objetivos, deberán realizarse consultas que incluyan la participación y la 
opinión de las víctimas, grupos de víctimas y de sus familiares. 

La investigación deberá garantizar los derechos de las víctimas y de los testigos, asegurándose su 
presencia y declaración voluntarias. Se deberá garantizar la confidencialidad de las víctimas y los testigos 
cuando ésta sea una medida necesaria para proteger su dignidad e integridad y adoptará las medidas 
necesarias para garantizar su seguridad. Así mismo, en los casos de las personas que se vean afectadas por 
una acusación, deberá proporcionarles la oportunidad de ser escuchadas y de confrontar o refutar las pruebas 
ofrecidas en su contra, ya sea de manera personal, por escrito o por medio de representantes designados. 

La investigación deberá seguir protocolos de actuación con el objetivo de garantizar que las declaraciones, 
conclusiones y pruebas recolectadas puedan ser utilizadas en procedimientos penales como pruebas con las 
debidas formalidades de ley. 

Artículo 27. Las organizaciones de la sociedad civil, tales como asociaciones profesionales, 
organizaciones no gubernamentales e instituciones académicas, podrán proporcionar, a autoridad 
competente, sus investigaciones de violaciones de los derechos humanos, con el fin de contribuir con la 
búsqueda y conocimiento de la verdad. Las autoridades deberán dar las garantías necesarias para que esta 
actividad se pueda realizar de forma libre e independiente. 

Artículo 28. Las autoridades están obligadas a la preservación de los archivos relativos a las violaciones 
de los derechos humanos así como a respetar y garantizar el derecho de acceder a los mismos. 

El Estado tiene el deber de garantizar la preservación de dichos archivos y de impedir su sustracción, 
destrucción, disimulación o falsificación; así como de permitir su consulta pública, pero particularmente en 
interés de las víctimas y sus familiares con el fin de garantizar el pleno ejercicio de sus derechos. 

Cuando la consulta de los archivos persiga favorecer la investigación histórica, las formalidades de 
autorización tendrán por única finalidad salvaguardar la integridad y la seguridad de las víctimas y de otras 
personas y, en ningún caso, podrán aplicarse las formalidades de autorización con fines de censura. 

Los tribunales nacionales e internacionales, los organismos nacionales e internacionales de derechos 
humanos y, así como los investigadores que trabajen esta responsabilidad, podrán consultar libremente los 
archivos relativos a las violaciones de los derechos humanos. Este acceso será garantizado cumpliendo los 
requisitos pertinentes para proteger la vida privada, incluidos en particular las seguridades de confidencialidad 
proporcionadas a las víctimas y a otros testigos como condición previa de su testimonio. 

En estos casos, no se podrá denegar la consulta de los archivos por razones de seguridad nacional 
excepto que, en circunstancias excepcionales, la restricción se encuentre previamente establecida en la Ley, 
la autoridad haya demostrado que la restricción es necesaria en una sociedad democrática para proteger un 
interés de seguridad nacional legítimo y que la denegación sea objeto de revisión por la autoridad competente, 
a la vez que puede ser sujeta a examen judicial independiente. 
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Artículo 29. Toda persona tendrá derecho a saber si figura en los archivos estatales y, en ese caso, 
después de ejercer su derecho de consulta, a impugnar la legitimidad de las informaciones y contenidos que 
le conciernan ejerciendo el derecho que corresponda. La autoridad garantizará que el documento modificado 
después de la impugnación incluya una referencia clara a las informaciones y contenidos del documento cuya 
validez se impugna y ambos se entregarán juntos cuando se solicite el primero. Para casos de personas 
fallecidas, este derecho podrá ser ejercido por sus familiares. 

CAPÍTULO VI 

DEL DERECHO A LA REPARACIÓN INTEGRAL 

Artículo 30. Las víctimas tienen derecho a ser reparadas de manera oportuna, plena, diferenciada, 
transformadora, integral y efectiva por el daño que han sufrido como consecuencia del hecho punible que las 
ha afectado o de las violaciones de derechos humanos que han sufrido, comprendiendo medidas de 
restitución, rehabilitación, compensación, satisfacción y medidas de no repetición. 

Artículo 31. Para los efectos de la presente Ley se entenderá que: 

I. La restitución busca devolver a la víctima a la situación anterior a la comisión del hecho punible o 
a la violación de sus derechos humanos; 

II. La rehabilitación busca facilitar a la víctima hacer frente a los efectos sufridos por causa del hecho 
punible o de las violaciones de derechos humanos; 

III. La compensación ha de otorgarse a la víctima de forma apropiada y proporcional a la gravedad del 
hecho punible cometido o de la violación de derechos humanos sufrida y teniendo en cuenta las 
circunstancias de cada caso. Ésta se otorgará por todos los perjuicios, sufrimientos y pérdidas 
económicamente evaluables que sean consecuencia del hecho punible o de la violación de 
derechos humanos; 

IV. La satisfacción busca reconocer y restablecer la dignidad de las víctimas; 

V. Las medidas de no repetición buscan que el hecho punible o la violación de derechos sufrida por 
la víctima no vuelva a ocurrir; 

VI. Para los efectos de la presente Ley, la reparación colectiva se entenderá como un derecho del que 
son titulares los grupos, comunidades u organizaciones sociales que hayan sido afectadas por la 
violación de los derechos individuales de los miembros de los colectivos, o cuando el daño 
comporte un impacto colectivo.  La restitución de los derechos afectados estará orientada a la 
reconstrucción del tejido social y cultural colectivo que reconozca la afectación en la capacidad 
institucional de garantizar el goce, la protección y la promoción de los derechos en las 
comunidades, grupos y pueblos afectados. 

Las medidas colectivas que deberán implementarse tenderán al reconocimiento y dignificación de los 
sujetos colectivos victimizados; la reconstrucción del proyecto de vida colectivo, y el tejido social y cultural; la 
recuperación psicosocial de las poblaciones y grupos afectados y la promoción de la reconciliación y la cultura 
de la protección y promoción de los derechos humanos en las comunidades y colectivos afectados. 

Las medidas de restitución, rehabilitación, compensación, satisfacción y medidas de no repetición 
contempladas en esta Ley proceden, según sea el caso, tanto para las víctimas que individualmente han 
sufrido la lesión de sus bienes jurídicos o de sus derechos humanos como para las víctimas que han sufrido 
colectivamente esas lesiones. 

TÍTULO TERCERO 

MEDIDAS DE AYUDA, INMEDIATAS Y HUMANITARIAS 

CAPÍTULO I 

MEDIDAS EN MATERIA DE SALUD 

Artículo 32. La gravedad del daño sufrido por las víctimas será el eje que determinará prioridad en su 
asistencia, en la prestación de servicios y en la implementación de acciones dentro de las instituciones 
encargadas de brindarles atención y tratamiento. 

Los servicios a que se refiere la presente Ley tomarán en cuenta si la víctima pertenece a un grupo en 
condiciones de vulnerabilidad, sus características y necesidades especiales, particularmente tratándose de 
mujeres, menores de edad, adultos mayores y población indígena. 
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Artículo 33. Las instituciones hospitalarias públicas del Gobierno Federal, de los estados, del Distrito 
Federal y de los municipios tienen la obligación de dar atención de emergencia de manera inmediata a las 
víctimas que lo requieran, con independencia de su capacidad socioeconómica o nacionalidad y sin exigir 
condición previa para su admisión. 

Artículo 34. Los servicios de emergencia médica, odontológica, quirúrgica y hospitalaria consistirán en: 

I. Hospitalización; 

II. Material médico quirúrgico, incluidas prótesis y demás instrumentos que la persona requiera para 
su movilidad, conforme al dictamen dado por el médico especialista en la materia; 

III. Medicamentos; 

IV. Honorarios médicos, en caso de que el sistema de salud más accesible para la víctima no cuente 
con los servicios que ella requiere de manera inmediata; 

V. Servicios de análisis médicos, laboratorios e imágenes diagnósticas; 

VI. Transporte y ambulancia; 

VII. Servicios de atención mental en los casos en que, como consecuencia de la comisión del hecho 
punible o de la violación a sus derechos humanos, la persona quede gravemente afectada 
psicológica y/o psiquiátricamente; 

VIII. Servicios odontológicos reconstructivos por los daños causados como consecuencia del hecho 
punible o la violación a los derechos humanos; 

IX. Servicios de interrupción voluntaria del embarazo en los casos permitidos por ley, con absoluto 
respeto de la voluntad de la víctima; 

X. La atención para los derechos sexuales y reproductivos de las mujeres víctimas; 

XI. En caso de que la institución médica a la que acude o es enviada la víctima no cuente con lo 
señalado en las fracciones II y III y sus costos hayan sido cubiertos por la víctima, los estados y 
municipios se los reembolsarán de manera completa e inmediata. 

Artículo 35. Los estados, el Gobierno del Distrito Federal y municipios donde se haya cometido el hecho 
victimizante, pagarán a las víctimas, con cargo a sus presupuestos y sin intermediarios, los gastos funerarios 
en los que ellas deban incurrir cuando sus familiares o seres queridos fueron asesinados. En el caso de 
delitos del ámbito federal, serán por cuenta del erario federal. Estos gastos incluirán los de transporte, cuando 
el fallecimiento se haya producido en un lugar distinto al de su lugar de origen o cuando sus familiares decidan 
inhumar su cuerpo en otro lugar. Por ningún motivo se prohibirá a las víctimas ver los restos de sus familiares, 
si es su deseo hacerlo. Si los familiares de las víctimas deben transportarse a otro lugar para los trámites de 
reconocimiento, se deberán cubrir también sus gastos. 

Artículo 36. La Comisión Ejecutiva definirá y garantizará la creación de un Modelo de Atención Integral en 
Salud con enfoque  Psicosocial, Educación y Asistencia Social, el cual deberá contemplar los mecanismos de 
articulación y coordinación entre las diferentes Entidades obligadas e Instituciones de Asistencia Pública que 
conforme al Reglamento de esta Ley presten los servicios subrogados a los que ella hace referencia. Este 
modelo deberá contemplar el servicio a aquellas personas que no sean beneficiarias de un sistema de 
prestación social o será complementario cuando los servicios especializados necesarios no puedan ser 
brindados por el sistema al cual pertenece. 

Artículo 37. Los Gobiernos federal, estatales y del Distrito Federal, a través de sus organismos, 
dependencias y entidades de Salud Pública, así como aquellos municipios que cuenten con la infraestructura 
y la capacidad de prestación de servicios, en el marco de sus competencias serán las entidades obligadas a 
otorgar el carnet que identifique a las víctimas ante el sistema de salud, conforme al Registro Nacional de 
Víctimas, con el fin de garantizar la asistencia y atención prioritarias para efectos reparadores. 

El proceso de credencialización se realizará de manera gradual y progresiva dando prioridad a las víctimas 
de daños graves a la salud e integridad personal. No obstante, aquellas víctimas que no cuenten con dicho 
carnet y requieran atención inmediata deberán ser atendidas de manera prioritaria, mientras se registran. 

Artículo 38.  En materia de asistencia y atención médica, psicológica, psiquiátrica y odontológica, la 
víctima tendrá todos los derechos establecidos por la Ley General de Salud para los Usuarios de los Servicios 
de Salud, y tendrá los siguientes derechos adicionales: 
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I. A que se proporcione gratuitamente atención médica y psicológica permanente de calidad en 
cualquiera de los hospitales públicos federales, estatales y municipales, de acuerdo a su 
competencia, cuando se trate de lesiones, enfermedades y traumas emocionales provenientes del 
delito o de la violación a los derechos humanos sufridos por ella. Estos servicios se brindarán de 
manera permanente, cuando así se requiera, y no serán negados, aunque la víctima haya recibido 
las medidas de ayuda que se establecen en la presente Ley, las cuales, si así lo determina el 
médico, se continuarán brindando hasta el final del tratamiento; 

II. Los Gobiernos federal, estatales y del Distrito Federal, a través de sus organismos, dependencias 
y entidades de Salud Pública, así como aquellos municipios que cuenten con la infraestructura y la 
capacidad de prestación de servicios, en el marco de sus competencias y fundamentos legales de 
actuación, deberán otorgar citas médicas, en un periodo no mayor a ocho días, a las víctimas que 
así lo soliciten, salvo que sean casos de atención de emergencia en salud, en cuyo caso la 
atención será inmediata; 

III. Una vez realizada la valoración médica general o especializada, según sea el caso, y la 
correspondiente entrega de la formula médica, se hará la entrega inmediata de los medicamentos 
a los cuales la víctima tenga derecho y se le canalizará a los especialistas necesarios para el 
tratamiento integral, si así hubiese lugar; 

IV. Se le proporcionará material médico quirúrgico, incluida prótesis y demás instrumentos o aparatos 
que requiera para su movilidad conforme al dictamen dado por el médico especialista en la 
materia, así como los servicios de análisis médicos, laboratorios e imágenes diagnósticas y los 
servicios odontológicos reconstructivos que requiera por los daños causados como consecuencia 
del hecho punible o la violación a sus derechos humanos; 

V. Se le proporcionará atención permanente en salud mental en los casos en que, como 
consecuencia del hecho victimizante, quede gravemente afectada psicológica y/o psiquiátricamente; 

VI. La atención materno-infantil permanente cuando sea el caso incluyendo programas de nutrición. 

Artículo 39. A toda víctima de violación sexual, o cualquier otra conducta que afecte su integridad física o 
psicológica, se le garantizará el acceso a los servicios de anticoncepción de emergencia y de interrupción 
voluntaria del embarazo en los casos permitidos por la ley, con absoluto respeto a la voluntad de la víctima; 
asimismo, se le realizará práctica periódica de exámenes y tratamiento especializado, durante el tiempo 
necesario para su total recuperación y conforme al diagnóstico y tratamiento médico recomendado; en 
particular, se considerará prioritario para su tratamiento el seguimiento de eventuales contagios de 
enfermedades de transmisión sexual y del Virus de Inmunodeficiencia Humana. 

En cada una de las entidades públicas que brinden servicios, asistencia y atención a las víctimas, se 
dispondrá de personal capacitado en el tratamiento de la violencia sexual con un enfoque transversal de 
género. 

Artículo 40. Los Gobiernos federal, estatales y del Distrito Federal, a través de sus organismos, 
dependencias y entidades de Salud Pública, así como aquellos municipios que cuenten con la infraestructura 
y la capacidad de prestación de servicios, definirán los procedimientos para garantizar de manera gratuita los 
servicios de asistencia médica preoperatoria, postoperatoria, quirúrgica, hospitalaria y odontológica a que 
hubiese lugar de acuerdo al concepto médico y valoración, que permita atender lesiones transitorias y 
permanentes y las demás afectaciones de la salud física y psicológica que tengan relación causal directa con 
las conductas. 

Artículo 41.  En caso de que la institución médica a la que acude o es enviada la víctima no cumpla con lo 
señalado en los artículos anteriores y sus costos hayan sido cubiertos por la víctima, el Fondo de Ayuda, 
Asistencia y Reparación Integral creado en esta Ley se los reembolsará de manera completa y rápida, 
teniendo el fondo derecho de repetir contra los responsables. 

Artículo 42. Los Gobiernos Federal, Estatales y del Distrito Federal, a través de sus secretarías, 
dependencias, organismos y entidades de Salud Pública,  así como aquellos municipios que cuenten con la 
infraestructura y la capacidad de prestación de servicios definirán los procedimientos para garantizar de 
manera gratuita los servicios de asistencia médica preoperatoria, postoperatoria, quirúrgica, hospitalaria y 
odontológica a que hubiese lugar de acuerdo al concepto médico y valoración, que permita atender lesiones 
transitorias y permanentes y las demás afectaciones de la salud física y psicológica que tengan relación 
causal directa con las conductas. 
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Artículo 43. En caso que la institución médica a la que acude o es enviada la víctima no cumpla con lo 
señalado en los artículos anteriores y sus costos hayan sido cubiertos por la víctima el Fondo de Ayuda, 
Asistencia y Reparación Integral creado en esta Ley se los reembolsará de manera completa y rápida. 

CAPÍTULO II 

MEDIDAS EN MATERIA DE ALOJAMIENTO Y ALIMENTACIÓN 

Artículo 44. El Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia (DIF) o su análogo, similar o 
correlativo, las dependencias de las que dependen las casas de refugio y acogida que existan y brinden estos 
servicios en el ámbito Federal, Estatal o Municipal, contratarán servicios o brindarán directamente alojamiento 
y alimentación en condiciones de seguridad y dignidad a las víctimas que se encuentren en especial condición 
de vulnerabilidad o que se encuentren amenazadas o desplazadas de su lugar de residencia por causa del 
hecho punible cometido contra ellas o de la violación de sus derechos humanos. El alojamiento y la 
alimentación se brindarán durante el tiempo que sea necesario para garantizar que la víctima supere las 
condiciones de emergencia y pueda retornar libremente en condiciones seguras y dignas a su hogar. 

CAPÍTULO III 

MEDIDAS EN MATERIA DE TRANSPORTE 

Artículo 45. Cuando la víctima se encuentre en un lugar distinto al de su lugar de residencia y desee 
regresar al mismo las entidades federativas pagarán los gastos correspondientes, garantizando, en todos los 
casos, que el medio de transporte usado por la víctima para su regreso es el más seguro y el que le cause 
menos trauma de acuerdo con sus condiciones. 

CAPÍTULO IV 

MEDIDAS EN MATERIA DE PROTECCIÓN 

Artículo 46. Cuando la víctima se encuentre amenazada en su integridad personal o en su vida o existan 
razones fundadas para pensar que estos derechos están en riesgo, en razón del delito o de la violación de 
derechos humanos sufrida, las autoridades del orden nacional o de los órdenes estatales, del Distrito Federal 
o municipales de acuerdo con sus competencias y capacidades adoptarán, con carácter inmediato, las 
medidas que sean necesarias para evitar que la víctima sufra alguna lesión o daño. 

Las medidas de protección a las víctimas se deben implementar con base en los siguientes principios: 

I. Principio de protección: Considera primordial la protección de la vida, la integridad física, la libertad 
y la seguridad de las personas; 

II. Principio de necesidad y proporcionalidad: Las medidas de protección deben responder al nivel de 
riesgo o peligro en que se encuentre la persona destinataria, y deben ser aplicadas en cuanto 
sean necesarias para garantizar su seguridad o reducir los riesgos existentes; 

III. Principio de confidencialidad: Toda la información y actividad administrativa o jurisdiccional 
relacionada con el ámbito de protección de las personas, debe ser reservada para los fines de la 
investigación o del proceso respectivo; 

IV. Principio de oportunidad y eficacia: Las medidas deben ser oportunas, específicas, adecuadas y 
eficientes para la protección de la víctima y deben ser otorgadas e implementadas a partir del 
momento y durante el tiempo que garanticen su objetivo. 

Serán sancionadas administrativa, civil o penalmente, de conformidad con las leyes aplicables, las 
autoridades federales, estatales o municipales que contribuyan a poner en riesgo la seguridad de las víctimas, 
ya sea a través de intimidación, represalias, amenazas directas o cuando existan datos suficientes que 
demuestren que las víctimas podrían ser nuevamente afectadas por la colusión de dichas autoridades con los 
responsables de la comisión del delito o con un tercero implicado que amenace o dañe la integridad física o 
moral de una víctima. 

Artículo 47. Las medidas adoptadas deberán ser acordes con la amenaza que tratan de conjurar y 
deberán tener en cuenta la condición de especial vulnerabilidad de las víctimas, así como respetar, en todos 
los casos, su dignidad. 
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CAPÍTULO V 

MEDIDAS EN MATERIA DE ASESORÍA JURÍDICA 

Artículo 48. Las autoridades del orden nacional, las de los estados, las del Distrito Federal y municipios 
brindarán, de manera inmediata, a las víctimas información y asesoría completa y clara sobre los recursos y 
procedimientos judiciales, administrativos o de otro tipo a los cuales ellas tienen derecho para la mejor 
defensa de sus intereses y satisfacción de sus necesidades, así como sobre el conjunto de derechos de los 
que son titulares en su condición de víctima. La Comisión Ejecutiva garantizará lo dispuesto en el presente 
artículo a través de la Asesoría Jurídica Federal de Atención a Víctimas en los términos del título 
correspondiente. 

Artículo 49. La información y asesoría deberá brindarse en forma gratuita y por profesionales 
conocedores de los derechos de las víctimas, garantizándoles a ellas siempre un trato respetuoso de su 
dignidad y el acceso efectivo al ejercicio pleno y tranquilo de todos sus derechos. 

TÍTULO CUARTO 

MEDIDAS DE ASISTENCIA Y ATENCIÓN TENDENTES A RESTABLECER A LA VÍCTIMA EN EL 
EJERCICIO PLENO DE SUS DERECHOS, Y A PROMOVER LA SUPERACIÓN DE SU CONDICIÓN 

CAPÍTULO I 

DISPOSICIONES GENERALES 

Artículo 50. La Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas como responsable de la creación y gestión del 
Registro Nacional de Víctimas a que hace referencia el Título Séptimo, de esta Ley, garantizará que el acceso 
de las víctimas al Registro se haga de manera efectiva, rápida y diferencial con el fin de permitirles disfrutar de 
las medidas de asistencia y atención establecidos en la presente Ley. 

Artículo 51. Conforme a los lineamientos desarrollados por la Comisión Ejecutiva; la Secretarías, 
dependencias, organismos y entidades del Gobierno Federal del sector Salud, Educación, Desarrollo Social y 
las demás obligadas y las Secretarías, dependencias, organismos y entidades estatales y del Distrito Federal, 
en los mismos ámbitos, así como aquellos municipios que cuenten con la infraestructura y la capacidad de 
prestación de servicios, en el marco de sus competencias y fundamentos legales de actuación deberán tener 
en cuenta las principales afectaciones y consecuencias del hecho victimizante, respetando siempre los 
principios generales establecidos en la presente Ley y en particular el enfoque diferencial para las mujeres; 
niños, niñas y adolescentes; personas con discapacidad y adultos mayores y población indígena. 

Artículo 52. Todas las medidas de asistencia, atención, protección o servicios otorgados por las 
instituciones públicas federales, de los estados, del Distrito Federal y de los Municipios, a las víctimas por 
cualquier hecho, serán gratuitos y éstas recibirán un trato digno con independencia de su capacidad  socio-
económica y sin exigir condición previa para su admisión a éstos, más que las establecidas en la presente 
Ley. 

CAPÍTULO II 

MEDIDAS DE EDUCACIÓN 

Artículo 53. Las políticas y acciones establecidas en este Capítulo tienen por objeto asegurar el acceso 
de las víctimas a la educación y promover su permanencia en el sistema educativo, si como consecuencia del 
delito o de la violación a derechos humanos se interrumpen los estudios, se tomarán medidas para superar 
esta  condición provocada por el hecho victimizante, por lo que la educación deberá contar con enfoque de 
transversal género y diferencial, desde una mirada de inclusión social y con perspectiva de derechos. 
Igualmente, se buscará garantizar la exención para las víctimas de todo tipo de costos académicos en las 
instituciones públicas de educación preescolar, primaria, secundaria y media superior. 

Artículo 54. Las instituciones del sistema educativo nacional impartirán educación de manera que permita 
a la víctima incorporarse con prontitud a la sociedad y, en su oportunidad, desarrollar una actividad productiva. 

Artículo 55. Todas las autoridades educativas en el ámbito de sus competencias prestarán especial 
cuidado a las escuelas que, por la particular condición de la asistencia y atención a víctimas, enfrenten mayor 
posibilidad de atrasos o deserciones, debiendo promover las acciones necesarias para compensar los 
problemas educativos derivados de dicha condición. 
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Artículo 56. El Estado a través de sus organismos descentralizados y de los particulares con autorización 
o con reconocimiento de validez oficial de estudios, está obligado a prestar servicios educativos para que 
gratuitamente, cualquier víctima o sus hijos menores de edad, en igualdad efectiva de condiciones de acceso 
y permanencia en los servicios educativos que el resto de la población, pueda cursar la educación preescolar, 
la primaria y la secundaria. Estos servicios se prestarán en el marco del federalismo y la concurrencia 
previstos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y conforme a la distribución de la 
función social educativa establecida en la Ley de Educación aplicable. 

Artículo 57. La víctima o sus familiares de conformidad con la presente Ley, tendrán el derecho de recibir 
becas completas de estudio como mínimo hasta la educación media superior para sí o los dependientes que 
lo requieran. 

Artículo 58. Los Gobiernos Federal, estatales y del Distrito Federal, a través de sus secretarías, 
dependencias, entidades y organismos de Educación, así como aquellos municipios que cuenten con la 
infraestructura y la capacidad de prestación de servicios, en el marco de sus competencias deberán entregar 
a los niños, niñas y adolescentes víctimas los respectivos paquetes escolares y uniformes, para garantizar las 
condiciones dignas y su permanencia en el sistema educativo. 

Artículo 59. La víctima o sus hijos menores de edad, deberán tener acceso a los libros de texto gratuitos y 
demás materiales educativos complementarios que la Secretaría de Educación Pública proporcione. 

Artículo 60. Los Gobiernos Federal, estatales y del Distrito Federal, a través de sus secretarías, 
dependencias, entidades y organismos de Educación y las Instituciones de Educación Superior, en el marco 
de su autonomía, establecerán, los procesos de selección, admisión y matrícula que permitan a las víctimas 
que así lo requieran acceder a los programas académicos ofrecidos por estas instituciones, para lo cual 
incluirán medidas de exención del pago de formulario de inscripción y de derechos de grado, y deberán 
implementar medidas para el acceso preferencial de las víctimas. 

CAPÍTULO III 

MEDIDAS ECONÓMICAS Y DE DESARROLLO 

Artículo 61. Dentro de la Política de Desarrollo Social el Estado en sus tres niveles, tendrá la obligación 
de garantizar que toda víctima reciba los beneficios del desarrollo social conforme a sus necesidades, 
particularmente para atender a las víctimas que hayan sufrido daños graves como consecuencia del hecho 
victimizante. 

Artículo 62. Son derechos para el desarrollo social, la educación, la salud, la alimentación, la vivienda, el 
disfrute de un medio ambiente sano, el trabajo y la seguridad social y los relativos a la no discriminación en los 
términos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y de los Tratados Internacionales de 
derechos humanos. 

Artículo 63. Los municipios, los gobiernos de las entidades federativas y el Poder Ejecutivo Federal, en 
sus respectivos ámbitos, formularán y aplicarán políticas y programas de asistencia, que incluyan 
oportunidades de desarrollo productivo e ingreso en beneficio de las víctimas destinando los recursos 
presupuestales necesarios y estableciendo metas cuantificables para ello. 

Artículo 64. El Estado en sus tres niveles está obligado a proporcionar la información necesaria de dichos 
programas, sus reglas de acceso, operación, recursos y cobertura, sin que pueda por ningún motivo excluir de 
dichos programas a las víctimas. 

Artículo 65. Las víctimas estarán sujetas a lo que determinen las leyes fiscales respectivas. 

CAPÍTULO IV 

MEDIDAS DE ATENCIÓN Y ASISTENCIA EN MATERIA DE PROCURACIÓN Y ADMINISTRACIÓN DE 
JUSTICIA 

Artículo 66. Las medidas de atención y asistencia en materia de procuración y administración de justicia 
serán permanentes y comprenden, como mínimo: 

I. La asistencia a la víctima durante cualquier procedimiento administrativo relacionado con su 
condición de víctima; 

II. La asistencia a la víctima en el proceso penal durante la etapa de investigación; 

III. La asistencia a la víctima durante el juicio; 

IV. La asistencia a la víctima durante la etapa posterior al juicio. 

Estas medidas se brindarán a la víctima con independencia de la representación legal y asesoría que dé a 
la víctima el Asesor Jurídico. 
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TÍTULO QUINTO 

MEDIDAS DE REPARACIÓN INTEGRAL 
CAPÍTULO I 

MEDIDAS DE RESTITUCIÓN 

Artículo 67. Las víctimas tendrán derecho a la restitución, de ser posible, en sus derechos conculcados, 
así como en sus bienes y propiedades, si hubieren sido despojadas, en cualquier forma, de ellos. 

Las medidas de restitución comprenden, según corresponda: 

I. Restablecimiento de la libertad, en caso de secuestro o desaparición forzada; 

II. Restablecimiento de los derechos jurídicos; 

III. Restablecimiento de la identidad; 

IV. Restablecimiento de la vida y unidad familiar; 

V. Restablecimiento de la ciudadanía y de los derechos políticos; 

VI. Regreso digno y seguro al lugar de residencia; 

VII. Reintegración en el empleo, y 

VIII. Devolución de los bienes garantizando su efectivo y pleno uso y disfrute. 

En los casos en donde la víctima ha sufrido una condena ilegítima, la restitución comprende, además de la 
libertad en los términos que lo establezcan las autoridades competentes, la eliminación en los registros de los 
respectivos antecedentes penales. 

CAPÍTULO II 

MEDIDAS DE REHABILITACIÓN 
Artículo 68. Las medidas de rehabilitación incluyen, entre otras y según proceda, las siguientes: 

I. Atención médica, psicológica y psiquiátrica especializadas; 

II. Servicios y asesoría jurídicos tendientes a cualificar el ejercicio de los derechos de las víctimas y a 
garantizar su disfrute pleno y tranquilo; 

III. Servicios sociales orientados a garantizar el pleno restablecimiento de los derechos de la víctima 
en su condición de persona y ciudadana; 

IV. Programas de educación orientados a la capacitación y formación de las víctimas con el fin de 
garantizar su pleno reintegro a la sociedad y la realización de su proyecto de vida; 

V. Programas de capacitación laboral orientados a lograr el pleno reintegro de la víctima a la 
sociedad y la realización de su proyecto de vida, y 

VI. Todas aquellas medidas tendientes a reintegrar a la víctima a la sociedad, incluido su grupo, o 
comunidad. 

Artículo 69. Cuando se otorguen medidas de rehabilitación se dará un trato especial a los niños y niñas 
víctimas y a los hijos de las víctimas y a adultos mayores dependientes de éstas. 

CAPÍTULO III 
MEDIDAS DE COMPENSACIÓN 

Artículo 70. La compensación se otorgará por todos los perjuicios, sufrimientos y pérdidas 
económicamente evaluables que sean consecuencia del delito o de la violación de derechos humanos, 
incluyendo el error judicial. 

Estos perjuicios, sufrimientos y pérdidas incluirán, entre otros y como mínimo: 

I. El daño físico o mental; 

II. La pérdida de oportunidades, en particular las de empleo, educación y prestaciones sociales; 

III. Los daños materiales, incluidos los daños permanentes y la pérdida de ingresos; así como el lucro 
cesante; 

IV. Los perjuicios morales y los daños causados a la dignidad de la víctima, y 

V. Los gastos de asistencia jurídica o de expertos, medicamentos y servicios médicos y servicios 
psicológicos y sociales. 
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Artículo 71. La Comisión Ejecutiva, mediante la determinación del monto señalado por la autoridad 
jurisdiccional en la sentencia firme, por dictamen del Ministerio Público cuando el responsable se haya 
sustraído de la justicia, haya muerto o desaparecido y por lo tanto haga imposible el ejercicio de la acción 
penal, o cuando exista una determinación de violación a los derechos humanos emitida por autoridad 
competente, o bien cuando algún organismo público de los derechos humanos, sea nacional, local o conforme 
a tratados internacionales, haya determinado que existe la obligación de reparar, procederá, mediante 
acuerdo del pleno de la Comisión Ejecutiva, a cubrir de manera subsidiaria el monto de la compensación por 
estos conceptos en los términos de la presente Ley y su Reglamento. El monto de la subsidiaridad a la que se 
podrá obligar al Estado, será hasta de quinientas veces el salario mínimo mensual en el Distrito Federal. La 
Comisión Ejecutiva tendrá un plazo de noventa días para emitir una determinación. 

CAPÍTULO IV 

MEDIDAS DE SATISFACCIÓN 

Artículo 72. Las medidas de satisfacción comprenden, entre otras y según corresponda: 

I. La verificación de los hechos y la revelación pública y completa de la verdad, en la medida en que 
esa revelación no provoque más daños o amenace la seguridad y los intereses de la víctima, de 
sus familiares, de los testigos o de personas que han intervenido para ayudar a la víctima o para 
impedir que se produzcan nuevos delitos o nuevas violaciones de derechos humanos; 

II. La búsqueda de las personas desaparecidas y de los cuerpos u osamentas de las personas 
asesinadas, así como la ayuda para recuperarlos, identificarlos y volver a inhumarlos según el 
deseo explícito o presunto de la víctima o las prácticas culturales de su familia y comunidad; 

III. Una declaración oficial o decisión judicial que restablezca la dignidad, la reputación y los derechos 
de la víctima y de las personas estrechamente vinculadas a ella; 

IV. Una disculpa pública de parte del Estado, los autores y otras personas involucradas en el hecho 
punible o en la violación de los derechos, que incluya el reconocimiento de los hechos y la 
aceptación de responsabilidades; 

V. La aplicación de sanciones judiciales o administrativas a los responsables de las violaciones de 
derechos humanos; 

VI. La realización de actos que conmemoren el honor, la dignidad, el sufrimiento y la humanidad de 
las víctimas, tanto vivas como muertas. 

CAPÍTULO V 

MEDIDAS DE NO REPETICIÓN 

Artículo 73. Las medidas de no repetición son aquéllas que se adoptan para que las víctimas no vuelvan 
a ser objeto de violaciones a sus derechos y que contribuyen a prevenir o evitar la repetición de actos de la 
misma naturaleza. Estas consistirán en las siguientes: 

I. El ejercicio de un control efectivo por las autoridades civiles de las fuerzas armadas y de 
seguridad; 

II. La garantía de que todos los procedimientos penales y administrativos se ajusten a las normas 
nacionales e internacionales relativas a la competencia, independencia e imparcialidad de las 
autoridades judiciales y a las garantías del debido proceso; 

III. El fortalecimiento de la independencia del poder judicial; 

IV. La limitación en la participación en el gobierno y en las instituciones políticas de los dirigentes 
políticos que hayan planeado, instigado, ordenado o cometido graves violaciones de los derechos 
humanos; 

V. La exclusión en la participación en el gobierno o en las fuerzas de seguridad de los militares, 
agentes de inteligencia y otro personal de seguridad declarados responsables de planear, instigar, 
ordenar o cometer graves violaciones de los derechos humanos; 

VI. La protección de los profesionales del derecho, la salud y la información; 

VII. La protección de los defensores de los derechos humanos; 
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VIII. La educación, de modo prioritario y permanente, de todos los sectores de la sociedad respecto de 
los derechos humanos y la capacitación en esta materia de los funcionarios encargados de hacer 
cumplir la ley, así como de las fuerzas armadas y de seguridad; 

IX. La promoción de la observancia de los códigos de conducta y de las normas éticas, en particular 
los definidos en normas internacionales de derechos humanos y de protección a los derechos 
humanos, por los funcionarios públicos incluido el personal de las fuerzas armadas y de seguridad, 
los establecimientos penitenciarios, los medios de información, el personal de servicios médicos, 
psicológicos y sociales, además del personal de empresas comerciales; 

X. La promoción de mecanismos destinados a prevenir, vigilar y resolver por medios pacíficos los 
conflictos sociales, y 

XI. La revisión y reforma de las leyes, normas u ordenamientos legales que contribuyan a las 
violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos o las permitan. 

Artículo 74. Se entienden agregadas como penas públicas en todos los delitos, que buscan garantizar la 
no repetición, y que deberán ser impuestas en los delitos en los que proceda la reparación del daño, las 
siguientes: 

I. Supervisión de la autoridad; 

II. Prohibición de ir a un lugar determinado u obligación de residir en él; 

III. Caución de no ofender; 

IV. La asistencia a cursos de capacitación sobre derechos humanos, y 

V. La asistencia a tratamiento de deshabituación o desintoxicación. 

Artículo 75. Se entiende por supervisión de la autoridad, la consistente en la observación y orientación de 
los sentenciados, ejercidas por personal especializado, con la finalidad de coadyuvar a la protección de la 
víctima y la comunidad. 

Esta medida se establecerá cuando la privación de la libertad sea sustituida por otra sanción, reducida la 
pena privativa de libertad o se conceda la suspensión condicional de la pena. 

Artículo 76. Considerando las características del delincuente y de la víctima, el juez podrá prohibir que el 
sentenciado vaya a un lugar determinado o que resida en él, garantizando así la seguridad de la víctima. 

Artículo 77. El Juez en la sentencia, exigirá una garantía de no ofender, que se hará efectiva si el 
acusado violase las disposiciones del artículo anterior, o de alguna forma reincidiera en los actos de molestia 
a la víctima. Esta garantía no deberá ser inferior a la de la multa aplicable y podrá ser otorgada en cualquiera 
de las formas autorizadas por las leyes. 

Artículo 78. Cuando el sujeto haya sido sentenciado por delitos relacionados con la violación a los 
derechos humanos, o al abuso de sustancias alcohólicas, estupefacientes, psicotrópicos o similares, 
independientemente de la pena que corresponda, aplicarán cursos y tratamientos para evitar su reincidencia y 
fomentar su deshabituación o desintoxicación. 

TÍTULO SEXTO 

SISTEMA NACIONAL DE ATENCIÓN A VÍCTIMAS 

CAPÍTULO I 

CREACIÓN Y OBJETO 

Artículo 79. Se crea el Sistema Nacional de Atención a Víctimas, máxima institución en la materia en los 
Estados Unidos Mexicanos, el cual tiene como objeto establecer, regular y supervisar las directrices, planes, 
programas, proyectos, acciones, y demás políticas públicas que se implementan para la protección, ayuda, 
asistencia, atención, acceso a la justicia, a la verdad y a la reparación integral a las víctimas en los ámbitos 
local, federal y municipal. 

El Sistema Nacional de Atención a Víctimas está constituido por todas las instituciones y entidades 
públicas federales, locales y municipales, organismos autónomos, y demás organizaciones públicas o 
privadas, encargadas de la protección, ayuda, asistencia, atención, defensa de los derechos humanos, acceso 
a la justicia, a la verdad y a la  reparación integral a las víctimas, detalladas en el Capítulo II del presente 
Título. 
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El Sistema  agrupa, ordena y sistematiza las instituciones y organismos ya existentes, y los coordina con 
los organismos e instituciones aquí creadas. 

El Sistema  tendrá la estructura operativa que se detalla en el Capítulo III del presente Título. En ella 
estarán representadas las víctimas y los grupos de víctimas, las organizaciones gubernamentales que 
trabajen con víctimas, así como las diversas instituciones estatales responsables en materia de protección, 
ayuda, asistencia, atención, defensa de los derechos humanos, acceso a la justicia, a la verdad y a la 
reparación integral. 

Artículo 80. El Gobierno Federal, los estados, el Gobierno del Distrito Federal, los Municipios y los 
sectores social y privado, cada uno en el ámbito de sus competencias deberán establecer mecanismos de 
organización, supervisión, evaluación y control de los servicios en materia de protección, ayuda, asistencia y 
atención, acceso a la justicia, a la verdad y reparación integral a víctimas, relacionados con esta Ley. 

CAPÍTULO II 

INTEGRACIÓN DEL SISTEMA NACIONAL DE ATENCIÓN A VÍCTIMAS 

Artículo 81. El Sistema Nacional de Atención a Víctimas estará integrado por las instituciones encargadas 
de instrumentar, desarrollar, establecer, regular y supervisar las directrices, planes, programas, proyectos, 
acciones, y demás políticas públicas que se implementan para la protección, ayuda, asistencia, atención, 
protección de los derechos humanos, acceso a la justicia, verdad y reparación integral a las víctimas en los 
ámbitos local, federal y municipal. 

Lo conformarán las instituciones, entidades, organismos y demás participantes federales, aquí 
enumerados, incluyendo en su caso las instituciones homólogas en los ámbitos estatal y municipal: 

I. Poder Ejecutivo: 

a. Titular del Ejecutivo Federal, quien lo presidirá, 

b. Los titulares de los ejecutivos estatales y municipales, 

c. Procuraduría General de la República y Procuradurías Generales de Justicia, 

d. Secretarías de Salud, 

e. Secretaría de Hacienda y Crédito Público, 

f. Secretarías de Desarrollo Social, 

g. Secretaría de Relaciones Exteriores, 

h. Secretarías de Educación Pública, 

i. Secretarías de Seguridad Pública, 

j. Policía Federal, 

k. Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia, 

l. Sistema Nacional de Seguridad Pública, 

m. Instituto Nacional de Estadística y Geografía, 

n. Instituto Nacional de Migración, 

o. Instituto Nacional de las Mujeres, 

p. Defensoría Pública Federal, 

q. Oficinas del Registro Público de la Propiedad y del Comercio, 

r. Oficinas del Registro Civil, y 

s. Las demás del Ejecutivo que se requieran dependiendo de la problemática concreta que se 
aborde. 

II. Poder Legislativo: 

a. Integrantes de la Cámara de Diputados, 

b. Integrantes de la Cámara de Senadores, y 

c. Integrantes del poder legislativo de las entidades federativas. 
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III. Poder Judicial: 

a. Integrantes del Poder Judicial de la Federación, y 

b. Consejo de la Judicatura Federal. 

IV. Organismos Públicos: 

a. Comisión Nacional de los Derechos Humanos, 

b. Organismos públicos de protección de los derechos humanos de las entidades federativas, 

c. Universidad Nacional Autónoma de México, y 

d. Universidades autónomas de las entidades federativas. 

V. Representantes de organizaciones de la sociedad civil especializadas en la defensa de víctimas 
del delito y de violaciones de derechos humanos. 

VI. Representantes de grupos de Víctimas. 

VII. Académicos. 

VIII. Representante de la Oficina del Alto Comisionado de Naciones Unidas para los Derechos 
Humanos. 

IX. Invitados de organizaciones no gubernamentales y organismos nacionales e internacionales de 
representaciones consulares, relatores e integrantes de grupos de trabajo de los sistemas de 
Naciones Unidas o Interamericano, y otros expertos y especialistas nacionales e internacionales, 
en atención a víctimas. 

X. Las demás instituciones, organizaciones públicas y privadas, nacionales o extranjeras que se 
requiera, de acuerdo con el tipo de problemática que se aborde en relación con las víctimas. 

CAPÍTULO III 

ESTRUCTURA OPERATIVA DEL SISTEMA NACIONAL DE ATENCIÓN A VÍCTIMAS 

Artículo 82. El Sistema Nacional de Atención a Víctimas será operado por la Comisión Ejecutiva de 
Atención a Víctimas. 

De la Comisión Ejecutiva derivan el Fondo del Ayuda, Asistencia y Reparación Integral y el Registro 
Nacional de Víctimas. 

A fin de garantizar el acceso efectivo de las víctimas a los derechos, garantías, mecanismos, 
procedimientos y servicios que establece esta Ley, el Gobierno Federal y las entidades federativas contarán 
en el marco de su competencia con un Fondo y un Registro de Víctimas, los cuales operarán a través de los 
comités que creen en sus ámbitos respectivos. 

CAPÍTULO IV 

COMISIÓN EJECUTIVA DE ATENCIÓN A VÍCTIMAS 

Artículo 83. La Comisión Ejecutiva es el órgano ejecutivo por el que opera el Sistema que permite la 
representación y participación directa de las víctimas y organizaciones de la sociedad civil en todas las 
instituciones del Sistema Nacional de Atención a Víctimas, propiciando su intervención en la gestión y la 
construcción de políticas públicas, así como el ejercicio de labores de vigilancia, supervisión y evaluación de 
las instituciones integrantes del Sistema con el objetivo de garantizar un ejercicio transparente de sus 
atribuciones. Es un órgano descentralizado de la Administración Pública Federal, con personalidad jurídica y 
patrimonio propios; y goza de autonomía técnica, de gestión y presupuestal. 

Artículo 84. La Comisión Ejecutiva estará integrada por nueve comisionados. El Ejecutivo Federal enviará 
al Senado, previa convocatoria, tres propuestas por cada comisionado a elegir. El Senado elegirá por el voto 
de la mayoría absoluta de los presentes. 

Para garantizar que en la Comisión Ejecutiva estén representados grupos de víctimas, especialistas y 
expertos que trabajen en la atención a víctimas, ésta se conformará en los siguientes términos de las 
propuestas presentadas al Ejecutivo Federal: 

I. Cinco comisionados especialistas en derecho, psicología, derechos humanos, sociología o 
especialidades equivalentes, propuestos por universidades públicas; 
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II. Cuatro comisionados representando a grupos de víctimas, propuestos por organizaciones no 
gubernamentales, registradas ante la Secretaría de Relaciones Exteriores, con actividad 
acreditada en atención a víctimas de al menos cinco años, o por los organismos públicos de 
derechos humanos. 

Para la elección de los comisionados, el Senado conformará una Comisión Plural integrada por los 
presidentes de las Comisiones de Justicia, Gobernación, Grupos Vulnerables y Equidad de Género, que se 
constituirá en la Comisión responsable de encabezar el proceso de selección y que recibirá las propuestas de 
comisionados. 

En su conformación, el Ejecutivo y el Senado procuraran la integración de las diversas regiones 
geográficas del país y de diferentes tipos de hechos victimizantes. 

Artículo 85. Para ser comisionado se requiere: 

I. Nacionalidad mexicana; 

II. Mayoría de edad, y 

III. No haber ocupado cargo público, dentro de los dos años previos a su designación. 

En la elección de los comisionados, deberá garantizarse el respeto a los principios que dan marco a esta 
Ley, especialmente los de enfoque transversal de género y diferencial. 

Los comisionados se desempeñarán en su cargo por cinco años y se renovarán de forma escalonada 
cada dos años hasta que concluyan su mandato, eligiendo de entre ellos, a través de un proceso democrático 
en los términos de su propio Reglamento, a un Comisionado Presidente que durará en funciones un año con 
capacidad de reelegirse hasta por otro año. 

Artículo 86. La Comisión Ejecutiva tendrá las siguientes funciones y facultades: 

I. Garantizar el ejercicio pleno de los derechos de las víctimas; 

II. Instrumentar los mecanismos para asegurar la atención de las víctimas, la definición de los 
representantes de víctimas, de organismos públicos autónomos de derechos humanos y de 
organizaciones no gubernamentales en las diversas instituciones del Sistema; 

III. Elaborar anualmente las tabulaciones de montos compensatorios en los términos de esta Ley y su 
Reglamento; 

IV. Participar en las acciones y definiciones de la política nacional integral y políticas públicas 
necesarias para el cumplimiento del objeto de esta Ley; 

V. Evaluar la eficacia de las acciones del Programa, con base en resultados medibles; 

VI. Proponer medidas, acciones, mecanismos, mejoras y demás políticas relativas al objeto de esta 
Ley; 

VII. Crear un mecanismo de seguimiento y evaluación de la Ley y de las políticas públicas que se 
deriven de ellas, estableciendo los indicadores que le permitan un seguimiento preciso; 

VIII. Garantizar el pleno cumplimiento de esta Ley y de los instrumentos internacionales aplicables; 

IX. En su caso, solicitar al órgano competente se apliquen las medidas disciplinarias y sanciones 
correspondientes; supervisar que las políticas públicas se adecuen a los principios establecidos 
por la Ley; 

X. Hacer recomendaciones a los integrantes del sistema que deberán ser atendidas por los mismos; 

XI. Nombrar a los titulares del Fondo y del Registro; 

XII. Elaborar, de conformidad con la presente Ley su Reglamento; 

XIII. Formular propuestas de política integral nacional de prevención de violaciones a derechos 
humanos, atención, asistencia, protección, acceso a la justicia, a la verdad y reparación integral a 
las víctimas de acuerdo con los principios establecidos en esta Ley; 

XIV. Establecer medidas, lineamientos o directrices de carácter obligatorio que faciliten condiciones 
dignas, integrales y efectivas para la atención y asistencia de las víctimas, que permitan su 
recuperación y restablecimiento para lograr el pleno ejercicio de su derecho a la justicia, a la 
verdad y a la reparación integral; 
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XV. Garantizar la coordinación interinstitucional del Sistema Nacional de Atención a Víctimas y los 
comités de las entidades federativas y del Distrito Federal, cuidando la debida representación de 
todos sus integrantes y especialmente de las áreas, instituciones, grupos de víctimas u 
organizaciones que se requieran para el tratamiento de una problemática específica, de acuerdo 
con los principios establecidos en esta Ley y los de coordinación, concurrencia, subsidiariedad, 
complementariedad y delegación; 

XVI. Establecer las directrices, lineamientos, planes y programas que permitan una protección 
inmediata, urgente y eficaz de las víctimas cuando su vida o su integridad se encuentre en riesgo; 

XVII. Establecer medidas que contribuyan a garantizar la reparación integral, efectiva y eficaz de las 
víctimas que hayan sufrido un daño como consecuencia de la comisión de un delito o de la 
violación de sus derechos humanos; 

XVIII. Emitir directrices o lineamientos que faciliten el acceso efectivo de las víctimas a la verdad y a la 
justicia; 

XIX. Establecer directrices, lineamientos y políticas mínimas que se deberán implementar en el ámbito 
para la capacitación, formación, actualización y especialización de funcionarios públicos o 
dependientes de las instituciones encargadas de instrumentar, desarrollar, establecer, regular y 
supervisar las directrices, planes, programas, proyectos, acciones, y demás políticas públicas que 
se implementan para la protección, ayuda, asistencia, atención, acceso a la justicia, a la verdad y 
reparación integral a las víctimas en los ámbitos local, federal y municipal; 

XX. Establecer directrices para integrar los esfuerzos públicos y privados que permitan un efectivo 
goce de los derechos humanos de las víctimas; 

XXI. Emitir los lineamientos para la canalización oportuna y eficaz de los recursos humanos, técnicos, 
administrativos y económicos que sean necesarios para el cumplimiento de las acciones, planes, 
proyectos y programas de atención, asistencia, acceso a la justicia, a la verdad y reparación 
integral de las víctimas en los ámbitos federal, estatal y municipal; 

XXII. Establecer los lineamientos, supervisar y coordinar la operatividad del Registro Nacional de 
Víctimas y de la Asesoría Jurídica Federal de Atención a Víctimas; 

XXIII. Emitir los lineamientos para la transmisión de la información por parte de las instituciones, 
organismos, organizaciones de la sociedad civil y demás personas para que forme parte del 
Registro Nacional de Víctimas. 

XXIV. Crear una plataforma que permita integrar, desarrollar y consolidar la información sobre las 
víctimas a nivel nacional a fin de orientar políticas, programas, planes y demás acciones a favor de 
las víctimas para la prevención del delito y de violaciones a los derechos humanos, atención, 
asistencia, acceso a la verdad, justicia y reparación integral con el fin de llevar a cabo el 
monitoreo, seguimiento y evaluación del cumplimiento de las políticas, acciones y 
responsabilidades establecidas en esta Ley. La Comisión Ejecutiva del Sistema Nacional de 
Atención a Víctimas dictará los lineamientos para la transmisión de información de las instituciones 
que forman parte del Sistema, cuidando la confidencialidad de la información pero permitiendo que 
pueda haber un seguimiento y revisión de los casos que lo lleguen a requerir; 

XXV. Adoptar las acciones necesarias para garantizar el ingreso de las víctimas al Registro Nacional de 
Víctimas y el ejercicio integral de sus derechos. La Comisión Ejecutiva será el órgano receptor de 
las víctimas cuyos derechos, incluyendo el de acceso al sistema, hayan sido violados en los 
ámbitos federal, local o municipal y a través del mismo se buscará que se respeten sus derechos; 

XXVI. Elaborar los protocolos generales de actuación para la prevención, atención e investigación de 
delitos o violaciones a los derechos humanos. Las entidades federativas y los municipios deberán 
adecuar sus manuales, lineamientos, programas y demás acciones, a lo establecido en estos 
protocolos, debiendo adaptarlos a la situación local siempre y cuando contengan el mínimo de 
procedimientos y garantías que los protocolos generales establezcan para las víctimas; 

XXVII. En casos de graves violaciones a derechos humanos o delitos graves cometidos contra un grupo 
de víctimas, establecer programas integrales emergentes de ayuda, atención, asistencia, 
protección, acceso a justicia, a la verdad y reparación integral; 
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XXVIII. Crear y coordinar Comités Especiales de Atención a Víctimas que requieran una prevención, 
atención e investigación con una perspectiva nacional, tales como en los casos de desaparición, 
extravío, ausencia o no localización de personas, trata de personas, tráfico de personas y 
secuestro, a fin de que más allá de las acciones, propuestas, planes o programas que se deriven 
para un grupo de víctimas específicas, se guarde una integralidad respecto al tratamiento de las 
víctimas y reparación integral; 

XXIX. Coordinar e implementar el cumplimiento de las sentencias internacionales en materia de 
derechos humanos, dictadas en contra del Estado Mexicano de conformidad con el contenido de 
las mismas y en estrecha coordinación, consulta y colaboración con las víctimas y sus 
representantes; 

XXX. Realizar diagnósticos nacionales que permitan evaluar las problemáticas concretas que enfrentan 
las víctimas en términos de prevención del delito o de violaciones a los derechos humanos, 
atención, asistencia, acceso a la justicia, derecho a la verdad y reparación integral del daño; 

XXXI. Generar diagnósticos específicos sobre las necesidades de las entidades federativas y municipios 
en materia de capacitación, recursos humanos y materiales que se requieran para garantizar un 
estándar mínimo de atención digna a las víctimas cuando requieran acciones de ayuda, apoyo, 
asistencia o acceso a la justicia, a la verdad y a la reparación integral de tal manera que sea 
disponible y efectiva. Estos diagnósticos servirán de base para la canalización o distribución de 
recursos y servicios que corresponda a los integrantes del Sistema Nacional de Atención a 
Víctimas; 

XXXII. Rendir un informe anual sobre los avances del Programa, ante el H. Congreso de la Unión; 

XXXIII. Apoyar a las Organizaciones de la Sociedad Civil, que se dedican a la ayuda, atención, asistencia, 
acceso a la verdad y justicia a favor de las víctimas, priorizando la labor de aquellas que se 
encuentran en lugares donde las condiciones de acceso a la ayuda, asistencia, atención y justicia, 
verdad y reparación integral se torna difícil debido a las condiciones precarias de desarrollo y 
marginación; 

XXXIV. Evaluar los lineamientos, criterios, programas y acciones de los Comités Estatales de Víctimas 
que considere pertinentes y que sean puestos a su consideración para evaluación por cualquiera 
de los integrantes de la Comisión Ejecutiva  o los Estatales de Víctimas o del Distrito Federal; 

XXXV. Implementar los mecanismos de control, con la participación de la sociedad civil, que permitan 
supervisar y evaluar las acciones, programas, planes y políticas públicas en materia de víctimas. 
La supervisión deberá ser permanente y los comités u órganos específicos que se instauren al 
respecto, deberán emitir recomendaciones que serán obligatorias para las instituciones 
correspondientes, y 

XXXVI. Recibir y evaluar los informes rendidos por el Titular del Fondo Federal de Ayuda, Asistencia y 
Reparación Integral de Víctimas y emitir las recomendaciones pertinentes a fin de garantizar un 
óptimo y eficaz funcionamiento, siguiendo los principios de publicidad y transparencia. 

Artículo 87. La Comisión Ejecutiva tiene el deber de coordinarse con las entidades e instituciones 
federales del Sistema Nacional de Atención a Víctimas y con las entidades e instituciones homólogas 
estatales y del Distrito Federal, incluidos los organismos autónomos de protección de los derechos humanos. 
Deberá contar con el personal administrativo de apoyo necesario para cumplir sus funciones. 

Artículo 88. La Comisión Ejecutiva elaborará anualmente un Programa de Atención Integral a Víctimas 
con el objeto de crear, reorientar, dirigir, planear, coordinar, ejecutar y supervisar las políticas públicas del 
Sistema Nacional de Atención a Víctimas, para garantizar el cumplimiento de esta Ley empleando al Fondo y 
los avances en el Registro. 

Artículo 89. La política integral nacional de violaciones a derechos humanos, atención, asistencia, 
protección, acceso a la justicia, acceso a la verdad y reparación integral a las víctimas, así como el Plan Anual 
Integral de Atención a Víctimas serán representativas de las propuestas generadas a nivel Municipal, Estatal, 
Federal y del Distrito Federal. 

Artículo 90. En los casos de graves violaciones a los derechos humanos o delitos cometidos contra un 
grupo de víctimas, la solicitud del establecimiento de programas emergentes de ayuda atención, asistencia, 
protección, acceso a la justicia, acceso a la verdad y reparación integral, podrá venir de las víctimas, las 
organizaciones no gubernamentales o cualquier otra institución pública o privada que tenga entre sus fines la 
defensa de los derechos humanos. 
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Las organizaciones no gubernamentales, los municipios, los estados o cualquiera de los tres Poderes de 
la Unión pueden presentar la propuesta cuya información se validará con las instituciones que tienen la 
información directa y quienes tienen la obligación de presentar todos los datos para el establecimiento del 
programa. Estos programas también los podrá establecer la propia Comisión Ejecutiva a propuesta de alguno 
de sus integrantes cuando del análisis de la información que se desprenda del Registro Nacional de Víctimas 
se determine que se requiere la atención de determinada situación o grupos de víctimas. 

Artículo 91. Los diagnósticos nacionales de la Comisión Ejecutiva deberán ser situacionales y focalizados 
a situaciones específicas que se enfrenten en determinado territorio o que enfrentan ciertos grupos de 
víctimas tales como niños, indígenas, migrantes, mujeres, discapacitados, en delitos tales como violencia 
familiar, sexual, secuestro, homicidios o en determinadas violaciones a derechos humanos tales como 
desaparición forzada, ejecución arbitraria, tortura, detención arbitraria, entre otros. 

Dichos diagnósticos servirán de base para crear programas especiales, reorganizar o redireccionar 
acciones, políticas públicas o leyes que de acuerdo a su naturaleza y competencia llevan a cabo los 
integrantes del Sistema Nacional de Atención a Víctimas, así como para canalizar o distribuir los recursos 
necesarios. 

La Comisión Ejecutiva  podrá también  contar con consultorías de grupos de expertos por temáticas, 
solicitar el apoyo a organismos nacionales o internacionales públicos de derechos humanos, instituciones u 
organizaciones públicas o privadas nacionales o extranjeras con amplia experiencia en cierta problemática 
relacionada con la atención, asistencia, justicia, verdad y reparación integral a las víctimas. Los recursos 
destinados para tal efecto deberán ser públicos, monitoreables y de fácil acceso para la sociedad civil y los 
órganos de control interno desde donde se destinen dichos fondos. 

Se deberá procurar en todo momento, además de la especialización técnica y científica, el aporte de los 
grupos de víctimas y organizaciones de base que trabajen directamente con víctimas. 

Artículo 92. La Comisión Ejecutiva tendrá el carácter de permanente y sesionará al menos una vez a la 
semana y en sesión extraordinaria, cada que la situación urgente así lo requiera. Los integrantes tienen 
obligación de comparecer a las sesiones, si un comisionado se ausentara en tres ocasiones, consecutivas o 
no, durante un año, de las sesiones ordinarias injustificadamente se le removerá de su cargo. Las 
determinaciones se tomarán por la mayoría de los presentes. 

Artículo 93. A petición de los integrantes la Comisión Ejecutiva o a propuesta del Comisionado 
Presidente, de los grupos de víctimas, de algún organismo público autónomo de protección de los derechos 
humanos o de las organizaciones de la sociedad civil especializadas en víctimas, se podrá citar a los 
servidores públicos del ámbito federal, estatal o municipal que se requiera para el cumplimiento de sus 
funciones. Dicho servidor público tiene obligación de comparecer y coordinar las acciones que sean 
necesarias para un efectivo cumplimiento de esta Ley. 

Artículo 94. A fin de lograr una especialización, atención integral y coordinada en temas que requieran ser 
tratados en todo el país, la Comisión Ejecutiva contará con los siguientes comités, cuyas atribuciones serán 
desarrolladas en su Reglamento Interno: 

I. Comité de violencia familiar; 

II. Comité de violencia sexual; 

III. Comité de trata y tráfico de personas; 

IV. Comité de personas desaparecidas, no localizadas, ausentes o extraviadas; 

V. Comité de personas víctimas de homicidio; 

VI. Comité de tortura; 

VII. Comité de detención arbitraria; 

VIII. Comité interdisciplinario evaluador, y 

IX. Comité de derechos económicos, sociales, culturales y ambientales. 

Artículo 95. Se podrán establecer también comités por grupo de víctimas tales como niños, adultos 
mayores, mujeres, indígenas, migrantes, personas con discapacidad, entre otros. 

Artículo 96. Las comisiones de atención a víctima de cada entidad federativa también contarán con sus 
comités especiales que les permitan focalizar las necesidades y políticas públicas integrales que respondan a 
la realidad local. 
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Estos comités generarán diagnósticos situacionales precisos que les permita evaluar cuáles son las leyes, 
políticas públicas o acciones estatales que impiden un acceso efectivo de las víctimas a la atención, 
asistencia, protección, justicia, verdad ó reparación integral. Evaluarán también las políticas de prevención 
sobre la situación concreta que se evalúa desde una visión de seguridad ciudadana y humana. 

Las autoridades están obligadas a entregar toda la información que requieran estos comités para la 
evaluación y elaboración de los diagnósticos, cuidando la información de carácter privado de las víctimas. 

Artículo 97. El Comisionado Presidente tendrá las siguientes facultades: 

I. Convocar, dirigir, coordinar y dar seguimiento a las sesiones que celebre la Comisión Ejecutiva; 

II. Crear los lineamientos, mecanismos, instrumentos e indicadores para el seguimiento y vigilancia 
de las funciones de la Comisión Ejecutiva; 

III. Notificar a los integrantes del Sistema Nacional de Atención a Víctimas sus compromisos 
asumidos y dar seguimiento a los mismos a través de las sesiones que se celebren; 

IV. Coordinar las funciones del Registro Nacional de Víctimas mediante la creación de lineamientos, 
mecanismos, instrumentos e indicadores para implementar y vigilar el debido funcionamiento de 
dicho registro; 

V. Rendir cuentas a la Cámara de Diputados cuando sea requerido, sobre las funciones 
encomendadas a dicho Comité y al Registro Nacional de Víctimas y del Fondo; 

VI. Designar, con la votación del Pleno de la Comisión Ejecutiva, a los titulares de los comités 
referidos en el artículo 94, así como los titulares del Fondo, del Registro Nacional de Víctimas y de 
la Asesoría Jurídica Federal de Atención a Víctimas con la aprobación de la mayoría del pleno de 
comisionados; 

VII. Coordinar las direcciones para el cumplimiento de las funciones de la Comisión Ejecutiva; 

VIII. Garantizar el registro de las víctimas que acudan directamente ante la Comisión Ejecutiva a 
solicitar su inscripción en el Registro Nacional de Víctimas, así como los servicios de ayuda, 
asistencia, atención, acceso a la justicia, acceso a la verdad y reparación integral que le soliciten, 
lo cual lo hará a través de las instancias competentes, dando seguimiento hasta la etapa final para 
garantizar el cumplimiento eficaz de las funciones de las instituciones y notificando a la Cámara de 
Diputados, cuando se le requiera, sobre los resultados de sus gestiones; 

IX. Proponer al Pleno de Comisionados los convenios de colaboración o la contratación de expertos 
que se requiera para el cumplimiento de sus funciones; 

X. Realizar los programas operativos anuales y los requerimientos presupuestales anuales que 
correspondan a la Comisión Ejecutiva, y presentarlos al Presidente de la República Mexicana, a 
efecto de que por su conducto sean presentados para su aprobación presupuestaria a la Cámara 
de Diputados, y 

XI. Las demás que se requiera para el eficaz cumplimiento de las funciones de la Comisión Ejecutiva. 

CAPÍTULO V 

REGISTRO NACIONAL DE VÍCTIMAS 

Artículo 98. El Registro Nacional de Víctimas, es el mecanismo administrativo y técnico que soporta todo 
el proceso de ingreso y registro de las víctimas del delito y de violaciones de derechos humanos al Sistema, 
creado en esta Ley. 

El Registro Nacional de Víctimas, constituye un soporte fundamental para garantizar que las víctimas 
tengan un acceso oportuno y efectivo a las medidas de ayuda, asistencia, atención, acceso a la justicia y 
reparación integral previstas en esta Ley. 

Estará adscrito a la Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas del Sistema  y contará con un titular el cual 
será designado por el Comisionado Presidente. 

El Gobierno Federal, los estados y el Distrito Federal, contarán con sus propios registros, los cuales 
nutrirán de información al Registro Nacional. 
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Artículo 99. El Registro Nacional de Víctimas será alimentado por las siguientes fuentes: 

I. Las solicitudes de ingreso hechas directamente por las víctimas del delito y de violaciones de 
derechos humanos, a través de su representante legal o de algún familiar o persona de confianza 
ante el Registro federal, estatal, o del Distrito Federal, según corresponda; 

II. Las solicitudes de ingreso que ante el Registro federal, estatal, o del Distrito Federal presenten 
cualquiera de las autoridades y particulares señalados en el artículo 101 de esta Ley, como 
responsables de ingresar el nombre de las víctimas del delito o de violación de derechos humanos 
al Sistema, y 

III. Los registros de víctimas existentes al momento de la entrada en vigor de la presente Ley que se 
encuentren en cualquier institución o entidad del ámbito federal, estatal o municipal, así como de 
las comisiones públicas de derechos humanos en aquellos casos en donde se hayan dictado 
recomendaciones, medidas precautorias o bien se hayan celebrado acuerdos de conciliación. 

Las entidades productoras y usuarias de la información sobre las víctimas y que posean actualmente 
registros de víctimas, pondrán a disposición del Registro Nacional de Víctimas la información que producen y 
administran, de conformidad con lo establecido en las leyes que regulan el manejo de datos personales, para 
lo cual se suscribirán los respectivos acuerdos de confidencialidad para el uso de la información. 

En los casos en que existiere soporte documental de los registros que reconocen la calidad de víctima, 
deberá entregarse copia digital al Registro Nacional de Víctimas. En caso que estos soportes no existan, las 
entidades a que se refiere este artículo certificarán dicha circunstancia. Dichas entidades serán responsables 
por el contenido de la información que transmiten al Registro Nacional de Víctimas. 

Artículo 100. Las solicitudes de ingreso se realizarán en forma totalmente gratuita, ante la Comisión 
Ejecutiva de Atención a Víctimas, y sus correlativos estatales o del Distrito Federal, según corresponda de 
acuerdo a la competencia. 

Los mexicanos domiciliados en el exterior, podrán presentar la Incorporación de Datos al Registro 
Nacional de Víctimas ante la Embajada o Consulado del país donde se encuentren. En los países en que no 
exista representación del Estado mexicano, podrán acudir al país más cercano que cuente con sede 
Diplomática. 

La información que acompaña la Incorporación de Datos al Registro se consignará en el formato único de 
declaración diseñado por la Comisión Ejecutiva y su utilización será obligatoria por parte de las autoridades 
responsables de acuerdo con esta Ley de garantizar ese ingreso. El formato único de declaración será 
sencillo de diligenciar y buscará recoger la información necesaria para que la víctima pueda acceder 
plenamente a todos sus derechos, incluidos los que se le reconocen en la presente Ley. 

El registro de la víctima no implica de oficio su ingreso Sistema.  Para acceder a las medidas de ayuda, 
asistencia, apoyo y reparación integral del Sistema  deberá realizarse el ingreso, y valoración respectiva en 
cumplimiento de las disposiciones del Capítulo IV del presente Título. 

Artículo 101. Para ser tramitada, la Incorporación de Datos al Registro Nacional de Víctimas deberá, 
como mínimo, contener la siguiente información: 

I. Los datos de identificación de cada una de las víctimas que solicitan su ingreso o en cuyo nombre 
se solicita el ingreso. En caso que la víctima por cuestiones de seguridad solicite que sus datos 
personales no sean públicos, se deberá asegurar la confidencialidad de sus datos. En caso de que 
se cuente, se deberá proporcionar la información de alguna identificación oficial; 

II. El nombre completo, cargo y firma del funcionario de la entidad que recibió la Incorporación de 
Datos al Registro y sello de la dependencia; 

III. La huella dactilar de la persona que solicita el registro; 

IV. La firma de la persona que solicita el registro. En los casos que la persona manifieste no poder o 
no saber firmar se tomará como válida la huella dactilar; 

V. Las circunstancias de modo, tiempo y lugar previas, durante y posteriores a la ocurrencia de los 
hechos victimizantes; 

VI. El funcionario que recabe la declaración la asentará en forma textual, completa y detallada en los 
términos que sea emitida; 
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VII. Los datos de contacto de la persona que solicita el registro, y 

VIII. La información del parentesco o relación afectiva con la víctima de la persona que solicita el 
registro, cuando no es la víctima quien lo hace. En caso que el ingreso lo solicite un servidor 
público deberá detallarse nombre, cargo y dependencia o institución a la que pertenece. 

En el caso de faltar alguna de la información aquí señalada, la Comisión Ejecutiva pedirá a la entidad que 
tramitó inicialmente la incorporación de datos que complemente la información en el plazo máximo de 10 días. 
Lo anterior no afecta, en ningún sentido, la garantía de los derechos de las víctimas que solicitaron el ingreso 
al Registro o en cuyo nombre el ingreso fue solicitado. 

Artículo 102. Será responsabilidad de las entidades que reciban solicitudes de ingreso al Registro 
Nacional de Víctimas: 

I. Garantizar que las personas que solicitan el ingreso en el Registro Nacional de Víctimas sean 
atendidas de manera preferencial y orientadas de forma digna y respetuosa; 

II. Para las solicitudes de ingreso en el Registro tomadas en persona, diligenciar correctamente, en 
su totalidad y de manera legible, el formato único de declaración diseñado por la Comisión 
Ejecutiva; 

III. Disponer de los medios tecnológicos y administrativos necesarios para la toma de la declaración, 
de acuerdo con los parámetros que la Comisión Ejecutiva del Sistema Nacional de Atención a 
Víctimas defina; 

IV. Remitir el original de las declaraciones tomadas en persona, el siguiente día hábil a la toma de la 
declaración al lugar que la Comisión Ejecutiva, estatales o del Distrito Federal según la 
competencia; 

V. Orientar a la persona que solicite el ingreso sobre el trámite y efectos de la diligencia; 

VI. Recabar la información necesaria sobre las circunstancias de tiempo, modo y lugar que generaron 
el hecho victimizante, así como su caracterización socioeconómica, con el propósito de contar con 
información precisa que facilite su valoración, de conformidad con el principio de participación 
conjunta consagrado en esta Ley; 

VII. Indagar las razones por las cuales no se llevó a cabo con anterioridad la solicitud de registro; 

VIII. Verificar los requisitos mínimos de legibilidad en los documentos aportados por el declarante y 
relacionar el número de folios que se adjunten con la declaración; 

IX. Bajo ninguna circunstancia negarse a recibir la solicitud de registro a las víctimas a las que se 
refiere la presente Ley; 

X. Garantizar la confidencialidad, reserva y seguridad de la información y abstenerse de hacer uso de 
la información contenida en la solicitud de registro o del proceso de diligenciamiento para obtener 
provecho para sí o para terceros, o por cualquier uso ajeno a lo previsto en esta Ley, y a las 
relativas a la Protección de Datos Personales; 

XI. Entregar una copia o recibo o constancia de su solicitud de registro a las víctimas o a quienes 
hayan realizado la solicitud, y 

XII. Cumplir con las demás obligaciones que determine la Comisión Ejecutiva. 

Artículo 103. Presentada la solicitud, deberá ingresarse la misma al Registro, y se procederá a la 
valoración de la información recogida en el formato único junto con la documentación remitida que acompañe 
dicho formato. 

Para adelantar esa valoración, la Comisión Ejecutiva, las comisiones estatales y del Distrito Federal, podrá 
solicitar la información que considere necesaria a cualquiera de las entidades del Estado, del orden federal, 
local y municipal, las que estarán en el deber de suministrarla en un plazo que no supere los diez días. Una 
vez realizada esta valoración. 

Si hubiera una duda razonable sobre la ocurrencia de los hechos se escuchará a la víctima o a quien haya 
solicitado, quien podrá asistir ante el Comité de Víctimas respectivo. En caso de hechos probados o de 
naturaleza pública deberá aplicarse el principio de buena fe a que hace referencia esta Ley. 

La realización del proceso de valoración al que se hace referencia en los párrafos anteriores, no 
suspende, en ningún caso, las medidas de ayuda de emergencia a las que tiene derecho la víctima. 
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No se requerirá la valoración de los hechos de la declaración cuando: 

I. Exista sentencia condenatoria o resolución por parte de la autoridad jurisdiccional  o administrativa 
competente; 

II. Exista una determinación de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos o de las comisiones 
estatales en esta materia que dé cuenta de esos hechos, incluidas recomendaciones, 
conciliaciones o medidas precautorias; 

III. La víctima haya sido reconocida como tal por el Ministerio Público, por una autoridad judicial, o por 
un visitador de los organismos públicos de derechos humanos, aún cuando no se haya dictado 
sentencia o resolución; 

IV. Cuando la víctima cuente con informe que le reconozca tal carácter emitido por algún mecanismo 
internacional de protección de derechos humanos al que México le reconozca competencia, y 

V. Cuando la autoridad responsable de la violación a los derechos humanos le reconozca tal 
carácter. 

Artículo 104. La víctima tendrá derecho, además, a conocer todas las actuaciones que se realicen a lo 
largo del proceso de registro. Cuando sea un tercero quien solicite el ingreso, deberá notificársele por escrito 
si fue aceptado o no el mismo. 

Artículo 105. Se podrá cancelar la inscripción en el Registro Nacional de Víctimas cuando, después de 
realizada la valoración contemplada en el artículo 103, incluido haber escuchado a la víctima o a quien haya 
solicitado la inscripción, cuando la Comisión Ejecutiva o la comisión estatal respectiva encuentre que la 
solicitud de registro es contraria a la verdad respecto de los hechos victimizantes de tal forma que sea posible 
colegir que la persona no es víctima. La negación se hará en relación con cada uno de los hechos y no podrá 
hacerse de manera global o general. 

La decisión que cancela el ingreso en el Registro deberá ser fundada y motivada. Deberá notificarse 
personalmente y por escrito a la víctima, a su representante legal, a la persona debidamente autorizada por 
ella para notificarse, o a quien haya solicitado el ingreso con el fin de que la víctima pueda interponer, si lo 
desea, recurso de reconsideración de la decisión ante la Comisión Ejecutiva para que ésta sea aclarada, 
modificada, adicionada o revocada de acuerdo al procedimiento que establezca su Reglamento. 

La notificación se hará en forma directa. En el caso de no existir otro medio más eficaz para hacer la 
notificación personal se le enviará a la víctima una citación a la dirección, al número de fax o al correo 
electrónico que figuren en el formato único de declaración o en los demás sistemas de información a fin de 
que comparezca a la diligencia de notificación personal. El envío de la citación se hará dentro de los cinco 
días siguientes a la adopción de la decisión de no inclusión y de la diligencia de notificación se dejará 
constancia en el expediente. 

Artículo 106. Alcance de la información del Registro Nacional de Víctimas. 

La información sistematizada en el Registro Nacional de Víctimas incluirá: 

I. El relato del hecho victimizante, como quedó registrado en el formato único de declaración. El 
relato inicial se actualizará en la medida en que se avance en la respectiva investigación penal o a 
través de otros mecanismos de esclarecimiento de los hechos; 

II. La descripción del daño sufrido; 

III. La identificación del lugar y la fecha en donde se produjo el hecho victimizante; 

IV. La identificación de la víctima o víctimas del hecho victimizante; 

V. La identificación de la persona o entidad que solicitó el registro de la víctima, cuando no sea ella 
quien lo solicite directamente; 

VI. La identificación y descripción detallada de las medidas de ayuda y de atención que efectivamente 
hayan sido garantizadas a la víctima; 

VII. La identificación y descripción detallada de las medidas de reparación que, en su caso, hayan sido 
otorgadas a la víctima, y 

VIII. La identificación y descripción detallada de las medidas de protección que, en su caso, se hayan 
brindado a la víctima. 
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La información que se asiente en el Registro Nacional de Víctimas deberá garantizar que se respeta el 
enfoque diferencial. 

Artículo 107. La Comisión Ejecutiva elaborará un plan de divulgación, capacitación y actualización sobre 
el procedimiento para la recepción de la declaración y su trámite hasta la decisión de inclusión o no en el 
Registro Nacional de Víctimas. Las entidades encargadas de recibir y tramitar la Incorporación de Datos en el 
Registro garantizarán la implementación de este plan en los respectivos órdenes federal, estatal y municipal. 

CAPÍTULO VI 

INGRESO DE LA VÍCTIMA AL SISTEMA 

Artículo 108. El ingreso al sistema se hará por la denuncia, la queja, o la noticia de hechos que podrá 
realizar la propia víctima, la autoridad, el organismo público de protección de derechos humanos o un tercero 
que tenga conocimiento sobre los hechos. 

Artículo 109. De la declaración de la víctima. Autoridades que están obligadas a recibir la denuncia, la 
queja, o la noticia de hechos. 

Toda autoridad que tenga contacto con la víctima, estará obligada a recibir su declaración, la cual 
consistirá en una narración de los hechos con los detalles y elementos de prueba que la misma ofrezca, la 
cual se hará constar en el formato único de declaración. El Ministerio Público, los Defensores Públicos, los 
asesores jurídicos de las víctimas y las Comisiones de Derechos Humanos no podrán negarse a recibir dicha 
declaración. 

Cuando las autoridades citadas no se encuentren accesibles, disponibles o se nieguen a recibir la 
declaración, la víctima podrá acudir a cualquier otra autoridad federal, estatal o municipal para realizar su 
declaración, las cuales tendrán la obligación de recibirla, entre las cuales en forma enunciativa y no limitativa, 
se señalan las siguientes: 

I. Embajadas y Consulados de México en el extranjero; 

II. Salud; 

III. Educación; 

IV. DIF; 

V. Instituto de Mujeres; 

VI. Albergues; 

VII. Defensoría Pública, y 

VIII. Síndico municipal. 

Artículo 110. También podrán recibir la denuncia, la queja o noticia de hechos de la víctima, para 
ingresarla al sistema: 

I. Embajadas y Consulados de países extranjeros con representación en la República Mexicana; 

II. Instituciones privadas de salud y de educación. 

Artículo 111. Una vez recibida la denuncia, queja o noticia de hechos, deberán ponerla en conocimiento 
de la autoridad más inmediata en un término que no excederá de veinticuatro horas. 

En el caso de las personas que se encuentren bajo custodia del Estado, estarán obligados de recibir la 
declaración las autoridades que estén a cargo de los Centros de privación de la libertad. 

Cuando un servidor público, en especial los que tienen la obligación de tomar la denuncia de la víctima sin 
ser autoridad ministerial o judicial, tenga conocimiento de un hecho de violación a los derechos humanos, 
como: tortura, detención arbitraria, desaparición forzada, ejecución arbitraria, violencia sexual, deberá 
denunciarlo de inmediato. 

Artículo 112. Cualquier autoridad, así como los particulares que tengan conocimiento de un delito o 
violación a derechos humanos, tendrá la obligación de ingresar el nombre de la víctima al Sistema, aportando 
con ello los elementos que tenga. La Comisión Ejecutiva tendrá la obligación de hacerse de la información 
faltante a través del Comité Federal o de las Entidades Federativas o de las autoridades que forman el 
Sistema Nacional de Atención a Víctimas. 



Miércoles 9 de enero de 2013 DIARIO OFICIAL (Primera Sección)       

Cuando la víctima sea mayor de 12 años podrá solicitar su ingreso al sistema por sí misma o a través de 
sus representantes. 

En los casos de víctimas menores de 12 años, se podrá solicitar su ingreso, a través de su representante 
legal o a través de las autoridades mencionadas en el artículo 101. 

Artículo 113. El otorgamiento de la calidad de víctima, para efectos de esta Ley, se realiza por la 
Comisión Ejecutiva, apoyada por las determinaciones de las siguientes autoridades: 

I. El Juez con sentencia ejecutoriada; 

II. El Juez de la causa que tenga conocimiento del hecho y los elementos para acreditar que el sujeto 
es la víctima, pueden ser jueces de amparo, civil, familiar; 

III. El Ministerio Público; 

IV. Las Comisiones de Derechos Humanos, y 

V. Los organismos internacionales de protección de derechos humanos a los que México les 
reconozca competencia. 

La Comisión Ejecutiva deberá estudiar el caso y, de ser procedente, dar el reconocimiento de la condición 
de víctima. A dicho efecto deberá tener en cuenta los informes de los jueces de lo familiar o de paz, de los que 
se desprendan las situaciones para poder determinar que la persona que lo ha solicitado, podrá adquirir la 
condición de víctima. 

Artículo 114. El reconocimiento de la calidad de víctima tendrá como efecto: 

I. El acceso a todos los derechos, garantías, acciones, mecanismos y procedimientos, en los 
términos de esta Ley, y 

II. En el caso de lesiones graves, delitos contra la libertad psicosexual, violencia familiar, trata de 
personas, secuestro, privación de la libertad y todos aquellos que impidan a la víctima atender 
adecuadamente la defensa de sus derechos; que el juez de la causa o la autoridad responsable 
del procedimiento, de inmediato,  suspendan todos los juicios y procedimientos administrativos y 
detengan los plazos de prescripción y caducidad en que ésta se vea involucrada, y todos los 
efectos que de éstos se deriven, en tanto su condición no sea superada. 

El procedimiento y los elementos a acreditar, se determinarán en el Reglamento correspondiente. 

Artículo 115. Las autoridades competentes adscritas al Sistema Nacional de Atención a Víctimas 
garantizarán los servicios de ayuda, atención, asistencia, acceso a la justicia, a la verdad y a la reparación 
integral de los extranjeros que hayan sido víctimas del delito o de violaciones a derechos humanos en México, 
firmando los convenios de colaboración correspondientes con las autoridades competentes del país donde la 
víctima retorne y con apoyo de los consulados mexicanos en dicho país. 

Artículo 116. Las víctimas tendrán derecho a una compensación, en los términos y montos que una 
sentencia firme de un órgano jurisdiccional competente determine; en los casos que no hubiera sentencia, 
previo acuerdo de la Comisión Ejecutiva, y con base en el dictamen del Comité Interdisciplinario Evaluador, la 
responsabilidad patrimonial del Estado será subsidiaria y compensará a la víctima, lo anterior sin perjuicio de 
las responsabilidades civiles, penales y administrativas que los mismos hechos pudieran implicar y conforme 
lo dispuesto por la presente Ley. 

TÍTULO SÉPTIMO 

DE LA DISTRIBUCIÓN DE COMPETENCIAS 

Artículo 117. Los tres niveles de gobierno, coadyuvarán para el cumplimiento de los objetivos de esta Ley 
de conformidad con las competencias previstas en el presente ordenamiento y demás instrumentos legales 
aplicables. 

CAPÍTULO I 

DEL GOBIERNO FEDERAL 

Artículo 118. Corresponde al Gobierno Federal: 

I. Garantizar el ejercicio pleno de los derechos de las víctimas; 

II. Formular y conducir la política nacional integral para reconocer y garantizar los derechos de las 
víctimas; 



     (Primera Sección) DIARIO OFICIAL Miércoles 9 de enero de 2013 

III. Garantizar el cabal cumplimiento de la presente Ley y de los instrumentos internacionales 
aplicables; 

IV. Elaborar, coordinar y aplicar el Programa a que se refiere la Ley, auxiliándose de las demás 
autoridades encargadas de implementar el presente ordenamiento legal; 

V. Asegurar la difusión y promoción de los derechos de las víctimas indígenas con base en el 
reconocimiento de la composición pluricultural de la nación; 

VI. Realizar a través de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos y de las Comisiones 
estatales y del Distrito Federal, y con el apoyo de las instancias locales, campañas de información, 
con énfasis en la doctrina de la protección integral de los derechos humanos de las víctimas, en el 
conocimiento de las leyes y las medidas y los programas que las protegen, así como de los 
recursos jurídicos que las asisten; 

VII. Impulsar la formación y actualización de acuerdos interinstitucionales de coordinación entre las 
diferentes instancias de gobierno, de manera que sirvan de cauce para lograr la atención integral 
de las víctimas para facilitar la actuación de la Comisión Ejecutiva; 

VIII. Celebrar convenios de cooperación, coordinación y concertación en la materia; 

IX. Coadyuvar con las instituciones públicas o privadas dedicadas a la atención de víctimas; 

X. Garantizar que los derechos de las víctimas y la protección de las mismas sean atendidos de 
forma preferente por todas las autoridades, en el ámbito de sus respectivas competencias; 

XI. Evaluar y considerar la eficacia de las acciones del Programa, con base en resultados medibles; 

XII. Desarrollar todos los mecanismos necesarios para el cumplimiento de la presente Ley, y 

XIII. Las demás que le confieran esta Ley u otros ordenamientos aplicables. 

CAPÍTULO II 

DE LA COORDINACIÓN INTERINSTITUCIONAL 

Artículo 119. Corresponde al Gobierno Federal en materia de coordinación interinstitucional: 

I. Instrumentar las medidas necesarias para prevenir violaciones de los derechos humanos de las 
víctimas; 

II. Diseñar la política integral con un enfoque transversal de género para promover la cultura de 
respeto a los derechos humanos de las víctimas; 

III. Elaborar el Programa en coordinación con las demás autoridades integrantes del Sistema; 

IV. Coordinar y dar seguimiento a las acciones de los tres órdenes de gobierno en materia de 
reparación integral, no repetición, ayuda y asistencia de las víctimas; 

V. Coordinar y dar seguimiento a los trabajos de promoción y defensa de los derechos humanos de 
las víctimas, que lleven a cabo las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal; 

VI. Establecer, utilizar, supervisar y mantener todos los instrumentos y acciones encaminados al 
mejoramiento del Sistema y del Programa; 

VII. Ejecutar y dar seguimiento a las acciones del Programa, con la finalidad de evaluar su eficacia y 
rediseñar las acciones y medidas que así lo requieran; 

VIII. Vigilar y promover directrices para que los medios de comunicación fortalezcan la dignidad y el 
respeto hacia las víctimas; 

IX. Sancionar conforme a la ley a los medios de comunicación que no cumplan con lo estipulado en la 
fracción anterior; 

X. Realizar un diagnóstico nacional y otros estudios complementarios de manera periódica sobre las 
víctimas en todos los ámbitos, que proporcione información objetiva para la elaboración de 
políticas gubernamentales en materia de prevención, atención, ayuda y protección de las víctimas; 

XI. Difundir a través de diversos medios, los resultados del Sistema y del Programa a los que se 
refiere esta Ley; 

XII. Celebrar convenios de cooperación, coordinación y concertación en la materia, y 

XIII. Las demás previstas para el cumplimiento de la presente Ley. 
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CAPÍTULO III 

DEL DESARROLLO SOCIAL 

Artículo 120. Corresponde a la Administración Pública Federal en materia de Desarrollo Social: 

I. Fomentar el desarrollo social desde la visión de protección integral de los derechos humanos de 
las víctimas; 

II. Coadyuvar en la promoción de los derechos humanos de las víctimas; 

III. Formular la política de desarrollo social del Estado considerando el adelanto de las víctimas y su 
plena participación en todos los ámbitos de la vida; 

IV. Establecer, utilizar, supervisar y mantener todos los instrumentos y acciones encaminados al 
mejoramiento del Sistema y del Programa; 

V. Celebrar convenios de cooperación, coordinación y concertación en la materia, y 

VI. Las demás previstas para el cumplimiento de la presente Ley. 

CAPÍTULO IV 

DEL DESARROLLO INTEGRAL DE LA FAMILIA 

Artículo 121. Corresponde a la Administración Pública Federal en materia de Desarrollo Integral de la 
Familia: 

I. La atención y protección jurídica de las personas adultas mayores víctimas de cualquier delito o 
violación de derechos humanos; 

II. La atención y protección jurídica de los menores víctimas de cualquier delito o violación de 
derechos humanos, y 

III. La atención y protección jurídica de las personas con discapacidad víctimas de cualquier delito o 
violación de derechos humanos. 

CAPÍTULO V 

DE LA SEGURIDAD PÚBLICA 

Artículo 122. Corresponde a la Administración Pública Federal en materia de Seguridad Pública: 

I. Capacitar al personal de las diferentes instancias policiales para atender a las víctimas en un 
primer contacto; 

II. Tomar medidas y realizar las acciones necesarias, en coordinación con las demás autoridades, 
para alcanzar los objetivos previstos en la presente Ley; 

III. Organizar, dirigir y administrar un servicio para la atención a las víctimas y celebrar acuerdos de 
colaboración con otras instituciones del sector público y privado para el mejor cumplimiento de 
esta atribución; 

IV. Diseñar la política integral para la prevención de delitos y violaciones a derechos humanos, en los 
ámbitos público y privado; 

V. Proponer al Ejecutivo Federal las medidas que garanticen la congruencia de la política criminal en 
favor de las víctimas, entre las dependencias de la Administración Pública Federal; 

VI. Implementar programas de prevención y erradicación de la violencia, especialmente la ejercida 
contra niñas, niños, jóvenes, mujeres, indígenas, adultos mayores, dentro y fuera del seno familiar; 

VII. Ejecutar y dar seguimiento a las acciones del Programa, que le correspondan; 

VIII. Formular acciones y programas orientados a fomentar la cultura del respeto a los derechos 
humanos de las víctimas; 

IX. Elaborar y difundir estudios multidisciplinarios y estadísticas sobre el fenómeno victimológico; 

X. Efectuar, en coordinación con la Procuraduría General de la República, estudios sobre los actos 
delictivos no denunciados e incorporar esta variable en el diseño de las políticas en materia de 
prevención y protección de los derechos humanos de las víctimas; 
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XI. Diseñar, con una visión transversal, la política integral con un enfoque transversal de género 
orientada a la prevención, atención, sanción y erradicación de los delitos violentos y de las 
violaciones a derechos humanos; 

XII. Colaborar, en la protección de la integridad física de las víctimas y en la preservación de sus 
bienes, en situaciones de peligro cuando se vean amenazadas por disturbios u otras situaciones 
que impliquen violencia o riesgo inminente; 

XIII. Establecer, utilizar, supervisar y mantener todos los instrumentos y acciones encaminados al 
mejoramiento del Sistema y del Programa; 

XIV. Salvaguardar la integridad y el patrimonio de las víctimas, durante la prevención de la comisión de 
los delitos del orden federal; 

XV. Celebrar convenios de cooperación, coordinación y concertación en la materia, y 

XVI. Las demás previstas para el cumplimiento de la presente Ley, su Reglamento y el Programa. 

CAPÍTULO VI 

DE LA EDUCACIÓN PÚBLICA 

Artículo 123. Corresponde a la Administración Pública Federal en materia de Educación Pública: 

I. Definir en las políticas educativas los principios de igualdad, equidad, no discriminación y el 
respeto irrestricto a los derechos humanos; 

II. Desarrollar programas educativos, en todos los niveles de escolaridad, que fomenten la cultura de 
los derechos humanos y el respeto a la dignidad de las personas; 

III. Desarrollar investigación multidisciplinaria encaminada a crear modelos de detección de la 
violencia contra las mujeres en los centros educativos; 

IV. Capacitar al personal docente en materia de derechos humanos; 

V. Establecer un programa de becas permanente, para el caso de las víctimas directas e indirectas, 
que se encuentren cursando los niveles de educación primaria, secundaria, preparatoria o 
universidad en instituciones públicas, con la finalidad de que puedan continuar con sus estudios. 
Estos apoyos continuarán hasta el término de su educación superior; 

VI. Diseñar y difundir materiales educativos que promuevan el respeto irrestricto de los derechos 
humanos; 

VII. Proporcionar acciones formativas a todo el personal de los centros educativos, en materia de 
derechos humanos; 

VIII. Eliminar de los programas educativos los materiales que hagan apología de la violencia o 
contribuyan a la promoción de estereotipos que discriminen y fomenten la desigualdad, y 

IX. Establecer, utilizar, supervisar y mantener todos los instrumentos y acciones encaminados al 
mejoramiento del Sistema y del Programa. 

CAPÍTULO VII 

DE LAS RELACIONES EXTERIORES 

Artículo 124. Corresponde a la Administración Pública Federal en materia de Relaciones Exteriores: 

I. Promover, propiciar y asegurar en el exterior la coordinación de acciones en materia de 
cooperación internacional de las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, 
que garanticen la protección de los derechos de las víctimas; 

II. Intervenir en la celebración de tratados, acuerdos y convenciones internacionales, que se vinculen 
con la protección de los derechos humanos de las víctimas, en los que el país sea parte; 

III. Difundir entre los miembros del Servicio Exterior Mexicano la materia de la Ley y su Reglamento, 
para el adecuado y eficaz cumplimiento de sus obligaciones; 

IV. Denunciar ante la autoridad competente, cuando tenga conocimiento de violaciones a derechos 
humanos; 

V. Mantener comunicación con las dependencias del sector público, para propiciar prácticas efectivas 
para la prevención y la protección de los derechos de las víctimas; 
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VI. Instrumentar en el exterior, en coordinación con instituciones, asociaciones y cámaras 
correspondientes, los mecanismos necesarios para brindar protección inmediata a las víctimas, a 
través de orientación y canalización a las instituciones competentes; 

VII. Establecer los mecanismos de información para que los nacionales cuando se encuentren en el 
extranjero, conozcan a dónde acudir en caso de encontrarse en la calidad de víctimas, y 

VIII. Las demás que le atribuyan expresamente las leyes y reglamentos. 

CAPÍTULO VIII 

DE LA SALUD 

Artículo 125. Corresponde a la Administración Pública Federal en materia de Salud: 

I. Brindar por medio de las instituciones del sector salud de manera integral e interdisciplinaria la 
atención médica y psicológica a las víctimas; 

II. Crear programas de capacitación para el personal del sector salud, respecto de la atención a las 
víctimas y la aplicación de los protocolos internacionales así como de las normas oficiales 
mexicanas vigentes en la materia; 

III. Establecer programas y servicios profesionales y eficaces, con horario de veinticuatro horas en las 
dependencias públicas relacionadas con la atención de las víctimas; 

IV. Brindar servicios integrales a las víctimas, a fin de que logren estar en condiciones de participar 
plenamente en la vida pública, social y privada; 

V. Difundir en las instituciones del sector salud, material referente a la atención de las víctimas; 

VI. Canalizar a las víctimas a las instituciones que les prestan atención y protección especializada; 

VII. Participar activamente, en la ejecución del Programa, en el diseño de nuevos modelos de 
prevención y atención a las víctimas, en colaboración con las demás autoridades encargadas de la 
aplicación de la presente Ley; 

VIII. Asegurar que en la prestación de los servicios del sector salud sean respetados los derechos 
humanos de las víctimas; 

IX. Capacitar al personal del sector salud, con la finalidad de que detecten a las víctimas; 

X. Apoyar a las autoridades encargadas de efectuar la investigación del delito o de violaciones a 
derechos humanos, proporcionando, al menos la información siguiente: 

a) La relativa al número de víctimas que se atiendan en los centros y servicios hospitalarios; 

b) El tipo de violación que sufrió la víctima; 

c) Los efectos causados en la víctima, y 

d) Los recursos erogados en la atención de las víctimas; 

XI. Celebrar convenios de cooperación, coordinación y concertación en la materia, y 

XII. Las demás previstas para el cumplimiento de la presente Ley. 

CAPÍTULO IX 

DEL ACCESO A LA JUSTICIA 

Artículo 126. Corresponde a la Administración Pública Federal en materia de acceso a la justicia: 

I. Promover la formación y especialización de agentes de la Policía Federal Investigadora, agentes 
del Ministerio Público, Peritos y de todo el personal encargado de la procuración de justicia en 
materia de derechos humanos; 

II. Proporcionar a las víctimas orientación y asesoría para su eficaz atención y protección, de 
conformidad con la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República, su Reglamento y 
demás ordenamientos aplicables; 

III. Dictar las medidas necesarias para que la víctima reciba atención médica de emergencia; 

IV. Proporcionar a las instancias encargadas de realizar estadísticas las referencias necesarias sobre 
el número de víctimas atendidas; 
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V. Brindar a las víctimas la información integral sobre las instituciones públicas o privadas 
encargadas de su atención; 

VI. Proporcionar a las víctimas información objetiva que les permita reconocer su situación; 

VII. Promover la cultura de respeto a los derechos humanos de las víctimas y garantizar la seguridad 
de quienes denuncian; 

VIII. Celebrar convenios de cooperación, coordinación y concertación en la materia, y 

IX. Las demás previstas para el cumplimiento de la presente Ley, y su Reglamento. 

CAPÍTULO X 

DE LAS ENTIDADES FEDERATIVAS 

Artículo 127. Corresponde a las entidades federativas y al Distrito Federal, de conformidad con lo 
dispuesto por esta Ley y los ordenamientos locales aplicables en la materia: 

I. Instrumentar y articular sus políticas públicas en concordancia con la política nacional integral, 
para la adecuada atención y protección a las víctimas; 

II. Ejercer sus facultades reglamentarias para la aplicación de la presente Ley; 

III. Coadyuvar en la adopción y consolidación del Sistema; 

IV. Participar en la elaboración del Programa; 

V. Fortalecer e impulsar la creación de las instituciones públicas y privadas que prestan atención a 
las víctimas; 

VI. Promover, en coordinación con el Gobierno Federal, programas y proyectos de atención, 
educación, capacitación, investigación y cultura de los derechos humanos de las víctimas de 
acuerdo con el Programa; 

VII. Impulsar programas locales para el adelanto y desarrollo de las mujeres y mejorar su calidad de 
vida; 

VIII. Proveer de los recursos presupuestarios, humanos y materiales, en coordinación con las 
autoridades que integran los sistemas locales, a los programas estatales y el Programa; 

IX. Impulsar la creación de refugios para las víctimas conforme al modelo de atención diseñado por el 
Sistema; 

X. Promover programas de información a la población en la materia; 

XI. Impulsar programas reeducativos integrales de los imputados; 

XII. Difundir por todos los medios de comunicación el contenido de esta Ley; 

XIII. Rendir un informe anual sobre los avances de los programas locales; 

XIV. Revisar y evaluar la eficacia de las acciones, las políticas públicas, los programas estatales, con 
base en los resultados de las investigaciones que al efecto se realicen; 

XV. Impulsar la participación de las organizaciones privadas dedicadas a la promoción y defensa de 
los derechos humanos, en la ejecución de los programas estatales; 

XVI. Recibir de las organizaciones privadas, las propuestas y recomendaciones sobre atención y 
protección de las víctimas, a fin de mejorar los mecanismos en la materia; 

XVII. Proporcionar a las instancias encargadas de realizar estadísticas, la información necesaria para la 
elaboración de éstas; 

XVIII. Impulsar reformas, en el ámbito de su competencia, para el cumplimiento de los objetivos de la 
presente Ley, y 

XIX. Celebrar convenios de cooperación, coordinación y concertación en la materia, y aplicables a la 
materia, que les conceda la Ley u otros ordenamientos legales. 

Las autoridades federales, harán las gestiones necesarias para propiciar que las autoridades locales 
reformen su legislación a favor y apoyo a las víctimas. 
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CAPÍTULO XI 

DE LOS MUNICIPIOS 

Artículo 128. Corresponde a los municipios, de conformidad con esta Ley y las leyes locales en la 
materia, las atribuciones siguientes: 

I. Instrumentar y articular, en concordancia con la política nacional y estatal, la política municipal, 
para la adecuada atención y protección a las víctimas; 

II. Coadyuvar con el Gobierno Federal y las entidades federativas, en la adopción y consolidación del 
Sistema; 

III. Promover, en coordinación con las entidades federativas, cursos de capacitación a las personas 
que atienden a víctimas; 

IV. Ejecutar las acciones necesarias para el cumplimiento del Programa; 

V. Apoyar la creación de programas de reeducación integral para los imputados; 

VI. Apoyar la creación de refugios seguros para las víctimas; 

VII. Participar y coadyuvar en la protección y atención a las víctimas; 

VIII. Celebrar convenios de cooperación, coordinación y concertación en la materia, y 

IX. Las demás aplicables a la materia, que les conceda la Ley u otros ordenamientos legales 
aplicables. 

CAPÍTULO XII 

DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS 

Artículo 129. Corresponde a los servidores públicos. 

Todos los servidores públicos, en el ejercicio de sus funciones y conforme al ámbito de su competencia, 
desde el primer momento en que tengan contacto con la víctima, tendrán los siguientes deberes: 

I. Identificarse oficialmente ante la víctima, detallando nombre y cargo que detentan; 

II. Desarrollar con la debida diligencia las atribuciones reconocidas en esta Ley, en cumplimiento del 
los principios establecidos en el artículo 3 de la presente Ley; 

III. Garantizar que se respeten y apliquen las normas e instrumentos Internacionales de Derechos 
Humanos; 

IV. Tratar a la víctima con humanidad y respeto a su dignidad y sus derechos humanos; 

V. Brindar atención especial a las víctimas para que los procedimientos administrativos y jurídicos 
destinados a la administración de justicia y conceder una reparación no generen un nuevo daño, 
violación, o amenaza a la seguridad y los intereses de la víctima, familiares, testigos o personas 
que hayan intervenido para ayudar a la víctima o impedir nuevas violaciones; 

VI. Evitar todo trato o conducta que implique victimización secundaria o incriminación de la víctima en 
los términos del artículo 5 de la presente Ley; 

VII. Brindar a la víctima orientación e información clara, precisa y accesible sobre sus derechos, 
garantías y recursos, así como sobre los mecanismos, acciones y procedimientos que se 
establecen o reconocen en la presente Ley; 

VIII. Entregar en forma oportuna, rápida y efectiva, todos los documentos que requiera para el ejercicio 
de sus derechos, entre ellos, los documentos de identificación y las visas; 

IX. No obstaculizar ni condicionar el acceso de la víctima a la justicia y la verdad, así como a los 
mecanismos, medidas y procedimientos establecidos por esta Ley; 

X. Presentar ante el Ministerio Público, o en su caso, ante los organismos públicos de derechos 
humanos, las denuncias y quejas que en cumplimiento de esta Ley reciban. Dicha presentación 
oficial deberá hacerse dentro de los tres días hábiles contados a partir de que la víctima, o su 
representante, formuló o entregó la misma; 

XI. Ingresar a la víctima al Registro Nacional de Víctimas, cuando así lo imponga su competencia; 
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XII. Aportar a la autoridad correspondiente los documentos, indicios o pruebas que obren en su poder, 
cuando éstos le sean requeridos o se relacionen con la denuncia, queja o solicitud que la víctima 
haya presentado en los términos de la presente Ley; 

XIII. Investigar o verificar los hechos denunciados o revelados, procurando no vulnerar más los 
derechos de las víctimas; 

XIV. Garantizar que la víctima tenga un ejercicio libre de todo derecho y garantía así como de 
mecanismos, procedimientos y acciones contempladas en esta Ley; 

XV. Realizar de oficio las acciones tendientes a la búsqueda de personas desaparecidas, extraviadas, 
ausentes o no localizadas, así como la identificación de personas, cadáveres o restos 
encontrados; 

XVI. Prestar ayuda para restablecer el paradero de las víctimas, recuperarlos, identificarlos y en su 
caso, inhumarlos según el deseo explicito o presunto de la víctima o las tradiciones o prácticas 
culturales de su familia y comunidad; 

XVII. Adoptar o solicitar a la autoridad competente, de forma inmediata y específica, las medidas 
necesarias para lograr que cese la violación de derechos humanos denunciada o evidenciada; 

XVIII. Permitir el acceso a lugares, documentos, expedientes, conceder entrevistas y demás solicitudes 
que les requieran los organismos públicos de defensa de los derechos humanos, cuando éstas 
sean realizadas en el ámbito de su competencia y con el objeto de investigar presuntas 
violaciones a derechos humanos, y 

XIX. Abstenerse de solicitar o recibir por parte de las víctimas o sus representantes, gratificaciones 
monetarias o en especie, dádivas, favores o ventajas de cualquier índole. 

El incumplimiento de los deberes aquí señalados en esta Ley para los servidores públicos, será 
sancionado con la responsabilidad administrativa o penal correspondiente. 

Artículo 130. Todo particular que ejerza funciones públicas en virtud de mecanismos de concesión, 
permiso, contratación o cualquier otro medio idóneo, estará sujeto a los deberes antes detallados, con los 
alcances y limitaciones del ámbito de su competencia. Las obligaciones regirán desde el primer momento en 
que tenga contacto con la víctima en cumplimento de medidas de atención, asistencia, ayuda, apoyo, 
reparación integral o cualquier mecanismo de acceso a la justicia. 

Artículo 131. Toda alteración en los registros o informes generará responsabilidad disciplinaria por quien 
lo refrende o autorice, asimismo generará responsabilidad subsidiaria de su superior jerárquico. Ello sin 
perjuicio de las responsabilidades administrativas o penales que se generen. 

CAPÍTULO XIII 

DEL MINISTERIO PÚBLICO 

Artículo 132. Corresponde al Ministerio Público. 

Además de los deberes establecidos en el artículo 12, el Ministerio Público, en el ámbito de su 
competencia, deberá: 

I. Informar a la víctima, desde el momento en que se presente o comparezca ante él, los derechos 
que le otorga la Constitución y los tratados internacionales, el código penal y procesal penal 
respectivo y las demás disposiciones aplicables, así como el alcance de esos derechos, debiendo 
dejar constancia escrita de la lectura y explicación realizada; 

II. Vigilar el cumplimiento de los deberes aquí consagrados, en especial el deber legal de búsqueda e 
identificación de víctimas desaparecidas; 

III. El solicitar el embargo precautorio de los bienes susceptibles de decomiso o extinción de dominio, 
a fin de garantizar la reparación integral del daño sufrido por la víctima, así como el ejercicio de 
otros derechos; 

IV. Solicitar las medidas cautelares o de protección necesarias para la protección de la víctima, sus 
familiares y/o sus bienes, cuando sea necesario; 

V. Solicitar las pruebas conducentes a fin de acreditar, determinar y cuantificar el daño de la víctima, 
especificando lo relativo a daño moral y daño material, siguiendo los criterios de esta Ley; 
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VI. Dirigir los estudios patrimoniales e investigaciones pertinentes a fin de determinar la existencia de 
bienes susceptibles de extinción de dominio; 

VII. Solicitar la reparación del daño de acuerdo con los criterios señalados en esta Ley; 

VIII. Informar sobre las medidas alternativas de resolución de conflictos que ofrece la Ley a través de 
instituciones como la conciliación y la mediación, y a garantizar que la opción y ejercicio de las 
mismas se realice con pleno conocimiento y absoluta voluntariedad; 

IX. Cuando los bienes asegurados sean puestos bajo la custodia de la víctima o le sean devueltos, 
deberá informar claramente a ésta los alcances de dicha situación, y las consecuencias que 
acarrea para el proceso, y 

X. Cuando se entregue a la víctima el cuerpo o restos humanos del familiar o personas cercanas, y 
no haya causado ejecutoria, le deberán informar que pesa sobre ella el deber de no someter los 
mismos a cremación. Dicho deber sólo puede ser impuesto a la víctima en aras de hacer efectivo 
su derecho a la verdad y a la justicia. 

CAPÍTULO XIV 

DE LOS MINISTROS, MAGISTRADOS Y JUECES 

Artículo 133. Corresponde a los ministros, magistrados y jueces, en el ámbito de su competencia: 

I. Garantizar los derechos de las víctimas en estricta aplicación de la Constitución y los Tratados 
Internacionales; 

II. Dictar las medidas correctivas necesarias a fin de evitar que continúen las violaciones de derechos 
humanos o comisión de ciertos ilícitos; 

III. Imponer las sanciones disciplinarias pertinentes; 

IV. Resolver expedita y diligentemente las solicitudes que ante ellos se presenten; 

V. Dictar las medidas precautorias necesarias para garantizar la seguridad de las víctimas, y sus 
bienes jurídicos; 

VI. Garantizar que la opción y ejercicio de las medidas alternativas de resolución de conflictos se 
realice en respeto de los principios que sustentan la justicia restaurativa, en especial, la 
voluntariedad; 

VII. Velar por que se notifique a la víctima cuando estén de por medio sus intereses y derechos, 
aunque no se encuentre legitimada procesalmente su coadyuvancia; 

VIII. Permitir participar a la víctima en los actos y procedimientos no jurisdiccionales que solicite, 
incluso cuando no se encuentre legitimada procesalmente su coadyuvancia; 

IX. Escuchar a la víctima antes de dictar sentencia, así como antes de resolver cualquier acto o 
medida que repercuta o se vincule con sus derechos o intereses; 

X. Cuando los bienes asegurados sean puestos bajo la custodia de la víctima o le sean devueltos, 
deberá informar claramente a ésta los alcances de dicha situación, y las consecuencias que 
acarrea para el proceso, y 

XI. Cuando se entregue a la víctima el cuerpo o restos humanos del familiar o personas cercanas, y la 
causa no haya causado ejecutoria, le deberán informar que pesa sobre ella el deber de no 
someter los mismos a cremación. Dicho deber sólo puede ser impuesto a la víctima en aras de 
hacer efectivo su derecho a la verdad y a la justicia. 

CAPÍTULO XV 

DEL ASESOR JURÍDICO FEDERAL DE LAS VÍCTIMAS 

Artículo 134. Corresponde al Asesor Jurídico Federal de las  Víctimas: 

I. Procurar hacer efectivos cada uno de los derechos y garantías de la víctima, en especial el 
derecho a la protección, la verdad, la justicia y a la reparación integral; 

II. Brindar a la víctima información clara, accesible y oportuna sobre los derechos, garantías, 
mecanismos y procedimientos que reconoce esta Ley; 

III. Asesorar y asistir a las víctimas en todo acto o procedimiento ante la autoridad; 

IV. Formular denuncias o querellas; 
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V. Representar a la víctima en todo procedimiento penal; 

VI. Informar y asesorar a la víctima sobre las medidas alternativas de resolución de conflictos, y velar 
por que las mismas se realicen en estricto respeto de los principios que sustentan la justicia 
restaurativa, en especial, la voluntariedad, y 

VII. Vigilar la efectiva protección y goce de los derechos de las víctimas en las actuaciones del 
Ministerio Público en todas y cada una de las etapas del procedimiento penal y, cuando lo amerite, 
suplir las deficiencias de éste ante la autoridad jurisdiccional correspondiente cuando el asesor 
jurídico federal de las víctimas considere que no se vela efectivamente por la tutela de los 
derechos de las víctimas por parte del Ministerio Público. 

CAPÍTULO XVI 
DE LOS FUNCIONARIOS DE ORGANISMOS PÚBLICOS DE PROTECCIÓN DE DERECHOS HUMANOS 

Artículo 135. Corresponde a los funcionarios de organismos públicos de protección. 

Además de los deberes establecidos para todo servidor público, los funcionarios de organismos públicos 
de protección de derechos humanos, en el ámbito de su competencia, deberán: 

I. Recibir las quejas por presuntas violaciones a derechos humanos; 

II. Recibir las denuncias por presuntos hechos delictivos y remitir las mismas al Ministerio Público; 

III. Investigar las presuntas violaciones a derechos humanos; 

IV. Respetar, en el marco de sus investigaciones, los protocolos internacionales para documentación 
de casos de presuntas violaciones de derechos humanos; 

V. Solicitar, cuando sea conducente, medidas cautelares, necesario para garantizar la seguridad de 
las víctimas, familiares o bienes jurídicos; 

VI. Dar seguimiento a las solicitudes que plantee ante la autoridad ejecutiva o judicial; en caso de 
advertir omisiones o incumplimientos por la autoridad o particular, denunciar las mismas por las 
vías pertinentes; 

VII. Utilizar todos los mecanismos nacionales e internacionales para que de manera eficaz y oportuna, 
se busque fincar las responsabilidades administrativas, civiles o penales por graves violaciones a 
derechos humanos, y 

VIII. Recomendar las reparaciones a favor de las víctimas de violaciones a los derechos humanos con 
base en los estándares y elementos establecidos en la presente Ley. 

CAPÍTULO XVII 
DE LAS POLICÍAS 

Artículo 136. Además de los deberes establecidos para todo servidor público, y las disposiciones 
específicas contempladas en los ordenamientos respectivos, a los miembros de las policías de los tres 
órdenes de gobierno, en el ámbito de su competencia, les corresponde: 

I. Informar a la víctima, desde el momento en que se presente o comparezca ante él, los derechos 
que le otorga la Constitución y los tratados internacionales, el código penal y procesal penal 
respectivo y las demás disposiciones aplicables, así como el alcance de esos derechos, debiendo 
dejar constancia escrita de la lectura y explicación realizada; 

II. Permitir la participación de la víctima y su defensor en procedimientos encaminados a la 
procuración de justicia, así como el ejercicio de su coadyuvancia; 

III. Facilitar el acceso de la víctima a la investigación, con el objeto de respetar su derecho a la 
verdad; 

IV. Colaborar con los tribunales de justicia, el ministerio público, las procuradurías, contralorías y 
demás autoridades en todas las actuaciones policiales requeridas; 

V. Remitir los datos de prueba e informes respectivos, con debida diligencia en concordancia con el 
artículo 4 de la presente Ley; 

VI. Respetar las mejores prácticas y los estándares mínimos de derecho internacional de los derechos 
humanos, y 

VII. Mantener actualizados los registros en cumplimiento de esta Ley y de las leyes conforme a su 
competencia. 
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CAPÍTULO XVIII 

DE LA VÍCTIMA 

Artículo 137. A la víctima corresponde: 

I. Actuar de buena fe; 

II. Cooperar con las autoridades que buscan el respeto de su derecho a la justicia y a la verdad, 
siempre que no implique un riesgo para su persona, familia o bienes jurídicos; 

III. Conservar los bienes objeto de aseguramiento cuando éstos le hayan sido devueltos o puestos 
bajo su custodia, así como no cremar los cuerpos de familiares a ellos entregados, cuando la 
autoridad así se lo solicite, y por el lapso que se determine necesario, y 

IV. Cuando tenga acceso a información reservada, respetar y guardar la confidencialidad de la misma. 

Artículo 138. Todo empleador de una víctima, sea público o privado, deberá permitir y respetar que la 
misma haga uso de los mecanismos, acciones y procedimientos reconocidos para hacer efectivos sus 
derechos y garantías, aunque esto implique ausentismo. 

TÍTULO OCTAVO 

FONDO DE AYUDA, ASISTENCIA Y REPARACIÓN INTEGRAL (FONDO) 

CAPÍTULO I 

OBJETO E INTEGRACIÓN 

Artículo 139. El Fondo tiene por objeto brindar los recursos necesarios para la ayuda, asistencia y 
reparación integral de las víctimas del delito y las víctimas de violaciones a los derechos humanos. 

Podrá destinarse un rubro para la investigación y diagnósticos sobre la situación de las víctimas, siempre 
que ello optimice el cumplimiento del objeto del Fondo. 

Artículo 140. El Fondo de Ayuda, Asistencia y Reparación Integral se conformará con: 

I. Recursos previstos expresamente para dicho fin en el Presupuesto de Egresos de la Federación 
en el rubro correspondiente, sin que pueda disponerse de dichos recursos para un fin diverso. La 
Cámara de Diputados del Congreso de la Unión deberá proveer los fondos necesarios a fin de que 
se cuente con los recursos necesarios para las víctimas; 

II. Recursos obtenidos por la enajenación de bienes decomisados en procesos penales; 

III. Recursos provenientes de las fianzas o garantías que se hagan efectivas cuando los procesados 
incumplan con las obligaciones impuestas por la autoridad; 

IV. Recursos provenientes de multas y sanciones pecuniarias impuestas por la autoridad 
administrativa o judicial cuando se violen deberes reconocidos por esta Ley; 

V. Recursos provenientes de multas y sanciones impuestas al Estado por violaciones a derechos 
humanos; 

VI. Donaciones o aportaciones hechas a su favor por terceros, sean gobiernos, organizaciones 
internacionales, particulares o sociedades, siempre que se hayan garantizado los mecanismos de 
control y transparencia exigidos por la Ley; 

VII. El monto establecido en la sentencia como consecuencia al apoyo brindado por las empresas que 
han financiado a grupos organizados al margen de la ley; 

VIII. El monto de la reparación integral del daño cuando el beneficiario renuncie a ella o no lo reclame 
dentro del plazo legal establecido; 

IX. Las subastas públicas respecto de objetos o valores que se encuentren a disposición de 
autoridades investigadoras o judiciales, siempre y cuando no hayan sido reclamados por quien 
tenga derecho a ello, en términos de ley, y 

X. Las sumas recuperadas por el Estado en los juicios de carácter civil, repetición obligatoria, que se 
dirijan en contra de los servidores públicos que hayan sido encontrados como responsables de 
haber cometido violaciones a los derechos humanos. 
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Artículo 141. El Fondo estará exento de toda imposición de carácter fiscal y parafiscal, así como de los 
diversos gravámenes que pudieren estar sujetas las operaciones que se realicen con el Estado donde el 
Fondo tenga su sede. 

Artículo 142. Deberán crearse las dependencias e instancias necesarias para el mejor funcionamiento del 
Fondo a nivel federal, estatal y municipal, las cuales se regirán por lo establecido en esta Ley y en el 
Reglamento correspondiente. 

Artículo 143. Cuando la situación lo amerite, y por decisión de la Comisión Ejecutiva se podrá crear un 
fondo de emergencia para apoyos urgentes, el cual tendrá adjudicado parte de los recursos del Fondo por un 
tiempo determinado. 

La Comisión Ejecutiva, en un plazo máximo de diez días, determinará los apoyos económicos de 
emergencia que se requieran. 

Artículo 144. Cuando las medidas identificadas en los Títulos Tercero, Cuarto y Quinto de esta Ley no 
puedan ser cubiertas por los organismos públicos responsables o la institución o sus funcionarios se nieguen 
a otorgarlos, se destinará una partida especial del Fondo a estos efectos. 

La negativa injustificada de las medidas a las que se hace referencia, importará una violación a los 
deberes contemplados en esta Ley y las consecuentes sanciones. 

CAPÍTULO II 

DE LA ADMINISTRACIÓN 

Artículo 145. El Fondo en sus dependencias federal y local será administrado por un Titular designado por 
el Comisionado Presidente de la Comisión Ejecutiva aprobado por la mayoría del pleno de comisionados, y 
deberá ser administrado siguiendo criterios de transparencia, oportunidad, eficiencia y racionalidad. 

Artículo 146. Los recursos del Fondo serán administrados y operados por medio de un fideicomiso público 
sin estructura orgánica y no será entidad paraestatal. 

Artículo 147. El ejercicio de los recursos del Fondo y su fiscalización se regirá por lo dispuesto en las 
leyes Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria y de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la 
Federación o, en su caso, por la legislación local equivalente en el caso de los fondos de las entidades 
federativas. 

Artículo 148. El Titular del Fondo tendrá las atribuciones y deberes que el Reglamento de esta Ley le 
confiera. En especial deberá: 

I. Administrar cautelosamente los recursos que conforman el Fondo a fin de permitir el cumplimiento 
efectivo del objeto de ésta Ley; 

II. Gestionar lo pertinente para que los recursos asignados al Fondo ingresen oportunamente al 
mismo; 

III. Presentar periódicamente informes y rendición de cuentas ante el Pleno de la Comisión Ejecutiva; 

IV. Realizar las previsiones necesarias a fin de procurar la solvencia del Fondo. 

Artículo 149. Los recursos del Fondo se aplicarán para otorgar apoyos de carácter económico a la 
víctima, las cuales podrán ser de ayuda, asistencia o reparación integral, en los términos de esta Ley y 
conforme al Reglamento respectivo. 

El Titular del Fondo determinará el apoyo que corresponda otorgar a la víctima, previa opinión que al 
respecto emita el Comité interdisciplinario evaluador. El pago de las indemnizaciones se regirá en los términos 
dispuestos por el artículo 71 de la presente Ley. 

Artículo 150. El Titular del Fondo, con el apoyo del consultor financiero, deberá rendir cuentas 
mensualmente ante la Comisión Ejecutiva,  y cuando ésta se lo requiera, la que una vez recibidos los informes 
y explicaciones correspondientes, deberá pronunciarse al respecto. La Comisión Ejecutiva podrá a su vez 
realizar las recomendaciones que estime necesarias. 

El Fondo será fiscalizado anualmente por la Auditoría Superior de la Federación 

Artículo 151. El Reglamento de la Comisión Ejecutiva precisará el funcionamiento, alcance y criterios 
específicos de asignación de recursos del Fondo. 
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CAPÍTULO III 

DEL PROCEDIMIENTO 

Artículo 152. Para acceder a los recursos del Fondo, la víctima deberá presentar su solicitud ante las 
autoridades, organismos públicos autónomos de protección de los derechos humanos o particulares 
facultados en esta Ley para el ingreso al Sistema, acompañada de la sentencia, resolución, recomendación, 
informe o dictamen, en los términos del artículo 71 de la presente Ley, que instruya tal acceso o con acuerdo 
de la Comisión Ejecutiva de acuerdo a los procedimientos por ella establecidos. 

Quien reciba la solicitud deberá acercar la misma a la Comisión Ejecutiva o comisión estatal en un plazo 
que no podrá exceder los dos días. 

Artículo 153. En cuanto reciba una solicitud, la Comisión Ejecutiva lo turnará al equipo interdisciplinario de 
documentación de casos, para la integración del expediente que servirá de base para la propuesta que el 
Titular del Fondo presente a la Comisión Ejecutiva para determinar el apoyo o ayuda que requiera la víctima. 

Artículo 154. El Titular del Fondo deberá integrar dicho expediente en un plazo no mayor de cuatro días, 
el cual deberá contener como mínimo: 

I. Copia de la denuncia o querella, en su caso de la queja presentada ante los Organismos Públicos 
de Derechos Humanos, o bien la petición o comunicación presentada a los organismos 
internacionales de protección de los derechos humanos a los que México reconozca competencia. 
Si la víctima no ha iniciado estas acciones, su solicitud presentada ante cualquier institución u 
organismo de los señalados en la presente Ley es suficiente; 

II. Especificación del daño o daños que haya sufrido la víctima; 

III. Detalle de las necesidades que requiera la víctima para enfrentar las consecuencias del delito o de 
la violación a sus derechos humanos; 

IV. Copia de la sentencia, resolución, recomendación, informe o dictamen, en los términos del artículo 
71 de la presente Ley, que instruya tal acceso o con acuerdo de la Comisión Ejecutiva de acuerdo 
a los procedimientos por ella establecidos, y 

V. En caso de contar con ello, relación de partes médicos o psicológicos donde detallen las 
afectaciones que tiene la víctima con motivo de la comisión del delito o de la violación a los 
derechos humanos. 

Artículo 155. En el caso de la solicitud de ayuda deberá agregarse además: 

I. Estudio de trabajo social elaborado por el Comité Interdisciplinario evaluador en el que se haga 
una relación de las condiciones de victimización que enfrenta la víctima y las necesidades que 
requiere satisfacer para enfrentar las secuelas de la victimización; 

II. Dictamen médico donde se especifique las afectaciones sufridas, las secuelas y el tratamiento, 
prótesis y demás necesidades que requiere la persona para su recuperación; 

III. Dictamen psicológico en caso de que la víctima requiera atención a la salud mental donde se 
especifique las necesidades que requieren ser cubiertas para la recuperación de la víctima, y 

IV. Propuesta de resolución que se propone adopte la Comisión Ejecutiva donde se justifique y 
argumente jurídicamente la necesidad de dicha ayuda. 

La víctima sólo estará obligada a entregar la información, documentación y pruebas que obren en su 
poder. Es responsabilidad del Comité lograr la integración de la carpeta respectiva. 

Artículo 156. Recibida la solicitud, ésta pasará a evaluación del comité interdisciplinario evaluador para 
que analice, valore y concrete las medidas que se otorgarán en cada caso. 

El Reglamento de esta Ley especificará el procedimiento que se seguirá para el otorgamiento de la ayuda. 

En el caso de solicitud de asistencia, la Comisión Ejecutiva no puede tardar más de veinte días hábiles en 
resolver la procedencia de la solicitud. 

Artículo 157. Las solicitudes para acceder a los recursos del Fondo a que se refiere el artículo anterior 
serán procedentes siempre que la víctima: 

I. Cuente con sentencia ejecutoria en la que se indique que sufrió el daño por dichos ilícitos, así 
como el monto a pagar y /o otras formas de reparación; 
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II. No haya alcanzado el pago total de los daños que se le causaron; 

III. No haya recibido la reparación integral del daño por cualquier otra vía, lo que podrá acreditarse 
con el oficio del juez de la causa penal o con otro medio fehaciente, y 

IV. Presente solicitud de asistencia, ayuda o reparación integral, siempre y cuando dicha solicitud sea 
avalada por la Comisión Ejecutiva. 

Artículo 158. Las solicitudes que se presenten en términos de este Capítulo se atenderán en el orden en 
que se reciban y hasta donde alcancen los recursos del Fondo. 

CAPÍTULO IV 

DE LA REPARACIÓN 

Artículo 159. Si el Estado no pudiese hacer efectiva total o parcialmente la orden de reparación integral, 
establecida por mandato judicial o por acuerdo de la Comisión Ejecutiva, deberá justificar la razón y tomar las 
medidas suficientes para cobrar su valor, o gestionar lo pertinente a fin de lograr que se concrete la reparación 
integral de la víctima. 

Artículo 160. En el caso de reparación integral del daño por delitos, actos administrativos irregulares o 
violaciones a los derechos humanos la sola resolución dictada por el órgano jurisdiccional competente al 
tratarse de delitos, o por el organismo público autónomo de protección de los derechos humanos o bien el 
organismo internacional de protección de derechos humanos al que México le reconozca competencia cuando 
se trate de violaciones de derechos humanos no tipificadas como delitos, será suficiente para que la autoridad 
competente, el responsable proceda al pago o reparación del daño en especie que dicho órgano determine. 
En caso de que sea imposible determinar la identidad del responsable y previo acuerdo de la Comisión 
Ejecutiva, la víctima podrá acudir a ésta para que a través del mismo se proceda de manera subsidiaria a la 
reparación integral en los términos de la presente Ley. 

Artículo 161. En el caso de reparación integral por la comisión de delitos de particulares y cuando se 
demuestre que la persona no cuenta con medios para reparar el daño, la víctima puede acudir ante la 
Comisión Ejecutiva para que, dependiendo de la gravedad del delito, se resuelva lo conducente de 
conformidad con los principios de esta Ley. 

Artículo 162. Cuando la determinación y cuantificación del apoyo y reparación no haya sido dada por 
autoridad judicial u organismo nacional o internacional de protección de los derechos humanos, ésta deberá 
ser realizada por la Comisión Ejecutiva. Si la misma no fue documentada en el procedimiento penal, esta 
Comisión procederá a su documentación e integración del expediente conforme lo señalan los artículos 153, 
154 y 179 de la presente Ley. 

Artículo 163. Cuando parte del daño sufrido se explique a consecuencia del actuar u omitir de la víctima, 
dicha conducta podrá ser tenida en cuenta al momento de determinar la indemnización. 

Artículo 164. Cuando el daño haya sido causado por más de un agente y no sea posible identificar la 
exacta participación de cada uno de ellos, se establecerá una responsabilidad subsidiaria frente a la víctima, y 
se distribuirá el monto del pago de la indemnización en partes iguales entre todos los cocausantes previo 
acuerdo de la Comisión Ejecutiva. 

Artículo 165. Las medidas de ayuda y asistencia podrán ser de diversa índole, en cumplimiento de las 
disposiciones de esta Ley y el Reglamento de la Comisión Ejecutiva. La reparación integral deberá cubrirse 
mediante moneda nacional, con la excepción de que se podrá pagar en especie de acuerdo a la resolución 
dictada por la Comisión Ejecutiva. 

Artículo 166. La Comisión Ejecutiva tendrá facultades para cubrir las necesidades en términos de 
asistencia, ayuda y reparación integral, a través de los programas gubernamentales federales, estatales o 
municipales con que se cuente. 

Artículo 167. Cuando proceda el pago de la reparación, el Fondo registrará el fallo judicial que lo motivó y 
el monto de la indemnización, que será de consulta pública. 

TÍTULO NOVENO 

DE LA CAPACITACIÓN, FORMACIÓN, ACTUALIZACIÓN Y ESPECIALIZACIÓN 

Artículo 168. Los integrantes del sistema que tengan contacto con la víctima en cumplimento de medidas 
de atención, asistencia, ayuda, apoyo, reparación integral o cualquier mecanismo de acceso a la justicia, 
deberán incluir dentro de sus programas contenidos temáticos sobre los principios, derechos, mecanismos, 
acciones y procedimientos reconocidos por esta Ley; así como las disposiciones especificas de derechos 
humanos contenidos en la Constitución y Tratados Internacionales, protocolos específicos y demás 
instrumentos del Derecho Internacional de los Derechos Humanos. 
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Dichas entidades deberán diseñar e implementar un sistema de seguimiento que logre medir el impacto de 
la capacitación en los miembros de sus respectivas dependencias. A dicho efecto deberá tenerse en cuenta, 
entre otros aspectos, las denuncias y quejas hechas contra dichos servidores, las sanciones impuestas, las 
entrevistas y sondeos directos practicados a las víctimas. 

Artículo 169. Todo procedimiento de ingreso, selección, permanencia, estímulo, promoción y 
reconocimiento de servidores públicos que, por su competencia, tengan trato directo o brinden su servicio a 
víctimas en cumplimento de medidas de asistencia, ayuda, apoyo, reparación integral o cualquier mecanismo 
de acceso a la justicia, deberá incluir dentro de los criterios de valoración, un rubro relativo a Derechos 
Humanos. 

Artículo 170. La Conferencia Nacional de Procuración de Justicia y la Conferencia Nacional de 
Secretarios de Seguridad Pública en cumplimiento con las facultades atribuidas en la Ley General del Sistema 
Nacional de Seguridad Pública, en especial las determinadas por su artículo 63, deberá disponer lo pertinente 
para que los contenidos temáticos señalados en la presente Ley sean parte de las estrategias, políticas y 
modelos de profesionalización, así como los de supervisión de los programas correspondientes en los 
institutos de Capacitación. 

Artículo 171. Los Servicios periciales federales y de las entidades federativas deberán capacitar a sus 
funcionarios y empleados con el objeto que la víctima reciba atención especializada de acuerdo al tipo de 
victimización sufrido, y tenga expeditos los derechos que le otorga la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos y los Tratados Internacionales de Derechos Humanos. 

Artículo 172. Los Institutos y Academias que sean responsables de la capacitación, formación, 
actualización y especialización de los servidores públicos ministeriales, policiales y periciales federales, 
estatales y municipales, deberán coordinarse entre sí con el objeto de cumplir cabalmente los Programas 
Rectores de Profesionalización señalados en la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública y los 
lineamientos mínimos impuestos por el presente Capítulo de esta Ley. 

Así mismo deberán proponer convenios de colaboración con universidades y otras instituciones 
educativas, públicas o privadas, nacionales o extranjeras, con el objeto de brindar formación académica 
integral y de excelencia a los servidores públicos de sus respectivas dependencias. 

Las obligaciones enumeradas en el presente artículo rigen también para las entidades homólogas de 
capacitación, formación, actualización y especialización de los miembros del Poder Judicial y Secretaría de la 
Defensa Nacional, en los tres órdenes de gobierno. 

Artículo 173. La Comisión Nacional de los Derechos Humanos y las instituciones públicas de protección 
de los derechos humanos en las entidades federativas deberán coordinarse con el objeto de cumplir 
cabalmente las atribuciones a ellas referidas. 

Dichas instituciones deberán realizar sus labores prioritariamente enfocadas a que la asistencia, apoyo, 
asesoramiento y seguimiento sea eficaz y permita un ejercicio real de los derechos de las víctimas. 

Artículo 174. Como parte de la asistencia, atención y reparación integral, se brindará a las víctimas 
formación, capacitación y orientación ocupacional. 

La formación y capacitación se realizará con enfoque diferencial y transformador. Se ofrecerá a la víctima 
programas en virtud de su interés, condición y contexto, atendiendo a la utilidad de dicha capacitación o 
formación. El objeto es brindar a la víctima herramientas idóneas que ayuden a hacer efectiva la atención y la 
reparación integral, así como favorecer el fortalecimiento y resiliencia de la víctima. 

Asimismo deberá brindarse a la víctima orientación ocupacional específica que le permita optar sobre los 
programas, planes y rutas de capacitación y formación más idóneos conforme su interés, condición y 
contexto. 

Para el cumplimiento de lo descrito se aplicarán lo programas existentes en los tres órdenes de gobierno 
al momento de la expedición de la presente Ley, garantizando su coherencia con los principios rectores, 
derechos y garantías detallados en la misma. Cuando en el gobierno federal, entidades federativas y el 
Distrito Federal no cuenten con el soporte necesario para el cumplimiento de las obligaciones aquí referidas, 
deberán crear los programas y planes específicos. 
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TÍTULO DÉCIMO 

DE LA ASESORÍA JURÍDICA FEDERAL DE ATENCIÓN A VÍCTIMAS 

CAPÍTULO ÚNICO 

Artículo 175. Se crea en la Comisión Ejecutiva, la Asesoría Jurídica Federal de Atención a Víctimas, área 
especializada en asesoría jurídica para víctimas. 

Artículo 176. La Asesoría Jurídica Federal estará integrada por Asesores Jurídicos Federales  de 
Atención a  Víctimas, peritos y profesionistas técnicos de diversas disciplinas que se requieran para la defensa 
de los derechos de las víctimas. 

Contará con una Junta Directiva, un Director General y las unidades administrativas que se requieran para 
el desempeño de sus funciones, en los términos que señala el Reglamento. 

Artículo 177. La Asesoría Jurídica Federal tiene a su cargo las siguientes funciones: 

I. Coordinar el servicio de Asesoría Jurídica para Víctimas en asuntos del fuero federal, a fin de 
garantizar los derechos de las víctimas contenidos en esta Ley, en tratados internacionales y 
demás disposiciones aplicables; 

II. Coordinar el servicio de representación y asesoría jurídica de las víctimas en materia penal, civil y 
de derechos humanos del fuero federal, a fin de garantizar el acceso a la justicia, a la verdad y la 
reparación integral; 

III. Seleccionar y capacitar a los servidores públicos adscritos a la Asesoría Jurídica Federal; 

IV. Designar por cada Unidad Investigadora del Ministerio Público de la Federación, Tribunal de 
Circuito y por cada Juzgado Federal que conozca de materia penal, cuando menos a un Asesor 
Jurídico de las Víctimas y al personal de auxilio necesario; 

V. Celebrar convenios de coordinación con todos aquellos que pueden coadyuvar en la defensa de 
los derechos de las víctimas, y 

VI. Las demás que se requiera para la defensa de los derechos de las víctimas. 

Artículo 178. Prestación del servicio de Asesoría Jurídica de las Víctimas. 

La víctima tendrá derecho a nombrar un Asesor jurídico el cual elegirá libremente desde el momento de su 
ingreso al Sistema. En caso de no contar con abogado particular, la Comisión Ejecutiva del Sistema Nacional 
de Víctimas deberá nombrarle uno a través de la Asesoría Jurídica Federal. 

La víctima tendrá el derecho de que su abogado comparezca a todos los actos en los que ésta sea 
requerida. 

El servicio de la Asesoría Jurídica Federal será gratuito y se prestará a todas las víctimas que quieran o 
pueden contratar a un abogado particular y en especial a: 

I. Las personas que estén desempleadas y no perciban ingresos; 

II. Los trabajadores jubilados o pensionados, así como sus cónyuges; 

III. Los trabajadores eventuales o subempleados; 

IV. Los indígenas, y 

V. Las personas que por cualquier razón social o económica tengan la necesidad de estos servicios. 

Artículo 179. Se crea la figura del Asesor Jurídico Federal de Atención a Víctimas el cual tendrá las 
funciones siguientes: 

I. Asistir y asesorar a la víctima desde el primer momento en que tenga contacto con la autoridad; 

II. Representar a la víctima de manera integral en todos los procedimientos y juicios en los que sea 
parte, para lo cual deberá realizar todas las acciones legales tendientes a su defensa, incluyendo 
las que correspondan en materia de derechos humanos tanto en el ámbito nacional como 
internacional; 

III. Proporcionar a la víctima de forma clara, accesible, oportuna y detallada la información y la 
asesoría legal que requiera, sea esta en materia penal, civil, familiar, laboral y administrativa; 
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IV. Informar a la víctima, respecto al sentido y alcance de las medidas de protección, ayuda, 
asistencia, atención y reparación integral, y en su caso, tramitarlas ante las autoridades judiciales 
y administrativas; 

V. Dar el seguimiento a todos los trámites de medidas de protección, ayuda, asistencia y atención, 
que sean necesarias para garantizar la integridad física y psíquica de las víctimas, así como su 
plena recuperación; 

VI. Informar y asesorar a los familiares de la víctima o a las personas que ésta decida, sobre los 
servicios con que cuenta el Estado para brindarle ayuda, asistencia, asesoría, representación legal 
y demás derechos establecidos en esta Ley, en los tratados internacionales y demás leyes 
aplicables; 

VII. Llevar un registro puntual de las acciones realizadas y formar un expediente del caso; 

VIII. Tramitar y entregar copias de su expediente a la víctima, en caso de que ésta las requiera; 

IX. Vigilar la efectiva protección y goce de los derechos de las víctimas en las actuaciones del 
Ministerio Público en todas y cada una de las etapas del procedimiento penal y, cuando lo amerite, 
suplir las deficiencias de éste ante la autoridad jurisdiccional correspondiente cuando el asesor 
jurídico federal de las víctimas considere que no se vela efectivamente por la tutela de los 
derechos de las víctimas por parte del Ministerio Público, y 

X. Las demás que se requieran para la defensa integral de los derechos de las víctimas. 

Artículo 180. Para ingresar y permanecer como Asesor Jurídico se requiere: 

I. Ser mexicano o extranjero con calidad migratoria de inmigrado en ejercicio de sus derechos 
políticos y civiles; 

II. Ser licenciado en derecho, con cédula profesional expedida por la autoridad competente; 

III. Aprobar los exámenes de ingreso y oposición correspondientes, y 

IV. No haber sido condenado por delito doloso con sanción privativa de libertad mayor de un año. 

Artículo 181. El Asesor Jurídico será asignado inmediatamente por la Comisión Ejecutiva, sin más 
requisitos que la solicitud formulada por la víctima o a petición de alguna institución, organismo de derechos 
humanos u organización de la sociedad civil. 

Artículo 182. El servicio civil de carrera para los Asesores Jurídicos, comprende la selección, ingreso, 
adscripción, permanencia, promoción, capacitación, prestaciones, estímulos y sanciones. Este servicio civil de 
carrera se regirá por las disposiciones establecidas en el Reglamento de esta Ley. 

Artículo 183. El Director General, los asesores jurídicos y el personal técnico de la Asesoría Jurídica 
Federal serán considerados servidores públicos de confianza. 

Artículo 184. La Junta Directiva estará integrada por el Director General de la Asesoría Jurídica Federal, 
quien la presidirá, así como por seis profesionales del Derecho de reconocido prestigio, nombrados por la 
Comisión Ejecutiva, a propuesta del Director General. 

Los miembros de la Junta Directiva realizarán sus funciones de manera personal e indelegable y durarán 
en su cargo tres años y podrán ser reelectos por otros tres. 

Artículo 185. La Junta Directiva podrá sesionar con un mínimo de cuatro miembros y tomará sus 
decisiones por mayoría de votos de los miembros presentes. En caso de empate el Director General tendrá 
voto de calidad. 

Las sesiones ordinarias se verificarán cuando menos cada dos meses, sin perjuicio de que puedan 
convocarse por el Director General o mediante solicitud que a éste formulen por lo menos tres miembros de la 
Junta Directiva, cuando se estime que hay razones de importancia para ello. 

Artículo 186. Son las facultades de la Junta Directiva: 

I. Fijar la política y las acciones relacionadas con la asesoría jurídica de las víctimas; 

II. Promover que las instituciones, organismos y asociaciones públicas y privadas contribuyan a la 
elevación del nivel profesional de los asesores jurídicos, e igualmente se proporcione a la Junta 
asesoramiento técnico en las áreas o asuntos específicos en que ésta lo requiera; 

III. Promover la realización de estudios tendientes a perfeccionar el servicio de Asesoría Jurídica 
Federal; 
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IV. Impulsar la celebración de convenios con los distintos sectores sociales y organismos públicos y 
privados, en temas como capacitación y apoyo; 

V. Aprobar los lineamientos para la selección, ingreso y promoción de los asesores jurídicos de 
atención a víctimas; 

VI. Aprobar las bases generales de organización y funcionamiento de la Asesoría Jurídica Federal; 

VII. Aprobar la propuesta de anteproyecto de presupuesto que se someta a la consideración de la 
Comisión Ejecutiva; 

VIII. Aprobar los lineamientos generales para la contratación de peritos y especialistas en las diversas 
áreas del conocimiento en que se requieran; 

IX. Aprobar el Plan Anual de Capacitación y Estímulos de la Asesoría Jurídica Federal; 

X. Examinar y aprobar los informes periódicos que someta a su consideración el Director General, y 

XI. Las demás que le otorgue esta Ley y otras disposiciones jurídicas aplicables. 

Artículo 187. El Director General de la  Asesoría Jurídica Federal, será nombrado por el Consejero 
Presidente, con aprobación del Pleno de Comisionados y durará tres años en su cargo, pudiendo ser reelecto 
hasta por tres años más. 

Artículo 188. El Director General de la  Asesoría Jurídica Federal deberá reunir para su designación, los 
requisitos siguientes: 

I. Ser ciudadano mexicano y estar en pleno ejercicio de sus derechos; 

II. Tener cuando menos treinta años de edad el día de su designación; 

III. Acreditar experiencia de tres años en el ejercicio de la abogacía, relacionada especialmente, con 
las materias afines a sus funciones; y poseer, al día de la designación, título y cédula profesional 
de licenciado en derecho, expedido por la autoridad o institución legalmente facultada para ello 
con antigüedad mínima de cinco años computada al día de su designación, y 

IV. Gozar de buena reputación, prestigio profesional y no haber sido condenado por delito doloso con 
sanción privativa de libertad mayor de un año. Empero, si se tratare de ilícitos como el robo, 
fraude, falsificación, abuso de confianza u otro que lesione seriamente la reputación de la persona 
en el concepto público, inhabilitará a ésta para ocupar el cargo cualquiera que haya sido la 
penalidad impuesta. 

La Comisión Ejecutiva procurará preferir, en igualdad de circunstancias, a quien haya desempeñado el 
cargo de defensor público o similar. 

Artículo 189. El Director General de la Asesoría Jurídica Federal tendrá las atribuciones siguientes: 

I. Organizar, dirigir, evaluar y controlar los servicios de Asesoría Jurídica de las Víctimas que se 
presten, así como sus unidades administrativas; 

II. Conocer de las quejas que se presenten contra los asesores jurídicos de atención a  víctimas y, en 
su caso, investigar la probable responsabilidad de los empleados de la Asesoría Jurídica Federal; 

III. Vigilar que se cumplan todas y cada una de las obligaciones impuestas a los asesores jurídicos; 
determinando, si han incurrido en alguna causal de responsabilidad por parte de éstos o de los 
empleados de la Asesoría Jurídica Federal; 

IV. Proponer a la Junta Directiva las políticas que estime convenientes para la mayor eficacia de la 
defensa de los derechos e intereses de las víctimas; 

V. Proponer a la Comisión Ejecutiva, las sanciones y correcciones disciplinarias que se deban 
imponer a los asesores jurídicos; 

VI. Promover y fortalecer las relaciones de la Asesoría Jurídica Federal con las instituciones públicas, 
sociales y privadas que por la naturaleza de sus funciones puedan colaborar al cumplimiento de 
sus atribuciones; 

VII. Proponer a la Junta Directiva el proyecto de Plan Anual de Capacitación y Estímulos de la 
Asesoría Jurídica Federal; así como un programa de difusión de sus servicios; 

VIII. Elaborar un informe anual de labores sobre las actividades integrales desarrolladas por todos y 
cada uno de los asesores jurídicos que pertenezcan a la Asesoría Jurídica Federal, el cual deberá 
ser publicado; 
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IX. Elaborar la propuesta de anteproyecto de presupuesto que se someta a la consideración de la 
Junta Directiva, y 

X. Las demás que sean necesarias para cumplir con el objeto de esta Ley. 

TRANSITORIOS 

PRIMERO.- La presente Ley entrará en vigor 30 días después de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación. 

SEGUNDO.- Se derogan todas las disposiciones legales que se opongan a la presente Ley. 

TERCERO.- El Reglamento de la presente Ley deberá expedirse dentro de los seis meses siguientes a la 
fecha en que la Ley entre en vigor. 

CUARTO.- El Sistema Nacional de Ayuda, Atención y Reparación Integral de Víctimas a que se refiere la 
presente Ley deberá crearse dentro de los noventa días naturales a partir de la entrada en vigor de esta Ley. 

QUINTO.- La Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas a que se refiere la presente Ley deberá elegirse 
dentro de los treinta días naturales a partir de configuración del sistema. 

SEXTO.- La Comisión Ejecutiva se instalará por primera vez con la designación de nueve consejeros. La 
primera terna durará en su encargo un año; la segunda terna, tres años y la tercera terna, cinco años. 

SÉPTIMO.- En un plazo de 180 días naturales los Congresos Locales deberán armonizar todos los 
ordenamientos locales relacionados con la presente Ley. 

OCTAVO.- En un plazo de 180 días naturales deberán ser reformadas las Leyes y Reglamentos de las 
instituciones que prestan atención médica a efecto de reconocer su obligación de prestar la atención de 
emergencia en los términos del artículo 38 de la presente Ley. 

NOVENO.- Las autoridades relacionadas en el artículo 81 que integrarán el Sistema Nacional de Víctimas 
en un término de 180 días naturales deberán reformar sus Reglamentos a efecto de señalar la Dirección, 
Subdirección, Jefatura de Departamento que estarán a cargo de las obligaciones que le impone esta nueva 
función. 

DÉCIMO.- Las Procuradurías General de la República y de todas las Entidades Federativas, deberán 
generar los protocolos necesarios en materia pericial, a que se refiere la presente Ley en un plazo de 180 días 
naturales. 

DÉCIMO PRIMERO.- Las Instituciones Federales, Estatales, del Distrito Federal y Municipales deberán 
reglamentar sobre la capacitación de los servidores públicos a su cargo sobre el contenido del rubro 
denominado De la Capacitación, Formación, Actualización y Especialización, en la presente Ley. 

DÉCIMO SEGUNDO.- El Gobierno Federal deberá hacer las previsiones presupuestales necesarias para 
la operación de la presente Ley y establecer una partida presupuestal específica en el Presupuesto de 
Egresos de la Federación para el siguiente ejercicio fiscal a su entrada en vigor. 

DÉCIMO TERCERO.- Las funciones de la defensoría en materia de víctimas que le han sido asignadas a 
los Defensores Públicos Federales por la Ley General para Prevenir y Sancionar los Delitos en Materia de 
Secuestro, reglamentaria de la fracción XXI del artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, serán asumidas por la Asesoría Jurídica Federal a partir de la entrada en vigor de la presente Ley. 

DÉCIMO CUARTO.- Los asesores y abogados adscritos a las diversas instancias de procuración de 
justicia y atención a víctimas recibirán una capacitación por parte de la Asesoría Jurídica Federal a efecto de 
que puedan concursar como Abogados Victimales. 

DÉCIMO QUINTO.- Todas las Instituciones encargadas de la capacitación deberán establecer planes y 
programas tendientes a capacitar a su personal a efecto de dar cumplimiento a esta Ley. 

DÉCIMO SEXTO.- Las instituciones ya existentes al momento de la entrada en vigor de la presente Ley 
operarán con su estructura y presupuesto, sin perjuicio de las asignaciones especiales que reciban para el 
cumplimiento de las obligaciones que esta Ley les impone. 

México, D. F., a 30 de abril de 2012. 

SEN. JOSE GONZALEZ MORFIN, Presidente.- Dip. Guadalupe Acosta Naranjo, Presidente.- SEN. 
RENAN CLEOMINIO ZOREDA NOVELO, Secretario.- Dip. Guadalupe Pérez Domínguez, Secretaria.- 
Rúbricas." 

El presente decreto se publica en atención al oficio No. DGPL.-2P3A.-6469, suscrito por el Senador José 
González Morfin, Presidente de la Mesa Directiva de la Cámara de Senadores, con el fin de dar cumplimiento 
a lo dispuesto por el artículo 72, apartado B de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 
para su debida observancia. 
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SEGUNDA SECCION 
PODER EJECUTIVO 

SECRETARIA DE SALUD 
DECRETO por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley General de Salud, en materia de 
salud mental. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia de la 
República. 

ENRIQUE PEÑA NIETO, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, a sus habitantes sabed: 

Que el Honorable Congreso de la Unión, se ha servido dirigirme el siguiente 

DECRETO 

"EL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, DECRETA: 

SE REFORMAN Y ADICIONAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY GENERAL DE SALUD, EN MATERIA DE 
SALUD MENTAL. 

ARTÍCULO ÚNICO. Se reforman los artículos 72; 73, fracciones I, IV y actual V, que pasa a ser VIII; 74, 
fracciones II y III; 74 Bis, fracción I; 75, primer párrafo; 76, primer párrafo; 77, primer y segundo párrafos; y se 
adicionan las fracciones V, VI y VII al artículo 73 de la Ley General de Salud, para quedar como sigue: 

Artículo 72.- La prevención y atención de los trastornos mentales y del comportamiento es de carácter 
prioritario. Se basará en el conocimiento de los factores que afectan la salud mental, las causas de las 
alteraciones de la conducta, los métodos de prevención y control multidisciplinario de dichos trastornos, así 
como otros aspectos relacionados con el diagnóstico, conservación y mejoramiento de la salud mental. 

Para los efectos de esta Ley, se entiende por salud mental el estado de bienestar que una persona 
experimenta como resultado de su buen funcionamiento en los aspectos cognoscitivos, afectivos y 
conductuales, y, en última instancia el despliegue óptimo de sus potencialidades individuales para la 
convivencia, el trabajo y la recreación. 

La atención de los trastornos mentales y del comportamiento deberá brindarse con un enfoque 
comunitario, de reinserción psicosocial y con estricto respeto a los derechos humanos de los usuarios de 
estos servicios. 

Artículo 73.- Para la promoción de la salud mental y la atención de las personas con trastornos mentales 
y del comportamiento, la Secretaría de Salud, las instituciones de salud y los gobiernos de las entidades 
federativas, en coordinación con las autoridades competentes en cada materia, fomentarán y apoyarán: 

I. El desarrollo de actividades educativas, socioculturales y recreativas que contribuyan a la salud mental, 
preferentemente a grupos en situación de vulnerabilidad. 

II. y III. ... 

IV. Las acciones y campañas de promoción de los derechos de las personas con trastornos mentales y del 
comportamiento, así como de sensibilización para reducir el estigma y la discriminación, a fin de favorecer el 
acceso oportuno de la atención; 

V. La implementación estratégica y gradual de servicios de salud mental en establecimientos de la red del 
Sistema Nacional de Salud, que permita abatir la brecha de atención; 

VI. La investigación multidisciplinaria en materia de salud mental; 

VII. La participación de observadores externos para vigilar el pleno respeto de los derechos humanos de 
las personas con trastornos mentales y del comportamiento, que son atendidas en los establecimientos de la 
red del Sistema Nacional de Salud, y 



 

VIII. Las demás acciones que directa o indirectamente contribuyan a la prevención, atención y fomento de 
la salud mental de la población. 

Artículo 74.- La atención de los trastornos mentales y del comportamiento comprende: 

I. ... 

II. La organización, operación y supervisión de establecimientos dedicados al estudio, tratamiento y 
rehabilitación de personas con trastornos mentales y del comportamiento, y 

III. La reintegración de la persona con trastornos mentales y del comportamiento a su familia y comunidad, 
mediante la creación de programas sociales y asistenciales como residencias y talleres protegidos, en 
coordinación con otros sectores, para la debida atención de estos pacientes. 

Artículo 74 Bis.- La persona con trastornos mentales y del comportamiento tendrá los siguientes 
derechos: 

I. Derecho a la mejor atención disponible en materia de salud mental y acorde con sus antecedentes 
culturales, lo que incluye el trato sin discriminación y con respeto a la dignidad de la persona, en 
establecimientos de la red del Sistema Nacional de Salud; 

II. a VIII. ... 

Artículo 75.- El internamiento de personas con trastornos mentales y del comportamiento, como último 
recurso terapéutico, se ajustará a principios éticos, sociales, de respeto a los derechos humanos y a los 
requisitos que determine la Secretaría de Salud y demás disposiciones jurídicas aplicables. 

... 

... 

... 

... 

Artículo 76.- La Secretaría de Salud establecerá las normas oficiales mexicanas para los establecimientos 
que prestan atención a las personas con trastornos mentales y del comportamiento, de la red del Sistema 
Nacional de Salud. 

... 

Artículo 77.- Los padres, tutores, quienes ejercen la patria potestad o quienes ostenten la representación 
legal de personas con trastornos mentales y del comportamiento, serán responsables de la guardia o 
custodia. Las autoridades educativas y cualquier persona que esté en contacto con las personas con 
trastornos mentales y del comportamiento, procurarán la oportuna y debida atención de los mismos. 

A estos efectos, podrán obtener orientación y asesoramiento en las instituciones públicas dedicadas a la 
atención de las personas con trastornos mentales y del comportamiento. 

... 

TRANSITORIOS 

PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de 
la Federación. 

SEGUNDO. El Ejecutivo Federal, a través de la Secretaría de Salud, contará con un plazo de 180 días 
naturales, a partir de la entrada en vigor del presente Decreto, para emitir las disposiciones administrativas 
necesarias para su aplicación. 
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México, D.F., a 19 de diciembre de 2012.- Dip. Francisco Arroyo Vieyra, Presidente.- Sen. Ernesto 
Javier Cordero Arroyo, Presidente.- Dip. Tanya Rellstab Carreto, Secretaria.- Sen. María Elena Barrera 
Tapia, Secretaria.- Rúbricas." 

En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto en la Residencia 
del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal, a siete de enero de dos mil trece.- 
Enrique Peña Nieto.- Rúbrica.- El Secretario de Gobernación, Miguel Ángel Osorio Chong.- Rúbrica. 
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SECRETARIA DE SALUD 
DECRETO por el que se reforman los artículos 198, 314, 317, 338, 339; se adicionan los artículos 314, 315, 316, 321 
Bis, 327 y 338 de la Ley General de Salud. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia de la 
República. 

ENRIQUE PEÑA NIETO, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, a sus habitantes sabed: 

Que el Honorable Congreso de la Unión, se ha servido dirigirme el siguiente 

DECRETO 

"EL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, DECRETA: 

SE REFORMAN LOS ARTÍCULOS 198, 314, 317, 338, 339; SE ADICIONAN LOS ARTÍCULOS 314, 315, 316, 321 BIS, 
327 Y 338 DE LA LEY GENERAL DE SALUD 

ARTÍCULO ÚNICO. Se reforman los artículos 198, primer párrafo; 314, fracción XXVII; 317; 338, fracción 
IV; 339, párrafos primero y segundo; y se adicionan los artículos 314, con una fracción I Bis; 315, con una 
fracción V; 316, con los párrafos sexto, séptimo, octavo y noveno; 321 Bis; 327, con un párrafo segundo y 
338, con un párrafo tercero a la Ley General de Salud, para quedar como sigue: 

Artículo 198. Requieren autorización sanitaria los establecimientos dedicados a: 

I. a VI. ... 

... 

... 

Artículo 314. ... 

I. ... 

I Bis. Células progenitoras o troncales, aquellas capaces de autoreplicarse y diferenciarse hacia diversos 
linajes celulares especializados; 

II. a XXVI. ... 

XXVII. Trazabilidad, a la capacidad de localizar e identificar los órganos, tejidos y sus componentes, y 
células, en cualquier momento desde la donación, y en su caso, hasta el trasplante o la transfusión. 

Artículo 315. ... 

I. y II. ... 

III. Los bancos de órganos, tejidos y células; 

IV. Los bancos de sangre y servicios de transfusión, y 

V. La disposición de células progenitoras o troncales. 

... 

Artículo 316. ... 

... 

... 

... 

... 

Los establecimientos de atención médica que transfundan sangre y sus componentes deberán contar con 
un Comité de Medicina Transfusional. 

Los establecimientos de atención médica que utilicen células progenitoras o troncales para regeneración 
de tejidos deberán contar con el Comité Interno de Trasplantes a que se refiere el artículo 316 de esta Ley. 



Jueves 24 de enero de 2013 DIARIO OFICIAL (Primera Sección)       

En caso de que el establecimiento cuente con la autorización sanitaria para hacer trasplante de órganos y 
tejidos a que se refiere el artículo 315, fracción I de esta Ley, se deberá conformar un subcomité que deberá 
presentar los casos al Comité Interno de Trasplantes. 

Los comités y subcomités a que se refiere este artículo se integrarán y sujetarán a las disposiciones que 
para tal efecto emita la Secretaría. 

Artículo 317. Los órganos no podrán ser sacados del territorio nacional. 

Los permisos para que los tejidos y sus componentes, así como las células puedan salir del territorio 
nacional, se concederán siempre y cuando estén satisfechas las necesidades de ellos en el país, salvo casos 
de urgencia. 

Artículo 321 Bis. La Secretaría de Salud promoverá que en todo establecimiento de atención obstétrica, 
se solicite sistemáticamente a toda mujer embarazada su consentimiento para donar de manera voluntaria y 
altruista la sangre placentaria para obtener de ella células troncales o progenitoras para usos terapéuticos o 
de investigación, por medio de una carta de consentimiento informado, garantizándole en todo momento su 
plena voluntad, libertad y confidencialidad, de conformidad con las demás disposiciones jurídicas aplicables. 

Artículo 327. ... 

No se considerarán actos de comercio la recuperación de los costos derivados de la obtención o 
extracción, análisis, conservación, preparación, distribución, transportación y suministro de órganos, tejidos, 
incluyendo la sangre y sus componentes, y células progenitoras o troncales. 

Artículo 338. ... 

I. a III. ... 

IV. Los datos de los trasplantes con excepción de los autotrasplantes y los relativos a células progenitoras 
o troncales; 

V. a VI. ... 

... 

El registro de los trasplantes de células progenitoras o troncales estará a cargo del Centro Nacional de la 
Transfusión Sanguínea. 

Artículo 339. La distribución y asignación en el territorio nacional de órganos, tejidos y células, con 
excepción de las progenitoras o troncales, de donador con pérdida de la vida para trasplante, deberá sujetarse 
a los criterios previstos en la presente Ley y los emitidos por la Secretaría de Salud, mediante disposiciones 
de carácter general que deberán publicarse en el Diario Oficial de la Federación. 

La asignación y la distribución en el territorio nacional de órganos, tejidos y células, con excepción de las 
progenitoras o troncales, se realizará por los comités internos de trasplantes y por los comités internos de 
coordinación para la donación de órganos y tejidos, de conformidad con lo previsto en la presente Ley. 

... 

... 

... 

... 

TRANSITORIO 

ÚNICO. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación. 

México, D.F., a 20 de diciembre de 2012.- Dip. Francisco Arroyo Vieyra, Presidente.- Sen. Ernesto 
Javier Cordero Arroyo, Presidente.- Dip. Merilyn Gomez Pozos, Secretaria.- Sen. María Elena Barrera 
Tapia, Secretaria.- Rúbricas." 

En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto en la Residencia 
del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal, a veintiuno de enero de dos mil trece.- 
Enrique Peña Nieto.- Rúbrica.- El Secretario de Gobernación, Miguel Ángel Osorio Chong.- Rúbrica. 
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SEGUNDA SECCION 
PODER EJECUTIVO 

SECRETARIA DE SALUD 
DECRETO por el que se reforma el artículo 61 de la Ley General de Salud. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia de la 
República. 

ENRIQUE PEÑA NIETO, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, a sus habitantes sabed: 

Que el Honorable Congreso de la Unión, se ha servido dirigirme el siguiente 

DECRETO 

"EL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, DECRETA: 

SE REFORMA EL ARTÍCULO 61 DE LA LEY GENERAL DE SALUD. 

ARTÍCULO ÚNICO. Se reforman las fracciones II, III, IV y V del artículo 61 de la Ley General de Salud, 

para quedar como sigue: 

Artículo 61.- ... 

... 

I. ... 

II. La atención del niño y la vigilancia de su crecimiento, desarrollo integral, incluyendo la promoción de la 

vacunación oportuna, atención prenatal, así como la prevención y detección de las condiciones y 

enfermedades hereditarias y congénitas, y en su caso atención, que incluya la aplicación de la prueba del 

tamiz ampliado, y su salud visual; 

III. La revisión de retina y tamiz auditivo al prematuro; 

IV. La aplicación del tamiz oftalmológico neonatal, a la cuarta semana del nacimiento, para la detección 

temprana de malformaciones que puedan causar ceguera, y su tratamiento, en todos sus grados, y 

V. La atención del niño y su vigilancia durante el crecimiento y desarrollo, y promoción de la integración y 

del bienestar familiar. 

TRANSITORIO 

ÚNICO. El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 

México, D.F., a 20 de diciembre de 2012.- Dip. Francisco Arroyo Vieyra, Presidente.- Sen. Ernesto 

Javier Cordero Arroyo, Presidente.- Dip. Merilyn Gómez Pozos, Secretaria.- Sen. Lilia Guadalupe 

Merodio Reza, Secretaria.- Rúbricas." 

En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto en la Residencia 

del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal, a veintiuno de enero de dos mil trece.- 

Enrique Peña Nieto.- Rúbrica.- El Secretario de Gobernación, Miguel Ángel Osorio Chong.- Rúbrica. 
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SECRETARIA DE SALUD 
DECRETO por el que se reforma el artículo 163 de la Ley General de Salud. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia de la 
República. 

ENRIQUE PEÑA NIETO, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, a sus habitantes sabed: 

Que el Honorable Congreso de la Unión, se ha servido dirigirme el siguiente 

DECRETO 

"EL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, DECRETA: 

SE REFORMA EL ARTÍCULO 163 DE LA LEY GENERAL DE SALUD. 

ARTÍCULO ÚNICO. Se reforma la fracción VI del Artículo 163 de la Ley General de Salud, para quedar 
como sigue: 

Artículo 163. La acción en materia de prevención y control de accidentes comprende: 

I. a V. ... 

VI. La promoción de la participación y capacitación de la comunidad en la prevención y primeros auxilios 
de accidentes. 

... 

TRANSITORIO 

ÚNICO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación. 

México, D.F., a 5 de marzo de 2013.- Dip. Francisco Arroyo Vieyra, Presidente.- Sen. Ernesto Cordero 
Arroyo, Presidente.- Dip. Merilyn Gómez Pozos, Secretaria.- Sen. María Elena Barrera Tapia, Secretaria.- 
Rúbricas." 

En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto en la Residencia 
del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal, a dos de abril de dos mil trece.- 
Enrique Peña Nieto.- Rúbrica.- El Secretario de Gobernación, Miguel Ángel Osorio Chong.- Rúbrica. 

 

 

 

 

DECRETO por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley General de Salud, en materia de 
Discapacidad. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia de la 
República. 

ENRIQUE PEÑA NIETO, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, a sus habitantes sabed: 

Que el Honorable Congreso de la Unión, se ha servido dirigirme el siguiente 

DECRETO 

"EL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, DECRETA: 

SE REFORMAN Y ADICIONAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY GENERAL DE SALUD, EN MATERIA DE 
DISCAPACIDAD. 

ARTÍCULO ÚNICO.- Se reforma la fracción XVII del artículo 3, la fracción III del artículo 6, la fracción III 
del artículo 33, el artículo 59, la fracción VI del artículo 100, la fracción I del artículo 104, la fracción III del 
artículo 112, la denominación del Título Noveno “Asistencia Social, Prevención de la Discapacidad y 
Rehabilitación de las Personas con Discapacidad”, las fracciones I, II y V del artículo 168, el artículo 173, el 
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párrafo primero y las fracciones I, II, III, IV , V y VI del artículo 174 y los artículos 175, 177, 178, 180 y 300 de 
la Ley General de Salud, para quedar como sigue: 

Artículo 3o. ... 

I. a XVI. ... 

XVII. La prevención de la discapacidad y la rehabilitación de las personas con discapacidad; 

XVIII. a XXVIII. ... 

Articulo 6o. ... 

I. y II. ... 

III. Colaborar al bienestar social de la población mediante servicios de asistencia social, principalmente a 
menores en estado de abandono, ancianos desamparados y personas con discapacidad, para fomentar su 
bienestar y propiciar su incorporación a una vida equilibrada en lo económico y social; 

IV. a IX. ... 

Artículo 33. ... 

I. y II. ... 

III. De rehabilitación, que incluyen acciones tendientes a optimizar las capacidades y funciones de las 
personas con discapacidad, y 

IV. ... 

Artículo 59. Las dependencias y entidades del sector salud y los gobiernos de las entidades federativas, 
promoverán y apoyarán la constitución de grupos, asociaciones y demás instituciones que tengan por objeto 
participar organizadamente en los programas de promoción y mejoramiento de la salud individual o colectiva, 
así como en los de prevención de enfermedades y accidentes, y de prevención de la discapacidad y de 
rehabilitación de personas con discapacidad, así como en los cuidados paliativos. 

Artículo 100. ... 

I. a V. ... 

VI. El profesional responsable suspenderá la investigación en cualquier momento, si sobreviene el riesgo 
de lesiones graves, discapacidad, muerte del sujeto en quien se realice la investigación; 

VII. y VIII. ... 

Artículo 104. ... 

... 

I. Estadísticas de natalidad, mortalidad, morbilidad y discapacidad; 

II. y III. ... 

Artículo 112. ... 

I. y II. ... 

III. Orientar y capacitar a la población preferentemente en materia de nutrición, salud mental, salud bucal, 
educación sexual, planificación familiar, cuidados paliativos, riesgos de automedicación, prevención de 
farmacodependencia, salud ocupacional, salud visual, salud auditiva, uso adecuado de los servicios de salud, 
prevención de accidentes, prevención de la discapacidad y rehabilitación de las personas con discapacidad y 
detección oportuna de enfermedades. 

TÍTULO NOVENO 

Asistencia Social, Prevención de la Discapacidad y  Rehabilitación de las Personas con Discapacidad 

Artículo 168. ... 

I. La atención a personas que, por sus carencias socio-económicas o por su condición de discapacidad se 
vean impedidas para satisfacer sus requerimientos básicos de subsistencia y desarrollo; 



     (Primera Sección) DIARIO OFICIAL Lunes 8 de abril de 2013 

II. La atención en establecimientos especializados a menores y ancianos en estado de abandono o 
desamparo y personas con discapacidad sin recursos; 

III. y IV. ... 

V. La prestación de servicios de asistencia jurídica y de orientación social, especialmente a menores, 
ancianos y personas con discapacidad sin recursos; 

VI. a IX. ... 

Artículo 173. Para los efectos de esta Ley, se entiende por discapacidad a la o las deficiencias de 
carácter físico, mental, intelectual o sensorial, ya sea permanente o temporal que por razón congénita o 
adquirida, presenta una persona, que al interactuar con las barreras que le impone el entorno social, pueda 
impedir su inclusión plena y efectiva, en igualdad de condiciones con los demás. 

Artículo 174. La atención en materia de prevención de la discapacidad y rehabilitación de las personas 
con discapacidad comprende: 

I. La investigación de las causas de la discapacidad y de los factores que la condicionan; 

II. La promoción de la participación de la comunidad en la prevención y control de las causas y factores 
condicionantes de la discapacidad; 

III. La identificación temprana y la atención oportuna de procesos físicos, mentales y sociales que puedan 
causar discapacidad; 

IV. La orientación educativa en materia de rehabilitación a la colectividad en general, y en particular a las 
familias que cuenten con alguna persona con discapacidad, promoviendo al efecto la solidaridad social; 

V. La atención integral de las personas con discapacidad, incluyendo la adaptación de las prótesis, órtesis 
y ayudas funcionales que requieran; 

VI. La promoción para adecuar facilidades urbanísticas y arquitectónicas a las necesidades de las 
personas con discapacidad, y 

VII. ... 

Artículo 175. La Secretaría de Salud establecerá las normas oficiales mexicanas de carácter nacional en 
materia de prevención de la discapacidad y rehabilitación de las personas con discapacidad, y coordinará, 
supervisará y evaluará su cumplimiento por parte de las instituciones públicas, sociales privadas que persigan 
estos fines. 

Artículo 177. La Secretaría de Salud a través del organismo a que alude el Artículo 172 de esta Ley, y los 
gobiernos de las entidades federativas, coordinadamente y en sus respectivos ámbitos de competencia, 
promoverán el establecimiento de centros y servicios de rehabilitación somática, psicológica, social y 
ocupacional para las personas que cuenten con cualquier tipo de discapacidad, así como acciones que 
faciliten la disponibilidad y adaptación de prótesis, órtesis y ayudas funcionales. 

Artículo 178. El Organismo del Gobierno Federal previsto en el Artículo 172, tendrá entre sus objetivos 
operar establecimientos de rehabilitación, realizar estudios e investigaciones en materia de discapacidad y 
participar en programas de rehabilitación y educación especial. 

Articulo 180. La Secretaría de Salud y los gobiernos de las entidades federativas, en coordinación con 
otras instituciones públicas, promoverán que en los lugares en que se presten servicios públicos, se 
dispongan facilidades para las personas con discapacidad. 

Articulo 300. Con el fin de proteger la salud pública, es competencia de la Secretaría de Salud la 
autorización de la publicidad que se refiera a la salud, al tratamiento de las enfermedades, a la rehabilitación 
de las personas con discapacidad, al ejercicio de las disciplinas para la salud y a los productos y servicios a 
que se refiere esta Ley. Esta facultad se ejercerá sin perjuicio de las atribuciones que en esta materia 
confieran las leyes a las Secretarías de Gobernación, Educación Pública, Economía, Comunicaciones y 
Transportes y otras dependencias del Ejecutivo Federal. 

TRANSITORIO 

ÚNICO. El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación. 
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México, D.F., a 7 de marzo de 2013.- Dip. Francisco Arroyo Vieyra, Presidente.- Sen. Ernesto Cordero 
Arroyo, Presidente.- Dip. Magdalena del Socorro Nuñez Monreal, Secretaria.- Sen. María Elena Barrera 
Tapia, Secretaria.- Rúbricas." 

En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto en la Residencia 
del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal, a dos de abril de dos mil trece.- 
Enrique Peña Nieto.- Rúbrica.- El Secretario de Gobernación, Miguel Ángel Osorio Chong.- Rúbrica. 
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SECRETARIA DE SALUD 
DECRETO por el que se reforman diversas disposiciones de la Ley General de Salud, en materia de Genoma 
Humano. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia de la 
República. 

ENRIQUE PEÑA NIETO, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, a sus habitantes sabed: 

Que el Honorable Congreso de la Unión, se ha servido dirigirme el siguiente 

DECRETO 

"EL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, DECRETA: 

SE REFORMAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY GENERAL DE SALUD, EN MATERIA DE GENOMA 
HUMANO. 

ARTÍCULO ÚNICO. Se reforman los artículos 103 Bis 1 y 103 Bis 3, de la Ley General de Salud, para 
quedar como sigue: 

Artículo 103 Bis 1. El genoma humano y el conocimiento sobre éste son patrimonio de la humanidad. El 
genoma individual de cada ser humano pertenece a cada individuo. 

Artículo 103 Bis 3. Todo estudio sobre el genoma humano deberá contar con la aceptación expresa de la 
persona sujeta al mismo o de su representante legal en términos de la legislación aplicable. 

... 

TRANSITORIO 

ÚNICO. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación. 

México, D.F., a 24 de octubre de 2013.- Dip. Ricardo Anaya Cortés, Presidente.- Sen. Raúl Cervantes 
Andrade, Presidente.- Dip. Xavier Azuara Zúñiga, Secretario.- Sen. María Elena Barrera Tapia, Secretaria.- 
Rúbricas." 

En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto en la Residencia 
del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal, a dos de diciembre de dos mil trece.- 
Enrique Peña Nieto.- Rúbrica.- El Secretario de Gobernación, Miguel Ángel Osorio Chong.- Rúbrica. 
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SECRETARIA DE MEDIO AMBIENTE Y RECURSOS NATURALES 

 

DECRETO por el que se reforma el primer párrafo del artículo 62 de la Ley General de Vida Silvestre. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia de la 
República. 

ENRIQUE PEÑA NIETO, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, a sus habitantes sabed: 

Que el Honorable Congreso de la Unión, se ha servido dirigirme el siguiente 

DECRETO 

"EL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, DECRETA: 

POR EL QUE SE REFORMA EL PRIMER PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 62 DE LA LEY GENERAL DE VIDA 
SILVESTRE. 

ARTÍCULO ÚNICO.- Se reforma el primer párrafo del artículo 62 de la Ley General de Vida Silvestre, para 
quedar como sigue: 

Artículo 62. La Secretaría deberá implementar programas para la conservación, recuperación, 
reproducción y reintroducción en su hábitat, de especies y poblaciones prioritarias para la conservación, con la 
participación en su caso de las personas que manejen dichas especies o poblaciones y demás involucrados. 

... 

TRANSITORIO 

ÚNICO.- El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación. 

México, D.F., a 6 de febrero de 2014.- Dip. Ricardo Anaya Cortés, Presidente.- Sen. Raúl Cervantes 
Andrade, Presidente.- Dip. Fernando Bribiesca Sahagún, Secretario.- Sen. Rosa Adriana Díaz Lizama, 
Secretaria.- Rúbricas." 

En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto en la Residencia 
del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal, a doce de marzo de dos mil catorce.- 
Enrique Peña Nieto.- Rúbrica.- El Secretario de Gobernación, Miguel Ángel Osorio Chong.- Rúbrica. 
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SECRETARIA DE SALUD 
DECRETO por el que se reforman los artículos 47 y 200 Bis de la Ley General de Salud, en materia del aviso de 
funcionamiento. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia de la 
República. 

ENRIQUE PEÑA NIETO, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, a sus habitantes sabed: 

Que el Honorable Congreso de la Unión, se ha servido dirigirme el siguiente 

DECRETO 

"EL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, DECRETA: 

SE REFORMAN LOS ARTÍCULOS 47 Y 200 BIS DE LA LEY GENERAL DE SALUD, EN MATERIA DEL AVISO DE 
FUNCIONAMIENTO. 

Artículo Único.- Se REFORMAN el segundo párrafo del artículo 47 y el tercer párrafo del artículo 200 Bis 
de la Ley General de Salud, para quedar como sigue: 

Artículo 47. ... 

El aviso a que se refiere el párrafo anterior deberá presentarse por lo menos treinta días anteriores a aquel 
en que se pretendan iniciar operaciones y contener los requisitos establecidos en el artículo 200 Bis de  esta 
Ley. 

... 

Artículo 200 Bis. ... 

... 

El aviso a que se refiere este artículo deberá presentarse por escrito a la Secretaría de Salud o a los 
gobiernos de las entidades federativas, por lo menos treinta días anteriores a aquel en que se pretendan 
iniciar operaciones y contendrá los siguientes datos: 

I. a VI. ... 

TRANSITORIO 

ÚNICO. El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación. 

México, D.F., a 22 de abril de 2014.- Dip. José González Morfín, Presidente.- Sen. Raúl Cervantes 
Andrade, Presidente.- Dip. Angelina Carreño Mijares, Secretaria.- Sen. Rosa Adriana Díaz Lizama, 
Secretaria.- Rúbricas." 

En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto en la Residencia 
del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal, a veintiséis de mayo de dos mil 
catorce.- Enrique Peña Nieto.- Rúbrica.- El Secretario de Gobernación, Miguel Ángel Osorio Chong.- 
Rúbrica. 
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